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Unión Europea 
 
1. CONTROL DE LAS INVERSIONES EXTRANJERAS DIRECTAS EN LA UNIÓN EUROPEA 
 

El DO de 21 marzo 2019 publicó el Reglamento (UE) 2019/452 del Parlamento Europeo y del 
Consejo de 19 marzo 2019 para el control de las inversiones extranjeras directas en la Unión, que 
establece un marco para el control, por parte de los Estados miembros, por motivos de seguridad o 
de orden público, de las inversiones extranjeras directas dentro de la Unión y para un mecanismo de 
cooperación entre los Estados miembros, así como entre los Estados miembros y la Comisión, por lo 
que respecta a las inversiones extranjeras directas que puedan afectar a la seguridad o al orden 
público. Incluye la posibilidad de que la Comisión emita dictámenes sobre dichas inversiones. El 
Reglamento ofrece un marco para el control de las inversiones extranjeras directas y para la 
cooperación debe ofrecer a los Estados miembros y a la Comisión los medios para hacer frente a 
los riesgos para la seguridad o el orden público de una manera global, y para adaptarse a la 
evolución de las circunstancias. Las normas y los procedimientos relacionados con los 
mecanismos de control, en particular los plazos aplicables, serán transparentes y no 
discriminarán entre terceros países.  
 
2. ASPECTOS DE LOS CONTRATOS DE COMPRAVENTA DE BIENES 
 

El DO de 22 mayo 2019 publicó la Directiva (UE) 2019/771 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 20 mayo 2019, relativa a determinados aspectos de los contratos de compraventa de 
bienes, por la que se modifican el Reglamento (CE) n.° 2017/2394 y la Directiva 2009/22/CE y se 
deroga la Directiva 1999/44/CE. Su objeto es contribuir al correcto funcionamiento del mercado 
interior, proporcionando a la vez un alto nivel de protección de los consumidores, a través del 
establecimiento de normas comunes sobre determinados requisitos relativos a los contratos de 
compraventa celebrados entre vendedores y consumidores, en particular normas sobre la 
conformidad de los productos con el contrato, las medidas correctoras en caso de falta de 
conformidad, las modalidades para exigir dichas medidas correctoras y las garantías comerciales. 
La presente Directiva comprende normas aplicables a la compraventa de bienes, entre ellos los 
bienes con elementos digitales, tan solo en relación con los elementos contractuales 
fundamentales para superar los obstáculos relacionados con el Derecho contractual en el 
mercado interior. Con este fin, las normas sobre requisitos de conformidad, las medidas 
correctoras disponibles para los consumidores por falta de conformidad de los bienes con el 
contrato y las principales modalidades para recurrir a ellas deben estar plenamente 
armonizadas, y el nivel de protección de los consumidores debe incrementarse con respecto a la 
Directiva 1999/44/CE. Unas normas totalmente armonizadas respecto de algunos elementos 
esenciales del Derecho de los contratos con los consumidores facilitan a las empresas, 
especialmente a las pymes, ofrecer sus productos en otros Estados miembros. Los consumidores 
gozarían de un alto nivel de protección y de un mayor bienestar gracias a la plena armonización 
de las principales normas. 
 
3. INTEROPERABILIDAD DEL SISTEMA DE ENTRADAS Y SALIDAS (SES) EN LA UNIÓN EUROPEA 
 
El DO de 24 mayo 2019 publica dos Reglamentos para garantizar la interoperabilidad del Sistema 
de Entradas y Salidas (SES) en la Unión Europea. El Reglamento (UE) 2019/817 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 20 mayo 2019, relativo al establecimiento de un marco para la 
interoperabilidad de los sistemas de información de la UE en el ámbito de las fronteras y los visados 
y por el que se modifican los Reglamentos (CE) nº 767/2008, (UE) 2016/399, (UE) 2017/2226, (UE) 
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2018/1240, (UE) 2018/1726 y (UE) 2018/1861 del Parlamento Europeo y del Consejo, y las 
Decisiones 2004/512/CE y 2008/633/JAI del Consejo, junto con el Reglamento (UE) 2019/818 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 mayo 2019, relativo al establecimiento de un marco para 
la interoperabilidad entre los sistemas de información de la UE en el ámbito de la cooperación 
policial y judicial, el asilo y la migración y por el que se modifican los Reglamentos (UE) 2018/1726, 
(UE) 2018/1862 y (UE) 2019/816, establece un marco para garantizar la interoperabilidad del 
Sistema de Entradas y Salidas (SES), el Sistema de Información de Visados (VIS), el Sistema Europeo 
de Información y Autorización de Viajes (SEIAV), Eurodac, el Sistema de Información de Schengen 
(SIS) y el Sistema Europeo de Información de Antecedentes Penales de nacionales de terceros países 
(ECRIS–TCN). El marco incluiye los siguientes componentes de interoperabilidad: a) un portal 
europeo de búsqueda (PEB); b) un servicio de correspondencia biométrica compartido (SCB 
compartido); c) un registro común de datos de identidad (RCDI); d) un detector de identidades 
múltiples (DIM). 
 
4. INTRODUCCIÓN E IMPORTACIÓN DE BIENES CULTURALES 
 

El DO de 7 junio 2019 publica el Reglamento (UE) 2019/880 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 17 abril 2019, relativo a la introducción y la importación de bienes culturales. Con ello 
la Unión prohíbe la introducción en su territorio aduanero de bienes culturales exportados 
ilícitamente desde terceros países, prestando especial atención a los bienes culturales 
procedentes de terceros países afectados por conflictos armados, en particular cuando dichos 
bienes culturales hayan sido objeto de comercio ilícito por parte de organizaciones terroristas u 
otro tipo de organizaciones criminales. Dicha disposición establece las condiciones para la 
introducción de bienes culturales y las condiciones y procedimientos para la importación de 
bienes culturales con fines de salvaguardia del patrimonio cultural de la humanidad y de 
prevención del comercio ilícito de bienes culturales, en particular en los casos en los que dicho 
comercio ilícito pueda contribuir a la financiación del terrorismo. 
 
5. CONDICIONES Y EL PROCEDIMIENTO PARA QUE LOS CIUDADANOS NO REPRESENTADOS EN TERCEROS PAÍSES 
OBTENGAN UN DOCUMENTO PROVISIONAL DE VIAJE DE LA UE 
 

El DO de 20 junio 2019 publica la Directiva (UE) 2019/997 del Consejo de 18 junio 2019 por la 
que se establecen normas sobre las condiciones y el procedimiento para que los ciudadanos no 
representados en terceros países obtengan un documento provisional de viaje de la UE (DPV UE), y 
se conforma un modelo uniforme de dicho documento. Debe recordarse que la Decisión 
96/409/PESC de los representantes de los gobiernos de los Estados miembros reunidos en el 
seno del Consejo, estableció la creación de un documento provisional de viaje de formato 
uniforme para que los Estados miembros lo expidieran a ciudadanos de la Unión en el territorio 
de países en los que el Estado miembro de nacionalidad de dichos ciudadanos no tuviera 
representación diplomática o consular permanente. Pero en la actualidad se considera oportuno 
actualizar las disposiciones de dicha Decisión y establecer un formato más moderno y seguro 
para el documento provisional de viaje de la UE (“DPV UE”). Con ello se garantiza la coherencia 
entre las condiciones específicas y el procedimiento de expedición de los DPV UE, y las normas 
generales sobre la protección consular establecidas en la Directiva (UE) 2015/637, dado que 
dicha Directiva —incluido el procedimiento financiero previsto en su art. 14— se aplica a la 
expedición de DPV UE a ciudadanos no representados. 
 
6. REGLAMENTO (UE) 2019/1111, DE 25 JUNIO 2019, SOBRE COMPETENCIA, RECONOCIMIENTO Y 
EJECUCIÓN DE RESOLUCIONES EN MATERIA MATRIMONIAL Y DE RESPONSABILIDAD PARENTAL, ASÍ COMO SOBRE 
SUSTRACCIÓN INTERNACIONAL DE MENORES 
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El DO de 2 julio 2019 publicó el Reglamento (UE) 2019/1111 del Consejo, de 25 junio 2019, 
relativo a la competencia, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones en materia matrimonial 
y de responsabilidad parental, y sobre la sustracción internacional de menores. El 15 abril 2014, la 
Comisión adoptó un informe sobre la aplicación del Reglamento (CE) nº 2201/2003 del Consejo. 
El informe concluía que el Reglamento (CE) nº 2201/2003 estaba funcionando correctamente y 
había aportado a los ciudadanos beneficios importantes, pero que las normas vigentes podían 
mejorarse. Según la Comisión el Reglamento ha beneficiado considerablemente a los ciudadanos 
y facilitado la solución de los cada vez más numerosos litigios transfronterizos en materia 
matrimonial y de responsabilidad parental, mediante un sistema global de normas de 
competencia, un sistema eficaz de cooperación entre las autoridades centrales de los Estados 
miembros, la prevención de procedimientos paralelos y la libre circulación de resoluciones 
judiciales, documentos públicos y acuerdos. Las disposiciones sobre la restitución del menor que 
complementan el Convenio de La Haya de 1980, encaminadas a prevenir la sustracción de 
menores entre Estados miembros, se han valorado como especialmente útiles. No obstante, los 
datos y opiniones preliminares de los expertos indicaron que era posible mejorar las normas 
existentes. A fin de estudiar a fondo los problemas mencionados en el referido informe, la 
Comisión impulsó una evaluación más detallada de las normas existentes y de su efecto sobre los 
ciudadanos y, con este propósito, puso en marcha también una consulta pública. 

El presente Reglamento establece normas uniformes de competencia relativas al divorcio, la 
separación legal y la nulidad matrimonial, así como a los litigios sobre responsabilidad parental 
con un componente internacional. Facilita la circulación en la Unión de las resoluciones, los 
documentos públicos y determinados acuerdos, al establecer disposiciones relativas a su 
reconocimiento y ejecución en otros Estados miembros. Por otra parte, aclara el derecho del 
menor a que se le brinde ocasión de expresar su opinión en los procedimientos que le afecten y 
contiene asimismo disposiciones que complementan el Convenio de La Haya, de 25 octubre 1980, 
sobre los aspectos civiles de la sustracción internacional de menores en lo referente a las 
relaciones entre Estados miembros. Por consiguiente, el presente Reglamento debe contribuir a 
reforzar la seguridad jurídica e incrementar la flexibilidad, y a garantizar un mejor acceso a los 
procesos judiciales y una mayor eficiencia de dichos procesosLa nueva versión del Reglamento 
solo será aplicable a los procedimientos incoados, a los documentos públicos formalizados o 
registrados y a los acuerdos registrados el 1 agosto 2022 o después de esa fecha. 
 

[Vid. B. Campuzano Díaz, “El nuevo Reglamento (UE) 2019/1111: análisis de las mejoras en las 
relaciones con el Convenio de la Haya de 19 octubre 1996 sobre responsabilidad parental”, 
Cuadernos de Derecho Transnacional, vol. 12, nº 1, 2020, pp. 97–117; E. Castellanos Ruiz, 
“Novedades sobre la jurisdicción competente en los contratos internacionales de transporte 
aéreo de pasajeros: Reglamento Bruselas I–bis y Convenio de Montreal”, Revista Aranzadi de 
derecho patrimonial, nº 51, 2020; C. González Beilfuss, “La sustracción de menores en el nuevo 
Reglamento 2019/1111”, Relaciones transfronterizas, globalización y Derecho. Homenaje al Prof. 
Dr. José Carlos Fernández Rozas, Cizur Menor (Navarra), Civitas–Thomson–Reuters, 2020, pp. 
383–398; M. Guzmán Peces, “Los criterios de competencia en el Reglamento (UE) 2019/1111: 
especial referencia a la autonomía de la voluntad y al “interés superior del menor”, en este 
Anuario, supra, pp. 189–213; F. de P. Puig Blanes, “Aproximación al tratamiento de la sustracción 
internacional de menores en el Reglamento UE 2019/1111”, Actualidad civil, nº 4, 2020; E. 
Rodríguez Pineau, “El nuevo Reglamento (UE) 2019/1111 en materia matrimonial, 
responsabilidad parental y sustracción internacional de menores”, La Ley Derecho de Familia: 
Revista jurídica sobre familia y menores, nº 26, 2020 (Ejemplar dedicado a: Derecho de familia de 
la Unión Europea); M.A. Sánchez Jiménez, “Alcance de la operatividad de los foros de competencia 
de las legislaciones de los Estados miembros en materia de divorcio, separación y nulidad 
matrimonial. La clarificación introducida por el art. 6 del Reglamento (UE) 2019/1111”, Bitácora 
Millennium DIPr: Derecho Internacional Privado, nº 12, 2020]; id., “El Reglamento (UE) 
2019/1111 y la continuidad de los foros de competencia en materia matrimonial. Resultados en 
el contexto actual”, en este Anuario, supra, pp. 301–325] 

 



494                                  ANUARIO ESPAÑOL DE DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 2019–2020 

AEDIPr, t. XIX–XX, 2019–2020 
ISSN 1578–3138 

7. MODIFICACIONES DEL CÓDIGO DE VISADOS DE LA UNIÓN EUROPEA CON EL OBJETO DE CONTRARRESTAR LOS 
RIESGOS PARA LA SEGURIDAD Y EL RIESGO DE MIGRACIÓN IRREGULAR 
 

El DO de 12 julio 2019 publicó el Reglamento (UE) 2019/1155 del Parlamento Europeo y del 
Consejo de 20 junio 2019 por el que se modifica el Reglamento (CE) nº 810/2009 por el que se 
establece un Código comunitario sobre visados (Código de visados). Con dicha modificación la 
política de visados sigue constituyendo una herramienta esencial para facilitar el turismo y la 
actividad económica, contribuyendo al mismo tiempo a contrarrestar los riesgos para la 
seguridad y el riesgo de migración irregular a la Unión siendo coherente con otras políticas de 
la Unión, tales como las políticas de relaciones exteriores, comercio, educación, cultura y 
turismo. 

 
8. REFUERZO DE LA SEGURIDAD DE LOS DOCUMENTOS DE IDENTIDAD DE LOS CIUDADANOS DE LA UNIÓN Y DE 
LOS DOCUMENTOS DE RESIDENCIA EXPEDIDOS A CIUDADANOS DE LA UNIÓN Y A LOS MIEMBROS DE SUS FAMILIAS 
QUE EJERZAN SU DERECHO A LA LIBRE CIRCULACIÓN 
 

El DO de 12 julio 2019 publicó el Reglamento (UE) 2019/1157 del Parlamento Europeo y del 
Consejo de 20 junio 2019 sobre el refuerzo de la seguridad de los documentos de identidad de los 
ciudadanos de la Unión y de los documentos de residencia expedidos a ciudadanos de la Unión y a 
los miembros de sus familias que ejerzan su derecho a la libre circulación. 

Existen diferencias considerables entre los niveles de seguridad de los documentos de 
identidad nacionales expedidos por los Estados miembros y de los permisos de residencia de los 
ciudadanos de la Unión y los miembros de sus familias que residen en otro Estado miembro. Esas 
diferencias incrementan el riesgo de falsificación y fraude documental y provocan, además, 
dificultades prácticas para los ciudadanos cuando desean ejercer su derecho a la libre circulación. 
Por esa razón, la Comisión consideró que unos documentos de identidad y de viaje seguros eran 
cruciales para establecer sin ningún género de dudas la identidad de una persona. 

La mejora de los documentos de identidad debe garantizar una mejor identificación y 
contribuir a un mejor acceso a los servicios. Una verificación adecuada de los documentos de 
identidad y los documentos de residencia exige que los Estados miembros utilicen el título 
correcto para cada tipo de documento regulado en el presente Reglamento. A fin de facilitar el 
control de los documentos regulados en el presente Reglamento en otros Estados miembros, el 
título del documento también debe aparecer en al menos una lengua oficial adicional de las 
instituciones de la Unión. Si un Estado miembro utiliza ya, para los documentos de identidad, una 
denominación bien establecida que no sea “documento de identidad”, debe poder seguir 
haciéndolo en su lengua o lenguas oficiales. Sin embargo, no deben introducirse nuevas 
denominaciones en el futuro. 

El establecimiento de normas mínimas de seguridad y la integración de datos biométricos en 
los documentos de identidad y las tarjetas de residencia de miembros de la familia que no tengan 
la nacionalidad de un Estado miembro son pasos importantes para hacer más seguro su uso en 
la Unión. La inclusión de este tipo de identificadores biométricos debe permitir que los 
ciudadanos de la Unión se beneficien plenamente de sus derechos de libre circulación. 

El almacenamiento de una imagen facial y dos impresiones dactilares (“datos biométricos”) 
en los documentos de identidad y tarjetas de residencia, como ya se contempla para los 
pasaportes biométricos y los permisos de residencia para ciudadanos de terceros países, es un 
método apropiado para combinar una identificación y una autenticación fiables con un riesgo 
reducido de fraude, con el fin de abordar adecuadamente el objetivo de reforzar la seguridad de 
los documentos de identidad y las tarjetas de residencia. 
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9. GUARDIA EUROPEA DE FRONTERAS 
 

El DO de 14 noviembre 2019 publicó el Reglamento (UE) 2019/1896 del Parlamento Europeo 
y del Consejo de 13 noviembre 2019, sobre la Guardia Europea de Fronteras y Costas y por el que se 
derogan los Reglamentos (UE) nº 1052/2013 y (UE) 2016/1624. El presente Reglamento pretende 
dar respuesta a los desafíos migratorios y a los posibles retos y amenazas futuros en las fronteras 
exteriores, garantizando un elevado nivel de seguridad interior en la Unión respetando 
plenamente los derechos fundamentales y salvaguardando al mismo tiempo la libre circulación 
de personas dentro de la Unión. Su pretensión esencial es contribuir a la detección, prevención y 
lucha contra la delincuencia transfronteriza en las fronteras exteriores. Para respaldar los 
esfuerzos operativos actuales y futuros, la presente decisión reforma la Guardia Europea de 
Fronteras y Costas otorgando a la Agencia un mandato reforzado y, en particular, dotándola de 
las capacidades necesarias en forma de un cuerpo permanente de la Guardia Europea de 
Fronteras y Costas (en lo sucesivo, «cuerpo permanente»). El cuerpo permanente debe alcanzar, 
de manera gradual pero rápida, el objetivo estratégico de tener una capacidad de 10 000 
miembros de personal operativo, tal como se especifica en el anexo I, con competencias 
ejecutivas, en su caso, para apoyar eficazmente sobre el terreno a los Estados miembros en sus 
esfuerzos por proteger las fronteras exteriores, luchar contra la delincuencia transfronteriza y 
reforzar considerablemente el retorno efectivo y sostenible de los migrantes irregulares. Esta 
capacidad de 10 000 miembros de personal operativo representa la capacidad máxima 
disponible requerida para abordar de manera eficaz las necesidades operativas, actuales y 
futuras, de las operaciones relativas a las fronteras y al retorno en la Unión y en terceros países, 
incluidas la capacidad de reacción rápida para hacer frente a crisis futuras. 
 
10. TRANSFORMACIONES, FUSIONES Y ESCISIONES TRANSFRONTERIZAS 
 

El DO de 12 diciembre 2019 publicó Directiva (UE) 2019/2121 del Parlamento Europeo y del 
Consejo de 27 noviembre 2019 por la que se modifica la Directiva (UE) 2017/1132 en lo que atañe 
a las transformaciones, fusiones y escisiones transfronterizas. Dada la complejidad de estas 
operaciones transfronterizas y la multitud de intereses en juego, La Directiva pretende 
proporcionar seguridad jurídica, disponer el control de la legalidad de las operaciones 
transfronterizas antes de que surtan efecto. A tal fin, las autoridades competentes de los Estados 
miembros afectados deben velar por que las decisiones sobre la aprobación de una operación 
transfronteriza se adopten de manera justa, objetiva y no discriminatoria, y sobre la base de todos 
los elementos pertinentes exigidos por el Derecho de la Unión y nacional. 

La presente Directiva, además de nuevas normas sobre transformaciones, establece normas 
sobre escisiones transfronterizas, tanto parciales como totales, pero dichas normas únicamente 
se refieren a escisiones transfronterizas que comportan la formación de nuevas sociedades. Sin 
embargo no dispone un marco armonizado para las escisiones transfronterizas en las que una 
sociedad transmite su patrimonio activo y pasivo a una o varias sociedades existentes, ya que se 
ha considerado que esos casos revisten una elevada complejidad, requieren la intervención de 
las autoridades competentes de varios Estados miembros y conllevan riesgos adicionales de 
elusión de las normas de la Unión y nacionales. La posibilidad de crear una sociedad mediante 
una escisión por segregación, tal como se establece en la presente Directiva, ofrece a las 
sociedades un nuevo procedimiento armonizado en el mercado interior. Sin embargo, las 
sociedades deben poder establecer directamente filiales en otros Estados miembros. 
 

[Vid. R. Arenas García, “La Directiva sobre transformaciones, fusiones y escisiones 
transfronterizas. Regulación y facilitación de la movilidad de sociedades dentro de la Unión 
Europea”, La Ley: Unión Europea, nº 77, 2020; id., “Transformaciones transfronterizas”, Derecho 
de sociedades europeo (A. Pérez Troya y J.M. Miquel Rodriguez, coords.), Cizur Menor (Navarra), 
Aranzadi-Thomson-Reuters, 2019, pp. 271–301, A. Navarro Pérez, “El derecho de separación en 
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las fusiones transfronterizas intracomunitarias como instrumento de protección del socio 
minoritario y las modificaciones introducidas por la Directiva UE 2019/2121”, Revista de derecho 
de sociedades, nº 59, 2020; A. Pérez Troya, “La Directiva sobre transformaciones, fusiones y 
escisiones transfronterizas. Una primera aproximación, con particular referencia a la tutela de los 
socios”, Revista de Derecho de sociedades, nº 58, 2020; id., “La regulación europea de las escisiones 
de sociedades”, Derecho de sociedades europeo  (A. Pérez Troya y J.M. Miquel Rodriguez, coords.), 
Cizur Menor (Navarra), Aranzadi-Thomson-Reuters, 2019, pp. 353–391; J. Pulgar Ezquerra, 
“Transformaciones transfronterizas y Directiva (UE 2019/2121): prevención del fraude y 
protección de socios y acreedores”, Diario La Ley, nº 9568, 2020; A.J. Tapia Hermida: “La nueva 
regulación europea de las operaciones transfronterizas de sociedades. Panorama de la Directiva 
(UE) 2019/2121”, Revista de Derecho Bancario y Bursátil, nº 39, nº 157, 2020, pp. 123–144; E. 
Torralba Mendiola, “La transformación transfronteriza de sociedades en el ámbito de la UE: una 
perspectiva de Derecho internacional privado”, Revista de Derecho de sociedades, nº 55, 2019]. 

 
11. ACUERDO PARA LA TERMINACIÓN DE LOS TRATADOS BILATERALES DE INVERSIÓN ENTRE LOS ESTADOS 
MIEMBROS DE LA UNIÓN EUROPEA 
 

El DO de 29 mayo 2020 publicó el Acuerdo para la terminación de los tratados bilaterales de 
inversión entre los Estados miembros de la Unión Europea, de 5 mayo 2020, suscito por 23 Estados 
miembros.  

 
1. Antecedentes 

 
El Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE) declaró en el asunto C‐478/07 Budějovický 

Budvar que las disposiciones contenidas en un acuerdo internacional celebrado entre dos 
Estados miembros no pueden aplicarse en las relaciones entre esos dos Estados si se constata 
que son contrarias a los Tratados de la UE. De conformidad con su obligación de adaptar sus 
ordenamientos jurídicos al Derecho de la Unión, los Estados miembros deben extrajeron las 
consecuencias necesarias del Derecho de la Unión tal como se interpreta en la sentencia del TJUE 
en el asunto C‐284/16 Achmea (sentencia Achmea). 

El 24 octubre 2019, los Estados miembros de la UE llegaron a un Acuerdo sobre un tratado 
plurilateral para la terminación de los tratados bilaterales de inversión (TBI) dentro de la UE. El 
acuerdo sigue las declaraciones del 15 y 16 enero 2019 sobre las consecuencias legales de la 
sentencia del Tribunal de Justicia en Achmea y sobre la protección de la inversión en la Unión 
Europea, donde los Estados miembros se comprometieron a rescindir sus TBI dentro de la UE. 
De conformidad con dichas declaraciones, la Comisión intensificó los debates con los Estados 
miembros con el objetivo de garantizar una protección completa, sólida y efectiva de las 
inversiones en la Unión Europea. 

En esencia, el Acuerdo de Terminación regula dos cuestiones: a) cómo se van a cterminar los 
TBI existentes dentro de la UE, y cómo van a operar las sus cláusulas de extinción, y b) qué 
respuesta debe darse a los nuevos procedimientos de arbitraje, a los que aún están, pendientes 
de solución y a los concluidos. , 

La medida afecta a 190 tratados bilaterales de inversión (TBI). 
 

2. Ámbito de aplicación 
 
Consideran los Estados miembros que las cláusulas de arbitraje entre inversores y Estados en 

los tratados bilaterales de inversión entre Estados miembros de la Unión Europea (tratados 
bilaterales de inversión intra‐UE) son contrarias a los Tratados de la UE y, debido a esta 
incompatibilidad, no pueden aplicarse después de la fecha en que la última de las Partes en un 
tratado bilateral de inversión intra‐UE se haya convertido en Estado miembro de la Unión 
Europea. De esta suerte, en el “Entendimiento común” contenido en el presente acuerdo entre las 
Partes de los Tratados de la UE y los tratados bilaterales de inversión intra‐UE, de que, como 
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consecuencia de ello, ese tipo de cláusulas no puede servir de base jurídica para un 
Procedimiento de Arbitraje; 

El presente Acuerdo abarca todos los procedimientos de arbitraje entre inversores y Estados 
basados en tratados bilaterales de inversión intra‐UE bajo cualquier convenio o conjunto de 
reglas de arbitraje, incluidos el Convenio sobre Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones 
entre Estados y Nacionales de otros Estados (Convenio del CIADI), las reglas de arbitraje del 
CIADI, de la Corte Permanente de Arbitraje, del Instituto de Arbitraje de la Cámara de Comercio 
de Estocolmo, de la Cámara de Comercio Internacional y de la Comisión de las Naciones Unidas 
para el Derecho Mercantil Internacional (CNUDMI), y el arbitraje ad hoc. Se refiere a los tratados 
bilaterales de inversión intra‐UE; y no se aplica a los procedimientos intra‐UE basados en el art. 
26 del Tratado sobre la Carta de la Energía. La Unión Europea y sus Estados miembros tratarán 
este asunto con posterioridad. 

Cuando los inversores de los Estados miembros ejercen alguna de las libertades 
fundamentales, como la libertad de establecimiento o la libre circulación de capitales, actúan 
dentro del ámbito de aplicación del Derecho de la Unión y, por tanto, disfrutan de la protección 
que otorgan dichas libertades y, según el caso, la pertinente legislación derivada, la Carta de los 
Derechos Fundamentales de la Unión Europea y los principios generales del Derecho de la Unión, 
que incluyen, en particular, los principios de no discriminación, proporcionalidad, seguridad 
jurídica y protección de las expectativas legítimas (STJUE en el asunto C‐390/12, Pfleger, aps. 30 
a 37). Cuando un Estado miembro promulga una medida que se aparta de alguna de las libertades 
fundamentales garantizadas por el Derecho de la Unión, dicha medida entra en el ámbito de 
aplicación del Derecho de la Unión y los derechos fundamentales garantizados por la Carta 
también son aplicables (STJUE en el asunto C‐685/15, Online Games Handels, aps. 55 y 56). 

 
3. Disposiciones relativas a la terminación de los tratados bilaterales de inversión 

 
Terminación de los Tratados Bilaterales de Inversión. Los Tratados Bilaterales de Inversión 

enumerados en el anexo A se terminarán conforme a las condiciones establecidas en el presente 
Acuerdo. En aras de una mayor seguridad, las Cláusulas de Remanencia de los Tratados 
Bilaterales de Inversión enumerados en el anexo A se terminarán de conformidad con el apartado 
1 del presente artículo y no surtirán efectos jurídicos (art. 2). 

Terminación de los posibles efectos de las Cláusulas de Remanencia. Las Cláusulas de 
Remanencia de los Tratados Bilaterales de Inversión enumerados en el anexo B se terminarán en 
virtud del presente Acuerdo y no surtirán efectos jurídicos, de conformidad con las condiciones 
establecidas en el presente Acuerdo (art. 3). 

 
4. Contenido del Acuerdo 

 
Disposiciones comunes: Las Partes confirman que las Cláusulas de Arbitraje son contrarias a 

los Tratados de la UE y, por lo tanto, no son aplicables. Como consecuencia de esta 
incompatibilidad entre las Cláusulas de Arbitraje y los Tratados de la UE, a partir de la fecha en 
que la última de las Partes en un Tratado Bilateral de Inversión se haya convertido en Estado 
miembro de la Unión Europea, la Cláusula de Arbitraje de dicho Tratado Bilateral de Inversión no 
podrá servir de base jurídica para los Procedimientos de Arbitraje (art. 4). 

 
Nuevos Procedimientos de Arbitraje: Las Cláusulas de Arbitraje no servirán de base jurídica 

para Nuevos Procedimientos de Arbitraje (art. 5). 
 
Procedimientos de Arbitraje Concluidos: El presente Acuerdo no afectará a los Procedimientos 

de Arbitraje Concluidos. Estos no serán reabiertos. Tampoco afectará a ningún acuerdo de 
resolución amistosa de un litigio que sea objeto de un Procedimiento de Arbitraje iniciado antes 
del 6 marzo 2018 (art. 6). 
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Obligaciones de las Partes Contratantes en relación con los Procedimientos de Arbitraje 

Pendientes y los Nuevos Procedimientos de Arbitraje: Cuando las Partes Contratantes sean Partes 
en Tratados Bilaterales de Inversión sobre cuya base se hayan iniciado Procedimientos de 
Arbitraje Pendientes o Nuevos Procedimientos de Arbitraje, deberán: 

a) mediante cooperación mutua y basándose en la declaración que figura en el anexo C, 
informar a los tribunales arbitrales sobre las consecuencias jurídicas de la sentencia Achmea y 

b) cuando sean Partes en un procedimiento judicial relativo a un laudo arbitral emitido sobre 
la base de un Tratado Bilateral de Inversión, solicitar al órgano jurisdiccional nacional 
competente, incluso en un tercer país, si fuera el caso, que revoque el laudo arbitral, lo anule o se 
abstenga de reconocerlo y hacerlo cumplir (art. 7). 

 
Medidas transitorias relativas a los Procedimientos de Arbitraje Pendientes: Cuando un 

inversor sea parte en un Procedimiento de Arbitraje Pendiente y no haya impugnado ante el 
órgano jurisdiccional nacional competente la medida litigiosa, serán de aplicación las medidas 
transitorias de los arts. 9 y 10. Cuando, antes de la entrada en vigor del presente Acuerdo, se 
dicte un laudo definitivo que concluya que la medida objeto del litigio no entra en el ámbito de 
aplicación del Tratado Bilateral de Inversión de que se trate, o no vulnera dicho Tratado, no 
serán de aplicación las medidas transitorias contempladas en el presente artículo. Cuando 
los Procedimientos de Arbitraje Pendientes incluyan demandas reconvencionales 
formuladas por la Parte Contratante afectada, los arts. 8 a 10 se aplicarán a ellas mutatis 
mutandis. La Parte Contratante afectada y el inversor también podrán acordar cualquier otra 
solución adecuada del litigio, incluida una resolución amistosa, siempre que se ajuste al Derecho 
de la Unión (art. 8). 

 
Acceso a los órganos jurisdiccionales nacionales: El inversor tendrá acceso a los recursos 

judiciales previstos en el ordenamiento jurídico nacional contra toda medida impugnada en 
un Procedimiento de Arbitraje Pendiente, aun cuando los plazos nacionales para interponer 
acciones hayan expirado, dentro de los plazos a los que se refiere el ap. 2, siempre que: 

a) el inversor renuncie al Procedimiento de Arbitraje Pendiente y a todos los derechos y 
pretensiones derivados del pertinente Tratado Bilateral de Inversión o renuncie a la ejecución de 
un laudo ya dictado, pero aún no ejecutado definitivamente, y se comprometa a abstenerse de 
iniciar un Nuevo Procedimiento de Arbitraje 

i) en un plazo de seis meses a partir de la terminación del Tratado Bilateral de Inversión sobre 
cuya base se haya iniciado el Procedimiento de Arbitraje Pendiente, cuando no se haya hecho uso 
del diálogo estructurado conforme al art. 9, 

ii) en un plazo de seis meses a partir de la fecha en que la Parte Contratante afectada rechace 
la solicitud del inversor de entablar un diálogo estructurado conforme al art. 9, aps. 1 y 6, o 

iii) en un plazo de seis meses a partir de la fecha en que la última de las partes comunique su 
decisión con arreglo al art. 9, ap. 12, cuando se haya hecho uso del diálogo estructurado conforme 
al art. 9; 

b) el acceso al órgano jurisdiccional nacional sirva para presentar una demanda basada en el 
Derecho nacional o de la Unión, y 

c) en su caso, no se haya alcanzado ningún acuerdo de conciliación a raíz del diálogo 
estructurado conforme al art. 9. 

 
Se considerará que los plazos nacionales para acceder a los órganos jurisdiccionales 

nacionales con arreglo al apartado 1 comienzan a contar a partir de la fecha en que el inversor, 
según proceda, renuncie al correspondiente Procedimiento de Arbitraje Pendiente o renuncie a 
la ejecución de un laudo ya dictado, pero aún no ejecutado definitivamente, y se comprometa a 
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abstenerse de iniciar un Nuevo Procedimiento de Arbitraje de conformidad con el ap. 1, letra a); 
dichos plazos tendrán la duración prescrita por el Derecho nacional aplicable. 

En aras de una mayor seguridad, las disposiciones de los Tratados Bilaterales de Inversión 
terminados en virtud del presente Acuerdo no se considerarán parte de la legislación aplicable 
en los procedimientos incoados ante un órgano jurisdiccional nacional con arreglo al presente 
Acuerdo. Tampoco se considerará que las disposiciones del presente artículo crean nuevas vías 
de recurso judicial, de las que el inversor no podría disponer con arreglo al Derecho nacional 
aplicable. 

Los órganos jurisdiccionales nacionales tendrán en cuenta toda indemnización anteriormente 
abonada en el Procedimiento de Arbitraje Pendiente, con el fin de evitar una doble indemnización 
(art. 10). 

 
Entrada en vigor: El presente Acuerdo entrará en vigor treinta días naturales después de la 

fecha en que el depositario reciba el segundo instrumento de ratificación, aprobación o 
aceptación. Para cada Parte Contratante que lo ratifique, apruebe o acepte tras su entrada en 
vigor de conformidad con el apartado 1, el presente Acuerdo entrará en vigor treinta días 
naturales después de la fecha en que dicha Parte Contratante deposite su instrumento de 
ratificación, aprobación o aceptación. Cuando una Parte Contratante que sea parte en un 
Procedimiento de Arbitraje Pendiente ratifique, apruebe o acepte el presente Acuerdo, deberá, 
antes de que este entre en vigor para dicha parte, comunicarlo a la otra parte en el procedimiento. 
Dicha comunicación indicará si, mediante esa ratificación, aprobación o aceptación, se termina el 
pertinente Tratado Bilateral de Inversión o si la ratificación, aprobación o aceptación por la otra 
Parte Contratante en dicho Tratado sigue pendiente (art. 16). 

Aplicación provisional: Las Partes Contratantes, de conformidad con sus respectivas normas 
constitucionales, podrán decidir aplicar provisionalmente el presente Acuerdo. Las Partes 
Contratantes notificarán al depositario toda decisión en este sentido. Cuando ambas Partes en un 
Tratado Bilateral de Inversión hayan decidido aplicar provisionalmente el presente Acuerdo, las 
disposiciones de este se aplicarán a dicho Tratado en el plazo de treinta días naturales a partir de 
la fecha de la última decisión sobre la aplicación provisional (art. 17).  
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Legislación española 
 

DISPOSICIONES GENERALES 
 
1. REFUERZO DEL SISTEMA DE ACOGIDA PARA SOLICITANTES DE ASILO Y BENEFICIARIOS DE PROTECCIÓN 
INTERNACIONAL 
 

El Consejo de Ministros del 19 julio 2019 aprobó un Real Decreto por el que se modifica el Real 
Decreto 441/2007, de 3 de abril, por el que se aprueban las normas reguladoras de la concesión 
directa de subvenciones a entidades y organizaciones que realizan actuaciones de atención 
humanitaria a personas inmigrantes (BOE 20.7.2019). 

 
El objetivo de este Real Decreto es ampliar la atención humanitaria de los solicitantes y 

beneficiarios de protección internacional. 
Desde el año 2014 se ha producido un fuerte incremento del número de personas solicitantes 

de protección internacional llegadas a España. La situación se ha agravado desde el año 2017, 
superando todas las previsiones. En el año 2017 se presentaron 31.740 solicitudes de asilo, lo 
que suponía un incremento del 150% respecto del año anterior. Esta cifra siguió aumentando, 
alcanzando en 2018 las 55.668 solicitudes. En los seis primeros meses del año en curso se han 
presentado más de 56.000 solicitudes. Un gran número de solicitantes carece de medios 
económicos para atender sus necesidades básicas y se encuentran en situación de extrema 
vulnerabilidad. El incremento del número de solicitantes en España ha provocado una situación 
de emergencia humanitaria que requiere una intervención inmediata.. 

El Real Decreto dota de herramientas para financiar actuaciones destinadas a los solicitantes y 
beneficiarios de protección internacional. En la práctica, esto supondrá que los recursos destinados 
inicialmente a atender las llegadas a costas podrán dedicarse también, cuando sea necesario, a la 
atención de solicitantes y beneficiarios de protección internacional, que, como hasta ahora, seguirá 
siendo prestada por organizaciones especializadas en materia de refugio y asilo. 
 
2. PROTECCIÓN CONSULAR DE CIUDADANOS DE LA UNIÓN EUROPEA NO REPRESENTADOS EN TERCEROS PAÍSES 

 
El Consejo de Ministros de 4 octubre 2019 aprobó el Real Decreto por el que se completa la 

transposición de la Directiva (UE) 2015/637 del Consejo, de 20 abril 2015, sobre las medidas de 
coordinación y cooperación para facilitar la protección consular de ciudadanos de la Unión no 
representados en terceros países y por la que se deroga la Decisión 95/553/CE (BOE 10.10.2019). 

Esta Directiva establecía un plazo de transposición, que finalizó el 1 mayo 2018. Se señala que 
se encuentra abierto el procedimiento de infracción nº 2018/0163, con riesgo de doble multa, en 
su caso. Se ha recibido una carta de emplazamiento de fecha 19 julio 2018. 

La transposición de la Directiva 2015/637 al Derecho nacional interno, realizó en dos fases: 
 
i) La transposición de los aspectos subjetivos y materiales del derecho a la protección consular 

de los ciudadanos europeos no representados en pie de igualdad con los nacionales representados, 
así como los aspectos relativos a la exigencia de reembolso de los gastos incurridos en la protección 
consular de un ciudadano europeo no representado en pie de igualdad con los nacionales, 
transposición que se realizó a través de la disposición final tercera de la Ley 3/2018, de 11 de junio, 
que añadió las nuevas disposiciones adicionales décima séptima, décima octava y décima novena a 
la Ley 2/2014 de 25 de marzo, de la Acción y del Servicio Exterior del Estado. 
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ii) De otra, la transposición de las cuestiones de carácter procedimental, organizativo y 
técnico, que no hayan sido objeto de transposición en la mencionada Ley 2/2014, de 25 de marzo, 
de la Acción y del Servicio Exterior del Estado, que se llevará a cabo por el Real Decreto 561/2019, 
de 9 de octubre, por el que se completa la transposición de la Directiva (UE) 2015/637 del 
Consejo, de 20 abril 2015, sobre las medidas de coordinación y cooperación para facilitar la 
protección consular de ciudadanos de la Unión no representados en terceros países y por la que 
se deroga la Decisión 95/553/CE. 

 
El objeto de este Real Decreto, que no impone cargas administrativas, es el establecimiento de 

los mecanismos y procedimientos de cooperación y coordinación con los otros Estados 
miembros y la Unión Europea para hacer efectivo el ejercicio del derecho a la protección consular 
de los ciudadanos europeos cuando éstos se encuentren en terceros países donde el Estado de 
nacionalidad no esté representado. 
 
3. COMISIÓN INTERMINISTERIAL DE COORDINACIÓN EN MATERIA DE TRATADOS Y OTROS ACUERDOS 
INTERNACIONALES 
 

El Real Decreto 598/2019, de 18 de octubre, por el que se regula la composición y el 
funcionamiento de la Comisión Interministerial de coordinación en materia de tratados y otros 
acuerdos internacionales (BOE 20.11.2019) da cumplimiento a la Ley 25/2014, de 27 de 
noviembre, de Tratados y otros Acuerdos Internacionales. La Comisión, es un órgano colegiado 
de intercambio de información y coordinación de los departamentos ministeriales, al que 
corresponde asimismo establecer la forma de hacer efectiva la cooperación entre la 
Administración General del Estado y las comunidades autónomas y las ciudades de Ceuta y 
Melilla con finalidad informativa, así como hacer efectiva su participación en el cumplimiento de 
los compromisos internacionales formalizados por España. La Comisión se adscribe a la 
Subsecretaría de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación. 

El Real Decreto dispone que la Comisión se adscribe a la Subsecretaría de Asuntos Exteriores, 
Unión Europea y Cooperación. 
 
4. REGISTRO DE LAS PERSONAS QUE VIAJAN A BORDO DE BUQUES DE PASAJE PROCEDENTES DE PUERTOS DE LOS 
ESTADOS MIEMBROS 

 
El Real Decreto 724/2019, de 13 de diciembre, por el que se modifican el Real Decreto 665/1999, 

de 23 de abril, por el que se regula el Registro de las personas que viajan a bordo de buques de pasaje 
y el Real Decreto 1334/2012, de 21 de septiembre, sobre las formalidades informativas exigibles a 
los buques mercantes que lleguen a los puertos españoles o que salgan de éstos (BOE 17.12.2019) 
constituyen el resultado de la transposición de la Directiva (UE) 2017/2109 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 15 noviembre 2017, que modifica la Directiva 98/41/CE del Consejo, 
sobre el registro de las personas que viajan a bordo de buques de pasaje procedentes de puertos 
de los Estados miembros de la Comunidad o con destino a los mismos, y la Directiva 2010/65/UE 
del Parlamento Europeo y del Consejo, sobre las formalidades informativas exigibles a los buques 
a su llegada o salida de los puertos de los Estados miembros. 
 
5. VISADOS PARA LABÚSQUEDA DE EMPLEO, DIRIGIDOS A HIJOS O NIETOS DE ESPAÑOL DE ORIGEN O LIMITADOS 
A DETERMINADAS OCUPACIONES 

 
La Orden TMS/1277/2019, de 23 de diciembre, por la que se regula la gestión colectiva de 

contrataciones en origen (BOE 31.12.2019) da cumplimiento al Reglamento de Extranjería, en la 
versión dada por el Real Decreto 557/2011, de 20 de abril, desarrolla en su título VIII la gestión 
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colectiva de contrataciones en origen y contempla esta eventualidad en su art. 169. De 
conformidad con este precepto se podrá establecer un número de visados para búsqueda de 
empleo, dirigidos a hijos o nietos de español de origen o limitados a determinadas ocupaciones. 
Y finalmente, podrá regular, de manera diferenciada a las previsiones de contratación estable, las 
particularidades en el procedimiento reglamentariamente previsto para la contratación de 
trabajadores de temporada o por obra o servicio, sin establecer una cifra de puestos a cubrir ni 
una delimitación de ocupaciones laborales Estas especialidades procedimentales podrán ser 
establecidas aun cuando a raíz de las propuestas realizadas por las comunidades autónomas y en 
atención a la situación nacional de empleo, se determine la no procedencia de establecer una cifra 
de contrataciones estables para una determinada anualidad. 
 
6. INCORPORACIÓN DE DIVERSAS DIRECTIVAS DE LA UE EN EL ÁMBITO DE LA CONTRATACIÓN PÚBLICA 
(SEGUROS PRIVADOS, PLANES Y FONDOS DE PENSIONES, ÁMBITO TRIBUTARIO Y DE LITIGIOS FISCALES) 
 

El Real Decreto–ley 3/2020, de 4 de febrero, de medidas urgentes por el que se incorporan al 
ordenamiento jurídico español diversas directivas de la Unión Europea en el ámbito de la 
contratación pública en determinados sectores; de seguros privados; de planes y fondos de 
pensiones; del ámbito tributario y de litigios fiscales (BOE 5.2.2020) es el resultado de los recursos 
interpuestos ante el TJUE el 7 diciembre 2017 por la Comisión Europea contra el Reino de 
España. Ante la inminencia de sendos pronunciamientos la Ponencia designada en el Congreso 
de los Diputados para redactar el Informe sobre el proyecto de Ley sobre procedimientos de 
contratación en los sectores del agua, la energía, los transportes y los servicios postales el 
Gobierno consideró imprescindible acudir a la aprobación de un real decreto–ley para proceder 
a su transposición urgente de la Directiva 2014/25/UE en lo relativo a la contratación en los 
sectores del agua, la energía, los transportes y los servicios postales por parte de los poderes 
adjudicadores que no tengan la consideración de Administración Pública, las empresas públicas, así 
como por otras entidades distintas de las anteriores que tengan derechos especiales o exclusivos. 
Las disposiciones de esta Directiva que afectan a la contratación en estos sectores especiales por 
parte de las Administraciones Públicas han sido objeto de incorporación a nuestro ordenamiento 
jurídico por la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, por la que se transponen al ordenamiento jurídico 
español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de 
febrero. Asimismo, el presente Real Decreto–ley da transposición a la Directiva 2014/23/UE en lo 
atinente a la licitación de contratos de concesión de obras y de concesión de servicios en los sectores 
de la energía, los transportes y los servicios postales, por parte de los poderes adjudicadores que no 
merezcan la consideración de Administración Pública, las empresas públicas, así como entidades 
distintas de las anteriores que tengan derechos especiales o exclusivos. 
 
7.. REESTRUCTURACIÓN DEL MINISTERIO DE INCLUSIÓN, SEGURIDAD SOCIAL Y MIGRACIONES 

 
El Real Decreto 497/2020, de 28 de abril, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica 

del Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones (BOE 1.5.2020), regula las 
competencias asignadas en materia de Seguridad Social y Migraciones del extinto Ministerio de 
Trabajo, Migraciones y Seguridad Social, además de otras nuevas. 

Los aspectos más destacables en la estructura de este Ministerio son los siguientes. 
En la Secretaría de Estado de la Seguridad Social y Pensiones, de la que dependen la Dirección 

General de Ordenación de la Seguridad Social, y la Intervención General de la Seguridad Social. Esta 
Secretaría de Estado no presenta modificaciones reseñables en su estructura en este Real Decreto. 

La Secretaría de Estado de Migraciones mantiene la estructura orgánica a nivel de 
subdirecciones generales, dependientes de sus direcciones generales. 



TEXTOS LEGALES                                                                                                     503 

AEDIPr, t. XIX–XX, 2019–2020 
ISSN 1578–3138 

Las novedades en este ámbito organizativo son que se cambia la denominación de varias 
Subdirecciones: 
 

₋ En la Dirección General de Migraciones se modifica la denominación de la Subdirección 
General de Emigración, que pasa a llamarse Subdirección General de Ciudadanía Española 
en Exterior y Retornos. 

₋ En la Dirección General de Inclusión y Atención Humanitaria, la Subdirección General de 
Programas de Atención Humanitaria y Centros de Migraciones, pasa a denominarse 
Subdirección General de Programas de Acogida y Atención Humanitaria; la Subdirección 
General de Integración y Relaciones Institucionales, que pasa a llamarse Subdirección 
General de Planificación Estratégica y Fondos Europeos. 

₋ En la Secretaría General de Objetivos y Políticas de Inclusión y Previsión Social, se crean, 
además del jefe de gabinete técnico, dos nuevas Subdirecciones Generales: la 
Subdirección General de Objetivos e Indicadores de Inclusión y la Subdirección General 
de Políticas de Inclusión. 

 
La Subdirección General de Gestión de Clases Pasivas, se adscribe al Instituto Nacional de la 

Seguridad Social. 
De la Subsecretaría de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, dependen la Secretaría 

General Técnica, con rango de dirección general, y cuatro subdirecciones generales. Estas son la 
Subdirección General de Gestión Económica y Oficina Presupuestaria, la Subdirección General de 
Recursos Humanos e Inspección de los Servicios, la Subdirección General de Servicios y 
Coordinación, y la Subdirección General de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones. 
Estas subdirecciones generales se compensarán con la supresión de subdirecciones generales del 
extinto Ministerio de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social y que se encuentran temporal-
mente adscritas a la Subsecretaría del Ministerio de Trabajo y Economía Social. 

La Secretaría General Técnica se estructura en las siguientes subdirecciones generales: la 
Vicesecretaría General Técnica, la Subdirección General de Coordinación Jurídica, y la 
Subdirección General de Relaciones Internacionales. En relación con la gestión temporal de 
medios y servicios se establece que la Subsecretaría del Ministerio de Trabajo y Economía 
Social continuará prestando los servicios comunes al Ministerio de Inclusión, en tanto no se 
distribuyan sus efectivos, se produzca la integración efectiva de los créditos presupuestarios y 
los medios materiales y personales, y se definan, en su caso, los términos en los que se 
prestarán los servicios comunes de ambos ministerios. Del mismo modo, hasta el 6 octubre 
2020 y en relación con el régimen de clases pasivas del Estado, seguirán prestando servicios 
en dicha materia la Dirección General de Costes de Personal del Ministerio de Hacienda, la 
Dirección General de Personal del Ministerio de Defensa y otros centros de los citados 
Ministerios que participen en su gestión. 

Con esta nueva estructura organizativa se ha tratado de asegurar el funcionamiento operativo 
del Ministerio, en el marco de la eficiencia y contención que marcan la pauta para el desarrollo 
organizativo de los restantes departamentos ministeriales. En términos netos se produce un 
incremento de 2 Subdirecciones Generales, comparando la estructura propuesta con la que 
anteriormente tenían las Secretarías de Estado de Migraciones y la Secretaría de Estado de la 
Seguridad Social, del extinto Ministerio de trabajo, Seguridad Social y Migraciones. 
 
8. NUEVAS NORMAS DE DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO EN LA LEY CONCURSAL 
 

El Real Decreto Legislativo 1/2020, de 5 de mayo, por el que se aprueba el texto refundido de la 
Ley Concursal (BOE 7.5.2020) introduce una alteración de la sistemática de esta Ley con la 
finalidad de facilitar la identificación de la norma y la comprensión de la función que cumple. Con 
la nueva sistemática, se aspira a que la aplicación del derecho no tenga como presupuesto la 
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previa localización de la norma a aplicar. La determinación del derecho aplicable no puede tener 
mayores dificultades que la interpretación jurídica de las leyes. Al servicio de esta manifestación 
del principio de la seguridad jurídica en que la reordenación consiste, el texto refundido se divide 
en tres libros: el primero, el más extenso, está dedicado al concurso de acreedores. 

En la distribución de la materia entre los distintos títulos de que se compone este primer libro, 
existen diferencias importantes con la sistemática de la Ley 22/2003, de 9 de julio. Así, por 
ejemplo, hay un título específico sobre los órganos del concurso, dividido en dos capítulos, uno 
dedicado al juez del concurso y otro a la administración concursal; hay, al igual que en la 
Propuesta de Anteproyecto de Ley Concursal de 1995, un título sobre la masa activa y otro sobre 
la masa pasiva; hay un título sobre el informe de la administración concursal; hay un título propio 
para el pago de los créditos a los acreedores; y un título sobre publicidad. Esta nueva sistemática 
ha supuesto el traslado y la recolocación de muchas normas contenidas en títulos diferentes de 
la Ley Concursal. Entre otros muchos ejemplos significativos, en el título IV, dedicado a la masa 
activa, no solo se incluye lo relativo a la composición de esa masa o lo relativo a la conservación 
de la misma, sino también las reglas generales de enajenación de los bienes y derechos que la 
componen, muchas de ellas ahora contenidas en el título sobre liquidación; el régimen de la 
reintegración de la masa, procedente del título sobre los efectos de la declaración de concurso; el 
régimen de la reducción de la masa; y la regulación de los créditos contra la masa, que se 
enumeraban en aquella parte de la ley que tenía por objeto la composición de la masa pasiva, 
incluidas las especialidades en caso de insuficiencia de la masa para hacer frente a dichos 
créditos, materia de la que se ocupaba el título dedicado a la conclusión del concurso. 

Las normas concursales generales se integran en los doce primeros títulos de este libro. 
Simultáneamente, se han excluido de esos títulos aquellas normas especiales que estaban 
dispersas por el articulado, sin distraer al aplicador del Derecho con aquellas particularidades de 
ámbito más o menos restringido. En el título XIV, que es el título final de este libro I, se han 
agrupado, junto con el concurso de la herencia, las especialidades del concurso de aquel deudor 
que tenga determinadas características subjetivas u objetivas. 

En el libro III se incluyen las normas de derecho internacional privado que hasta ahora 
contenía el título IX de la Ley Concursal. La razón de la creación de este último libro se encuentra 
en el Reglamento (UE) 2015/848. A diferencia del Reglamento (CE) 1346/2000, del Consejo, de 
29 mayo 2000, el nuevo Reglamento, es de aplicación no solo a los concursos de acreedores, sino 
también a los “procedimientos” que el texto refundido agrupa en el libro II. Existen normas del 
derecho internacional privado de la insolvencia, hasta ahora circunscritas al concurso de 
acreedores, que deberán aplicarse a los acuerdos de refinanciación y a los acuerdos 
extrajudiciales de pagos, por lo que la coherencia sistemática exigía esta posposición. 
 
9. NUEVA ESTRUCTURA ORGÁNICA BÁSICA DEL MINISTERIO DE ASUNTOS EXTERIORES, UNIÓN EUROPEA Y 
COOPERACIÓN 
 

El Real Decreto 644/2020, de 7 de julio, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica 
del Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación, y se modifica el Real Decreto 
139/2020, de 28 de enero, por el que se establece la estructura orgánica básica de los 
departamentos ministeriales (BOE 8.7.2020) establece la organización general del Departamento. 

Caabe retener que el Real Decreto 2/2020, de 12 de enero, por el que se reestructuran los 
departamentos ministeriales, asignó al Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y 
Cooperación (MAUC) la propuesta y ejecución de la política exterior, de las relaciones con la 
Unión Europea y de la cooperación internacional al desarrollo, de conformidad con las directrices 
del Gobierno y en aplicación del principio de unidad de acción en el exterior. Por su parte, el Real 
Decreto 139/2020, de 28 de enero, por el que se establece la estructura orgánica básica de los 
departamentos ministeriales, desarrolló la estructura del MAUC hasta el nivel de dirección 
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general. Su disposición final segunda, determina que la Ministra de Política Territorial y Función 
Pública, a iniciativa de los titulares de los ministerios interesados, elevará al Consejo de Ministros 
los proyectos de reales decretos por los que se adapta la estructura orgánica de los diferentes 
departamentos ministeriales. 

Con el presente Real Decreto se pone en marcha la estructura hasta el nivel orgánico de 
subdirección general, definiendo las competencias y funciones de cada uno de los órganos 
superiores y directivos. Asimismo, el Real decreto contiene una modificación parcial y limitada 
del citado Real Decreto 139/2020, de 28 de enero, al cambiar la denominación de la Dirección 
General de Naciones Unidas y Derechos Humanos, que pasa a ser “Dirección General de Naciones 
Unidas, Organizaciones Internacionales y Derechos Humanos”, así como alterar el orden de 
prelación de las direcciones generales de la Secretaría de Estado de la España Global. 

La organización general del Departamento se entructura de la siguiente forma: Bajo la 
dependencia inmediata de su titular figuran la Secretaría de Estado de Asuntos Exteriores y para 
Iberoamérica y el Caribe; la Secretaría de Estado para la Unión Europea; la Secretaría de Estado 
de Cooperación Internacional; la Secretaría de Estado de la España Global, y la Subsecretaría de 
Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación, además del Gabinete de la Ministra. Asimismo, 
depende directamente de la persona titular del Ministerio la Oficina de Asuntos Migratorios, con 
nivel orgánico de subdirección general. Se recoge expresamente que las competencias previstas 
en este real decreto se ejercerán con un enfoque transversal de género, que garantice una 
implementación real y efectiva de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad 
efectiva de mujeres y hombres. 
 
10. OFICINA DE INTERPRETACIÓN DE LENGUAS DEL MINISTERIO DE ASUNTOS EXTERIORES, UNIÓN EUROPEA 
Y COOPERACIÓN 
 

El Real Decreto 724/2020, de 4 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento de la Oficina de 
Interpretación de Lenguas del Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación (BOE 
6.8. 2020) fue sometido, de manera informal, a la valoración previa de la Comisión Europea, que 
lo ha acogido favorablemente. Por otra parte, su aprobación, así como su desarrollo a través de 
las órdenes ministeriales correspondientes, permitirá soslayar las eventuales sanciones que 
podrían derivarse de lo manifestado por la Comisión Europea en su Dictamen motivado C (2020) 
1365, de 14 mayo 2020. 

La Oficina de Interpretación de Lenguas, de acuerdo con el Real Decreto 644/2020, de 7 de 
julio, por el que se aprueba la estructura orgánica básica del Ministerio de Asuntos Exteriores, 
Unión Europea y Cooperación, es una unidad integrada en la Secretaría General Técnica de ese 
Departamento a quien le corresponde el ejercicio de las funciones enumeradas en el art. 20, letra 
p) del ap. 1 del mismo, así como las que le atribuye su Reglamento, aprobado por Real Decreto 
2555/1977. 

La regulación de esta Oficina se encuentra contenida en la actualidad, fundamentalmente, en 
dicho Real Decreto 2555/1977, de 27 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento de la Oficina 
de Interpretación de Lenguas del Ministerio de Asuntos Exteriores. Dicho Real Decreto ha sufrido 
numerosas modificaciones a lo largo de los años, por lo que era necesario sistematizar y 
consolidar la normativa al respecto. Los objetivos perseguidos por este proyecto de real decreto 
son los siguientes: 

₋ Actualizar las funciones de la Oficina de Interpretación de Lenguas. 
₋ Fijar las competencias de dicha Oficina en materia de traducción e interpretación en el 

ámbito de la Administración General del Estado. 
₋ Regular el Cuerpo de Traductores e Intérpretes del Estado y las funciones de sus 

integrantes. 
₋ Regular la obtención de los títulos de Traductor Jurado e Intérprete Jurado. 
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₋ Llevar a cabo el desarrollo reglamentario de la disposición adicional décima sexta de la 
Ley 2/2014, de 25 de marzo, de la Acción y del Servicio Exterior del Estado. 

₋ Como novedades más destacadas de esta nueva regulación, se señalan las siguientes: 
₋ La atribución expresa a la Oficina de Interpretación de Lenguas de la competencia para 

decidir, en caso de discrepancia con otros órganos de la Administración General del 
Estado en cuanto a traducciones. 

₋ La concreción de las funciones de los miembros del Cuerpo de Traductores e Intérpretes 
del Estado con arreglo a las características de la plaza mediante la que hayan accedido al 
Cuerpo. 

₋ La posibilidad de nombramiento de los miembros del Cuerpo de Traductores e 
Intérpretes del Estado, a petición propia, como Traductores y/o Intérpretes Jurados. 

₋ El desdoblamiento del actual título profesional de Traductor–Intérprete Jurado en dos 
títulos diferentes: Traductor Jurado e Intérprete Jurado, según la modalidad de la 
profesión que vaya a desarrollarse. 

₋ En lo que respecta a su contenido, este Real Decreto consta de un artículo único por el que 
se aprueba el Reglamento de la Oficina de Interpretación de Lenguas, dos disposiciones 
adicionales, una disposición transitoria única, una disposición derogatoria única y tres 
disposiciones finales. Por su parte, el Reglamento consta de 18 artículos, divididos en los 
siguientes cuatro capítulos: 

₋ El Capítulo I. De las funciones y organización de la Oficina de Interpretación de Lenguas 
(arts. 1 a 5), define la naturaleza y adscripción de la Oficina de Interpretación de Lenguas, 
sus funciones, las excepciones a la obligación general de prestar servicios de traducción o 
interpretación, las relaciones con otros organismos y la adscripción al Cuerpo de 
Traductores e Intérpretes del Estado de puestos de trabajo en la Oficina de Interpretación 
de Lenguas. 

₋ El Capítulo II. Del Cuerpo de Traductores e Intérpretes del Estado (arts. 6 a 8), recoge la 
composición y funciones del Cuerpo de Traductores e Intérpretes del Estado, los puestos 
de trabajo de los integrantes del mismo y la posibilidad de otorgar a los integrantes de 
este Cuerpo el título de Traductor Jurado o Intérprete Jurado. 

₋ El Capítulo III. De los Traductores Jurados y los Intérpretes Jurados (arts. 9 a 16), define a 
los Traductores Jurados y a los Intérpretes Jurados y regula los exámenes y requisitos 
para la obtención de dichos títulos, el sistema de concesión de los títulos mediante el 
reconocimiento de cualificaciones profesionales, las condiciones para el ejercicio de la 
actividad, la gestión del registro correspondiente, el contenido y publicación del listado, 
la expedición del carné profesional y la libertad de honorarios. 

₋ El Capítulo IV. Traducciones e interpretaciones de carácter oficial (arts. 17 y 18), 
desarrolla la disposición adicional décimosexta de la Ley 2/2014, de 25 de marzo, de la 
Acción y del Servicio Exterior del Estado, determinando los requisitos para que las 
traducciones e interpretaciones tengan carácter oficial. Así mismo, forman parte del 
reglamento dos anexos que contienen los modelos del sello y certificación que deben 
emplear quienes poseen los títulos de Traductor Jurado e Intérprete Jurado. 

Este instrumento se encontraba incluido en el Plan Anual Normativo para 2018, aprobado 
mediante Acuerdo del Consejo de Ministros de 7 diciembre 2017. Como no fue posible finalizar 
su tramitación en dicho año, tal como se había previsto, su tramitación se ha extendido hasta el 
momento actual. 
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COMUNIDADES AUTÓNOMAS 
 
7. ATENCIÓN Y LOS DERECHOS DE LA INFANCIA Y LA ADOLESCENCIA DE LAS ILLES BALEARS 
 

La Ley 9/2019, de 19 de febrero, de la atención y los derechos de la infancia y la adolescencia de 
las Illes Balears (BOE 13.4.219) se aplicará a todas las personas menores de edad que se 
encuentren en el territorio de las Illes Balears, con independencia de cuál sea su situación 
administrativa. Dicha disposición establece que cualquier persona menor de edad tiene derecho 
a que su interés superior se valore y se considere primordial en todas las acciones y decisiones 
que le conciernan, tanto en el ámbito público como en el privado. Incluye, pues a las personas 
menores de edad extranjeras que se encuentren en la comunidad autónoma de las Illes Balears, 
que tienen derecho a la educación, a la asistencia sanitaria y a los servicios y las prestaciones 
sociales básicas, en las mismas condiciones que las personas menores de edad de nacionalidad 
española. Los poderes públicos, en el diseño y la elaboración de las políticas públicas, han de tener 
como objetivo conseguir la plena integración de las personas menores extranjeras en la sociedad 
balear, mientras permanezcan en el territorio de la comunidad autónoma de las Illes Balears, de 
acuerdo con la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los 
extranjeros en España y su integración social. Asimismo, las personas menores de edad 
extranjeras que se encuentren en las Illes Balears tienen los derechos que reconoce esta ley y, 
especialmente, tienen derecho a ser oídas y escuchadas y a recibir información de manera 
comprensible sobre cualquier actuación que lleve a cabo la administración con relación a su 
persona. Las administraciones públicas, mediante servicios y programas de acogimiento, tienen 
que fomentar la integración social de las personas menores de edad inmigradas (art. 6). 

Respecto a las personas menores de edad extranjeras no acompañadas, la Ley establece la 
obligación de las administraciones públicas de garantizar el cumplimiento de los derechos 
contemplados por dicha Ley. A tal efecto, la entidad pública de protección tiene que prestar el 
servicio de primera acogida con relación a los niños, niñas y adolescentes inmigrados sin 
referentes familiares, de acuerdo con lo que dispone la legislación vigente. Cuando la entidad 
pública asuma la tutela de una persona menor de edad extranjera no acompañada que se 
encuentre en la comunidad autónoma de las Illes Balears, una vez acreditada la imposibilidad de 
retorno junto a su familia o al país de origen, debe instar a las autoridades competentes, con la 
máxima celeridad, la autorización del permiso de residencia correspondiente, por lo que tiene 
que emitir el correspondiente certificado de tutela y gestionar la obtención del resto de 
documentación acreditativa de su situación, según lo que dispone la normativa vigente en 
materia de extranjería e inmigración. Respecto de las personas menores tuteladas o guardadas 
por la entidad pública competente, el reconocimiento de la condición de aseguradas con relación 
a la asistencia sanitaria se tiene que llevar a cabo de oficio, con la presentación previa del 
certificado de tutela o guarda expedido por la entidad pública, durante el periodo de duración de 
esta tutela o guarda (art. 102). 
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Convenios internacionales 
 
1. CONVENCIÓN PARA REDUCIR LOS CASOS DE APATRIDIA, HECHA EN NUEVA YORK EL 30 AGOSTO 1961 
 

El Consejo de Ministros de 2 marzo 2018 aprobó a remisión a las Cortes Generales de la 
Convención para reducir los casos de apatridia y la solicitud de autorización de la manifestación 
del consentimiento de España para obligarse por el mismo, de conformidad con el art. 94.1.ap. e) 
de la Constitución. La Organización de las Naciones Unidas abordó el problema de la apatridia en 
la Convención sobre el Estatuto de los apátridas, de 28 septiembre 1954 (de la que España es 
parte desde 1997). Posteriormente, Naciones Unidas aprobó la Convención para reducir los casos 
de apatridia, de 1961, de la que España aún no era parte. La adhesión a la Convención para reducir 
los casos de apatridia, no implica reconocer un nivel de protección superior al que la legislación 
española ya proporciona a las personas que se encuentran en dicha situación pero es un mensaje 
de apoyo a los esfuerzos realizados por las Naciones Unidas y compromiso con el Alto 
Comisionado para los Refugiados. 

La Convención establece normas y principios que conceden una nacionalidad a aquellas 
personas que tienen una relación directa con el Estado, ya sea porque es su lugar de nacimiento, 
por la nacionalidad de sus padres o por ser su lugar de residencia, pues de otro modo estas 
personas serían consideradas como apátridas. Asimismo, trata de evitar los casos de apatridia 
por un cambio de estado civil, cambio de residencia al extranjero o la renuncia voluntaria a la 
nacionalidad, prohibiendo además que los Estados Parte priven a las personas de su nacionalidad 
por motivos raciales, étnicos, religiosos o políticos. 

Solventados los trámites parlamentarios el BOE de 13 noviembre 2018 publicó Instrumento 
de adhesión a la Convención para reducir los casos de apatridia, hecha en Nueva York el 30 agosto 
1961. Dicho instrumento incorpora las siguientes declaraciones y objeción:  

– Declaración sobre el carácter local de las autoridades de Gibraltar: 
“Considerando el ámbito de aplicación de la presente Convención, España desea formular la 

siguiente declaración:  
1. Gibraltar es un territorio no autónomo de cuyas relaciones exteriores es responsable el 

Reino Unido y que está sometido a un proceso de descolonización de acuerdo con las decisiones 
y resoluciones pertinentes de la Asamblea General de Naciones Unidas.  

2. Las autoridades de Gibraltar tienen un carácter local y ejercen competencias 
exclusivamente internas que tienen su origen y fundamento en la distribución y atribución de 
competencias efectuadas por el Reino Unido, de conformidad con lo previsto en su legislación 
interna, en su condición de Estado soberano del que depende el citado territorio no autónomo. 

3. En consecuencia, la eventual participación de las autoridades gibraltareñas en la aplicación 
del presente Tratado se entenderá realizada exclusivamente en el marco de las competencias 
internas de Gibraltar y no podrá considerarse que produce cambio alguno respecto de lo previsto 
en los dos párrafos anteriores. 

4. El procedimiento previsto en el Régimen relativo a las autoridades de Gibraltar en el 
contexto de los Acuerdos mixtos (2007) acordado por España y el Reino Unido el 19 diciembre 
2007 y comunicado al Secretario General del Consejo de la Unión Europea se aplica a la presente 
Convención”. 

– Declaración relativa al art. 8: 
“Al amparo del art. 8, párrafo 3 (a) el Gobierno de España declara que se reserva el derecho a 

privar de la nacionalidad española a una persona cuando entre voluntariamente al servicio de las 
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armas o ejerza cargo político en un Estado extranjero contra la prohibición expresa del 
Gobierno”.  

– Objeción: 
“El Gobierno de España ha examinado la declaración formulada por el Gobierno de la 

República de Túnez en el momento de adherirse a la Convención para reducir los casos de 
apatridia. El Gobierno de España considera que dicha declaración pretende limitar la obligación 
de un Estado de no privar a una persona de su nacionalidad si dicha privación conllevase la 
situación de apatridia en supuestos no contemplados por las excepciones del art. 8.3º de la 
Convención. La declaración, en consecuencia, restringe una de las obligaciones esenciales de la 
Convención en un sentido contrario a su esencia. Es pues incompatible con el objeto y el fin de la 
Convención. La presente objeción no impedirá la entrada en vigor de la Convención entre el Reino 
de España y la República de Túnez”. 
 
2. ENMIENDA A LOS ARTS. 21 Y 22 DEL CONVENIO PARA LA UNIFICACIÓN DE CIERTAS REGLAS PARA EL 
TRANSPORTE AÉREO INTERNACIONAL, HECHO EN MONTREAL EL 28 MAYO 1999 
 

El Convenio para la unificación de ciertas reglas para el Transporte Aéreo Internacional entró 
en vigor de forma general el 4 noviembre 2003 y para España el 28 junio 2004 (BOE 20.5.2004). 
El Convenio establece en sus arts. 21 y 22 los límites de responsabilidad de los transportistas 
aéreos por daños relacionados con el transporte de pasajeros, equipaje y carga. Las sumas así 
establecidas se expresan en derechos especiales de giro (DEG), que es la unidad contable 
establecida por el Fondo Monetario Internacional (FMI). En 2019 se ha efectuado una nueva 
revisión de los límites de responsabilidad fijados en los arts. 21 y 22 del Convenio, modificando 
la cuantía de las indemnizaciones establecidas en los mismos. Estas enmiendas son aplicables a 
todos los Estados Partes en el Convenio de Montreal a partir del 28 diciembre 2019, de 
conformidad con lo previsto en el párrafo 2 de su art. 24 (BOE 16.7.2020). 
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Jurisprudencia internacional y europea 
 

TRIBUNAL EUROPEO DE DERECHOS HUMANOS 
 

1. EL TEDH ASESTA UN DURO GOLPE A LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS REFUGIADAS Y MIGRANTES (STEDH 
GS 13 febrero 2020, caso N.D. y N.T. v. España (solicitudes nos 8675/15 y 8697/15) 

La presente Sentencia sostiene por unanimidad, que no hubo violación del art. 4 del Protocolo 
No. 4 (prohibición de expulsión colectiva) al CEDH, y también por unanimidad, que no hubo 
violación del art. 13 (derecho a un recurso efectivo) de la Convención en relación con el art. 4 del 
Protocolo No. 4. El caso se refería al regreso inmediato a Marruecos de dos nacionales de Mali y 
Costa de Marfil, que el 13 agosto 2014 intentaron ingresar al territorio español de manera no 
autorizada escalando las cercas que rodean el enclave español de Melilla en la costa 
norteafricana. El Tribunal considera que los demandantes se habían colocado de hecho en una 
situación ilegal cuando habían intentado deliberadamente ingresar a España el 13 agosto 2014 
cruzando las estructuras de protección fronteriza de Melilla como parte de un grupo muy 
numeroso y en un lugar no autorizado, aprovechando la magnitud del grupo y el uso de la fuerza. 
Por lo tanto, habían optado por no utilizar los procedimientos legales que existían para ingresar 
legalmente al territorio español. En consecuencia, el Tribunal consideró que la falta de decisiones 
individuales de expulsión podría atribuirse al hecho de que los solicitantes, suponiendo que 
hubieran querido hacer valer los derechos en virtud de la Convención, no habían utilizado los 
procedimientos oficiales de entrada existentes para ese fin, y que había sido, pues, consecuencia 
de su propia conducta. En la medida en que considera que la falta de un procedimiento 
individualizado para su expulsión había sido consecuencia de la conducta de los solicitantes, el 
Tribunal no puede responsabilizar al Estado demandado por la falta de un recurso legal en Melilla 
que les permitiera impugnar esa remoción. 

 

2. LOS ESTADOS NO ESTÁN OBLIGADOS A REGISTRAR EN EL ACTA DE NACIMIENTO DE UN MENOR NACIDO POR 
MATERNIDAD SUBROGADA A LA MADRE NO BIOLÓGICA PERO SÍ A PROPORCIONAR UN MODO ALTERNATIVO DE 
DETERMINACIÓN DEL VÍNCULO DE FILIACIÓN (Dictamen TEDH 10 abril 2019) 

Este Dictamen (Demanda nº P16–2018–001) determina que los Estados no están obligados a 
registrar a la madre no biológica en el acta de nacimiento de un menor nacido por maternidad 
subrogada en el extranjero. El reconocimiento del vínculo se puede hacer por otra vía, como la 
adopción del niño por la madre no biológica. Esta decisión, emitida por unanimidad, es una 
respuesta a una solicitud presentada por el Tribunal de Casación de Francia: “En el caso de un 
niño nacido en el extranjero por subrogación , y se concibió utilizando los gametos del padre 
interesado y de una tercera donante, si la relación de paternidad entre el niño y el padre ha sido 
reconocida en la legislación nacional: 1. El derecho al respeto por la vida privada de el niño, en el 
sentido del art. 8 CEDH, exige que la legislación nacional ofrezca la posibilidad de reconocer la 
relación de filiación entre el niño y la madre de intención, designada en el certificado de 
nacimiento legalmente establecido en el extranjero como la ‘madre legal’. 2. El derecho del niño 
al respeto de la vida privada no exige que la transcripción se realice en el registro de estado civil 
del certificado de nacimiento legalmente establecido en el extranjero. Se pueden utilizar otros 
medios, como la adopción del niño por la madre no biológica”. Si bien la transcripción no es 
exigible, sí lo es la existencia de un modo alternativo de determinación de un vínculo de filiación 
respecto del padre o madre de intención sin relación biológica con los nacidos. 
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Observaciones: 1. El dictamen objeto de estas observaciones resulta importante por varios 
motivos. Desde un punto de vista que trasciende al tema tratado, es el primer dictamen dictado 
en aplicación del Protocolo nº 16 al Convenio Europeo de Derechos Humanos (en vigor desde el 
1 agosto 2018, pero del que España no es parte). Protocolo que permite a los “órganos 
jurisdiccionales de mayor rango” de los Estados parte solicitar al TEDH la emisión de opiniones 
consultivas sobre cuestiones de principio relativas a la interpretación o a la aplicación de los 
derechos y libertades definidos en el Convenio o sus protocolos. Y esto es un hito, que se realza 
con la actitud posterior de la Cour de cassation francesa, ciñéndose escrupulosamente al 
contenido del dictamen, a pesar de que, formalmente, estos dictámenes no son vinculantes. No 
me detendré en este aspecto más general. 

Desde una perspectiva sustantiva, es decir, desde el punto de vista de su objeto, es igualmente 
importante. Es, si se me permite, la opinión (incluyendo sentencias precedentes) con mayor 
trascendencia sobre el tema de la gestación por sustitución, que hasta ahora ha visto la luz en el 
TEDH. Ello no le proporciona, sin embargo, patente de corso. Es criticable y ambiguo en algunos 
aspectos, y no creo que cierre, ni mucho menos, todas las dudas que sobrevuelan la gestación por 
sustitución desde el punto de vista de los derechos humanos. Es más, pienso que puede alimentar 
algunas nuevas. 

2. Hasta la saciedad han sido comentadas, destacadas y casi santificadas todas las resoluciones 
anteriores del TEDH desde el caso Mennesson y Labassé; pero si miramos con cierta distancia, 
todas ellas, aunque importantes, se basaban en una realidad, si se quiere, física: no se ajusta a los 
derechos humanos no reconocer un vínculo de filiación (legal) entre quienes están ligados por 
un vínculo de filiación (biológico). Es cierto que el Derecho de la filiación (y el Derecho comparado 
de la filiación) no siempre responde a una correlación tan... normal. Pero no lo es menos que la 
realidad biológica es el pilar esencial del Derecho de la filiación. Decir que Francia vulnera el art. 
8 de la Convención Europea de Derechos Humanos cuando no reconoce un vínculo de filiación 
entre un padre y sus hijos biológicos es algo que, al menos a mí, no me parece sorprendente. Es 
verdad que no es lo mismo contemplar el asunto desde el punto de vista de legalidad ordinaria 
que desde una perspectiva de contrariedad o adecuación a un derecho humano consagrado por 
el Convenio. El plus que consagra el TEDH no es menor. Pero su traducción práctica es que los 
Estados parte deben reconocer la filiación legal entre un padre y su hijo biológico. ¿Hay algo más 
normal? Sin duda todo el ruido moral en torno a la gestación por sustitución hace que aquellas 
primeras respuestas puedan ser consideradas como trascendentales. Pero, a mi juicio, lo es más 
decir que lo que vale para el progenitor biológico debe valer también para el “progenitor” (si se 
me permite el contrasentido) de intención. Eso sí es ir más allá de lo que nos dicta la naturaleza y 
un principio (el de la verdad biológica aplicado a la filiación) generalmente aceptado. Y eso es lo 
que viene a decir el dictamen: el derecho al respeto de la vida privada del niño, en el sentido del art. 
8 del Convenio, exige que el Derecho interno prevea una posibilidad de reconocimiento de un vínculo 
de filiación entre este niño y la madre de intención, designada en el acta de nacimiento legalmente 
establecida en el extranjero como “madre legal”. 

3. En otro lugar (“Luces y sombras en el primer dictamen del TEDH sobre la gestación por 
sustitución”, El Derecho internacional privado: Entre la tradición y la innovación. Libro homenaje 
al profesor doctor José María Espinar Vicente, Madrid, Iprolex, 2020, pp. 101–121), he hecho un 
análisis más detallado de lo que el dictamen del TEDH no cierra y de algunas de las incógnitas que 
quedan sin responder, quizá porque no fuese la ocasión, pero a las que habrá que dar respuesta 
en algún momento. 

El TEDH no abordó los supuestos en los que no exista progenitor de intención con vinculación 
biológica con los menores (casos que tampoco había abordado con anterioridad) y aquellos en 
los que la madre de intención no conste en la documentación extranjera como madre legal. 
Cuando, por ejemplo, conste como tal la madre gestante, situación nada infrecuente. Tampoco se 
refirió a los supuestos en los que el padre o madre de intención no vinculado genéticamente con 
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los nacidos sea del mismo sexo que el progenitor biológico, ni a los casos en los que la madre de 
intención sí haya aportado material genético. La opinión en obiter dictum sobre la aplicación a 
fortiori de la solución dada para el caso concreto (en el que dicha madre no tenía ningún tipo de 
vinculación), me parece poco afortunada. Por último, el dictamen exige que la vía para el 
establecimiento de la filiación respecto del comitente no vinculado biológicamente debe poder 
ser implementada con prontitud y eficacia, de acuerdo con el interés superior del niño. Qué tipo 
de institución responderá a tales exigencias y cuáles no se deja a la valoración de los derechos 
nacionales, lo que, sin duda, motivará nuevos interrogantes. Por poner un ejemplo, ¿se ajustaría 
al dictamen que la adopción se produzca en 2020, respecto de menores nacidas a mediados de 
2015 (supuesto del AAP Barcelona de 11 febrero 2020, al que me referiré posteriormente)? ¿Se 
ajustaría un régimen de adopción en el que se exija el asentimiento a la adopción del progenitor 
biológico y éste no se produce? Otras incógnitas pueden verse en mi trabajo citado. (S.A.G.) 
 

 

TRIBUNAL DE JUSTICIA UNIÓN EUROPEA 
 

3. DENEGACIÓN DEL RECONOCIMIENTO DE UNA SENTENCIA BASADA EN LA INOBSERVANCIA DE LAS NORMAS DE 
LITISPENDENCIA EN UN LITIGIO MATRIMONIAL (STJ 1ª 16 enero 2019. Asunto C–386/17: Liberato) 

El Tribunal de Justicia valora las implicaciones del incumplimiento de las normas sobre 
litispendencia del Reglamento (CE) 44/2001 y del Reglamento 2201/2003 en relación con el 
reconocimiento y ejecución de resoluciones. En concreto, la sentencia establece que las reglas 
sobre litispendencia de esos dos instrumentos deben interpretarse en el sentido de que su 
incumplimiento por el tribunal ante el que se presentó la segunda demanda en el marco de un 
litigio en materia matrimonial, de responsabilidad parental o de obligaciones alimentarias, no 
permite denegar por esa sola razón el reconocimiento de la resolución procedente de ese Estado 
miembro en el Estado miembro en el que se había presentado la primera demanda. El Tribunal 
concluye que, en particular, la violación de esas normas no permite por sí sola denegar el 
reconocimiento con base en que la resolución es manifiestamente contraria al orden público del 
Estado miembro requerido. 
 

Observaciones: 1. Al considerar que la simple infracción de ciertas normas del Derecho de la 
UE, como las que regulan la litispendencia, no es motivo por sí sola para que la resolución pueda 
ser considerada manifiestamente contraria al orden público, la nueva sentencia reitera el criterio 
expresado por el Tribunal de Justicia en su sentencia de 16 julio 2015, Diageo Brands, C–681/13, 
EU:C:2015:471. Es cierto que en el asunto Liberato, a diferencia de lo que sucedía en el asunto 
Diageo Brands, no parece que quepa reprochar a la parte que se opone al reconocimiento que no 
haya utilizado en el Estado miembro de origen todos los recursos disponibles para tratar de 
evitar la eventual vulneración del Derecho de la Unión. El Tribunal de Justicia rechaza en el asunto 
Liberato el criterio apuntado por la Corte di cassazione al plantear la cuestión prejudicial, en el 
sentido de que por sí sola la violación de las normas sobre litispendencia menoscabaría la función 
y finalidad de normas imperativas que han de ser consideradas de orden público procesal, por su 
vinculación con la confianza y lealtad procesal recíproca entre los Estados miembros como 
fundamento del reconocimiento recíproco de resoluciones judiciales. 

2. Frente a ese planteamiento, el Tribunal de Justicia considera que la prohibición de controlar 
en la fase de reconocimiento las normas de competencia aplicadas por el órgano de origen impide 
también verificar la correcta aplicación de las normas de litispendencia al decidir sobre el 
reconocimiento de una resolución procedente de otro Estado miembro (ap.. 51 de la sentencia 
Liberato). En definitiva, la infracción de las normas de litispendencia es equiparable a la de la 
vulneración de las normas de competencia por parte del tribunal de origen y es algo conocido 



516                                  ANUARIO ESPAÑOL DE DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 2019–2020 

AEDIPr, t. XIX–XX, 2019–2020 
ISSN 1578–3138 

que la infracción de estas últimas no puede ser objeto de revisión en el marco del reconocimiento 
y ejecución entre los Estados miembros cuando resulta de aplicación alguno de los instrumentos 
adoptados en este ámbito en el seno de la Unión. Aunque este resultado lo alcanza el Tribunal en 
relación con el Reglamento nº 2201/2003, cabe entender que es también de aplicación mutatis 
mutandis con respecto a otros instrumentos adoptados en el marco de la cooperación judicial 
civil que incorporan normas sobre litispendencia y reconocimiento y ejecución de resoluciones 
similares. Así lo recoge expresamente la sentencia con respecto a las normas de litispendencia 
del Reglamento Bruselas I, considerando determinante para ello que también ese Reglamento 
excluye que en el marco del reconocimiento de una resolución procedente de otro Estado 
miembro se pueda controlar la competencia del tribunal de origen (ap. 52). 

3. Por el contrario, más allá del marco de la UE, no cabe extender normalmente ese criterio, 
habida cuenta de que no opera el principio de confianza mutua propio de la cooperación judicial 
civil en el seno de la UE ni una prohibición semejante de control de la competencia del tribunal 
de origen. En este sentido, cabe recordar que la existencia en el Estado requerido de un proceso 
pendiente iniciado con anterioridad al proceso extranjero que ha dado lugar a la resolución firme 
cuyo reconocimiento se pretende constituye típicamente un motivo para denegar la eficacia en 
España de esa resolución extranjera, tanto en el régimen de fuente interna (art. 46 Ley 29/2015 
sobre cooperación jurídica internacional en materia civil), como en los diversos regímenes 
convencionales. 

4. El criterio adoptado por el Tribunal determina que la sentencia Liberato no incluya 
precisiones adicionales sobre cuáles son los límites dentro de los cuales los tribunales de un 
Estado miembro pueden recurrir a su orden público para no reconocer una resolución 
extranjera. En todo caso, la sentencia destaca que lo que no es admisible es denegar el 
reconocimiento “por esta sola razón” (ap. 56). Por ello, no cabe descartar por completo que en 
otras circunstancias la eventual vulneración de las normas sobre litispendencia pueda ir unida a 
la vulneración de un derecho reconocido como fundamental en el Derecho de la Unión o del 
Estado miembro requerido, que pueda ser relevante a efectos del orden público como motivo de 
denegación del reconocimiento de resoluciones. Así, por ejemplo, lo puso de relieve el Abogado 
General Bot en sus conclusiones en este asunto, al señalar que en situaciones excepcionales la 
infracción de las normas de litispendencia puede dar lugar a “la vulneración de derechos 
procesales de valor superior como los que, por ejemplo, garantizan la expresión de las 
alegaciones del progenitor en cuyo domicilio no reside el menor así como la observancia de 
plazos de enjuiciamiento razonables”, de modo que en tales circunstancias si le parecería 
“justificado invocar el motivo de denegación del reconocimiento basado en el orden público del 
Estado miembro requerido, que prevé los derechos fundamentales reconocidos por el Derecho 
de la Unión” (ap. 94 de las conclusiones de 6 septiembre de 2018, EU:C:2018:670). 

5. En la misma línea, cabe recordar que el criterio de que no es posible el control de la 
competencia del tribunal de origen, ni la invocación a estos efectos del orden público, en el marco 
de los reglamentos puede en situaciones excepciones tener que ser coordinado con la exigencia 
de denegar el reconocimiento en la medida en que suponga la vulneración de un derecho 
reconocido como fundamental en el Derecho de la Unión o del Estado miembro requerido. Por 
ejemplo, en caso de que la vulneración de las normas de competencia –o incluso la aplicación de 
las normas nacionales que lo fueran, por ejemplo, en situaciones en las que las normas de 
competencia del RB I bis no son aplicables por no hallarse el domicilio del demandado en un 
Estado miembro– haya conducido a que conozca del asunto un tribunal de un Estado miembro 
sin una conexión significativa con el litigio y ello haya supuesto una carga procesal excesiva e 
irrazonable para el demandado incompatible con el art. 6.1º CEDH (o el art. 24 CE y disposiciones 
equivalente de la CDFUE), resultaría cuestionable la imposibilidad de apreciar esa circunstancia 
para denegar el reconocimiento. La importancia de que este mecanismo de último recurso pueda 
estar disponible en situaciones en las que exista una manifiesta vulneración de derechos 
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fundamentales –aunque esté asociada a la infracción de normas de la Unión– viene reforzada por 
la inadecuación, desde el punto de vista de la efectiva tutela de esos derechos fundamentes, de 
alguna de las medidas que, según ponía de relieve el Abogado General en sus conclusiones, 
podrían ser relevante como alternativa en estos casos, cual es la interposición por la Comisión de 
un recurso por incumplimiento contra el Estado miembro cuyos tribunales han aplicado 
erróneamente el Derecho de la Unión. 

6. En todo caso, la sentencia Liberato confirma el carácter excepcional del orden público como 
mecanismo para denegar el reconocimiento y ejecución de resoluciones en el seno de la UE y que 
la mera infracción de las normas del Derecho de la Unión, incluidas las relativas a la 
litispendencia, no es motivo por sí solo para denegar el reconocimiento. (Pedro A. DE MIGUEL 
ASENSIO)*. 
 

4. CARÁCTER OBLIGATORIO O FACULTATIVO DEL FORMULARIO ESTABLECIDO EN EL REGLAMENTO DE 
EJECUCIÓN Nº 1329/2014 PARA LA SOLICITUD DE CERTIFICADO SUCESORIO EUROPEO (STJ 6ª 17 enero 
2019. Asunto C–102/18: Brisch) 

5. PRESCRIPCIÓN Y NORMAS INTERNACIONALMENTE IMPERATIVAS EN EL REGLAMENTO ROMA II (STJ 6ª 31 
enero 2019. Asunto C–149/18, Da Silva Martins) 

En el marco de un litigio relativo a la indemnización de los daños indirectos derivados de un 
accidente de circulación por carretera el Tribunal de Justicia se pronuncia acerca de la 
interpretación del art. 16 del Reglamento (CE) 864/2007 sobre la ley aplicable a las obligaciones 
extracontractuales (RR II). La sentencia establece que a los efectos de esa norma una disposición 
nacional que establece que el plazo de prescripción de la acción de reparación de los daños es de 
tres años no puede considerarse una ley de policía, a menos que quepa apreciar que esa norma 
reviste tal importancia en el ordenamiento jurídico nacional que justifica apartarse de la ley 
aplicable en virtud del art. 4 RR II. 
 

Observaciones: 1. En su sentencia en el asunto Da Silva Martins el Tribunal de Justicia se 
pronuncia sobre la interpretación del concepto de leyes de policía o normas internacionalmente 
imperativas, de especial trascendencia en la determinación del régimen jurídico de las 
situaciones privadas internacionales, en la medida en que, como es conocido, las normas del foro 
que revisten esa naturaleza prevalecen sobre la ley aplicable al fondo del asunto. Así lo recogen, 
en el ámbito de las obligaciones, tanto el art. 9.1º Reglamento Roma I sobre la ley aplicable a las 
obligaciones contractuales (RR I) como el art. 16 RR II. 

2. El asunto C–149/18 va referido a un litigio ante los tribunales portugueses relativo a la 
indemnización de daños derivados de un accidente de circulación por carretera producido en 
España en el que se vieron involucrados un vehículo matriculado en España y otro matriculado 
en Portugal. Habida cuenta de que la ley aplicable al fondo de la reclamación en virtud del art. 4 
RRII es la española, que prevé únicamente un plazo de prescripción de un año, la Audiencia de 
Lisboa pregunta al Tribunal de Justicia si el plazo de prescripción de tres años previsto en la 
legislación portuguesa tiene carácter de ley de policía a los efectos del art. 16 RR II. La sentencia 
representa una aportación limitada. Básicamente, confirma que la definición de ley de policía del 
art. 9.1º RR I es también aplicable en relación con el art. 16 RR II y concluye que las normas en 
cuestión no son en principio leyes de policía pero que corresponde al tribunal nacional verificarlo, 
sin aportar para ello apenas elementos que no estuvieran en su jurisprudencia previa. 

 
*Catedrático de Derecho internacional privado de la Universidad Complutense de Madrid. 
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3. Tras dejar claro que ante la ausencia de una definición propia en el art. 16 RR II, el concepto 
de “leyes de policía” del art. 9 RRI y la interpretación del mismo por parte del Tribunal de Justicia 
son válidos también con respecto al art. 16 RR II, la sentencia reitera la necesidad de 
interpretación estricta de ese concepto. Con respecto a su concreción, básicamente se limita a 
reproducir lo ya dicho en una sentencia anterior, como recoge el apdo. 30 de la sentencia Da Silva 
Martins, al señalar que para establecer si una norma tiene esa naturaleza es preciso “tener en 
cuenta no solo los términos exactos de aquella ley sino también su estructura general y el 
conjunto de circunstancias en las que se haya adoptado, para poder deducir de ello que tal ley 
reviste carácter imperativo, en la medida en que conste que el legislador nacional la ha adoptado 
con la finalidad de proteger un interés que el Estado miembro de que se trate considera esencial 
(sentencia de 17 octubre 2013, Unamar, C–184/12, EU:C:2013:663, apdo. 50).” Seguidamente, el 
Tribunal se limita a constatar que, como la prescripción en virtud del art. 15.h) es una cuestión 
comprendida dentro del ámbito de la ley aplicable a la obligación extracontractual, debe ser esa 
la ley que la rija. Señala, además, que una norma “que establece que el plazo de prescripción de la 
acción de reparación de los perjuicios resultantes de un siniestro es de tres años, no puede 
considerarse constitutiva de una ley de policía, en el sentido de dicho artículo, a menos que” el 
tribunal que conoce del asunto compruebe que dicha disposición es una ley de policía teniendo 
en cuenta lo indicado en el apartado anterior. 

4. Desde el punto de vista de la previsibilidad, aun reconociendo la naturaleza nacional del 
orden público de los Estados miembros y de los intereses que protegen sus leyes de policía, 
quizás hubiera sido deseable una mayor elaboración por parte del Tribunal acerca de si la 
finalidad de una norma como la controvertida en el litigio principal puede proteger un interés 
esencial del Estado miembro, tal vez para precisar que la respuesta es negativa. La orientación 
del Tribunal parece dejar un amplio margen de apreciación a los tribunales (y los ordenamientos) 
de los Estados miembros de cara a precisar qué se entiende por un interés esencial, lo que puede 
menoscabar la aplicación uniforme de las reglas de conflicto de la Unión, en particular en lo que 
tiene que ver con la efectiva aplicación de su consecuencia jurídica cuando se remiten a una ley 
extranjera. 

5. Como precisión adicional, la sentencia señala en su apartado 34 que la aplicación “de un 
plazo de prescripción distinto del previsto por la ley designada como aplicable exige que 
concurran razones particularmente importantes, como la vulneración manifiesta del derecho a 
un recurso efectivo y a la tutela judicial efectiva que pueda resultar de la aplicación de la ley 
designada como aplicable en virtud del art. 4 del Reglamento Roma II.” Ahora bien, en realidad 
cabe pensar que si ese es el caso, es decir si en el supuesto de que se trate la aplicación de la ley 
designada como aplicable (la española) produjera una vulneración manifiesta de la tutela judicial 
efectiva, la aplicación de la norma del foro (portuguesa) procedería con independencia de su 
caracterización como ley de policía. Aunque la ley del foro no fuera una ley de policía sería 
aplicable por exigencia de la excepción de orden público, que lleva a excluir la aplicación de la ley 
designada por la norma de conflicto cuando es incompatible con el orden público del foro (arts. 
26 RRII y 21 RRI). En todo caso, la sentencia no recoge ninguna apreciación en el sentido de que 
una norma como la española analizada produzca un menoscabo manifiesto de la tutela judicial 
efectiva. (Pedro A. DE MIGUEL ASENSIO)*. 

 

6. ENROLAMIENTO DE MARINOS A BORDO DE BUQUES ATRACADOS POR UN LARGO PERÍODO DE TIEMPO EN UN 
PUERTO MARÍTIMO: DETERMINACIÓN DEL MOMENTO DE LA SALIDA DEL ESPACIO SCHENGEN (STJ 5ª 5 febrero 
2019. Asunto C–341/18: Staatssecretaris van Justitie en Veiligheid (Enrôlement des marins dans le 
port de Rotterdam) 

 
* Catedrático de Derecho internacional privado de la Universidad Complutense de Madrid. 
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7. QUEDA DENTRO DEL ÁMBITO DE APLICACIÓN DEL REGLAMENTO BRUSELAS I UNA ACCIÓN DE 
INDEMNIZACIÓN DE DAÑOS Y PERJUICIOS POR RESPONSABILIDAD DELICTUAL O CUASIDELICTUAL EJERCITADA 
POR EL SÍNDICO EN EL MARCO DE UN PROCEDIMIENTO DE INSOLVENCIA (STJ 1ª 6 febrero 2019. Asunto C–
535/17: NK) 

En la presente sentencia el Tribunal de Justicia considera que la acción controvertida puede 
ser ejercitada por el síndico del concurso en interés del conjunto de los acreedores en el marco 
de su misión general, reconocida por la legislación nacional en la materia, de gestionar y liquidar 
la masa activa; en segundo término, que lo obtenido gracias a esta acción, en caso de que se estime 
la demanda, se reintegra en la masa activa en beneficio del conjunto de los acreedores para ser 
repartido según las reglas del plan de liquidación, y en tercer término, que para pronunciarse 
sobre tal acción ejercitada durante la tramitación del procedimiento concursal, por una parte, no 
procede examinar la posición individual de cada uno de los acreedores afectados y, por otra parte, 
el tercero contra el que se dirige la acción no puede oponer frente al síndico medios de defensa 
de los que sí dispondría frente a cada uno de los acreedores individualmente considerados. 
Entiende el Tribunal de Justicia que el conjunto de las características de la acción controvertida 
forman parte del contexto procesal en el que se inserta tal acción. 

8. DETERMINACIÓN DE LAS COSTAS DEL PROCESO EUROPEO DE ESCASA CUANTÍA EN RELACIÓN CON LA PARTE 
PERDEDORA (STJ 3ª 14 febrero 2019. Asunto C–554/17: Jonsson) 

[B. Añoveros Terradas, “La condena parcial en costas y su compatibilidad con el proceso europeo 
de escasa cuantía. Sentencia del Tribunal de Justicia de 14 febrero 2019, asunto C–554/17: 
Rebecka Jonsson”, La Ley: Unión Europea, ISSN–e 2255–551X, nº 77, 2020] 

9. COMPETENCIAS EXCLUSIVAS EN MATERIA DE DERECHOS REALES INMOBILIARIOS: CONTRATO DE CRÉDITO 
CELEBRADO POR UNA PERSONA FÍSICA PARA LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE ALOJAMIENTO TURÍSTICO (STJ 
2ª 14 febrero 2019. Asunto C–630/17: Milivojević) 

[Vid. B. Añoveros Terradas, “El contrato de préstamo con garantía hipotecaria con doble finalidad 
(privada y profesional) y su posible calificación como contrato de consumo. Sentencia del 
Tribunal de Justicia de 14 febrero 2019, asunto C–630/17: Milivojević”, La Ley: Unión Europea, nº 
71, 2019] 

10. CONSECUENCIAS DE LA PÉRDIDA IPSO IURE DE LA NACIONALIDAD DE UN ESTADO MIEMBRO Y DE LA 
CIUDADANÍA DE LA UNIÓN (STJ GS 12 marzo 2019. Asunto C–221/17: Tjebbes y otros) 

11. EL DERECHO DE LA UNIÓN NO SE OPONE A LA PÉRDIDA DE LA NACIONALIDAD DE UN ESTADO MIEMBRO Y, 
POR CONSIGUIENTE, DE LA CIUDADANÍA DE LA UNIÓN, EN CASO DE INTERRUPCIÓN DURADERA DEL VÍNCULO 
EFECTIVO ENTRE LA PERSONA DE QUE SE TRATE Y DICHO ESTADO MIEMBRO (STJ GS 12 marzo 2019. Asunto 
C–221/17: Tjebbes y otros) 

[Vid. S. Adroher Biosca, “El principio de proporcionalidad en la pérdida de la nacionalidad estatal 
y de la ciudadanía europea. STJUE (Gran Sala) de 12 marzo 2019, Tjebbes y otros c. Minister van 
Buitenlandse Zaken)”, REEI, nº 38, 2019, pp. 2–8] 

12. RETIRADA DEL PERMISO DE RESIDENCIA DE UN MIEMBRO DE LA FAMILIA DE UN NACIONAL DE UN TERCER 
PAÍS (STJ 4ª 14 marzo 2019. Asunto C–557/17: Y.Z. y otros –Staatssecretaris van Veiligheid en 
Justitie–). 

13. TRASLADO DEL SOLICITANTE DE ASILO AL ESTADO MIEMBRO RESPONSABLE DEL EXAMEN DE LA SOLICITUD 
DE PROTECCIÓN INTERNACIONAL (STJ GS 19 marzo 2019. Asunto C–163/17: Jawo) 
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14. ASIMILACIÓN DE LAS FRONTERAS INTERIORES A LAS FRONTERAS EXTERIORES ANTE LA ENTRADA 
IRREGULAR DE UN NACIONAL DE UN TERCER PAÍS (STJ GS 19 marzo 2019. Asunto C–444/17: Arib y 
otros) 

15. MENOR BAJO TUTELA LEGAL PERMANENTE CON ARREGLO AL RÉGIMEN DE LA KAFALA (PROTECCIÓN LEGAL) 
ARGELINA (STJ GS 26 marzo 2019. Asunto C–129/18: SM –Enfant placé sous kafala algérienne–) 

Según el Derecho de la Unión, el concepto de ‘descendiente directo’ de ciudadano de la Unión 
debe interpretarse en el sentido de que no incluye a una menor que se halla bajo la tutela legal 
permanente de un ciudadano de la Unión con arreglo a la institución de la kafala argelina, puesto 
que dicho régimen no crea un vínculo de filiación entre ellos. No obstante, incumbe a las 
autoridades nacionales competentes facilitar la entrada y residencia de dicha menor como ‘otro 
miembro de la familia’ de un ciudadano de la Unión, interpretando este a la luz de los arts. 7 y 24, 
ap. 2 CDFUE, a través de una apreciación equilibrada y razonable del conjunto de circunstancias 
actuales y pertinentes del presente asunto que tenga en cuenta todos los intereses en juego y en 
especial el interés superior de la menor afectada 

[Vid. I.. Lázaro González, “Kafala y vida familiar desde el Derecho de extranjería. A propósito de la 
Sentencia del Tribunal de Justicia (Gran Sala) de 26 marzo 2019”, REEI, nº 37, 2019, pp. 32–38] 

16. PLAZO DE PRESENTACIÓN DE UN ESCRITO PROCESAL ANTE UN ÓRGANO JURISDICCIONAL: INTERPRETACIÓN 
CONFORME DEL DERECHO INTERNO CON EL DERECHO DE LA UNIÓN (STJ 4ª 27 marzo 2019. Asunto C–
545/17: Pawlak)  

[Vid. N. Marchal Escalona, “Lugar y plazos de presentación de un escrito procesal ¿cuestión 
sometida a la lex fori regit procesum?. Sentencia del Tribunal de Justicia de 27 marzo 2019, asunto 
C– 545/17: Mariusz Pawlak/Prezes Kasy Rolniczego”, La Ley: Unión Europea, ISSN–e 2255–551X, 
nº 71, 2019] 

17. MANTENIMIENTO DE LA CONDICIÓN DE TRABAJADOR DURANTE UN PERÍODO NO INFERIOR A SEIS MESES DE 
UN NACIONAL DE UN ESTADO MIEMBRO QUE HA EJERCIDO UNA ACTIVIDAD POR CUENTA AJENA EN OTRO 
ESTADO MIEMBRO DURANTE UN PERÍODO DE QUINCE DÍAS (STJ 3ª 11 abril 2019. Asunto C–483/17: 
Tarola) 

18. DETERMINACIÓN DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL COMPETENTE PARA CONOCER DE UNA DEMANDA DE 
INDEMNIZACIÓN POR EL RETRASO DE UN VUELO (STJ 6ª 11 abril 2019. Asunto C–464/2018: Ryanair) 

[Vid. M. Orozco Hermoso, “La sumisión tácita en el Reglamento 1215/2012 y en la Ley 1/2000, de 
Enjuiciamiento Civil. Problemas de delimitación. Sentencia del Tribunal de Justicia, Sala Sexta, de 
11 abril 2019, asunto C–464/18: Ryanair”, La Ley: Unión Europea, nº 72, 2019] 

19. UN CONTRATO QUE VINCULA A UNA SOCIEDAD Y A UNA PERSONA FÍSICA QUE EJERCE LAS FUNCIONES DE 
CONSEJERO DE LA MISMA NO PUEDE TENER LA CALIFICACIÓN DE “CONTRATO INDIVIDUAL DE TRABAJO”, SEGÚN 
EL CONVENIO DE LUGANO II (STJ 1ª 11 abril 2019. Asunto C–603/17: Bosworth y Hurley) 

[Vid. Á. Espiniella Menéndez, “Convenio de Lugano y concepto de contrato de trabajo de personal 
directivo. Sentencia del Tribunal de Justicia de 11 abril 2019, asunto C–603/17: Bosworth y 
Hurley”, La Ley: Unión Europea, nº 70, 2019; M.C. Vaquero López, “El concepto de contrato de 
trabajo en el marco del Convenio de Lugano. Comentario a la Sentencia del TJUE de 11 abril 2019, 
asunto C–603/17, Bosworth y Hurley”, Cuadernos de Derecho Transnacional, ISSN–e 1989–4570, 
vol. 12, nº 1, 2020, pp. 776–783] 

20. DETERMINACIÓN DEL ESTADO MIEMBRO RESPONSABLE DEL EXAMEN DE UNA SOLICITUD DE PROTECCIÓN 
INTERNACIONAL ANTE UNA NUEVA SOLICITUD PRESENTADA EN OTRO ESTADO MIEMBRO (STJ GS 22 abril 
2019. Asuntos C–582/17 y C–583/17, H. y R) 
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21. EL MECANISMO DE SOLUCIÓN DE DIFERENCIAS ENTRE INVERSORES Y ESTADOS PREVISTO POR EL ACUERDO 
DE LIBRE COMERCIO ENTRE LA UNIÓN EUROPEA Y CANADÁ (CETA) ES COMPATIBLE CON EL DERECHO DE LA 
UNIÓN (Dictamen TJ 1/17, de 30 abril 2019) 

[Vid. Í. Iruretagoiena Agirrezabalaga, “Dictamen 1/17 del TJUE. La homologación del nuevo 
modelo de solución de diferencias inversor–Estado (ISDS) impulsado por la Unión Europea”, La 
Ley: Unión Europea, nº 70, 2019] 

22. CONCEPTOS DE “CONSUMIDOR” Y DE “TRANSACCIONES, SEGÚN LA DIRECTIVA RELATIVA A LOS CONTRATOS 
DE CRÉDITO AL CONSUMO, A LOS EFECTOS DE LA APLICACIÓN DEL CONVENIO LUGANO II (STJ 3ª 2 mayo 2019. 
Asunto C–694/17: Pillar Securitisation) 

[Vid. I. Rodríguez–Uría Suárez, I.: “Sobre la noción de crédito al consumo y competencia judicial 
internacional. Sentencia del Tribunal de Justicia de 2 mayo 2019, Asunto C– 694/17: Pillar 
Securitisation”, La Ley: Unión Europea, nº 73, 2019] 

23. LEGISLACIÓN APLICABLE A LA RELACIÓN LABORAL DE UN NACIONAL DE UN ESTADO MIEMBRO EMPLEADO 
COMO MARINERO A BORDO DE UN BUQUE QUE ENARBOLA PABELLÓN DE UN TERCER ESTADO (STJ 3ª 8 mayo 
2019. Asunto C–631/17: Inspecteur van de Belastingdienst) 

24. COMPETENCIA JUDICIAL Y LEY APLICABLE A LA OBLIGACIÓN DE PAGO RESULTANTE DE UN ACUERDO DE LA 
JUNTA GENERAL DE PROPIETARIOS DE UN INMUEBLE EN RÉGIMEN DE PROPIEDAD HORIZONTAL (STJ 1ª 8 
mayo 2019. Asunto C–25/18: Kerr) 

25. DENEGACIÓN DE LA CONCESIÓN O REVOCACIÓN DEL ESTATUTO DE REFUGIADO EN CASO DE AMENAZA PARA 
LA SEGURIDAD O LA COMUNIDAD DEL ESTADO MIEMBRO DE ACOGIDA (STJ GS 14 mayo 2019. Asunto C–
391/16: M) 

26. CALIFICACIÓN JURÍDICA DEL CERTIFICADO DE TÍTULO SUCESORIO NACIONAL CUANDO EL ESTADO MIEMBRO 
NO HA REALIZADO LA NOTIFICACIÓN DE LOS NOTARIOS COMO AUTORIDADES NO JUDICIALES QUE EJERCEN 
FUNCIONES JURISDICCIONALES EN CONDICIONES IGUALES A LAS DE LOS TRIBUNALES (STJ 1ª 23 mayo 2019. 
Asunto C–658/17: WB)  

[Vid. F.M. Mariño Pardo, “Doctrina y algunas consecuencias sobre las actuaciones de los notarios 
españoles en el marco del Reglamento 650/2012 a partir de la STJUE de 23 mayo 2019”, La Ley: 
Unión Europea, nº 74, 2019] 

27. CERTIFICADO ACREDITATIVO DE QUE LA RESOLUCIÓN JUDICIAL DE ORIGEN, RELATIVA A UN CRÉDITO 
RESULTANTE DE LA DISOLUCIÓN DEL RÉGIMEN PATRIMONIAL DERIVADO DE UNA RELACIÓN DE PAREJA DE 
HECHO NO REGISTRADA, TIENE FUERZA EJECUTIVA (STJ 6ª 6 junio 2019. Asunto C–361/18: Weil) 

[Vid. D. Marín Consarnau, “Ámbito de aplicación ratione temporis y ratione materiae del 
Reglamento (CE) 44/2001 vs. Reglamento (UE) 1215/2012: resolución judicial relativa a un 
crédito resultante de la disolución del régimen patrimonial derivado de una relación de pareja de 
hecho no registrada. Sentencia del Tribunal de Justicia de 6 junio 2019, C–361/18: Weil”, La Ley: 
Unión Europea, nº 77, 2020] 

28. NO ES COMPETENCIA EXCLUSIVA DE LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES DEL ESTADO MIEMBRO DONDE SE 
ENCUENTRE EL INMUEBLE LA ACCIÓN DE OPOSICIÓN AL REPARTO DEL PRODUCTO OBTENIDO EN UN 
PROCEDIMIENTO DE SUBASTA JUDICIAL DE UN INMUEBLE (STJ 1ª 10 julio 2019. Asunto C–722/17: 
Reitbauer y otros) 

El Tribunal de Justicia determina que a los efectos del art. 24 Reglamento (UE) 1215/2012 o 
Reglamento Bruselas I bis, la acción de oposición ejercitada por un acreedor frente al reparto del 
producto resultante de la subasta judicial de un bien inmueble no es competencia exclusiva de 
los tribunales del Estado miembro del lugar de situación del bien inmueble ni de los tribunales 
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del lugar de ejecución forzosa. En el litigio principal la oposición de funda en la solicitud de la 
declaración de que un crédito concurrente ha dejado de existir por haberse compensado, así 
como en que la constitución de la garantía real para asegurar dicho crédito es nula. 

 

Observaciones: 1. La sentencia en el asunto Reitbauer resulta de interés en relación con la 
interpretación de varias normas de competencia judicial internacional del Reglamento 
1215/2012 o RB I bis. En particular, en lo relativo al alcance de las competencias exclusivas en 
materia de derechos reales inmobiliarios (art. 24.1º) y de ejecución de las resoluciones judiciales 
(art. 24.5º), así como, de nuevo, acerca de la aplicación del fuero en materia contractual (art. 7.1º) 
a la acción pauliana. El litigio principal tiene su origen en el conflicto entre titulares de diversas 
garantías reales sobre un mismo bien inmueble. En concreto, los titulares de la garantía de rango 
inferior se pretenden oponer en el marco de la ejecución al reparto del producto de la subasta 
forzosa del bien, de acuerdo con las posibilidades que ofrece la legislación procesal austriaca de 
ejercitar una acción de oposición. Invocan a esos efectos dos motivos de oposición: la extinción 
del crédito de la otra parte ejecutante por haber sido compensado; así como la nulidad de la 
garantía real constituida por la otra parte, mediante el ejercicio de una acción asimilable a la 
acción pauliana. El planteamiento adoptado por el Tribunal de Justicia viene a confirmar su 
jurisprudencia previa, tanto en relación con el carácter excepcional de las competencias 
exclusivas del art. 24.1º y 5º, como en lo que respecta a la posibilidad de acudir al fuero en materia 
contractual del art. 7.1º RB I bis, en relación con el ejercicio de la acción pauliana. 

2. La imposibilidad de interpretar de manera amplia los fueros exclusivos del art. 24 resulta 
determinante para el Tribunal de Justicia de cara a excluir que, incluso aunque se plantee 
vinculado a un procedimiento de ejecución y la subasta forzosa de un bien inmueble, el art. 24.1º 
resulte fundamento para atribuir competencia (exclusiva) a los tribunales del Estado miembro 
del lugar de situación del bien inmueble en relación con un litigio cuyo objeto es la declaración de 
que un crédito ha dejado de existir por haberse compensado. Ello es así aunque se trate del 
crédito que ha servido de base para la constitución de la garantía real objeto de ejecución, en la 
medida en que la solicitud de compensación no se base en un derecho real. El Tribunal destaca 
que ese motivo de oposición tiene por objeto negar la existencia de un crédito pero no responde 
al ejercicio de un derecho real por quienes se oponen, ni es una solicitud en la que concurren las 
razones que justifican la atribución de competencia (exclusiva) a los tribunales del Estado 
miembro de situación del bien inmueble en el marco del art. 24.1º (aps. 46 y 47 de la sentencia). 
Similar conclusión se impone con respecto a la oposición destinada a que se declare nula la 
constitución de la garantía real, asimilable al ejercicio de una acción pauliana, fundada en la 
existencia de un derecho de crédito, lo que resulta coherente con la jurisprudencia previa del 
Tribunal de Justicia en el sentido de que el articulo 24 no resulta aplicable a la acción pauliana 
(aps. 48 y 49 de la sentencia). 

3. En lo relativo al alcance de la competencia exclusiva del art. 24.5º, el Tribunal parte de su 
jurisprudencia previa en el sentido de que dicha competencia únicamente abarca “las acciones 
dirigidas a que se resuelva un litigio relativo al recurso a la fuerza, al apremio o a la desposesión 
de bienes muebles e inmuebles para garantizar la efectividad material de las resoluciones y de 
los actos”, así como que no es posible prevalerse de ese criterio de competencia para plantear 
ante el tribunal de ejecución, por vía de excepción, un litigio cuyo conocimiento es competencia 
de los tribunales de otro Estado miembro (aps. 52 y 54 de la sentencia con cita de la 
jurisprudencia anterior). Ejemplos de litigios comprendidos en la competencia exclusiva son los 
relativos a la impugnación de “actos de las autoridades encargadas de la ejecución forzosa en sí 
mismos” (ap. 55). Por el contrario, los motivos de oposición planteados en el litigio principal 
considera el Tribunal que no presentan una vinculación con la ejecución en sí misma que 
justifique su inclusión en el ámbito de la competencia exclusiva. Pese a que el art. 24.5º vaya 
referido específicamente a la ejecución de resoluciones judiciales, cabe entender que en la 
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medida en que se trate de litigios relativos al recurso a la fuerza, al apremio o similares en relación 
con procedimientos de ejecución no fundados en una resolución judicial debe imponerse el 
mismo criterio, habida cuenta de la vinculación con el territorio estatal de la posibilidad de 
adoptar medidas coactivas. 

4. Habida cuenta de que la interpretación del Tribunal lleva en principio a concluir que no 
cabe fundar la competencia de los tribunales del lugar de ejecución (Austria) en el art. 24.1º y 5º 
RB I bis, reviste interés el análisis de la sentencia acerca de la competencia para conocer de la 
oposición asimilada a la acción pauliana, de cara a apreciar si no solo los tribunales del domicilio 
del demandado (Italia) son competentes y en particular si lo podrían ser también los austriacos. 
A este respecto, la sentencia Reitbauer viene básicamente a confirmar lo establecido en la 
sentencia de 4 octubre 2018 en el asunto Feniks, C–337/17, EU:C:2018:805. En concreto, el 
Tribunal reafirma que es aplicable el art. 7.1º RB I bis a la acción pauliana ejercitada en virtud de 
derechos de crédito nacidos de obligaciones contractuales (ap. 58), como sucede cuando se 
pretende que se declare ineficaz frente a un acreedor una garantía real constituida a favor de un 
tercero por un deudor común del acreedor en cuestión y del tercero, que tiene una relación 
contractual con cada uno de ellos. 

5. El Tribunal de Justicia insiste en que la aplicación del art. 7.1º “responde, habida cuenta del 
origen contractual de las relaciones entre los acreedores y la Sra. C. (deudora común), tanto a la 
exigencia de seguridad jurídica y de previsibilidad como al objetivo de una buena administración 
de la justicia” (ap. 60). La obligación que sirve de base a la demanda determinante de la 
competencia a efectos del art. 7.1º.a) RB I bis es la del acreedor que ejercita la acción pauliana 
frente al deudor común (en el caso concreto, el del lugar de ejecución –Austria– de las obras de 
rehabilitación al que iba referido el contrato en cuestión). En el litigio principal en este asunto, 
como se destaca en las conclusiones del Abogado General Tanchev no parece existir duda acerca 
del conocimiento por parte del otro acreedor del contrato del que nace la obligación que sirve de 
base a la demanda relativa a la acción pauliana. Ahora bien, en ciertos supuestos la aplicación sin 
más del art. 7.1º.a) podría menoscabar el objetivo de previsibilidad, en particular tratándose de 
situaciones en las que el acreedor perjudicado como consecuencia del ejercicio de la acción 
pauliana no tuviera conocimiento del contrato entre el acreedor demandante y el deudor común 
(de modo que difícilmente le resultaría previsible el ser demandado en el Estado miembro del 
lugar de cumplimiento de la obligación, de un contrato cuya existencia desconocía). En tales 
circunstancias, la ausencia de previsibilidad podría servir de límite en ciertas situaciones de ese 
tipo a la aplicación del art. 7.1º.a). (Pedro A. DE MIGUEL ASENSIO)*. 

 

29. NO ESTÁN JUSTIFICADAS LAS RESTRICCIONES A LA REAGRUPACIÓN FAMILIAR POR RAZONES IMPERIOSAS DE 
INTERÉS GENERAL CUANDO LA VINCULACIÓN DE LOS CÓNYUGES CON EL ESTADO MIEMBRO SEA MAYOR QUE LA 
QUE TIENEN CON UN TERCER ESTADO (STJ 1ª 10 julio 2019. Asunto C–89/18: A) 

30. LUGAR DONDE SE HA MATERIALIZADO UN DAÑO SUPUESTAMENTE OCASIONADO POR UN CÁRTEL (STJ 6ª 
29 julio 2019. Asunto: C–451/18: Tibor–Trans) 

31. FACULTADES DEL TRIBUNAL DE ORIGEN EN LA VERIFICACIÓN DE OFICIO DE LA EXISTENCIA DE INFRACCIÓN 
DE LAS REGLAS PARA DETERMINAR LA COMPETENCIA JUDICIAL EN MATERIA DE CONTRATOS CELEBRADOS POR 
LOS CONSUMIDORES (STJ 1ª 4 septiembre 2019. Asunto C–347/18: Salvoni) 

[Vid. M. Ruiz–Coello Frontana, “El contenido del certificado de resoluciones judiciales del 
Reglamento 1215/2012 y la protección de los consumidores. Sentencia del Tribunal de Justicia 
de 4 septiembre 2019, Asunto C–347/18: Salvoni”, La Ley: Unión Europea, nº 75, 2019] 

 
* Catedrático de Derecho internacional privado de la Universidad Complutense de Madrid. 



524                                  ANUARIO ESPAÑOL DE DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 2019–2020 

AEDIPr, t. XIX–XX, 2019–2020 
ISSN 1578–3138 

32. COMPETENCIA PARA CONOCER DE LA DEMANDA RELATIVA A LA OBLIGACIÓN DE ALIMENTOS ¿ÓRGANO 
JURISDICCIONAL DEL LUGAR EN EL QUE EL DEMANDADO TIENE SU RESIDENCIA HABITUAL Y ANTE EL QUE 
COMPARECE? (STJ 3ª 5 septiembre 2019. Asunto C–468/18: R. y P.) 

[Vid. A.L. Campo Izquierdo, “La determinación de la competencia en los procesos de familia con 
componente extranjero. A raíz de la STJUE, de 5 septiembre 2019, asunto C–468/18, en relación 
con STJUE de 16 julio 2015, asunto C–184/14”, Actualidad civil, 2019; B. Campuzano Díaz, 
“Problemas de articulación del Reglamento 4/2009 con el Reglamento 2201/2003. Nota a la 
sentencia del TJUE de 5 septiembre 2019, C–468/18, R / P, REEI, nº 38, 2019, pp. 20–26; I. 
Rodríguez–Uría Suárez, “Competencia judicial internacional en materia de alimentos debidos a 
menores. Alternatividad y accesoriedad en el Reglamento 4/2009. Sentencia del Tribunal de 
Justicia de 5 septiembre 2019, Asunto C–468/18: R / P.”, La Ley: Unión Europea, nº 78, 2020] 

33. COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES DEL ESTADO MIEMBRO EN CUYO TERRITORIO SE HUBIERE COMETIDO 
EL HECHO DE VIOLACIÓN DE MARCA (STJ 5ª 5 septiembre 2019. Asunto C–172/18: AMS Neve y otros) 

34. EXPULSIÓN DE UNA NACIONAL DE UN TERCER ESTADO, CÓNYUGE DE UN CIUDADANO QUE HA REGRESADO 
AL ESTADO MIEMBRO DEL QUE ES NACIONAL DONDE CUMPLE UNA PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD (STJ GS 10 
septiembre 2019. Asunto C–94/18: Chenchooliah) 

35. EL REGLAMENTOS BRUSELAS I Y EL REGLAMENTO DE INSOLVENCIA DEBEN INTERPRETARSE DE MODO QUE 
SE EVITE TODO SOLAPAMIENTO ENTRE LAS NORMAS JURÍDICAS QUE ESTABLECEN Y TODA LAGUNA JURÍDICA 
(STJ 1ª 18 septiembre 2019. Asunto C–47/18: Riel) 

[Vid. A.M. Ballesteros Barros, “Litispendencia y conexidad en procedimientos paralelos de 
insolvencia. Sentencia del Tribunal de Justicia de 18 septiembre 2019, asunto C–47/18: Riel”, La 
Ley: Unión Europea, nº 75, 2019] 

36. EL GESTOR DE UN MOTOR DE BÚSQUEDA NO ESTÁ OBLIGADO A RETIRAR LOS ENLACES EN TODAS LAS 
VERSIONES DE SU MOTOR DE BÚSQUEDA (STJ GS 24 septiembre 2019. Asunto C–507/17: Google –
Portée territoriale du déréférencement–) 

[Vid. P.A. De Miguel Asensio, P.A.: “Ámbito espacial del derecho al olvido las conclusiones en el 
asunto C–507/17”, La Ley: Unión Europea, nº 67, 2019; A. López–Tarruella Martínez, “El ámbito 
territorial de protección de los derechos de la personalidad en el entorno de internet (A propósito 
de las Sentencias del TJUE de 24 septiembre 2019, C–507/17, Google, y de 3 octubre 2019, C–
18/18, Glawischnig–Piesczek)”, REEI, nº 38, 2019, pp. 27–37] 

37. DERECHO DE RESIDENCIA DE UN NACIONAL DE UN TERCER ESTADO ASCENDIENTE DIRECTO DE 
CIUDADANOS DE LA UNIÓN MENORES DE EDAD (STJ 1ª 2 octubre 2019. Asunto C–93/18: Bajratari) 

38. ÁMBITO DE LA EXCLUSIÓN DEL DERECHO DE SOCIEDADES DEL ÁMBITO DE APLICACIÓN DEL CONVENIO DE 
ROMA DE 1980 Y DEL REGLAMENTO ROMA I: COMERCIALIZACIÓN DE FONDOS DE INVERSIÓN Y PRESTACIÓN 
DE SERVICIOS EN LÍNEA (STJ 1ª 3 octubre 2019. Asunto C–272/18: Verein für Konsumen– 
teninformation) 

El Tribunal de Justicia establece que las obligaciones contractuales que tienen su origen en un 
contrato fiduciario cuyo objeto es la administración de una participación en una sociedad 
comanditaria no se hallan comprendidas en el art. 1, ap. 2, letra f), del Reglamento (CE) nº 
593/2008 Roma I (referido a las cuestiones relativas al derecho de sociedades), de modo que se 
hallan incluidas en el ámbito de aplicación del RR I. Con respecto a la exclusión del régimen 
específico de los contratos de consumo prevista en el art. 6.4º.a) RR I, el Tribunal concluye que 
no alcanza a un contrato fiduciario en virtud del cual los servicios al consumidor deben prestarse, 
a distancia, en el país de su residencia habitual desde el territorio de otro país. Además, la 
sentencia aborda el carácter abusivo ciertas cláusulas de elección de la ley aplicable incluidas en 
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contratos fiduciarios para la administración de participaciones comanditarias, celebrados entre 
un profesional y un consumidor. 
 

Observaciones: 1. En relación con la interpretación del Reglamento 593/2008 sobre la ley 
aplicable a las obligaciones contractuales (Roma I) (RR I), esta sentencia resulta de interés 
básicamente en tres ámbitos. Por una parte, al hilo de ciertos contratos fiduciarios relativos a 
inversiones en fondos constituidos como sociedades comanditarias en las que los inversores 
participan como socios, la sentencia aborda la delimitación entre las reglas de conflicto en 
materia de obligaciones contractuales (establecidas en el RR I y antes en el Convenio de Roma de 
1980) y las reglas de conflicto en materia societaria (no unificadas en el seno de la UE). En el litigio 
en el asunto principal ante los tribunales austriacos, la lex societatis es el Derecho alemán, en la 
medida en que el fondo de inversión en cuestión se había constituido en forma de sociedad 
comanditaria sujeta al Derecho alemán. Los contratos de comercialización incluían una cláusula 
de elección del Derecho alemán como aplicable al contrato, sin embargo la asociación de 
consumidores demandante pretende la declaración de abusividad de esa cláusula y la aplicación 
a los aspectos contractuales del Derecho austriaco, en relación con los consumidores residentes 
en Austria a los que se había comercializado el fondo de inversión. De ahí la importancia en este 
caso de la clasificación como contractual o societaria a esos efectos de las cuestiones 
controvertidas. En este marco, el segundo ámbito en el que la sentencia resulta de interés es el 
relativo a la calificación de esos contratos fiduciarios de inversión como contratos de prestación 
de servicios a los efectos del RR I (y eventualmente también del RB I bis). Por último, en esta 
sentencia el Tribunal aborda por primera vez una cuestión de especial relevancia en el ámbito 
del llamado comercio electrónico directo, en el que los servicios se prestan en línea, como es la 
relativa al alcance de la exclusión del régimen de protección de los contratos de consumo del art. 
6 RR I, de aquellos contratos de prestación de servicios en los que “los servicios deban prestarse 
al consumidor, exclusivamente, en un país distinto de aquel en que el mismo tenga su residencia 
habitual” (art. 6.4º.a RR I). 

2. La clasificación como contractual o societaria de la cuestión controvertida –el régimen de 
obligaciones contractuales que tienen su origen en un contrato fiduciario cuyo objeto es la 
administración de una participación en una sociedad comanditaria (ap. 34 de la sentencia)– se 
plantea en el litigio principal en relación con el alcance del art. 1.2º.f) RR I. Al regular el ámbito de 
aplicación material del Reglamento, esta norma dispone que se excluyen del mismo: “las 
cuestiones pertenecientes al Derecho de sociedades, asociaciones y otras personas jurídicas, 
relativas a cuestiones como la constitución, mediante registro o de otro modo, la capacidad 
jurídica, el funcionamiento interno y la disolución de sociedades, asociaciones y otras personas 
jurídicas, así como la responsabilidad personal de los socios y administradores como tales con 
respecto a las obligaciones de la sociedad u otras personas jurídicas”. Al tratarse de una categoría 
determinante del ámbito de aplicación del RR I, es claro que la delimitación de las “cuestiones 
pertenecientes al Derecho de sociedades” debe hacerse de manera autónoma. 

3. El Tribunal reafirma su jurisprudencia previa relativa a que la exclusión del art. 1.2º.f) se 
limita a los “aspectos orgánicos” de las sociedades y otras personas jurídicas (aps. 35 y 38 de la 
sentencia), de modo que en relación con ciertas operaciones complejas –como la venta o fiducia 
de participaciones sociales– puede ser preciso delimitar qué cuestiones son societarias y cuáles 
son contractuales. Son aspectos típicamente societarios –y regidos, por lo tanto, por la lex 
societatis– los relativos a si los fiduciantes tienen o no la condición de socios, los derechos y 
obligaciones que los fiduciantes tienen en virtud del Derecho de sociedades aplicable frente a las 
sociedades comanditarias, así como las eventuales obligaciones de los fiduciantes como socios 
frente a terceros acreedores de la sociedad (ap. 39). Por el contrario, el régimen de los contratos 
subyacentes a la venta o fiducia de las participaciones sociales suscita típicamente cuestiones 
contractuales relativas a las relaciones entre fiduciantes y fiduciarios, como las relativas a la 
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responsabilidad de la comercializadora del fondo de inversión en su condición de fiduciaria, el 
lugar de ejecución de los servicios fiduciarios. Se trata, por lo tanto, de cuestiones regidas por la 
ley del contrato, como sucede con la licitud de las cláusulas de tales contratos y su eventual 
abusividad, de modo que el Tribunal concluye que las obligaciones controvertidas en el litigio 
principal no son “cuestiones pertenecientes al Derecho de sociedades” que se hallen excluidas del 
RR I (aps. 37 a 40). 

4. No se plantea en la sentencia si la estrecha conexión de un contrato con aspectos orgánicos 
de una sociedad puede ser en determinadas circunstancias relevante a los efectos de establecer 
la ley aplicable al contrato de que se trate en defecto de elección por las partes. En particular, esa 
cuestión sería relevante en situaciones en las que se pudiera plantear que debido a esa conexión 
el contrato presenta una clara vinculación manifiestamente más estrecha con la lex societatis que 
con la ley que sería aplicable al contrato en virtud de los aps. 1 y 2 del art. 4 RR I. Ciertamente, esa 
posibilidad solo puede plantearse en el marco de la cláusula de excepción del art. 4.3º RR I, pero 
el resto de las cuestiones que aborda la sentencia reseñada van referidas a la interpretación de 
las reglas especiales sobre contratos de consumo del art. 6 RR I. 

5. En concreto, el Tribunal analiza en qué medida “un contrato fiduciario en virtud del cual los 
servicios al consumidor deben prestarse, a distancia, en el país de residencia habitual de este 
desde el territorio de otro país” queda comprendido en la exclusión del art. 6.4º.b) RR I. En primer 
lugar el Tribunal reafirma que contratos de inversión de este tipo pueden ser contratos de 
consumo a los efectos del art. 6, siempre que el inversor sea una persona física que celebra el 
contrato actuando con un propósito ajeno a su actividad profesional (ap. 43). Como ha quedado 
señalado, el art. 6.4º.b) RR I excluye del régimen específico de protección de los contratos de 
consumo aquellos contratos de prestación de servicios en los que “los servicios deban prestarse 
al consumidor, exclusivamente, en un país distinto de aquel en que el mismo tenga su residencia 
habitual”. En la medida en que esta excepción se aplicable, la ley aplicable al contrato de consumo 
en cuestión vendrá determinada por las reglas generales de los arts. 3 y 4 RR I. Por el contrario, 
si no quedan comprendidos en la excepción, las reglas de protección de los consumidores del art. 
6 RRI determinan la ley aplicable al contrato en cuestión. 

6. Con respecto a la interpretación de la categoría “contrato de prestación de servicios”, el 
Tribunal de Justicia había ya realizado algunas aportaciones significativas, habida cuenta de que 
la interpretación de ese concepto en el art. 6 RR I debe hacerse en paralelo con su significado en 
los arts. 7.1º RR I bis y 4.1º RR I. Reiterando su criterio de elemento esencial de ese tipo de 
contratos es el “compromiso de llevar a cabo una determinada actividad a cambio de una 
remuneración”, el Tribunal concluye que un contrato fiduciario en el que la fiduciaria ejerce una 
actividad consistente en la administración del bien objeto del contrato fiduciario, a cambio de una 
remuneración es un contrato de prestación de servicios a esos efectos (aps. 46 y 47). 

7. Mayor trascendencia en la interpretación del art. 6 RR I tiene el análisis del Tribunal acerca 
de cuándo cabe considerar que los servicios se prestan al consumidor exclusivamente en un país 
distinto al de su residencia habitual, a los efectos de su ap. 4. La sentencia es importante en la 
medida en que contribuye a disipar las posibles dudas que pudieran existir acerca de cuál debe 
ser el tratamiento a esos efectos de los contratos en los que los servicios se prestan a distancia, 
llevando a cabo su actividad el prestador del servicio en un país distinto al de la residencia 
habitual del consumidor pero sin que éste se desplace de su residencia habitual. Se trata de un 
escenario común en contratos internacionales de prestación de servicios en línea. De ahí la 
trascendencia de la sentencia. Con buen criterio, el Tribunal de Justicia opta por una 
interpretación restrictiva de la exclusión, de modo que los contratos de prestación 
transfronteriza de servicios a distancia en los que el consumidor permanece en el país de su 
residencia habitual no se verán típicamente afectados por esa exclusión. 
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8. En consecuencia, tales contratos se benefician normalmente del régimen de protección de 
los contratos de consumo aunque el prestador lleve a cabo en un país distinto al de la residencia 
habitual del consumidor todas las actividades relevantes para la prestación del servicio en línea. 
El Tribunal concluye que eso es así incluso si en el contrato en cuestión se estipula que el lugar de 
realización material de la prestación se encuentra en un país distinto de aquel en el que el 
consumidor la recibe. Determinante para apreciar que los servicios se prestan “exclusivamente” 
en un país distinto al de la residencia habitual del consumidor es que este no tenga ninguna 
posibilidad de recibir los servicios en su Estado de residencia y tenga que desplazarse al 
extranjero para ello (ap. 52). “(E)s preciso comprobar si de la propia naturaleza de los servicios 
pactados resulta que estos solo pueden prestarse, en su conjunto, fuera del Estado en que el 
consumidor tiene su residencia habitual” (ap. 51). Se trata de una interpretación coherente con 
el origen y el fundamento de la excepción del art. 6.4º.a) RR I, que procede de una época en la que 
no existía la posibilidad de prestar servicios transfronterizos a través de Internet –ya que reitera 
la excepción del art. 5.4º.b) del Convenio de Roma de 1980– y en relación con contratos en los 
que el consumidor no puede esperar razonablemente que sea aplicable la ley del país de su 
residencia habitual (como en el caso de los servicios hoteleros o médicos prestados al 
consumidor cuando se encuentra en un Estado distinto al de su residencia habitual) (ap. 50). Hay 
que recordar que para que efectivamente se aplique el régimen de protección es necesario que 
concurran ciertos requisitos adicionales; en particular en el caso de la comercialización de 
servicios a través de una página web, que ésta dirija sus actividades al Estado de la residencia 
habitual del consumidor y el contrato esté comprendido en el ámbito de dichas actividades (art. 
6.1º.c). 

9. Finalmente, sobre la base de su célebre sentencia previa en otro asunto relativo a una acción 
de cesación de la misma asociación de consumidores austriaca –sentencia de 28 julio 2016, 
Verein für Konsumenteninformation, C–191/15, EU:C:2016:612–, el Tribunal de Justicia confirma 
que, con independencia del medio de celebración del contrato, una cláusula de elección de la ley 
aplicable incluida en las condiciones generales de un profesional, que induce a error al 
consumidor dándole la impresión de que únicamente se aplica al contrato la ley del Estado del 
domicilio del profesional, sin informar al consumidor de que está amparado por las disposiciones 
imperativas del país de su residencia habitual (art. 6.2 RRI) es abusiva, en el sentido del art. 3.1º 
de la Directiva 93/13. (Pedro A. DE MIGUEL ASENSIO)*. 

 

39. UNA PERSONA FÍSICA QUE EFECTÚA OPERACIONES EN EL MERCADO INTERNACIONAL DE DIVISAS A TRAVÉS 
DE UNA SOCIEDAD DE CORRETAJE DEBE SER CALIFICADA DE “CONSUMIDOR” (STJ 1ª 3 octubre 2019. Asunto 
C‑208/18: Petruchová) 

40. REQUISITOS PARA LA OBTENCIÓN DEL ESTATUTO DE RESIDENTE DE LARGA DURACIÓN: RECURSOS FIJOS Y 
REGULARES SUFICIENTES (STJ 3ª 3 octubre 2019. Asunto C–302/18: X) 

41. OBLIGACIÓN DEL PRESTADOR DE SERVICIOS DE ALOJAMIENTO DE DATOS COMO FACEBOOK A SUPRIMIR 
COMENTARIOS IDÉNTICOS Y, EN DETERMINADAS CONDICIONES, SIMILARES A UN COMENTARIO DECLARADO 
ILÍCITO CON ANTERIORIDAD (STS 3ª 3 octubre 2019. Asunto C–18/18: Glawischnig–Piesczek)  

[Vid. A. López–Tarruella Martínez, “El ámbito territorial de protección de los derechos de la 
personalidad en el entorno de internet (A propósito de las Sentencias del TJUE de 24 septiembre 
2019, C–507/17, Google, y de 3 octubre 2019, C–18/18, Glawischnig–Piesczek)”, REEI, nº 38, 2019, 
pp. 27–37] 

42. COMPETENCIA PARA UNA DEMANDA DE DIVORCIO, CUANDO LA PARTE DEMANDANTE SOMETE EL ASUNTO A 
UN TRIBUNAL DEL ESTADO MIEMBRO DE LA NACIONALIDAD COMÚN DE LOS CÓNYUGES, PESE A QUE LA 

 
* Catedrático de Derecho internacional privado de la Universidad Complutense de Madrid. 
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RESIDENCIA HABITUAL DE AMBOS ESTÉ EN OTRO ESTADO MIEMBRO (ATJ 8ª 3 octubre 2019. Asunto C–
759/18: OF) 

[Vid. A. Font i Segura, “Cuando el divorcio es cosa de dos. Comentario al Auto del Tribunal de 
Justicia de 3 octubre 2019, as. C–759/18, OF y PG”, La Ley: Unión Europea, nº 77, 2020] 

43. LEY APLICABLE A LA OPONIBILIDAD FRENTE A TERCEROS DE UNA CESIÓN DE CRÉDITOS EN CASO DE 
CESIONES MÚLTIPLES DE UN CRÉDITO POR EL MISMO ACREEDOR A SUCESIVOS CESIONARIOS (STJ 1ª 9 octubre 
2019. Asunto C–548/18: BGL BNP Paribas) 

[Vid. I. Heredia Cervantes, “Cesiones internacionales de créditos y eficacia frente a terceros. 
Sentencia del Tribunal de Justicia de 9 octubre 2019, asunto C–548/18, BGL BNP Paribas SA”, La 
Ley: Unión Europea, nº 79, 2020] 

44. ÓRGANO JURISDICCIONAL COMPETENTE EN MATERIA DE COMPENSACIÓN Y ASISTENCIA A LOS PASAJEROS 
AÉREOS EN CASO DE DENEGACIÓN DE EMBARQUE Y DE CANCELACIÓN O GRAN RETRASO DE LOS VUELOS (STJ 1ª 
7 noviembre 2019. Asunto C–213/18: Guaitoli y otros) 

45. CONCEPTOS DE “RESOLUCIÓN JUDICIAL”, “TRANSACCIÓN JUDICIAL” Y “DOCUMENTO PÚBLICO CON FUERZA 
EJECUTIVA” EN EL ÁMBITO DE LA ORDEN EUROPEA DE RETENCIÓN DE CUENTAS (STJ 6ª 7 noviembre 2019. 
Asunto C–555/18: K.H.K. –Saisie conservatoire des comptes bancaires–) 

[Vid. I. Antón Juárez, I.: “La protección del crédito transfronterizo mediante la orden europea de 
retención de cuentas. En torno a la STJUE C–555/18 de 7 noviembre 2019”, Cuadernos de Derecho 
Transnacional, ISSN–e 1989–4570, vol. 12, nº 1, 2020, pp. 444–455; C. Santaló Goris, “Primera 
sentencia del Tribunal de Justicia sobre la orden europea de retención de cuentas bancarias. 
Sentencia del Tribunal de Justicia de 7 de noviembre 2019, asunto C–555/18: K.H.K. (Saisie 
conservatoire des comptes bancaires)”, La Ley: Unión Europea, nº 78, 2020] 

46. UN SOLICITANTE DE PROTECCIÓN INTERNACIONAL CULPABLE DE UNA VIOLACIÓN GRAVE NO PUEDE SER 
SANCIONADO CON LA PÉRDIDA DEL BENEFICIO DE LAS CONDICIONES MATERIALES DE ACOGIDA (STJ GS 12 
noviembre 2019. Asunto C–233/18: Haqbin) 

47. CUANDO NO SE HAYA ADOPTADO UNA RESOLUCIÓN SOLICITUD DE REAGRUPACIÓN FAMILIAR UNA VEZ 
TRANSCURRIDO UN PLAZO, LAS AUTORIDADES NACIONALES DEBERÁN EXPEDIR DE OFICIO UN PERMISO DE 
RESIDENCIA (STJ 6º 20 noviembre 2019. Asunto C–706/18: Belgische Staat –Régime de décision 
implicite d’acceptation–) 

48. LEY APLICABLE A LA FALTA DE PAGO DE UNA DEUDA CONTRACTUAL ANTES DE LA DECLARACIÓN DE 
CONCURSO (STJ 4ª 21 noviembre 2019. Asunto C–198/18: CeDe Group) 

[Vid. J.I. Paredes Pérez, J.I.: “Efectos del concurso y la ley aplicable al crédito principal y a la 
compensación del contracrédito. Sentencia del Tribunal de Justicia de 21 noviembre 2019, asunto 
C–198/18: CeDe Group AB y KAN sp. Z o.o.”, La: Ley Unión Europea, nº 78, 2020] 

49. COMPETENCIA EXCLUSIVA DE LOS TRIBUNALES DEL ESTADO MIEMBRO PARA DECIDIR SOBRE ACCIONES QUE 
SE DERIVAN DIRECTAMENTE DE UN PROCEDIMIENTO DE INSOLVENCIA Y QUE GUARDAN ESTRECHA RELACIÓN 
CON ÉL (STJ 9ª 4 diciembre 2019. Asunto C–493/18: Tiger y otros) 

[Vid. J.D. Ortega Rueda, “Competencia judicial internacional para conocer de una acción 
revocatoria transfronteriza en sede concursal según el Reglamento europeo sobre 
procedimientos de insolvencia. Sentencia del Tribunal de Justicia de 4 diciembre 2019, asunto C–
493/18: UB y VA, Tiger SCI, WZ y Banque patrimoine et inmobilier, SA”, La Ley: Unión Europea, nº 
78, 2020; E. Torralba Mendiola, “El carácter exclusivo de la competencia del juez del concurso: la 
sentencia del TJUE de 4 diciembre 2019 en el asunto C–493/18”, REEI, nº 39, 2020] 
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50. COMPETENCIA JUDICIAL INTERNACIONAL EN UNA DEMANDA DE ABONO DE LAS CUOTAS ANUALES QUE UN 
ABOGADO ADEUDA A UN COLEGIO DE ABOGADOS (STJ 1ª 5 diciembre 2019. Asunto C–421/18: Ordre des 
avocats du barreau de Dinant) 

51. RESOLUCIÓN DE UN TRIBUNAL NACIONAL POR LA QUE SE OTORGA LA EJECUCIÓN DE UNA SENTENCIA 
DICTADA POR UN TRIBUNAL DE OTRO ESTADO MIEMBRO (STJ 1ª 12 diciembre 2019. Asunto C–433/18: 
Aktiva Finants) 

[Vid. J.G. Horrach Armo, “El procedimiento de admisión a trámite del recurso contra la declaración 
de ejecutividad en el marco del Reglamento 44/2001 (Sentencia del Tribunal de Justicia de 12 
diciembre 2019, C—433/18, Aktiva Finants)”, La Ley: Unión Europea, nº 80, 2020] 

52. CONTROL POR PARTE DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL ANTE EL QUE SE HA PRESENTADO UNA PETICIÓN DE 
REQUERIMIENTO EUROPEO DE PAGO DE LAS CLÁUSULAS CONTRACTUALES QUE SE INVOCAN PARA ACREDITAR 
LA DEUDA DE QUE SE TRATE (STJ 1ª19 diciembre de 2019. Asuntos acumulados C–453/18 y 
C‑494/18: Bondora)  

[Vid. F. Esteban de la Rosa, “El control de las cláusulas abusivas en los contratos de consumo en el 
régimen del proceso monitorio europeo: un comentario a la Sentencia del Tribunal de Justicia 
dictada en el asunto Bondora”, El Derecho internacional privado: Entre la tradición y la innovación. 
Libro homenaje al profesor doctor José María Espinar Vicente, Madrid, Iprolex, 2020, pp. 247–268; 
id., “La sentencia Bondora o la prueba del algodón del proceso monitorio europeo: novedades en 
el control de oficio de las cláusulas abusivas y reformas en ciernes”, La Ley: Unión Europea, nº 81, 
2020]. 

53. COMPETENCIA JUDICIAL ESPECIAL EN DEMANDA DE INDEMNIZACIÓN PRESENTADA CONTRA EL 
TRANSPORTISTA AÉREO ENCARGADO DEL ÚLTIMO TRAYECTO ANTE EL ÓRGANO JURISDICCIONAL EN CUYA 
DEMARCACIÓN SE SITÚA EL PUNTO DE SALIDA DEL PRIMER TRAYECTO (ATJ 6ª 13 febrero 2020. Asunto C–
606/19: Flightright)  

[Vid. V. Andreeva Andreeva, “El pasajero no consumidor en el contrato internacional de 
transporte aéreo. Auto del TJUE de 13 febrero 2020, asunto C–606/19: Flightright GmbH vs. Iberia 
L. A. E., S. A. Operadora Unipersonal”, La Ley: Unión Europea, nº 81, 2020] 

54. SOLICITUD DE REAGRUPACIÓN FAMILIAR, PRESENTADA POR EL CÓNYUGE, NACIONAL DE UN TERCER PAÍS, 
DE UN CIUDADANO DE LA UNIÓN EUROPEA QUE POSEE LA NACIONALIDAD DE ESE ESTADO MIEMBRO Y QUE 
NUNCA HA EJERCIDO SU LIBERTAD DE CIRCULACIÓN (STJ 5ª 27 febrero 2019. Asunto C–836/18: 
Subdelegación del Gobierno en Ciudad Real) 

55. CLÁUSULA ATRIBUTIVA DE COMPETENCIA PREVISTA EN UN CONTRATO DE SEGURO QUE CUBRE “GRANDES 
RIESGOS” (STJ 6ª 27 febrero 2020. Asunto C–803/18: BALTA) 

56. FACULTADES Y DEBERES DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL DE PRIMERA INSTANCIA PARA MODIFICAR LAS 
RESOLUCIONES DE LAS AUTORIDADES COMPETENTES EN MATERIA DE PROTECCIÓN INTERNACIONAL DE ASILO 
(STJ 1ª 19 marzo 2020. Asunto C–406/18: Bevándorlási és Menekültügyi Hivatal –Tompa–)  

57. OBLIGACIÓN DE LOS ESTADOS MIEMBROS DE COMUNICAR, A INTERVALOS REGULARES, EL NÚMERO DE 
SOLICITANTES DE PROTECCIÓN INTERNACIONAL QUE SE PUEDEN REUBICAR RÁPIDAMENTE EN SU TERRITORIO 
(STJ 3ª 2 abril 2020. Asuntos acumulados C–715/17: Comisión/Polonia, C–718/17: 
Comisión/Hungría y C–719/17: Comisión/República Checa)  

58. NOTARIOS QUE ACTÚAN EN EL MARCO DE PROCEDIMIENTOS DE EJECUCIÓN FORZOSA EN VIRTUD DE UN 
DOCUMENTO AUTÉNTICO (STJ 6ª 7 mayo 2020. Asuntos acumulados C–267/19 y C–323/19: 
Parking) 



530                                  ANUARIO ESPAÑOL DE DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 2019–2020 

AEDIPr, t. XIX–XX, 2019–2020 
ISSN 1578–3138 

59. UNA DEMANDA DE INDEMNIZACIÓN INTERPUESTA CONTRA SOCIEDADES DE CLASIFICACIÓN Y DE 
CERTIFICACIÓN DE BUQUES POR CUENTA DE UN ESTADO TERCERO ESTÁ COMPRENDIDA EN EL REGLAMENTO 
BRUSELAS I (STJ 1ª 7 mayo 2020. Asunto: C–641: Rina) 

El art. 1, ap. 1, del Reglamento (CE) nº 44/2001 del Consejo, de 22 diciembre 2000, relativo a 
la competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia 
civil y mercantil, debe interpretarse en el sentido de que una demanda de indemnización 
interpuesta contra personas jurídicas de Derecho privado que ejercen una actividad de 
clasificación y de certificación de buques por cuenta y por delegación de un Estado tercero está 
comprendida en el concepto de ‘materia civil y mercantil’, a efectos de la citada disposición, y, por 
tanto, queda incluida en el ámbito de aplicación de tal Reglamento, en tanto la referida actividad 
no se ejerza en virtud de prerrogativas de poder público en el sentido del Derecho de la Unión, 
extremo que corresponde apreciar al tribunal remitente. El principio de Derecho internacional 
consuetudinario sobre la inmunidad de jurisdicción no se opone al ejercicio, por parte del órgano 
jurisdiccional nacional que conoce del asunto, de la competencia jurisdiccional que prevé dicho 
Reglamento en un litigio relativo a una demanda de esta naturaleza cuando ese órgano 
jurisdiccional compruebe que tales organizaciones no han recurrido a las prerrogativas de poder 
público en el sentido del Derecho internacional. 
 

Observaciones: 1. El TJ se enfrentaba en esta sentencia a una cuestión prejudicial que, como su 
fallo indica, tenía como objetivo central decidir si se aplicaba o no el Reglamento 44/2001 a la 
demanda ejercitada en el litigio principal y tal aplicación derivaba en el conocimiento del tema 
por parte del juez requerido. La naturaleza de la demanda, que apenas tiene presencia en el fallo 
y muy poca en el devenir argumental de la sentencia, era una reclamación de responsabilidad no 
contractual de un grupo de familiares de víctimas derivadas del hundimiento de un buque, en el 
que fallecieron más de mil personas, contra las entidades clasificadoras del mismo (sociedades 
Rina). La idea tras la demanda es que el origen de ese naufragio se encontraría en las operaciones 
de clasificación y de certificación del buque que las sociedades Rina llevaron a cabo, en virtud de 
un contrato celebrado con la República de Panamá, para la obtención del pabellón de dicho 
Estado por el buque. 

La demanda se interpuso ante los tribunales del Estado del domicilio de tales sociedades 
(Italia) y éstas alegaron la falta de competencia del tribunal remitente, invocando el principio de 
Derecho internacional de inmunidad de jurisdicción de los Estados extranjeros. En particular, 
según dichas sociedades, las operaciones de clasificación y de certificación que llevaron a cabo se 
efectuaron por delegación de la República de Panamá y, consecuentemente, son manifestación 
de las prerrogativas soberanas del Estado delegante.  

2. La cuestión prejudicial elevada por el tribunal italiano solicitaba directamente respuesta a 
si los arts. 1 y 2 del Reglamento 44/2001, excluían la posibilidad de que se pudiese reconocer la 
inmunidad de jurisdicción a las personas jurídicas domiciliadas en el Estado de los tribunales que 
conocían del caso que ejercen actividades de calificación o certificación por cuenta de un tercer 
Estado. En la cuestión prejudicial sí se indica la naturaleza y objeto de la acción: “litigio entablado 
para obtener una indemnización por daños con resultado de muerte y lesiones personales causados 
por el naufragio de un buque de pasajeros y en el que se alega una responsabilidad por conducta 
negligente”. 

La respuesta del TJ es, como en muchos otros casos, deudora de una cierta dosis de 
ambigüedad, tanto en los razonamientos cuanto en la solución que da. Lo primero que hace es 
reconducir (transformar) la pregunta, para adaptarla a su razonamiento. La pregunta pasa a 
dividirse en dos: en primer lugar, saber si la demanda interpuesta es “materia civil y mercantil” 
del art. 1, y, en segundo lugar, determinar las consecuencias de reconocer la inmunidad de 
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jurisdicción alegada (punto 27 de la Sentencia). En realidad, determinar si concurre o no concurre 
tal prerrogativa. 

Sin embargo, los posteriores desarrollos del TJ pierden la nitidez de estos dos elementos 
(saber si la demanda interpuesta es materia civil y mercantil –¿qué otra cosa podría ser?), que 
pasa a confundir y mezclar, al tiempo que se olvida de la primigenia demanda (responsabilidad 
extracontractual), para argumentar sobre la base de la actividad más común de las sociedades de 
clasificación: su relación vertical y pública con los Estados para los que realizan su actividad y su 
relación contractual horizontal y estrictamente privada con los empresarios navales con los que 
contratan la clasificación de buques singularmente considerados. Recordemos que aquí no se 
trataba de calificar ninguna de estas dos relaciones, sino la reclamación de un tercero por daños 
por actividad negligente que podrían presuntamente imputarse a las clasificadoras: hicieron mal 
su trabajo respecto del buque hundido de propiedad privada y ello causó daños a terceros. 

La utilización ambivalente de los criterios para determinar si nos encontramos ante un 
supuesto amparado por la inmunidad de jurisdicción (saber si la actividad era ejercida iure 
imperii o no) como criterios de calificación de la demanda como “civil y mercantil” a los efectos 
del mencionado art. 1 del Reglamento 44/2001 no es un proceder limpio. En todo caso, el 
resultado al que llega el TJ es considerar que la “actividad” de las empresas de clasificación no 
está investida de una naturaleza iure imperii, no puede considerarse realizada en el ejercicio de 
prerrogativas del poder público en el sentido del Derecho de la Unión, “de manera que...”la acción 
que traiga causa en dicha actividad estará comprendida en el concepto de “materia civil y 
mercantil” a los efectos del mencionado artículo (ap. 49). 

3. Curiosamente, una vez afirmada esta idea, el TJ vuelve sobre la inmunidad de jurisdicción y 
ejecución, en cierto modo desligándola de sus anteriores razonamientos sobre la actividad 
realizada o no iure imperii. Dicho en otros términos, la actividad realizada por las sociedades de 
clasificación no es una actividad que implique la asunción de prerrogativas públicas del Estado 
concesionario (ni otras) ni puede considerarse una actividad realizada iure imperii, por lo que es 
materia civil o mercantil... pero ello no excluye que el juez pueda aceptar la excepción basada en 
el Derecho internacional consuetudinario atinente a la inmunidad de jurisdicción. El TJ tan solo 
parece exigirle al órgano judicial estatal que acoja la excepción que ello no implique que los 
demandantes se vean privados del derecho de acceso a los tribunales que les garantiza el art. 47 
de la Carta (Punto 55 de la Sentencia).  

Ambigüedad que llega hasta el fallo con la afirmación de que la materia es civil y mercantil, y 
el Derecho internacional sobre la inmunidad de jurisdicción no se opone al ejercicio de la 
competencia prescrita por el Reglamento 44/2001, “cuando ese órgano jurisdiccional 
compruebe que tales organizaciones no han recurrido a las prerrogativas de poder público en el 
sentido del Derecho internacional”. Un poco más de orden y claridad no habría estado de más en 
este fallo. (S.A.G.) 

 

60. COMPETENCIA JUDICIAL EN RELACIÓN CON UN TÍTULO, DECLARADO EJECUTIVO, POR EL QUE SE RECONOCE 
LA EXISTENCIA DE UN CRÉDITO DE ALIMENTOS (STJ 3ª 4 junio 2020. Asunto C–41/19: FX y GZ) 

El Reglamento (CE) nº 4/2009 del Consejo, de 18 diciembre 2008, relativo a la competencia, 
la ley aplicable, el reconocimiento y la ejecución de las resoluciones y la cooperación en materia 
de obligaciones de alimentos, debe interpretarse en el sentido de que está comprendida en su 
ámbito de aplicación, así como en el de la competencia internacional de los órganos 
jurisdiccionales del Estado miembro de ejecución, una demanda de oposición a la ejecución 
presentada por el deudor de un crédito de alimentos, frente a la ejecución de una resolución 
dictada por un órgano jurisdiccional del Estado miembro de origen y mediante la que se ha 
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declarado la existencia de dicho crédito, que está estrechamente vinculada al procedimiento de 
ejecución. 

Con arreglo al art. 41, ap. 1, del Reglamento nº 4/2009 y a las disposiciones del Derecho 
nacional pertinentes, corresponde al órgano jurisdiccional remitente, como órgano jurisdiccional 
del Estado miembro de ejecución, pronunciarse sobre la admisibilidad y el fundamento de las 
pruebas aportadas por el deudor del crédito de alimentos para demostrar la alegación de que ha 
pagado en gran parte su deuda. 
 

Observaciones: 1. El fallo de la sentencia que anotamos puede sorprender por obvio y hacer 
que nos preguntemos quién tuvo la duda sobre si una oposición a la ejecución de una sentencia 
extranjera que condenaba al deudor al pago de alimentos cae o no dentro del ámbito de aplicación 
del Reglamento 4/2009, de alimentos. ¿Acaso podría ser otra cosa? Y, sin embargo, hubo de 
emplearse tiempo y argumentación, tanto por parte del TJ como del Abogado General en sus 
conclusiones, para responder a una pregunta igualmente sorprendente. La formulada por el 
órgano judicial alemán de remisión: “¿Constituye una acción en materia de obligaciones de 
alimentos en el sentido del [Reglamento nº 4/2009] una demanda de oposición a la ejecución, 
con arreglo al art. 767 de la [ZPO], presentada contra un título extranjero en materia de 
alimentos? [...] En caso de respuesta negativa, ¿constituye un procedimiento en materia de 
ejecución de resoluciones judiciales, en el sentido del art. 24, punto 5, del [Reglamento nº 
1215/2012], una demanda de oposición a la ejecución, con arreglo al art. 767 de la [ZPO], 
presentada contra un título extranjero en materia de alimentos?”. La segunda pregunta no fue 
necesario responderla, pero sí la primera, después de desentrañar su real significado. Lo cierto 
es que existe una explicación, y un problema real, que quizá la pregunta no supo definir 
claramente. 

2. La duda suscitada en el órgano remitente es, simplemente, si es o no es competente para 
conocer de la acción de oposición a la ejecución tal cual está regulada en ordenamiento jurídico 
alemán. Y en su concepción del problema (alimentada por una buena parte de la doctrina 
alemana) si la cuestión es una cuestión alimenticia, no sería competente. Y no lo sería porque en 
tal situación no concurrirían ninguno de los foros de competencia judicial internacional previstos 
por el Reglamento 4/2009 en sus arts. 3 ss: sólo el demandante deudor posee su residencia 
habitual en Alemania. La situación es formalmente compleja para el juzgador: si se aplica el 
Reglamento de alimentos no es competente; si no se aplica el Reglamento de alimentos, quizá 
pudiera serlo en virtud del Reglamento 1215/2012, que, contrariamente al anterior, sí contiene 
una norma de competencia general sobre ejecución de resoluciones judiciales (competencia 
exclusiva prevista por el art. 24.5º). Aunque si la respuesta a esta segunda posibilidad fuese 
también negativa, nos encontraríamos ante un particular galimatías. 

Se trata de una concepción alambicada y, en cierto modo, contradictoria, alimentada por una 
muy formalista interpretación de algunos datos. Primero, que el Reglamento 4/2009 (al 
contrario que los Reglamentos 44/2001 o 1215/2012) carece de una regla de competencia sobre 
la ejecución de resoluciones. Segundo, que las disposiciones del Reglamento 44/2001 en materia 
de obligaciones de alimentos fueron sustituidas por las del Reglamento 4/2009. Tercero, el 
Reglamento 1215/2012, excluye expresamente la materia alimenticia (pero contiene una norma 
expresa sobre la competencia en materia de ejecución). Cuarto, que el Reglamento de alimentos 
tiene normas de competencia específicamente condicionadas por el favor creditoris, entre las 
cuales, su art. 8 establece que “Si se ha dictado una resolución en el Estado miembro o en el Estado 
parte del Convenio de La Haya de 2007 en el que el acreedor tiene su residencia habitual, el 
deudor no podrá iniciar en ningún otro Estado miembro un procedimiento para que se modifique 
la resolución o se adopte una nueva mientras el acreedor continúe residiendo habitualmente en 
el Estado en que se dictó la resolución”. 
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3. El órgano remitente destila todos estos ingredientes y le sale un cóctel en el que: primero, 
si la acción del deudor oponiéndose a la ejecución entra en el ámbito de aplicación del 
Reglamento 4/2009, la protección del acreedor (residente en Polonia) proporcionada por sus 
normas de competencia lo convierten en incompetente, con el añadido de que no podría declarar 
esa incompetencia de oficio, al no contar este Reglamento con tal posibilidad. Fijémonos en que 
el órgano remitente alemán está equiparando la acción de oposición a la ejecución con acciones 
alimenticias a título principal (por ejemplo, con una acción de modificación de la deuda 
alimenticia). Sería contrario a los intereses del acreedor residente en Polonia –parece pensar el 
órgano alemán– que conociesen los Tribunales alemanes de una acción que afecta directamente 
a su crédito. Si, por el contrario, la acción no entra dentro del ámbito de aplicación del Reglamento 
4/2009, ¿cuál sería la base normativa para verificar si existe competencia judicial internacional?  

El Abogado general en sus conclusiones ya pone de manifiesto que la cuestión no está bien 
planteada o, mejor, parte de un presupuesto que no es correcto: el hecho de que sea de aplicación 
el Reglamento 4/2009 no conlleva la incompetencia de los tribunales alemanes. La 
interpretación del órgano remitente y de parte de la doctrina alemana no es de recibo. Al menos 
no en el caso concreto, en el que la acción del deudor se basaba en el pago de la obligación que 
pretendía ejecutarse contra él (el Considerando 30 del Reglamento es claro al respecto). Sin 
embargo, la idea general que transparenta el caso no es en sí misma extravagante. Me permitiré 
traducirla con trazos muy gruesos y con los límites de estas observaciones. 

4. Digamos que la tutela judicial efectiva implica ese doble momento de juzgar y hacer ejecutar 
lo juzgado, que de ordinario se traduce en tipos de procedimientos distintos. Las normas sobre 
competencia judicial internacional de los Reglamentos comunitarios que no se refieren al 
procedimiento ejecutivo, parecen partir de una precomprensión del tipo de acción sobre el fondo 
a la que se dirigen, mientras que la fase de ejecución parece haberse reservado abandonado, con 
carácter general, al derecho procesal interno (el art. 41 del Reglamento 4/2009, es fiel reflejo de 
esta idea: “A reserva de lo dispuesto en el presente Reglamento, el procedimiento de ejecución 
de las resoluciones dictadas en otro Estado miembro se regirá por el Derecho del Estado 
miembro de ejecución...”). Y es aquí donde puede surgir la duda de si una concreta pretensión 
judicial prevista por el derecho nacional tiene una calificación u otra; debe sujetarse a las normas 
de competencia, por simplificar, sobre el fondo del asunto o es ya una cuestión “pura” de 
ejecución de un título. En el caso de los alimentos, podemos dudar si una acción pidiendo algo 
sobre una deuda ya concretada afecta al título (una sentencia, en nuestro caso) o al fondo. Si es 
una pretensión que encuentra su lugar natural en el procedimiento de ejecución o es, por 
ejemplo, una pretensión que encuentra su lugar natural en una acción (sobre el fondo) de 
modificación de la cuantía de la deuda. No parece ser este el caso de la oposición a la ejecución 
por haber concurrido pago de la deuda (como en el litigio principal), dado que este es un motivo 
genuino de oposición a la ejecución. Pero podríamos pensar en otras pretensiones menos claras 
como, por ejemplo, la referida a la discusión sobre pago de “gastos alimenticios extraordinarios” 
(si lo son o no unos concretos), a la extinción de la obligación por haber alcanzado el acreedor la 
independencia económica (si concurre o no), y otros. 

El TJ ve claro el tema, en el que la pregunta versaba sobre un determinado procedimiento 
previsto por la ley alemana, mas aporta algún criterio discriminador como pueda ser, la 
diferencia entre las acciones que se dirigen contra un aspecto de la ejecución de la propia deuda 
y las que se dirigen a poner en cuestión la existencia o contenido del título original, la necesaria 
existencia de un estrecho vínculo entre la oposición y el procedimiento de ejecución (criterio que 
es llevado al fallo), o el hecho (creo que en este caso coyuntural por las particularidades del caso) 
se tratarse de una oposición basada en circunstancias acaecidas con posterioridad a la resolución 
de cuya ejecución se trata (algo que, por ejemplo, es también típico de las acciones de 
modificación de la deuda y no se considera para nada como cuestión de ejecución). 
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El TJ afirma, sin más que el tribunal de la ejecución es competente (Punto 42 de la Sentencia) 
para conocer de la oposición. Sin ninguna necesidad, añado, de que exista una norma especial de 
competencia judicial internacional para ello. (S.A.G.) 

 

61. ELEMENTOS QUE DEBEN TOMARSE EN CONSIDERACIÓN PARA LA ADOPCIÓN DE UNA DECISIÓN DE 
EXPULSIÓN CONTRA UN RESIDENTE DE LARGA DURACIÓN (STJ 9ª 11 junio 2020. Asunto C–448/19: 
Subdelegación del Gobierno en Guadalajara) 

62. DETERMINACIÓN DEL LUGAR DEL HECHO DAÑOSO PARA DETERMINAR LA COMPETENCIA JUDICIAL EN UN 
SUPUESTO DE MANIPULACIÓN DE LOS VALORES DE EMISIÓN DE GAS EN LOS MOTORES DE AUTOMÓVILES (STJ 1ª 
9 julio 2020. Asunto C–343/19: Verein für Konsumenteninformation) 

63. ACCIÓN DE CESACIÓN DE PRÁCTICAS COMERCIALES DESLEALES EJERCITADA POR UNA AUTORIDAD PÚBLICA 
PARA LA PROTECCIÓN DE LOS INTERESES DE LOS CONSUMIDORES (STJ 1ª16 julio 2020. Asunto C 73/19: 
Movic y otros) 

64. COMPETENCIA JUDICIAL EN UN PROCEDIMIENTO DE INSOLVENCIA CUANDO EL ÚNICO BIEN INMUEBLE DEL 
DEUDOR ESTÁ SITUADO FUERA DEL ESTADO MIEMBRO EN EL QUE RESIDE HABITUALMENTE (STS 16 julio 
2020. Asunto C–253/19: Novo Banco) 

 



AEDIPr, t. XIX–XX, 2019–2020 
ISSN 1578–3138 

 

Jurisprudencia española 
 

ADOPCIÓN 

1. NO CABE LA ADOPCIÓN EX NOVO DE UN MAKFOUL MARROQUÍ ANTE LA AUTORIDAD JUDICIAL ESPAÑOLA (AAP 
BARCELONA 18ª 28 mayo 2019) 

2. PROCEDE CONSTITUIR LA ADOPCIÓN POR CONSTAR EL ASENTIMIENTO DEL PADRE DE LAS MENORES Y DE LA 
MADRE GESTANTE, AL HABERSE PRACTICADO VIDEOCONFERENCIA ANTE LA AUTORIDAD JUDICIAL DEL ESTADO 
DE TABASCO (México) (AAP Barcelona 18ª 11 febrero 2020)  

3. IMPUGNACIÓN DE LOS HONORARIOS PERCIBIDOS POR UNA ENTIDAD COLABORADORA DE ADOPCIÓN 
INTERNACIONAL EN LA TRAMITACIÓN DE UN EXPEDIENTE EN VIETNAM (SAP Madrid 19ª 10 julio 2019) 

4. NO SE HA PROBADO QUE, DE CONFORMIDAD CON EL DERECHO INGLÉS, SE PRODUJERA UNA ADOPCIÓN SINO 
QUE TUVO LUGAR UN PROHIJAMIENTO (SAP Palencia 1ª 12 julio 2019) 

5. SE APRUEBA LA CONSTITUCIÓN DE UNA ADOPCIÓN POR PARTE DEL CÓNYUGE DEL PADRE DE LOS MENORES 
NACIDOS EN MÉXICO MEDIANTE GESTACIÓN POR SUSTITUCIÓN (AAP Barcelona, 18ª 11 febrero 2020) 

La Audiencia Provincial de Barcelona admite el recurso contra la denegación de autorización 
de constitución de una adopción por parte del marido del padre legalmente determinado. El 
juzgado había denegado la constitución de la adopción, después de un “exhaustivo y 
jurídicamente sólido estudio de la situación de la maternidad subrogada en nuestro país y de la 
regulación legal de esta figura a partir de las todavía escasas resoluciones que han tratado esta 
cuestión... Sin embargo, la Sala, valorando este esfuerzo doctrinal realizado, no puede compartir 
la decisión final que por otra parte contraviene otras resoluciones de esta misma Sala por las 
razones que a continuación se expondrán”– señala el auto–. 
 

Observaciones: 1. El AAP de Barcelona aborda un problema que ya había sido objeto de una 
práctica judicial no uniforme por parte de nuestros órganos jurisdiccionales: la solicitud de 
adopción por parte del cónyuge del progenitor cuya filiación está establecida respecto de 
menores nacidos en el extranjero mediante gestación por sustitución.  

Como es bien sabido, la situación en España dista de ser no ya satisfactoria sino meramente 
aceptable en relación a este tema. Una práctica registral moderadamente aperturista, no exenta 
de vaivenes poco reconfortantes [vid. infra, en este mismo Anuario, “Régimen registral de la 
filiación de los nacidos mediante gestación por sustitución” (Instrucciones DGRN 14 y 18 febrero 
2019), pp. 662–664]; un Tribunal Supremo que tout court califica la gestación por sustitución 
como contraria al orden público español, una normativa inexistente y una resistencia (creo que 
en este caso, consciente) de legislador para tratar de dar respuesta a una cada vez más notoria 
exigencia regulativa. Entretanto, el TEDH dando pasos adelante, cuyo alcance no ha dejado de 
suscitar una cierta incomprensión y una utilización un tanto trivial por parte de doctrina y 
práctica judicial: el AAP de Barcelona no escapa a esta última valoración, por más que el resultado 
sea, a mi juicio, acorde con la doctrina del Tribunal de Estrasburgo. 

2. Como he adelantado, situaciones similares ya habían sido objeto de conocimiento por parte 
de nuestros tribunales. Por ejemplo, el AAP Barcelona 565/2018, de 16 octubre (JUR 
2018\290468) sin grandes declaraciones aplicó las condiciones previstas para la adopción de los 
hijos del conviviente en el CCCat, y rechazó la adopción por no concurrir, singularmente, un 
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consentimiento válido de la madre gestante. Algunos meses más tarde la SAP Murcia 91/2019, 
de 31 enero (JUR 2019\71777) falló en sentido contrario (positivo) en relación con la adopción 
de niño nacido en Ucrania, también mediante gestación por sustitución. Esta doble respuesta ante 
casos estructuralmente similares sembró algunas dudas sobre la adecuación de la institución 
adoptiva para dar respuesta a los intereses de los comitentes o progenitores de intención que 
pretendían ver establecido su vínculo de filiación con los nacidos, en ausencia de un vínculo 
biológico [ciertamente, lo políticamente correcto no es hablar de sus intereses sino del interés de 
los niños: L. Sales Pallarés, “La pérdida del interés (superior del menor) cuando se nace por 
gestación subrogada”, Cuadernos de Derecho Transnacional, 2019, nº 2, pp. 326–347]. Porque, 
recordemos, el establecimiento de la filiación en relación con aquel de los comitentes con el que 
sí hay un vínculo biológico (y sólo con éste) venía siendo un imperativo desde la doctrina 
Mennesson y Labassé. 

3. La importancia del presente Auto podría radicar en el hecho de que aparece tras el 
Dictamen consultivo de 10 abril 2019 (citado y comentado supra) y no descarto que en la decisión 
definitiva haya influido tal Dictamen, aunque tampoco lo afirmo de manera categórica. Por un 
lado, la errática (y, a mi juicio, perfectamente prescindible en el caso concreto) descripción de los 
avatares de la gestación por sustitución en España en los niveles registral y judicial parecería 
abocar a una postura contraria o negativa frente a la solicitud de la adopción requerida, y ahí 
entraría el Dictamen para introducir un twist final sanador para los intereses de adoptantes y 
menores. Mas, tanto la declaración de intenciones de la Audiencia (“decisión final –la del Juzgado– 
que por otra parte contraviene otras resoluciones de esta misma Sala...”) como su proceder 
formalmente pegado a la ley ordinaria, hacen que me incline por el hecho de que en ausencia de 
la decisión del TEDH la solución favorable a la constitución de la adopción no hubiera diferido.  

Lo que hace la AP de Barcelona es comprobar, pura y simplemente, si concurren, o no, los 
requisitos legales para la constitución de la adopción de los hijos del cónyuge. Y en el caso 
concreto concurren. Tales requisitos son los del CCCat, como “ley aplicable” a la adopción, a la que 
llega la Audiencia a través de un razonamiento que por falta de espacio –y por cansancio en la 
reiteración de mi denuncia– no voy a entrar. Pero lo cierto es que el camino no haya sido el 
oportuno no condicionó en este caso la selección de una ley diferente a la competente. Y la Sala lo 
que hace es aplicar la ley e incidir en el aspecto que había determinado una solución contraria en 
el citado AAP Barcelona 565/2018, de 16 octubre, de la misma sección y con la misma ponente: 
la existencia, esta vez sí, del asentimiento de la madre biológica, que ya constaba en Acta de 
manifestaciones ante el Cónsul Adjunto de España en México en 2015, pero que necesitó reiterar, 
dentro del procedimiento propio de adopción, mediante videoconferencia presidida por el Juez 
de Primera Instancia español, en enero de 2018. 

4. Parece que nada hay que reprochar a este final feliz, al menos desde el punto de vista de las 
exigencias del TEDH. Pero, ¿habría sido reprochable la solución del AAP Barcelona 565/2018, de 
16 octubre, donde se rechazó la constitución de la adopción por falta de aquél asentimiento? En 
otras palabras, ¿cuándo o qué requisitos internos de las normativas sobre adopción son 
compatibles con aquel dictamen? (S.A.G.) 

 

6. EN EL CASO DE MENORES CUYA LEY NACIONAL PROHÍBA O NO CONTEMPLE LA ADOPCIÓN SE DENEGARÁ LA 
CONSTITUCIÓN DE LA ADOPCIÓN, EXCEPTO CUANDO EL MENOR SE ENCUENTRE EN SITUACIÓN DE DESAMPARO Y 
TUTELADO POR LA ENTIDAD PÚBLICA (AAP Valencia 5 mayo 2020) 
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ALIMENTOS 

7. CONFLICTO NEGATIVO DE COMPETENCIA EN RELACIÓN CON LA MODIFICACIÓN DE MEDIDAS ADOPTADAS EN UNA 
SENTENCIA RUMANA RESPECTO AL IMPORTE DE LA PENSIÓN ALIMENTICIA (ATS Civ 1ª 17 septiembre 2019) 

[Vid. M.J. Valverde Martínez, “Competencia en la modificación por tribunales españoles de 
medidas relativas a alimentos establecidas por tribunales extranjeros. Comentario al Auto del 
Tribunal Supremo de 17 septiembre 2019”, Cuadernos de Derecho Transnacional, vol. 12, nº 1, 
2020, pp. 763–775] 

8. DESESTIMACIÓN DE RECURSO DE APELACIÓN INTERPUESTO POR EL ABOGADO DEL ESTADO FRENTE AL AUTO 
QUE APRECIA, DE ACUERDO CON EL DERECHO POLACO, LA PRESCRIPCIÓN DE PARTE DE LAS PENSIONES DE 
ALIMENTOS RECLAMADAS (AAP Barcelona 27 diciembre 2019) 

9. RECONOCIMIENTO DE UNA DEMANDA DE EXECUÁTUR DE UNA RESOLUCIÓN DICTADA POR UNA JUEZA DE QUITO 
CONFIRMADO UN ACUERDO CONCILIATORIO EN PLEITO DE ALIMENTOS (AAP Barcelona 18 mayo 2020) 

10. INTERPRETACIÓN FAVORABLE A LA EJECUCIÓN PROVISIONAL DE UNA SENTENCIA MARROQUÍ EN MATERIA 
DE ALIMENTOS DE HIJOS MENORES (AAP Girona 1ª 8 octubre 2019) 

11. RECONOCIMIENTO Y EJECUCIÓN DE UNA RESOLUCIÓN POLACA EN MATERIA DE ALIMENTOS (AAP Huelva 
2ª 25 julio 2019) 

12. LA AUSENCIA DE PRUEBA DEL DERECHO SUIZO CONLLEVA LA APLICACIÓN DE LA LEGISLACIÓN ESPAÑOLA 
EN ORDEN A LA DISMINUCIÓN DE LA PENSIÓN ALIMENTICIA DE RECURRENTE PARA SUS HIJAS Y A LA EXTINCIÓN 
DE LA PENSIÓN COMPENSATORIA DE LA MADRE (SAP Palma de Mallorca 4ª 4 marzo 2020) 

La solicitud de modificación de los alimentos para las hijas y la pensión compensatoria para 
la madre, fijadas en una sentencia suiza, se gestiona mediante la contemplación directa y material 
de las necesidades de las primeras (sobre todo como consecuencia del cambio de residencia 
habitual de Suiza a Mallorca), mientras que en el caso de la pensión compensatoria existe un 
razonamiento específico sobre la base del Protocolo de La Haya de 2007, relativo a la ley aplicable 
a las obligaciones alimenticias, para a continuación descartar la aplicación de la ley suiza por no 
haber sido convenientemente probada en el proceso. Todo ello con razonamiento sobre la base 
de la sentencia suiza sobre la que no consta ningún tipo de reconocimiento. 

13. NO PUEDE CUESTIONARSE LA EJECUTORIEDAD DE UNA DECISIÓN AUSTRIACA DE ALIMENTOS POR NINGUNA 
DE LAS CAUSAS DEL REGLAMENTO BRUSELAS I (AAP Tarragona 1ª 25 septiembre 2019) 

14. DETERMINACIÓN DEL RÉGIMEN DE COMUNICACIÓN TELEFÓNICA O AUDIOVISUAL PARA REGULAR LAS 
RELACIONES PATERNO–FILIALES Y LA SUMA QUE DEBE PAGAR EL DEMANDADO EN CONCEPTO DE ALIMENTOs 
(SAP Valencia 10ª 29 abril 2020) 
 

ARBITRAJE 

15. SE DENIEGA EL EXECUÁTUR DE UN LAUDO RUSO POR NO HABERSE APORTADO EL CONVENIO ARBITRAL NI 
ACREDITADO QUE LA DIFERENCIA FUESE SUSCEPTIBLE DE ARBITRAJE, AL NO TRATARSE LOS PROCEDIMIENTOS 
CONCURSALES DE MATERIAS DE LIBRE DISPOSICIÓN (ATSJ Cataluña 1ª 19 septiembre 2019) 

16. EL TSJ DE MADRID PROCEDE A DESIGNAR ÁRBITRO EN UN LITIGIO QUE INVOLUCRA AL ESTADO DE MALASIA 
(STSJ Madrid CP 1ª29 marzo 2019) 
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17. EL TSJ DE MADRID RECONOCE UN LAUDO ARBITRAL PRONUNCIADO EN GINEBRA DONDE SE CONDENA AL 
MINISTERIO DE FOMENTO (ATSJ Madrid CP 1ª 30 abril 2019)  

18. EL PROMOTOR DEL EXECUÁTUR YA SE HABÍA ALLANADO ADMITIENDO LA NULIDAD DEL LAUDO ANTE LA 
CORTE DE LIMA ANTES DE LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA, POR TANTO NO SE AJUSTÓ A LAS REGLAS DE LA 
BUENA FE (ATSJ CP 1ª Madrid 12 septiembre 2019) 

19. EL TSJ DE MADRID DESESTIMA UNA ACCIÓN DE ANULACIÓN CONTRA UN LAUDO CCI APROVECHANDO PARA 
RESUMIR SU DOCTRINA EN LA MATERIA (STSJ Madrid CP 1ª 8 enero 2020) 

20. EL TSJ DE MURCIA DECLARA HABER LUGAR AL EXECUÁTUR DE UN LAUDO CCI, CON UNAS 
CONSIDERACIONES LEGALES DE GRAN RELEVANCIA (STSJ Murcia CP 3ª 12 abril 2019)  

[Vid. M.J. Castellanos Ruiz. “Exequátur de laudos arbitrales extranjeros en España: comentario al 
auto del TSJ de Murcia de 12 abril 2019”, Cuadernos de Derecho Transnacional, vol. 12, nº 1, 2020, 
pp. 512–530]. 

21. EL AUTO QUE OTORGA EL EXECUÁTUR DE UN LAUDO EXTRANJERO NI ES SUSCEPTIBLE DE RECURSO NI 
SUPONE UNA POSTERGACIÓN DE SU FIRMEZA (AAP Barcelona 13ª 7 febrero 2019) 

22. AUNQUE LA NO EXISTE UNA CLÁUSULA DE ARBITRAJE, EL HECHO DE QUE EL CONTRATO DIGA QUE ‘EL 
ARBITRAJE TENDRÁ LUGAR EN LJUBLJANA (REPÚBLICA DE ESLOVENIA)’ BASTA PARA APRECIAR UNA 
DECLINATORIA ARBITRAL (AAP Barcelona 1ª 22 junio 2020) 

23. EL RECONOCIMIENTO DE UN LAUDO ARBITRAL RUSO NO PUEDE TRAMITARSE CON RESPALDO EN EL 
CONVENIO BILATERAL DE 1990, POR LO QUE LA COMPETENCIA CORRESPONDE AL TRIBUNAL SUPERIOR DE 
JUSTICIA (AAP Valencia 6ª 24 mayo 2019) 

24. CONFIRMADA UNA DECLINATORIA ARBITRAL, PUES LA ENTIDAD ACTORA NO TIENE LA CONDICIÓN DE 
CONSUMIDOR, EN EL SENTIDO DEL ART. 8.2º DE LA LCGC (AAP Valencia 7ª 19 mayo 2020) 
 

ASILO 

25. CUANDO HA SIDO DECLARADA PROCEDENTE LA EXTRADICIÓN, NO PUEDE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
ESPAÑOLA TRAMITAR UN PROCEDIMIENTO PARA CONCEDER EL DERECHO DE ASILO (STS CA 5ª 29 enero 2019) 

26. SUPERADO EL PLAZO PARA INADMITIR O DENEGAR LA SOLICITUD DE ASILO, DEBIÓ INICIARSE LA 
TRAMITACIÓN DEL PROCEDIMIENTO ORDINARIO, SIN QUE, EL RECURRENTE PUEDA SER OBJETO DE RETORNO, 
DEVOLUCIÓN O EXPULSIÓN (STS CA 5ª 23 enero 2020) 

27. EL TS CONFIRMA QUE LOS SOLICITANTES DE ASILO EN CEUTA O MELILLA TIENEN DERECHO A LIBRE 
CIRCULACIÓN POR ESPAÑA TRAS SER ADMITIDA A TRÁMITE SU SOLICITUD (STS CA 5ª 29 julio 2020) 
 

BIENES 

28. NORMAS LIMITATIVAS DEL DERECHO DE PROPIEDAD POR IMPERATIVOS DE LA DEFENSA NACIONAL EN 
CEUTA (SAP Cádiz 6ª 6 marzo 2019) 

29. DESESTIMACIÓN DE UNA DECLINATORIA INTERNACIONAL EN UN LITIGIO DE ANULABILIDAD DE UN 
CONTRATO DE PRÉSTAMO CON GARANTÍA HIPOTECARIA, POR HALLARSE LA FINCA EN ESPAÑA (AAP Girona 
11 mayo 2020) 
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La AP Girona revoca la resolución de instancia que había admitido la declinatoria por falta de 
competencia judicial internacional [falta de competencia objetiva en los términos del fallo] y 
afirma su competencia para conocer con carácter principal de la acción de nulidad de un crédito 
hipotecario y, con carácter subsidiario, de anulabilidad del mismo, interpuesto por demandante 
francesa sin residencia en España contra dos sociedades demandadas domiciliadas en 
Luxemburgo. La garantía real era un inmueble sito en Cadaqués (Girona). 

30. EL CONSULADO DE MARRUECOS HA DE ABONAR A LA ARRENDADORA EL PAGO DE LOS RECIBOS DE LA 
CONTRIBUCIÓN TERRITORIAL URBANA (IBI) CORRESPONDIENTES (SAP Gran Canaria 5ª 7 junio 2019) 

31. COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES RESPECTO DE UNA OBLIGACIÓN DE PAGO RESULTANTE DE 
UN ACUERDO DE LA JUNTA GENERAL DE PROPIETARIOS DE UN INMUEBLE EN RÉGIMEN DE PROPIEDAD 
HORIZONTAL (AAP Madrid 10ª 6 febrero 2020)  

32. EL HECHO DE QUE LA FINCA EN SU INTEGRIDAD ESTÉ REGISTRADA Y ENCATASTRADA EN FRANCIA NO 
IMPIDE LA COMPETENCIA DEL TRIBUNAL ESPAÑOL SI ES QUE SE PRUEBA EL DESPLAZAMIENTO DE LA LÍNEA DE 
FRONTERA (AAP Navarra 3ª 9 noviembre 2018) 

La AP revoca la declaración de incompetencia suscitada de oficio por parte del Juzgado en 
relación con una acción declarativa de dominio sobre una parte de un inmueble que pasó de estar 
situado en Francia a estar situado en España como consecuencia de la nueva demarcación de la 
frontera hispano–francesa. El hecho de que la totalidad del inmueble se encuentre registrada en 
Francia no es obstáculo para la competencia respecto de la parte de él que ha pasado a ser 
territorio español. 

33. DE NUEVO LA RECIPROCIDAD EN MATERIA DE ARRENDAMIENTOS URBANOS (SAP Palma de Mallorca 4ª 
30 enero 2019) 
 

COMPETENCIA JUDICIAL INTERNACIONAL 

34. EL RECURSO DE CASACIÓN QUE ESTABLECE EL SISTEMA BRUSELAS I, CONSTITUYE UN MEDIO DE 
IMPUGNACIÓN ESPECÍFICAMENTE PREVISTO EN NORMAS COMUNITARIAS, DENTRO DE UN CAUCE PROCESAL 
IGUALMENTE PREVISTO Y REGULADO POR ELLAS, Y QUE SE CALIFICA DE CERRADO, COMPLETO Y UNIFORME (ATS 
1ª 23 enero 2019) 

35. COMPETENCIA JUDICIAL INTERNACIONAL EN MATERIA DE ACCIONES DE DAÑOS DERIVADOS DE LA 
INFRACCIÓN DEL DERECHO PRIVADO DE LA COMPETENCIA (ATS Civ 1ª 19 marzo 2019) 

36. COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES EN UN LITIGIO SOBRE ACCIONES DE DAÑOS DERIVADOS DE 
LA INFRACCIÓN DEL DERECHO PRIVADO DE LA COMPETENCIA (ATS Civ 1ª 8 octubre 2019) 

37. MECANISMOS DE PROTECCIÓN JURISDICCIONAL PARA EL PERJUDICADO CUANDO EL PRODUCTO SE FABRICA 
EN TERCEROS PAÍSES (STS CP Pleno 20 julio 2020) 

38. COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES PARA EL CONOCIMIENTO DE LOS DERECHO A 
COMPENSACIÓN DE LAS VÍCTIMAS DE UNA INFRACCIÓN DEL DERECHO DE LA COMPETENCIA DE LA UE (AAP 
Ávila 1ª 11 marzo 2020) 

39. CONTROL DE OFICIO POSITIVO DE LA COMPETENCIA JUDICIAL INTERNACIONAL POR EXISTIR UN ELEMENTO 
DE EXTRANJERÍA DE TANTA TRASCENDENCIA COMO LA NACIONALIDAD COMÚN MARROQUÍ DE LOS LITIGANTES 
Y EL HECHO DE QUE EL DIVORCIO DEBA SURTIR EFECTOS EN MARRUECOS (SAP Barcelona 12ª 27 febrero 
2019) 
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40. PLENA EFECTIVIDAD DE LA CLÁUSULA DE SUMISIÓN A LOS TRIBUNALES DE COSTA RICA Y NEGATIVA A UN 
PRONUNCIAMIENTO SOBRE EL LEVANTAMIENTO DEL VELO (AAP Barcelona 16ª 8 mayo 2019)  

41. COMPETENCIA JUDICIAL INTERNACIONAL DEL LUGAR EN EL QUE SE PRODUJO EL HECHO DAÑOSO POR 
INFORMACIÓN DIFAMATORIA DIFUNDIDA EN UNA PÁGINA WEB (SAP Barcelona 17ª 15 mayo 2019) 

41. COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES EN RELACIÓN CON UN EXPEDIENTE DE JURISDICCIÓN 
VOLUNTARIA (AAP Barcelona 14ª 27 junio 2019) 

42. APLICACIÓN DEL REGLAMENTO BRUSELAS I EN ORDEN A LA AUTENTICACIÓN DEL REAL DECRETO POR EL 
QUE SE NOMBRA RECTOR DEL REAL COLEGIO DE SAN CLEMENTE DE LOS ESPAÑOLES EN BOLONIA (AAN CA 
4ª 12 abril 2019) 

43. COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES EN RECLAMACIÓN CONTRA UNA COMPAÑÍA AÉREA POR 
INCUMPLIMIENTO DE UN CONTRATO DE TRANSPORTE AÉREO (ATSJ Cataluña CP 1ª 3 junio 2019) 

44. APLICANDO LOS PRECEPTOS DE LA LOPJ CABE CONCLUIR LA COMPETENCIA DE LA JURISDICCIÓN ESPAÑOLA 
PESE A QUE EL DEMANDADO NO TIENE TAL Y COMO EXIGE EL ART. 22 TER SU RESIDENCIA HABITUAL EN ESPAÑA, 
HABIENDO DECLARADO A EFECTOS DE SUS OBLIGACIONES CONTRACTUALES UN DOMICILIO EN BARCELONA Y 
SIENDO ESPAÑA EL LUGAR DE CELEBRACIÓN Y DE EJECUCIÓN DE LA OBLIGACIÓN QUE SERVIRÍA DE BASE A LA 
DEMANDA (AAP Barcelona 19ª 7 octubre 2019) 

45. AUN CUANDO EL INCISO FINAL DEL ART. 22 QUÁTER LOPJ “ES INCOMPRENSIBLE Y CARECE DE SENTIDO”, 
EN EL SUPUESTO CONTEMPLADO EL DEMANDANTE CUMPLE CON EL PRIMER “CRITERIO DE CONEXIÓN” Y 
TAMBIÉN CON EL SEGUNDO DETERMINANDO CON ELLO LA COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES 
(SAP Barcelona 18ª 5 noviembre 2019) 

La AP de Barcelona se declara competente para conocer, entre otros asuntos, de concretas 
medidas sobre la responsabilidad parental de los hijos del demandante, residentes en India junto 
con su madre. La Audiencia accede a la solicitud del demandante en función de su nacionalidad 
española y residencia en España de acuerdo con el art. 22 quáter LOPJ, dando por bueno que su 
resolución tiene como motivo principal su reconocimiento posterior en India. 

46. INCOMPETENCIA DE UN TRIBUNAL ESPAÑOL PARA DEMANDAR O CORREGIR EL CUMPLIMIENTO O 
INCUMPLIMIENTO DE REQUISITOS PROCESALES POR PARTE DE UN TRIBUNAL EXTRANJERO (AAP Barcelona 
19ª 21 noviembre 2019) 

47. SIENDO CONSUMIDORES LOS DEMANDANTES DE NULIDAD CONTRATO DE PRÉSTAMO CON GARANTÍA 
HIPOTECARIA Y TENIENDO SU DOMICILIO EN ESPAÑA, SON COMPETENTES LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES (AAP 
Alicante 5ª 10 julio 2019) 

48. COMPETENCIA JUDICIAL DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES POR APLICACIÓN DEL FUERO EN MATERIAL DE 
CONSUMIDORES DEL RB I (AAP Alicante 5ª 26 septiembre 2019) 

49. COMPETENCIA DE LOS JUZGADOS MERCANTILES DE BARCELONA POR SER EL LUGAR DONDE ESTÁ 
DOMICILIADA LA ACTORA Y HA EFECTUADO LA COMPRA DEL CAMIÓN AUNQUE EL DEMANDADO ESTÉ 
DOMICILIADO EN AMSTERDAM (SAP Barcelona 15ª 17 abril 2020) 

50. INCOMPETENCIA TERRITORIAL, CON RESPALDO EN EL ART. 58 LEC, AL NO RADICAR EN EL PARTIDO 
JUDICIAL EL DOMICILIO DE LOS DEMANDANTES, DE NACIONALIDAD BRITÁNICA Y NO RESIDENTES EN ESPAÑA 
(AAP Córdoba 1ª 3 septiembre 2019) 

51. PROBLEMAS PROCESALES DERIVADOS DE LAS ACCIONES FOLLOW ON RELACIONADAS CON EL CÁRTEL DE 
CAMIONES (AAP Lugo 1ª 9 enero 2019) 
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52. NO SE ACREDITA UN CONTENIDO DE PRESTACIÓN QUE JUSTIFIQUE LA ESTRECHA CONEXIÓN ENTRE EL 
LUGAR DE PRESTACIÓN DEL SERVICIO Y LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES (AAP 15ª 22 enero 2019) 

53. LA SUMISIÓN EFECTUADA EN LAS PÓLIZAS SUSCRITAS POR LA DEMANDADA A FAVOR DEL JUEZ DEL LUGAR 
DE EMISIÓN DE LA PÓLIZA (ESPAÑA EN EL CASO) ES VÁLIDA Y SE REFIERE A LA JURISDICCIÓN COMPETENTE 
COMO RESULTA DE LOS SLIPS APORTADOS (SAP Madrid 11ª 28 marzo 2019) 

54. EL REGLAMENTO BRUSELAS II NO ES APLICABLE EN KENIA, PERO OBLIGA A LOS ÓRGANOS 
JURISDICCIONALES ESPAÑOLES QUE DEBEN ADOPTAR MEDIDAS SOBRE LOS HIJOS DE LOS LITIGANTES, PUES ES 
EN ESPAÑA DONDE RESIDEN (AAP Palma de Mallorca 4ª 19 septiembre 2019) 

55. DESESTIMADA UNA DECLINATORIA INTERNACIONAL EN UNA RECLAMACIÓN DE UNA EMPRESA CONFISCADA 
POR EL GOBIERNO CUBANO CONTRA UNA ENTIDAD HOTELERA ESPAÑOLA QUE EXPLOTA HOTELES EN LOS 
TERRENOS EXPROPIADOS (AAP Palma de Mallorca 18 marzo 2020) 

[Vid. J.L. Iriarte Ángel, “De nuevo sobre el problema de la competencia judicial internacional de los 
tribunales españoles para resolver litigios derivados de las nacionalizaciones cubanas. 
Reflexiones sobre el auto de la Audiencia Provincial de Palma de Mallorca (Sec. 3ª) de 18 marzo 
2020”, Bitácora Millennium DIPr: Derecho Internacional Privado, nº 11, 2020, ISSN–e 2444–3220] 

Observaciones: 1. Cuestiones previas. El supuesto que da origen al AAP de Palma de Mallorca 
de 18 marzo 2020 resulta de especial interés por varios motivos. Por un lado, es una clara 
muestra de cómo los posibles beneficiados por el juego de la Ley Helms–Burton intentan sortear 
las limitaciones impuestas por el “estatuto de bloqueo” de la UE (Reglamento 2271/96 y 
normativa comunitaria y nacional de desarrollo) para conseguir litigar en países de la UE. Por 
otro lado, suscita cuestiones especialmente relevantes con relación al juego del principio de 
territorialidad como límite a la posibilidad de enjuiciar en España actos soberanos de otro Estado 
y los contornos de la inmunidad de jurisdicción; en concreto, si ésta puede apreciarse cuando el 
Estado no sea demandado en el proceso. Y finalmente, plantea diferentes cuestiones relacionadas 
con el foro exclusivo en materia de derechos reales sobre bienes inmuebles y sobre su posible 
efecto reflejo en aquellos casos en los que el inmueble, tal y como acontece en este caso, estuviera 
situado en un Estado no miembro de la UE.  

La demanda la interpuso Central Santa Lucía L.C., una sociedad estadounidense que alega ser 
la sucesora de los que, en su opinión serían los propietarios a mediados del siglo pasado de unos 
terrenos ubicados en Cuba. Según la actora, tales terrenos fueron expropiados ilícitamente a 
través Ley cubana 890 de 1960. La demandante previamente no había iniciado ningún tipo de 
acción ante las instancias administrativas o judiciales cubanas. En cuanto a la demandada, se trata 
de la sociedad española domiciliada en Palma de Mallorca Meliá Hotels International S.A., que 
explota dos hoteles ubicados en los terrenos expropiados. 

Tras presentar una solicitud de conciliación ante los juzgados de 1ª Instancia de Palma de 
Mallorca que fue archivada, Central Santa Lucía demandó a Meliá Hotels International S.A. La 
demandante considera que la demandada había obtenido un enriquecimiento con causa ilícita 
durante todo el tiempo en el que había desarrollado su actividad hotelera en “Playa Esmeralda”. 
Entiende por ello que los beneficios obtenidos por Meliá debían ser considerados como frutos 
derivados de una posesión ejercitada de mala fe. En concreto, la demandante reclama al Juzgado 
que proceda a la liquidación del Estado posesorio de los inmuebles y reclama a Meliá una 
cantidad equivalente a los beneficios económicos, que esta última había obtenido durante los 
últimos cinco años por la explotación de los hoteles situados en “Playa Esmeralda”. 

Meliá opuso declinatoria por falta de jurisdicción y competencia judicial internacional de los 
tribunales españoles, que fue estimada por el Juzgado de primera instancia nº 24 de Palma de 
Mallorca a través de un Auto de 2 septiembre 2019. La demandante recurrió en apelación la 
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estimación de la declinatoria y la Audiencia Provincial de Palma de Mallorca (Sección nº 3) estimó 
el recurso mediante Auto de 18 marzo 2020 que constituye el objeto de este comentario. 

2. ¿Puede un Estado enjuiciar los actos soberanos de otro, aunque sea a título incidental? Una 
cuestión que resulta indiscutible es que el fundamento de la pretensión ejercitada por la 
demandante es el acto de expropiación realizado por el Estado cubano. Sólo a través de la 
valoración de dicho acto es posible determinar si éste fue válido o no, si la demandante es o no la 
propietaria del inmueble y tiene por tanto un mejor derecho sobre él que Meliá. e incluso, si ha 
habido o no mala fe en la posesión por parte del demandado (en defensa de la licitud de la 
expropiación realizada por el Estado cubano, vid. el comentario de A.G. López Marín al AJPI 24 de 
Palma de Mallorca, de 2 septiembre 2019¸ REDI, 2020, pp. 231–237, pp. 333–234). Como señaló 
el Juzgado de primera instancia, la resolución de este asunto pasa necesariamente por enjuiciar 
(y como se verá a continuación, el término “enjuiciar” posee una especial relevancia para la 
correcta resolución de este asunto) la legitimidad de un acto que sí está amparado por la 
inmunidad de jurisdicción y que emana del poder soberano del Estado. La primera cuestión que 
planteaba el supuesto está por tanto servida: ¿pueden los tribunales españoles enjuiciar los actos 
soberanos de un Estado cuando tal enjuiciamiento no constituya el objeto principal de la 
demanda, pero sí condicione de forma absoluta la solución que se dé a ésta?  

Ni el Juzgado de primera instancia ni la Audiencia Provincial analizan esta cuestión. Sin 
embargo, la respuesta de nuestra jurisprudencia a este tipo de reclamaciones es muy clara. El 
Tribunal Supremo ha construido su posición en línea con los pronunciamientos existentes al 
respecto en el seno de la ONU [p.ej., art. 2 de la Carta de Derechos y Deberes Económicos de los 
Estados, aprobada por medio de la Resolución 3281 (XXIX) de la Asamblea General de las 
Naciones Unidas en sesión plenaria de 12 diciembre 1974 (art. 2) o Resolución 1803 (XVII) de la 
Asamblea General de las Naciones Unidas en sesión plenaria del 14 diciembre 1962]. De este 
modo, la Sala 1ª del Alto Tribunal limita la posibilidad de que las autoridades españolas puedan 
enjuiciar la licitud de un acto realizado por un Estado extranjero sólo a aquellos supuestos en los 
que el acto expropiatorio tenga incidencia sobre bienes situados en España (STS, de 30 diciembre 
2010). De hecho, ya con anterioridad el propio Tribunal Supremo había vinculado la posibilidad 
de enjuiciar los actos realizados por un Estado extranjero a la defensa de valores constitucionales 
y, en particular, a la propiedad privada, la libertad de mercado y el principio de contradicción. 
Ahora bien, la proyección de dichos valores constitucionales, según el Alto Tribunal, se limita 
exclusivamente a las consecuencias que la actuación del Estado extranjero tiene sobre los bienes 
ubicados en España, no sobre los bienes localizados en el Estado que realizó la actuación (STS 25 
septiembre 1992).  

Se da la particularidad de que en ambas resoluciones se analiza la posibilidad de enjuiciar a 
título prejudicial en España actos expropiatorios realizados por el Estado cubano. Puede 
comprobarse, por tanto, que el Tribunal Supremo no limita su doctrina sobre esta cuestión al 
requisito de que el enjuiciamiento de la actuación del Estado extranjero constituya formalmente 
el objeto de la demanda, y ello es algo perfectamente lógico, ya que en la práctica lo relevante no 
es la actuación del Estado en sí sino las consecuencias asociadas a dicha actuación. En otros 
términos, para el presunto perjudicado por el acto estatal lo realmente importante no es la 
revocación del acto, sino eludir sus consecuencias. Por tanto, si tales consecuencias pudieran ser 
puestas en tela de juicio en otros Estados, la prohibición de enjuiciar los actos soberanos de 
Estados extranjeros se convertiría en mero papel mojado.  

Se ha sostenido la improcedencia de estas resoluciones para la resolución del presente 
supuesto alegándose que en ellas no se plantea cuestión alguna de inmunidad de jurisdicción (vid. 
J.L. Iriarte Ángel, en Bitácora Millenium Dipr, Revista nº 12, pp. 61–68, p. 65. Pues bien, 
evidentemente es imposible disentir con esta afirmación porque es así. Nada tienen que ver estas 
resoluciones con la posible inmunidad de jurisdicción del Estado cubano, una cuestión sobre la 
que me centraré a continuación. Pero desde luego sí son esenciales para el problema que estamos 
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ahora abordando, es decir, si nuestros tribunales pueden enjuiciar un acto soberano de un Estado 
extranjero que no afecta a ningún bien ubicado en España. Y como ya sabemos, la respuesta del 
TS es clara: no. 

3. Cuestiones relativas a la inmunidad de jurisdicción. ¿Existe cuando el Estado no es el 
demandado? La segunda cuestión relevante que plantea la demanda atañe a la apreciación de 
una posible inmunidad de jurisdicción del Estado cubano. Evidentemente, la objeción más clara 
para apreciar inmunidad de jurisdicción en este caso reside en el hecho de que la parte 
demandada es la sociedad española y no la cubana. Ahora bien, una reflexión más sosegada 
podría llevar a una respuesta contraria. Y para ello resulta necesario tener presente que la 
normativa sobre inmunidad de jurisdicción de la Ley Orgánica sobre privilegios e inmunidades 
de los Estados extranjeros (LO 16/2015), al igual que la práctica totalidad del contenido de dicha 
Ley, tiene como modelo, tal y como se afirma en su Preámbulo, a la Convención de 2004 de las 
Naciones Unidas sobre las Inmunidades Jurisdiccionales de los Estados y de sus Bienes, por lo 
que dicho instrumento constituye el referente directo y más autorizado para su interpretación 
[F.J. Garcimartín Alférez, Derecho internacional privado¸ 5ª ed., Madrid, 2019, p. 65; J. Martín y 
Pérez de Nanclares, “¿Por qué una Ley de Inmunidades? Primeras reflexiones a propósito de la 
pertinencia y el contenido de la Ley Orgánica 16/2015, de privilegios e inmunidades” La Ley 
Orgánica de 16/2015 sobre privilegios e inmunidades: gestación y contenido (J. Martín y Pérez de 
Nanclares, dir.), Cuadernos de la Escuela Diplomática, nº 55, Madrid, 2016, pp. 7–40, pp. 24–25)]. 

Pues bien, la Convención, contempla de forma expresa la posibilidad de que se aprecie 
inmunidad de jurisdicción pese a que el Estado no aparezca como demandado en el 
procedimiento. En concreto, el art. 6. 1 señala que podrá existir inmunidad de jurisdicción: (1) 
cuando el Estado es mencionado como parte en el proceso; (2) cuando no es mencionado como 
parte en el proceso, pero este proceso tiende efectivamente a menoscabar los bienes, derechos, 
intereses o actividades de ese otro Estado”.  

La doctrina ha advertido de las dificultades a la hora de delimitar el perímetro de casos en los 
que cabe considerar que existe un menoscabo de los bienes, derechos, intereses o actividades del 
Estado. Como se ha puesto de manifiesto con acierto, la amplitud de la redacción empleada por 
el precepto no puede servir para englobar cualquier tipo de afección de los intereses estatales, 
por mínima que sea. Pero lo que sí parece claro es que el perjuicio al que se refiere el art. 6.2º de 
la Convención sí existiría cuando la resolución dictada contuviera un pronunciamiento legal que 
afecte al Estado como, por ejemplo, la declaración de un título de propiedad (vid. T. Grant, “Article 
6”, en R. O’Keefe y C.J. Tams, The United Nations Convention on Jurisdictional immunities of States 
and their Property, Oxford, 2013, pp. 109–11). Y eso es justamente lo que acontece en el presente 
supuesto, en el que, como ya se ha indicado, el éxito de la demanda está condicionada a que se 
reconozca su condición de propietario del inmueble y, por tanto, la negación de tal cualidad para 
el Estado cubano. Por otro lado, aunque el art. 6.2 carece de indicación alguna sobre el marco 
procesal en el que deberá desenvolverse la apreciación de la inmunidad de jurisdicción de un 
Estado que no sea parte en el proceso, se considera que no será necesario que el Estado 
intervenga para invocar su inmunidad, por lo que deberá apreciarla de oficio el órgano 
jurisdiccional que conozca del asunto (T. Grant, “Article 6 …”, loc. cit., p. 111). 

Nuestro legislador ha sido sensible al contenido del art. 6.2 b) de la Convención. En concreto, 
el art. 2 a) de la LO 16/2015 estipula que: “A los efectos de la presente Ley Orgánica, se entiende 
por: a) Inmunidad de jurisdicción: prerrogativa de un Estado, organización o persona de no ser 
demandado ni enjuiciado por los órganos jurisdiccionales de otro Estado. En definitiva, la LO 
16/2015 parece asumir que la inmunidad de jurisdicción no sólo es predicable cuando se 
demanda a un Estado, sino también cuando se pretende que éste sea enjuiciado; es decir, cuando 
se entre a conocer de actos realizados por el propio Estado extranjero, aunque no sea demandado 
en el proceso. La redacción del precepto despeja las dudas que pudieran existir sobre esta 
cuestión antes de la promulgación de la LO 16/2015 (vid. F. Gascón Inchausti, Inmunidades 
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procesales y tutela judicial frente a Estados extranjeros, Cizur Menor (Navarra), 2008, p. 158). Si 
nuestro legislador no hubiera querido ampliar –siguiendo a la Convención de Naciones Unidas 
de 2004– la inmunidad de jurisdicción más allá de los casos en los que el Estado extranjero no es 
parte en el proceso, carecería de sentido haber incluido la palabra “enjuiciado”. Le habría valido, 
por el contrario, con limitarse a emplear la expresión “demandado”. 

La posición del Juzgado de primera instancia y de la Audiencia con respecto a este punto son 
radicalmente diferentes. El primero, pese a no citar expresamente ni la LO 16/2015 ni la 
Convención, utiliza argumentos que encajan con el modo en el que conciben el problema ambos 
textos normativos. De este modo, admite la existencia de inmunidad de jurisdicción del Estado 
cubano, pese a no haber sido demandado, al considerar que la resolución de la demanda exige 
necesariamente la valoración de actos de un Estado extranjero que se encuentran amparados por 
la inmunidad de jurisdicción, en concreto, la expropiación del inmueble.  

Por el contrario, la Audiencia entiende que no existe inmunidad de jurisdicción y para ello se 
basa, fundamentalmente, en la redacción del art. 51 de la propia Ley 16/2015, según el cual, “A 
los efectos de la presente Ley Orgánica, se entenderá que se ha incoado un proceso ante los 
órganos jurisdiccionales españoles contra cualquiera de los entes o personas que, de 
conformidad con la presente Ley Orgánica, gozan de inmunidad, si alguno de ellos es mencionado 
como parte contra la que se dirige el mismo. Ciertamente cuesta entender el argumento 
manejado por la Audiencia. Lo único que indica el precepto es que un ente que goce de 
inmunidad, incluidos por supuesto los Estados extranjeros, sólo puede considerarse como parte 
en el proceso cuando la demanda se dirija frente a él. Ahora bien, eso no quiere decir que sólo los 
Estados que hayan sido demandados puedan gozar de inmunidad. La presunción de racionalidad 
que debe acompañar necesariamente al legislador obliga a asumir que a la hora de definir el 
término “inmunidad” e identificar quiénes gozan de ella, la LO 16/2015 encomienda esta tarea al 
art. 2, cuyo título es, no se olvide “definiciones” y no a al art. 51, un precepto incluido en Título VII, 
cuyo título es “Cuestiones procedimentales”. De hecho, el propio art. 51 tiene claro que no es a él 
a quien corresponde la tarea de identificar el ámbito de la inmunidad de jurisdicción (objetivo y 
subjetivo) y que es necesario remitirse a otro precepto, desde el momento en que utiliza la 
expresión: “contra cualquiera de los entes o personas que, de conformidad con la presente Ley 
Orgánica, gozan de inmunidad”).  

4. ¿Existencia de una competencia exclusiva de los tribunales cubanos? En el caso de que se 
apreciara la inexistencia de inmunidad de jurisdicción, la posibilidad de que los tribunales 
españoles conocieran de la demanda se encontraría todavía condicionada al requisito de que los 
tribunales españoles tuvieran competencia judicial internacional sobre ella. El Juzgado de 
Primera Instancia, al margen de apreciar la inmunidad de jurisdicción, considera que no existiría 
tal competencia. Y para llegar a esta conclusión identifica con precisión la naturaleza de la 
pretensión ejercitada. Según el Juzgado, la actora fundamenta su acción en el hecho de que, dado 
que había sido privada ilícitamente de la propiedad del inmueble, sus derechos dominicales y 
posesorios sobre éste continuarían existiendo, motivo por el cual tendría legitimación para 
reclamar frente a la demandada, como actual poseedora de mala fe, por los beneficios 
económicos que hubiera obtenido. Todo ello supondría, según el Juzgado de primera instancia, 
que el éxito de la acción ejercitada por la demandante está condicionado de forma inexorable al 
reconocimiento de su condición de propietario o poseedor. 

El Juzgado no cita la jurisprudencia del TJUE que ha ido perfilando la posición del TJUE a la 
hora de incluir una determinada acción en el foro exclusivo en materia de derechos reales sobre 
bienes inmuebles, pero da argumentos de peso para entender que los requisitos impuestos por 
dicha jurisprudencia se verificarían en el presente supuesto. Recuérdese que el TJUE ha precisado 
que la competencia exclusiva en materia de bienes inmuebles abarca todas aquellas acciones 
destinadas a determinar, entre otras, la extensión, la consistencia, la propiedad o la posesión de 
un bien inmueble, o la existencia de otros derechos reales sobre dichos bienes; así como las 
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destinadas a garantizar a los titulares de esos derechos la protección de las facultades vinculadas 
a sus títulos (STJUE 2ª 14 febrero 2019 y todas las que cita). Desde el momento en que la acción 
ejercitada en el presente supuesto persigue la protección de las facultades inherentes a la 
condición de titular dominical y poseedor que la actora afirma ostentar, existen motivos de peso 
para su calificación como jurídico–real a los efectos del art. 24.1º Reglamento Bruselas I bis [o 22 
a) LOPJ]. 

Pero evidentemente, el inmueble no está en España, sino en Cuba. Por ello el Juzgado se ve 
obligado a admitir el “efecto reflejo” de los foros exclusivos para denegar la competencia de los 
tribunales españoles, una posibilidad no reconocida expresamente ni por el art. 24.1º 
Reglamento Bruselas I bis ni por el art. 22 a) LOPJ, pero que resulta obligada desde la lógica de 
reciprocidad cooperativa que impregna nuestro sistema de competencia judicial internacional. 
Es difícil aceptar sin caer en una grave incoherencia que nuestros tribunales se arroguen la 
competencia exclusiva cuando el litigio jurídico–real tuviera por objeto un inmueble situado en 
nuestro país y que el art. 46.1º.c) LCJI deniegue el reconocimiento de una resolución extranjera 
que viole el foro exclusivo español y, sin embargo, nuestros órganos jurisdiccionales se declaren 
competentes sobre litigios jurídico–reales relativos a inmuebles situados en el extranjero. 

La Audiencia Provincial, por el contrario, vuelve a disentir del criterio del juzgador de 
instancia y niega que la acción ejercitada sea de naturaleza real en los términos requeridos por 
los arts. 24.1º Reglamento Bruselas I bis y 22 a) LOPJ La Audiencia, a diferencia del Juzgado de 
primera instancia, sí hace un breve recorrido por la jurisprudencia de la Corte de Luxemburgo y 
extrae acertadamente sus líneas maestras. Sin embargo, más allá de eso, su argumentación en 
ningún caso parece indagar en la verdadera naturaleza de la pretensión, limitándose a dar por 
buena la calificación realizada por la actora, esto es, que se trata de una mera acción de 
enriquecimiento injusto y que, consecuentemente con ello, debe ser calificada como 
extracontractual. Ello supone que el foro general del domicilio del demandado quedaría expedito 
y, en consecuencia, los órganos jurisdiccionales españoles serían competentes.  

La posición de la Audiencia resulta especialmente sorprendente. Por un lado, indica con 
acierto lo siguiente: “No es suficiente, en consecuencia, que la acción afecte a un derecho real 
inmobiliario o tenga relación con un bien inmueble para determinar la competencia del tribunal 
del Estado miembro donde se halla el inmueble, sino que (el subrayado es mío) es necesario que 
la acción se base en un derecho real y no en un derecho personal (STJUE 16 noviembre 2016, C–
417/15: Schmidt, ap. 34)”. Ahora bien. parece no tener en cuenta que, precisamente la acción 
ejercitada por la sociedad cubana tiene su fundamento en un derecho real, ya que se invoca para 
defender los atributos inherentes a la condición de propietario y poseedor. (Iván HEREDIA 
CERVANTES)*. 

 

56. LA CLÁUSULA DE SUMISIÓN EXPRESA INVOCADA NO PUEDE SURTIR EFECTO, DE TAL MANERA QUE EL 
CONSUMIDOR CONSERVA EL FUERO ELECTIVO QUE LE OTORGA EL ART. 18.1º DEL REGLAMENTO BRUSELAS I 
(SAP Tenerife 3ª 28 junio 2019) 

57. LA CLÁUSULA DE SUMISIÓN EXPRESA INVOCADA NO PUEDE SURTIR EFECTO, DE TAL MANERA QUE EL 
CONSUMIDOR CONSERVA EL FUERO ELECTIVO QUE LE OTORGA EL ART. 18.1º DEL REGLAMENTO BRUSELAS I, 
SIENDO COMPETENTES LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES (SAP Tenerife 4ª 3 julio 2019)  

58. COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES CON RESPALDO EN EL FUERO ELECTIVO A FAVOR DEL 
CONSUMIDOR DEMANDANTE (SAP Tenerife 4ª 26 septiembre 2019)  

 
* Profesor Titular de Derecho internacional privado. Universidad Autónoma de Madrid. 
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59. COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES PARA CONOCER LA DEMANDA PRESENTADA POR 
CONSUMIDORES FRENTE A UNA ENTIDAD DOMICILIADA EN ESPAÑA (SAP Tenerife 3ª 15 octubre 2019) 

60. FUERO ELECTIVO A FAVOR DEL CONSUMIDOR DEMANDANTE, QUE PODRÁ PRESENTAR SU DEMANDA ANTE 
EL ESTADO MIEMBRO EN EL CUAL ESTÉ DOMICILIADA LA PARTE DEMANDADA (AAP Tenerife 3ª 19 
diciembre 2018) 

61. NO CORRESPONDE IMPUGNAR LA COMPETENCIA EN EL TRÁMITE DE OPOSICIÓN AL MONITORIO EUROPEO 
QUE SOLO CONTEMPLA LA COMUNICACIÓN DE QUE SE OPONE. INCOMPETENCIA DE LA JURISDICCIÓN ESPAÑOLA 
POR EXISTIR UNA CLÁUSULA DE SUMISIÓN A LOS TRIBUNALES PORTUGUESES SUSCRITA POR UNA EMPRESA DEL 
GRUPO (AAP Valencia 6ª 29 julio 2019)  

62. NO HAY RELACIÓN ENTRE EL ACCESO A FUENTES DE PRUEBA Y LA ACCIÓN DE RECLAMACIÓN DE DAÑOS PARA 
QUE PUEDA CONSIDERARSE ANÁLOGA A LA PROTECCIÓN INTERDICTAL Y FUNDAMENTAR LA FALTA DE 
JURISDICCIÓN DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES (AAP Valencia 9ª 4 diciembre 2019)  

63. COMPETENCIA DEL ÓRGANO QUE CONOCE DEL FONDO DEL ASUNTO PARA CONOCER SOBRE MEDIDAS DE 
ACCESO A FUENTES DE PRUEBA. CARECE DE TODA LÓGICA QUE LA PARTE PERJUDICADA POR UNA ACTIVIDAD 
COLUSORIA TENGA QUE ACUDIR A UN PAÍS EXTRANJERO (LUGAR DE DOMICILIO DE LA DEMANDADA) PARA 
OBTENER EL ACCESO A FUENTES DE PRUEBA (AAP Valladolid 3ª 17 diciembre 2019) 

64. COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES PARA RESOLVER UNA CUESTIÓN DELICTUAL DERIVADA DE 
UNAS TRANSFERENCIAS ORDENADAS MEDIANTE ENGAÑO CONTRA UNA CUENTA CORRIENTE ABIERTA EN 
ZARAGOZA A FAVOR DE OTRA CUENTA ABIERTA EN LA REPÚBLICA CHECA (SAP Zaragoza 4ª 25 marzo 2019) 
 

CONTRATOS 

65. DOCTRINA DEL TS EN TORNO A LA APLICACIÓN DE LA CONVENCIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE LOS 
CONTRATOS DE COMPRAVENTA INTERNACIONAL DE MERCADERÍAS DE 1989 (STS Civ 1ª 6 julio 2020) 

66. LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES SON COMPETENTES PARA CONOCER DE CONTRATOS EN LOS QUE LAS PARTES 
SE HAYAN SOMETIDO EXPRESAMENTE MEDIANTE FÓRMULAS CONOCIDAS EN EL MERCADO INTERNACIONAL 
(SAP A Coruña 3ª 8 noviembre 2019)  

67. COMPETENCIA JUDICIAL INTERNACIONAL DE LOS TRIBUNALES DEL ESTADO EN EL QUE, SEGÚN EL CONTRATO, 
HUBIEREN SIDO O DEBIEREN SER ENTREGADAS LAS MERCADERÍAS (AAP Alicante 5ª 31 enero 2019) 

68. INCOMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES EN UN PLEITO RELATIVO A LA COMPRAVENTA DE UN 
CABALLO EN BÉLGICA (AAP Asturias 7ª 27 junio 2019) 

69. DETERMINACIÓN DE LA NATURALEZA DE UN CONTRATO INTERNACIONAL A LOS EFECTOS DE LA 
COMPETENCIA OBJETIVA DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES (AAP Barcelona 17ª 7 febrero 2019) 

70. COMPETENCIA JUDICIAL INTERNACIONAL EN UN CONTRATO DE AGENCIA CON CLÁUSULA DE SUMISIÓN 
EXPRESA A UN TRIBUNAL DE LA UE, SIENDO AMBAS PARTES CONTRATANTES NACIONALES DE ESTADOS 
MIEMBROS (AAP Barcelona 14ª 15 febrero 2019)  

71. DERECHO APLICABLE A LA EXISTENCIA Y VALIDEZ DEL CONTRATO, DE CONFORMIDAD CON EL ART. 8 DEL 
CONVENIO DE ROMA DE 1980 (SAP Barcelona 11ª 27 marzo 2019) 

72. LAS CLÁUSULAS CUESTIONADAS SON CLARAS Y NO SE HA ACREDITADO ABUSO DE UNA POSICIÓN DOMINANTE 
Y NO SE PUEDE INFERIR DICHA POSICIÓN DE LA CONDICIÓN DE EXTRANJERO DEL CONTRATANTE O DE SU FALTA 
DE DOMINIO DEL IDIOMA (SAP Barcelona 14ª 16 abril 2019) 
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73. COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES EN MATERIA DE OBLIGACIONES CONTRACTUALES, CUANDO 
AL DETERMINARSE QUE LA “OBLIGACIÓN PRINCIPAL” OBJETO DE LA DEMANDA DEBE CUMPLIRSE EN ESPAÑA 
(AAP Barcelona 16ª 23 mayo 2019) 

En demanda de reclamación de cantidad contra un demandado domiciliado en Singapur, la 
competencia no deriva de las distintas obligaciones del contrato, como pretende la demandada 
en sus alegaciones, sino más limitadamente de la que es ‘objeto’ de la demanda (art. 22 quinquies 
LOPJ ) y es evidente que se reclama el pago de la mercancía y el mismo debe realizarse en España 
mediante transferencia (Banco de Sabadell) tras 21 días de entregarse la mercancía (y no contra–
reembolso). 

74. SOMETIMIENTO TÁCITO DE LAS PARTES A LA LEY ESPAÑOLA EN UNA RELACIÓN JURÍDICA DE CARÁCTER 
CONTRACTUAL (SAP Barcelona 11ª 3 julio 2019) 

[Vid. H. Aguilar Grieder, H.: “Problemas de ley aplicable en el marco de un contrato internacional 
de agencia comercial: comentario a la sentencia de la Audiencia Provincial de Barcelona (Sección 
11ª) de 3 julio 2019”, Cuadernos de Derecho Transnacional, vol. 12, nº 1, 2020, pp. 435–443] 

75. ÁMBITO DE LA LEY APLICABLE A UN CONTRATO DE AGENCIA INTERNACIONAL (SAP Barcelona 11ª 4 julio 
2019) 

76. NORMAS APLICABLES A LOS CONSUMIDORES Y USUARIOS, CUALQUIERA QUE SEA LA LEY ELEGIDA POR LAS 
PARTES PARA REGIR EL CONTRATO, CUANDO ÉSTE MANTENGA UNA ESTRECHA RELACIÓN CON EL TERRITORIO 
DE UN ESTADO MIEMBRO DEL EEE (SAP Barcelona 11ª 15 noviembre 2019) 

77. ADMISIÓN DE UNA DECLINATORIA INTERNACIONAL TRAS VERIFICAR LA EXISTENCIA DE UNA CLÁUSULA DE 
SUMISIÓN EXPRESA A LOS TRIBUNALES NORTEAMERICANOS (AAP Barcelona 19ª 29 enero 2020) 

78. HA DE ENTENDERSE POR LUGAR DE CUMPLIMIENTO EL LUGAR QUE GARANTIZA EL VÍNCULO DE CONEXIÓN 
MÁS ESTRECHO ENTRE EL CONTRATO Y EL ÓRGANO JURISDICCIONAL COMPETENTE (AAP Barcelona 1ª 29 
junio 2020) 

79. SE PRESUME A LA COMPRADORA, DOMICILIADA EN LA REPÚBLICA POPULAR CHINA, EL CONOCIMIENTO DE 
LA NORMATIVA SOBRE IMPORTACIÓN DE PRODUCTOS ALIMENTARIOS DEL PAÍS DE SU NACIONALIDAD (SAP 
Granada 5ª 31 octubre 2019) 

80. COMO LOS ACTORES Y LA DEMANDADA TIENEN SU DOMICILIO EN EL REINO UNIDO Y EXISTE SUMISIÓN A LOS 
TRIBUNALES INGLESES DEBE DECLARARSE LA INCOMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES EN UN ASUNTO 
DE TIMESHARE (AAP Gran Canaria 5ª 3 abril 2019) 

81. DEBE ESTARSE A LA NORMATIVA INTERNACIONAL DEL CONVENIO DE VIENA DE 1980, QUE PREVÉ UN 
PLAZO DE CADUCIDAD Y NO DE PRESCRIPCIÓN PARA EL EXAMEN DE LAS MERCANCÍAS (SAP Lleida 2ª 26 
marzo 2019) 

82. ACREDITACIÓN SUFICIENTE DEL PLAZO DE PRESCRIPCIÓN DE ACUERDO CON EL DERECHO CHECO (SAP 
Madrid 13ª15 febrero 2019)  

83. CONDENA A UN BANCO POR HABER REALIZADO UNA TRANSFERENCIA A TRAVÉS DE UNA ENTIDAD 
AMERICANA, QUE LA BLOQUEÓ POR LA NACIONALIDAD CUBANA DEL ACTOR, EN APLICACIÓN DE LAS SANCIONES 
IMPUESTAS POR EE UU (SAP Madrid 10ª 2 marzo 2020) 

84. LEY APLICABLE A LA COMERCIALIZACIÓN DE DERECHOS DE APROVECHAMIENTO POR TURNOS DE BIENES 
INMUEBLES (SAP Málaga 4ª 28 junio 2019)  
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85. LA AP DE MÁLAGA CONFIRMA SU DOCTRINA EN TORNO A LA COMPETENCIA JUDICIAL INTERNACIONAL Y A 
LEY APLICABLE EN LA COMERCIALIZACIÓN DE DERECHOS DE APROVECHAMIENTO POR TURNOS DE BIENES 
INMUEBLES (SAP Málaga 4ª 19 julio 2019)  

86. COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES PARA DECLARAR LA NULIDAD DE UN CONTRATO DE 
APROVECHAMIENTO POR TURNOS (AAP Málaga 5ª 18 septiembre 2019) 

87. COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES PARA DECLARAR LA NULIDAD DE UN CONTRATO DE 
APROVECHAMIENTO POR TURNOS (SAP Málaga 5ª 31 octubre 2019) 

88. APLICACIÓN DE LA LEY ESPAÑOLA A UN CONTRATO SOBRE UNA VIVIENDA SITUADA EN BRASIL CON 
RESPALDO EN EL ART. 10.5º CC (SAP Murcia 1ª 20 abril 2020) 

En el litigio principal se ejercita una acción de responsabilidad por incumplimiento de la 
obligación legal establecida en el apartado 2 del art. 1 de la Ley 57/1968, al no haber exigido la 
entidad financiera demandada a la promotora/vendedora la constitución de aval para garantizar 
la devolución de las cantidades anticipadas en caso de frustración de la construcción, de una 
vivienda en Brasil. Comprador y vendedor, habrían pactado la aplicación de la ley española. Los 
compradores son españoles y el contrato se firma en España con una sociedad española que es 
propietaria de la totalidad de la empresa brasileña que desarrolla la promoción y que aparece 
como vendedora. 

89. LA MATERIA CONTRACTUAL ABARCA LAS OBLIGACIONES DERIVADAS DE COMUNIDADES DE PROPIETARIOS, 
PUES NO SE EXCLUYEN EN EL RB I BIS (ART. 1) Y ADEMÁS, TIENEN NATURALEZA CONTRACTUAL (SAP Palma 
de Mallorca 3ª 14 abril 2020) 

90. COMPETENCIA JUDICIAL INTERNACIONAL PARA DETERMINAR LA NULIDAD DE UN CONTRATO POR EL CUAL 
SE ADQUIERE UN PRODUCTO VACACIONAL, EN QUE LOS DEMANDANTES SON NACIONALES DEL REINO UNIDO, 
CON DOMICILIO EN AQUEL PAÍS (AAP Tenerife 4ª14 mayo 2019) 

91. FUERO ELECTIVO A FAVOR DEL CONSUMIDOR DEMANDANTE, DE NACIONALIDAD BRITÁNICA Y DOMICILIO EN 
EL REINO UNIDO, EN CONTRATOS DE APROVECHAMIENTO POR TURNO (AAP Tenerife 4ª 14 mayo 2019 –II–) 
 

DERECHO DEL TRABAJO 

92. EL YATE COMO ESTABLECIMIENTO SECUNDARIO A EFECTOS DE LA DETERMINACIÓN DE LA COMPETENCIA 
JUDICIAL EN MATERIA DE CONTRATO INDIVIDUAL DE TRABAJO (STS Soc 1ª 19 noviembre 2019) 

[Vid. G. Palao Moreno, “El yate como establecimiento secundario a efectos de la determinación de 
la competencia judicial en materia de contrato individual de trabajo (A propósito de la sentencia 
TS 19 noviembre 2019)”, REEI, nº 39, 2020, pp. 19–25] 

93. COMPETENCIA DE LA JURISDICCIÓN SOCIAL ESPAÑOLA EN UNA DEMANDA BASADA EN QUE LA PRESTACIÓN 
DE SERVICIOS SE REALIZABA HABITUALMENTE EN “SU BASE”, DÓNDE COMIENZA Y TERMINA EL VUELO, ESTO ES, 
TENERIFE SUR (STSJ Canarias Soc 2 septiembre 2019) 

94. PROCEDENCIA DE LA JURISDICCIÓN ESPAÑOLA Y DE LA LEY ESPAÑOLA EN UN DESPIDO DISCIPLINARIO POR 
SER LA DEL PAÍS EN EL QUE EL TRABAJADOR REALIZA EL TRABAJO CON MÁS HABITUALIDAD (STSJ Cataluña 
Soc 27 mayo 2019) 

95. ESTIMACIÓN DE LA INMUNIDAD DE JURISDICCIÓN DE LA EMBAJADA DE INDONESIA EN UNA RECLAMACIÓN 
POR DESPIDO (STSJ Madrid Soc 1ª abril 2019) 
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96. APLICACIÓN DE LA LEY DE ARABIA SAUDÍ A LA EXTINCIÓN CONTRACTUAL DE LA RELACIÓN LABORAL DE UN 
ADMINISTRATIVO CONTABLE, AL SERVICIO DE LA OFICINA ECONÓMICA Y COMERCIAL DE ESPAÑA EN RIAD 
(STSJ Madrid Soc 21 mayo 2019) 

97. NO ES APLICABLE LA LEGISLACIÓN COREANA EN MATERIA DE SEGURIDAD SOCIAL A UN TRABAJADOR AL 
SERVICIO DE LA ADMINISTRACIÓN ESPAÑOLA EN EL EXTRANJERO (STSJ Madrid Soc 28 junio 2019) 

98. EL REGLAMENTO ROMA I NO ES LEGISLACIÓN EXTRANJERA SOMETIDA A PRUEBA, SINO DERECHO DE LA UNIÓN 
EUROPEA SOBRE EL CUAL SE APLICA EL PRINCIPIO IURA NOVIT CURIA (STSJ Madrid Soc 2ª5 febrero 2020) 

99. ACCIDENTE LABORAL EN ESPAÑA DE TRES TRABAJADORES PORTUGUESAS Y ACCIÓN DE REPETICIÓN POR LA 
COMPAÑÍA ASEGURADORA (SAP Madrid 9ª 10 julio 2019) 
 

DERECHO MARÍTIMO 

100. VALIDEZ DE LAS CLÁUSULAS DE SOMETIMIENTO A JURISDICCIÓN DE LOS TRIBUNALES EXTRANJEROS 
INCORPORADAS A LOS CONOCIMIENTOS DE EMBARQUE AL MARGEN DE LAS FIRMAS QUE FIGUREN EN LOS 
MISMOS (AAP Cádiz 5ª 8 enero 2019) 

101. EN LAS FECHAS EN LAS QUE SE PRODUJO EL TRANSPORTE LITIGIOSO, LA NORMATIVA BRASILEÑA PERMITÍA LA 
ENTREGA SIN LA TENENCIA DEL CONOCIMIENTO DE EMBARQUE ORIGINAL (SAP Valencia 9º 16 enero 2019) 

102. CLÁUSULA DE SUMISIÓN A TRIBUNAL EXTRANJERO EN CONOCIMIENTO DE EMBARQUE (AAP Barcelona 
15ª 13 febrero 2019) 

[Vid. J.J. Álvarez Rubio, “Una acertada orientación jurisprudencial en relación a la validez y alcance 
de la cláusula sumisoria a favor de tribunal extranjero contenida en un conocimiento de 
embarque. Comentario al Auto de 13 febrero 2019 de la AAP de Barcelona (Sección 15)”, 
Cuadernos de Derecho transnacional, vol. 11, nº 2, 2019, pp. 388–401] 

103. ABORDAJE DEL BUQUE Y POSTERIOR RETENCIÓN DE LA NAVE DURANTE VARIAS SEMANAS EN UN PUERTO 
AJENO AL DE DESTINO NO IMPUTABLES AL CARGADOR (SAP Barcelona 15ª 14 febrero 2019) 

104. EMBARGO PREVENTIVO INAUDITA PARTE DE UN BUQUE DE BANDERA POLACA (SAP Palma de Mallorca 
5ª 11 marzo 2019) 

105. ESTIMACIÓN DE UNA DECLINATORIA INTERNACIONAL CON RESPALDO EN LOS PRECEPTOS DE LA LEY DE 
NAVEGACIÓN MARÍTIMA (AAP Barcelona 15ª 18 marzo 2019) 

106. DEBE APLICARSE EL ART. 25 RB I Y POR TANTO LA SUMISIÓN EXPRESA A LOS TRIBUNALES DE LONDRES 
EN UN SUPUESTO DE TRANSPORTE MARÍTIMO, PUES EL REINO UNIDO SIGUE SIENDO PARTE DE LA UE (AAP 
Barcelona 15ª 18 abril 2019) 

107. NO PROCEDE ACORDAR DE UNA FORMA URGENTE EL EMBARGO PREVENTIVO DE UN BUQUE DE BANDERA 
MARROQUÍ, PUES DICHA MEDIDA, MÁS QUE PRECAUTORIA CONSTITUYE UNA PRESIÓN CONTRA LA DEMANDADA 
(AAP Cádiz 5ª 30 abril 2019) 

108. IMPOSIBILIDAD DE APRECIACIÓN DE OFICIO DE LA FALTA DE JURISDICCIÓN INTERNACIONAL EN UN 
ASUNTO DE EMBARGO PREVENTIVO DE BUQUES (AAP Palma de Mallorca 5ª 13 mayo 2019) 

109. LA LEY DIFERENCIA ENTRE LA JURISDICCIÓN SOBRE EL FONDO Y LA COMPETENTE PARA TRABAR EL 
EMBARGO PERO PARA QUE ÉSTE OPERE DEBE SOMETERSE AL CONOCIMIENTO DE UNA JURISDICCIÓN 
EXTRANJERA O DE UN TRIBUNAL ARBITRAL (AAP Palma Mallorca 5ª 27 mayo 2019) 
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110. SIENDO NOTORIA LA NATURALEZA USUAL O HABITUAL DE LOS PACTOS DE SUMISIÓN EN EL COMERCIO 
MARÍTIMO INTERNACIONAL, SU CONOCIMIENTO CABE PRESUMIRLO (AAP Madrid 28ª 5 julio 2019) 

111. EL ADQUIRENTE DEL CONOCIMIENTO DE EMBARQUE SÓLO QUEDARÁ VINCULADO POR LA CLÁUSULA DE 
SUMISIÓN SI HA SIDO NEGOCIADA INDIVIDUAL Y SEPARADAMENTE AL ADQUIRIR EL TÍTULO (SAP Barcelona 
15ª 23 julio 2019) 

112. LA LNM MODIFICÓ EL RÉGIMEN DE OPONIBILIDAD DE LAS CLÁUSULAS DE SUMISIÓN A LOS TERCEROS QUE 
NO SON PARTE EN EL CONOCIMIENTO DE EMBARQUE (AAP Barcelona 15ª 7 octubre 2019) 

113. ESTIMACIÓN DE UNA DECLINATORIA POR SER COMPETENTES LOS TRIBUNALES LONDINENSES PARA 
CONOCER DEL LITIGIO POR MOR DE LA CLÁUSULA DE SUMISIÓN JURISDICCIONAL EN UN CONTRATO DE 
TRANSPORTE CUYO TÍTULO ES UNA CARTA DE PORTE (AAP Valencia 9ª 18 noviembre 2019) 

114. PROCEDE ESTIMAR UNA DECLINATORIA INTERNACIONAL PORQUE LA ENTIDAD ASEGURADA ES UN 
TRANSPORTISTA CONTRACTUAL CON EXPERIENCIA EN EL SECTOR Y HABERSE APORTADO LA CONFIRMACIÓN DE 
QUE LAS PARTES SE SUJETAN A LAS CONDICIONES GENERALES PUBLICITADAS POR LA NAVIERA (AAP Valencia 
9ª 27 enero 2020)  

115. LA LNM MODIFICÓ EL RÉGIMEN DE OPONIBILIDAD DE LAS CLÁUSULAS DE SUMISIÓN A LOS TERCEROS QUE 
NO SON PARTE EN EL CONTRATO: EL DESTINATARIO QUE RECIBE EL CONOCIMIENTO DE EMBARQUE DEL 
CARGADOR Y LOS SUCESIVOS TENEDORES (AAP Barcelona 15ª 20 mayo 2020) 

116. DESESTIMACIÓN DE UNA DECLINATORIA INTERNACIONAL POR NO ACREDITARSE HAYA EXISTIDO UNA 
NEGOCIACIÓN ESPECÍFICA Y SEPARADA DE LA CLÁUSULA DE SUMISIÓN EN UN CONOCIMIENTO DE EMBARQUE 
(AAP Barcelona 15ª 29 mayo 2020) 

La AP de Barcelona estima el recurso de apelación contra la sentencia del Juzgado de lo 
Mercantil que había admitido la declinatoria de jurisdicción con base en una cláusula de 
sometimiento a los tribunales de Marsella contenida en un conocimiento de embarque. Ni la 
aseguradora demandante ni su asegurado, destinatario de la mercancía pero no cargador, habían 
participado en el contrato del que surgió el conocimiento de embarque alegado por la 
demandada, ni, por tanto, tuvieron oportunidad de negociar o incluir cláusulas en el 
conocimiento de embarque emitido unilateralmente por la demandada. 
 

Observaciones: 1. La determinación del régimen normativo aplicable a las cláusulas 
atributivas de jurisdicción contenidas en los conocimientos de embarque suscita de nuevo un 
debate jurídico que el Auto de la sección nº 15 de la AAP de Barcelona de 20 mayo 2020 resuelve 
de forma acertada. La decisión es una muestra más de que la interacción entre los diversos 
bloques normativos que confluyen en este sector del transporte marítimo internacional de 
mercancías exige descender a cada caso en concreto para poder así seleccionar de forma acertada 
la norma al amparo de la cual ha de ser analizada la extensión y límites de la autonomía de la 
voluntad de las partes. 

2. El Auto ahora comentado estima el recurso de apelación formulado y en consecuencia 
desestima la declinatoria de jurisdicción planteada por la entidad actora, al considerar que los 
tribunales españoles tienen jurisdicción para conocer de la demanda interpuesta. En su decisión, 
la Audiencia realiza una acertada y exhaustiva descripción de la posición del TJUE, del Tribunal 
Supremo y de la suya propia acerca de las cláusulas de sumisión contenidas en conocimientos de 
embarque, así como sobre su alcance y validez conforme al régimen normativo vigente con 
anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 14/2014, de 24 de julio, de Navegación Marítima (en 
adelante, LNM), para a continuación señalar que el marco legal aplicable ha cambiado 
sustancialmente con la entrada en vigor de la misma al introducir modificaciones que afectan de 
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manera expresa a la validez de las cláusulas de sumisión insertas en conocimientos de embarque 
o en otros contratos de utilización del buque (cuestión abordada en los arts. 468 y 251 LNM), 
modificaciones que, a juicio de la Audiencia, obligan a revisar también la doctrina jurisprudencial 
y la posición de la Sala en relación al alcance de cláusulas atributivas de jurisdicción como la 
contenida en el conocimiento de embarque objeto del litigio ahora resuelto. 

3. Junto a este análisis de la extensión y límites conferido a la autonomía de la voluntad de las 
partes en la LNM, la resolución judicial ahora comentada realiza una acertadísima reflexión 
acerca de la interacción entre los diversos bloques normativos en presencia (el bloque 
convencional, el europeo y el interno–español). 

De este modo, y con acierto, la Audiencia considera que la nueva LNM modifica el régimen de 
oponibilidad de las cláusulas de sumisión respecto a los terceros que no son parte en el contrato 
(el destinatario que recibe el conocimiento de embarque del cargador y los sucesivos tenedores). 
En efecto, se trata de una situación que el art. 25 del Reglamento BI–bis no contempla 
expresamente; dicho precepto regula la eficacia de los acuerdos atributivos de competencia entre 
las partes que los suscriben (cargador y transportista). La Audiencia cita en apoyo de su tesis la 
decisión del TJUE en la Sentencia de 9 noviembre 2000 (asunto Corek Maritime, C–387–98, 
ECLI:EU:C:2000:606), al dar respuesta a las cuestiones prejudiciales que se le plantearon sobre 
el entonces vigente art. 17 del Convenio de Bruselas (antecesor del art. 25 del Reglamento) que, 
a su vez, distinguió entre la eficacia de la cláusula de sumisión inter partes y respecto del tercero 
tenedor. 

En referencia a las cláusulas de sumisión contenidas en los documentos y contratos de 
transporte marítimo (habitualmente los conocimientos de embarque y las pólizas de fletamento) 
la norma española condiciona su validez a que hayan sido negociadas individual y 
separadamente, no siendo la mera inserción de una cláusula de jurisdicción en el condicionado 
impreso de un contrato, por sí sola, prueba de su validez y del consentimiento de las partes. 

4. Y en el caso ahora planteado el derecho nacional conforme al cual debe valorarse si el 
destinatario se subrogó en los derechos del cargador, aceptando la cláusula de sumisión expresa 
pactada con el porteador, es el ordenamiento español y en concreto, el art. 251 LNM, conforme a 
la cual, “el adquirente del conocimiento de embarque adquirirá todos los derechos y acciones del 
transmitente sobre las mercancías, excepción hecha de los acuerdos en materia de jurisdicción y 
arbitraje, que requerirán el consentimiento del adquirente en los términos señalados en el 
capítulo I del título IX”. Esto es, el adquirente del conocimiento de embarque sólo quedará 
vinculado por la cláusula de sumisión “si ha sido negociada individual y separadamente” (art. 468 
LNM). 

En este caso no hay prueba alguna de que haya existido una negociación específica y separada 
de la cláusula de sumisión y por tanto el documento no cumple los requisitos exigidos por la LNM. 
Por todo ello la decisión de la Audiencia ha de estimarse como correcta y acertada. (Juan José 
ÁLVAREZ RUBIO)*. 
 

DIVORCIO 

117. COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES AL EXISTIR CONSTANCIA DE QUE EL ÚLTIMO DOMICILIO 
CONYUGAL DE LOS LITIGANTES ESTABA SITUADO EN ESPAÑA (AAP Toledo 1ª 22 enero 2019) 

118. FALTA DE COMPETENCIA JUDICIAL INTERNACIONAL PARA UN PROCESO DE DIVORCIO POR CORRESPONDER 
A LOS TRIBUNALES DE INGLATERRA Y GALES (AAP Santander 2ª 12 febrero 2019) 

 
* Catedrático de Derecho internacional privado UPV/EHU. 
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En la demanda presentada en España por el actor, de nacionalidad española, contra la esposa 
demanda con residencia habitual en Reino Unido y “que ha podido obtener la nacionalidad 
británica” no concurre la circunstancia de la residencia habitual en España de aquél durante seis 
meses anteriores a la presentación de la demanda. No obsta la declaración de incompetencia el 
hecho de que el juzgado español fuese el primero en conocer de la cuestión. 

119. COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES PARA EL DIVORCIO DE UN MATRIMONIO CELEBRADO EN 
TÁNGER (SAP Barcelona 12ª 26 febrero 2019) 

120. NO HAY MOTIVO PARA DENEGAR EL EXECUÁTUR DE UNA SENTENCIA DE DIVORCIO CUBANA, PORQUE NO 
SE DA LA INDEFENSIÓN A LA QUE ALUDE EL ART. 46.1º.B) LCJIC (AAP Vizcaya 4ª 5 marzo 2019) 

121. COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES CON RESPECTO A LA ACCIÓN DE DISOLUCIÓN DEL VÍNCULO 
MATRIMONIAL POR DIVORCIO, Y EN SU CASO, A LA EXTINCIÓN DEL RÉGIMEN ECONÓMICO MATRIMONIAL (AAP 
Girona 2ª 28 marzo 2019) 

[Vid. M. Herranz Ballesteros, “Aplicación práctica de la Ley de Cooperación Jurídica Internacional 
en Materia Civil. Análisis de la excepción de litispendencia internacional y de otros aspectos a 
propósito del auto de la AP de Gerona (Sección 2ª) de 28 marzo 2019”, Cuadernos de Derecho 
Transnacional, vol. 12, nº 1, 2020, pp. 596–609] 

122. SOLICITUD DE RECONOCIMIENTO DE UNA SENTENCIA EXTRANJERA DE DIVORCIO. CONFLICTO NEGATIVO 
DE COMPETENCIA TERRITORIAL PLANTEADO ENTRE UN JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA DE BARCELONA Y 
OTRO DE SEVILLA. (ATS 1ª 2 abril 2019) 

123. NO EXISTE NINGÚN OBSTÁCULO PARA CONCEDER EL EXECUÁTUR DE UNA SENTENCIA DE DIVORCIO 
MARROQUÍ PORQUE LA CITACIÓN O EMPLAZAMIENTO DEL DEMANDADO A LA AUDIENCIA PÚBLICA ES UN 
FORMALISMO NO SUSTANCIAL Y PERFECTAMENTE SUPERABLE (AAP Tarragona 1ª4 abril 2019) 

La Audiencia entiende que los dos intentos previos de conciliación en los que sí fue emplazado 
el demandado, estando presente y representado, constituyen unidad de procedimiento con el 
posterior proceso que pronunció el divorcio. 

124. DISOCIACIÓN ENTRE LA COMPETENCIA JUDICIAL INTERNACIONAL PARA CONOCER DEL DIVORCIO Y PARA 
REGULAR LA RESPONSABILIDAD PARENTAL (AAP Valencia 10ª 10 abril 2019)  

125. PROCEDE UN EXECUÁTUR PARCIAL DE UNA SENTENCIA CANADIENSE DE DIVORCIO A LOS EFECTOS DE SU 
INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO CIVIL (AAP Barcelona 18ª 10 abril 2019) 

126. DENEGACIÓN DE UNA SENTENCIA MARROQUÍ DE DIVORCIO POR LA INCAPACIDAD ABSOLUTA DEL 
DEMANDADO (AAP Tarragona 1ª 9 mayo 2019)  

127. AL NO HABERSE SOLICITADO EN ESPAÑA LA EJECUCIÓN DE UNA SENTENCIA DE DIVORCIO DICTADA EN 
MARRUECOS NO PUEDE CONCEDERSE EFECTO ALGUNO A LA MISMA (SAP Málaga 4ª 27 mayo 2019) 

128. DECLARACIÓN DEL DIVORCIO DEL MATRIMONIO CONTRAÍDO POR LOS LITIGANTES EN TEL AVIV POR 
CONSTAR EL DOMICILIO FAMILIAR, TRAS LA CELEBRACIÓN DEL MATRIMONIO, EN BARCELONA (SAP Barcelona 
12ª 30 mayo 2019) 

129. COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES EN UN PROCEDIMIENTO DE DIVORCIO PORQUE EL 
DEMANDANTE ES ESPAÑOL Y TIENE SU RESIDENCIA HABITUAL EN ESPAÑA SEIS MESES ANTES DE LA 
INTERPOSICIÓN DE LA DEMANDA (AAP CORUÑA 6ª 7 JUNIO 2019) 
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130. COMPETENCIA PARA EL EXECUÁTUR DE UNA SENTENCIA EXTRANJERA DE DIVORCIO DE LOS JUZGADOS DEL 
DOMICILIO DE LA PERSONA A QUIEN SE REFIEREN LOS EFECTOS DE DICHA RESOLUCIÓN (AAP Barcelona 12ª 
11 junio 2019) 

131. TENIENDO EN CUENTA LA LEGISLACIÓN APLICABLE TANTO A NIVEL DE COMPETENCIA TERRITORIAL, COMO 
DE LA LEY PERSONAL, LA AUDIENCIA PROVINCIAL CONSIDERA QUE DEBEN CONTINUARSE CON EL 
PROCEDIMIENTO DE DIVORCIO (AAP Sevilla 2ª 13 junio 2019) 

132. ESTIMACIÓN DE UNA DECLINATORIA DE JURISDICCIÓN EN UN PROCESO DE DIVORCIO, POR CORRESPONDER 
LA COMPETENCIA A LOS TRIBUNALES DE ANDORRA (AAP Lleida 2ª 13 junio 2019) 

133. DENEGACIÓN DE UNA SENTENCIA DE DIVORCIO MARROQUÍ POR INSUFICIENCIA DE LA DOCUMENTACIÓN 
PRESENTADA (AAP Cádiz 6ª 17 junio 2019) 

134. AL TENER LOS CÓNYUGES LITIGANTES MARROQUÍES SU RESIDENCIA HABITUAL EN ESPAÑA EL DIVORCIO 
DE LOS MISMOS ESTÁ SUJETO A LA LEY ESPAÑOLA (SAP Girona 2ª 18 junio 2019) 

135. VIABILIDAD DEL EXECUÁTUR DE UNA SENTENCIA DE DIVORCIO PRONUNCIADA EN MARRUECOS (AAP 
Vizcaya 4ª 2 julio 2019) 

136. ADMISIÓN A TRÁMITE DE UNA DEMANDA EXECUÁTUR PARA EL RECONOCIMIENTO DEL DOCUMENTO 
PÚBLICO DE ESCRITURA DE CESE DE EFECTOS CIVILES DE MATRIMONIO CATÓLICO, SUSCRITO POR UN NOTARIO 
DE COLOMBIA (AAP Vitoria 1ª 8 julio 2019) 

137. COMPETENCIA TERRITORIAL DEL JUZGADO ANTE EL CUAL SE INTERPONGA LA SOLICITUD DE EXECUÁTUR 
DE UNA SENTENCIA DE DIVORCIO, SIN PERJUICIO DE SU INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO CIVIL CENTRAL (AAP A 
CORUÑA 4ª 19 JULIO 2019) 

138. JURISDICCIÓN COMPETENTE Y LEY APLICABLE EN DIVORCIO DE NACIONALES FRANCESES (SAP Girona 2ª 
24 julio 2019) 

[Vid. L.A. Pérez Martín, “Trascendencia de la residencia habitual en las crisis familiares en el 
Derecho europeo. Comentario de la sentencia de 24 julio 2019 de la Sección Segunda de la 
Audiencia Provincial de Girona”, Cuadernos de Derecho Transnacional, vol. 12, nº 1, 2020, pp. 657–
672]. 

139. DENEGACIÓN DEL EXECUÁTUR DE UN DIVORCIO PRONUNCIADO EN CUBA POR NO APORTARSE LOS 
DOCUMENTOS REQUERIDOS NI DARSE EXPLICACIÓN O RESPUESTA ALGUNA AL REQUERIMIENTO (AAP Vitoria 
1ª 31 julio 2019) 

140. APLICACIÓN DE LA MOUDAWANA A UN DIVORCIO DE DOS MARROQUÍES SOLICITADO POR EL MARIDO SIN 
ALEGACIÓN DE CAUSA, QUE EQUIVALE AL REPUDIO O TALAQ (SAP Barcelona 12ª 10 septiembre 2019) 

141. PARADOJA DE QUE LAS PARTES, RESIDENTES EN ESPAÑA, VEAN CERRADO EL PROCESO –POR COSA 
JUZGADA– Y AL TIEMPO VEAN COMO SE DECLARA INEJECUTABLE LA SENTENCIA MARROQUÍ, LO QUE IMPEDIRÍA 
CONTRAER NUEVO MATRIMONIO AQUÍ (AAP Barcelona 12ª 18 septiembre 2019) 

142. CUESTIÓN DE COMPETENCIA NEGATIVA ENTRE JUZGADOS DE PRIMERA INSTANCIA PARA ENTENDER DEL 
EXECUÁTUR DE UNA SENTENCIA DE DIVORCIO PRONUNCIADA EN MARRUECOS (AAP Barcelona 12ª 12 
octubre 2019) 

143. COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES PARA ACORDAR MEDIDAS PROVISIONALES DERIVADAS DE 
UN DIVORCIO EN RELACIÓN CON DOS MENORES (AAP Barcelona 18ª 14 octubre 2019) 
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144. APLICACIÓN DE LAS REGLAS DE LA SANA CRÍTICA EN LA DETERMINACIÓN DE LAS CAPITULACIONES 
MATRIMONIALES DE DOS CÓNYUGES ALEMANES QUE SOLICITARON SU DIVORCIO EN ESPAÑA (SAP Palma de 
Mallorca 4ª 28 octubre 2019)  

145. APLICACIÓN DEL DERECHO ESPAÑOL A UN DIVORCIO DE MATRIMONIO CONTRAÍDO EN POLONIA POR SER 
ESPAÑA LA ÚLTIMA RESIDENCIA HABITUAL Y EL PERÍODO DE RESIDENCIA NO HABER FINALIZADO MÁS DE UN 
AÑO ANTES DE LA INTERPOSICIÓN DE LA DEMANDA (SAP Madrid 22ª 7 noviembre 2019) 

146. SE ACUERDA LA ADMISIÓN A TRÁMITE DE UNA SOLICITUD DE EXECUÁTUR DE DIVORCIO PRONUNCIADO EN 
ARGENTINA, SIN PERJUICIO DE QUE PROCEDA DURANTE EL CURSO DEL PROCEDIMIENTO EFECTUAR 
REQUERIMIENTOS COMPLEMENTARIOS (AAP Barcelona 18ª 20 noviembre 2019)  

147. DENEGACIÓN DEL EXECUÁTUR DE UNA SENTENCIA DE DIVORCIO MARROQUÍ POR NO HABER APORTADO LA 
DEMANDANTE NADA QUE PUEDA CALIFICARSE DE SENTENCIA ORIGINAL O COPIA AUTÉNTICA DE LA MISMA 
(AAP Cádiz 6ª 20 noviembre 2019)  

148. NO ES NECESARIA LA INTERVENCIÓN JUDICIAL PARA QUE SURTA EFECTO EN ESPAÑA UN ACTA NOTARIAL 
DE DIVORCIO OTORGADA EN QUITO (AAP ALICANTE 4ª 27 NOVIEMBRE 2019)  

149. LA AUDIENCIA ADMITE UNA DEMANDA DE SOLICITUD DE EXECUÁTUR DE UNA SENTENCIA DE DIVORCIO 
MARROQUÍ POR RAZONES DE ECONOMÍA PROCESAL, AL HABERSE APORTADO LA DOCUMENTACIÓN AL LETRADO 
DESPUÉS DEL AUTO RECURRIDO (AAP Barcelona 18ª 26 de noviembre 2019)  

150. DENEGACIÓN DEL EXECUÁTUR DE UNA SENTENCIA DE DIVORCIO MARROQUÍ POR HABERSE APORTADO 
ÚNICAMENTE UNA TRADUCCIÓN DE LA SENTENCIA AL ESPAÑOL SIN COPIA ORIGINAL (AAP ALICANTE 4ª 27 
NOVIEMBRE 2019)  

151. INADMISIÓN A TRÁMITE DE UNA SOLICITUD DE MEDIDAS CAUTELARES AL CONSIDERAR QUE EXISTE 
PENDIENTE DE EXECUÁTUR UNA RESOLUCIÓN JORDANA DE DIVORCIO (AAP Vitoria–Gasteiz 1ª 3 diciembre 
2019) 

152. DENEGACIÓN DEL EXECUÁTUR DE UNA SENTENCIA DE DIVORCIO MARROQUÍ POR HABER SIDO SOLICITADO 
DE FORMA TOTALMENTE IMPROCEDENTE Y ENGAÑOSA (AAP Valencia 10ª 9 diciembre 2019)  

153. INADMISIÓN DEL EXECUÁTUR DE UNA SENTENCIA ARGELINA DE DIVORCIO AL NO HABERSE ACREDITADO 
LA NOTIFICACIÓN DE LA SENTENCIA AL DEMANDADO NI LA FIRMEZA DE LA RESOLUCIÓN (AAP Barcelona 18ª 
11 diciembre 2019) 

154. TENIENDO EN CUENTA QUE SE INICIÓ UN PREVIO PROCEDIMIENTO DE EXECUÁTUR, QUE NO CONSTA QUE 
HAYA FINALIZADO, LA SENTENCIA DE DIVORCIO MARROQUÍ NO PUEDE PRODUCIR EFECTOS EN ESPAÑA (SAP 
Murcia 5ª17 diciembre 2019)  

155. IMPROCEDENCIA DE LA DECISIÓN JUDICIAL APELADA, DE INADMISIÓN IN LIMINE LITIS DE LA SOLICITUD 
PLANTEADA DE EXECUÁTUR DE UNA SENTENCIA SUIZA DE DIVORCIO (AAP A CORUÑA 4ª 19 DICIEMBRE 2019) 

156. RECONOCIMIENTO DE UNA SENTENCIA DE DIVORCIO DICTADA POR EL TRIBUNAL DE GHANA POR NO 
CONCURRIR NINGUNA DE LAS CAUSAS DE DENEGACIÓN CONTEMPLADAS EN EL ART. 46 LCJIMC (AAP 
Barcelona 18ª 20 diciembre 2019)  

157. CONFIRMACIÓN DEL RECONOCIMIENTO Y EJECUCIÓN DE LA SENTENCIA DE DIVORCIO DICTADA POR EL 
JUZGADO DE TÁNGER (AAP Barcelona 18ª 10 enero 2020) 

158. INADMISIÓN A TRÁMITE DE UNA DEMANDA DE DIVORCIO POR NO JUSTIFICARSE EL ÚLTIMO DOMICILIO O 
RESIDENCIA EN ESPAÑA DEL DEMANDANTE Y DE LA DEMANDADA (AAP Salamanca 1ª 14 enero 2020) 
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159. COMPETENCIA TERRITORIAL PARA EL RECONOCIMIENTO DE UNA SENTENCIA EXTRANJERA DE DIVORCIO A 
LOS FINES DE SU INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO CIVIL CENTRAL, CON SEDE EN MADRID (ATS Civ 1ª 21 enero 
2020) 

160. COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES PARA ACORDAR LA MODIFICACIÓN DE UNA SENTENCIA 
ORIGINARIA DE MARRUECOS (AAP Barcelona 12ª 29 enero 2020) 

161. LEY APLICABLE AL DIVORCIO DE UN MATRIMONIO ALEMÁN EN APLICACIÓN DEL REGLAMENTO ROMA III 
(SAP Barcelona 18ª 21 febrero 2020)  

162. ADMISIÓN DE UNA DEMANDA DE RECONOCIMIENTO EN ESPAÑA DE SENTENCIA DE DIVORCIO DICTADA POR 
UN JUZGADO DE MONTEVIDEO POR TENER LA ACTORA DOMICILIO EN ESPAÑA (SAP Valencia 2 marzo 2020) 

163. LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES RESULTAN COMPETENTES PARA CONOCER DE UNA DEMANDA DE DIVORCIO, 
Y A FALTA DE TODA ALEGACIÓN Y PRUEBA DEL DERECHO RUMANO, RESULTA TAMBIÉN APLICABLE EL DERECHO 
ESPAÑOL (SAP Toledo 1ª 4 marzo 2020) 

164. NO HAY NINGÚN OBSTÁCULO PARA CONCEDER EL EXECUÁTUR DESDE EL PUNTO DE VISTA DE LA TUTELA 
JUDICIAL PUES LA RECURRENTE TUVO PERFECTO CONOCIMIENTO DE TODO EL PROCEDIMIENTO DE DIVORCIO 
SEGUIDO EN NADOR (AAP Tarragona 1ª 4 marzo 2020) 

165. NULIDAD DE ACTUACIONES POR LA FALTA DE DILIGENCIA JUDICIAL EN EL EMPLAZAMIENTO DE LA 
DEMANDADA EN LA INDIA EN UN LITIGIO DE DIVORCIO EN ESPAÑA (SAP Barcelona 15 mayo 2020) 

166. LA SOLICITUD DE RECONOCIMIENTO DE EFECTOS CIVILES DE LA SENTENCIA EXTRANJERA SE PLANTEA 
COMO PRINCIPAL Y NO COMO INCIDENTAL, HABIENDO OPTADO EL ACTOR POR PRESENTAR UN PROCEDIMIENTO 
DE DIVORCIO DE FORMA SEPARADA (AAP Barcelona 12ª 29 mayo 2020) 

167. EJECUCIÓN DE UNA SENTENCIA RUMANA PUES, SIENDO LOS LITIGANTES RUMANOS ES EVIDENTE QUE EL 
TRIBUNAL RUMANO ERA COMPETENTE, SIN QUE SE PUEDA CONTEMPLAR UN FORUM SHOPPING (AAP 
Barcelona 18ª 29 mayo 2020) 

168. COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES PARA DECRETAR MEDIDAS DE DIVORCIO AUNQUE EL 
DEMANDADO RESIDA EN FRANCIA (AAP Barcelona 12ª 2 junio 2020) 
 

DOCUMENTOS 

169. NECESIDAD DE LA APOSTILLA PARA QUE LOS DOCUMENTOS OTORGADOS EN EL EXTRANJERO TENGAN 
VALOR EN JUICIO (SAP Asturias 6ª 22 marzo 2019) 

170. INADMISIÓN A TRÁMITE UNA DEMANDA DE MEDIDAS PROVISIONALES, SIN PERJUICIO DE LO QUE LA 
DEMANDANTE PUEDA INSTAR LA AVERIGUACIÓN DEL VALOR DEL DOCUMENTO NOTARIAL OTORGADO POR EL 
PADRE (AAP Vitoria 1ª 19 julio 2019) 
 

EXTRANJERÍA 

171. CONFIRMACIÓN DEL ACTO ADMINISTRATIVO DENEGATORIO DE UNA AUTORIZACIÓN DE RESIDENCIA POR 
REAGRUPACIÓN FAMILIAR, POR CARECER DE MEDIOS ECONÓMICOS PARA SOSTENER A SU MUJER (STSJ 
Andalucía CA 1ª 9 enero 2019) 



556                                  ANUARIO ESPAÑOL DE DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 2019–2020 

AEDIPr, t. XIX–XX, 2019–2020 
ISSN 1578–3138 

172. LA FALTA DE JUSTIFICACIÓN DE INICIO DEL PROCEDIMIENTO PREVISTO EN EL ART. 63 LEY EXTRANJERÍA 
ES UNA MERA IRREGULARIDAD FORMAL NO INVALIDANTE SI NO HA CAUSADO INDEFENSIÓN (STS CA 5ª 5 
febrero 2019) 

[Vid. J.M. Pey González, “La nulidad de la resolución administrativa de expulsión del extranjero 
consecuencia de la elección y tramitación incorrecta del expediente administrativo sancionador 
(preferente versus ordinario) Comentario urgente (que no preferente) a la Sentencia del Tribunal 
Supremo nº 120/2019, de 5 de febrero”, Diario La Ley, nº 9368, 2019] 

173. AUTORIZACIÓN DE SALIDA DE ESPAÑA DE UNA MENOR HIJA DE UN MARROQUÍ Y DE UNA BIELORRUSA 
(AAP Barcelona 12ª 6 mayo 2019)  

174. EL TS ENTIENDE QUE LA CONCESIÓN DE LA TARJETA SANITARIA A LOS PADRES DE CIUDADANOS DE LA UE 
RESIDENTES EN ESPAÑA NO SUPONE LA EXISTENCIA AUTOMÁTICA DE ESE DERECHO (STS Soc 13 mayo 2019) 

175. EL TS RECONOCE EL DERECHO A UNA PRÓRROGA DE AUTORIZACIÓN DE RESIDENCIA TEMPORAL POR 
RAZÓN DE ARRAIGO FAMILIAR (STS CA 5ª 27 mayo 2019) 

176. EL ART. 7 DEL RD 240/07 (RESIDENCIA SUPERIOR A TRES MESES DE CIUDADANOS DE UN ESTADO 
MIEMBRO DE LA UE O DE OTRO ESTADO PARTE EN EL ACUERDO SOBRE EL EEE), ES APLICABLE A LA 
REAGRUPACIÓN DE FAMILIARES NO COMUNITARIOS DE CIUDADANOS ESPAÑOLES (STS CA 5ª 3 junio 2019) 

177. EL TS DA LA RAZÓN AL PADRE EXTRANJERO DE UN NIÑO ESPAÑOL A QUIEN SE DENEGÓ LA PRÓRROGA DE 
LA AUTORIZACIÓN EXCEPCIONAL DE RESIDENCIA POR ARRAIGO FAMILIAR (STS CA 10 junio 2019) 

178. RECONOCIMIENTO DEL DERECHO A QUE POR LA DELEGACIÓN DEL GOBIERNO EN MURCIA SE CONCEDA 
UNA AUTORIZACIÓN DE RESIDENCIA TEMPORAL POR REAGRUPACIÓN FAMILIAR RESPECTO DE LA HIJA MENOR 
DE EDAD AL TIEMPO DE LA SOLICITUD (STSJ Murcia CA 19 julio 2019) 

179. PLAZO DE 6 MESES PARA LA CADUCIDAD DE LOS PROCEDIMIENTOS SANCIONADORES EN MATERIA DE 
EXTRANJERÍA (STS CA 5ª 9 octubre 2019) 

180. UTILIZAR LA LEY 12/2009 EN SOLICITUD DE PROTECCIÓN INTERNACIONAL PARA ELUDIR LA EXPULSIÓN 
DEL TERRITORIO NACIONAL DECLARADA ADMINISTRATIVAMENTE ES UN CLARO FRAUDE DE LEY, Y NO PUEDE NI 
DEBE SURTIR EFECTO (STS CA 5ª 29 octubre 2019) 

181. DETERMINACIÓN DE LA EDAD DE UN EXTRANJERO INDOCUMENTADO (SAP Barcelona 24 enero 2020) 

182. FRENTE A LA DOCUMENTACIÓN NO PUEDE OTORGARSE A LA PRUEBA MÉDICA MAYOR FUERZA 
PROBATORIA PARA DETERMINAR LA EDAD DE UN EXTRANJERO (SAP Barcelona 12 febrero 2020) 

183. CONCESIÓN DEL AMPARO ANTE LA DENEGACIÓN DE UNA SOLICITUD DE TARJETA DE RESIDENCIA POR UN 
CÓNYUGE PERUANO CASADO CON UNA ESPAÑOLA QUE CONTABA CON MEDIOS ECONÓMICOS SUFICIENTES PARA 
MANTENERLE (STC 1ª 9 marzo 2020) 

184. SUSPENSIÓN PROVISIONAL DE LA ENTREGA DE UN CIUDADANO POLACO, SIN PERJUICIO DE LA PRÓRROGA 
SI FUERE NECESARIO, EN ATENCIÓN A LA EVOLUCIÓN DE LA PANDEMIA Y MANTENIMIENTO DE LA PRISIÓN 
PROVISIONAL (AAN CP 1ª 6 abril 2020) 

185. CON LOS ELEMENTOS DE PRUEBA MÉDICAS DE QUE SE DISPONE Y VALORANDO EL CONJUNTO DE LA 
PRUEBA, ASÍ COMO LA POSTURA PROCESAL DE AMBAS PARTES, EL RECURRENTE NO ERA MENOR DE EDAD 
CUANDO LLEGÓ A NUESTRO PAÍS (AAP Barcelona 7 mayo 2020) 

186. EL TS ESTABLECE QUE NO SE PUEDE SUSTITUIR UNA PENA DE PRISIÓN INFERIOR A UN AÑO IMPUESTA A 
UN CIUDADANO EXTRANJERO POR UNA DE EXPULSIÓN (STS 26 mayo 2020) 
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FILIACIÓN 

187. GESTACIÓN POR SUSTITUCIÓN Y ADOPCIÓN. APROBACIÓN DE LA ADOPCIÓN DE UNA NIÑA NACIDA EN KIEV 
DE GESTACIÓN SUBROGADA POR PARTE DE UN MATRIMONIO ESPAÑOL QUE OBTUVO LA INSCRIPCIÓN DE DICHA 
FILIACIÓN EN EL CONSULADO DE ESA LOCALIDAD (SAP Murcia 4ª 31 enero 2019) 

188. LEY APLICABLE Y JURISDICCIÓN COMPETENTE EN UNA ACCIÓN DE IMPUGNACIÓN DE LA FILIACIÓN 
MATRIMONIAL (SAP Girona 2ª 5 febrero 2019) 

189. CONEXIONES EN CASCADA PARA LA DETERMINACIÓN DE LA LEY APLICABLE A LA FILIACIÓN (SAP Murcia 
5ª 29 marzo 2019) 

190. CONTRARIEDAD CON EL ORDEN PÚBLICO EL RECONOCIMIENTO DE UNA SENTENCIA DOMINICANA QUE 
HOMOLOGA UN ACUERDO ENTRE LA MADRE BIOLÓGICA Y LA ESPOSA DEL PADRE DEL NIÑO POR EL CUAL SE 
OTORGA LA GUARDA, CUSTODIA Y PATRIA POTESTAD (AAP Lugo 1ª 9 abril 2019) 

191. COMPETENCIA JUDICIAL INTERNACIONAL EN MATERIA DE FILIACIÓN Y DE RELACIONES PATERNO– 
FILIALES, PROTECCIÓN DE MENORES Y DE RESPONSABILIDAD PARENTAL (AAP 18ª Barcelona 11 abril 
2019) 

192. EL TS DESESTIMA UN RECURSO DE QUEJA EN RELACIÓN CON UN AUTO POR EL QUE SE DENIEGA LA 
ADMISIÓN DEL RECURSO DE CASACIÓN CONTRA LA SENTENCIA QUE RESOLVIÓ UNA ACCIÓN DE RECLAMACIÓN DE 
FILIACIÓN NO MATRIMONIAL CONECTADA CON FRANCIA (ATS Civ 1ª22 mayo 2019) 

193. DECISIÓN UNILATERAL DE SOMETERSE A UN PROCESO DE FECUNDACIÓN IN VITRO EN RUSIA SIN MEDIAR 
CONSENTIMIENTO FORMAL EXPRESO Y PREVIO DEL ACTOR DETERMINA QUE ÉSTE NO ES EL PADRE BIOLÓGICO 
(SAP Palma de Mallorca 4ª 19 junio 2019) 

194. LA KAFALA NO TIENE UNA CORRESPONDENCIA EN NUESTRO DERECHO CON LOS VÍNCULOS DE FILIACIÓN 
QUE, A TRAVÉS DEL DIVORCIO, PUEDE CONLLEVAR LA CONSTITUCIÓN DE RELACIONES PATERNO FILIALES (SAP 
Alicante 4ª 16 octubre 2019)  

195. LA DOCUMENTACIÓN QUE APORTA LA DEMANDANTE SOBRE REGISTROS Y NOTARÍAS DEL ESTADO DE 
MÉXICO NO PRODUCE EFECTO SOBRE LA FILIACIÓN DETERMINADA EN EL ÁMBITO INTERNO ESPAÑOL (SAP 
León 1ª 6 noviembre 2019)  

La AP resuelve el recurso de apelación contra la desestimación de la demanda de primera 
instancia en la que la demandante y luego apelante solicitaba la nulidad de un testamento, por 
preterición no intencional, y subsidiariamente la legítima que decía corresponderle en su 
condición de hija de la causante. La desestimación se fundamenta en la falta de legitimación por 
no ser realmente hija de dicha causante. 
 

Observaciones: 1. Nos encontramos ante un caso esperpéntico que, sin embargo, pone a 
prueba diversos mecanismos de solución típicos del Derecho internacional privado. La solución 
parece obvia, pero ya de la descripción sucinta efectuada nos podemos imaginar un típico caso 
de cuestión previa (filiación–sucesión) y, tras una lectura transversal del supuesto, parece que 
habrá que decidir, desde otra perspectiva, la del reconocimiento, si la demandante tenía o no 
razón. Los hechos, sin embargo, y al margen de cualquier conceptualización desde el Derecho 
internacional privado, lo que nos muestran es una demanda oportunista, por emplear un adjetivo 
benévolo. 

2. La demandante había nacido en España en el año 1950, trasladándose de muy niña a México 
con una hermana de su padre (su tía carnal y causante de la sucesión) y su esposo. En México se 
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inscribe como hija de estos últimos (de sus tíos) con el correspondiente cambio de apellidos (que, 
por casualidad serían los mismos que ostentaba en España pero en distinto orden). Sostiene que 
viene siendo hija de la causante desde entonces (en México) y reclama lo que considera suyo en 
la sucesión en tal calidad. 

La AP no se plantea ningún tipo de problema de relaciones entre la ley sucesoria y la ley 
rectora de la filiación. La primera es la española del Código civil por virtud del art. 9.8´º CC, de 
haber fallecido la tía de la demandante con nacionalidad española con anterioridad al 17 agosto 
2015. Sería también la misma ley española, de haber fallecido tras esa fecha, al tener la causante 
su última residencia habitual en España (donde había regresado años antes). No obvia, sin 
embargo, la cuestión de ley aplicable a la filiación que aborda mediante la aplicación del art. 9.4º 
Cc en los siguientes términos: considera aplicable la ley nacional española, ya que era esa la 
residencia habitual y la nacionalidad que tenía la demandante en el momento del nacimiento. En 
un momento anterior se había referido, exclusivamente, a la nacionalidad española. Realmente 
no se aprecia qué art. 9.4º está aplicando. Reparemos en que el art. 9.4º Cc surgido de la reforma 
de 2015, contempla como primera conexión la de la residencia habitual del hijo en el momento 
del establecimiento de la filiación (cualquiera que sea la forma de entender este momento, que 
no es pacífica); y que la norma aplicable en el momento de presentación de la demanda en 
primera instancia era el nuevo art. 9.4º y no el antiguo, lo que no me plantea dudas sobre su 
aplicabilidad, desde la perspectiva de la sucesión de normas de conflicto (máxime con la peculiar 
–y ésta a mi juicio errónea– interpretación extensiva que ha hecho el TS: STS 223/2018 y 
224/2018, de 17 de abril). Es posible (aunque no cierto) que la Audiencia haya sido consciente 
de esta cuestión temporal, cuando en otro momento cita el art. 112 Cc. En todo caso, pienso que 
de plantear el tema en términos de ley aplicable a la filiación y llegar a aplicar la legislación 
mexicana esta sería fácilmente descartable a favor de la española, en el hipotético caso de que la 
mexicana determinase la filiación reclamada por la demandante. Lo razonaré más tarde. 

3. La postura, más o menos clara (porque existe una gran dosis de contradicción en múltiples 
aspectos) que la demandante sostiene es que ella es hija de la causante en México y que esa 
filiación debe ser reconocida en España. Para ello se pertrecha de la documentación mexicana 
que así lo atestigua, aunque la sentencia pone de manifiesto un buen número de flecos en los que 
en la obtención de esa documentación la interesada habría utilizado tanto su identidad 
“mexicana” como su identidad “española”. Lo cierto es que sus tíos la inscribieron en el Registro 
civil mexicano como hija suya y con sus apellidos en los primeros años cincuenta. La idea de 
“reconocimiento” de su filiación mexicana, sin embargo, topa con un obstáculo que, a mi juicio, 
sería igual de contundente desde la perspectiva de la ley aplicable: en España hay establecida y 
registrada una filiación contradictoria con la que se pretende, sin que se haya podido demostrar 
cambio alguno por mor de una adopción válida, ni puede darse efectos a una resolución judicial 
mexicana que, afirma los datos que existen en el Registro civil mexicano sobre un filiación natural 
que, simplemente no existe. De instarse, en su caso, una solicitud de reconocimiento de dicha 
resolución no creo que superase la excepción de orden público: una sentencia extranjera (que no 
se refiere a una adopción válida) declara algo que manifiestamente contradice hechos notorios y 
la verdad biológica. 

Hay otros datos que aderezan lo sorprendente de la demanda desde un punto de vista, si se 
quiere, de vodevil: la demandante se ampara en su presunta filiación “mexicana” para tratar de 
heredar a su tía (cuya maternidad ¡natural! alega), pero no había dudado en ampararse en su real 
filiación “española” para heredar a su padre (biológico) cuando este falleció en España, otorgando 
en México poder a favor de su hermana para aceptar pura simplemente la herencia de aquél.  

4. La solución de la AP de León obvia el problema de la cuestión previa (de ley aplicable), trata 
alternativamente el tema desde la doble perspectiva de la ley aplicable a la filiación y del 
reconocimiento del estatus de filiación extranjero, y simplemente rechaza que la demandante 
pueda ser la hija de su tía, pues en España, desde que nació, tiene inscrita una filiación 
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contradictoria que sólo por adopción o por sentencia podría desvirtuarse. Algo simple, por lo que 
podría haberse comenzado y concluido. (S.A.G.) 

196. COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES PARA EL EJERCICIO DE UNA ACCIÓN DE RECLAMACIÓN DE 
FILIACIÓN PATERNA PESE A TENER EL DEMANDANTE SU DOMICILIO EN AUSTRIA (AAP Asturias 13 febrero 
2020) 

197. INCOMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES PARA CONOCER EN UN PROCESO DE IMPUGNACIÓN DE 
FILIACIÓN PATERNA DE UN MENOR RESIDENTE EN ARGENTINA Y TRASLADADO A ESPAÑA POR SU TÍA (SAP 
Barcelona 12ª 25 mayo 2020) 

198. AL SER EL MENOR MARROQUÍ HAY QUE ESTAR A SU LEY NACIONAL Y COMO MARRUECOS PROHÍBE LA 
ADOPCIÓN, SERÁ JURÍDICAMENTE NULA Y NO PUEDE TRAMITARSE EN ESPAÑA (AAP Barcelona 18ª 10 junio 
2020) 

199. EL TITULAR DE LA KAFALA ADQUIERE EL COMPROMISO DE HACERSE CARGO VOLUNTARIAMENTE DEL 
CUIDADO, DE LA EDUCACIÓN Y DE LA PROTECCIÓN DEL MENOR (MAKFUL), DE LA MISMA MANERA QUE UN PADRE 
LO HARÍA PARA CON SU HIJO (SAP Barcelona 18ª 11 junio 2020) 
 

INMUNIDAD 

200. DOCTRINA DEL TS SOBRE INMUNIDAD DE JURISDICCIÓN A PROPÓSITO DE LA EJECUCIÓN DE SEIS 
RESOLUCIONES ALEMANAS CONTRA LA REPÚBLICA ARGENTINA (STS Civ 1ª octubre 2019) 

201. DESESTIMADO EL RECURSO DE APELACIÓN PRESENTADO POR EL GRUPO FRANCISCO HERNANDO 
CONTRERAS, S.L., QUIEN RECLAMA A GUINEA ECUATORIAL LA SUMA DE 458.739.210 EUROS POR UN 
SUPUESTO CONTRATO FIRMADO (SAP Madrid 10ª 4 noviembre 2019)  
 

INSOLVENCIA 

202. EL TS CONFIRMA LA COMPETENCIA INTERNACIONAL DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES PARA CONOCER DE 
UNA DEMANDA QUE PRETENDE HACER EFECTIVO EL CONVENIO ALCANZADO EN UN CONCURSO DE ACREEDORES 
PESE A EXISTIR EMBARGADOS UNOS CRÉDITOS EN NORUEGA (STS Civ 1ª 7 mayo 2019)  
 

MATRIMONIO 

203. EL HECHO DE QUE EXISTA UNA DIFERENCIA SIGNIFICATIVA DE EDAD ENTRE LOS CONTRAYENTES NO DICE 
NADA, POR SÍ SOLO, ACERCA DE LA AUTENTICIDAD Y REALIDAD DEL CONSENTIMIENTO MATRIMONIAL 
REALIZADO EN MARRUECOS (SAP Asturias 4ª 23 enero 2019) 

204. UNA COPIA DE LA LLAMADA YAUYÍA, RITO RELIGIOSO SEGUIDO EN MARRUECOS, COMO CERTIFICACIÓN DE 
MATRIMONIO NO PUEDE DESPLEGAR EFICACIA PROBATORIA DADO QUE NO REÚNE LOS REQUISITOS 
INELUDIBLES PARA SU AUTENTICIDAD EN ESPAÑA (AAP Málaga 7ª 7 marzo 2019) 

205. APRECIACIÓN DE UN MATRIMONIO DE CONVENIENCIA O SIMULADO (SAP Murcia 4ª 21 marzo 2019) 

[Vid. A. Ortega Giménez, “Los matrimonios de conveniencia en España. Comentario a la Sentencia 
de la Audiencia Provincial de Murcia de 21 marzo 2019”, Revista de Derecho migratorio y 
extranjería, nº 52, 2019, pp. 91–112] 
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206. LAS FOTOGRAFÍAS DE LA BODA SON PRUEBA IMPORTANTE PARA DETERMINAR SI ESTAMOS ANTE UN 
MATRIMONIO DE CONVENIENCIA (SAP Pontevedra 3ª 29 abril 2019) 

207. NULIDAD DE UN MATRIMONIO CELEBRADO EN BOGOTÁ E INSCRITO EN EL REGISTRO CIVIL CENTRAL AL 
ACREDITARSE LA EXISTENCIA DE VICIO DE SIMULACIÓN EN LA EMISIÓN DEL CONSENTIMIENTO (SAP Vizcaya 
4ª 30 abril 2019) 

208. NO HAY PRUEBA CONCLUYENTE DE QUE EL MATRIMONIO EN BOGOTÁ NO SE CONTRAJESE CON PLENO Y 
VERDADERO CONSENTIMIENTO MATRIMONIAL, AUNQUE DURASE MUY POCO TIEMPO, POR LO QUE NO PUEDE 
DECLARARSE SU NULIDAD (SAP Barcelona 12ª 6 mayo 2019)  

209. PROCEDE LA INSCRIPCIÓN DE UN MATRIMONIO ISLÁMICO POR SER VÁLIDO Y ESTAR CORRECTAMENTE 
FORMADO EL VÍNCULO CONFORME A LA LEY NACIONAL COMÚN DE LOS CONTRAYENTES (SAP Barcelona 12ª 
9 julio 2019) 

210. NULIDAD DE UN MATRIMONIO ENTRE UNA MARROQUÍ Y UN ESPAÑOL POR NO HABERSE ACREDITADO QUE LA 
SITUACIÓN DE LA ESPOSA EN ESPAÑA FUERA LEGAL Y EXISTIR SIMULACIÓN (SAP Valencia 10ª 10 julio 2019) 

211. SE ESTIMA UN RECURSO CONTRA LA RESOLUCIÓN DEL CÓNSUL DE ESPAÑA EN AGADIR AL NO EXISTIR 
ELEMENTOS SUSTANCIALES QUE PERMITAN COLEGIR QUE SE TRATA DE UN MATRIMONIO CONCERTADO (STSJ 
CA 1ª Madrid 16 septiembre 2019)  

212. SUPUESTO DE MATRIMONIO DE COMPLACENCIA, PUES LA PARTE DEMANDADA RECONOCIÓ QUE CONSINTIÓ 
EN LA UTILIZACIÓN DE SU DOCUMENTACIÓN PARA QUE OTRA PERSONA EN SU NOMBRE CONTRAJERA 
MATRIMONIO CON EL CODEMANDADO (SAP Barcelona 18ª 19 noviembre 2019) 

213. CRITERIOS PARA DETERMINAR SI SE ESTÁ ANTE UN SUPUESTO DE MATRIMONIO DE CONVENIENCIA (SAP 
Barcelona 18ª 29 enero 2020) 

214. EL ANÁLISIS CONJUNTO DE LA PRUEBA PRACTICADA APUNTA A LA VALIDEZ DE CONSENTIMIENTO 
MATRIMONIAL PRESTADO PESE A LA DIFERENCIA DE EDAD ENTRE LOS CONTRAYENTES (SAP Asturias ª 14 
mayo 2020) 

215. EL MATRIMONIO DE LAS PARTES DEMANDADAS TENÍA ORIGINARIAMENTE COMO OBJETIVO, NO EL 
CUMPLIMIENTO DE LAS FINALIDADES DEL VÍNCULO SINO LA REGULARIZACIÓN DE LA SITUACIÓN LEGAL DE LA 
ESPOSA (SAP Barcelona 29 mayo 2020) 
 

MENORES 

216. INCOMPETENCIA DE LOS ÓRGANOS JUDICIALES ESPAÑOLES CON BASE EN EL ART. 12.2º DEL RB II, PUES SE 
REFIERE A LA PRÓRROGA DE LA COMPETENCIA DEL JUZGADO QUE ESTÉ CONOCIENDO DEL DIVORCIO DE LOS 
PROGENITORES, UNA COMPETENCIA QUE SE EXTENDERÍA A LAS CUESTIONES RELATIVAS A LA RESPONSABILIDAD 
PARENTAL (SAP Valencia 10ª 9 enero 2019) 

217. LA RESIDENCIA HABITUAL DEL NIÑO ERA EN ESPAÑA, Y SI EL TRASLADO DEL MENOR ES ILÍCITO NO PUEDE 
DERIVARSE UN CAMBIO COMPETENCIAL (SAP A Coruña 4ª 24 enero 2019) 

218. POSIBILIDAD PARA INTERPONER UNA DEMANDA YA QUE NI SE HA OBTENIDO EL PREVIO RECONOCIMIENTO 
DE LAS MEDIDAS QUE SE CONTIENE EN LA DECISIÓN INICIAL RECAÍDA EN MARRUECOS, NI ES INVIABLE 
INTERPONER UNA NUEVA DEMANDA (AAP Huelva 2ª 7 febrero 2019) 

219. DETERMINACIÓN DE LA COMPETENCIA JUDICIAL INTERNACIONAL (REGLAMENTO 2201/2003) Y DE LA 
COMPETENCIA INTERNA (ART. 769.3º LEC) EN LOS PROCEDIMIENTOS SOBRE MENORES (SAP Alicante 9ª 8 
febrero 2019) 
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220. CARÁCTER ILÍCITO DE LA RETENCIÓN MENOR Y ACUERDO DE SU RETORNO A AUSTRALIA, LUGAR DE SU 
RESIDENCIA HABITUAL (SAP Valencia 10 ª 19 febrero 2019) 

221. LA AUDIENCIA DE GRANADA CONFIRMA LA CONDENA DE CINCO AÑOS DE CÁRCEL PARA UNA MUJER POR 
LA SUSTRACCIÓN DE SUS DOS HIJOS (SAP Granada 1ª 7 marzo 2019) 

222. ORDEN DE RESTITUCIÓN A MÉXICO DE UNA MENOR, QUE HABÍA SIDO TRASLADADA POR SU MADRE A 
ESPAÑA, (SAP Pontevedra 3ª 13 marzo 2019) 

El traslado a España del padre desposeído de la guarda y su actuación conforme al ejercicio 
ordinario de la responsabilidad parental en España no implica consentimiento al traslado, siendo, 
además, por cuenta de la madre todos los gastos que dicho traslado hubiera podido ocasionarle. 
La muy corta edad del menor desplazado no es obstáculo para la orden de retorno. 

223. AUTORIDAD COMPETENTE EN ESPAÑA PARA EMITIR UNA DECISIÓN O UNA CERTIFICACIÓN PREVISTA EN 
EL ART. 15 DEL CONVENIO DE LA HAYA DE 25 OCTUBRE 1980 SOBRE SUSTRACCIÓN DE MENORES (AAP 
Córdoba 1ª 14 marzo 2019) 

224. GRACIAS A LA VIGENCIA DEL CONVENIO DE LA HAYA DE 1980 NO HAY INCONVENIENTE EN QUE LA MENOR 
PUEDA VIAJAR A CHILE PARA CONOCER A SU FAMILIA MATERNA (SAP Barcelona 18ª 20 marzo 2019) 

225. COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES PARA CONOCER DE UNA DEMANDA SOBRE MEDIDAS 
PATERNO–FILIALES (AAP Barcelona 18ª 4 abril 2019) 

226. COMPETENCIA JUDICIAL INTERNACIONAL DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES PARA CONOCER DEL DIVORCIO, 
LA RESPONSABILIDAD PARENTAL Y LAS OBLIGACIONES ALIMENTICIAS SEGÚN LOS REGLAMENTOS 2201/2003 
Y 4/2009 (SAP Barcelona 12ª 15 abril 2019) 

227. ANTE UNA SUSTRACCIÓN DEL MENOR NO CONSENTIDA SE AUTORIZA AL PADRE A SALIR CON ÉL DEL 
TERRITORIO ESPAÑOL Y DESPLAZARSE A BÉLGICA (SAP Asturias, 4ª 8 mayo 2019) 

La AP de Asturias entrega al menor al padre en un caso de traslado ilícito, a quien se autoriza 
a salir, con el menor, del territorio español y desplazarse a Bélgica a la base militar de la OTAN, 
previo compromiso del padre a estar en todo momento localizable y a la devolución del menor y 
presentarse ante los jueces y autoridades españolas en el plazo que se ordene por estas. 
Paralelamente se estaba tramitando un procedimiento de divorcio entre padre y madre incoado 
por el padre ante los tribunales británicos. 

228. A EFECTOS DE UN EXECUÁTUR NO CONSTA QUE LA DECISIÓN ADOPTADA POR EL TRIBUNAL BELGA SEA 
MANIFIESTAMENTE CONTRARIA AL ORDEN PÚBLICO ESPAÑOL, TENIENDO EN CUENTA EL INTERÉS SUPERIOR 
DEL MENOR (AAP Barcelona 12ª 15 mayo 2019)  

229. SE DEJA SIN EFECTO LA PROHIBICIÓN DE SALIDA DEL TERRITORIO NACIONAL DE UN MENOR Y LA RETIRADA 
DE SU PASAPORTE, PUES NO HAY RIESGO DE UN TRASLADO ILÍCITO A UCRANIA (SAP Barcelona 12ª 15 mayo 
2019)  

230. RECONOCIMIENTO DE UNA SENTENCIA RUSA SOBRE GUARDA Y ALIMENTOS DE LA MENOR MATILDE EN 
APLICACIÓN DEL CONVENIO BILATERAL DE 1990 (AAP Barcelona 12ª 15 mayo 2019)  

231. COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES AL QUEDAR ACREDITADO QUE LOS MENORES RESIDEN EN 
ESPAÑA EN COMPAÑÍA DE SU PADRE (AAP Barcelona 12ª 22 mayo 2019) 

232. IMPROCEDENCIA DE LA RESTRICCIÓN DEL USO DEL PASAPORTE PARA VIAJAR A CUBA DE LA HIJA, QUE SE 
ACORDÓ AL TIEMPO DE LA SEPARACIÓN DEL PADRE Y LA MADRE (AAP 12ª Barcelona 23 mayo 2019) 
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233. NO HA LUGAR A ADOPTAR MEDIDAS PATERNOFILIALES RESPECTO DEL HIJO MENOR DE EDAD DE UN 
MATRIMONIO RUMANO, POR CARECER EL TRIBUNAL DE COMPETENCIA JUDICIAL INTERNACIONAL (SAP 
Guipúzcoa 2ª 31 mayo 2019) 

234. EL PADRE QUE RESIDE CON LA MENOR EN BOLIVIA HA ACEPTADO LA COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES 
ESPAÑOLES, POR LO QUE EXISTE COMPETENCIA PARA ADOPTAR LA MEDIDA DE GUARDA (SAP Barcelona 18ª 
1 junio 2019) 

En un procedimiento de modificación de medidas sobre responsabilidad parental y alimentos 
adoptadas en un proceso de divorcio, la AP verifica de oficio su competencia internacional y la 
afirma sobre la base del art. 12 del Reglamento 2201/2003, para las cuestiones atinentes a la 
responsabilidad parental y sobre el art. 3.d del Reglamento 4/2009, para las cuestiones 
alimenticias. El padre, demandante, y el menor residen en Bolivia, mientras que la madre tiene 
su residencia habitual en España. 

235. EL OBJETIVO DEL CONVENIO DE LA HAYA DE 1980 ES RESTITUIR A LOS MENORES SUSTRAÍDOS A SUS 
PAÍSES DE ORIGEN LO ANTES POSIBLE, PERO NO ABORDA EL PROBLEMA SUBYACENTE DE LA DISPUTA ENTRE LOS 
PADRES ACERCA DE LA RESPONSABILIDAD PARENTAL DE LOS MENORES (AAP 2ª Guipúzcoa 14 junio 2019) 

236. CUALESQUIERA QUE FUESEN LAS CAUSAS Y LOS RESPONSABLES DE LA DEMORA PARA LA RESTITUCIÓN DEL 
MENOR, NO PUEDE MENOSCABAR SU INTERÉS SUPERIOR IMPIDIENDO VALORAR SU SITUACIÓN ACTUAL DE 
INTEGRACIÓN EN EL NUEVO MEDIO (SAP Pontevedra 1ª 17 junio 2019) 

237. ACOGIMIENTO FAMILIAR PERMANENTE DE UNA MENOR MARROQUÍ ANTE LA PROHIBICIÓN DEL ART. 19.4 
DE LA LEY DE ADOPCIÓN INTERNACIONAL, DE CONSTITUIR LA ADOPCIÓN DE UN MENOR, CUANDO SU LEY 
NACIONAL LO PROHÍBA (AAP León 2ª 27 junio 2019) 

238. RECONOCIMIENTO EN ESPAÑA DE UNA DECISIÓN ECUATORIANA PUES NO PUEDE ENTENDERSE QUE LA 
ATRIBUCIÓN A UNO DE LOS PROGENITORES DEL EJERCICIO DE LA PATRIA POTESTAD EN EXCLUSIVA RESULTE 
CONTRARIO AL ORDEN PÚBLICO (AAP Palma de Mallorca 4ª 27 junio 2019) 

239. NO PUEDE DARSE POR ACREDITADA LA CONCURRENCIA DE LA EXCEPCIÓN PREVISTA EN EL ART. 13.B) DEL 
CONVENIO DE LA HAYA DE 1980, POR NO ESTAR JUSTIFICADA LA EXISTENCIA UN GRAVE RIESGO PARA EL 
MENOR (SAP A Coruña 4ª 5 julio 2019) 

240. LA MENOR RESIDE CON SU MADRE EN LA PROVINCIA DE BARCELONA POR LO QUE RESULTA LA 
COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES PARA PRONUNCIARSE SOBRE LA POTESTAD PARENTAL, GUARDA 
Y ALIMENTOS (AAP Barcelona 12ª 10 julio 2019) 

241. COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES PARA ADOPTAR MEDIDAS RESPECTO DE UN MENOR CON 
RESIDENCIA HABITUAL EN ESPAÑA (AAP Barcelona 18ª 17 julio 2019) 

242. LA COMPETENCIA DE PROTECCIÓN NO NACE DE LA NACIONALIDAD DEL MENOR, SINO DE SU ARRIBADA, 
PRESENCIA Y PERMANENCIA EN ESPAÑA (SAP Barcelona 18ª 18 julio 2019) 

243. LA OPOSICIÓN DE SALIDA DE ESPAÑA POR EL RIESGO DE SECUESTRO DEL NIÑO POR LA MADRE DURANTE 
LA ESTANCIA EN UN PAÍS EXTRANJERO NO ESTÁ JUSTIFICADA EN INDICIO ALGUNO (SAP Barcelona 12ª 22 
julio 2019) 

244. FALTA DE COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES LA PROHIBICIÓN DE SALIDA DEL TERRITORIO 
NACIONAL DEL MENOR (AAP Barcelona 12ª 25 septiembre 2019) 

La AP de Barcelona ratifica el auto del juzgado que rechaza la petición de la actora para que se 
declare la prohibición de cambio de residencia habitual del hijo común y deja sin efecto la 
prohibición de salida del territorio nacional del mismo. En relación con esta segunda cuestión 
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alega la inexistencia de competencia judicial internacional, pues el menor, al contrario de la 
situación en el momento de interposición de la demanda, ya no reside habitualmente en España, 
sino que se desplazó lícitamente con el padre al país de origen de éste. 

245. NEGATIVA A LA RESTITUCIÓN DE MENORES POR RECLAMACIÓN EXTEMPORÁNEA Y EN INTERÉS DEL 
MENOR (SAP Cádiz 5ª 25 septiembre 2019)  

246. LA COMPETENCIA JUDICIAL INTERNACIONAL PARA LA PROTECCIÓN NO NACE DE LA NACIONALIDAD DEL 
MENOR, SINO DE SU ARRIBADA, PRESENCIA Y PERMANENCIA EN ESPAÑA (SAP Barcelona 18ª 26 septiembre 
2019) 

247. COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES PARA ADOPTAR MEDIDAS RESPECTO DEL HIJO MENOR DE 
EDAD DE LAS PARTES EN FUNCIÓN DE LA RESIDENCIA HABITUAL DEL MENOR (AAP Barcelona 12ª 24 
octubre 2019) 

248. SE DEJA SIN EFECTO LA RESOLUCIÓN DE DESAMPARO POR RESIDIR LA MENOR EN BÉLGICA (AAP 
Barcelona 18ª 6 noviembre 2019) 

La declaración de desamparo preventivo dictada por la Administración no pudo hacerse 
efectiva, en primer término por no ser posible la localización de la menor y posteriormente por 
su traslado a Bélgica junto con la madre. Al abandonar el territorio español la Administración no 
puede seguir ejerciendo labores de protección de la menor sin perjuicio de que se envíe el 
expediente a las autoridades belgas. 

249. DE CONFORMIDAD CON EL DERECHO CANADIENSE, EXISTE UNA ATRIBUCIÓN DE TUTELA A FAVOR DE LA 
DEMANDANTE, QUE LE ATRIBUYE EL CUIDADO DE LA MENOR POR LO QUE EXISTE LEGITIMACIÓN DE LA MISMA 
PARA INTERPONER LA DEMANDA (AAP León 2ª 20 noviembre 2019) 

250. RESTITUCIÓN DE UN MENOR A SU PADRE Y TRASLADO A SU LUGAR DE RESIDENCIA EN ALEMANIA (SAP 
Vizcaya 4ª 28 noviembre 2019)  

251. NOS ENCONTRAMOS CON DOS MENORES DE NACIONALIDAD ESPAÑOLA, NACIDOS EN CATALUÑA Y 
RESIDENTES ALLÍ JUNTO A SUS PROGENITORES, POR LO QUE SON COMPETENTES LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES PARA 
CONOCER DEL PROCEDIMIENTO DE RECLAMACIÓN DE ALIMENTOS (AAP Barcelona 12ª 29 noviembre 2019) 

252. COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES EN PROCEDIMIENTO DE GUARDA Y CUSTODIA DE UNA 
MENOR EN VIRTUD DEL ART. 12 REGLAMENTO 2201/2003, POR TENER EL DEMANDANTE RESIDENCIA 
HABITUAL EN ESPAÑA EL AÑO INMEDIATAMENTE ANTERIOR A LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA (SAP 
Barcelona 18ª 2 diciembre 2019) 

253. AL DETERMINAR EL TRIBUNAL BELGA LA RESIDENCIA HABITUAL DEL MENOR CON EL PADRE EN BÉLGICA, 
LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES NO SON COMPETENTES PARA CONOCER DE UNA DEMANDA DE MODIFICACIÓN DE 
MEDIDAS (AAP Barcelona 18ª 9 diciembre 2019) 

254. RETORNO Y LA RESTITUCIÓN DE LOS MENORES A SU RESIDENCIA HABITUAL EN EL REINO UNIDO EN UN 
PLAZO DE 10 DÍAS (SAP Girona 2ª 13 diciembre 2019)  

255. EL MENOR HA PERMANECIDO DOS AÑOS EN RUMANÍA, DONDE SE ENCUENTRA ESCOLARIZADO Y SIN DUDA 
INTEGRADO EN LA VIDA DEL PAÍS DE RESIDENCIA, POR LO CUAL LA CUSTODIA SE ATRIBUYE A LA MADRE (SAP 
Tarragona 1ª16 diciembre 2019) 

256. LOS HECHOS DECLARADOS PROBADOS SE INCARDINAN EN EL ART. 3 DEL CONVENIO DE LA HAYA DE 1980 
SOBRE EL CONCEPTO JURÍDICO DEL TRASLADO ILÍCITO DE UN MENOR, COMO EN EFECTO ASÍ ACONTECE (SAP 
Murcia 4ª 23 enero 2020) 
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257. EN LA SENTENCIA DE INSTANCIA SE HACE UN ESFUERZO POR ENCONTRAR UN EQUILIBRIO ENTRE LAS 
RAZONES QUE ACONSEJARON LA PROHIBICIÓN DE SALIDA DE LA MENOR, POR LA FALTA DE ARRAIGO DE LA 
MADRE Y SU VOLUNTAD DE REGRESAR A MÉXICO (SAP Palma de Mallorca 4ª 30 enero 2020) 

258. EL DERECHO DE CUSTODIA DEL MENOR OTORGA LA FACULTAD DE DECIDIR SOBRE SU LUGAR DE 
RESIDENCIA, PERO NO ES UN DERECHO ABSOLUTO DEL PROGENITOR CUSTODIO Y EL TRASLADO SIEMPRE ESTARÁ 
CONDICIONADO A QUE SEA BENEFICIO PARA EL MENOR (AAP Cádiz 19 febrero 2020) 

259. DECISIÓN EN TORNO A LA EJECUCIÓN DIRECTA DE UNA RESOLUCIÓN DE UN TRIBUNAL DE LONDRES 
RELATIVA A LA AUTORIZACIÓN DEL TRASLADO DE LA DEMANDADA Y LAS DOS HIJAS DE LOS LITIGANTES DESDE 
LONDRES A BARCELONA AL MISMO TIEMPO QUE LA SOLICITUD DE MEDIDAS SOBRE LAS HIJAS EN 
PROCEDIMIENTO DISTINTO (AAP Barcelona 12ª 3 marzo 2020)  

260. NO ESTAMOS ANTE UN SUPUESTO DE RETENCIÓN ILÍCITA INTERNACIONAL SINO ANTE UNA SITUACIÓN DE 
HECHO CONSOLIDADA QUE PRECISA SER DIRIMIDA EN EL MARCO DEL PROCEDIMIENTO DE FAMILIA (SAP 
Barcelona 18ª 12 mayo 2020) 

En Venezuela se atribuye la custodia de un menor a la madre, que posteriormente acuerda su 
cesión temporal al padre, cesión homologada judicialmente y que se establece por un plazo de 
seis meses prorrogables a instancia de cualquiera de los progenitores. Tras una visita del padre 
con el menor a España, donde se instalan, la madre pasa a vivir con el menor y el padre alega 
retención ilícita, que el órgano judicial rechaza, considerando que nos encontramos ante una 
situación nueva y aceptada que, en su caso, debe ser dirimida en un procedimiento de familia que 
se inste ante el juzgado español competente. 

261. NEGATIVA A ACORDAR LA INMEDIATA RESTITUCIÓN DE LA MENOR A SU PAÍS DE ORIGEN AL EXISTIR DUDAS 
SOBRE LA VALIDEZ DE LA DESIGNACIÓN QUE, ANTES DE FALLECER, HIZO EL PADRE DE LA MENOR DE SU 
HERMANA COMO TUTORA (SAP León 2ª 12 mayo 2020) 

La tía de una menor, nombrada tutora de la misma en el testamento del padre, de conformidad 
con normativa canadiense, aduce un traslado ilícito de su pupila desde Canadá a España por parte 
de la madre de la menor. La Audiencia da por bueno el derecho de custodia de la tía en función 
de su condición de tutora y de acuerdo con la ley canadiense, pero considera que nunca fue 
ejercida de forma efectiva antes del traslado de la menor. 
 

NACIONALIDAD 

262. DADO QUE LA TUTELA SOLICITADA EN UN PROCESO DE NACIONALIDAD DEBE HACERSE EFECTIVA FRENTE 
AL MINISTERIO FISCAL Y LA ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO, EXISTE UNA SITUACIÓN DE LITISCONSORCIO PASIVO 
NECESARIO, QUE OBLIGA A DIRIGIR LA DEMANDA FRENTE A AMBOS (SAP Asturias 4ª 6 febrero 2019) 

263. ES PERFECTAMENTE AJUSTADO A DERECHO QUE LA ADMINISTRACIÓN ESPAÑOLA CONSIDERE QUE UNA 
SITUACIÓN POLIGAMIA IMPIDA APRECIAR “SUFICIENTE GRADO DE INTEGRACIÓN EN LA SOCIEDAD ESPAÑOLA” A 
LOS EFECTOS DE ADQUISICIÓN DE LA NACIONALIDAD (SAN CA 8ª 4 febrero 2019) 

264. EL HECHO DE QUE SE INSCRIBIESE EL NACIMIENTO EN UN REGISTRO ESPAÑOL (DELEGACIÓN 
GUBERNATIVA DE LA REGIÓN NORTE, OFICINA DE AAIÚN, REGISTRO CIVIL) NO CONVIERTE A LA INSCRITA EN 
ESPAÑOLA (SAP Gran Canaria 5ª 29 marzo 2019) 

265. SE DESESTIMA UN RECURSO DE APELACIÓN INTERPUESTA POR LA DGRN PORQUE LA NACIONALIDAD 
ESPAÑOLA DEL ACTOR YA ESTABA DECLARADA Y NO PUEDE SER ALTERADA EN LA INSTANCIA JUDICIAL (SAP 
Guipúzcoa 2ª 5 abril 2019) 
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266. DENEGACIÓN DE LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA SOLICITADA CON RESPALDO EN TRES ARGUMENTOS 
DIVERSOS (SAP Barcelona 19ª 1 abril 2019) 

267. INSUFICIENCIA PROBATORIA DE LOS REQUISITOS LEGALMENTE EXIGIDOS PARA OBTENER LA NACIONALIDAD 
ESPAÑOLA POR PARTE DE UN SOLICITANTE DE ORIGEN SAHARAUI (SAP Madrid 8ª 28 mayo 2019) 

268. DESESTIMACIÓN DE INSCRIPCIÓN DE NACIONALIDAD ESPAÑOLA, YA SEA POR ORIGEN, POR 
CONSOLIDACIÓN O POR RESIDENCIA, PUES NO PUDO DETERMINARSE QUE LA DEMANDANTE NACIESE EN EL 
SAHARA (SAP Barcelona 19ª 6 junio 2019) 

269. LA DECLARACIÓN DE LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA DE ORIGEN NO NACE DE LA INSCRIPCIÓN DEL 
SOLICITANTE EN EL REGISTRO DE MALABO SINO DE QUE SU PADRE ESTÉ INSCRITO EN EL REGISTRO CIVIL 
ESPAÑOL COMO ESPAÑOL DE ORIGEN (SAP Valencia 11ª 26 junio 2019) 

270. DE NUEVO SOBRE LA CONSIDERACIÓN DEL TERRITORIO DEL ANTIGUO SAHARA ESPAÑOL A LOS EFECTOS 
DE ADQUISICIÓN DE LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA (SAP Madrid 12 ª27 junio 2019) 

271. LA DEMANDANTE ES ESPAÑOLA DE ORIGEN Y NO PUEDE SER PRIVADA DE SU NACIONALIDAD, ADUCIENDO 
A SU SITUACIÓN TRAS EL ABANDONO DEL SAHARA, PUES VULNERARÍA A SU DERECHO A LA IGUALDAD ANTE LA 
LEY (SAP Ciudad Real 1ª 10 octubre 2019) 

272. AL NACER EN ESPAÑA ADQUIRIÓ LA NACIONALIDAD URUGUAYA, NO SIENDO PROCEDENTE RECONOCERLE 
LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA DE ORIGEN POR CUANTO NO EXISTÍA NINGUNA SITUACIÓN DE APATRIDIA A 
EVITAR (AAP Palma de Mallorca 3ª 15 octubre 2019) 

273. LA NEGATIVA DEL PADRE NO ESTÁ FUNDADA PUES LA SOLICITUD POR LA MADRE, EN ORDEN A LA 
ADQUISICIÓN DE LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA DEL MENOR, NO LE PUEDE CAUSAR PERJUicio (AAP Barcelona 
18ª 16 octubre 2019) 

274. LA RENUNCIA DEL ABUELO A LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA PRODUJO EL EFECTO DE LA PÉRDIDA DE ESA 
NACIONALIDAD SOBRE SU DESCENDENCIA, ENTRE ELLA, EL PADRE DE LA DEMANDANTE, QUE ENTONCES ERA 
MENOR DE EDAD (SAP Tenerife 4ª 21 octubre 2019) 

275. EL SOLICITANTE, NACIDO EN VILLA CISNEROS EN 1974, HA ACREDITADO EL NACIMIENTO EN TERRITORIO 
ESPAÑOL Y HA PODIDO CONSOLIDAR LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA EN LOS TÉRMINOS DEL ART. 18 CC (SAP 
Barcelona 1ª 11 noviembre 2019) 

276. PROCEDE DECLARAR LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA AL NACIDO EN EL SÁHARA CUANDO ESTABA 
INTEGRADO PLENAMENTE EN TERRITORIO ESPAÑOL (SAP Guipúzcoa 2ª 15 noviembre 2019) 

277. EL PADRE DEL ACTOR NACIÓ EN CUBA EN 1936 PERO, PESE A SER HIJO DE PADRE Y MADRE ESPAÑOLES, 
NO ERA ESPAÑOL DE ORIGEN SINO POR OPCIÓN EJERCITADA EN EL AÑO 2007, RAZÓN POR LA CUAL NO 
TRANSMITE LA NACIONALIDAD A SU HIJO (SAP Asturias 6ª 22 noviembre 2019) 

278. CONTUMACIA DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE MADRID A NO RECONOCER LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA 
DE LA ACTORA, NACIDA EN TERRITORIO SAHARAHUI (SAP Madrid 20ª 3 diciembre 2019)  

279. LA SOLICITUD DE RENOVACIÓN DEL PASAPORTE DENTRO DEL PLAZO DE TRES AÑOS PREVISTO EN EL ART. 
24.3º DEL CC DEMUESTRA VOLUNTAD DE CONSERVAR LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA (STS Civ Pleno19 
diciembre 2019)  

280. INTERPRETACIÓN DEL ART. 17.1º.C) DEL CÓDIGO CIVIL. EL SAHARA NO PUEDE SER CONSIDERADO 
ESPAÑA A LOS EFECTOS DE LA NACIONALIDAD DE ORIGEN CONTEMPLADA EN ESTA NORMA (STS Civ Pleno 29 
mayo 2020) 
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281. EL TS CONSIDERA QUE LA DECLARACIÓN DE VOLUNTAD DE CONSERVAR LA NACIONALIDAD DEBE SER 
EXPRESA (STS Civ 1ª 1 junio 2020) 

282. DEBE RECONOCERSE EL DERECHO DE OPCIÓN A LOS NIETOS DE ABUELAS ESPAÑOLAS EXILIADAS QUE 
PERDIERON LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA POR HABER CONTRAÍDO MATRIMONIO CON EXTRANJERO (SAP 
Barcelona 19ª 2 junio 2020) 
 

NOMBRE  

283. LA DETERMINACIÓN ULTERIOR DE LA FILIACIÓN PATERNA NO HA DE TENER INCIDENCIA ALGUNA 
RESPECTO DEL APELLIDO DE UNA MENOR ITALIANA EN APLICACIÓN DEL DERECHO ITALIANO (SAP Valencia 
10ª 11 julio 2019) 

284. AL HABER OPTADO EL ACTOR POR LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA SUS APELLIDOS DEBIERON ADAPTARSE A 
LA LEGISLACIÓN ESPAÑOLA NO HABIÉNDOSE RECURRIDO AL ART. 199 RRC (SAP Barcelona 17ª 18 julio 
2019) 

285. COMO CONSECUENCIA DE LA ADQUISICIÓN DE LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA DEL PADRE, LOS APELLIDOS 
DE SUS HIJOS, ESPAÑOLES DE ORIGEN POR NACIMIENTO, PRODUCIDA DESPUÉS DE AQUELLA ADQUISICIÓN, SE 
RIGEN POR LA LEGISLACIÓN ESPAÑOLA (SAP Barcelona 1ª 17 octubre 2019) 
 

NOTIFICACIONES 

286. EL EMPLAZAMIENTO DE LA DEMANDADA EN VENEZUELA NO SE EFECTUÓ DE MODO LEGAL, NI HAY 
CERTEZA DE QUE LLEGARA A CONOCIMIENTO DE LA DEMANDADA, LO QUE LE CREÓ UNA INDEFENSIÓN (SAP 
Valencia 10ª 27 febrero 2020) 
 

PODER 

287. EL TS ADMITE UN RECURSO DE CASACIÓN INTERPUESTO POR LA DGNR EN RELACIÓN CON UNA 
CALIFICACIÓN NEGATIVA DE INSCRIPCIÓN DE UNA ESCRITURA DE COMPRAVENTA QUE INVOLUCRABA UN PODER 
EMITIDO EN EL EXTRANJERO (STS Civ 1ª 13 marzo 2019) 
 

PROCEDIMIENTO MONITORIO 

288. COMPETENCIA TERRITORIAL PARA UN REQUERIMIENTO EUROPEO DE PAGO PROCEDENTE DE ESTONIA 
(AAP Barcelona 3ª 28 marzo 2019) 

289. INADMISIÓN DE UN PROCEDIMIENTO MONITORIO POR FALTA DE COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES 
ESPAÑOLES A PARTIR DEL CARÁCTER DE COMERCIANTE DE LA PARTE DEUDORA (AAP Cádiz 2ª 23 abril 2019) 
 

PROTECCIÓN DIPLOMÁTICA  

290. RECLAMACIÓN DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL POR LOS PERJUICIOS PATRIMONIALES DERIVADOS DE 
LA OMISIÓN DE LA PROTECCIÓN DIPLOMÁTICA DEL ESTADO (SAN CA 4ª11 diciembre 2019) 

[Vid. B. Vázquez Rodríguez, “Protección diplomática y responsabilidad patrimonial del Estado: a 
propósito del asunto Couso”, Revista electrónica de estudios internacionales, nº 39, 2020]. 
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PROPIEDAD INTELECTUAL 

291. FALSIFICACIÓN DE UNAS FAROLAS INSTALADAS UNA DE LAS AVENIDAS PRINCIPALES DE DOHA, CUYA 
PROPIEDAD INTELECTUAL CORRESPONDE A LA ARQUITECTA CATALANA BETH GALí (SAP Barcelona 6 marzo 
2020) 

292. APLICACIÓN DE LA LEY ESPAÑOLA EN UNA RECLAMACIÓN POR COMERCIALIZAR EN ESPAÑA LA OBRA 
AUDIOVISUAL JAPONESA “CANDY–CANDY” SIN AUTORIZACIÓN (SAP Madrid 28ª 5 abril 2019) 
 

RELACIONES ENTRE CÓNYUGES Y RÉGIMEN  
ECONÓMICO MATRIMONIAL 

293. DELIMITACIÓN ENTRE LA LEY APLICABLE A LOS EFECTOS DEL MATRIMONIO Y RÉGIMEN ECONÓMICO 
MATRIMONIAL Y A LA DONACIÓN INMOBILIARIA ENTRE CÓNYUGES CONVENIDA EN DOCUMENTO PRIVADO (STSJ 
Cataluña CP 1ª 18 marzo 2019) 

[Vid. J.J., Pérez Milla, “Cánones de aplicación de los Reglamentos europeos en la Sentencia de 18 
marzo 2019 del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña”, La Ley: Unión Europea, nº 73, 2019] 

294. RÉGIMEN ECONÓMICO DE UN MATRIMONIO CONTRAÍDO EN MOSCÚ ENTRE UNA RUSA Y UN ALEMÁN (SAP 
Palma de Mallorca 3ª 12 febrero 2019) 

295. LEY APLICABLE AL RÉGIMEN ECONÓMICO MATRIMONIAL (SAP Barcelona 12ª 6 marzo 2019) 

296. LEY APLICABLE A LOS EFECTOS DEL MATRIMONIO EN AUSENCIA DE LEY PERSONAL COMÚN DE LOS 
CÓNYUGES (AAP Barcelona 16ª 6 marzo 2019) 

297. COMPETENCIA JUDICIAL Y LEY APLICABLE AL RÉGIMEN ECONÓMICO MATRIMONIAL (SAP Alicante 9ª 3 
abril 2019) 

298. LITIGIO SOBRE RÉGIMEN ECONÓMICO MATRIMONIAL PLANTEADO EN ESPAÑA, RESPECTO DE UN BIEN SITO 
EN ESPAÑA POR, UNOS LITIGANTES ALEMANES RESIDENTES EN ESPAÑA (SAP Palma de Mallorca 4ª 27 abril 
2019) 

299. LA MEDIDA RELATIVA A LA PENSIÓN COMPENSATORIA DEBE REGIRSE POR LA LEGISLACIÓN DE BÉLGICA 
POR ESTAR EN ESTE PAÍS LA RESIDENCIA HABITUAL DEL MATRIMONIO EN EL MOMENTO DE PRESENTARSE LA 
DEMANDA (SAP Barcelona 18ª 7 mayo 2019) 

300. LEY APLICABLE AL RÉGIMEN ECONÓMICO DEL MATRIMONIO LITIGIOSO, A FALTA DE LEY PERSONAL COMÚN 
DE LOS CÓNYUGES Y DE RESIDENCIA HABITUAL COMÚN (SAP Barcelona 12ª 7 mayo 2019)  

301. EL TS INADMITE UN RECURSO DE CASACIÓN PORQUE LA INVOCACIÓN DEL DERECHO BRITÁNICO 
REALIZADA POR LA PARTE DEMANDANTE CONSTITUYE UNA CUESTIÓN NUEVA, INTRODUCIDA POR PRIMERA VEZ 
EN FASE DE RECURSO DE APELACIÓN (ATS Civ 1ª 3 junio 2019) 

302. SUMISIÓN TÁCITA DEL DEMANDADO A LA JURISDICCIÓN ESPAÑOLA EN INVENTARIO DE LA SOCIEDAD DE 
GANANCIALES (SAP Málaga 6ª 19 junio 2019)  

303. FALTA DE CAPITULACIONES MATRIMONIALES LOS EFECTOS DEL RÉGIMEN ECONÓMICO DE SU 
MATRIMONIO DE ESTE SE RIGEN POR LEY DE LA RESIDENCIA HABITUAL COMÚN DE LOS CÓNYUGES 
INMEDIATAMENTE POSTERIOR A LA CELEBRACIÓN (SAP Barcelona 12ª 30 julio 2019) 
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304. NO ENTIENDE LA SALA QUE EL REGISTRADOR CALIFICARA DE FORMA NEGATIVA UNA ESCRITURA QUE 
EXPRESA QUE LA VENDEDORA ES TITULAR DEL BIEN INMUEBLE, CON SUJECIÓN AL RÉGIMEN ECONÓMICO 
MATRIMONIAL DEL REINO UNIDO, AL TENER NACIONALIDAD BRITÁNICA (SAP Tenerife 3ª 3 octubre 2019)  
 

RESPONSABILIDAD 

305. APLICACIÓN DE LA LEGISLACIÓN ESPAÑOLA, SIN PERJUICIO DE TOMAR EN CUENTA EL ART. 30 DEL CÓDIGO 
DE CIRCULACIÓN PORTUGUÉS, SI BIEN, EN TODO CASO, TAL NORMA ES EQUIVALENTE A LA QUE RIGE EN EL 
ORDENAMIENTO JURÍDICO ESPAÑOL (SAP Madrid 12ª 17 enero 2019) 

306. DETERMINACIÓN DEL LUGAR DONDE SE HA PRODUCIDO O PUEDA PRODUCIRSE EL HECHO DAÑOSO A LOS 
EFECTOS DE DETERMINAR LA COMPETENCIA JUDICIAL INTERNACIONAL (SAP Zaragoza 5ª 17 abril 2019)  

307. SISTEMA DE “DOBLE ESTRATO” EN LA DETERMINACIÓN DE LA RESPONSABILIDAD DEL TRANSPORTISTA 
POR LA MUERTE O LAS LESIONES DE LOS PASAJEROS (STS Civ 1ª 17 mayo 2019) 

En uno de los casos derivados del accidente de Spanair, ocurrido el 20 agosto 2008, el TS 
reafirma el sistema de “doble estrato” previsto en el Convenio de Montreal de 28 mayo 1999, para 
la unificación de ciertas reglas para el transporte aéreo internacional, para las indemnizaciones 
inferiores a los 100000 derechos especiales de giro y para las superiores a tal cantidad. 

308. INCOMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES PARA CONOCER DEL PLEITO DE RESPONSABILIDAD CIVIL 
DERIVADO DEL DESPLOME DE UNA COBERTURA DESMONTABLE EN LA PLAZA DE TOROS DE LAS VENTAS (AAP 
Madrid 10 ª23 mayo 2019) 

309. COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES PARA ENTENDER DE UNA ACCIÓN DIRECTA FRENTE A UNA 
ASEGURADORA, POR LA RESPONSABILIDAD CIVIL DERIVADA DE UN ACCIDENTE DE CIRCULACIÓN QUE SE 
PRODUJO EN LISBOA (ATS 1ª 28 mayo 2019) 

310. COMPETENCIA JUDICIAL Y LEY APLICABLE A UN ACCIDENTE DE CIRCULACIÓN POR CARRETERA ACAECIDO 
EN PORTUGAL (AAP Barcelona 1ª 16 junio 2020) 

311. APLICACIÓN DEL DERECHO MARROQUÍ A UN ACCIDENTE DE TRÁFICO POR HABER OCURRIDO ÉSTE EN 
MARRUECOS (ATS Civ 1ª17 julio 2019) 

312. COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES EN UN LITIGIO DERIVADO DE UN ACCIDENTE DE TRÁFICO 
OCURRIDO EN FRANCIA, SIENDO LOS RECLAMANTES EXTRANJEROS RESIDENTES EN ESPAÑA CON VEHÍCULO 
MATRICULADO EN ESTE PAÍS (AAP Alicante 5ª 18 julio 2019) 

313. COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES EN UN PLEITO POR ACCIDENTE DE CIRCULACIÓN POR 
CARRETERA OCURRIDO EN FRANCIA (AAP Madrid 25ª 17 septiembre 2019) 

314. SE CONFIRMA EL DESESTIMIENTO POR CONSIDERAR QUE EL PROCEDIMIENTO RELATIVO A VICIOS 
REDHIBITORIOS Y RESPONSABILIDAD POR PRODUCTO DEFECTUOSO SIGUE VIVO EN ESTADOS UNIDOS (AAP 
Vizcaya 3ª 26 septiembre 2019)  

315. LEY APLICABLE A UN ACCIDENTE DE CIRCULACIÓN OCURRIDO EN FRANCIA ENTRE VEHÍCULOS 
MATRICULADOS EN ESPAÑA (SAP Madrid 22ª 30 septiembre 2019) 

316. EL HECHO CAUSAL GENERADOR DEL DAÑO TIENE LUGAR EN ESTOCOLMO, PERO EL DAÑO SUFRIDO POR EL 
ACTOR, SE PRODUCE EN NUESTRO PAÍS, POR LO QUE EXISTE JURISDICCIÓN POR PARTE DE LOS TRIBUNALES 
ESPAÑOLES (AAP Tarragona 1ª 28 octubre 2019) 
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317. COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES EN UN ACCIDENTE DE CIRCULACIÓN ACAECIDO EN PORTUGAL 
POR TENER EL DEMANDANTE Y EL DEMANDADO EL DOMICILIO EN ESPAÑA (SAP Lugo 1ª 2 enero 2020) 
 

RESPONSABILIDAD PARENTAL 

318. FALTA DE COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES PARA LA EJECUCIÓN DE UNA SENTENCIA 
DICTADA POR ELLOS EN MATERIA DE RESPONSABILIDAD PARENTAL RESPECTO DE UN MENOR QUE TIENE SU 
RESIDENCIA HABITUAL EN ALEMANIA (AAP Palma de Mallorca 4ª 25 marzo 2019) 

319. LA COMPETENCIA PARA REGULAR LA RESPONSABILIDAD PARENTAL CORRESPONDE A LOS JUZGADOS DE 
BULGARIA ÚLTIMA RESIDENCIA COMÚN DE LA FAMILIA (AAP Valencia 10ª 3 junio 2019) 

320. INCOMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES PARA EL CONOCIMIENTO DE MEDIDAS DE 
RESPONSABILIDAD PARENTAL POR SER EL REINO UNIDO EL LUGAR DE RESIDENCIA HABITUAL DEL MENOR Y NO 
CONCURRIR UNA SITUACIÓN DE URGENCIA (AAP Palma de Mallorca 4ª 26 junio 2019) 

321. NO SON COMPETENTES LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES EN UN SUPUESTO DE RESPONSABILIDAD PARENTAL, 
POR ESTAR LA RESIDENCIA DEL MENOR EN PORTUGAL (SAP Segovia 1ª 5 diciembre 2019) 

322. COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES EN UN ASUNTO DE RESPONSABILIDAD PARENTAL DE UN 
MENOR BOLIVIANO RESIDENTE EN ESPAÑA (AAP Barcelona 18ª 16 diciembre 2019) 

323. PRIVACIÓN DE LA PATRIA POTESTAD DEL PADRE, QUE RESIDE CON SU HIJA EN EDIMBURGO (AAP Vizcaya 
4ª 23 enero 2020) 

324. FALTA DE COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES EN MATERIA DE RESPONSABILIDAD PARENTAL 
POR RESIDIR LA MENOR EN LA REPÚBLICA DOMINICANA (SAP Valencia 2 marzo 2020) 

325. RECONOCIMIENTO Y EJECUCIÓN DE UNA SENTENCIA PARAGUAYA SOBRE CESIÓN DE DERECHOS DEL PADRE 
A FAVOR DE LA MADRE, CON CONTROL JUDICIAL, A MODO DE DELEGACIÓN DE POTESTAD PARENTAL (AAP 
Barcelona 6 marzo 2020) 
 

RECONOCIMIENTO Y EJECUCIÓN 

326. EXECUÁTUR DE LO ACTUADO EN UN PROCEDIMIENTO TRAMITADO EN ANDORRA SEGUIDO EN REBELDÍA 
DE UNO DE LOS DEMANDADOS (AAP Barcelona 12ª 9 enero 2019) 

327. PROCEDE EL EXECUÁTUR AL ACREDITARSE QUE EL DEMANDADO FUE DECLARADO EN REBELDÍA EN LAS 
AUDIENCIAS DE INVESTIGACIÓN Y RECONCILIACIÓN (AAP Tarragona 1ª 21 enero 2019) 

328. EXECUÁTUR DE UN CONVENIO SOBRE EXTINCIÓN DE PAREJA DE HECHO EMANADO DEL CENTRO ESTATAL 
DE JUSTICIA ALTERNATIVA, SEDE LEÓN–MÉXICO (AAP Tarragona 1ª 24 enero 2019) 

329. SENTENCIA ECUATORIANA POR IMPAGO INCONCILIABLE CON UNA RESOLUCIÓN DICTADA EN ESPAÑA 
(AAP Barcelona 12ª 31 enero 2019) 

330. DENEGACIÓN DE LA EJECUCIÓN DE UNA SENTENCIA ALEMANA PORQUE LA CERTIFICACIÓN APORTADA DEL 
TRIBUNAL QUE DICTÓ LA RESOLUCIÓN SE ENCUENTRA CADUCADA (AAP Alicante 4ª 1 febrero 2019)  

331. DENEGACIÓN DE UNA DECISIÓN PROCEDENTE DE COSTA DE MARFIL, PUES LA PRESENTACIÓN 
EXTEMPORÁNEA DE LOS DOCUMENTOS ACREDITATIVOS ATENTA AL PRINCIPIO DE CONTRADICCIÓN DE LAS 
PARTES (AAP Girona 1ª 6 febrero 2019) 
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332. ESTIMACIÓN DE UN RECURSO CONTRA UNA DECISIÓN QUE INADMITIÓ UNA DEMANDA EN LA QUE SE 
SOLICITABA LA MODIFICACIÓN DE UNA SENTENCIA DICTADA POR UN TRIBUNAL MARROQUÍ, SIN QUE 
PREVIAMENTE SE HUBIESE CUMPLIDO EL TRÁMITE DEL EXECUÁTUR (AAP Barcelona 18ª 15 febrero 2019) 

333. LA COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES PARA EL EXECUÁTUR DE UNA SENTENCIA EXTRANJERA 
DEBE SER FIJADA EN EL MOMENTO EN QUE SE PRESENTÓ LA SOLICITUD (AAP Barcelona 15ª 19 febrero 2019) 

334. UNA TRANSACCIÓN EXTRAJUDICIAL OTORGADA EN LIMA, SIN CONSTATAR QUE ES EJECUTABLE EN EL PAÍS 
DE ORIGEN Y SIN PREVIO RECONOCIMIENTO DEL EXECUÁTUR, CONLLEVA A INADMITIR EL DESPACHO DE 
EJECUCIÓN (AAP 4ª Vizcaya 4ª 1 marzo 2019) 

335. ARCHIVO DEL EXPEDIENTE DE RECONOCIMIENTO DE UNA RESOLUCIÓN EXTRANJERA POR NO HABER SIDO 
SUBSANADO APORTADA LA SENTENCIA DE DIVORCIO DEBIDAMENTE LEGALIZADA O APOSTILLADA (AAP A 
Coruña 6ª 28 marzo 2019) 

336. NO SE EXIGE LEGALIZACIÓN NI FORMALIDAD ANÁLOGA EN LO QUE SE REFIERE DOCUMENTOS QUE DEBE 
APORTARSE PARA LA EJECUCIÓN DE UNA SENTENCIA PROCEDENTE DE ALEMANIA (AAP Palma de Mallorca 
4ª 24 abril 2019) 

337. DOCUMENTACIÓN PERTINENTE PARA EL EXECUÁTUR DE UNA DECISIÓN PROVENIENTE DE ALEMANIA 
(AAP Palma de Mallorca 4ª 25 abril 2019) 

338. RECONOCIMIENTO Y EJECUCIÓN DE UNA SENTENCIA ALEMANA DE CONDENA DE CANTIDAD (AAP 
Barcelona 15ª 6 mayo 2019)  

339. LA LEY 19/2015, DE 30 DE JULIO, RECONOCE A ‘CUALQUIER PERSONA’, LA POSIBILIDAD DE INICIAR EL 
EXECUÁTUR, CON TAL QUE ACREDITE UN INTERÉS LEGÍTIMO (AAP León 2ª 24 mayo 2019) 

340. CONFORME AL CONVENIO DE COOPERACIÓN JUDICIAL ENTRE ESPAÑA Y MARRUECOS DE 1997, PARA QUE 
LA SENTENCIA DICTADA EN MARRUECOS TENGA EFECTOS EN ESPAÑA REQUIERE DE EXECUÁTUR (AAP Murcia 
5ª 25 junio 2019) 

341. EL AUTO EXIGE INDEBIDAMENTE LA PREVIA HOMOLOGACIÓN DE LA SENTENCIA DICTADA POR LOS 
TRIBUNALES FRANCESES POR EL PROCEDIMIENTO DE EXECUÁTUR, REQUISITO INNECESARIO A LA VISTA DEL RB 
I (AAP Valencia 8ª 15 julio 2019)  

342. EL AUTO RECURRIDO EXIGE INDEBIDAMENTE LA PREVIA HOMOLOGACIÓN DE UNA SENTENCIA FRANCESA 
CUYA EJECUCIÓN SE SOLICITA, REQUISITO INNECESARIO A LA VISTA DEL REGLAMENTO Nº 44/2001 (AAP 
Valencia 8ª 16 julio 2019) 

343. EL HECHO DE QUE SE OBVIARA LA FASE PREVIA DE RECONOCIMIENTO, NO IMPIDE QUE SE CONSIDERE LA 
RESOLUCIÓN COMO UN RECONOCIMIENTO EXPRESO DE LA FUERZA EJECUTIVA DEL TÍTULO EXTRANJERO 
PRESENTADO (AAP Valencia 11ª 18 septiembre 2019)  

344. ADMISIÓN DEL BENEFICIO DE JUSTICIA GRATUITA EN EL EXECUÁTUR DE UNA SENTENCIA CUBANA (AAP 
Palma de Mallorca 4ª 19 septiembre 2019)  

345. LAS SENTENCIAS EXTRANJERAS QUE CONDENAN A PAGAR DAÑOS PUNITIVOS DEBEN SER RECONOCIDAS Y 
EJECUTADAS EN ESPAÑA, SALVO QUE SE DEN, DE FORMA CUMULATIVA, UNA SERIE DE CIRCUNSTANCIAS (AAP 
15ª Barcelona 4 octubre 2019) 

346. RECONOCIMIENTO DE UNA SENTENCIA ARGENTINA, PUES NUNCA HA SIDO CUESTIONADO POR LOS 
APELANTES QUE LA COMPETENCIA DEL JUEZ DE ORIGEN OBEDECE A UNA CONEXIÓN RAZONABLE (AAP Madrid 
13ª 7 noviembre 2019)  
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347. NO HABIÉNDOSE APORTADO LA OBLIGATORIA DESIGNA ES CORRECTO EL PRONUNCIAMIENTO DEL AUTO 
RECURRIDO EN EL QUE SE ACORDÓ INADMITIR A TRÁMITE EL RECONOCIMIENTO DE RESOLUCIÓN EXTRANJERA 
(AAP Barcelona 12ª 17 diciembre 2019) 

348. SIN PERJUICIO DE QUE PUEDA CONSIDERARSE NULO UN CONTRATO DE GESTACIÓN, EL PROCEDIMIENTO DE 
EXECUÁTUR NO ANUDA A ESTA NULIDAD A LA INADMISIÓN DE LA SOLICITUD DE UNA SENTENCIA EXTRANJERA 
(AAP Barcelona 12ª 18 diciembre 2019)  

349. LA HOMOLOGACIÓN DE LA SENTENCIA DICTADA POR EL TRIBUNAL MARROQUÍ NO SE AGOTA POR LA 
PRESENTACIÓN DE LA COPIA AUTÉNTICA DE LA SENTENCIA EXTRANJERA, APOSTILLADA, LEGALIZADA Y 
TRADUCIDA (AAP Guipúzcoa 2ª 20 diciembre 2019) 

350. NO HA LUGAR A COMPLETAR UN AUTO QUE OMITIÓ PRONUNCIARSE SOBRE LA EVENTUAL CONCURRENCIA 
DE DETERMINADAS CAUSAS DE DENEGACIÓN DEL EXECUÁTUR (AAP Madrid 3 febrero 2020) 

351. LA REBELDÍA FORZADA EN EL EXECUÁTUR ES AQUELLA EN QUE, POR LA FORMA DE PROCEDER AL 
EMPLAZAMIENTO, EL DEMANDADO NO HA LLEGADO A TENER CONOCIMIENTO DEL PROCESO (AAP Asturias 4ª 
5 febrero 2020) 

352. EL SER PLENAMENTE EFICAZ EN ESPAÑA LA RESOLUCIÓN EXTRANJERA POR HABER SIDO RECONOCIDA 
BAJO EL TRÁMITE DEL EXECUÁTUR, LA POSIBILIDAD DE SU MODIFICACIÓN EN ESPAÑA DEVIENE DE LA 
APLICACIÓN DEL ART. 45 LCJIMC (AAP Santander 11 febrero 2020) 

353. DISCURRIENDO EL PROCEDIMIENTO DE EXECUÁTUR DE MODO PARALELO AL SEGUIDO EN VENEZUELA, 
DONDE RECAE LA RESOLUCIÓN CUYO RECONOCIMIENTO SE SOLICITA, ES CLARA LA INCOMPATIBILIDAD DE ESTA 
ÚLTIMA (AAP Asturias 1ª 14 febrero 2020) 
 

SOCIEDADES 

354. QUE UNA ENTIDAD CON NACIONALIDAD EXTRANJERA FIGURE CALIFICADA COMO FONDO DE TITULIZACIÓN 
EN UNA INFORMACIÓN PUBLICADA POR EL BANCO DE ESPAÑA EN SU PÁGINA WEB NO CONSTITUYE BASE 
SUFICIENTE PARA PARA ENTENDER QUE LE ES APLICABLE EN SU INTEGRIDAD LA LEGISLACIÓN ESPAÑOLA (AAP 
Alicante 4ª 6 marzo 2019) 

355. LA CONFIGURACIÓN DE LA ACCIÓN Y LA ELECCIÓN DE LOS DEMANDADOS IMPIDE APLICAR EL ART. 24 DEL 
REGLAMENTO BRUSELAS I, PUES NO SE BASA EN EL FUERO EXCLUSIVO SOCIETARIO (AAP Barcelona 19ª12 
junio 2019) 

356. CUANDO EL DEMANDADO TENGA SU DOMICILIO EN TERRITORIO ESPAÑOL, O EN SU DEFECTO POSEA EN ÉL 
UNA AGENCIA, SUCURSAL, DELEGACIÓN O CUALQUIER OTRA REPRESENTACIÓN Y EL LITIGIO DERIVE DE SU 
EXPLOTACIÓN SON COMPETENTES LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES (STSJ Madrid 1ª 13 septiembre 2019) 
 

SUCESIONES 

357. AL NO ACREDITARSE EL DERECHO EXTRANJERO RECLAMADO EN UNA SUCESIÓN, PROCEDE RESOLVER LA 
CUESTIÓN DEBATIDA CONFORME A LAS NORMAS DE NUESTRO PROPIO ORDENAMIENTO JURÍDICO (SAP Sevilla 
7ª 8 enero 2019) 

358. EL ART. 12.2º CC NO EXCLUYE EL REENVÍO POR EL HECHO DE QUE EL CAUSANTE HAYA ELEGIDO LA LEY 
APLICABLE A SU SUCESIÓN, A DIFERENCIA DE LO QUE RESULTA DE LOS ARTS. 34 Y 22 DEL REGLAMENTO 
650/2012, DE SUCESIONES (STS Civ 1ª 15 enero 2019) 
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[Vid. S. Álvarez González, “Ley aplicable a la sucesión por causa de muerte y reenvío. Dos nuevas 
entregas del Tribunal Supremo entre el Código civil y el Reglamento 650/2012, de sucesiones”, 
La Ley: Unión Europea, nº 69, de 30 abril 2019; J. Carrascosa González, “Ley nacional del causante, 
autonomía de la voluntad conflictual y reenvío. Una obra en tres actos. Breves notas a la sentencia 
del Tribunal Supremo de 15 enero 2019”, Cuadernos de Derecho transnacional, vol. 11, nº 2, 2019, 
pp. 472–489; E. Castellanos Ruiz, “Reenvío y sucesiones mortis causa con carácter internacional: 
pasado, presente y futuro en la jurisprudencia del Tribunal Supremo”, Revista jurídica de la 
Comunidad Valenciana, nº 73, 2020, pp. 51–92; A. Lara Aguado, “Fraccionamiento de la ley 
aplicable a la sucesión y reenvío en el marco del art. 9.8º del Código civil (A propósito de las 
Sentencias del Tribunal Supremo 685/2018, de 5 de diciembre y 18/2019, de 15 de enero)”, REEI, 
nº 37, 2019, pp. 9–16] 

359. DETERMINACIÓN DE LOS HEREDEROS DE ORIGEN ALEMÁN DE LAS PERSONAS QUE VENDIERON UNA FINCA 
HACE CUARENTA AÑOS (SAP Girona 11 febrero 2020) 

360. EN APLICACIÓN DEL DERECHO ALEMÁN EL DERECHO A HEREDAR DEL CÓNYUGE SOBREVIVIENTE ESTÁ 
EXCLUIDO SI EN EL MOMENTO DE LA MUERTE DEL DIFUNTO SE DABAN LAS CONDICIONES DE DIVORCIO Y EL 
FALLECIDO PIDIÓ EL DIVORCIO O SE HABÍA DADO (ATS Civ 1ª 26 febrero 2020) 

361. LA AUDIENCIA PROVINCIAL NO ENTIENDE POR QUÉ LA PARTE RECURRENTE HACE REFERENCIA A LAS 
LEGÍTIMAS CUANDO DICHA INSTITUCIÓN ES PROPIA DEL CÓDIGO CIVIL ESPAÑOL Y NO ES APLICABLE A UNA 
SUCESIÓN EXTRANJERA (SAP Tenerife 3ª 27 febrero 2019) 

362. LOS DERECHOS ATRIBUIDOS AL CÓNYUGE SUPÉRSTITE SI RIGEN POR LA MISMA LEY QUE REGULA LOS 
EFECTOS DEL MATRIMONIO, SALVO LAS LEGÍTIMAS, EN EL PRESENTE CASO EL CÓDIGO CIVIL VENEZOLANO (SAP 
Tenerife 3ª 6 marzo 2020) 

363. INCIDENCIA DE LA LEY APLICABLE AL RÉGIMEN ECONÓMICO MATRIMONIAL EN LA PARTICIÓN JUDICIAL DE 
UNA HERENcia (SAP Valencia 8ª 14 marzo 2019) 

364. DADO QUE EL CAUSANTE NO ERA ESPAÑOL, SINO FRANCÉS Y NO CONSTA QUE FRANCIA NO SEA 
COMPETENTE, LA COMPETENCIA PARA EL EJERCICIO DE LA ACCIÓN DE ADICIÓN DE SU HERENCIA CORRESPONDE 
A LOS TRIBUNALES FRANCESES (AAP Alicante 9 junio 2020) 

365. LEY APLICABLE A LA IMPUGNACIÓN DE LA DECLARACIÓN DE HEREDEROS ABINTESTATO DE UN ITALIANO 
QUE MURIÓ SIN HACER TESTAMENTO (SAP Gran Canaria 5ª 27 septiembre 2019) 

366. EN ESTE CASO EL ÚNICO INMUEBLE PROPIEDAD DE LA CAUSANTE INGLESA ESTÁ EN TERRITORIO ESPAÑOL 
Y SU ÚLTIMO DOMICILIO SE ENCONTRABA EN ESPAÑA POR LO CUAL, EN VIRTUD DEL REENVÍO, ES DE APLICACIÓN 
A TODA LA SUCESIÓN LA LEY ESPAÑOLA (SAP Girona 2ª 4 octubre 2019) 

367. EN VIRTUD DEL REENVÍO PREVISTO EN EL ART. 12.2º DEL CÓDIGO CIVIL, LA UNIDAD LEGAL DE LA 
SUCESIÓN LITIGIOSA EN ESPAÑA QUEDA GARANTIZADA MEDIANTE LA APLICACIÓN DE LA LEY ESPAÑOLA (STS 
Civ 1ª 8 octubre 2019) 

Señala el TS que la aplicación de la su anterior doctrina sobre el reenvío debe conducir a la 
estimación del recurso de casación, ya que el último domicilio de la causante se encontraba en 
España, tal y como ya se hiciera constar en el testamento, por lo que la norma de conflicto remite 
para la sucesión de los bienes muebles al Derecho español. Por lo que se refiere a los bienes 
inmuebles, no existe prueba ni hubo discusión sobre si el bien inmueble en España era el único 
de la herencia.  

Razona la STS que de acuerdo con la doctrina científica, la unidad legal de la sucesión se refiere 
a la sucesión litigiosa en España, por lo que aun en el caso de que hipotéticamente hubiera 
inmuebles situados en el extranjero y, como dice el recurrido, el resto de la sucesión se pudiera 
tramitar por autoridades extranjeras que excluyeran de su conocimiento el inmueble situado en 
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Mijas (España), al que se refiere el presente litigio, tal fraccionamiento no podría ser solucionado 
por los tribunales españoles. El presente litigio se ocupa de la sucesión ordenada en el 
testamento, que expresamente se refiere a los bienes y derechos sitos en España. En 
consecuencia, en el presente caso, en virtud del reenvío previsto en el art. 12.2 CC , la unidad legal 
de la sucesión litigiosa en España queda garantizada mediante la aplicación de la ley española, 
con la que además la sucesión guarda una conexión más estrecha que con la derivada de la 
nacionalidad de la causante, dado que la misma residía en España, donde falleció́, y donde se 
encuentran los bienes que se han identificado del caudal hereditario.  
 

Observaciones: 1. Entre finales del año 2018 y 2019, el TS ha tenido oportunidad de 
pronunciarse en tres ocasiones sobre su “doctrina” del reenvío en materia sucesoria. En todos los 
casos las reglas aplicables eran los arts. 9.8 y 12.2 CC, y no las contenidas en el Reglamento 
650/2012, de sucesiones. Aparentemente, en las tres ocasiones ha hecho aplicación de su 
doctrina al caso concreto. O mejor, ha dicho que ha hecho aplicación de su doctrina al caso 
concreto. Ello sólo es verdad en las dos primeras ocasiones (STS Civ 1ª 5 diciembre 2018 y STS 
Civ 1ª 15 enero 2019). En la tercera (STS Civ 1ª 8 octubre 2019), existe un cierto espacio difícil 
de aceptar entre lo que el TS dice que hace y lo que realmente hace. Sintetizaré las aportaciones 
de cada una de ella. 

2. Las sentencias que dicen seguir la doctrina tradicional del TS, efectivamente lo hacen, y en 
su labor explicativa aportan algunos elementos discutibles junto a otros plenamente aceptables. 
Entre los primeros destaca la insistencia en su doctrina del reenvío como garante de la seguridad 
jurídica. Un argumento que considero inconsistente en los casos de sucesión testamentaria. No 
son pocos los autores que han sido críticos con esta visión de la irrelevancia de la voluntad del 
causante en la doctrina del TS sobre el reenvío, por lo que no me detendré en ello. Tan solo 
recordaré que hacer del principio de unidad y universalidad de la ley aplicable a la sucesión 
(principio muy matizable) un valor intocable y eludir un principio común a todos los derechos 
civiles españoles, cual es que la voluntad del causante se erige en la ley de la sucesión, merece 
más explicaciones de las que el TS proporciona. O ninguna, si se quiere. Pero entonces que sea 
ninguna de verdad. Que se apele a una doctrina formal y consolidada como único garante de 
seguridad y estabilidad y no se intente aderezar con cuestiones sustantivas, que rechinan. 

Entre los segundos, elementos que mejoran o refinan la doctrina del TS, está el de la 
interpretación estricta de los puntos de conexión extranjeros que potencialmente reenviarían a 
la ley española. En concreto, en la interpretación correcta de la conexión del domicile anglo–sajón. 
Puede ser más difícil que fácil determinar cuál es el domicile (de origen o de elección) del causante 
de nacionalidad británica, pero es una labor necesaria. No basta (como ha sucedido en numerosos 
casos) con identificar el domicile del causante con el domicilio español del mismo. La primera de 
las sentencias citadas lo hace y lo hace bien. 

3. Menos complacientes debemos ser con la tercera. Su apelación del STS Civ 1ª 8 octubre 
2019 a la “doctrina científica” para apoyar una respuesta extravagante nos hace preguntarnos 
cuáles habrán sido las lecturas de los miembros de la sala. En el texto reproducido se hace alusión 
a un elemento clásico de la doctrina tradicional del reenvío: no se acepta si conduce a un 
fraccionamiento de la sucesión en cuanto a la ley aplicable. Es precisamente una de las 
aportaciones jurisprudenciales más notables del TS en relación con el DIPr español de los últimos 
años. Es posible dudar de la pertinencia de esta exigencia y así lo he hecho en el pasado. Pero lo 
que no cabe es dudar sobre qué significa tal exigencia. Hasta ahora, la idea se traducía –en 
supuestos como el juzgado– en que la existencia de bienes inmuebles de la sucesión en más de 
un Estado implicaba el rechazo del reenvío a la ley española. Recordemos que dicho reenvío se 
viene admitiendo cuando la ley del último domicile, para la sucesión mobiliaria, y la lex rei sitae 
para la inmobiliaria, son la española. Si hubiese inmuebles en un tercer Estado la unidad se 
frustraría (ley española para los muebles y de ese tercer Estado para los inmuebles) y el reenvío 
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se rechazaría. Y lo mismo ocurriría si hubiese inmuebles en España y en un tercer Estado. Pues 
bien, ahora resulta que la unidad es otra cosa, porque en palabras del TS (presuntamente 
extraídas de la doctrina científica) “la unidad legal de la sucesión se refiere a la sucesión litigiosa 
en España, por lo que aun en el caso de que hipotéticamente hubiera inmuebles situados en el 
extranjero y, como dice el recurrido, el resto de la sucesión se pudiera tramitar por autoridades 
extranjeras que excluyeran de su conocimiento el inmueble situado en Mijas (España), al que se 
refiere el presente litigio, tal fraccionamiento no podría ser solucionado por los tribunales 
españoles”. Vayamos por partes, que el fraccionamiento de una sucesión no pueda ser 
solucionado por los tribunales españoles no es medida de nada. Es algo consustancial al DIPr que 
sucede simplemente cuando se dan dos soluciones distintas sobre lo mismo en dos 
ordenamientos jurídicos distintos. La hipótesis de que pueda haber otras autoridades que se 
pronuncien sobre la misma sucesión es factible, haya o no haya bienes situados en el extranjero.  

En el caso de autos, desde el punto de vista de la competencia judicial internacional, el actual 
art. 22 quáter g) LOPJ daría competencia a los tribunales españoles para pronunciarse sobre la 
totalidad de la herencia, cualquiera que sea el lugar de situación de los bienes; el anterior art. 
22.3º LOPJ daría igualmente competencia a los tribunales españoles para pronunciarse sobre 
toda la herencia. En estas circunstancias, la nueva (porque es nueva) doctrina vendría a significar 
algo así como que la unidad y universalidad de la ley aplicable a la sucesión, derivadas del apartado 
primero del art. 9.8º Cc (“La sucesión por causa de muerte se regirá por la Ley nacional del 
causante en el momento de su fallecimiento, cualesquiera que sean la naturaleza de los bienes y 
el país donde se encuentren”) se excepcionará en los casos de reenvió a la ley española, en cuyo 
caso se aplicará esta a los inmuebles situados en nuestro territorio. 

No digo que esto no sea operativo o eficaz; no digo que ello no venga, incluso, condicionado 
por el objeto del litigio, que solo corresponde fijar a las partes; tan sólo que es admitir un 
fraccionamiento de la ley aplicable a la sucesión con todas las consecuencias que lleva aparejadas, 
las positivas (que las hay) y las negativas. Por no poner más que una clásica y típica: de existir 
bienes inmuebles en el extranjero (junto al inmueble de Mijas) la determinación de los derechos 
legitimarios en aplicación de la ley española (que, para el caso concreto, el Cc contempla respecto 
de la totalidad de la sucesión), por ejemplo, estaría totalmente desvirtuada. En otras palabras, 
que lo que dice el TS que hace preservando el principio de unidad legal de la sucesión es, 
precisamente, consagrar el fraccionamiento de la misma. Todo ello, bien entendido, en el plano 
teórico: es posible que en el caso concreto sólo existiese ese inmueble en Mijas, pero el TS dice 
que le da igual si existen otros fuera de España. Pues bueno. 

4. Las doctrinas jurisprudenciales están para proporcionar seguridad jurídica ante supuestos 
discutibles y su estabilidad es en sí misma fuente de esa seguridad. Si además son doctrinas que 
tienen tras de sí poderosas (o simples) razones sustantivas, de oportunidad, de eficiencia, de 
respeto a principios básicos, de lo que sea, pues mejor que mejor. Pero también son doctrinas que 
pueden evolucionar y cambiar cuando se demuestre que esas poderosas (o simples) razones lo 
aconsejan o lo determinan. El caso de la doctrina del reenvío en los supuestos de sucesión testada 
puede ser uno de ellos. Es posible que la admisión del reenvío en supuestos como el juzgado por 
la tercera sentencia también tenga razones tras de sí, pero no la salvaguarda del principio de 
unidad legal de la sucesión que, simplemente, contraría. (S.A.G.) 

368. DETERMINACIÓN, A EFECTOS SUCESORIOS, DEL RÉGIMEN DE ECONÓMICO DE UN MATRIMONIO 
EXTRANJERO CON ANTERIORIDAD A LA REFORMA DEL TÍTULO PRELIMINAR DEL CC DE 1974 (SAP Cádiz 2ª 
29 octubre 2019) 

369. ES LA LEY RESIDENCIA HABITUAL, LA COMPILACIÓN DERECHO CIVIL BALEAR, LA QUE LIMITA LA 
POSIBILIDAD DE ACEPTAR LA DONACIÓN CON PACTO DE . A LOS DESCENDIENTES, LEGITIMARIOS Y EMANCIPADOS 
(AAP Palma de Mallorca 4ª 31 octubre 2019) 
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El AAP Palma de Mallorca rechaza la apelación contra la denegación de autorización para 
poder otorgar un pacto sucesorio de definición entre madre e hija, ambas de nacionalidad 
alemana y residentes en Mallorca desde hacía dos años. El objeto de la donación con pacto de 
definición sería una participación indivisa en nuda propiedad de dos inmuebles sitos en Mallorca. 

La AP con concluyó que visto que la ley aplicable, conforme al citado reglamento [Reglamento 
650/2012, de sucesiones], art. 21, 25 y 36, es la ley residencia habitual, y que la compilación de 
derecho civil balear limita la posibilidad de aceptar la donación con pacto de definición a los 
descendientes, legitimarios y emancipados.  

Es decir, para que pueda ser autorizada la donación con definición o renuncia se precisa que 
concurra causa justificada de utilidad o necesidad, y la concurrencia de dicha causa debe ser 
además de alegada, acreditada por el solicitante, Pero además se exige como requisito previo que 
el donatario que realiza la aceptación con definición sea descendiente, legitimario y emancipado; 
y dicho requisito no se cumple toda vez que la hija de la apelante, para quien se solicita la 
autorización judicial, es aún menor de edad, sin haber alcanzado la edad de emancipación, [...] ni 
se encuentra en ninguno de los supuestos del art. 314 CC, por lo que no procede otorgar la 
autorización judicial interesada por lo que debemos confirmar el fallo de la resolución recurrida, 
siendo ası́́ que, además, y en modo alguno se justifica por la madre apelante la necesidad o utilidad 
para su hija de la operación pretendida por los razonamientos contenidas en la presente 
resolución.  
 

Observaciones: 1. El AAP de Palma que es objeto de estas observaciones aborda una situación 
cada vez más típica de la que han dado fe resoluciones de la antigua DGRN (Res. de 24 mayo 2019) 
y de su sucesora, la flamante Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública (Res. 10 agosto 
2020), así como una sentencia dictada sobre el supuesto correspondiente a la primera (SJPI 
Palma de Mallorca 11 mayo 2020). 

La situación, como digo, tiende a ser común: la realización de un pacto sucesorio de definición 
previsto por la Compilación balear, por el que los descendientes, legitimarios y emancipados, 
pueden renunciar a todos los derechos sucesorios, o únicamente a la legítima que, en su día, 
pudieran corresponderles en la sucesión de sus ascendientes, de vecindad civil mallorquina, en 
contemplación de alguna donación, atribución o compensación que de éstos reciban o hubieren 
recibido con anterioridad. Un pacto sucesorio, en fin, de renuncia a potenciales derechos 
sucesorios a cambio de entrega de bien de presente. El atractivo de estos pactos, además de la 
organización más racional de la herencia o de la ampliación pro–futuro de la libertad del 
causante, radica muy especialmente en sus ventajas fiscales. Si a este atractivo le añadimos la 
gran cantidad de extranjeros con residencia habitual en las Islas Baleares, la complejidad está 
servida: Derecho internacional privado de sucesiones más remisión a un sistema plurilegislativo, 
como el español, con su complejidad añadida. 

2. Las dos resoluciones citadas, así como la sentencia del Juzgado de Primera instancia, optan 
por no considerar válidos tales pactos cuando son extranjeras las partes, afirmando que tales 
pactos están reservados, exclusivamente, a los que se realicen con ascendientes de vecindad civil 
mallorquina (que la propia Compilación extiende a Menorca y en lo que sea compatible a las islas 
de Ibiza –lugar relevante en la segunda resolución– y Formentera). La idea que defienden es que 
ciertamente la ley aplicable en virtud del Reglamento 650/2012, de sucesiones, es la de la 
residencia habitual de la persona cuya sucesión está en juego, pero que esa ley (la mallorquina o 
la ibicenca, o la que sea) establece como condición de validez del pacto la ostentación de una 
vecindad civil concreta: la balear y dentro de ella, la correspondiente insular. El razonamiento, 
aun partiendo del Reglamento de sucesiones, se centra en la ley autonómica balear, haciendo, en 
cierto modo, abstracción de cuál es la naturaleza de la situación (internacional) y la carga 
regulativa del Reglamento (qué ley quiere el reglamento que se aplique y por qué). 
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3. El camino hasta la ley balear no es discutido: el art. 25.1º del Reglamento de sucesiones, 
somete la admisibilidad, validez material y efectos vinculantes entre las partes, de la definición, a 
la ley que, en virtud del Reglamento, fuese aplicable a su sucesión si aquella hubiera fallecido en 
la fecha de conclusión del pacto. Salvo elección de ley nacional (que no consta en ninguno de los 
casos, ni en el del auto que comentamos) la del Estado de la residencia habitual de los donantes. 
Siendo este España, la interpretación más plausible del art. 36 del Reglamento nos llevaría a la 
ley balear de la concreta residencia habitual. Y es aquí donde comienza el conflicto interpretativo. 
La ley de la residencia habitual establece un requisito que no permite su aplicación al caso: la 
necesaria vecindad civil mallorquina... del donante. Ciertamente, podríamos pensar que esto no 
es un requisito de aplicabilidad; que tan sólo se refiere al concreto pacto y que la ley sería 
aplicable en el resto de la regulación balear. Pero si tomamos cierta distancia y elevamos el 
requisito de la vecindad civil a la generalidad que posee en nuestro ordenamiento jurídico (arts. 
14, 16 y 9.8º Cc) resultaría que ningún Derecho sucesorio español podría ser de aplicación a 
extranjeros, puesto que podría defenderse que todos nacen afectados en su ámbito de aplicación 
por la vecindad civil. Pero nadie ha defendido nunca esto en las situaciones internacionales, en las 
que el Derecho está afectado por las normas de Derecho internacional privado. Esa norma, hoy, 
es el Reglamento de sucesiones, que ha decidido, seguro que no por casualidad, que la sucesión 
(o en este caso el pacto sucesorio) se regule por la ley de la residencia habitual, sin que parezca 
razonable que esta ley decida otra cosa (salvo los supuestos admitidos de reenvío). Añadir a la 
puerta de entrada de la residencia habitual del causante una puerta falsa de salida de la vecindad 
civil es perturbar el sistema. 

4. El auto que comentamos, sin embargo, obvia todos los obstáculos que las resoluciones y la 
sentencia citada ven. Quizá lo haga de forma inconsciente, pero lo cierto es que no se plantea que 
el pacto de definición no pueda realizarse entre dos nacionales alemanes. La exigencia de 
vecindad civil no aparece por ningún sitio. Es como si no existiese. Lo que se hace es, 
precisamente, interpretar otros requisitos sustantivos del pacto de definición: subyace la idea de 
que el pacto de definición podría realizarse si la hija legitimaria fuese mayor o menor emancipada 
(que no lo es). Si esta es una mera consecuencia de cómo se centró el debate o si es una 
comprensión de que los intereses regulativos del Reglamento no pueden ser desconocidos por la 
ley balear (porque además, el legislador balear no tiene competencia para ello) seguro que lo 
veremos en los próximos meses, cuando la misma AP tenga que pronunciarse sobre otros 
supuestos similares (una visión más exhaustiva y plural del tema la hago en “¿Puede un 
extranjero acogerse al pacto de definición mallorquín? El Reglamento 650/2012 y la RDGRN de 
24 mayo 2019”, La Ley Unión: Europea, nº 74, de 31 octubre 2019). (S.A.G.) 

370. EL EMPLAZAMIENTO DE LA DEMANDADA EN POLONIA RESULTÓ NEGATIVO Y ELLO LE HA CAUSADO 
INDEFENSIÓN AL PRIVARLE DE SU DERECHO A DECIDIR SI ACEPTABA O REPUDIABA LA HERENCIA DE SU PADRE 
(AAP Barcelona 17ª 6 noviembre 2019)  

371. INCIDENCIA EN UNA DIVISIÓN HEREDITARIA DEL RÉGIMEN ECONÓMICO MATRIMONIAL MARROQUÍ (SAP 
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Crónica correspondiente al año 2018 
 
 

Alimentos, crisis matrimoniales y 
regímenes económicos 

 

Rafael ARENAS GARCÍA * 

 
1. Como cada año, los conflictos relativos al fin de la convivencia conyugal y son los que, junto 

con las cuestiones sucesorias, más decisiones aportan al Derecho interterritorial español. La 
coexistencia de diferentes regulaciones en España en materia de regímenes económico–
matrimoniales tiene una relevancia determinante en la resolución de las crisis matrimoniales; así 
como también las diferencias entre los distintos Derechos civiles españoles en lo que se refiere a 
alimentos, consecuencias patrimoniales de la crisis o relaciones con los hijos. La conflictividad en 
materia de regímenes económicos matrimoniales, además, no se limita a los supuestos de crisis 
de pareja, dándose también litigiosidad en relación a este tema en sucesiones y también en la 
determinación de las responsabilidades de los miembros de la pareja frente a terceros. 

2. Los conflictos internos de leyes en materia de regímenes económicos son, sin embargo, de 
fácil resolución. Existe una norma clara en nuestro sistema de DIPr que es aplicable también a los 
conflictos interterritoriales, el art. 9.2º Cc, que no planteará problemas en la mayoría de los 
supuestos. Así se aprecia, por ejemplo, en la SAP Barcelona 28 septiembre 2018 (ECLI: 
ES:APB:2018:9234), donde se deriva la aplicación del Derecho catalán al régimen económico del 
matrimonio a partir de la vecindad civil de los cónyuges en el momento de contraer matrimonio 
y de la primera residencia del matrimonio. En la SAP Tarragona 18 enero 2018 (ECLI:ES: 
APT:2018:33) se tienen en cuenta solamente la ley personal de los cónyuges y su primera 
residencia tras la celebración. Y en la SAP Barcelona 20 marzo 2018 (ECLI:ES: APB: 2018:2117) 
la determinación de la ley personal de los cónyuges en el momento de la celebración del 
matrimonio es suficiente para identificar la ley aplicable a los efectos del matrimonio. En cambio, 
en la SAP Barcelona 5 julio 2018 (ECLI:ES:APB:2018:7026) es la primera residencia del 
matrimonio tras la celebración la que permite identificar dicho Derecho rector de los efectos del 
matrimonio, dado que en el momento de la celebración los cónyuges tenían leyes personales 
diferentes. En la SAP Huesca 31 enero 2018 (ECLI:ES:APHU:2018:28) la ley personal de los 
cónyuges, la primera residencia del matrimonio y el lugar de celebración son considerados para 
concluir la aplicación del Derecho civil denominado común, y no el aragonés de la Comunidad a 
la que se trasladó la familia un tiempo después de haber iniciado su vida en común. 

3. Junto a estos casos nos encontramos con otros en los que la determinación de la ley 
aplicable a los efectos del matrimonio se hace de una manera intuitiva, sin explicitar los 
elementos normativos que se tienen en cuenta. Así, la SAP Barcelona 16 enero 2018 (ECLI:ES: 
APB:2018:93) en la que se considera que el régimen económico del matrimonio es el de 
gananciales porque no consta que en el momento de la celebración del matrimonio los cónyuges 

 
* Catedrático de Derecho internacional privado. Universidad Autónoma Barcelona. 
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hubiesen adquirido la vecindad civil catalana. Se asume que ambos cónyuges eran de vecindad 
civil común en el momento de la celebración del matrimonio y eso es suficiente para concluir que 
el régimen económico del matrimonio es el de gananciales; lo que es correcto; aunque la 
referencia a la norma que lo determina hubiera sido aconsejable (sobre este recurso directo a la 
vecindad civil para la determinación del Derecho español aplicable vid. A. Font i Segura, 
“Aplicación directa de la ley correspondiente a la vecindad civil”, AEDIPr, 2014–2015, t. XIV–XV, 
pp. 1157–1159). Esta misma valoración ha de hacerse de la SAP Tarragona 3 julio 2018 (ECLI:ES: 
APT:2018:872), que se apoya únicamente en la vecindad civil “del matrimonio” para concluir la 
aplicación del Derecho balear al régimen económico del matrimonio. Tampoco la SAP Madrid de 
31 enero 2018 (ECLI:ES:APM:2018:1843) menciona la norma de conflicto que tiene en cuenta 
para la concreción del Derecho civil aplicable, con la diferencia respecto a los casos anteriores de 
que la determinación de la ley aplicable a los efectos patrimoniales del matrimonio plantea 
mayores dudas, puesto que hay vínculos relevantes con dos Derechos civiles españoles (el 
denominado común y el navarro) y entre los criterios que parece utilizar el tribunal para 
determinar el Derecho aplicable se incluye la voluntad manifestada por las partes; una conexión 
que en nuestro ordenamiento opera de manera estricta y sujeta a condiciones que no parecen 
darse en el caso concreto. Tampoco existe mención a la normativa conflictual aplicable en la SAP 
Zaragoza 27 febrero 2018 (ECLI:ES:APZ:2018:741). 

En todos estos casos hubiera sido deseable que el Tribunal hubiera procedido de una manera 
más ordenada, indicando la norma de conflicto que toma en consideración para, a partir de ahí, 
examinar las circunstancias del caso y concluir con la mencionada determinación del Derecho 
aplicable a los efectos del matrimonio y, en concreto, a la determinación de su régimen económico 
matrimonial; pero probablemente en los casos que han sido mencionados, el resultado final es 
correcto. Si los cónyuges tienen una misma ley personal en el momento de la celebración del 
matrimonio éste será el Derecho que regirá los efectos del matrimonio. Para el caso de que exista 
una duda sobre este punto –y, como veremos enseguida, esa duda puede darse como 
consecuencia de la regulación de la vecindad civil– la identificación de la primera residencia del 
matrimonio tras la celebración será determinante. Cuando, como sucede en varios de los casos 
que han sido indicados, las posibles leyes personales y la primera residencia del matrimonio 
coinciden, será posible afirmar con cierta seguridad que el Derecho aplicable al régimen 
económico matrimonial es el determinado por la coincidencia de esas conexiones. 

La certeza no es absoluta, sin embargo, y ello como consecuencia de las dudas que ofrece la 
identificación de la vecindad civil de los españoles. En el apartado que dedicamos en esta crónica 
a la vecindad civil volveremos sobre ello, pero aquí ha de apuntarse que la mayoría de las 
dificultades que apreciamos en la concreción del Derecho aplicable a los efectos del matrimonio 
se conectan con los problemas para afirmar con certeza la vecindad civil de los contrayentes en 
el momento de la celebración del matrimonio, que es el relevante para la concreción de la ley 
aplicable a los efectos del matrimonio. Como digo, volveremos sobre ello en el comentario sobre 
la jurisprudencia relativa a esta conexión dentro de esta misma crónica. 

4. Donde no existen dudas en las sentencias examinadas es en lo que se refiere a la 
determinación del momento relevante para la identificación de la ley aplicable al régimen 
económico del matrimonio. Son varias las decisiones en las que se afirma de manera explícita que 
tal Derecho ha de quedar fijado en el momento de la celebración del matrimonio sin que pueda 
ser alterado con posterioridad (lo que no impide, como es sabido, el otorgamiento de 
capitulaciones matrimoniales según lo previsto en otro Derecho de acuerdo con las condiciones 
que fija el art. 9.3º Cc). Así, en las SSAP Barcelona 16 enero 2018 (ECLI:ES:APB:2018:93, “El 
régimen económico matrimonial se determina en el momento de la celebración del matrimonio 
(…) y solo se modifica posteriormente mediante el otorgamiento de capitulaciones 
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matrimoniales, resultando en caso contrario inalterable aunque con posterioridad varía la 
vecindad civil de los miembros del matrimonio”), de 29 enero 2018 (ECLI:ES:APB:2018:1058, 
“Rige en esta materia el principio de inmutabilidad –excepto pacto ulterior en capitulaciones 
matrimoniales– si se mantiene invariable desde la celebración del matrimonio”) y de 26 
septiembre 2018 (ECLI:ES:APB.2018:8944, “El hecho de optar por la vecindad civil catalana al 
adquirir la nacionalidad española no supone alteración retroactiva del régimen económico 
matrimonial (a falta de capitulaciones matrimoniales), que viene establecido por la ley nacional 
común al momento de contraer matrimonio”). Es cierto que en estas decisiones la afirmación 
sobre la inmutabilidad del régimen parece referido de manera directa a la determinación 
material del régimen y no tanto a la fijación del Derecho aplicable; pero establecida aquélla, ésta 
resulta también obligada. En la última de las decisiones mencionadas ha de mencionarse también 
que el principio de inmutabilidad del régimen es fundamentado en el Reglamento (UE) 
2016/1103 sobre regímenes económico–matrimoniales. El tribunal conoce que es un texto que 
todavía no goza de aplicación, pero eso no impide que los principios sobre los que se sustenta; en 
este caso el de inmutabilidad del régimen económico del matrimonio, puedan ser considerados 
para apoyar los argumentos basados en el Derecho español. 

5. Más allá de los regímenes económicos matrimoniales, existen otros aspectos relevantes en 
materia de crisis familiares. Cuestiones como los alimentos, el uso de la vivienda habitual o las 
medidas respecto a los hijos son nucleares en el tratamiento de las crisis de pareja. Esto explica 
que hayan sido objeto de regulación en diversos Derechos autonómicos, lo que ha tenido también 
traducción en el Derecho interterritorial. Aquí llama la atención la consideración de las normas 
unilaterales contenidas en alguna normativa autonómica, lo que conduce a que ésta sea aplicada 
con independencia de las previsiones de las normas de conflicto del Derecho interterritorial. 

En las Sentencias que hemos recogido, esto se aprecia en varias decisiones procedentes del 
País Vasco en las que se aplica la Ley Vasca 7/2015, de 30 de junio, de relaciones familiares en 
supuestos de separación o ruptura de los progenitores (BOE 24.7.2015) a partir de lo establecido 
en la propia Ley y, en concreto de su art. 2 (“1. La presente Ley será de aplicación en todo el 
territorio de la Comunidad Autónoma de Euskadi siempre que, conforme a lo previsto en la 
legislación civil que resulte de aplicación, el progenitor o progenitores que tengan la autoridad 
parental sobre sus hijos ostentan la vecindad civil vasca. 2. Si uno de ellos ostenta la vecindad civil 
vasca y el otro no, se estará a la vecindad civil vasca, si es la elegida por ambos progenitores en 
documento auténtico otorgado antes de la celebración del matrimonio de constitución de la 
pareja de hecho. 3. En su defecto, se estará a la del lugar de la residencia habitual común del 
matrimonio en el momento de presentación de la demanda o, en el caso de las parejas de hecho, 
de la residencia inmediatamente anterior a la disolución de la pareja de hecho, si se hallan 
situados en el territorio de la Comunidad Autónoma de Euskadi”). Incurren en esta aplicación 
directa de la normativa autonómica el AAP Álava 14 noviembre 2018 (ECLI: ES:APVI:2018:716A, 
“La Ley 7/2015, de 30 de junio, de relaciones familiares en supuestos de separación o ruptura de 
los progenitores regula estas relaciones en caso de divorcio (art. 1), siempre que, como es el caso, 
los progenitores tengan la vecindad civil vasca”) y las Sentencias de la misma AP de 15 junio 2018 
(ECLI:ES:APVI:2018:555), de 26 junio 2018 (ECLI:ES:APVI:2018:553), de 3 septiembre 2018 
(ECLI:ES:APVI:2018:1163), de 14 septiembre 2018 (ECLI:ES:APVI:2018:1130) y de 21 
septiembre 2018 (ECLI:ES:APVI: 2018:1154), de la AP Guipúzcoa de 17 abril 2018 (ECLI:ES: 
APSS:2018:326), de 27 abril 2018 (ECLI:ES:APSS:2018:356), de 17 mayo 2018 (ECLI:ES:APSS: 
2018:549) y de 6 noviembre 2018 (ECLI:ES:APSS:2018:1362). Esta aplicación de las normas de 
conflicto unilaterales de los Derechos autonómicos plantea problemas que ya han sido señalados 
por la doctrina (vid. A. Font i Segura, Actualización y desarrollo del sistema de Derecho 
interregional, Santiago de Compostela, Universidade de Santiago de Compostela, 2007, pp. 95–
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112) y tratados en ediciones anteriores de esta misma crónica (vid. R. Arenas García, “Derecho 
civil valenciano”, AEDIPr, t. XVII, 2017, pp. 1171–1175, pp. 1172–1173; id., “Derecho civil 
valenciano”, AEDIPr, t. XVI, 2016, pp. 1241–1244, p. 1242 y más en detalle A. Font i Segura, 
“Inconstitucionalidad de la normativa autonómica que delimita el ámbito de aplicación personal 
del propio Derecho”, AEDIPr, t. XII, 2012, pp. 1100–1105; id., “La potencia normativa del art. 2 de 
la Ley 5/2011 de relaciones familiares de los hijos e hijas cuyos progenitores no conviven, de la 
Comunitat Valenciana”, AEDIPr, t. XIII, 2013, pp. 1199–1202; id. “Ámbito de aplicación del 
Derecho civil valenciano”, AEDIPr, t. XII, 2012, pp. 1126–1129); pero no cabe duda que nuestros 
tribunales parecen asumir esta aplicación directa sin mayores problemas; quizás porque resulta 
más sencillo el recurso a una norma positiva y clara, sobre todo cuando conduce a lo que 
intuitivamente parece lógico –la aplicación del Derecho de la Comunidad Autónoma en la que 
tiene el órgano jurisdiccional su sede– que el análisis de los problemas de articulación entre la 
normativa estatal en materia de DIPr y las diferentes normativas autonómicas. El panorama es 
especialmente confuso puesto que el TC ya se ha pronunciado sobre la inconstitucionalidad de 
las normas autonómicas que delimitan unilateralmente su ámbito de aplicación (vid. A. Font i 
Segura, “Inconstitucionalidad…”, loc. cit., p. 1102); pero dado que el TC no actúa de oficio –
lógicamente– solamente la impugnación por quien esté legitimado para ello podría producir la 
expulsión del ordenamiento de estos preceptos; y por lo que vemos no parece probable que se 
plantee una cuestión de inconstitucionalidad en relación a estas normas, con lo que es previsible 
que en próximas crónicas debamos seguir dando cuenta de la aplicación de estas normas 
autonómicas unilaterales. 

Aparte de estos casos, también hemos de considerar aquellos relativos a alimentos en los que 
los tribunales aplican la normativa específica, en este caso el art. 9.7º Cc. Así, en el AAP Barcelona 
23 julio 2018 (ECLI:ES:APB:2018:4228A). En este caso en la redacción anterior a la operada por 
la reforma de la Ley 26/2015, de 28 de julio, que incluyó la remisión por referencia al Protocolo 
de La Haya de 2007. 

6. Merecen un tratamiento específico los supuestos en los que la determinación del Derecho 
español aplicable ha de hacerse en el marco de un conflicto internacional. Ese sería el caso que 
aborda el AAP Barcelona 8 octubre 2018 (ECLI:ES:APB:2018:6196A). Lamentablemente, desde 
la perspectiva que aquí nos interesa, la naturaleza de la decisión –que se limita a indicar que los 
órganos jurisdiccionales españoles gozan de competencia para conocer– no permite que se entre 
en la concreción del Derecho aplicable, aunque el Auto ha de destacarse por la correcta referencia 
a los Reglamentos 2201/2003 y 1295/2010, así como los Convenios de La Haya de 1996 sobre 
protección de menores y el Protocolo de La Haya de 2007 sobre ley aplicable a los alimentos. 
También en la SAP Baleares 23 enero 2018 (ECLI:ES:APIB:2018:103) se incardina el problema 
de Derecho interterritorial con el de Derecho internacional; al igual que en la SAP Barcelona 26 
septiembre 2018 (ECLI:ES:APB.2018:8944), ya mencionada. 

La diferencia entre estos casos es que mientras en este último el Derecho español no resultaba 
aplicable, por lo que, realmente, no se llega a plantear la necesidad de identificar el Derecho 
español que resultaría aplicable en el supuesto de que la norma de conflicto nos llevara al 
Derecho español; en el primero se considera aplicable el Derecho español con el argumento de 
que no habiendo ley personal común de los cónyuges en el momento de la celebración (el 
demandado era español y la actora venezolana) debían considerarse el lugar de residencia del 
matrimonio y el de la celebración del mismo; conexiones ambas que conducen a España. Además, 
se aduce que la cuestión de la aplicación de un Derecho extranjero había sido planteada de modo 
extemporáneo. Como consecuencia de todo ello, resulta aplicable la ley española, que se concreta 
sin un argumento expreso sobre este punto en el Derecho de Mallorca. 
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Finalmente, en lo que se refiere a este apartado, hemos de considerar la SAP Tarragona 28 
junio 2018 (ECLI:ES:APT:2018:1014). En el procedimiento de divorcio de dos cónyuges que eran 
nacionales marroquíes en el momento de la celebración del matrimonio, que había sido contraído 
en Marruecos. La nacionalidad común de los cónyuges conduciría a la aplicación del Derecho 
marroquí; pero éste no había sido convenientemente alegado por las partes, por lo que, según el 
órgano jurisdiccional debería aplicarse Derecho español ex art. 281 LEC y 33 LCJIMC. Aplicándose 
Derecho español debería determinarse el concreto Derecho español aplicable, lo que hubiera 
requerido considerar la norma de conflicto relevante (art. 9.2º Cc), norma que, probablemente 
hubiera resultado infructuosa puesto que, como hemos visto, la ley nacional común de los 
cónyuges en el momento de la celebración era un Derecho extranjero. En vez de esto lo que afirma 
el Tribunal es que dada la nacionalidad española y vecindad catalana de los cónyuges en el 
momento de inicio del litigios debía aplicarse el Derecho catalán (“A lo expuesto debe anudarse 
que al tiempo de interponer la demanda iniciadora de este juicio (25 enero 2017) y de la 
generación de todos los efectos judiciales derivados de la litispendencia (art. 410 LEC) ambos 
litigantes tenían nacionalidad española, al igual que sus tres hijos comunes, que además han 
nacido en España; así como vecindad civil catalana. Por todo ello resulta aplicable a esta Litis el 
Libro II CCC, aprobado por la Ley autonómica 25/2010, de 29 de julio, en vigor desde el día 1 
enero 2011”).  

No acierta encontrarse la justificación para esta aplicación de la ley catalana sobre la base de 
la vecindad civil de los cónyuges en el momento de la interposición de la demanda. Quizás ante 
casos como el que aquí se plantea (aplicación del Derecho español por falta de prueba del 
Derecho extranjero) sería posible, ante la ausencia de una solución expresa en nuestro Derecho, 
aplicar la norma de conflicto hasta encontrar una conexión útil. Esto es, en este caso, una vez 
descartado el punto de conexión “ley personal común en el momento de la celebración” y ante la 
aparente ausencia de elección de Derecho por los cónyuges, podría examinarse cuál fue la 
primera residencia del matrimonio inmediatamente después de la celebración por ver si tal 
conexión identificaba un Derecho español. Solamente una vez agotadas las conexiones del art. 
9.2º Cc podría recurrirse a la identificación del Derecho más próximo en atención a las 
circunstancias del caso. En vez de esto, sin embargo, y tal como se ha indicado, se opta por un 
acercamiento intuitivo que no hace explícitos los argumentos que conducen a la aplicación de la 
ley catalana. Un acercamiento que, sin embargo, es coherente con ese recurso global a la vecindad 
civil que ya habíamos comentado en anteriores ediciones de esta crónica de Derecho 
interterritorial (vid. A. Font i Segura, “Aplicación directa…”, loc. cit.). 

7. Finalmente, hemos de comentar la SAP Barcelona 23 marzo 2018 (ECLI:ES:APB: 
2018:1873). En esta se ocupa de un problema que ha tenido cierto recorrido en nuestra práctica. 
El art. 33 de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas prevé una ventaja fiscal en los casos de disolución de la sociedad de gananciales o de 
extinción del régimen económico matrimonial de participación; ventaja que consiste en que se 
considera que en estas operaciones no se entenderá que ha habido alteración de la composición 
del patrimonio. En caso de que se considerara que sí se ha producido esa alteración en la 
composición del patrimonio, tal alteración podría tener consecuencias fiscales. En esta SAP 
Barcelona se mantiene que este beneficio se extiende a todas las operaciones patrimoniales como 
consecuencia de una crisis matrimonial puesto que entenderlo de otra manera implicaría una 
discriminación entre los distintos Derechos forales lo que implicaría también una discriminación 
por vecindad civil. 

No creo que sea totalmente convincente el argumento de la Audiencia, puesto que la 
discriminación operaría en cualquier caso sobre los distintos regímenes económicos del 
matrimonio, y no como causa de la vecindad civil, puesto que una interpretación literal del art. 33 
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Ley 35/2006 llevaría a excluir la ventaja fiscal en los casos de regímenes de separación del 
Derecho civil denominado común mientras que no debería existir inconveniente para que sí se 
aplicara en aquellos regímenes equivalentes al de gananciales o participación de cualquier 
Derecho español. Para evitar este resultado, la AP Barcelona recurre al arraigo que cada régimen 
tiene en cada Comunidad Autónoma, advirtiendo que de no interpretarse el art. 33 de la Ley 
según lo que se acaba de indicar debería procederse a plantear una cuestión de 
inconstitucionalidad. 

8. En definitiva, las diferentes decisiones que hemos considerado se sitúan en una línea de 
continuidad con crónicas anteriores. La vecindad civil sigue mostrándose como el flanco débil de 
nuestro sistema de Derecho interterritorial, como veremos en el apartado correspondiente y se 
mantiene la aplicación de normas autonómicas que delimitan el ámbito de aplicación de sus 
respectivos Derechos. La consideración intuitiva y directa de la vecindad civil para la resolución 
de problemas que requerirían técnicas más complejas también se mantiene y los tribunales 
continúan resolviendo de una manera “directa” los problemas que se derivan de la articulación 
de los conflictos internos e internacionales. 
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Vecindad civil 
 

Rafael ARENAS GARCÍA* 
 
1. En estas crónicas hemos reiterado que la vecindad civil es el talón de Aquiles del sistema 

español de Derecho interterritorial (vid. R. Arenas García, “La determinación de la vecindad civil: 
el talón de Aquiles del sistema español de Derecho interterritorial”, AEDIPr, t. XIII, 2013, pp. 
1174–1178). La falta de constancia registral de la vecindad civil en la mayoría de los supuestos 
conduce a una indeterminación que dificulta la resolución de los conflictos internos de leyes ya 
que es precisamente la vecindad civil la conexión esencial del sistema. Esta falta de constancia 
registral implica que en los casos que presentan conexiones con varios Derechos españoles ha de 
determinarse como cuestión previa la vecindad civil de las personas vinculadas al mismo, lo que 
ha de hacerse a través de indicios, acabando por convertirse la concreción de la vecindad civil en 
una cuestión de hecho, lo que contradice la naturaleza de la institución. Las decisiones que aquí 
se recogen correspondientes al año 2018 son buena muestra de ello. 

2. En varias de estas decisiones la determinación de la vecindad civil se hace a partir de la 
constatación de que los interesados residieron por más de diez años en un determinado territorio 
sin que conste declaración de haber mantenido una vecindad diferente (art. 14.5º Cc). Así en el 
AAP Álava 14 noviembre 2018 (ECLI:ES:APVI:2018:716A: “siempre que, como en el caso, los 
progenitores tengan la vecindad civil vasca, que podemos presumir en don Jesús y doña Ofelia, 
vecinos de Vitoria–Gasteiz por el tiempo necesario para adquirirla (se casaron en 1987), y sin que 
conste declaración en contrario”). En sentido parecido también la SAP Álava 3 septiembre 2018 
(ECLI:ES:APVI:2018:1163), de 14 septiembre 2018 (ECLI:ES:APVI:2018:1130) y de 21 
septiembre 2018 (ECLI:ES:APVI:2018:1154). 

El plazo de diez años para la determinación de la vecindad civil también es considerado en la 
SAP Barcelona 6 febrero 2018 (ECLI:ES:APB:2018:232) y en el Auto de la misma Audiencia de 23 
julio 2018 (ECLI:ES:APB:2018:4228A) sobre el que tendremos que volver al tratar el régimen de 
adquisición de la vecindad civil por residencia en el caso de los menores. También este plazo de 
diez años es considerado en la SAP Barcelona 5 julio 2018 (ECLI:ES:APB: 2018:7026), en la de la 
AP Granada 4 mayo 2018 (ECLI:ES:APGR:2018:574), en la de la AP de Córdoba de 13 julio 2018 
(ECLI:ES:APCO:2018:915), y de la AP Málaga 3 octubre 2018 (ECLI:ES:APMA:2018:1838). 
Además de estos supuestos de adquisición de la vecindad civil por residencia de diez años sin 
declaración en contra, ha de destacarse en esta crónica la inclusión de una decisión en la que 
consta la adquisición de la vecindad civil por declaración positiva. Se trata de la SAP Vizcaya 31 
enero 2018 (ECLI:ES:APBI:2018:138, “En cuanto a las sentencias que se acompañan no son 
incardinables al caso de autos, ya que ciertamente en este supuesto concurre la manifestación de 
la voluntad expresa de los finados de adquisición de la vecindad civil foral realizada ante el 
Registro civil de Getxo, constando inscrita en el certificado literal de nacimiento”. 

Las dificultades en la prueba de la vecindad civil en ausencia de constancia registral de la 
misma, lleva a que, como se ha adelantado, sea tratado como una cuestión de hecho, 
planteándose, por ejemplo, determinar quién tiene la “carga de la prueba” de la vecindad civil 
(vid., v.gr., SAP Málaga 3 octubre 2018 (ECLI:ES:APMA:2018:1838; si bien en las alegaciones de 
las partes y no en la decisión del Tribunal: “a lo que añade que era el Señor Juan Miguel el obligado 

 
* Catedrático de Derecho internacional privado. Universidad Autónoma Barcelona. 
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a probar que tenía la vecindad civil Catalana durante diez años continuados”). También ha de 
destacarse en esta línea la SAP Barcelona 12 julio 2018 (ECLI:ES:APB:2018:7176) donde se 
reconocen las dudas existentes sobre la vecindad civil relevante para el caso, lo que conduce a la 
no imposición de costas a la parte vencida. Sin salir de las cuestiones procesales, resulta también 
interesante el ATS 7 marzo 2018 (ECLI:ES:TS:2018:2087A) en la que se negó el acceso a la 
casación sobre la base de la indebida determinación de la vecindad civil por los juzgadores de 
instancia. Se había argumentado que la vecindad de Derecho civil común no había sido alegada 
por las partes y que, por tanto, no podía ser considerada por el tribunal. Vemos cómo se pretende 
tratar la determinación de la vecindad civil, que es una cuestión de derecho, como un hecho. El 
TS, como hemos dicho, no admite el recurso, pero no por razones sustanciales, sino por haberlo 
basado en cuestiones procesales y no sustantivas. Por su parte, la SAP Girona 24 enero 2018 
(ECLI:ES:APGI:2018:1578) parte de que en un proceso anterior se había aplicado el Código de 
Familia de Cataluña para de ahí concluir que no habiéndose alegado ni acreditado ningún cambio 
de vecindad ha de entenderse que los interesados tienen vecindad civil catalana. 

3. Tal como adelantábamos, en varias de las resoluciones que hemos recogido se trataba el 
tema de la adquisición por residencia de la vecindad civil en el caso de menores. La SAP Barcelona 
8 junio 2018 (ECLI:ES:APB:2018:5749) se ocupa in extenso de esta cuestión concluyendo que tras 
algunas dudas jurisprudenciales en la actualidad es claro que el tiempo en el que el interesado no 
pudo legalmente regir su persona no computa en el plazo de diez años de residencia para adquirir 
la vecindad civil sin haber declarado su voluntad de no adquirirla (“Corolario de lo anterior es 
que en el plazo de los diez años no se computa el tiempo que el interesado no pudo legalmente 
regir su persona”). El AAP Barcelona 23 julio 2018 (ECLI:ES:APB:2018:4228A), en cambio, 
parece asumir que el tiempo de la minoría de edad cuenta para la adquisición de la vecindad civil 
por residencia, aunque tiene el cuidado de indicar que incluso aunque no se hubiera adquirido la 
vecindad civil por residencia el resultado sería el mismo. Llama la atención en esta decisión 
también que se hable de la “vecindad civil andaluza” que, evidentemente, no existe, puesto que 
Andalucía no tiene Derecho civil propio. Es un error que en otros años se había apreciado en otras 
decisiones que parecen asumir que cada Comunidad Autónoma hace nacer su propia vecindad 
civil, desconociendo que tan solo existe vecindad civil diferenciada en aquellas Comunidades 
Autónomas con Derecho civil propio. 

Sin salir de los problemas que plantea la determinación de la vecindad civil respecto a 
menores, debemos considerar la SAP Tarragona 28 septiembre 2018 (ECLI:ES:APT:2018:1187). 
En ella, y ante progenitores de distinta nacionalidad (española y rumana) se opta por determinar 
la vecindad civil del hijo por el lugar de nacimiento según la regla del art. 14.3º Cc, prevista para 
el caso de que los padres tengan distinta vecindad civil. No es correcta, sin embargo, esta remisión 
al 14.3º Cc, porque la atribución de vecindad civil por el lugar del nacimiento solamente ha de 
operar cuando los progenitores tengan distinta vecindad civil, no cuando uno tenga vecindad civil 
(por ser español) y el otro no (por ser extranjero). En estos casos la vecindad civil del hijo será la 
de su único progenitor español. En el caso concreto no hay diferencia en el resultado, pues el 
progenitor español tenía la vecindad civil vasca y el niño había nacido en Vizcaya; pero podríamos 
encontrarnos con supuestos en los que esta coincidencia no se diera, por lo que es conveniente 
aplicar con precisión la norma. 

4. Finalmente, hemos de referirnos a la STSJ País Vasco 10 diciembre 2018 en la que se 
distingue entre vecindad civil aforada en el País Vasco y aplicación del Derecho civil vasco. Como 
es sabido el País Vasco sigue un régimen especial, ya que dentro de su territorio existen 
territorios aforados y no aforados; esto es personas que pese a su vinculación con el País Vasco 
no adquieren la vecindad civil foral, sino que tienen la vecindad civil común como consecuencia 
de la existencia en el territorio de la Comunidad Autónoma de zonas aforadas y no aforadas. Esto 
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no impide la aplicación a dichas personas de ciertas instituciones forales y, aquí, la troncalidad en 
materia sucesoria. Del argumento de la decisión parecería desprenderse que esta sujeción se 
hace por razones personales (“necesariamente se deberá concluir que el Fuero rige tanto para 
los vizcaínos, aforados o infanzones –en toda su extensión– como para los vizcaínos que no lo son 
–en cuanto sea aplicable–”). En realidad, la sujeción en este caso no es personal, sino territorial 
en función del ámbito de aplicación territorial de la normativa sobre troncalidad, que se proyecta 
tanto sobre los vizcaínos (aforados o no) como sobre cualquier otra persona, tenga la condición 
personal que tenga. 

5. Por lo que hemos visto, la determinación de la vecindad civil sigue siendo un elemento clave 
en nuestro sistema de Derecho interterritorial que debería ser regulado de manera tal que las 
dudas que constantemente se plantean sobre su determinación se resolvieran. Animamos al 
legislador a abordar esta ineludible tarea. 
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Uniones no matrimoniales 
 

Rafael ARENAS GARCÍA* 
 
1. En las decisiones que aquí se recogen se plantean algunos problemas que son recurrentes 

en relación a las uniones no matrimoniales junto a otros que nos permiten abordar desde 
diferentes perspectivas el régimen de las uniones no matrimoniales en el Derecho interterritorial 
español. En el primer grupo están las cuestiones relativas a la concesión de pensión de viudedad 
en los casos de parejas no casadas y la determinación de en qué registros ha de estar inscrita la 
pareja para que pueda ser concedida la tarjeta de residencia para familiares de ciudadanos de la 
UE. En el segundo grupo examinaremos el Derecho aplicable a la guarda de los menores hijos de 
la pareja y ciertas cuestiones sobre las relaciones económicas de los convivientes. 

2. En ediciones anteriores de esta misma crónica ya habíamos tratado la jurisprudencia sobre 
el derecho a la obtención de una pensión de viudedad sobre la base de la existencia de una unión 
no matrimonial (vid. A. Font i Segura, “Articulación del Derecho estatal y autonómico”, AEDIPr, t. 
XVIII, 2018, pp. 955–959, pp. 956–857; R. Arenas García, “Uniones extramatrimoniales”, ibid., pp. 
1006–1009, pp. 1006–1007 y referencias allí contenidas). Como es sabido, el problema surgía 
porque inicialmente la LGSS remitía a la legislación civil la determinación de la constitución de la 
pareja, cuestión previa al cobro de la pensión de viudedad. Esta remisión, sin embargo, fue 
declarada inconstitucional. En su momento se hizo aquí la crítica a dicha decisión del TC (vid. M. 
Gardeñes Santiago, “Pensiones de viudedad, parejas de hecho y conflictos de leyes internos”, 
AEDIPr, t. XIII, 2013, pp. 1227–1233, p. 1229); por lo que ahora no tiene sentido volver sobre ella, 
sino constatar los efectos que ha tenido sobre nuestro Derecho y del que son muestra las 
decisiones que aquí se recogen. 

En este sentido quizás la decisión más relevante de las recogidas es el ATS 13 febrero 2018 
(ECLI:ES:TS:2018:1988A) en el que se explicita la doctrina existente sobre este punto y que 
puede resumirse en la exigencia, para que surja el derecho a la pensión de viudedad, de que haya 
existido convivencia durante al menos cinco años y que dicha convivencia haya sido formalizada 
mediante la inscripción en un registro público u otro requisito equivalente. El Auto rechaza que 
pueda acceder a la casación una reclamación de pensión de viudedad sobre la base de la mera 
convivencia y con el apoyo de una Sentencia del TSJ ya que dicha Sentencia había sido dictada 
antes de la declaración de inconstitucionalidad a la que nos acabamos de referir, por lo que, en 
palabras del TS, tal Sentencia habría perdido “cualquier valor referencial”. También aplica esta 
doctrina la STSJ Castilla y León 26 febrero 2018 (ECLI:ES:TSJCL:2018:720, “Pero, incluso si fuera 
posible tal consideración a cualesquiera efectos civiles, hay que recordar que conforme al criterio 
del Tribunal Constitucional el inciso del art. 174.3º LGSS que decía que en las comunidades 
autónomas con Derecho civil propio, cumpliéndose el requisito de convivencia a que se refiere el 
párrafo anterior, la consideración de pareja de hecho y su acreditación se llevará a cabo conforme 
a lo que establezca su legislación específica, fue declarado inconstitucional y nulo por la STC 
40/2014, de 11 de marzo , que vino a decir que el concepto de pareja de hecho regulado en la Ley 
General de la Seguridad Social a efectos de lucrar la pensión de viudedad es un concepto propio 
y autónomo de dicha legislación, uniforme para todo el territorio español, sin posibilidad de 
diferenciación entre Comunidades Autónomas, no siendo aplicables en esta materia los 

 
* Catedrático de Derecho internacional privado de la Universidad Autónoma de Barcelona. 
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conceptos del Derecho civil, ni del común, ni de los forales o especiales, como es el catalán”). 
Volveremos enseguida a esta decisión porque antes de llegar a esta conclusión realiza 
interesantes reflexiones sobre la ley aplicable a la constitución de la unión en situaciones que se 
conecten con diferentes Derecho españoles. 

3. Las relaciones económicas entre los convivientes de la pareja son abordadas en las SAP 
Girona 6 marzo 2018 (ECLI:ES:APGI:2018:161). Este es un caso en el que la determinación del 
Derecho español aplicable se incardina en un supuesto de DIPr al tratarse de dos ciudadanos 
rusos que, presumiblemente, residen en Cataluña. Ante esta situación, y ante la imposibilidad de 
aplicar el Derecho ruso, que no había sido alegado, y ante la ausencia de una norma de conflicto 
estatal en materia de uniones no matrimoniales, el Tribunal opta por aplicar el Derecho catalán 
sobre la base de su carácter territorial (L’article 9.2º del Codi civil espanyol no té cap norma de 
conflicte que resolgui el problema relatiu a la normativa substantiva aplicable a una parella de fet, 
a diferència del que passa amb les parelles matrimonials. Els litigants no han demostrat ni 
l’existència ni el contingut del dret rus (nacionalitat d’ambdós) sobre el trencament de les parelles 
de fet ni les seves conseqüències jurídiques. Per altra banda, l’ article 111–3.1 CCCat disposa que el 
dret civil català té eficàcia territorial en tot Catalunya, sens perjudici, entre altres, de les excepcions 
derivades de l’estatut personal. Per tant, si no ens consta quina és la regulació pròpia de Rússia en 
aquesta matèria, ni tan sols la seva existència, serà d’aplicació la normativa catalana). Se conecta 
así esta decisión con una corriente jurisprudencial que había concluido que la aplicación del 
Derecho catalán por los órganos jurisdiccionales con sede en esa Comunidad Autónoma se basa 
en el principio de territorialidad. Se trata de una línea interpretativa que ya había sido analizada 
(y cuestionada) en ediciones anteriores de esta crónica (vid. A. Font i Segura, “Territorialidad y 
extraterritorialidad en la aplicación de los Derechos civiles españoles”, AEDIPr, t. XII, 2012, pp. 
1145–1148) y que parece haber remitido en los últimos años. En este sentido, es destacable que 
el recurso al principio de territorialidad se hace tan solo tras constatar que no existe norma de 
conflicto aplicable al caso. Tal como ya se ha indicado en esta misma crónica al tratar de las crisis 
matrimoniales, la determinación del Derecho español aplicable en aquellos casos en los que el 
Derecho extranjero reclamado por la norma de conflicto no puede ser aplicado plantea 
dificultades especiales que nuestro Derecho no resuelve de manera explícita, lo que obliga a una 
labor creativa de los tribunales que no favorece la seguridad jurídica. 

Llama la atención, sin embargo, en esta decisión que tras concluir que el Derecho catalán es 
aplicable para la resolución del litigio y, en concreto, para la prestación por razón del trabajo 
solicitada; no lo es para la reclamación de alimentos que también se sustancia, de tal manera que 
ésta última es rechazada por no tener ninguno de los integrantes de la pareja vecindad civil 
catalana. Esto es, se interpreta que los alimentos previstos en el art. 234–10 CCCat tan solo 
pueden ser percibidos por quienes tengan vecindad civil catalana. Es una conclusión que ha de 
ser rechazada. En aquellos casos en los que el Derecho catalán resulte aplicable esta aplicación 
no puede ser rechazada con el argumento de que el beneficiario no goza de la vecindad civil 
catalana. Es más, en este caso, dada la naturaleza internacional del litigo, la determinación del 
Derecho español aplicable debería hacerse teniendo en cuenta lo previsto en el Reglamento 
4/2009 en materia de alimentos, que remite al Protocolo de La Haya de 2007, que no se aplica a 
los conflictos internos; pero sí a la determinación del Derecho aplicable en el seno de un Estado 
complejo cuando el supuesto tiene conexiones con varios ordenamientos (vid. el art. 15 del 
Protocolo). De acuerdo con este instrumento, y asumiendo la residencia en Cataluña de acreedor 
y deudor de alimentos no habría dificultad para la aplicación del Derecho catalán sobre la base 
de lo previsto en los arts. 3 y 16 del Protocolo. Como es sabido, al no excluirse en el Protocolo su 
aplicación a las uniones de hecho, es posible su proyección sobre estas situaciones (vid. el Informe 
Explicativo de este Protocolo redactado por Andrea Bonomi, [˂https://assets.hcch.net/docs/84e 



CRÓNICA DE DERECHO INTERTERRITORIAL                                                                                           597 

AEDIPr, t. XIX–XX, 2019–2020 
ISSN 1578–3138 

93f6d–87ed–4928–8c65–13a3350ab23f.pdf˃], p. 12). Curiosamente, sin embargo, no encuentra 
problemas esta resolución para aplicar la regulación catalana sobre compensación por razón del 
trabajo sobre la base del principio de territorialidad del Derecho catalán, cuando la solución 
tradicional había sido la de vincular la aplicación de esta normativa a que fuera el Derecho catalán 
el que rigiera el régimen económico del matrimonio (vid. R. Arenas García, Crisis matrimoniales 
internacionales, Universidade de Santiago de Compostela, 2004, p. 333). 

Otro aspecto relevante en los conflictos que pueden seguir a la ruptura de la pareja es el 
relativo a las medidas que han de ser adoptadas respecto a los hijos. En este caso, y dado que el 
punto de conexión pone el acento en el hijo, ninguna diferencia tendría que haber entre los 
supuestos de crisis matrimoniales y crisis de parejas no casadas. En el año 2018 esta cuestión fue 
abordada, en el marco del Derecho interterritorial, por la SAP Girona 28 septiembre (ECLI:ES: 
APGI:2018:1187). En ella, ante un supuesto de ruptura en el que uno de los progenitores era 
nacional español y de vecindad civil vasca y el otro rumano se acabó aplicando el Derecho vasco 
por entender que el hijo tenía vecindad civil vasca al haber nacido en Vizcaya. Como hemos visto 
en el apartado correspondiente a la vecindad civil, esta determinación de la vecindad civil no 
puede considerarse correcta; pero sin entrar ahora en ello, ha de considerarse acertada la 
remisión a la norma de conflicto pertinente, el art. 9.4º Cc. 

4. Tal como se adelantaba, entre las resoluciones que hemos recogido, también hay una que 
se ocupa de la determinación del registro eficaz para que la pareja de un ciudadano de la UE 
pueda conseguir la tarjeta de residencia para familiares de ciudadanos europeos. La STSJ 
Comunitat Valenciana 23 marzo 2018 (ECLI:ES:TSJCV:2018:1344) confirma lo que ya habían 
mantenido sentencias anteriores (vid. R. Arenas García, “Uniones extramatrimoniales”, loc. cit., p. 
1007) en el sentido de que en el caso de la Comunitat Valenciana, la pareja ha de estar inscrita en 
el registro de parejas de hecho de la Comunidad, sin que sea admisible la inscripción en un 
registro municipal salvo que resulte imposible el acceso al registro autonómico por las 
características del documento presentado. Se trata de una interpretación restrictiva que ya 
criticamos en la crónica publicada en el AEDIPr del año 2018, a la que aquí nos remitimos. 

5. Dejamos para el final el comentario a la STSJ Castilla y León 26 febrero 2018 a la que ya nos 
hemos referido en el punto 2 de este comentario. Como se adelantaba, esta Sentencia concluye 
que no cabe reconocer el derecho a la pensión de viudedad a un conviviente que fundamentaba 
tal derecho en su condición de unión de hecho desde la perspectiva del Derecho catalán. Tal como 
ya hemos visto, esta remisión es irrelevante tras la declaración de inconstitucionalidad de la 
referencia a los Derechos civiles propios de las Comunidades Autónomas en el art. 174.3º LGSS; 
pero lo interesante de la decisión es que antes de llegar a esta conclusión examina cuál sería el 
Derecho que regiría la constitución de la unión. Para ello considera la posibilidad de aplicar 
analógicamente a este problema lo previsto en el art. 9.2º Cc sobre efectos del matrimonio, lo que 
llevaría a la ley personal común de los miembros de la pareja o al Derecho del lugar en el que se 
fijó la primera residencia de la pareja, descartándose otras conexiones de este precepto como 
consecuencia de la inexistencia de un acto de constitución. 

El juzgador no limita su examen a esta posibilidad, sino que también examina si tal ley rectora 
de la unión podría resultar de la consideración de la vecindad civil de los integrantes de la pareja. 
Esta es una aproximación que nos conectaría con esa línea apreciable en nuestros tribunales que 
pretende utilizar la vecindad civil como herramienta autónoma en la resolución de los conflictos 
internos de leyes y a la que también nos hemos referido en el apartado relativo a alimentos, crisis 
matrimoniales y regímenes económico–matrimoniales. Finalmente, considera también la 
posibilidad de una aplicación territorial del Derecho catalán que, según lo que se indica en esta 
decisión, cesaría una vez que se hubiera trasladado la residencia de la pareja fuera de Cataluña. 
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Finalmente, se descarta que la mera vecindad administrativa en Cataluña pueda ser considerada 
equivalente a la vecindad civil a efectos de la aplicación de uno u otro Derecho español. 
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Filiación, adopción y capacidad 
 

Albert FONT I SEGURA* 
 
1. Como ya se puso de relieve en anteriores Crónicas de Derecho interterritorial no hay, como 

sucede en materia sucesoria o en el ámbito de los regímenes económico–matrimoniales, un 
acopio de sentencias que permita efectuar un estudio jurisprudencial, aunque sea aproximado, 
del trato de los supuestos interregionales o de la pluralidad normativa, más genéricamente 
hablando. No obstante, bajo el título “Filiación, adopción y capacidad”, podemos comentar 
algunas resoluciones que permiten apreciar consideraciones de interés para la Crónica. La 
primera de ellas reside en consignar la pluralidad legislativa. En las resoluciones que serán 
citadas se pone de manifiesto que la fragmentaria pluralidad a la que nos llevó el “allí donde 
existan” del art. 149.1.8ª CE se evidencia en la diversidad derivada de las regulaciones previstas 
en materia de filiación (SAP Barcelona 31 julio; SAP Lleida 1 mayo y STSJ Navarra de 2 de julio) y 
adopción (SAP Tarragona 10 enero) el Derecho civil estatal, en el Derecho civil foral navarro y en 
el Derecho civil catalán. Se anotará asimismo una sentencia relativa a la capacidad de los 
sucesores (SAP A Coruña 2 noviembre) en la que, aunque no se aprecie interregionalidad, merece 
un breve comentario. 

2. La primera de las sentencias, SAP Barcelona 31 de julio, se plantea en relación a la acción de 
reclamación de paternidad– y, con carácter accesorio, acción de impugnación de la filiación 
contradictoria– ejercitada por un brasileño en relación a un menor, con residencia habitual en 
Cataluña, hijo de una lituana reconocido como hijo por un español. En suma, se trata de un 
supuesto internacional lo que suscita cuestiones relativas a la competencia judicial de los 
tribunales españoles y a la ley aplicable. Respecto a la competencia judicial internacional se 
acierta en aplicar el art. 22 quáter LOPJ, si se tiene presente que, entre otros criterios, en su ap. d) 
atribuye competencia a los tribunales españoles en materia de filiación “cuando el hijo o menor 
tenga su residencia habitual en España al tiempo de la interposición de la demanda”, al margen 
de que posiblemente hubiera podido ser invocado el art. 22 ter LOPJ en la medida en que el 
demandado tuviera su domicilio en España. Hay que observar, sin embargo, que el litigio versa 
también sobre los apellidos del menor, cuestión que podría entenderse inserta en una noción 
extensa de la “materia de filiación” tratándose de uno de los efectos de la filiación. En cualquier 
caso, como bien indica el tribunal, no correspondía aplicar el Convenio de La Haya de 19 octubre 
1996 relativo a la competencia, el reconocimiento, la ejecución y la cooperación en materia de 
responsabilidad parental y de medidas de protección de los niños en cuyo art. 4 no solo excluye 
de su ámbito de aplicación el establecimiento y la impugnación de la filiación, letra a), sino que 
también excluye el nombre y apellidos del niño, letra c). Por otra parte, se llega a la misma 
conclusión respecto del Reglamento 2201/2003 del Consejo, de 27 noviembre 2003, relativo a la 
competencia, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia matrimonial 
y de responsabilidad parental, si se atiende al Considerando 10 (aunque no fue citado por el 
tribunal, su contenido es claro “No se aplica, por lo demás, al establecimiento de la filiación, que 
es una cuestión distinta de la atribución de la responsabilidad parental, i a las demás cuestiones 
ligadas al estado de la personas”, en cuyo ámbito se encontraría el nombre y apellidos del hijo). 
Por lo que se refiere a la determinación de la ley aplicable debe apuntarse que la sentencia de 

 
* Profesor Titular de Derecho internacional privado. Universitat Pompeu Fabra. 
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instancia se dictó con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 26/2015, de 28 de julio, de 
modificación del sistema de protección a la infancia y a la adolescencia que introdujo la versión 
actualmente vigente del ap. 4º del art. 9 Cc. En aplicación de la versión vigente en aquel momento, 
la sentencia de instancia rechazaba ya la caducidad de la acción impugnatoria conforme al 
derecho lituano, dada la nacionalidad española del menor, que permitía aplicar la ley española a 
la cuestión litigiosa en condición de ley personal. Se echa en falta quizá un análisis algo más 
profundo para fundamentar la aplicación de la ley española y, en particular, para establecer qué 
ley española tenía que ser aplicada, que es lo que fundamentalmente interesa en esta Crónica. 

3. La aplicación de la ley española es correcta. El art. 9.4º Cc remitía, en la versión de 1996, a 
la ley de la nacionalidad del hijo y si ésta no se pudiere determinar a la ley de su residencia 
habitual. En primera instancia se aplicó la ley española por ser la de la residencia habitual, puesto 
que se entendió que podía determinarse la nacionalidad del hijo: nacido de madre lituana, 
filiación reconocida posteriormente por ser hijo biológico de español, que, a su vez, es impugnada 
por un hombre brasileño. La AP deshace el entuerto aplicando la ley española por ser ésta la 
nacionalidad poseída por el hijo desde el mismo nacimiento, conforme al art. 17 Cc. No obstante, 
el criterio para la aplicación de la ley española lo proporciona el propio sistema. En efecto, el art. 
9.9 ºCc ya prevé en su segundo apartado que prevalecerá la nacionalidad española cuando se 
trate de una situación de doble nacionalidad no prevista en las leyes españolas y no regulada por 
un tratado internacional. Una vez establecido que la ley rectora para el establecimiento de la 
filiación es la española, el tribunal procede a determinar que esta ley española es la catalana, sin 
trazar un planteamiento que atienda a la pluralidad normativa del ordenamiento español que 
permita aislar la ley española aplicable conforme a la técnica de la remisión a un sistema 
plurilegislativo. La ley española se corresponde en este caso con la vecindad civil catalana. En 
realidad, debería acudirse al art. 12.5º Cc, sistema de remisión indirecto, que nos lleva al art. 16 
CC que, a su vez, nos remite a las normas de conflicto previstas en el Capítulo IV del título 
preliminar Cc, cuya aplicación se lleva a cabo con la singularidad de que la nacionalidad debe 
sustituirse por la vecindad civil. Este no es, sin embargo, el camino seguido por la AP, que aplica 
la ley catalana simplemente porqué el menor tenía la vecindad civil catalana. Lo cierto es que el 
planteamiento tradicionalmente unitario del sistema español para regular tanto los conflictos de 
leyes internos con las normas para resolver los conflictos internacionales, así como el papel 
preponderante desplegado por la nacionalidad como criterio de conexión para resolverlos, 
permitía una fácil y cuasi automática aplicación de la ley de la vecindad civil. Ahora bien, si el 
supuesto se hubiera planteado tan solo unos meses más tarde, la ecuación no sería tan limpia. Así 
es, la conexión preferente en la actual versión del art. 9.4º Cc es la residencia habitual del menor. 
Por ello, debe advertirse que la eventual nacionalidad del hijo con residencia habitual en España 
no lleva necesariamente a la ley de su vecindad civil, perdiendo fuerza el art. 14.1º Cc y dejando 
de tener sentido la singularidad a la que se refiere el art. 16.1º Cc. Por consiguiente, dado que en 
Derecho catalán (art. 235–21 CCCat), la acción de reclamación no está sujeta a plazos y puede ser 
ejercitada durante toda la vida por los progenitores, la pretendida caducidad de la acción 
impugnatoria decae porqué ésta es accesoria de la acción reclamatoria de la filiación y, conforme 
a criterio jurisprudencial, el plazo de caducidad queda establecido en virtud de la acción principal, 
la acción de reclamación.  

4. La cuestión de la determinación de la ley aplicable al nombre y apellidos queda regida por 
el Convenio nº 19, de la Comisión Internacional del Estado Civil (CIEC), relativo a la Ley aplicable 
a los nombres y los apellidos, hecho en Múnich el 5 septiembre 1980, cuyo art. 1 dispone que los 
nombres y apellidos de una persona se determinarán por la ley del Estado del cual dicha persona 
sea nacional. Siendo el menor nacional español, y a falta de una regla contenida en el mencionado 
convenio sobre las situaciones de doble nacionalidad, es la ley española la aplicable. No obstante, 
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este es también uno de los temas en que existe una pluralidad normativa. Así, tanto en el Cc estatal 
como en el catalán, existe normativa a tal efecto (vid. art. 109 Cc y art. 235–2 CCCat, 
respectivamente), sin perjuicio de que la inscripción registral con efectos civiles está sujeta a la 
legislación estatal por la atribución de la competencia exclusiva prevista en el art. 149.1.8ª CE. 
Pese a la pluralidad, el tribunal no precisa el fundamento que le lleva a la aplicación de la ley 
catalana. El Convenio de Múnich no contiene tampoco una regla para resolver la remisión a 
sistemas plurilegislativos de modo que debe acudirse de nuevo al art. 12.5º Cc y efectuar la 
concatenación de pasos a la que aludíamos anteriormente en el punto 3 de esta nota. 

5. La segunda de las sentencias a la que cabe referirse es la SAP Lleida 1 de mayo. La sentencia 
es buena muestra de la función delimitadora que despliega el sistema de Derecho interterritorial 
incluso ante un supuesto puramente doméstico. Este papel erróneo solo puede ser entendido si 
se tiene presente la complejidad del ordenamiento plurilegislativo español. La aplicación 
automática del Derecho civil estatal sin consciencia de la pluralidad normativa desemboca en una 
aplicación de las normas de Derecho interterritorial que está fuera de lugar. En efecto, 
corresponde primero tener presente si el supuesto se enmarca en el seno de uno solo de los 
Derechos civiles españoles y, a partir de ahí, comprobar si éste es o no completo para resolver la 
causa petendi. En la medida en que lo sea no cabe considerar ni las normas de Derecho 
interterritorial ni el resto de los Derechos civiles españoles, sin perjuicio de que pueda ser útil como 
elemento de comparación. Si, por el contrario, el Derecho civil español con el que está únicamente 
vinculado no posee una regulación completa que permita resolver la causa litigiosa, deberá 
acudirse al Derecho civil estatal, en calidad de Derecho civil común supletorio ex art. 13.2º Cc. 

6. Así, en el supuesto que se ventila ante la AP de Lleida la pretensión de la parte actora 
consistía en hacer valer la caducidad de la acción de reclamación de filiación no matrimonial en 
virtud del art. 133 Cc, pero se trataba de un supuesto puramente interno ya que el menor reside 
en Cataluña, donde nació, y en el mismo lugar residen la demandante y el demandado de modo 
que “no resultan de aplicación las normas de Derecho civil Común sino el Código Civil de Cataluña 
(CCCat)”. Ahora bien, el fundamento para la aplicación CCCat no reside en la determinación de la 
ley aplicable establecido conforme a la norma de conflicto en materia de filiación, puesto que no 
hay conflicto de leyes alguno. Aun así, esta no es una práctica aislada y todavía cabe encontrar 
numerosas sentencias que justifican la aplicación de un Derecho civil español autonómico en base 
al sistema de Derecho interterritorial cuando no hay conflicto de leyes. No puede dejar de 
observarse, sin embargo, que la AP de Lleida aplica con corrección unos preceptos que no debían 
ser aplicados. Así es, si hubiera habido un conflicto interno de leyes procedía aplicar “el art. 9.4º 
Cc, en relación con los arts. 14.2º y 16–1.1º Cc , que remiten a la ley personal del hijo y esta será 
la determinada por la vecindad civil”. En definitiva, debía aplicarse el Derecho civil catalán, lo que 
suponía una diferencia relevante con respecto al Derecho civil estatal, art. 133.2º Cc, que 
establece que la acción de filiación pueden ejercitarla los progenitores en el término de un año 
desde que tuvieron conocimiento de los hechos que hayan de fundamentar su reclamación, 
mientras que el art. 235–21–1 CCCat dispone que los hijos por sí mismos o por medio de sus 
representantes legales, si procede, pueden ejercer la acción de reclamación de la filiación no 
matrimonial durante toda su vida. 

7. Continuando en el ámbito de la filiación natural, la STSJ Navarra 2 de julio nos proporciona 
una oportunidad para realizar una breve reflexión sobre la articulación, no ya del Derecho estatal 
con un precepto de Derecho civil autonómico, sino directamente entre la CE y el Derecho 
autonómico como ordenamiento civil. No cabe situar la cuestión que se plantea ante el TSJ 
Navarra en el ámbito del Derecho interregional, pero suscita un vivo interés para la delimitación 
de la completitud de los Derechos civiles españoles autonómicos y el Derecho civil estatal en su 
condición de Derecho civil común supletorio. EL TSJ Navarra debe pronunciarse respecto al 
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ejercicio por parte del progenitor de la acción de declaración de filiación no matrimonial y al plazo 
de caducidad que corresponde establecer tras la declaración de inconstitucionalidad del art. 
71.b) CDCN (la disposición impedía a los progenitores la reclamación de la filiación no 
matrimonial, lo que determinó la declaración de inconstitucionalidad por STC 41/2007, de 24 de 
abril). En efecto, lo que se plantea es si es posible que un progenitor ejercite la acción de 
declaración de filiación no matrimonial en un momento posterior a la declaración de 
inconstitucionalidad, pero anterior a la adopción de la reforma de la Ley foral 9/2018 que 
introdujo la legitimación activa de los progenitores previendo el ejercicio de la acción en el plazo 
de un año desde que se hubiera tenido conocimiento de la posible paternidad o maternidad o 
razonablemente se hubiera podido tenerlo. 

8. El TSJ Navarra rechaza la aplicación supletoria del plazo de caducidad dispuesto en el art. 
133 Cc, modificado por la Ley 26/2015 –precisamente por carecer también de una previsión que 
permitiera a los progenitores ejercitar la acción de declaración o reclamación de filiación no 
matrimonial–, vigente en el momento en el que sucedieron los hechos que traen causa del litigio, 
pero mantiene la legitimación activa de la parte demandante basándose “en el art. 24.1º CE, como 
norma vinculante y de directa e inmediata aplicación por los órganos jurisdiccionales del Estado”. 
De este modo, la completitud del Derecho civil navarro no se ve alterada y no es preciso, por 
consiguiente, aplicar el Derecho civil estatal con carácter supletorio. Existe, en este sentido, un 
“diálogo” directo entre los Derechos civiles españoles, en la medida en que sean completos, y la 
CE que no viene mediatizado por el Derecho civil estatal. Esta relación directa permite establecer 
un plazo (en realidad, un no–plazo o “legitimación abierta sin plazo”) atendiendo a los valores 
constitucionales contenidos en los arts. 24.1º y 39.2º CE que determinaron la declaración del TC 
y que son fundamento de una regulación de la filiación establecida por cualquier legislador 
español constitucionalmente competente en la materia. Así, recuerda el TSJ Navarra “No es desde 
luego el descubrimiento de la verdad biológica y el derecho de los progenitores a su investigación 
y declaración el único interés jurídicamente tutelable en estos procesos. Confluye también en 
ellos el superior interés de los menores afectados, la seguridad jurídica y la estabilidad y 
continuidad de las relaciones familiares, también necesitadas de protección”.  

9. La sentencia de la SAP Tarragona 10 enero aborda también un supuesto puramente interno 
al que debe ser de aplicación el Derecho civil catalán. La cuestión objeto de litigio es la denegación 
de la adopción del hijo del cónyuge al no existir una diferencia de edad entre el adoptando y el 
adoptante de 14 años, como establece el art. 235–30 CCCat. El apelante invoca la aplicación del 
art. 175.2º Cc, que excepciona el requisito de diferencia de edad cuando haya habido una 
convivencia estable de al menos un año. No obstante, el supuesto debía quedar regido por el 
Derecho civil catalán “por razón de la vecindad civil, dado que se trata de personas nacidas y 
residentes en la provincia Tarragona”. Pese a que la afirmación no es necesariamente verdadera 
(podría tratarse de personas nacidas y residentes en Tarragona que tuvieran una vecindad civil 
distinta a la catalana), parece que el supuesto es puramente interno. Por ello, habiendo como hay 
una previsión que específicamente regula esta cuestión no cabe aplicar el derecho civil estatal 
como Derecho supletorio común – no solo por el carácter completo CCCat en esta materia, sino 
porqué la aplicación del art. 175 Cc contravendría el art. 235–30 CCCat, lo que supondría una 
vulneración del art. 111–5 CCCat cuando prevé que “El derecho supletorio solo rige en la medida 
en que no se opone a las disposiciones del Derecho civil de Cataluña o a los principios generales 
que lo informan” –. 

10. Debemos considerar, por último, la SAP A Coruña 2 de noviembre, simplemente para 
consignar que la AP justifica la aplicación del Derecho civil gallego por la vecindad civil del 
causante a un supuesto relativo a la partición hereditaria de una sucesión en la que concurren 
personas incapacitadas legalmente. No se trataba de un supuesto interregional, pero de la 
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resolución queda claro que la intervención o aprobación judicial en la partición de la herencia no 
está sujeta a la ley que rige la capacidad de los sucesores, sino a la ley sucesora (art. 271 LDCG). 
En realidad, la SAP lo desvincula de la validez del negocio particional y ciñe la designación del 
defensor judicial para la protección de los intereses del incapaz, lo que no determina que éste 
deba ser citado para formar inventario de los bienes, como prescribe el art. 1057 Cc. 
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Sucesiones 
 

Albert FONT I SEGURA* 
 
1. El comentario relativo a las sentencias en materia de sucesiones interterritoriales se inicia 

con un punto que ya es casi tradicional en estas Crónica. Se trata de destacar aquellas sentencias 
que, aunque no parecen tener ningún componente heterogéneo que indique la necesidad de 
determinar la ley aplicable, se apoyan ya sea en la norma de conflicto o en el punto de conexión 
de la vecindad civil – como criterio nuclear para establecer la ley aplicable –, para fundamentar 
la aplicación de la ley del territorio en el que tiene la sede el tribunal que dicta sentencia. En efecto, 
así se puede comprobar en la STSJ Galicia de 30 de abril, en la STSJ Galicia de 9 de mayo, en la 
STSJ País Vasco de 20 de julio, en la STSJ Aragón de 23 de julio, en la STSJ Galicia de 19 de octubre, 
en la SAP Barcelona 19 de enero, en la SAP Madrid 31 de enero, en la SAP Barcelona 5 de febrero, 
en la SAP Barcelona 14 de febrero, en la SAP Lleida de 15 de febrero, en la SAP Zaragoza 23 de 
febrero (aunque se trata de un procedimiento penal en el que el hecho de que el causante tuviera 
vecindad civil aragonesa no tiene la más mínima importancia), en la SAP Barcelona 26 de abril, 
en la SAP Barcelona 20 de junio, en la SAP A Coruña de 29 de junio, en la SAP Bizkaia de 24 de 
julio, en la SAP Ourense 25 de septiembre, en la SAP Barcelona 28 de septiembre, en la SAP 
Barcelona 1 de octubre, en la SAP Barcelona 25 de octubre, en la SAP A Coruña de 2 de noviembre, 
en la SAP Islas Baleares de 22 de noviembre. No hay propiamente en estos casos un conflicto de 
leyes. Hay que decir, sin embargo, que en algunas de las sentencias referidas la referencia a la 
vecindad civil tiene sentido sea por las particularidades del caso (v.gr., por su singularidad, 
merece la pena citar la SAP Madrid de 31 de enero, relativa a una partición de la herencia en la 
que se consideraba el régimen económico matrimonial, se consigna que los cónyuges “llevaban 
más de 20 años viviendo en Madrid” por lo que tenían la vecindad civil común o de Castilla, siendo 
uno de esos raros ejemplos en que un tribunal con sede en territorio de Derecho común justifica 
la aplicación Cc en la “vecindad civil común o de Castilla”, lo que resulta aún más curioso y no 
menos acertado), sea porque se fija el ámbito temporal de aplicación de la ley actualmente 
vigente, lo que determina la aplicación Cc en lugar del Derecho civil propio [así, en la STSJ País 
Vasco de 20 de julio en un supuesto de Derecho transitorio en el que, a la sucesión de un causante 
con vecindad civil vizcaína aforada – tanto al otorgar testamento, como al fallecer (vecindad civil 
vasca, vecindad local, vizcaíno aforado) – se le aplica la Ley 3/1992, de 1 de julio, del Parlamento 
Vasco, del Derecho Civil Foral del País Vasco, y no la Ley 5/2015, de 25 de junio, de Derecho Civil 
Vasco, lo que lleva a aplicar el art. 814 Cc respecto a la preterición, a falta de regulación respecto 
a sus consecuencias en la Ley 3/1992; igualmente en la SAP Barcelona 19 de enero, en la que la 
fecha de defunción del causante intestado, 1973, determina también la aplicación del art. 956 Cc 
conforme al cual “heredará el Estado” a falta de cónyuge y de parientes en línea recta y colateral 
del causante, pese a que el causante tenía al fallecer la vecindad civil catalana, dado que en aquel 
momento estaba vigente la Compilación, que no contemplaba el llamamiento de la 
Administración en la sucesión intestada, y no se había constituido aún de nuevo la Generalitat de 
Catalunya; también, por último, en la SAP A Coruña 29 de junio, en la que la fecha del fallecimiento 
del causante determina la aplicación Cc, pese a la vecindad civil gallega de dicho causante, al no 
estar vigente la LDCG –el causante falleció en 2001 y la LDCG entró en vigor en 2006–]. En algún 
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caso la cita de la vecindad civil viene acompañada de la cita de la norma de conflicto, pese a que, 
como se dijo, no se percibe ningún elemento interterritorial. Se puede comprobar en la STSJ 
Galicia de 9 de mayo, citando el art. 9.8º Cc, aunque en conexión con los arts. 3 y 4.1º LDCG; en la 
SAP Barcelona 5 de febrero, citando el art. 9.8º Cc o en la SAP Barcelona 20 de junio, citando el 
art. 9.1º, 9.8º y 16.1º Cc; pero lo usual es que no sea así. De este modo, el resto de las sentencias 
citadas simplemente se apoyan en la vecindad civil para justificar la aplicación del Derecho de 
sucesiones. Posiblemente la única conservación que pueda realizarse es que la ley sucesoria cubre 
las más variadas cuestiones del iter sucesorio (apertura, delación, partición hereditaria, 
determinación de la masa hereditaria y detracción de deudas, determinación de la legítima, nulidad 
testamentaria por incapacidad, desheredación, derechos sucesorios del cónyuge viudo, etc.). 

De todas ellas, quizá pueda ser interesante mencionar la STSJ Galicia de 19 de octubre. Se trata 
de un supuesto meramente interno, vinculado exclusivamente al Derecho civil de Galicia en lo 
que al asunto se refiere, pero el tribunal deja caer una sugestiva apreciación que abre 
interrogantes si se proyecta en el ámbito interterritorial. Obiter dicta en el FD 4º efectúa una 
interpretación conjunta del art. 267 y la DA 3ª de la LDCG conforme a la cual el miembro 
sobreviviente de una pareja de hecho equiparable al matrimonio, de acuerdo con los requisitos 
previstos en la DA 3ª, “puede ser llamado a la sucesión abintestato del fallecido y a ser 
considerado legitimario del mismo ya se defiera la sucesión por testamento, ya por pacto 
sucesorio ya por disposición de la ley, toda vez que la LDCG/2006 no restringe la legítima vidual 
a la sucesión testada”. El tribunal da por presupuesta de manera implícita que ello es posible si el 
causante tenía vecindad civil gallega y, en consecuencia, era de aplicación el Derecho de 
sucesiones gallego. La cuestión que se plantea es si ese derecho sucesorio previsto en la 
legislación civil gallega podría invocarse en la medida en que se tratare de una unión entre, 
parafraseando la DA 3ª LDCG, dos personas mayores de edad, capaces, que convivan con la 
intención o vocación de permanencia en una relación de afectividad análoga a la conyugal, 
expresando su voluntad de equiparar sus efectos a los del matrimonio, y que la inscriban en un 
Registro español distinto al Registro de Parejas de Hecho de Galicia. Cabe preguntarse si el 
miembro supérstite de la pareja de hecho, con independencia de su vecindad civil, podría ser 
legitimario vidual conforme a la ley sucesoria gallega por tener el causante vecindad civil gallega. 
La respuesta no la puede dar el legislador gallego y el legislador estatal, que es el único que tiene 
competencia para ello, no la da. 

2. Los casos tratados en el apartado precedente se limitan a identificar la ley sucesoria sin que 
deba barajarse otra ley en “casi paralelo”, que es lo que sucede cuando el régimen económico 
matrimonial y la sucesión quedan regidos por leyes distintas. En algunos supuestos se da esta 
situación, pero debe apuntarse que con carácter general no se citan las normas de conflicto que 
llevan a la aplicación a una y otra ley respecto de las dos cuestiones en juego. Así, en la SAP 
Baleares de 27 de noviembre, en un supuesto en el que la sucesión queda regida por la ley balear, 
en concreto la ley de Mallorca, mientras que el régimen económico matrimonial era de 
gananciales. El tribunal no concreta la ley rectora de los efectos del matrimonio –señalando 
simplemente que era ganancial–, pero deslinda correctamente el patrimonio ganancial del 
privativo y la incidencia que tiene en el ámbito sucesorio. Igualmente, en la SAP Tarragona 19 de 
julio, no hay duda alguna de que debe liquidarse primero la sociedad de gananciales para luego 
llevar a cabo las operaciones oportunas para efectuar la reclamación legitimaria, sometida a la 
legislación catalana. La sentencia despierta también interés por tener bien asumido que la ley 
procesal no es de aplicación ajena a la legislación sustantiva. En efecto, la legitimación prevista en 
el art. 782 LEC para la división judicial de la herencia debe conjugarse con la consideración del 
legitimario de acuerdo con la ley sucesoria, la ley catalana. De este modo, debe preguntarse si el 
legitimario previsto en el art. 451–1 CCCat puede ser considerado heredero o legatario de parte 
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alícuota, que es quien tiene legitimación para instar la división judicial de la herencia (art. 782 
LEC), puesto que “el legitimario tiene derecho únicamente a un valor patrimonial (derecho de 
crédito) que el causante puede atribuirle a título de institución testamentaria, legado, atribución 
particular o donación, o de cualquier otra forma”. 

3. Mayor interés tienen los supuestos verdaderamente interterritoriales o aquellos en los que 
debe determinarse la vecindad civil, por las repercusiones que suscitan – aunque a veces se trata 
de “falsos conflictos”, por cuanto la aplicación de cualquiera de los Derechos en presencia no 
altera la resolución del caso, como en la SAP Barcelona 6 de febrero, en la que se determina que 
la vecindad civil del causante era la catalana, pese a tener originariamente la vecindad común –. 
Uno de estos supuestos es el resuelto por la AP Córdoba 13 de julio, en el que se determina que 
en virtud del art. 9.8º Cc debe aplicarse el Derecho de sucesiones contenido en el Código civil al 
causante por tener vecindad civil común y aplicado el art. 14.5.2º Cc. Naturalmente, ello tiene un 
impacto directo sobre la naturaleza y cuantía de la legítima, pero el tribunal pone de manifiesto 
que estas serán cuestiones a plantear en el procedimiento de división de herencias y no en el 
procedimiento ordinario que tiene lugar. La corrección en la determinación de la ley aplicable a 
la sucesión se debe al recurso interpuesto para que se lleve a cabo una valoración de la prueba en 
su totalidad de la vecindad civil. Es pues a impulso de parte que se constata que no corresponde 
aplicar el Derecho catalán, sino el Derecho civil común. En este sentido puede traerse a colación 
la STS 7 de marzo que resuelve un recurso de queja por la inadmisión del recursos de casación 
interpuesto contra una sentencia dictada en segunda instancia, en un juicio verbal sobre 
formación de inventario, en una división de herencia, por aplicación indebida del art. 14.5.2º Cc, 
porque la audiencia consideró que el causante tenía vecindad civil de derecho común, lo que 
determinó la no aplicación del Derecho civil de Galicia, pese a que no la determinación de la 
vecindad civil y la consecuente determinación de la ley aplicable no había sido invocado por las 
partes. Según el recurrente la AP incurrió en incongruencia extra petita. El criterio del TS hubiera 
estado útil pero el recurso se tramitó por la vía del ordinal 3º del art. 477.2º LEC, sin que hubiera 
acreditación del interés casacional, por ello el recurso de casación no prosperó. El recurso de 
queja tampoco tiene éxito porque, como aclara el TS, no se acreditó el interés casacional dado que 
el único argumento en que lo justifica el recurrente es de carácter procesal –incongruencia extra 
petita–, cuando el interés casacional “no puede basarse en normas o jurisprudencia de carácter 
procesal”. 

Otro caso, que es tratado como un supuesto de Derecho transitorio, pero que a mi juicio 
debería de ser resuelto esencialmente a la luz de las normas de Derecho interterritorial, es el que 
resuelve la SAP Álava 20 de julio. El supuesto se suscita a raíz de la sucesión testada de un 
causante que fallece con vecindad civil vasca habiendo otorgado testamento ostentando 
vecindad civil común. La cuestión presenta algunos elementos de Derecho transitorio, pero 
fundamentalmente debería haberse resuelto de acuerdo con el sistema de Derecho 
interterritorial, que proporciona suficientes herramientas para solventar los problemas surgidos. 
En efecto, el art. 9.8º Cc dispone que “La sucesión por causa de muerte se regirá por la Ley 
nacional del causante en el momento de su fallecimiento, cualesquiera que sean la naturaleza de 
los bienes y el país donde se encuentren. Sin embargo, las disposiciones hechas en testamento y 
los pactos sucesorios ordenados conforme a la Ley nacional del testador o del disponente en el 
momento de su otorgamiento conservarán su validez, aunque sea otra la ley que rija la sucesión, 
si bien las legítimas se ajustarán, en su caso, a esta última.” De manera que hay que determinar la 
validez de la disposición testamentaria a la luz de la lex testamentii, esto es, en supuestos 
interregionales, la ley de la vecindad del testador, sin perjuicio de que las legítimas deban 
ajustarse a la ley sucesoria, la ley de la vecindad civil poseída al fallecer. La sentencia llega a la 
misma conclusión, pero transitando por la vía del Derecho transitorio, que tiene sentido 
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únicamente por el cambio de vecindad civil, como consecuencia de la entrada en vigor de la LDCV 
y, en particular, del art. 10 y la Disp. Transitoria séptima. Por otra parte, la sentencia aborda muy 
superficialmente la constitucionalidad de la regulación de la vecindad civil vasca prevista en la 
LDCV que despacha observando simplemente que no fue objeto de recurso de 
inconstitucionalidad, sin fundamentar propiamente los motivos por los que no se plantea una 
cuestión de inconstitucionalidad. 

4. La STSJ País Vasco aborda la delicada cuestión del alcance de los derechos y obligaciones de 
la troncalidad. Se trata de determinar si la troncalidad vizcaína, conforme a la Ley 3/1992 de 
Derecho Civil Foral del País Vasco, le puede ser aplicada a personas de vecindad civil común. El 
razonamiento conflictual del TSJ País Vasco es impecable. Sin negar que la ley sucesoria es el 
Derecho civil común en virtud de su vecindad civil en el momento de fallecer, de acuerdo con el 
art. 16.1º y 9.8º Cc, observa el tribunal que se produce una salvedad a dicha ley por lo que se 
refiere a la troncalidad. La excepción, que ya estaba prevista en la versión originaria Cc (art. 
10.3º), se mantiene mediante el art. 23 LDCFPV, que conjuga la conexión real –bien raíz sito en el 
Infanzonado o Tierra Llana– con la conexión personal –personas que hayan sido vizcaínos, 
aforados o no–. Las dudas que presenta su constitucionalidad para el recurrente – y parte de la 
doctrina –, no son acogidas por el TSJ bajo el argumento de la tradición jurídica y el derecho 
histórico. No obstante, aun cuando quepa mantener la oportunidad y cabal criterio de la norma, 
el FJ 6º la STC 93/2013 de 23 de abril se presenta como un importante obstáculo, especialmente 
cuando se afirma que “Tampoco la igualmente argumentada ausencia en la legislación estatal de 
regla específica al respecto autoriza al legislador foral para invadir una materia que, conforme a 
la Constitución y la propia LORAFNA, se halla reservada al Estado pues ello sería contrario al 
orden constitucional de distribución de competencias y al carácter indisponible de las mismas 
pues es evidente que las competencias no decaen por el hecho de no haber sido ejercitadas”. 
Finalmente, el TSJ País Vasco rechaza también la vulneración de la libre circulación de capitales 
invocada por el recurrente, poniendo de relieve, entre otros argumentos, que el régimen de 
troncalidad puede encontrar acomodo en el art. 30 del Reglamento 650/2012 en materia de 
sucesiones, apunte que compartimos. 

5. El derecho expectante de viudedad concebido en Derecho aragonés es el eje central de la 
SAP Zaragoza 12 de noviembre. En esencia, los cónyuges contrajeron matrimonio en 1939 
teniendo ambos la vecindad civil común conforme al régimen de gananciales previsto en el 
Código civil. En 1971, habiendo adquirido ambos la vecindad civil aragonesa, otorgan testamento, 
supuestamente capitulaciones matrimoniales –en un momento en que no cabía la modificación 
del régimen matrimonial sometido al Derecho civil común–, en el que se legan recíprocamente el 
derecho de usufructo universal. Atinadamente la AP Zaragoza pone de manifiesto que hubo un 
legado testamentario fruto de un acto de última voluntad por lo que no existe un derecho legal, 
ni derecho expectante. El legado de usufructo se ve como un mecanismo para reparar 
desequilibrios entre el régimen matrimonial y el sucesorio y, en modo alguno puede considerarse 
como un comportamiento fraudulento. En un contexto conflictual, argumenta la AP Zaragoza, el 
legislador no hace más que amparar esta perspectiva tanto en el inciso final del art. 9.8º Cc, como 
en el art. 16.2º Cc. 

El testamento otorgado por ambos cónyuges contemplaba asimismo una fiducia, como 
instrumento acorde con la legítima colectiva prevista en Derecho aragonés, que con buen criterio 
considera la AP Zaragoza que debe conservar su validez de acuerdo con el art. 9.8º Cc cuando 
dispone que conservan su validez las disposiciones hechas en testamento o pacto sucesorio 
ordenado conforme a la ley personal del disponente en el momento de su otorgamiento, aunque 
sea otra ley la que rija la sucesión. 
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Obligaciones y derechos reales 
 

Albert FONT I SEGURA* 
 
1. Bajo la rúbrica de “Obligaciones y derechos reales” se acoge un conjunto bien reducido de 

sentencias que, sin embargo, presentan un elevado interés. Esto es así, por una parte, porqué 
representan un aviso de la repercusión creciente que va a tener para el tráfico interregional una 
pluralidad normativa cada vez más acentuada (los contratos de prestación de servicios 
celebrados con consumidores ya asoman en la jurisprudencia como uno de los temas por 
resolver, SAP Madrid de 11 de diciembre). En efecto, la regulación plural de las obligaciones y 
contratos – en el Derecho estatal, en Navarra y en Cataluña – adquiere un protagonismo cada vez 
mayor, especialmente en relación a los plazos de prescripción (SAP Barcelona 17 de julio; SAP 
Barcelona 28 de junio). En Crónicas anteriores ya hemos tenido ocasión de advertirlo. Por otra 
parte, la identificación de la regulación del tráfico interregional con la vecindad civil, que hemos 
apuntado en números anteriores de este Anuario provoca también dislates y no solo en el ámbito 
de las obligaciones y contratos (nuevamente, SAP Barcelona 17 de julio; SAP Barcelona 28 de 
junio), sino, sorprendentemente en el de los derechos reales (STSJ País Vasco de 26 de febrero) 
en el que uno podría suponer que el criterio de la lex rei sitae está todavía más enraizado que el 
criterio personal de la vecindad civil, pero parece que no es así. 

2. Si examinamos las dos sentencias relativas a la determinación de la ley aplicable a la 
prescripción (SAP Barcelona 17 de julio; SAP Barcelona 28 de junio) constatamos que hay una 
apelación a la vecindad civil del todo innecesaria. Así, en la SAP de 17 de julio, debe calificarse la 
relación contractual mantenida entre las partes con el fin de establecer si se trata de un contrato 
de arrendamiento sujeto a la LAU 1964, con su propio plazo de prescripción, o bien si se trata de 
un arrendamiento ad edificandum o ad meliorandum. La AP Barcelona, después de efectuar un 
análisis de la compleja relación de contratos sucesivos que habían celebrado las partes, concluye 
que se trata de un contrato de arrendamiento ad edificandum, en cuyo caso deberá precisar cuál 
es la ley aplicable dado que el plazo general de prescripción es distinto en función de si se aplica 
el Código civil estatal (arts. 1964 y 1969 CC, que preveía un plazo de 15 años) o el CCCat (art. 121–
20 CCCat, con un plazo de 10 años). De la resolución del conflicto de leyes depende que pueda 
prosperar la demanda. Como en muchas otras sentencias, y como hemos apuntado ya en distintas 
ediciones de esta Crónica, el supuesto no es interregional, pero la vecindad civil se utiliza como 
expediente para despejar la duda respecto a la aplicación del Derecho civil del territorio en el que 
tiene su sede el tribunal competente. En general, ello constituye un error. Si no hay elemento de 
heterogeneidad, no hace falta justificar la aplicación del Derecho civil español con el que está 
exclusivamente vinculado el supuesto. Pero en este caso en particular merece la pena destacar 
que no bastaba con la referencia a la vecindad civil catalana de las partes para desterrar la 
heterogeneidad del supuesto o para justificar la aplicación del Derecho civil catalán, era preciso 
también mencionar que las fincas objeto del contrato estaban en Cataluña. Por más obvio que 
pueda ser este dato para el tribunal, los inmuebles están situados en Granollers, y este era un 
aspecto que debía ser puesto de relieve porqué por más vecindad catalana que tuvieran las partes 
implicadas (litigantes y otorgantes de la escritura de declaración de obra nueva), si resultara que 
los inmuebles objeto del contrato de arrendamiento estuvieran situados en otro territorio con 

 
* Profesor Titular de Derecho internacional privado. Universitat Pompeu Fabra. 
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Derecho civil distinto –estatal o autonómico–, el supuesto sería interregional. Siendo así – y, a 
falta de sumisión expresa –, sería de aplicación aquel otro derecho, pese a la común vecindad 
catalana de las partes implicadas. Todo ello de conformidad con el art. 10.5º.II Cc No hay, por 
tanto, que magnificar la vecindad como elemento para determinar la ley aplicable en supuestos 
interregionales. 

3. La SAP Barcelona 28 de junio se pronuncia, de manera indirecta y por reproducción de una 
resolución dictada anteriormente, respecto a un ilícito civil, una responsabilidad médica por 
daños. Otra vez, el tema de la prescripción es la clave para la resolución del asunto litigiosa. Y, de 
nuevo, la alusión a la vecindad civil de las partes no aporta nada en sí misma. La demanda se 
interpuso en Barcelona –desconocemos si por ser ésta la ciudad en la que tenía la sede la casa 
aseguradora demandada o bien porqué así se había pactado (lo que podría plantear la nulidad 
del acuerdo conforme al art. 54.2º LEC “No será válida la sumisión expresa contenida en contratos 
de adhesión, o que contengan condiciones generales impuestas por una de las partes, o que se 
hayan celebrado con consumidores o usuarios.”)–, pero los hechos que determinaron la 
interposición de la demanda se produjeron en Galicia. La demanda se presentó por los actores 
para reclamar una indemnización a la compañía aseguradora de la administración (Servicio 
Galego de Saúde) por los daños causados a su hijo menor de edad como consecuencia de la 
asistencia sanitaria dispensada al mismo durante su nacimiento que tuvo lugar en Galicia. La 
cuestión que se plantea en relación a la prescripción es si debe aplicarse el art. 1968.2º Cc, que 
prevé un plazo de un año, o el art. 121–21.d, que prevé un plazo de tres años para las pretensiones 
derivadas de responsabilidad extracontractual. La respuesta dada por el tribunal no es 
enteramente satisfactoria puesto que bastaba con la cita del art. 16 y 10.9º Cc para determinar 
como aplicable el Derecho civil estatal. No obstante, como se ha observado anteriormente, se hace 
referencia a la vecindad de los progenitores, “no consta que los demandantes tengan vecindad 
civil catalana (su domicilio está en Ribadeo, Lugo)”, cuando bastaba con señalar, como en realidad 
se hace, que el lugar de producción de los daños fue en territorio sujeto, en esta materia, al Código 
civil. No obstante, la vecindad civil catalana no hubiera alterado en nada la determinación de la 
ley aplicable puesto que el art. 10.9º Cc no contempla la excepción del estatuto personal común 
presente en el art. 4.2º Reglamento Roma II, aplicable únicamente a supuestos internacionales. 

4. Sin lugar a dudas la sentencia más relevante de este apartado es la dictada por la AP Madrid 
de 11 de diciembre por el acierto con que aplica el sistema de Derecho interterritorial. Lo cierto 
es que el objeto litigioso no parece tener mucha enjundia, la determinación de la ley aplicable a 
los intereses de demora en relación a las costas litigiosas. La pluralidad normativa proviene en 
este caso de la distinta regulación prevista en el art. 1100 Cc y el art. 491 CDCN. La disparidad 
proviene la necesidad o no de reclamación o denuncia de la mora por el acreedor desde el 
vencimiento de la obligación. Conforme el art. 491 CDCN se prevé una mora automática en la que 
no es necesaria la reclamación o denuncia, mientras que el art. 1100 Cc prevé que el acreedor 
exija judicial o extrajudicialmente el cumplimiento de su obligación a los obligados a entregar o a 
hacer alguna cosa. La obligación que vinculaba a las partes era un contrato de clínica u 
hospitalización entendido como un contrato complejo de prestación de servicios que, en función 
de la voluntad de las partes contratantes, puede abarcar actos de carácter médico, extramédicos 
(de hospedaje o alojamiento) y asistenciales o paramédicos. La determinación de la ley aplicable 
se circunscribe a la cuestión de los intereses de demora, obligando al tribunal a precisar cuál era 
ley rectora del contrato. Debe observarse, no obstante, que se planteaba también si había 
prescrito la acción ejercitada y, también en este punto, debía ser fijada la lex contractus en la 
medida en que hay también pluralidad normativa (art. 1964.2º Cc – quince años – vs ley 25 CDCN 
–diez años, al constar la deuda en un documento –. Desconocemos si esta diferencia hubiera 
podido tener algún impacto en el caso, pero las partes no hacen referencia a este punto y el 
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tribunal aplica el plazo general de prescripción para las obligaciones personales no sometidas a 
plazo especial de prescripción, contenido en el art. 1964.2º Cc, sin considerar el mandato del art. 
12.6 Cc que, en supuestos interregionales, debiera, si cabe, ser respetado con exquisito escrúpulo. 

Volviendo a los intereses de demora, ante la invocación de la ley 491 CDCN por la actora, el 
tribunal traza el iter que debería ser común al abordar un supuesto interterritorial, si bien con 
imprecisiones en el numeral de los artículos aplicados. Si se desgranan las consideraciones 
vertidas en el FD 9º cabe destacar que aprecia la existencia de pluralidad normativa (“regulación 
diferente en el Código Civil y en la vigente Compilación del Derecho Civil Foral o Fuero Nuevo de 
Navarra”), lo que comporta la aplicación del sistema estatal de Derecho interregional (FD 9º, 1ª 
apreciación, “atendiendo a la vecindad civil de cada una de las partes, siempre que éstas sean 
ambas de nacionalidad española”), descartando la aplicación del Código civil por tener ambas 
partes la común nacionalidad española, puesto que, si así fuera, se produciría “una situación de 
prevalencia absoluta del Derecho civil común que se aplicaría en cualquier caso con 
independencia de la vecindad civil de las partes si ésta no coincidiera”. La afirmación no es 
enteramente correcta porque puede que coincida la vecindad civil de las partes y, aun así, no sea 
de aplicación la ley correspondiente a su vecindad civil. Por otra parte, aunque posiblemente no 
tenga relevancia en el caso, el tribunal no se detiene a justificar los motivos que le llevan a afirmar 
la vecindad civil de las partes, cuestión particularmente interesante por lo que se refiere a las 
personas jurídicas. Los arts. 14 ss Cc no prevén la posibilidad de que una persona jurídica pueda 
tener vecindad civil, mientras que el CDCN sí establece una disposición (ley 12 CDCN) en la que 
se equipara vecindad civil foral con domicilio social en Navarra. En este supuesto la entidad 
demandante tenía su sede social en Navarra por lo que existía la posibilidad de poder invocar la 
mencionada ley 12 CDCN, siendo como es una norma estatal adoptada en período pre–
constitucional (téngase en cuenta que el 16 octubre 2019 el precepto quedará derogado por una 
nueva versión que creo debe ser objeto de atención por parte de la doctrina por cuanto supone 
una regulación autonómica de la vecindad civil). Ahora bien, la pregunta que cabe formular es 
qué hubiera pasado si la entidad demandante hubiera tenido su domicilio social en Aragón o en 
el País Vasco o en Madrid. En este caso el recurso a la ley 12 CDCN no hubiera podido tener lugar 
y se hubiera puesto de manifiesto con mayor relieve la inexistencia de una norma que prevea qué 
vecindad civil tienen las personas jurídicas. Cabe añadir otra pregunta, de cierta relevancia 
especialmente en Cataluña –lamentablemente–, que surge a raíz de aquellas situaciones en las 
que interviene una entidad con sede social en un territorio español regido por un Derecho civil y 
administración central en otro territorio español regido por otro Derecho civil. La pregunta se 
formula por sí sola, ¿cuál es la vecindad civil de estas personas jurídicas? No se van a aventurar 
respuestas. La cuestión merece una reflexión de mayor calado que la que se pueda brindar en 
esta breve nota. Simplemente debe destacarse que es preciso tener presente que estas 
situaciones puedan darse y que el sistema, concebido para conflictos de leyes suscitados respecto 
de relaciones entre personas físicas, no proporciona una respuesta. 

El tribunal finalmente determina la ley aplicable al contrato en aplicación del art. 10.5º Cc que, 
a falta de sumisión expresa y de vecindad civil común, le lleva a la aplicación de la ley del lugar de 
celebración del contrato, Navarra. Se observa, sin embargo, una cierta incomodidad por parte del 
tribunal. Primero, porque no sustituye la conexión nacionalidad por la de la vecindad civil sino 
por la de “Derecho civil interno aplicable” y constata que “no existe una normativa común ni una 
residencia habitual común entre los litigantes”. Quizá, y es una mera suposición, la incomodidad 
proviene de las dificultades por determinar la vecindad civil de las partes. Segundo, porque la 
fragilidad del criterio “lugar de celebración del contrato” es conjugada con la observación de que 
“los servicios asistenciales han sido prestados exclusivamente en las instalaciones hospitalarias 
de la entidad demandante sitas en Navarra”, como si se buscara una justificación que permitiera 
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aplicar una ley que, por la sola celebración del contrato en su ámbito territorial, no tendría 
suficiente vinculación con la relación jurídica que vincula a las partes. Sin embargo, posiblemente 
haya otro motivo que fundamente la necesidad de poner de relieve que todas las prestaciones se 
llevaran a cabo en Navarra. 

En efecto, resulta interesante la invocación que hace la parte demandada a su condición de 
consumidores. Este es un tema sobre el que no se ha realizado tampoco un estudio en 
profundidad. El libro sexto CCCat, con su regulación de la compraventa de consumo, 
sensiblemente distinta a la regulación estatal en algunos aspectos, puede tener un destacado 
impacto en el tráfico interregional. El actual sistema está absolutamente desfasado y así se podía 
haber puesto de manifiesto en el supuesto comentado. Ocurre, sin embargo, que los servicios se 
prestaron en su totalidad en Navarra, lo que justifica que, a falta de una regulación estatal 
concebida para el contrato celebrado por consumidores, se acuda al Convenio sobre la ley 
aplicable a las obligaciones contractuales abierto a la firma en Roma el 19 junio 1980 (hubiera 
sido más acertado invocar el Roma I, obviamente) como sistema normativo que pueda dotar de 
principios que puedan servir de guía, en la recta comprensión de que el instrumento no es 
aplicable a conflictos de derecho interno de los Estados miembros. Así, la conclusión hubiera sido 
la misma dado que se excepciona la aplicación de los dos primeros apartados del art. 6 
Reglamento Roma I cuando los servicios deban prestarse al consumidor, exclusivamente, en un 
país distinto a aquel en que tenga su residencia habitual [art. 6.4º. a)]. Sería interesante plantear 
si, en supuestos interregionales (el Reglamento Roma I tiene eficacia universal, no hay que 
olvidarlo), debería mantenerse esta política legislativa 

Por último, la AP se permite la aplicación de la ley 491 CDCN puesto que “la normativa relativa 
a intereses de demora en el Código Civil no tiene carácter imperativo” y, de nuevo, hay que 
realizar una pregunta. Si así fuera, si la normativa Cc fuera imperativa, ¿debería aplicarse 
indefectiblemente el CC aunque la ley designada por el art. 10.5º Cc fuera la navarra? Obviamente, 
la respuesta debe ser negativa. El alcance de las cuestiones reguladas por la lex contractus queda 
fijado por el art. 10.10º Cc y, por otra parte, no creo que pueda mantenerse que en el ámbito de 
los conflictos internos de leyes haya normas “interregionalmente” imperativas. 

5. La STSJ País Vasco de 26 de febrero es otra muestra del alcance, erróneo, que posee la 
vecindad civil en la resolución de algunos conflictos de leyes. La controversia resuelta por el TSJ 
País Vasco se origina a raíz de las diferencias existentes entre las partes respecto del pleno 
dominio de un inmueble situado en el País Vasco y a la servidumbre de paso que, 
subsidiariamente, se hace valer. Es en relación a este segundo aspecto, el de la servidumbre de 
paso, que debe pronunciarse el TSJ País Vasco. El debate gira en torno al alcance del art. 14.1º 
LDCV, relativo a la servidumbre de paso por usucapión, y a la eventual aplicación del art. 564 Cc, 
aplicada con carácter previo como norma de Derecho supletorio conforme a lo previsto por el art. 
3.1º LDCV. La STSJ sorprende porqué vincula la aplicación de un derecho real, como es la 
servidumbre de paso, a un ámbito de aplicación personal delimitado por la vecindad civil vasca. 
Así, declara que “el legislador vasco extiende a todas aquellas personas que tengan vecindad civil 
vasca, el ámbito de aplicación personal de este instituto jurídico”, que anteriormente estaba 
previsto en el fuero del Derecho civil de Bizkaia. No obstante, lo que ha sucedido es que la Ley 
5/2015 de Derecho Civil vasco, conforme a su art. 8, ha extendido a todo el territorio de la CA del 
País Vasco el ámbito de aplicación territorial de una institución de carácter real cuya aplicación 
estaba restringida al territorio en el que regía el Fuero de Bizkaia. Por ello, no puede afirmarse 
que se extiende el ámbito de aplicación personal de la servidumbre de paso a las personas con 
vecindad civil vasca, puesto que los derechos reales se constituyen respecto a una cosa y el 
elemento determinante no es la persona o las personas frente a las que se puede hacer valer dicho 
derecho real ni la persona o las personas que lo pueden hacer valer. Basta con apuntar que una 
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servidumbre de paso como la regulada en el art. 14.1º LDCV puede constituirse respecto de una 
finca situada en el País Vasco en favor de una persona con vecindad civil vasca frente a otra con 
la misma vecindad, pero también si poseen cualquier otra vecindad, aragonesa, balear, catalana, 
común o navarra. Y, a la inversa, no podrá constituirse la servidumbre de paso prevista en el art. 
14.1º LDCV respecto de un inmueble situado en Aragón, las Islas Baleares, Cataluña, territorio de 
Derecho común o navarra por más que todas las partes implicadas tengan vecindad civil vasca. 
Todo ello depende del art. 8 y 14.1º LDCV (así como del art. 3.1º LDCV), pero también, casi huelga 
decirlo, del art. 10.1º Cc. 
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Articulación del Derecho estatal 
y pluralidad normativa 

 

Albert FONT I SEGURA* 

 
1. Como es sabido, esta sección está destinada a incidir en el impacto que tiene la pluralidad 

normativa del ordenamiento español en el ámbito civil sobre aquellas áreas en las que el 
legislador estatal tiene competencia exclusiva, con independencia de que se trate de ámbitos que 
pertenezcan al Derecho privado o al Derecho público. Por consiguiente, no van a comentarse 
sentencias de Derecho interterritorial privado. Lo que se va a tratar de poner de manifiesto es 
que la pluralidad normativa en el ámbito civil puede incidir en la solución que el legislador estatal 
debe proporcionar en otros ámbitos del Derecho, o bien que la autoridad judicial debe tomar en 
consideración. Por esta razón, se habrá observado ya que se ha modificado el título de la sección. 
Hasta esta fecha el título era “Articulación del Derecho estatal y autonómico” y a partir del 
presente número la sección va a llevar como título “Articulación del Derecho estatal y la 
pluralidad normativa”. En efecto, pensamos que el título se corresponde mejor con la realidad, 
dado que la necesaria articulación que se debe llevar a cabo deriva de la pluralidad normativa, 
conformada no solo por los Derechos autonómicos sino por todos los Derechos civiles – sean o 
no autonómicos –, con el Derecho estatal. En la Crónica de este año se va a hacer referencia a 
distintas resoluciones que ilustran la necesaria adaptación entre la pluralidad normativa en 
materia de regímenes económico–matrimoniales y el Derecho fiscal (SAP Barcelona 23 de 
marzo), también entre la pluralidad normativa en este mismo ámbito y el Derecho penal (SAP 
Girona de 2 abril), igualmente, pero respecto al Derecho del trabajo (derecho al subsidio de 
desempleo para mayores de 55 años). Otro ámbito es el de las parejas de hecho, por una parte, 
con un impacto ya conocido y reseñado en Crónicas anteriores, el de la pensión de viudedad (ATS 
de 13 de febrero y STSJ Castilla y León de 26 febrero) y, por otra parte, en relación a la incidencia 
que tiene en el Derecho de extranjería la inscripción de la unión en los registros públicos (STSJ 
Comunitat Valenciana de 23 marzo). 

2. Iniciamos este comentario, sin embargo, con el uso impropio del término “vecindad civil” 
empleado en dos sentencias relativas a cuestiones completamente distintas, el impuesto de 
sucesiones y donaciones (STSJ Castilla y León de 19 de junio) y el derecho a tener la condición de 
deportista de alto rendimiento (STSJ Madrid de 8 de febrero). En la sentencia del TSJ de Castilla 
y León se valora el criterio personal para ser sujeto del devengo del impuesto de sucesiones y 
donaciones. El criterio empleado por la interesada que formula reclamación económico–
administrativa es el de la vecindad civil, que viene determinado por el empadronamiento y el 
domicilio fiscal. No obstante, el TSJ Castilla y León precisa que el criterio a seguir en el caso del 
Impuesto sobre Donaciones gira en torno a la residencia habitual, esto es a estos efectos, el lugar 
donde el donatario ha permanecido el mayor número de días del período de los cinco años 
inmediatos anteriores. El TSJ Castilla y León no rechaza explícitamente la terminología empleada 
por la parte que interpone la reclamación, pero sitúa los términos del debate de acuerdo con los 
criterios que se corresponden con la materia. El TSJ Madrid, por el contrario, utiliza la expresión 
“vecindad civil” como criterio para la denegación de la condición de deportista de alto 
rendimiento. El empleo de la expresión resulta sorprendente porque el propio Decreto 37/2014, 
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de 3 de abril, de la Comunidad de Madrid, establece en su art. 2 los requisitos para el 
reconocimiento de la condición de Deportista de Alto Rendimiento en la Comunidad de Madrid, 
exigiendo al deportista haber nacido en la Comunidad de Madrid u ostentar la vecindad 
administrativa en alguno de sus municipios durante los últimos tres años, inmediatamente 
anteriores a la presentación de la solicitud de reconocimiento de la condición de deportista de 
alto rendimiento de la Comunidad de Madrid. Por consiguiente, no alcanza a comprenderse que 
el TSJ Madrid acuda a un término ajeno, propio del Derecho interterritorial privado, previsto y 
regulado en el Código civil, para resolver una cuestión de carácter administrativo que viene 
regulada con su propio criterio de adjudicación personal en la correspondiente norma de 
Derecho administrativo. 

3. La inclusión de la SAP Barcelona 23 de mayo se debe a la incidencia que tiene el régimen 
económico matrimonial a la hora de fijar las consecuencias tributarias de las transmisiones 
patrimoniales que se produzcan por razón de la disolución del matrimonio. La pluralidad 
normativa en este ámbito debe ser atendida en materia de Derecho fiscal. En el supuesto, la actora 
reclamaba una exención o minoración del impuesto de Transmisiones Patrimoniales al amparo 
del art. 45.1º.B).3 del Real Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre, así como la 
responsabilidad de la letrada demandada por negligencia profesional al atribuir la vivienda 
familiar en concepto de pensión compensatoria en el convenio regulador del divorcio, cuando 
correspondía haber asignado la atribución de la vivienda familiar en el concepto de 
“compensación por trabajo en el hogar”. En lo que interesa en este comentario, se constata que la 
pluralidad normativa ha tenido un impacto determinante en el tratamiento fiscal en la liquidación 
de los regímenes económico–matrimoniales. Así, el art. 45.1º.B).3 RDLeg 1/1993 planteaba un 
problema interpretativo respecto a si la exención prevista se limitaba al régimen de gananciales 
o bien cabía extenderla a cualquier régimen económico matrimonial. Así, tanto el TSJ Cataluña 
como el de las Islas Baleares efectuaban una interpretación analógica por la que se extendía la 
exención prevista en el precepto a cualquier régimen económico matrimonial, incluido el de 
separación de bienes. La STS 30 abril 2010 (RJ 2010\3478) termina con esta interpretación y, 
vinculado por la letra de la norma que alude a la “sociedad conyugal”, niega que pueda invocarse 
la exención respecto de la escritura que documente las adjudicaciones en la disolución del 
régimen de separación de bienes que constituirá una operación sujeta al impuesto de actos 
jurídicos documentados (para una mayor profundidad, vid. V. de Castro Esteller, “Tratamiento 
fiscal diferenciado en la liquidación de regímenes económicos matrimoniales”, InDret, 3/2011). 
El debate que debe resolver la SAP Barcelona proviene de las divergencias en la interpretación y 
aplicación del citado precepto.  

4. De distinta forma impacta, en cambio, la pluralidad normativa relativa a los regímenes 
económico–matrimoniales en el ámbito del Derecho penal y del Derecho laboral. Así es, en la SAP 
Girona de 25 de abril se valora la aplicación del delito de apropiación indebida y resulta 
interesante constatar que la estimación penal de la apropiación se ve condicionada por la 
determinación del régimen económico matrimonial descrita como una situación en la que se 
crean “relaciones jurídicas complejas y muy duraderas en el tiempo”, por lo que es difícil 
establecer si hubo un acto de apropiación. A efectos penales, según la AP Girona, la dificultad se 
da “cualquiera que sea el régimen económico matrimonial escogido o aplicado de manera 
subsidiaria conforme tanto a la vecindad civil de las partes como al lugar de matrimonio, cuando 
existe una comunidad de bienes adquiridos o aportados constante matrimonio”. Por 
consiguiente, se apunta que la presunta apropiación de un “bungalow” no debe ser resuelta por 
la vía penal sino por la vía civil, mediante la liquidación del régimen económico matrimonial o 
mediante los mecanismos civiles para lograr el desahucio y la entrega. 
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En la STSJ Cataluña de 16 de abril, como decíamos, se plantea también la incidencia de En 
particular, el tribunal se pronuncia acerca de la infracción del art. 215, aps. 1º y 3º del Texto 
Refundido de la Ley General de la Seguridad Social de 1995 (actualmente derogado) relativos al 
subsidio por desempleo en los que se prevé el subsidio de desempleo para mayores de 55 años 
exigiendo al beneficiario, entre otros requisitos, que “únicamente se entenderá cumplido el 
requisito de carencia de rentas cuando la suma de las rentas de todos los integrantes de la unidad 
familiar así constituida, incluido el solicitante, dividida por el número de miembros que la 
componen, no supere el 75 por ciento del salario mínimo interprofesional, excluida la parte 
proporcional de dos pagas extraordinarias”. El punto neurálgico de la controversia deriva del 
concepto “unidad familiar”, teniendo en cuenta que el perceptor del beneficio estaba separado de 
hecho y hay que considerar si, de acuerdo con la legislación civil, existe tal unidad familiar. La 
primera consideración es que el TSJ Cataluña aplica directamente la legislación civil catalana, sin 
plantearse si procedía aplicar otro derecho civil. Quizá ello se deba a que esta cuestión ya fue 
resuelta en instancias inferiores. En segundo lugar, el TSJ Cataluña descarta la consideración de 
unidad familiar o sociedad matrimonial a las parejas separadas de hecho cuyo régimen 
económico matrimonial era el de separación de bienes previsto en el Derecho civil catalán. Se 
advierte de que, en Derecho catalán, no cabe proyectar las consideraciones vertidas por el TS en 
relación a las pensiones no contributivas, a las que, a efectos de determinar el límite de 
acumulación de recursos, hay que computar los ingresos del cónyuge separado de hecho, con 
independencia de esta circunstancia, ya que se presume que los cónyuges continúan participando 
de la comunidad de bienes que es la sociedad de gananciales y siguen conservando el derecho de 
alimentos. En Derecho catalán no cabe realizar esta afirmación cuando los cónyuges separados 
de hecho tenían un régimen de separación de bienes, señalando que el precepto que corresponde 
tener en cuenta es el art. 231–10 CCCat (relativo a la separación de bienes como régimen 
matrimonial subsidiario), no los arts. 142, 143 CCCat, relativos a la persistencia de la sociedad de 
bienes y ganancias, que no rige en Cataluña, salvo que se hayan pactado capitulaciones 
matrimoniales que así lo dispongan. 

5. Una cuestión que no merece más que un apunte en esta Crónica es la relativa a la percepción 
de la pensión de viudedad por parte del miembro de una pareja no inscrita. Se trata de una 
cuestión que fue ya resuelta en su día y oportunamente comentada en Crónicas anteriores. El ATS 
de 13 de febrero, en cualquier caso, recuerda la doctrina jurisprudencial conforme a la cual la 
pareja debe ser registrada o constituida como tal en documento público; mientras que, por su 
parte, la STSJ Castilla y León de 26 de febrero pone igualmente de manifiesto la 
inconstitucionalidad del art. 174.3º LGSS, actualmente sustituido por el art. 221.2º LGSS, por lo 
que se refiere a la constancia y acreditación de la pareja de hecho a efectos de la percepción de la 
pensión de viudedad. La sentencia presenta también interesantes argumentaciones relativas a la 
determinación de la ley aplicable de las parejas de hecho, pero esta cuestión es analizada en la 
sección Uniones extramatrimoniales comentada por Rafael Arenas. 

6. La última sentencia de la que queremos dar cuenta es la dictada por el TSJ Comunitat 
Valenciana el 23 de marzo donde se pone de manifiesto la relevancia que tienen los registros de 
pareja de hecho en el ámbito del Derecho de extranjería, con la finalidad de obtener una tarjeta 
de residencia como familiar, en este caso, de español. El tribunal, reproduciendo una sentencia 
anterior, recuerda las exigencias impuestas para considerar la eficacia a los efectos 
anteriormente expuestos de la inscripción de pareja de hecho en un registro municipal, por 
contraposición al registro autonómico. Los requisitos se imponen con el propósito de garantizar 
la certeza de la inscripción en un registro municipal en relación a la existencia de la pareja de 
hecho. Uno de los motivos que se considera como admisible para la inscripción en un registro 
municipal, en lugar de efectuarla en el registro autonómico, es “la falta de vecindad civil del 
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ciudadano de la Unión Europea o del Espacio Económico Europeo en relación con el que se 
solicite la tarjeta”, que debe ponerse en contexto del que fue el art. 2 Ley 5/2015 relativo al ámbito 
de aplicación personal y que exigía la vecindad civil valenciana de los miembros de la unión de 
hecho. No debe olvidarse, sin embargo, que la disposición fue declarada inconstitucional y nula 
por STC 110/2016, de 9 de junio, de modo que este obstáculo no puede ser ya opuesto para 
impedir la inscripción en el Registro de Uniones de Hecho Formalizadas de la Comunitat 
Valenciana. En cualquier caso, se da una diferencia de trato en función del carácter municipal o 
autonómico del registro público. La inscripción efectuada en el Registro de Uniones de Hecho 
Formalizadas de la Comunitat Valenciana previsto en la Ley 5/2012, de 5 de octubre, de Uniones 
de Hecho Formalizadas de la Comunitat Valenciana es el único que, en principio, está 
contemplado en el art. 2.b) del Real Decreto 240/2007, de 16 de febrero (“ b) A la pareja con la 
que mantenga una unión análoga a la conyugal inscrita en un registro público establecido a esos 
efectos en un Estado miembro de la Unión Europea o en un Estado parte en el Espacio Económico 
Europeo” ); mientras que la eficacia de la inscripción en un registro municipal es excepcional y 
subsidiaria. Se trata de una interpretación restrictiva que ya se ha puesto de manifiesto en la 
sección “Uniones extramatrimoniales”. 
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Crónica correspondiente al año 2019 
 
 

Los tribunales españoles ante el Derecho 
interterritorial en el año 2019 

 

Albert FONT I SEGURA y Rafael ARENAS GARCÍA 

 

1. Introducción: Los conflictos de Derecho interterritorial durante el año 2019 son clara 
continuidad de los analizados en crónicas anteriores. A continuación, en esta nota introductoria 
repasaremos las decisiones más significativas de este año 2019. Tras ello, en dos comentarios 
monográficos nos ocuparemos, en primer lugar, del conflicto surgido entre la Dirección General 
de Derecho y Entidades Jurídicas de la Generalitat de Catalunya y la Dirección General de los 
Registros y del Notariado al hilo de la inscripción en registros ubicados en Cataluña de 
operaciones relativas a inmuebles realizadas en el marco de una operación que abarcaba 
inmuebles situados en diversos lugares de España. En segundo término se analizará la Sentencia 
del Tribunal Constitucional que se pronunció sobre la constitucionalidad de varios preceptos del 
CCCat relativos a ciertos contratos. La importancia tanto de esta decisión del Tribunal 
Constitucional como del conflicto del que dan cuenta las dos resoluciones, de la DGRN y de la 
DGDEJ de la Generalitat creemos que merecen ese comentario específico. 

En esta nota introductoria, por tanto, nos ocuparemos a continuación de otras cuestiones 
relevantes en la jurisprudencia de Derecho interterritorial del año 2019; en concreto ciertos 
problemas estructurales del sistema de Derecho interterritorial que ya habían sido comentados 
en crónicas anteriores (nº 2 a 4), el derecho a pensión de viudedad (nos 5 y 6) y la determinación 
del Derecho aplicable a los efectos económicos del matrimonio (nº 7). También se hará una 
referencia a la STC (Pleno) 158/2019, de 12 de diciembre que interpreta el concepto “derechos 
históricos de los territorios forales” (nº 8). 

2. Fundamentos del sistema de Derecho interterritorial– Dos resoluciones judiciales, sin 
conexión alguna entre ellas, van a servir para poner de manifiesto la inestabilidad del sistema de 
Derecho interterritorial. Se va a poner de relieve, en primer lugar, que la vecindad civil ya no es 
fundamento principal en la designación del Derecho español aplicable. Pese a que en la normativa 
de algunas CCAA – o incluso en algún Estatuto de autonomía – se consagra la vecindad civil como 
criterio de delimitación espacial en clave unilateral, en el sistema de Derecho interterritorial este 
elemento de localización del Derecho español aplicable va adquiriendo un tono cada vez más 
difuminado. Así, se constata una contraposición de fuerzas. Mientras algunos Derechos 
autonómicos parten de la vecindad civil como elemento y condición de su propia aplicación, el 
sistema de Derecho interterritorial va desactivando de forma indirecta la incidencia de la 
vecindad civil como punto de conexión en determinados ámbitos materiales. En efecto, en 
materia de responsabilidad parental, de protección de mayores o de obligaciones alimenticias, se 
constata un retroceso de la vecindad civil como criterio de determinación del Derecho aplicable. 
Es cierto, sin embargo, que esta tensión entre la vecindad civil como elemento de identificación y 
sujeción y la residencia habitual como criterio localizador está presente en el propio Título 
preliminar del Código civil debido a la distinta, por no decir contradictoria, orientación que toman 
el Capítulo IV y el Capítulo V del citado Título preliminar, lo que constituye una importante 
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incongruencia del sistema. En efecto, en el Capítulo V “Ámbito de aplicación de los regímenes 
jurídicos civiles coexistentes en el territorio nacional” se dispone que “La sujeción al derecho civil 
común o al especial o foral se determina por la vecindad civil” (art. 14 Cc), pero en las normas de 
conflicto contenidas en el Capítulo IV “Normas de Derecho internacional privado”, aplicable a los 
conflictos internos de leyes como consecuencia de la remisión prevista en el art. 16 Cc, se puede 
apreciar cómo la vecindad civil ha dejado de ser en algunas materias el principal factor de 
localización. Así, el auto de la AP Barcelona (Sección 18ª), auto nº 179/2019 de 11 abril (JUR 
2019\144225) muestra y recuerda que la determinación de la ley aplicable a la responsabilidad 
parental en un supuesto que genera un conflicto interno de leyes, al que paradójicamente hay que 
aplicar un Convenio internacional, ya no depende de la vecindad civil. 

En segundo lugar, como contrapunto al auto de la AP Barcelona previamente mencionado, se 
va a constatar cómo una norma unilateral autonómica mantiene la vecindad civil como punto de 
conexión contradiciendo la previsión establecida en el Capítulo IV del Título preliminar del Cc y 
desafiando uno de los fundamentos constitucionales del sistema como es la competencia 
exclusiva del Estado como garantía de unidad del sistema. Así, también en materia de 
responsabilidad parental como en el caso del auto dictado por la AP Barcelona, la sentencia de la 
AP Guipúzcoa (Sección 2ª), sentencia nº 183/2019 de 8 marzo (JUR 2019\173970), en un caso 
supuestamente interterritorial, aplica una norma unilateral autonómica, basada en la vecindad 
civil, para establecer la aplicación de la Ley vasca 7/2015, de 30 de junio, de relaciones familiares 
en supuestos de separación o ruptura de los progenitores. Todo ello sin recurrir a la norma de 
conflicto contemplada en el Capítulo IV del Título preliminar del CC y sin mencionar la residencia 
habitual de los menores. El significativo contraste entre una y otra resolución judicial pone de 
manifiesto la falta de unidad del sistema interterritorial. 

3. El supuesto ventilado en el auto de la AP Barcelona es un caso interterritorial que trae causa 
de un desacuerdo en el ejercicio de la patria potestad en relación a la facultad de decidir sobre el 
centro escolar en el que debe inscribirse a un menor. El Juzgado de primera instancia nº 15 de 
Barcelona determinó que correspondía al padre tal facultad y ante esta decisión se alza la 
demandada interponiendo recurso de apelación en el que se argumenta que debe ser de 
aplicación la Compilación del Derecho Civil Foral de Navarra, y no el CCCat, al ostentar el menor 
la vecindad civil navarra, haber nacido en Pamplona y haber residido siempre en Navarra con la 
madre. Según la Ley 63 de la Compilación del Derecho Civil Foral de Navarra debe intentarse la 
conciliación con anterioridad a la decisión judicial, intento que, según la apelante, no se llevó a 
cabo. No procede analizar ahora el fondo del asunto, ni el contenido de la ley navarra o catalana, 
lo que interesa aquí es destacar que la vecindad civil del menor ha dejado de ser la conexión que 
permite designar la aplicación a la responsabilidad parental. Y así se pone de relieve en el auto. 
Muy acertadamente, el Tribunal acude al Convenio de La Haya de 19 octubre 1996 relativo a la 
competencia, la ley aplicable, el reconocimiento, la ejecución y la cooperación en materia de 
responsabilidad parental y de medidas de protección de los niños. El Convenio de La Haya de 
1996 es aplicable por remisión del art. 9.4º Cc, aplicable a su vez por remisión del art. 16 Cc. Esta 
operación, algo tortuosa, no es de todos sabida, como se constata en las alegaciones de la 
recurrente, que invoca la aplicación de la Compilación del Derecho Civil Foral de Navarra en base 
a la vecindad civil del menor. En cualquier caso, un supuesto interterritorial debe ser regulado 
por un Convenio internacional concebido para ser aplicado a supuestos internacionales, tanto es 
así que contiene la correspondiente cláusula de inaplicabilidad a conflictos internos de leyes. La 
incorporación por remisión del Convenio en el art. 9.4º Cc plantea una evidente falta de 
adecuación a los conflictos internos de leyes, tal como se plantean en España, que, sin embargo, 
ha sido sorteada por la AP Barcelona. La falta de ajuste proviene del carácter integral y relacional 
del Convenio por lo que se refiere a los distintos sectores presentes en el mismo, especialmente 
por la vinculación entre las reglas de competencia judicial internacional y las de determinación 
del derecho aplicable. Así, el art. 15 del Convenio de La Haya de 1996 determina la ley aplicable a 
las medidas que deban adoptarse para la protección del menor mediante una remisión efectuada 
al Capítulo II del Convenio, que regula la competencia internacional, haciendo depender la ley 
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aplicable del criterio previsto para conferir la competencia judicial internacional, esto es la 
residencia habitual, buscando una evidente correlación forum/ius. La norma es operativa en un 
contexto internacional en el que hay una pluralidad de jurisdicciones eventualmente 
competentes, pero no se adapta a las circunstancias en las que se suscitan los conflictos internos 
de leyes en España en los que no se produce un conflicto de jurisdicciones, dado el principio de 
unidad de jurisdicción. En este sentido, la proyección de la previsión contenida en el art. 15 del 
Convenio de La Haya de 1996 en supuestos interterritoriales plantea la duda de si debemos 
aplicar la ley de la residencia habitual o la ley del territorio en el que tiene su sede el tribunal ante 
el que se ha planteado la demanda, como aquí sucede. En este supuesto se inició el procedimiento 
ante un juzgado de Barcelona, aunque los menores tuvieran la residencia habitual en Navarra. El 
art. 769 LEC contempla unos criterios de atribución de la competencia territorial en los procesos 
matrimoniales y de menores que no siempre llevan a determinar la competencia de los tribunales 
en cuya demarcación territorial se encuentre la residencia habitual de los menores. En este 
sentido, la concatenación que inspira el Convenio de La Haya de 1996, entre atribución de 
competencia y determinación del Derecho aplicable, queda truncada, puesto que el tribunal 
competente se fija en aplicación del Derecho procesal nacional en base a unos criterios que no 
siempre se corresponden con la residencia habitual del menor. La duda se plantea en la medida 
en que la competencia territorial –que no la competencia judicial internacional ni tampoco la 
competencia judicial interterritorial, dado que no hay más que una jurisdicción– se ha 
determinado conforme a una norma no prevista en el Convenio de La Haya de 1996, la LEC, y el 
criterio de reparto territorial fue distinto a la residencia habitual del menor. Ello no tiene sentido 
en la clave de comprensión sobre la cual se asienta el Convenio de La Haya de 1996, pero este es 
el instrumento que debe ser aplicado a supuestos interterritoriales como consecuencia de la 
incorporación por remisión efectuada en el art. 9.4º Cc. El legislador español no fue consciente 
posiblemente del problema generado (fruto de un olvido demasiado frecuente), a menos que 
queramos interpretar que lo que el legislador buscaba en la regulación del tráfico interregional 
era aceptar el forum shopping (vid. A. Font i Segura, “Derecho interregional, ¿quo vadis 
legislator?”, en Repensar la Unión Europea: gobernanza, seguridad, mercado interior y ciudadanía. 
XXVII Jornadas AEPDIRI (N. Cornago Prieto, J.L. de Castro Ruano y Leire Moure Peñín, eds.), 
Valencia, Tirant lo Blanch, 2019, pp. 423–434). En cualquier caso, como se apuntaba, la AP 
Barcelona sortea el problema y no da pie a que pueda efectuarse un fórum shopping por parte 
del padre, demandante en el caso en cuestión (interponer la demanda en Barcelona para forzar 
la aplicación de la ley catalana, aunque el menor tenga la residencia habitual en Navarra). El 
fundamento de la AP Barcelona se encuentra en la aplicación de la ley de la residencia habitual, 
por ser este el criterio general contenido en el Capítulo II del Convenio al que se remite el art. 15, 
así como por ser este el criterio contenido en el art. 17 del Convenio de La Haya de 1996 que 
establece que el ejercicio de la responsabilidad parental se rige por la ley del Estado de la 
residencia habitual del niño. El regulador convencional obviamente consideraba que la ley 
aplicable al ejercicio de la responsabilidad parental debía coincidir con la que regía las medidas 
adoptadas en caso de controversia, cuyo conocimiento quedaba atribuido al tribunal de la 
residencia habitual del menor, de ahí la correlación art. 17, art. 15, art. 5 del Convenio de La Haya 
de 1996. Esta correlación no existe en supuestos interregionales, pero la AP Barcelona aísla el 
sentido y finalidad del Convenio y acaba aplicando la ley de la residencia habitual. Ni la ley de la 
vecindad civil, ni la lex fori (si es que puede hablarse de lex fori en supuestos interterritoriales), 
son de aplicación al caso. Cabe concluir esta breve nota, poniendo de manifiesto otra singularidad 
del tráfico interterritorial español. En el Convenio de La Haya de 1996 uno de los argumentos que 
se hacen valer para la aplicación de la ley de la residencia habitual es “la de facilitar la labor de la 
autoridad que conoce del caso, que aplicará así la ley que conoce mejor” (vid. Informe explicativo 
de P. Lagarde, p. 43), pero en supuestos interterritoriales cualquier tribunal español debe 
conocer tan bien la ley de un territorio como de otro, tanto la ley navarra como la catalana, en 
este caso. Por consiguiente, aplicar la ley de otro territorio a título de ley de la residencia habitual 
no ha de suponer inconveniente alguno en el contexto de los conflictos internos de leyes. Puede 
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afirmarse entonces que la AP Barcelona ha adaptado con solvencia la aplicación del Convenio de 
La Haya de 1996 a supuestos interterritoriales. Al fin y al cabo, se trata de una incorporación por 
remisión y debe efectuarse, por lo tanto, una aplicación contextualizada, acorde con los principios 
del sistema (interterritorial) en el que se incorpora el Convenio, que ya no se aplica como tal 
convenio internacional, sino como norma para regular los conflictos internos de leyes.   

4. Otra sentencia dictada también en materia de responsabilidad parental en el marco de un 
procedimiento de divorcio, proporciona otra muestra de la debilidad e inestabilidad del sistema 
de Derecho interterritorial. En este caso no se trata de la inadecuación de las normas de conflicto 
internacionales para regular el tráfico interterritorial, por efecto de la remisión del legislador 
estatal, sino del impacto en la regulación del tráfico interterritorial debido a la existencia de 
normas autonómicas unilaterales. La sentencia de la AP Guipúzcoa se adopta como respuesta al 
recurso planteado por la demandante en relación al régimen de visitas que había sido adoptado 
en la sentencia por la que se decreta la disolución del vínculo matrimonial. Se trata de un supuesto 
heterogéneo puesto que se desprende del FJ. de Derecho Segundo que la demandante poseía la 
vecindad civil vasca, que en cambio no era este el caso del demandado y que la residencia habitual 
del matrimonio estaba situada en el País Vasco. El hecho de que el progenitor de los menores 
afectados por el régimen de visitas no tuviera la vecindad civil vasca, o al menos eso puede 
deducirse de la sentencia, obliga a considerar un eventual conflicto de leyes, internacional – en 
caso de que no poseyera ninguna vecindad civil por ser ciudadano extranjero – o interterritorial 
–si se trataba de un español que poseía una vecindad civil distinta a la vasca –. 

El punto que aquí nos interesa se centra en la aplicación del art. 2 Ley vasca 7/2015, de 30 de 
junio, de relaciones familiares en supuestos de separación o ruptura de los progenitores por parte 
de la AP Guipúzcoa. Conforme a esta disposición se establecen los criterios para determinar la 
aplicación de la Ley 7/2015 en los siguientes términos:  

 
“1. La presente Ley será de aplicación en todo el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma 

de Euskadi siempre que, conforme a lo previsto en la legislación civil que resulte de aplicación, el 
progenitor o progenitores que tengan la autoridad parental sobre sus hijos o hijas ostentan la 
vecindad civil vasca.  

2. Si uno de ellos ostenta la vecindad civil vasca y el otro no, se estará a la vecindad civil vasca, 
si es la elegida por ambos progenitores en documento auténtico otorgado antes de la celebración 
del matrimonio o constitución de la pareja de hecho. 

3. En su defecto, se estará a la del lugar de la residencia habitual común del matrimonio en el 
momento de presentación de la demanda o, en el caso de las parejas de hecho, de la residencia 
inmediatamente anterior a la disolución de la pareja de hecho, si se hallan situados en el territorio 
de la Comunidad Autónoma de Euskadi”.  

 
El precepto es aplicado por la AP Guipúzcoa para acabar concluyendo que la Ley 7/2015 debe 

regular el régimen de visitas. 
Ahora bien, debemos plantearnos qué propósito encierra el art. 2 Ley 7/2015. El precepto no 

parece encajar en la competencia que se ha autoatribuido el legislador vasco para regular los 
conflictos interlocales de acuerdo con el art. 9 Ley 5/2015, de 25 de junio, de Derecho Civil Vasco, 
cuya constitucionalidad se presume y se ampara en el art. 10.5 EAPV y en el Dictamen 1537/1992 
del Consejo de Estado (vid. J.J. Álvarez Rubio, “Una renovada dimensión de los conflictos internos: 
la Ley 5/2015 de Derecho Civil Vasco y la interacción entre bloques normativos”, REDI, 2016, 2, 
pp. 23–49, en particular, pp. 34–41; igualmente G. Galicia Aizpurua, “Notas a la Ley 5/2015, de 25 
de junio, de Derecho civil vasco”, Actualidad Jurídica Iberoamericana, 2016, 4, pp. 303–320). Sin 
embargo, incluso admitiendo esta competencia para regular los conflictos interlocales, no hay en 
modo alguno un conflicto interlocal ni en este supuesto ni en este ámbito material y no se acierta 
a comprender cuál es la función del art. 2 de la Ley 7/2015. Si bien es cierto que, en materia 
sucesoria, por ejemplo, pueden encontrarse notables diferencias entre los distintos fueros o 
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Derechos coexistentes en el País Vasco, no puede mantenerse lo mismo en materia de relaciones 
familiares y, en particular, del régimen de visitas. En efecto, por una parte, no había antes de la 
adopción de la Ley 7/2015 una regulación diferenciada en ninguno de los Territorios Históricos, 
por lo que era de aplicación el Cc y, por otra parte, desde la aprobación de la mencionada Ley 
7/2015, en el País Vasco las relaciones familiares en supuestos de separación o ruptura de los 
progenitores quedan regidas solamente por esta norma, sin perjuicio de la aplicación supletoria 
del Código civil cuando proceda. Es decir, ni antes ni después de la entrada en vigor de la Ley 
7/2015 ha habido pluralidad legislativa en esta materia en el territorio del País Vasco. Por tanto, 
si la norma no regula conflictos interlocales cabe concluir que es una norma unilateral que o bien 
restringe la aplicación del Derecho vasco cuando éste ha sido designado por la norma de conflicto 
multilateral y concurren además alguna de las conexiones contempladas en el art. 2 Ley 7/2015 
o bien delimita unilateralmente su aplicación para aquellos casos en los que se da alguna de las 
conexiones contempladas en su art. 2, sin que medie la aplicación de la norma de conflicto 
multilateral.  

En el primer caso, concebida la disposición como norma autolimitada, ante la existencia del 
mencionado elemento de interterritorialidad o, quizá, de internacionalidad, cabría determinar 
primero, y con carácter multilateral, cuál es la ley aplicable al régimen de visitas como 
consecuencia de la ruptura matrimonial entre las partes, acudiendo al sistema conflictual general 
estableciendo esta determinación de acuerdo con el Convenio de La Haya de 1996, si el supuesto 
era internacional, y … de acuerdo con el Convenio de La Haya de 1996, si el supuesto era 
interterritorial, como vimos con respecto al auto adoptado por la AP Barcelona comentada con 
anterioridad. Así, en virtud del mencionado instrumento convencional se hubiera designado 
como aplicable el Derecho civil vasco 7/2015, tanto si el supuesto era internacional como si era 
interterritorial, ya que en este último caso no se hubiera suscitado la duda que apareció en el auto 
dictado por la AP Barcelona. Así es, en este caso el tribunal competente tiene la sede en el mismo 
territorio en el que residen habitualmente los menores cuyo régimen de visitas es objeto de 
controversia. Una vez determinada la aplicación del Derecho civil vasco, el art. 2 Ley 7/2015 
hubiera avalado la aplicación de la Ley 7/2015 al poseer la progenitora la vecindad civil vasca y 
tener los progenitores su residencia habitual común en esta CA en el momento de la presentación 
de la demanda. Si no se hubieran dado las circunstancias previstas en el art. 2 Ley 7/2015, 
siguiendo esta concepción, esta norma no se habría aplicado, pese a la designación efectuada por 
el Convenio de La Haya de 1996. 

En el segundo caso, norma unilateral delimitativa independiente de la norma de conflicto 
multilateral, la aproximación está únicamente condicionada por la Ley 7/2015. No habría que 
plantearse cuál es la ley aplicable, sino si la ley vasca es de aplicación. Con frecuencia se adopta 
esta perspectiva unilateral, especialmente cuando se trata de establecer si el Derecho civil propio 
–autonómico– es de aplicación, pero es una perspectiva errónea desde los parámetros 
savignyanos desde los que se regula el tráfico interterritorial o internacional, salvo que deba 
considerarse la aplicación de una norma internacionalmente imperativa. La AP Guipúzcoa sigue 
esta aproximación, fundamenta la aplicación de la Ley 7/2015 en su art. 2 y no considera en 
ningún momento la aplicación del art. 9.4º Cc y su remisión al Convenio de La Haya de 1996. 

Ambas concepciones presentan problemas de constitucionalidad. El Derecho civil vasco y, en 
particular, la Ley 7/2015 ni puede revertir ni puede ignorar la designación efectuada por el 
Convenio de La Haya de 1996, sea o no por remisión del art. 9.4º Cc, ni mediante una norma 
autolimitada ni mediante una delimitativa unilateral. Ello supondría sustraer una competencia 
que no le es propia y que es exclusiva del Estado (en el mismo sentido, vid. G. Aizpurua Ondaro, 
“Las otras instituciones civiles vascas. La custodia compartida”, El Derecho civil vasco del siglo XXI 
De la Ley de 2015 a sus desarrollos futuros, Txosten eta agiriak bilduma. Maior saila Colección 
informes y documentos. Serie maior, pp. 539–577, en particular pp. 558–560, Vitoria–Gasteiz, 
2016). La STC 93/2013, de 23 de abril, en su FJ 6º, deja bien clara esta cuestión (vid. A. Font i 
Segura, “Inconstitucionalidad de la normativa autonómica que delimita el ámbito de aplicación 
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personal del propio Derecho”, AEDIPr, t. XII, 2012, pp. 1100–1105) declarando la 
inconstitucionalidad del art. 2.3º de la Ley Foral 6/2000, de 3 de julio, para la igualdad jurídica de 
las parejas estables de Navarra, que delimitaba unilateralmente el ámbito de aplicación espacial 
de la misma determinando su aplicación “a las parejas estables cuando, al menos, uno de sus 
miembros tenga la vecindad civil navarra”. En realidad, y volviendo a la Ley vasca 7/2015, al 
margen de la cuestión competencial, por más que los progenitores no tuvieran la vecindad civil 
vasca y no hubieran tenido su residencia habitual común en esta CA en el momento de la 
presentación de la demanda, en la concepción actual de la responsabilidad parental no tendría 
sentido que la Ley 7/2015 no fuera de aplicación si los menores tuvieran su residencia habitual 
en el País Vasco. Así, como problema añadido a la cuestión competencial, se constata que el art. 2 
Ley 7/2015 está diseñado, más que para las relaciones familiares, para las relaciones entre 
progenitores, cuando lo que está en juego es el interés superior de los menores en la medida en 
que se debate sobre la responsabilidad parental. 

En definitiva, estas dos resoluciones bastan para ilustrar cuan endeble es el sistema (¿?) 
(¿unitario?, ¿uniforme?) de Derecho interterritorial. Por una parte, difícilmente puede hablarse 
de sistema, o al menos de consciencia del mismo, cuando el legislador competente para regular 
los conflictos internos de leyes no constata la inadecuación de la remisión a un convenio 
internacional, concebido para supuestos internacionales, para determinar la ley aplicable a 
supuestos interterritoriales. Por ello, cabe preguntarse si el legislador estatal realmente sabe que 
la incorporación por remisión adoptada en el art. 9.4º y 9.6º Cc (también en el art. 9.7º Cc) está 
afectando al sistema de Derecho interterritorial o incluso cabe dudar de que sepa que hay un tal 
sistema. Por otra parte, no se entiende que todavía se estén aprobando normas unilaterales 
autonómicas. Este tipo de normas cuestionan la competencia exclusiva del Estado y a menudo 
conllevan una alteración de la designación efectuada por la norma de conflicto estatal, 
comprometen el plan del sistema (si es verdad que hay plan y si es cierto que hay sistema) y 
provocan una mayor inseguridad jurídica. 

5. Pensión de viudedad. No correspondería referirse en esta Nota introductoria a la 
intersección existente entre la vecindad civil, las CCAA con Derecho civil propio en materia de 
uniones de hecho y el reconocimiento de la pensión de viudedad al sobreviviente de la pareja de 
hecho. En anteriores Crónicas ya se puso de manifiesto que esta era una cuestión que generaba 
una controversia por la desigualdad en el derecho a recibir la pensión generada por la anterior 
redacción del párrafo quinto del art. 174.3º LGSS (vid. M. Gardeñes Santiago, “Pensiones de 
viudedad, parejas de hecho y conflictos de leyes internos”, AEDIPr, t. XIII, 2013, pp. 1227–1233, 
esp. pp. 1228–1232). Como es sabido, el debate comprometía el principio de igualdad y tenía, por 
lo tanto, alcance constitucional. Ello determinó el pronunciamiento del TC en STC 40/2014, de 
11 de marzo, reiterado en la STC 45/2014 de 7 de abril, en relación a la remisión al Derecho civil 
propio contenida en la citada disposición. Esta regulación sobre la acreditación de los requisitos 
para acceder a la pensión de viudedad en los casos de parejas de hecho difería de la regla general 
prevista en el párrafo cuarto del mismo precepto legal. Por ello, el TC declaró la 
inconstitucionalidad de la norma porque establecía diferentes requisitos de acceso a la pensión 
de viudedad en función de su lugar de residencia o vecindad y de si dicha Comunidad Autónoma 
cuenta con Derecho civil propio que hubiera aprobado legislación específica en materia de 
parejas de hecho. De acuerdo con la doctrina constitucional esta diferenciación de trato, entre 
parejas de hecho con residencia en CCAA con Derecho civil propio o en aquellas que no ostentan 
competencias en materia de Derecho civil, carece de justificación objetiva, razonable y 
proporcionada. Por otra parte, esta diferenciación compromete la competencia exclusiva del 
Estado en materia de Seguridad Social y la determinación unitaria de los sujetos beneficiarios de 
una prestación de la Seguridad Social. 

6. No obstante, nos vemos obligados a reseñar que todavía se invoca el principio de igualdad 
entre distintos territorios como argumento para fundamentar el derecho al reconocimiento de la 
pensión de viudedad. Así es, en la STSJ Andalucía Soc 1ª nº 2613/2019 de 14 noviembre (JUR 
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2020\66432), el Tribunal rechaza el recurso en base a la doctrina constitucional. Cabe precisar 
que otra cosa es la invocación del principio de igualdad con respecto al trato dispensado al 
cónyuge superviviente frente al miembro superviviente de la pareja de hecho, cuestión tratada 
en la STSJ Madrid CA 6ª nº 490/2019 de 17 julio (JUR 2019\251379). En este caso el supuesto es 
en relación al art. 38.4º RDL 670/1987 por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Clases 
Pasivas del Estado (BOE 27.5.1987) cuya redacción es sustancialmente idéntica a la del art. 
174.3º LGSS. El TSJ Madrid rechaza plantear cuestión de inconstitucionalidad, con cita del 
pronunciamiento del TC por la que se inadmite la declaración de inconstitucionalidad al advertir 
que “El presupuesto para la aplicación del mandato contenido en el art. 14 CE, no obstante, no 
concurre en el presente supuesto: los matrimonios y las parejas de hecho no son situaciones 
iguales. No lo son en el plano constitucional (art. 32 CE), ni tampoco en el plano legal” (ATC 
8/2019 de 12 de febrero). 

Capítulo aparte conforman las SSTSJ Canarias Soc 1ª nº 1059/2019 de 29 octubre (JUR 
2020\20562),  nº 701/2019 de 27 junio (JUR 2019\231871) y nº 1097/2019 de 5 noviembre 
(JUR 2020\72994). En las tres sentencias el debate se limita a la naturaleza de la convivencia 
mantenida por la pareja al no haberse constituido formalmente como pareja de hecho conforme 
a lo previsto en art. 174 TRLGSS (aplicable al haberse producido el fallecimiento del causante 
estando vigente tal precepto), pero lo que llama la atención es que en todas ellas se hace 
referencia a la (inexistente) vecindad civil en las Islas Canarias, cuando lo que correspondía era 
especificar que tenían la vecindad civil común y la vecindad administrativa en las Islas Canarias. 

7. Determinación del régimen económico del matrimonio. Como es sabido, la determinación del 
Derecho aplicable a los efectos económicos del matrimonio es una de las cuestiones que más 
frecuentemente se plantean en el Derecho interterritorial español, ya que uno de los ámbitos 
donde se manifiestan con más claridad las divergencias entre unos y otros Derechos civiles 
españoles es el régimen económico del matrimonio. La determinación de este Derecho se 
enfrente con frecuencia a la dificultad derivada de que la norma de conflicto vigente en 1978 
quedó derogada como consecuencia de la entrada en vigor de la Constitución española, sin que 
el legislador ordinario la modificara hasta el año 1990 (Ley 11/1990, de 5 de octubre). El 
precepto en vigor en 1978, establecía que las relaciones patrimoniales entre los cónyuges se 
regirían por la misma ley que las relaciones personales, y éstas por la última ley nacional común 
durante el matrimonio y, en defecto de ésta, por la ley nacional del marido al tiempo de la 
celebración. Esta preferencia por la ley personal del marido era incompatible con la prohibición 
de discriminación por razón de sexo que recoge la Constitución, por lo que desde la entrada en 
vigor de ésta, 29 diciembre 1978, dicha regla dejaría de estar en vigor. 

Lo anterior implica que en los matrimonios celebrados desde ese momento, 29 diciembre 
1978, hasta la entrada en vigor de la Ley 11/1990, de 15 de octubre, el 7 noviembre 1990 BOE 
18.10.1990) habrá de determinarse qué conexión sustituye a la ley nacional del marido, 
inoperante desde la entrada en vigor de la Constitución. Se trata de un problema del que conocen 
los tribunales españoles desde hace décadas y que seguramente seguirá ocupándolos durante 
años, pues seguirán planteándose litigios en relación a matrimonios celebrados en esos años. 

Prueba de lo anterior, es que en el período que nos ocupa son varias las decisiones que han 
abordado este tema [SAP Badajoz 2ª 21/2019, de 18 de enero, ECLI:ES:APBA:2019:25; SAP 
Barcelona 12ª 527/2019, de 30 de julio, ECLI:ES:APB:2019:10479; SAP Barcelona 12ª 744/2019, 
de 11 de diciembre, ECLI:ES:APB:2019:15256]. En todas ellas se mantiene la imposibilidad de 
aplicar la redacción del art. 9.2º Cc en vigor en el momento de la celebración del matrimonio y la 
necesidad de integrar la laguna que de ahí se deriva. Ahora bien, dicha integración no se realiza 
de la misma manera en todas estas decisiones. En las dos de la AP de Barcelona se opta por utilizar 
la conexión que acabó acogiendo la Ley 11/1990, la primera residencia del matrimonio tras la 
celebración, mientras que en la de la AP de Badajoz se utiliza la última ley personal común de los 
cónyuges, mediante la extensión de la solución entonces en vigor en el art. 107 Cc. La opción de 
la AP de Badajoz plantea el problema de que la ley rectora de los efectos del matrimonio y, por 
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tanto, el régimen económico del matrimonio, no permanecerá invariable durante la vida del 
matrimonio, lo que choca con la tradición de nuestro sistema, en el que se ha optado por 
soluciones que permitieran fijar el Derecho rector de las relaciones patrimoniales de los 
cónyuges en el momento inicial del matrimonio [vid. R. Arenas García, “Tiempo y valores 
esenciales del ordenamiento en DIPr”, en S. Álvarez González/R. Arenas García/P.A de Miguel 
Asensio/S.–A. Sánchez Lorenzo/G. Stampa (eds.), Relaciones Transfronterizas, Globalización y 
Derecho. Homenaje al Prof. Dr. José Carlos Fernández Rozas, Civitas-Thomson-Reuters, 2020, pp. 
145–163, pp. 153–154; vid. en el periodo que nos ocupa la SAP La Rioja 1ª 176/2019, de 2 de 
abril, ECLI:ES:APLO:2019:265]. 

No plantea dudas, sin embargo, la aplicación de la regulación inconstitucional cuando el 
matrimonio se celebró antes de la entrada en vigor de la CE, tanto si la regla aplicada no es 
inconstitucional [SAP Tarragona 1ª 54/2019, de 14 de febrero, ECLI:ES:APT:2019:180] como 
cuando es contraria a la CE [SAP Barcelona 18ª 10/2019, de 10 de enero, ECLI:ES:APB:2019:18; 
donde se aplicó la regulación preconstitucional que preveía que la mujer seguía la vecindad civil 
del esposo].  

También nos encontramos con decisiones en las que directamente se aplica el art. 9.2º Cc en 
la redacción actual para determinar la ley aplicable a los efectos del matrimonio, pese a que el 
matrimonio se hubiese celebrado años antes de la entrada en vigor de dicha redacción [SAP 
Huesca 1ª 42/2019, de 29 de marzo, ECLI:ES:APHU:2019:216, donde se aplicó la redacción del 
art. 9.2º Cc fruto de la Ley 11/1990 en relación a un matrimonio celebrado en 1978, se supone 
que antes de la entrada en vigor de la CE]. 

Merece ser destacada la SAP Cádiz 5ª 304/2019, de 10 de abril (ECLI:ES:APCA:2019:411). En 
ella se aplica correctamente la nueva redacción del art. 9.2º Cc. En el caso se trataba de dos 
cónyuges con distintas vecindades civil (catalana y mallorquina) que habían contraído 
matrimonio en Palma de Mallorca en 1992, pero fijaron su primera residencia en El Puerto de 
Santa María, lo que condujo a la aplicación del Derecho Común. 

8. Derechos históricos de los territorios forales. El TC se pronunció en su Sentencia (Pleno) 
158/2019, de 12 de diciembre (ECLI:ES:TC:2019:158) sobre la interpretación del concepto 
“derechos históricos de los territorios forales” al hilo del recurso de inconstitucionalidad 
planteado contra la Ley aragonesa 8/2018, de 28 de junio, de actualización de los derechos 
históricos de Aragón. La decisión es interesante porque nos permite volver sobre la realidad 
histórica que sirve de base para la plurilegislación en España. La Ley aragonesa impugnada 
señalaba que “la participación de Aragón en el proceso histórico de construcción de España no 
ha supuesto la renuncia a sus derechos históricos. Su actualización es legítima de acuerdo con la 
disposición adicional primera de la Constitución y según se prevé en la disposición adicional 
tercera del Estatuto de Autonomía de Aragón”. Esta afirmación merece dos comentarios; uno 
dirigido al proceso histórico al que hace referencia y otro en relación a la relevancia en este caso 
de la Disposición Adicional Primera de la Constitución. 

En lo que se refiere a lo primero, es obvio que lo que ahora es España es fruto de un proceso 
de unificación más complejo de lo que en ocasiones se presenta. De hecho, desde una perspectiva 
jurídico–formal, no es hasta la Constitución de Cádiz de 1812 (o, si se prefiere, el Estatuto de 
Bayona de 1808) en que los distintos reinos medievales asumen la forma de una sola nación. 
Aragón era uno de esos reinos. Ahora bien, esta realidad histórica no tiene una traducción 
automática en el ordenamiento jurídico. Esto es, la actual Comunidad Autónoma de Aragón no ha 
de entenderse como una sucesión del histórico Reino de Aragón, sino como un producto de la 
Constitución Española de 1978, que es de la que se deriva la validez y legitimidad de toda la 
arquitectura constitucional española. No hay, por tanto, ni preexistencia de un sujeto de derecho 
anterior a la Constitución ni más legitimidad que la que reconoce ésta. 

Es cierto, sin embargo, y este es el segundo comentario; que la Constitución, en su Disposición 
Adicional Primera, indica que respeta los derechos históricos de los territorios forales. Esta 
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referencia, que no deja de ser perturbadora en la arquitectura constitucional, tiene, sin embargo, 
un ámbito de aplicación limitado, tal como recuerda el Tribunal Constitucional, limitado a las 
provincias vascas y a Navarra; un ámbito que, de todas formas, no implica el reconocimiento de 
una legitimidad diferente de la que emana de la Constitución, sino que sea ésta la que garantice 
que en dichos territorios exista un régimen de autogobierno foral; pero siempre dentro de los 
límites que marca la Constitución. En cualquier caso, esta Disposición Adicional no podrá 
aplicarse respecto a otros territorios (FJ 4 de la Sentencia 158/2019. 

Aparte de lo anterior, y sin entrar en otras cuestiones que aborda la mencionada Sentencia, sí 
que es conveniente mencionar que declara inconstitucional la indicación de que el Tribunal 
Superior de Justicia de Aragón es institución de autogobierno de Aragón y responde a la tradición 
jurídica aragonesa (FJ 5), lo que resulta relevante porque recuerda uno de los elementos 
estructurales de nuestro sistema de Derecho interterritorial, la unidad de la jurisdicción.  
Finalmente, también es conveniente hacer una referencia a la declaración de inconstitucionalidad 
del art. 7.1º.c) de la mencionada Ley aragonesa, que atribuía la condición política de aragonés a 
los ciudadanos españoles que tuviesen vecindad civil aragonesa aunque residiesen fuera de la 
Comunidad Autónoma. Esta previsión suponía desconocer otro de los elementos claves de 
nuestro sistema de Derecho interterritorial: el carácter territorial de las competencias ejercidas 
por las Comunidades Autónomas (FJ 7). 
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Una necesaria calificación por la función de la norma de 
conflicto en derecho interterritorial 

 

Albert FONT I SEGURA* 
 

I. INTRODUCCIÓN 
 
1. Basta con leer las dos resoluciones de las que queremos dar cuenta para constatar la pugna 

subyacente entre las dos direcciones. Sin embargo, parece posible, y sobre todo conveniente, 
efectuar una lectura más desapasionada de tan interesante supuesto de hecho. El origen de las 
resoluciones se encuentra en la calificación negativa notificada por el titular nº 3 del Registro de 
la Propiedad de Granollers en relación a la inscripción de una escritura de compraventa relativa 
a 63 inmuebles situados en Cataluña, correspondiendo dos de ellas al Registro de Granollers. La 
escritura fue otorgada en Madrid entre dos sociedades con domicilio social en Madrid, la SAREB 
(vendedora) y Talismán (compradora). La escritura deriva de otra anterior otorgada entre las 
mismas sociedades en la que se establecía un contrato marco destinado a servir de cobertura 
para la compraventa de una cartera de inmuebles conformada por 433 viviendas y sus garajes y 
trasteros. En el momento del otorgamiento se hizo efectiva la transmisión de 181 fincas situadas 
en distintas CCAA, sin que ninguna de ellas estuviera en Cataluña. Para las 252 restantes, la 
escritura marco tenía la función de promesa de compraventa sometida a la condición suspensiva 
que se superaran determinadas limitaciones legales. Consta que 246 de las 252 fincas están 
situadas en Cataluña, mientras que el resto se encuentran en las Islas Canarias, Madrid y Valencia. 
La escritura en la que se elevaba el contrato marco contenía el siguiente pacto “La presente 
Escritura se regirá, interpretará y construirá de acuerdo con el derecho común español. derecho 
común español”. Se acuerda igualmente un pacto por el que se aplaza el pago de parte del precio 
y se conviene en garantía una condición resolutoria explícita sujeta al art. 1.504 Cc. También se 
pactó una cláusula penal para el caso de ejercicio de la condición resolutoria por impago del 
precio aplazado en la fecha convenida de acuerdo con la cual la sociedad vendedora retendría el 
importe íntegro de las cantidades pagadas hasta aquel momento. La cláusula penal se pacta con 
expresa exclusión por ambas partes de la facultad de pedir la moderación equitativa de la pena 
prevista en el art. 1.154 Cc. 

El Registrador acordó suspender la inscripción al considerar que algunas de las estipulaciones 
de la condición resolutoria expresa pactada no se ajustaban a las reglas imperativas establecidas 
en el art. 621–54 CCCat. La denegación de la inscripción determinó la interposición de un recurso 
gubernativo ante la DGRN por parte de la SAREB al entender que quien tenía que resolver era la 
Dirección del Ministerio de Justicia y no la Dirección General de Derecho y de Entidades Jurídicas 
de la Generalitat. El pronunciamiento de la DGDEJ se produjo como consecuencia de que el 
Registrador elevó el expediente a esta Dirección a fin de que se pronunciara con carácter previo 
acerca de su competencia, de conformidad con el art. 3.3º Ley 5/2009, del 28 de abril, de los 
recursos contra la calificación negativa de los títulos o las cláusulas concretas en materia de 
Derecho catalán que se tengan que inscribir en un registro de la propiedad, mercantil o de bienes 
muebles de Cataluña, y resolviera sobre el fondo de la cuestión en caso de declararse competente. 

2. Como puede apreciarse, el supuesto suscita cuestiones de importante calado, pero en esta 
crónica esencialmente son dos las cuestiones que van a ser destacadas. Por una parte, el 
conflicto de competencias para resolver la controversia; por otra parte, la cuestión calificatoria 
subyacente y, por extensión, la determinación de la ley rectora a la controversia. Las tres 
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cuestiones –competencia, calificación y determinación de la ley aplicable– están íntimamente 
vinculadas y, como veremos, se entrelazan y condicionan mutuamente. 

 
II. CONFLICTO DE COMPETENCIAS 

 
3. El conflicto de competencias se suscita porqué, de forma singular, en Cataluña dos órganos 

gubernativos pueden pronunciarse en relación a los recursos interpuestos contra las 
calificaciones negativas del titular del Registro correspondiente (sobre los problemas generados 
por esta situación, que todavía hoy pueden ser íntegramente mantenidos, vid. A. Font i Segura, 
Actualización y desarrollo del sistema de Derecho interregional, Santiago de Compostela, 2007, pp. 
71–75). En previsión del art. 147.2º del Estatuto de autonomía que atribuye a la Generalitat la 
competencia exclusiva en materia de régimen de los recursos sobre la calificación de los títulos o 
las cláusulas concretas en materia de Derecho catalán que deban inscribirse en un registro de la 
propiedad, mercantil o de bienes muebles de Cataluña, el Parlamento de Cataluña aprobó la Ley 
5/2009, de 28 de abril, de los recursos contra la calificación negativa de los títulos o las cláusulas 
concretas en materia de Derecho catalán que deban inscribirse en un registro de la propiedad, 
mercantil o de bienes muebles de Cataluña, que deroga y sustituye la Ley 4/2005, de 8 de abril, 
de los recursos contra las calificaciones de los registradores de la propiedad de Cataluña. 
Precisamente uno de los motivos que llevó a la adopción de la Ley 5/2009 fue el de precisar con 
mayor claridad las reglas de atribución de competencia a la DGDEJ, órgano competente ante el 
que se interponen los recursos gubernativos. Así, la regla de atribución dejó de tener como único 
punto de referencia que los recursos se fundamentaran en una infracción de las normas del 
Derecho catalán para incluir también aquellos otros recursos en los que es la calificación 
impugnada la que se fundamenta en una infracción de las normas del Derecho catalán. El criterio 
de atribución de competencia a la DGDEJ previsto en el art. 1 establece su conocimiento “siempre 
y cuando las calificaciones impugnadas o los recursos se fundamenten, de forma exclusiva o junto 
con otros motivos, en normas del Derecho catalán o en su infracción”. La controversia 
competencial, según la DGRN, se sustancia en torno a la declaración de inconstitucionalidad del 
art. 3.4º Ley 5/2009 conforme al cual “Si varios interesados optan por interponer cada uno un 
recurso gubernativo y al menos uno se basa en normas del Derecho catalán o en su infracción, la 
Dirección General de Derecho y de Entidades Jurídicas debe sustanciar todos los recursos, 
incluidos los que no aleguen la infracción de una norma del Derecho catalán, en una sola pieza y 
debe resolverlos acumuladamente.”, adoptada por el TC en STC 4/2014, de 16 enero 2014 “en 
cuanto atribuye a la Dirección General de Derecho y Entidades Jurídicas de la Generalitat la 
competencia para resolver los recursos cuando las cuestiones registrales planteadas exceden del 
marco estricto del Derecho civil catalán. Incurre así el precepto en inconstitucionalidad y nulidad 
en los incisos ‘y al menos uno se basa en normas del Derecho catalán o en su infracción» e 
‘incluidos los que no aleguen la infracción de una norma del Derecho catalán’”.  

4. En mi opinión, la declaración de inconstitucionalidad del art. 3.4º Ley 5/2009 no puede 
impedir la potencial competencia de la DGDEJ: 

i) En primer lugar, por una cuestión de carácter formal. El TC declaró la inconstitucionalidad 
del art. 3.4, pero no del art. 1, por más que el recurso de inconstitucionalidad fuera 
promovido contra los arts. 3.4 y 7.2, y por conexión contra los arts. 1 y 3.3º, de la Ley 
5/2009. En efecto, el TC inadmite el recurso de inconstitucionalidad en lo que concierne 
al art. 1 Ley 5/2009. Ciertamente, el TC fija una interpretación restrictiva del precepto, 
pero no se pronuncia por su inconstitucionalidad y se limita a declarar que “la dicción 
literal del art. 1 de la Ley del Parlamento de Cataluña 5/2009 en ningún caso puede dar 
lugar a entender que la competencia autonómica se extiende a la resolución de recursos 
gubernativos fundados en Derecho civil común o en otros Derechos civiles forales o 
especiales. Tal es, en definitiva, la única interpretación adecuada a la legalidad 
constitucional que cabe efectuar del art. 1 en conexión con el art. 3.4º”. 
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ii) En segundo lugar, por una cuestión de carácter institucional. La regulación de la 
competencia de los órganos, judiciales o gubernativos, debería reposar al menos sobre 
dos pilares: objetividad y estabilidad. Además, en un contexto de pluralidad legislativa y 
pluralidad de órganos resolutivos, habría que añadir otro pilar, el de la lealtad 
institucional o, en otras palabras, el de la confianza mutua. Objetividad, en el sentido de 
que debe tratarse de reglas que no sean maleables. Esta es la clave con la que, a mi modo 
de ver, debe entenderse la interpretación restrictiva a que debe someterse el art. 1 Ley 
5/2009 de acuerdo con el pronunciamiento del TC. Así, lo relevante no es que el recurso 
se funde en Derecho civil común o en otro Derecho civil español, distinto al catalán, sino 
que la DGDEJ no podrá resolverlos si es de aplicación cualquier Derecho civil español 
distinto al catalán. En caso contrario se llegaría a la absurda conclusión de que bastaría 
fundamentar el recurso en Derecho catalán para mantener la competencia de la DGDEJ o, 
a la inversa, de que bastaría fundamentar el recurso en aplicación de cualquier Derecho 
civil español distinto al catalán para descartar la competencia de la DGDEJ. Esta 
objetividad proporciona, consecuentemente, claridad, estabilidad y seguridad jurídica. 
Ahora bien, estas virtudes deben venir acompañadas por la lealtad institucional. El 
presente caso es una muestra evidente de la falta de coordinación o de previsión de los 
problemas generados cuando la calificación registral va por un sentido y el recurso va por 
otro. En este sentido, sería recomendable encontrar un mecanismo que permitiera salvar 
este tipo de situaciones. Así, al margen de los reproches que se pueden percibir –espe-
cialmente en la Resolución de la DGRN, con el Registrador como receptor de las 
reprensiones (vid. FD 3º)–, se advierte una desconfianza implícita no ya entre ambos 
órganos gubernativos, sino ante la vía jurisdiccional. La impugnación judicial no queda 
cerrada, de modo que el órgano judicial ya arbitrará, si es el caso, el acierto de la 
calificación registral y de la resolución dictada a tal efecto. No obstante, sin necesidad de 
tener que llegar a la vía judicial si hay un conflicto de competencias debería de haber un 
mecanismo de resolución de conflictos como el que está previsto en el ámbito del Derecho 
de la competencia. En este sentido, en la Ley 1/2002, de 21 de febrero, de Coordinación 
de las Competencias del Estado y las Comunidades Autónomas en materia de Defensa de 
la Competencia, prevé en su art. 3º la constitución de la Junta Consultiva de conflictos 
“para la resolución de los conflictos de atribución de competencias que se susciten entre 
la Administración del Estado y de las Comunidades Autónomas o entre éstas entre sí”. A 
mi conocimiento no hay una norma parecida que resuelva el conflicto de atribución de 
competencias que pueda surgir entre la DGRN y la DGDEJ. El vacío normativo no 
contribuye a crear un clima de confianza y lealtad institucional y acrecienta la 
descoordinación entre ambos órganos (vid. igualmente M. Anderson, “Recursos 
governatius. Doctrina de la Direcció General de Dret i d’Entitats Jurídiques (abril–juliol 
2019) Comentaris a les Resolucions de la Direcció General de Dret i d’Entitats Jurídiques 
de 10 d’abril, 25 de juny i 25 de juliol de 2019”, InDret, 4/2019, p. 11). El procedimiento 
que debe seguir el registrador es equívoco – por no decir contradictorio –, como se pone 
de manifiesto en ambas resoluciones (vid. FD 3.a in fine RDGRN y FD Primero RDGDEJ; 
encontrándose en pugna el art. 327 LH con el art. 3.3 y 3.7 Ley 5/2009) y ello dificulta una 
solución ordenada del conflicto. Téngase en cuenta además que ni la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común ni la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público pueden ser aplicables dado que “Los conflictos de 
atribuciones sólo podrán suscitarse entre órganos de una misma Administración no 
relacionados jerárquicamente …” (énfasis añadido por el autor), como establecen el art. 
20 Ley 30/1992 y el art. 14.3º Ley 40/2015, al tratarse de órganos pertenecientes a 
distintas Administraciones. 

iii) Y, finalmente, en tercer lugar, por una cuestión meramente fáctica. En este supuesto no 
procede la aplicación del art. 3.4º por cuanto se interpone un solo recurso y, por 
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consiguiente, el caso no cae dentro del supuesto de hecho regulado por la norma (“Si 
varios interesados optan por interponer cada uno un recurso gubernativo”, el énfasis es 
del autor). 

5. En suma, el art. 1 Ley 5/2009 goza de presunción de constitucionalidad y, por lo tanto, la 
doctrina de la DGRN conforme a la cual la DGDEJ no puede conocer de los llamados recursos 
mixtos no puede ser concluyente. Sin embargo, como pone de manifiesto V. Esquirol Jiménez (vid. 
“Resoluciones de la Dirección General de Derecho y Entidades Jurídicas de la Generalitat”, La 
Notaria, 2019, 2–3, pp. 229–236), la competencia de la DGRN se ha basado en que para la 
inscripción de la interpellatio in iure del art. 461–12 CCCat debe aplicarse el Derecho registral, 
cuando el recurso tenía como único objeto determinar si se había realizado correctamente la 
notificación de la interpellatio in iure [RDGRN de 6 agosto 2019 (BOE 22.10.2019)], vaciando así 
de contenido la Ley 5/2009. Por otra parte, no resulta tan evidente que en este caso se trate de 
un recurso mixto. El fundamento y núcleo de la argumentación tanto de la calificación como del 
recurso giran en torno a la naturaleza, alcance y carácter de la condición resolutoria expresa 
regulada en el art. 621–544 CCCat. Es cierto que el contrato marco contenía unas cláusulas que 
hacían referencia explícita a la condición resolutoria prevista en el art. 1.504 Cc y a la cláusula 
penal contemplada en el art. 1.154 Cc, pero su aplicación puede verse alterada si la ley que debe 
ser aplicada es la catalana, convirtiéndose entonces en una mera remisión material que cae, en 
principio, en el ámbito de la autonomía material. Obsérvese que se hace abstracción ahora de la 
elección de ley porqué en este punto del análisis todavía no sabemos su alcance. Por consiguiente, 
debe establecerse cuál es la ley aplicable para saber si la DGDEJ tiene competencia para resolver 
el asunto y, al tratarse de un forum legis, la única forma de saberlo es aplicando las normas de 
conflicto establecidas en el Título preliminar del CC, como apunta la RDGDEJ en su FD Tercero 
RDGDEJ. La aplicación de las normas de conflicto, de competencia exclusiva estatal, no convierte 
al recurso interpuesto en “recurso mixto” (cfr. FD 3.a in fine RDGRN). En definitiva, la controversia 
se reducía a establecer si el Derecho catalán era de aplicación al supuesto para determinar así si 
la DGDEJ era competente conforme al art. 1 Ley 5/2009.  

 
III. CALIFICACIÓN Y DETERMINACIÓN DE LA LEY RECTORA 

 
6. En este caso, la calificación del supuesto de hecho adquiere una relevancia especial para 

llevar a cabo la determinación de la ley rectora. Se trataba de establecer, en primer lugar, si la 
condición resolutoria regulada en el art. 621–54 CCCat tiene la condición de derecho real o debe 
subsumirse en el estatuto contractual. La calificación de la condición resolutoria tiene así una 
incidencia directa sobre la determinación de la ley aplicable. Si se trata de un Derecho real, se 
aplica la ley catalana, en calidad de lex rei sitae (art. 10.1º Cc); si se trata de una obligación 
adquirida contractualmente, se aplica el Código civil elegido expresamente por las partes en el 
contrato marco, en aplicación del art. 10.5º Cc. 

La calificación supone subsumir el supuesto de hecho en la categoría de la norma o 
“conceptualizar una pretensión derivada de una situación fáctica a través de una categoría 
sintética que nos va a permitir identificar la norma de conflicto aplicable” (vid. S. Álvarez 
González, “Art. 12, ap. 1”, en M. Albaladejo y S. Díaz Alabart (dirs.), Comentarios al Código civil y 
compilaciones forales, t. I, vol. 2º, 2ª ed., Madrid, Edersa, 1995, pp. 842–880, descargado en VLex 
p. 3/34). Esta operación es en muchas ocasiones automática, pero en determinados ámbitos se 
trata de una cuestión mucho más comprometida y delicada. La intersección entre el estatuto 
contractual y el estatuto real conlleva este tipo de problemas, especialmente cuando –como en 
este caso– la ley contractual elegida por las partes no coincide con la lex rei sitae. Por ello, es 
imprescindible acotar con precisión las cuestiones que debe ser reguladas por la lex rei sitae y las 
que deben serlo por la lex contractus. En esta operación “de acotación y deslinde” se pueden 
suscitar problemas de calificación (vid. N. Bouza Vidal, “Art. 10, ap. 1”, ibíd. pp. 842–880, 
descargado en VLex p. 6/16). 
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El problema que se suscita al calificar, clasificar o conceptualizar es que se trata de una tarea 
que se lleva a cabo mediante un conjunto de nociones. Por este motivo, se han distinguido 
tradicionalmente distintos métodos de calificación, en función del sistema al que pertenezca este 
conjunto de nociones. Se ha propuesto entonces una calificación ex lege fori o una calificación ex 
lege causae. El art. 12.1º Cc, aplicable también a supuestos interterritoriales en virtud del art. 
16.1º Cc, aboga por llevar a cabo la calificación (y la interpretación de la norma de conflicto) de 
acuerdo con la ley española, referencia que debe entenderse a la pluralidad española (vid. S. 
Álvarez González, “Art. 12, ap. 1”, ibíd., pp. 842–880, descargado en VLex p. 9/34),  tanto en 
supuestos internacionales como en supuestos interterritoriales, pero con mayor razón en este 
último tipo de supuestos. La cuestión es debatida. Por una parte, se ha propuesto que en 
supuestos de Derecho interterritorial se siga una calificación ex lege causae (vid. con anterioridad 
a la reforma del Título preliminar, O. Casanovas y La Rosa, “El derecho interregional e interlocal”, 
Llibre del II Congrés Jurídic Català, Barcelona, 1973, p. 227. Asimismo, A. Borrás Rodríguez, 
Calificación, reenvío y orden público en el Derecho interregional español, Bellaterra, UAB, 1984, pp. 
33–34, refiriéndose a la lex litis o lex civilis litis). Por otra, se ha apostado por una calificación 
autónoma, propia del sistema de Derecho interterritorial, y desligada de cualquiera de los 
Derechos civiles españoles en particular (vid. A. Font i Segura, Actualización y desarrollo del 
sistema…, op. cit., pp. 141–143). Esta solución garantiza la uniformidad en la aplicación del 
sistema de Derecho interterritorial. De este modo, la solución pasa por saber cuál es la función que 
se atribuye en el Derecho interterritorial español (léase bien, en el Derecho interterritorial español, 
no en el Derecho español x o y) a la condición resolutoria explícita, y ello pasa por tener en cuenta 
los principios estructurales del Derecho interterritorial español, los principios materiales de las 
normas de conflicto del Derecho interterritorial español y los principios materiales de la condición 
resolutoria expresa, con independencia de que esta condición sea regulada por el Derecho civil 
estatal (art. 1504 Cc), catalán (art. 621–54 CCCat) o navarro (Ley 572 CDCFN). 

Los principios que configuran estructuralmente el Derecho interterritorial tienen que ver con 
la particular configuración del sistema plurilegislativo. Así, el principio de unidad del 
ordenamiento, el principio de uniformidad del sistema de Derecho interregional, el principio de 
paridad de los distintos Derechos civiles españoles en orden a garantizar la pluralidad, el 
principio de seguridad jurídica, los principios materiales que se derivan del texto constitucional 
(valores fundamentales como el derecho a la igualdad, etc.). No obstante, aquí toma especial 
relieve el principio de unidad del ordenamiento que se traduce competencialmente en el art. 
149.1º.8 CE en la atribución de competencia exclusiva al Estado en materia de ordenación de los 
registros e instrumentos públicos, bases de las obligaciones contractuales y normas para resolver 
los conflictos de leyes. Estos principios estructurales son determinantes para comprender la 
misión que deben desplegar las normas de conflicto en la regulación del tráfico interterritorial, 
por una parte, en el ámbito contractual y, por otra parte, en el ámbito de los derechos reales. 
Podemos sondear entonces cuáles son los principios materiales sobre los que reposan las normas 
de conflicto en uno y otro ámbito. Así, aunque de lege lata no con la amplitud con la que debiera, 
en materia contractual la competencia exclusiva del Estado para establecer las bases de las 
obligaciones contractuales permite introducir a este mismo legislador una gran flexibilidad en el 
sistema interterritorial por medio de la autonomía conflictual. Sin perjuicio de que debe 
admitirse que la concreción de esas bases resulta tan difícil como elevado es el riesgo de que se 
pervierta el ejercicio de la competencia conferida. La norma de conflicto que regula las 
obligaciones contractuales en el tráfico interterritorial, en consecuencia, puede y debe incorporar 
una dinámica abierta, que preserve la paridad y sobre todo que sea receptiva con los intereses de 
las partes y, si procede, con la protección de las partes. El art. 10.5º Cc co acoge con plenitud estos 
parámetros, pero creo que esta debe ser la clave de interpretación. Por su parte, en materia de 
derechos reales, la norma de conflicto regula una materia que requiere una mayor estabilidad y cuyo 
punto de conexión proyecta el principio de seguridad jurídica (con especial presencia de la 
publicidad frente a terceros) y refleja un interés público evidente (vid. N. Bouza Vidal, “Art. 10, ap. 
1”, loc. cit., pp. 842–880, descargado en VLex p. 2/16). En el plano interterritorial este principio 
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material se ve reforzado por la competencia exclusiva del Estado en materia de ordenación de los 
registros e instrumentos públicos. En este marco es donde debe llevarse a cabo la calificación 
autónoma y funcional de la condición resolutoria expresa, tomando como referencia los distintos 
regímenes existentes en la pluralidad legislativa española y ahondando en sus principios materiales. 

7. En esencia ambas resoluciones coinciden, aunque pueda ser paradójico. La RDGDEJ en su 
FD Cuarto tiene claro que “La condición resolutoria, pues, se regirá por el Derecho Civil del Estado 
como el resto de las consecuencias del cumplimiento o de la falta de cumplimiento del contrato 
que es lo que han convenido las dos partes.”, y ello como consecuencia de la elección de ley 
realizada por las partes. Sin tener muy clara, sin embargo, cuál es el fundamento de tal elección, 
dado que cita tanto el art. 3.1º del Reglamento Roma I como el art. 10.5º Cc y aduce que tanto el art. 
22.1º Reglamento Roma I como el art. 16 Cc remiten a ambas normas, en una conclusión que carece 
tanto de argumento como de base. Por su parte, la DGRN, mucho más clara y con una argumentación 
más profunda y sofisticada, concluye también que la condición resolutoria queda regida por el Cc 
como consecuencia de la elección expresa efectuada por las partes en el contrato marco (vid. FD 4, 
donde cabe destacar la necesidad de “adaptar las normas vigentes a las necesidades del tráfico 
contractual”; por ejemplo, en su referencia a la vecindad civil, conexión que no es apta para las 
empresas, como pusiera ya de relieve A. Vaquer Aloy, “Algunas consideraciones sobre la vecindad 
civil de las personas jurídicas”, Revista de Derecho Privado, t. 80, 1996, pp. 615–634). 

Si bien es cierto que a los contratos relativos a bienes inmuebles se les aplica la ley del lugar 
donde estén sitos, el criterio es de aplicación a falta de sometimiento expreso y, en este supuesto, 
había una cláusula de elección de ley de cuya validez no cabe dudar al cumplir con los requisitos 
exigidos en el art. 10.5º Cc. En efecto, se trata de una cláusula expresa de elección de ley que tenía 
alguna conexión con el negocio en cuestión al tener ambas sociedades contratantes domicilio 
social en territorio de Derecho civil común, haber celebrado el contrato y otorgado la escritura 
en ciudad situada en territorio de Derecho civil común y encontrarse alguno de los inmuebles en 
este mismo territorio. 

El punto de discrepancia se encuentra en el alcance regulado por la ley elegida por las partes. 
La DGRN argumenta que se trata de una cuestión regulada por el Cc, en calidad de ley elegida 
para regir el contrato; mientras que la DGDEJ, admitiendo que la condición resolutoria expresa 
por falta de pago no tiene una naturaleza real, es objeto de inscripción y, por consiguiente, este 
punto cae en el ámbito del art. 10.1º Cc. El argumento es difícil de sostener por la propia dicción 
literal del precepto “La posesión, la propiedad y los otros derechos reales sobre bienes inmuebles, 
así como su publicidad, se regirán por la ley del lugar donde estén” (énfasis añadido por el autor). 
La inscripción para dar publicidad a la que se refiere el precepto es en relación a los derechos 
reales sobre inmuebles (su publicidad). Por tanto, si se admite que la condición resolutoria no es 
un derecho real, su inscripción en el Registro de la Propiedad no la convierte en objeto de 
regulación del art. 10.1º Cc. Así lo pone de relieve la DGRN (vid. FD 5). 

8. En este caso, creo que una calificación por la función de la norma de conflicto, teniendo en 
cuenta los principios estructurales del sistema (bases de las obligaciones contractuales y 
ordenación de los registros) conjugados con los principios materiales de las normas de conflicto 
en juego (autonomía conflictual vs. estabilidad y protección de terceros), conducen a concluir que 
la elección de ley en favor del CC no puede ser ni limitada ni desplazada por el art. 621–54 CCCat. 
En este contexto, la ratio del punto de conexión consistente en la autonomía conflictual en 
materia contractual, así como los intereses de las partes y del tráfico interterritorial, abundan en 
la conclusión de que el punto controvertido no debe ser regulado por el art. 10.1º Cc. Se aduce 
finalmente (vid. FD Cuarto, 4.5 de la Resolución) que el carácter imperativo del art. 621–54 CCCat 
conlleva su necesaria aplicación. No obstante, y aparte de que pueda realmente dudarse de este 
carácter, la DGDEJ no encuentra otro apoyo en el sistema conflictual para mantener tal 
imperatividad que el de la aplicación del art. 10.1º Cc que, como hemos visto, no cabe sostener. Si 
no es de aplicación el art. 10.1º Cc y despliega su eficacia la cláusula de elección de ley en favor de 
un Derecho civil español, no cabe desplazar su aplicación en virtud de una norma imperativa 
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contemplada en otro Derecho civil español. No hay normas interterritorialmente imperativas, 
como sí hay normas internacionalmente imperativas (vid. A. Font i Segura, Actualización y 
desarrollo del sistema, op. cit., pp. 248–249). Otra cosa es que el sistema de Derecho 
interterritorial contuviera en la norma de conflicto pertinente, en materia contractual en este 
caso, un mecanismo que incorporara algún valor de protección –v.gr., del consumidor– 
permitiendo la aplicación de una ley distinta a la elegida, pero, primero, el art. 10.5º Cc no está 
adaptado a las necesidades del tráfico interterritorial actual, y, segundo, el supuesto resuelto por 
ambas Direcciones Generales no parece encajar en un ámbito en el que deban desplegarse 
normas tutelares. Por ello, el único mecanismo que permitiría esta aplicación es el fraude de ley, 
teniendo presente que la jurisprudencia ha mantenido su aplicación en Derecho interterritorial 
– especialmente en materia de sucesiones –. No obstante, en este caso resulta evidente que la 
elección no es en modo alguno forzada, artificial ni maliciosa. 

9. Por último, el argumento de la territorialidad basado en el art. 111–3.1 CCCat debería 
desterrarse de una vez por todas como fundamento para justificar la aplicación del Derecho civil 
catalán ante supuestos heterogéneos (vid. A. Font i Segura, “La utilització del Dret internacional 
privat com a criteri d’aplicabilitat del Dret civil català a Catalunya”, Revista Catalana de Dret 
Privat, 2015, vol. 15–1, p. 77–86; asimismo A. Font i Segura, “Principio de territorialidad y 
aplicación del Derecho civil catalán”, AEDIPr, t. X, 2010, pp. 1177–1181). Como pone de 
manifiesto la DGRN este precepto “no tiene otro valor que el ser un mero recordatorio del carácter 
territorial del poder normativo que las crea como reglas jurídicas. Ahora bien, esa territorialidad de 
cualquier ordenamiento civil no impide que en el territorio correspondiente (sea el que sea) se 
aplique una norma de otro derecho civil; como, viceversa, tampoco impide que, por ejemplo, una 
norma del derecho civil de Cataluña pueda encontrar aplicación a una situación jurídica fuera del 
territorio catalán. Y ello es así porque la coexistencia de distintos ordenamientos civiles, en España 
y en el mundo, permiten la aplicación no puramente territorial del derecho civil, de conformidad 
con las normas de derecho internacional privado y de derecho interregional que sean de 
aplicación, y que conducirán a la determinación de la ley que resulte finalmente aplicable”. 

10. Después de la STC 132/2019, de 13 de noviembre, en la que se declara la 
inconstitucionalidad y correspondiente nulidad del art. 621–54.3 CCCat, el tema queda 
ciertamente mitigado, aunque no totalmente eliminado, pero las cuestiones de fondo que han 
motivado este comentario continúan incólumes. Esto es, la descoordinación entre órganos 
gubernativos, la inadecuación del sistema de Derecho interterritorial al tráfico jurídico actual y 
las peculiaridades que deben realizarse en el plano de la calificación. 
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La competencia de las Comunidades Autónomas en materia 
de Derecho civil ante el Tribunal Constitucional 

 
Rafael ARENAS GARCÍA* 

 
1. Una de las características más destacadas en la articulación territorial de España es su 

carácter dinámico. A diferencia de lo que sucede en otros países, el ámbito de las competencias 
autonómicas está en constante mutación como consecuencia de la modificación de los diferentes 
Estatutos de Autonomía, de la transferencia de competencias estatales y también de la actividad 
de las Comunidades Autónomas cuando esta es tolerada por el Estado o confirmada por los 
tribunales, y en especial por el Tribunal Constitucional. Este carácter dinámico y asimétrico afecta 
también a la plurilegislación civil, incluso de una manera más acentuada, pues ni todas las 
Comunidades Autónomas gozan de competencia en materia civil ni la competencia de las 
Comunidades Autónomas que la tienen es la misma, pues depende del contenido del Derecho 
foral en vigor en dicha Comunidad. En principio, el vigente en 1978; pero, como veremos, en 
realidad, el vigente en algún momento de la historia del territorio. 

La STC 13 noviembre 2019 [STC (Pleno) 132/2019, de 13 de noviembre, ECLI:ES:TC: 
2019:132] en relación a la competencia de la Generalitat de Cataluña en materia de Derecho civil 
nos permitirá examinar estos extremos a la luz de una decisión que es especialmente rica porque 
va acompañada de cuatro votos particulares, que firman seis de los doce magistrados del 
Tribunal Constitucional, y que en algunos casos más que votos particulares son comentarios 
críticos (muy críticos) de la Sentencia. Estos comentarios, además, no eluden planteamientos que 
exceden de lo jurídico formal, pero que quizás son necesarios para entender el sentido del debate 
que se plantea y sus consecuencias. 

2. Estas consideraciones sobre el contexto de la sentencia y de sus votos particulares creo que 
resultan ineludibles. En concreto, hay que reparar en que la plurilegislación civil en España 
experimenta una fuerte tensión consecuencia del progresivo desbordamiento del marco inicial 
que había sido diseñado en la Constitución. La Norma Fundamental preveía la competencia en 
materia civil de algunas Comunidades Autónomas como una excepción a la competencia 
exclusiva del Estado en esta materia, de lo que resultaba que la competencia autonómica se veía 
sometida a ciertos y relevantes límites; entre ellos la imposibilidad de que fuera asumida por 
Comunidades Autónomas en las que no hubiera Derecho civil foral vigente en el momento de 
entrada en vigor de la Constitución, la limitación de la competencia autonómica a la 
“conservación, modificación y desarrollo” de los Derechos forales y la existencia de ciertas 
materias que “en todo caso” seguirán serían de competencia estatal. 

A partir de estos parámetros, ciertas Comunidades Autónomas asumieron competencia en 
materia de Derecho civil; y como tiene cierta lógica que suceda, los legisladores autonómicos se 
aprestaron a utilizar su competencia de la manera más amplia posible. Al fin y al cabo, todo 
legislador lo que quiere es legislar. Esta voluntad se tradujo en el intento de llevar al límite las 
posibilidades que ofrecía a la competencia autonómica el art. 149.1.8ª CE, lo que condujo a varias 
decisiones del Tribunal Constitucional que, en buena medida, llevaron dicha competencia 
autonómica a los límites del tenor literal del 149.1.8ª CE o, quizás, incluso, un poco más allá; así 
en lo que se refiere al reconocimiento de una competencia autonómica en materia de fuentes del 
Derecho que de ningún forma puede derivarse del tenor literal del precepto constitucional (me 
remito a R. Arenas García, “Condicionantes y principios del Derecho interterritorial español 
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actual: desarrollo normativo, fraccionamiento de la jurisdicción y perspectiva europea”, AEDIPr, 
t. X, 2010, pp. 547–593, pp. 554–558). En este casi constante avanzar de la competencia 
autonómica nos hemos encontrado también con decisiones del Tribunal Constitucional que han 
introducido límites a su actividad legislativa en materia de Derecho civil. Así, resultan 
especialmente significativas las Sentencias del Pleno del TC 82/2016, de 28 abril 2016, ECLI: 
ES:TC:2016:82; 110/2016, de 9 junio 2016, ECLI:ES:TC:2016:110; y 192/2016, de 16 noviembre 
2016, ECLI:ES:TC:2016:192; que se pronunciaron, respectivamente, sobre la constitucionalidad 
de las Leyes valencianas 10/2007, de 20 de marzo, de régimen económico matrimonial 
valenciano; 5/2012, de 15 de octubre, de uniones de hecho formalizadas; y 5/2011, de 1 de abril, 
de relaciones familiares de los hijos e hijas cuyos progenitores no conviven; y también la STC 
133/2017, de 16 noviembre 2017, ECLI:ES:TC:2017:133, sobre la constitucionalidad de ciertos 
preceptos de la Ley de Galicia 2/2006, de 14 de junio, de Derecho Civil de Galicia. Se trata de 
decisiones en las que se niega que las Comunidades Autónomas puedan regular instituciones de 
Derecho Civil que no hubieran sido objeto de tratamiento por el Derecho foral de la Comunidad 
en cuestión. 

3. El principio anterior no ofrece excesivas dudas. La competencia de las Comunidades 
Autónomas en materia de Derecho civil no es ilimitada, sino que, además de tener que abstenerse 
de entrar en las materias que están reservadas al Estado, tan solo podrá ejercerla para conservar, 
modificar o desarrollar el Derecho foral ya existente, sin que sea posible la regulación civil en 
materias diferentes de las que constituían, en cada caso, el Derecho del territorio antes de que la 
Comunidad Autónoma iniciase su actividad legislativa. 

El límite de la competencia autonómica derivado de la necesidad de conectar el ejercicio de 
dicha competencia con el Derecho foral previamente existente ofrece un margen amplio a la 
interpretación, en función de cuál sea el nivel de conexión exigido entre el Derecho preexistente 
y la nueva regulación que quiera abordarse; pero, además, supone un lastre para aquellas 
tendencias expansivas de la competencia autonómica que pretenden que ésta alcance a todas las 
materias que no han sido reservadas al Estado (y aún, dentro de éstas, incluyendo la competencia 
en materia de fuentes del Derecho, tal como se acaba de apuntar). Quizás la formulación más 
nítida de esta pretensión de ampliación de la competencia autonómica con el único límite de lo 
que en el art. 149.1.8ª se reserva al Estado, sea el art. 129 del Estatuto de Autonomía de Cataluña 
(LO 6/2006, de 19 de julio, de reforma del Estatuto de Autonomía de Cataluña, BOE 20.7.2006), 
donde se atribuye a la Generalitat “la competencia exclusiva en materia de derecho civil, con la 
excepción de las materias que el art. 149.1.8ª de la Constitución atribuye en todo caso al Estado. 
Esta competencia incluye la determinación del sistema de fuentes del Derecho civil de Cataluña”. 
De asumirse la literalidad del precepto, la competencia en materia de Derecho civil de la 
Comunidad Autónoma se habría desvinculado del molesto límite derivado de la exigencia de que 
su actuación legislativa se limite a conservar, modificar o desarrollar el Derecho civil catalán ya 
existente; pero el Tribunal Constitucional, pese a considerar como constitucional el tenor de la 
norma, mantuvo que debía ser interpretado en el sentido de que la competencia de la Generalitat 
debía limitarse a lo establecido en el art. 149.1.8ª de la CE; esto es, la competencia en materia de 
Derecho civil que recoge el art. 129 del Estatuto debía leerse como referida a la competencia en 
materia de Derecho civil catalán, esto es, el existente en los márgenes dibujados por la 
Constitución (vid. nº 76 de la Sentencia del TC (Pleno) 31/2010, de 28 de junio, ECLI:ES: 
TC:2010:31). De esta forma, el requisito de que el Derecho civil producido por las Comunidades 
Autónomas se vincule al previamente existente en el territorio se mantiene. 

Ahora bien, esta exigencia admite muchas interpretaciones diferentes. Podemos imaginar una 
normativa autonómica sobre el régimen de la condición resolutoria de un determinado contrato 
(un contrato de arrendamiento, por ejemplo). Para que dicha normativa sea constitucional desde 
la perspectiva de que mantenga una vinculación suficiente con el Derecho foral no es 
imprescindible que esa causa de resolución estuviera ya regulada en dicho Derecho (de ser así la 
normativa autonómica sería considerada como una modificación de la existente, no un desarrollo 
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del mismo, vid. STC 133/2017, de 16 de noviembre, ECLI:ES:TC:2017:133). Si esa específica 
condición resolutoria no se encontraba en el Derecho foral, pero sí que existía una regulación del 
contrato en cuestión no creo que deban existir muchas dudas sobre que nos encontramos ante 
un supuesto de desarrollo del Derecho foral. A partir de aquí, sin embargo, se abren distintas 
posibilidades que pueden tener todas ellas cabida en el texto constitucional. Si el contrato al que 
se refiere la condición resolutoria no estaba regulado en el Derecho foral, pero sí otro que 
cumpliese una función equivalente ¿podría entenderse la nueva regulación como desarrollo del 
Derecho preexistente? Si no encontramos un contrato equivalente, pero sí que existía en el 
Derecho foral una regulación genérica de los contratos ¿es suficiente para legitimar una norma 
en relación a un contrato específico sin equivalente en el Derecho foral? Yendo un paso más allá 
¿si en el Derecho foral no existía una regulación de los contratos, pero sí de las obligaciones ¿sería 
esta regulación suficiente para desarrollar un Derecho de contratos autonómico? 

La jurisprudencia del Tribunal Constitucional ha de ir dado respuestas a estos interrogantes, 
con la dificultad de que los casos que se le plantean se refieren en ocasiones a sectores diferentes 
del Derecho civil, lo que hace que la trasposición de la doctrina de unos a otros no sea automática 
y pueda dar lugar a debates y discrepancias. Las dudas que se derivan de la formulación 
constitucional y de la doctrina del TC que la ha interpretado son admitidas de manera 
generalizada, presentándose, normalmente, de una manera crítica (vid. A. Font i Segura, “La STC 
132/2019, sobre el Libro VI del CCCat ¿una cuestión de principios?”, REDI, vol. LXXII, nº 2, 2020, 
en prensa). Este es un contexto que ha de tenerse en cuenta a la hora de valorar la Sentencia que 
aquí comentamos; una Sentencia que supone un cambio en su doctrina extraordinariamente 
relevante. Tal como veremos, en esta decisión se flexibiliza enormemente el criterio de conexión 
de la legislación autonómica en materia civil con el Derecho foral que le sirve de fundamento; 
hasta el punto de que, de aplicar en relación a otras Comunidades Autónomas el criterio que aquí 
se sigue respecto a la normativa catalana, sería difícil justificar la declaración de 
inconstitucionalidad de las normas valencianas y gallegas que se han citado en el punto 1. Este 
cambio de criterio en función del origen de la normativa impugnada ha de ser objeto, obviamente, 
de un cuidadoso escrutinio. Más allá de esto, además, algunas de las afirmaciones que se realizan 
en la Sentencia, de generalizarse (y se supone que la doctrina del Tribunal Constitucional ha de 
poder generalizarse), supondrían un cambio radical en el equilibrio entre los distintos Derechos 
civiles españoles. Las Comunidades Autónomas que ahora gozan de competencia en materia de 
Derecho civil podrían extender ésta prácticamente hasta los límites que marcan las materias 
reservadas al Estado en el art. 149.1.8ª. Por otro lado, otras Comunidades Autónomas que ahora 
no tienen competencia en materia de Derecho civil, podrían asumirla y, a partir de ella, crear 
ordenamientos civiles prácticamente completos. 

Tengo dudas de que ésta fuera la voluntad del constituyente de 1978; pero es a donde nos 
puede llevar el favorecimiento de la competencia autonómica en materia de Derecho civil en el 
que parece haberse embarcado el Tribunal Constitucional. A continuación, examinaremos con 
algo más de detalle estos extremos. 

4. En el caso del que conoce el TC se trataba de determinar si la regulación catalana de los 
contratos de compraventa, permuta, mandato y gestión de negocios sin mandato podían 
entenderse como conservación, modificación o desarrollo del Derecho civil foral. También se 
pronunció sobre el procedimiento extrajudicial de resolución de conflictos en el marco del pacto 
de condición resolutoria que regula el art. 621–54.3º CCCat, aunque en este caso las dudas de 
constitucionalidad iban referidas a la naturaleza procesal de la regulación, un ámbito en el que el 
legislador autonómico carece de competencias, excepto en aquellas particularidades que se 
vinculan a las especificidades del Derecho sustantivo propio de la Comunidad Autónoma. En 
relación a este punto, la conclusión del TC es que la normativa catalana ha de considerarse 
procesal y que no es necesaria en función de las particularidades del Derecho civil catalán, por lo 
que ha de ser considerada inconstitucional (FJ 4 STC 132/2019). No nos detendremos más en 
este punto. 
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Presenta más interés el análisis de la conexión de la regulación del CCCat con los antecedentes 
normativos a los que tiene que vincularse. Según las alegaciones del Gobierno (quien impugna la 
Constitucionalidad de la norma catalana), la existencia en la Compilación de Derecho civil catalán 
de 1960 de normas dispersas sobre particularidades de la compraventa (rescisión por lesión, 
ventas a carta de gracia, “empenyament” y “tornería”), son insuficientes para habilitar una 
regulación general de los contratos de compraventa y permuta.  En lo que se refiere al contrato 
de mandato y a la gestión de negocios ajenos, la afirmación del Gobierno es la de que tales figuras 
estaban ausentes del Derecho catalán, por lo que no existe competencia para regularlas en la 
actualidad. Por su parte, el Parlamento de Cataluña y la Generalitat argumentan que las 
regulaciones existentes son suficientes para justificar el desarrollo orgánico del Derecho civil 
catalán sin contentarse con una aproximación restrictiva. A la vez, en lo que se refiere al mandato 
y a la gestión de negocios ajenos; estas instituciones catalanas traen a colación instituciones de la 
tradición jurídica catalana que, según quienes realizan la alegación, se conectan directamente con 
la regulación actual. Así, la prohibición de que cargos públicos pudieran ser mandatarios en el 
territorio a su cargo, el carácter oneroso del contrato y un régimen específico de responsabilidad 
de quien ha sido nombrado sustituto. A esto se añade –y es especialmente interesante– ya no 
normativa existente en el momento de la promulgación de la Constitución, sino normativa 
elaborada con posterioridad. Esto es, de acuerdo con la alegación del Parlamento, el desarrollo 
del Derecho foral que habilitaría nueva normativa puede justificarse sobre la base del Derecho 
producido tras la promulgación de la Constitución, en teoría sobre la base del desarrollo del 
Derecho anterior. De esta manera, el nuevo Derecho creado se convertiría en una nueva base 
competencial que operaría como una especie de “interés compuesto” que habilitaría para un 
crecimiento, quizás sin límite, del Derecho civil propio de las Comunidades Autónomas. 

5. El TC comienza acogiendo la alegación del Parlamento de Cataluña y de la Generalitat de 
normativa postconstitucional como base del desarrollo del Derecho civil propio. A mi juicio es 
ésta, quizás, la afirmación más importante de la Sentencia (junto con lo relativo a la distinción 
entre las materias civil y mercantil, de lo que nos ocuparemos infra en el nº 7), y la encontramos 
en su FJ 3, cuya lectura recomiendo, especialmente el párrafo en el que se indica que “Esto 
significa que cabe que las comunidades autónomas dotadas de derecho civil regulen instituciones 
conexas con las ya existentes en su ordenamiento dentro de la actualización o innovación de sus 
contenidos a la que se ha hecho referencia y según los principios informadores peculiares del 
Derecho foral. Es cierto que dicha conexión ha de efectuarse con el conjunto del Derecho 
preexistente tanto del vigente al tiempo de entrada en vigor de la Constitución, como con las 
instituciones reguladas posteriormente al amparo del art. 149.1.8ª CE” (cursiva añadida) a lo que 
sigue un corolario significativo: “En tal sentido, asiste la razón a la Generalitat cuando afirma que 
no se puede limitar la competencia en materia civil de la comunidad autónoma a la conservación, 
modificación y desarrollo solo de lo previsto en la Compilación de 1960, sino que podrá ir referida 
al derecho civil catalán en su conjunto”. 

He reproducido esta parte de la Sentencia porque supone un cambio en la doctrina del TC que 
tiene una enorme potencialidad. En caso de que se deje de impugnar determinada normativa civil 
autonómica en el momento en el que se dicte; pese a que dicha normativa carezca de conexión 
con el Derecho civil preexistente en el momento de la promulgación de la Constitución, esa 
normativa se convertirá en una base legitimadora autónoma para posteriores regulaciones 
autonómicas, en el mismo plano que el Derecho histórico que originalmente daba sentido a la 
atribución de competencia en materia civil prevista en el art. 149.1.8ª CE. No creo que pueda 
interpretarse de otra forma la afirmación del TC que se ha entrecomillado. Es cierto que aquí el 
TC cita la STC (Pleno) 95/2017, de 6 de julio, ECLI:ES:TC:2017:95; pero es dudoso que de esta 
decisión pueda derivarse esta extensión al Derecho autonómico postconstitucional de la 
capacidad de legitimar la actuación legislativa del legislador de las diferentes Comunidades 
Autónomas con competencia en materia de Derecho civil. De esa decisión más bien se deriva que 
el Derecho que ha de permitir tal actuación legislativa autonómica es el existente en el momento 
de la entrada en vigor de la Constitución. De esta manera, en la Sentencia que comentamos el TC 
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habría introducido un cambio en su doctrina, aunque sin hacerlo explícito. Así lo indica 
expresamente el voto particular del magistrado Andrés Ollero [“La doctrina constitucional viene 
exigiendo hasta el momento que todo desarrollo de derecho civil conecte con leyes o normas 
forales preconstitucionales (por todas, STC 95/2017, FJ 4 b). La sentencia, aunque se cuide de no 
afirmarlo, viene a modificar esta doctrina, al admitir la conexión con derecho civil 
postconstitucional”, cursiva añadida]. También lo considera una novedad S. Álvarez González 
(“La STC 132/2019, sobre el Libro VI del CCCat ¿incidente o punto de inflexión?”, REDI, vol. LXXII, 
nº 2, 2020, en prensa) y M.P. García Rubio nos hace partícipes con detalle de la sorpresa que le 
causó esta parte de la Sentencia ya en la primera lectura de la misma (M..P. García Rubio, 
“Incertidumbre y alguna cosa más en la interpretación constitucional del poder normativo sobre 
la materia civil. Comentario a la STC 132/2019, que resuelve el recurso de inconstitucionalidad 
contra determinados artículos de la Ley 3/2017, de 15 de febrero, del Libro VI del CCCat”, Revista 
de Derecho Civil, 2019, vol. VI, nº 4, pp. 1–43, pp. 19–20). 

Conviene, por tanto, resaltar esta importante novedad que, además, puede quedar oscurecida 
no solamente porque el TC no haga expreso su cambio de criterio –lo que, quizás, hubiera sido 
una cortesía nada superflua–; sino también porque cuando analiza la conexión de la regulación 
impugnada con el Derecho preexistente y se centra en el anterior a la Constitución destaca este 
carácter preconstitucional; que habría dejado de ser relevante una vez que se ha admitido que la 
referencia del art. 149.1.8ª CE  no es al Derecho preexistente a la Constitución, sino a todo el 
ordenamiento autonómico, también el producido con posterioridad a la entrada en vigor de la 
Carta Magna (así, por ejemplo, en el FJ 4: “se puede concluir que Cataluña antes ya de la entrada 
en vigor de la Constitución ha gozado de un Derecho civil propio que contenía la regulación de las 
materias básicas civiles, persona, familia, Derechos reales, sucesiones; que fue desde luego 
también objeto de atención del legislador autonómico la disciplina obligacional y los contratos en 
particular”). 

6. De lo visto hasta ahora se desprende que la Sentencia que comentamos introduce una 
primera novedad relevante en el análisis de la competencia de las Comunidades Autónomas en 
materia de Derecho civil: la conservación, modificación o desarrollo que justifica la mencionada 
competencia según el art. 149.1.8ª CE puede ir referido tanto al Derecho preconstitucional como 
al postconstitucional. Ahora bien, siempre será necesario encontrar un anclaje normativo previo 
para que la actuación del legislador autonómico esté justificada constitucionalmente. En este 
punto es donde adquiere relevancia la mayor o menor flexibilidad con que sea apreciada dicha 
conexión y a la que nos referíamos un poco más arriba. En este punto, la Sentencia que 
comentamos también es relevante, aunque no porque se aparte de un principio previamente 
consagrado en la jurisprudencia constitucional, sino porque extiende los ya existentes hasta 
extremos que en decisiones previas no habían sido tolerados por el TC. Volveremos enseguida 
sobre esa comparación con otras decisiones del Alto Tribunal; pero veamos primero qué doctrina 
sostiene en esta decisión. 

El principio del que parte es el de que la legislación civil autonómica ha de tener como objetivo 
la conservación, modificación o desarrollo del Derecho preexistente; ahora bien, en lo que se 
refiere al desarrollo insiste en que no es precisa la previa existencia de la concreta institución que 
se pretende regular, sino que el desarrollo puede hacerse respecto a otra institución con la que 
tenga conexión o a los principios del ordenamiento en su conjunto (FJ 3 aquí sí, con cita adecuada 
de la STC. 95/2017, de 6 de julio). A partir de esta idea, el Tribunal Constitucional examina si en 
el Derecho catalán preexistente existía normativa en materia contractual que pudiera justificar 
su desarrollo en la forma en que lo hace el CCCat (FJ 4), concluyendo que efectivamente, en la 
Compilación de 1960 existían disposiciones en materia contractual que, si bien dispersas y 
fragmentarias, daban cuenta de la existencia de una regulación contractual que bien podría 
considerarse completa si se incluyen las disposiciones del Código Civil español, de aplicación 
subsidiaria respecto a las especificidades del Derecho recogido en la Compilación de 1960. 
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Este es otro punto interesante. El TC razona que la parquedad de las disposiciones de la 
Compilación de 1960 no respondía al carácter parcial del Derecho civil catalán, sino que éste tenía 
un carácter completo, si bien en todo aquello que coincidía con el Código civil español se hacía 
remisión a éste. De alguna forma, la justificación de la actividad del legislador autonómico catalán 
puede basarse no solamente en normativa autonómica postconstitucional, sino incluso en la 
propia del Código civil español en tanto se considere que como norma supletoria en la 
Compilación debe ser considerado también reflejo del Derecho propio de Cataluña. Creo que de 
nuevo aquí hay que dejar que el TC se exprese en sus propias palabras: “En efecto, parece 
indiscutible que la Compilación se ocupó de los contratos de compraventa y permuta en aquellos 
aspectos que diferenciaban especialmente el Derecho civil catalán del Derecho común aplicable 
de manera supletoria y, por ello, en el momento de la codificación para evitar reiteraciones 
(según se expresa en el preámbulo), solo se incluyeron algunas especialidades”. Es un 
acercamiento curioso, puesto que difumina la exigencia de particularidad en el Derecho foral 
como elemento de justificación competencial (el magistrado Antonio Narváez se refiere a esta 
exigencia de unos principios propios del Derecho foral para justificar la competencia en materia 
de Derecho civil de las Comunidades Autónomas); de tal manera que ya es el principio político 
(un ordenamiento formalmente diferenciado) el que predomina, aunque el contenido de ese 
ordenamiento coincida con el Derecho común. Volveremos sobre esta idea. 

A partir de aquí, la sentencia hace un repaso a los antecedentes medievales en Cataluña de 
diversas figuras jurídicas que se conectan con las que regula el legislador autonómico del siglo 
XXI, concluyendo que la regulación impugnada sí que presenta una conexión suficiente con 
instituciones propias del Derecho civil catalán, por lo que la regulación ha de considerarse 
constitucional. Esta justificación se encuentra en el FJ 4 para los preceptos impugnados en 
relación a la compraventa y la permuta y en el FJ 5 en lo que se refiere al mandato y a la gestión 
de negocios sin mandato. 

No acaban aquí los problemas de inconstitucionalidad que se plantean ante el TC en relación 
a la regulación catalana; pero antes de examinar brevemente las tachas que faltan (carácter 
mercantil de la regulación y vulneración de la competencia estatal en materia de bases de las 
obligaciones contractuales), detengámonos en lo que resulta de lo que se ha visto hasta aquí y 
cómo puede proyectarse en otros supuestos. 

7. Como hemos visto, el TC mantiene que el legislador autonómico está habilitado para regular 
instituciones que presenten conexiones con otras preexistentes en el ordenamiento civil propio 
de la Comunidad Autónoma, tanto si se trata de instituciones preconstitucionales como 
postconstitucionales. En lo que se refiere a las preconstitucionales, no hemos de quedarnos con 
las que se recogían en las Compilaciones en vigor en el momento de la entrada en vigor de la 
Constitución, sino que puede presumirse que otras no habían sido objeto de regulación específica 
en dichas compilaciones por coincidir con las comunes recogidas en el Código Civil; lo que no les 
haría perder su carácter propio si se identifica que en el pasado el territorio de que se trate tuvo 
un ordenamiento que reguló en todo o parte las instituciones civiles (vid. la cita ya recogida sobre 
la existencia en Cataluña de un Derecho civil propio que regulaba la persona, familia, derechos 
reales, sucesiones, obligaciones y contratos). Creo que es evidente la potencialidad expansiva 
para el Derecho civil autonómico de esta lectura del art. 149.1.8ª CE, potencialidad que se destaca 
en el Voto Particular del magistrado Ollero, ya mencionado, en el del magistrado Antonio 
Narváez, al que se adhieren Santiago Martínez–Vares y en el del magistrado Alfredo Montoya; así 
como también en el artículo de S. Álvarez González que ha sido citado en el punto nº 4. Una 
potencialidad que aparenta colisionar con la exigencia mantenida hasta ahora por el TC en el 
sentido de que el Derecho que legitima la competencia autonómica es el vigente en el momento 
de entrada en vigor de la Constitución [vid. FJ 5 STC (Pleno) 110/2016, de 9 de junio, 
ECLI:ES:TC:2016:110]; pero que puede salvar esa aparente contradicción mediante el recurso de 
mantener, como hemos visto, que el Derecho que no se encontraba formalmente vigente en el 
momento de la entrada en vigor de la Constitución no había desaparecido, sino que simplemente 
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se encarnaba en el Derecho común, limitándose el foral a explicitar las diferencias respecto al 
común, pero sin que eso impida el desarrollo de los principios inmanentes al Derecho propio que 
estuvieran en vigor en el pasado y que hubieran sido tan solo aparentemente desplazados por el 
Derecho común. 

De seguir el razonamiento de la STC 132/2019, la capacidad regulatoria de las Comunidades 
Autónomas que actualmente tienen competencias en materia de derecho civil (Galicia, País 
Vasco, Navarra, Aragón, Cataluña, Valencia y Baleares) podría ser prácticamente absoluta, puesto 
que es poco dudoso que en estos territorios –exceptuando, quizás, el País Vasco– existieron 
ordenamientos jurídicos completos en el pasado. Galicia, Navarra, Aragón, Valencia y Baleares 
(en este último caso con el nombre de Mallorca y Menorca) fueron reinos; y es difícil pensar que 
un reino no hubiera gozado de un ordenamiento jurídico completo. En el caso de Cataluña, como 
es sabido, no se constituyó como reino, sino como principado; pero a los efectos que aquí 
interesan las consecuencias son las mismas: existencia de un ordenamiento completo que, 
presumiblemente, incluía regulaciones sobre persona, familia, derechos reales, obligaciones y 
contratos. Recordemos lo que habíamos adelantado un poco más arriba: en esta Sentencia el TC 
reduce la importancia de la diferencia sustantiva entre el Derecho foral y el común y pone el 
acento en la existencia de un ordenamiento formalmente separado, incluso aunque su contenido 
no se separe del Derecho común. Si se proyecta ese principio sobre otros territorios la búsqueda 
de particularidades formales de ordenamientos en el pasado podría ser útil para justificar las 
competencias presentes en materia de Derecho civil. En este sentido, la existencia en el pasado 
de entidades políticas diferenciadas en el territorio de lo que ahora es España podría resultar 
relevante. 

Ciertamente, podría pensarse que, si estamos hablando de reinos (u otras entidades políticas) 
medievales sus ordenamientos deberían ser primitivos o incompletos; pero quizás en Derecho 
pasa lo mismo que en la evolución de los idiomas: de igual forma que no hay idiomas 
“balbuceantes”, sino que toda lengua utilizada por una comunidad de adultos es completa y un 
instrumento perfecto (E. Alarcos Llorach, “El milenario de la Lengua Española”, Cauce, nº 1, 1978, 
pp. 11–17, p. 14 [˂https://cvc.cervantes.es/literatura/cauce/cauce01.htm˃]) es imaginable que 
toda sociedad organizada contiene reglas sobre las relaciones familiares, sobre las obligaciones, 
las sucesiones y los derechos reales. Pese a las particularidades del Derecho medieval, en las que 
aquí no se puede entrar, seguramente no es descabellado aventurar que en todos los ámbitos 
diferenciados políticamente –incluso sin gozar de auténtica independencia, como es el caso de 
Cataluña, del que aquí se ocupa el TC– existirá un ordenamiento jurídico que regulaba de manera 
suficiente los conflictos dentro de esa sociedad. Será tarea de los historiadores del Derecho 
encontrar esas particularidades dentro de las diferentes entidades políticas que pueden 
identificarse en los territorios de las actuales Comunidades Autónomas. De hallarlos, a partir de 
ellas podría justificarse la actuación legislativa de esas Comunidades Autónomas en materia de 
Derecho civil. De hecho, sería difícil negar dicha competencia a cualquier Comunidad Autónoma 
(aunque, como veremos, esto exigiría dar un pequeño rodeo), puesto que el número de entidades 
políticas diferenciadas existentes en España en la época a la que se remonta el TC en esta 
Sentencia (siglos XII–XIII) era considerable. Enumeraré solamente los reinos diferentes que en 
esa época pueden identificarse: Galicia, León, Castilla, Navarra, Aragón, Mallorca. Menorca, 
Valencia, Murcia, Granada, Jaén, Sevilla, Córdoba y Gibraltar. 

Es cierto que hasta ahora se había sostenido que un requisito necesario para que una 
Comunidad asumiese competencia en materia de Derecho civil es que en el momento de 
promulgarse la Constitución se conservase al menos en parte ese Derecho civil propio (ese es el 
sentido del “allí donde existan” del art. 149.1.8ª CE); y no creemos que la decisión que 
comentamos haya cambiado eso. Un Derecho particular en el territorio de una Comunidad 
Autónoma no habilita la competencia en materia de Derecho civil de ésta si se ha extinguido 
completamente. Ahora bien, en caso de que algún resto de ese Derecho haya permanecido hasta 
nosotros o, al menos, hasta la promulgación de la Constitución, la habilitación que dicha 
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existencia creara podría extenderse a partir de la consideración de todo aquello que existió en el 
pasado y que desapareció o se confundió con el Derecho común (recordemos que el Tribunal 
Constitucional, en esta Sentencia, se apoya en el Derecho histórico catalán y mantiene que éste 
no se reduce a lo compilado, pues ha de seguir siendo considerado catalán el que no se introdujo 
en la compilación por ser redundante respecto al Derecho común). 

Ese Derecho que justifica la competencia en materia de Derecho civil de la Comunidad 
Autónoma, además, no tiene por qué ser Derecho escrito, pues el Derecho consuetudinario 
conservado puede ser base para la promulgación de normas civiles por parte de las Comunidades 
Autónomas [vid. STC (Pleno) 121/1992, de 28 de septiembre, ECLI:ES:TC:1992:12 en relación al 
Derecho civil valenciano], habiendo sido derecho consuetudinario no solamente la base para la 
legislación civil en Valencia, sino también, dentro del País Vasco, en Guipúzcoa (vid. el tercer 
apartado de la Exposición de Motivos de la Ley 5/2015, de 25 de junio, de Derecho Civil Vasco, 
BOE 24.7.2015; y con mayor claridad aún el apartado tercero de la Exposición de Motivos de la 
Ley 3/1992, de 1 de julio, de Derecho Civil Foral Vasco, BOE 15.2.2012). La consideración del 
Derecho consuetudinario como base para la competencia autonómica en materia de Derecho 
civil ha sido también recordada por el TC en su Sentencia 133/2017 (FJ 5). De esta forma, 
existiendo Derecho consuetudinario en un determinado territorio, éste Derecho consuetudinario 
podría servir de base para atribuir competencia en materia de Derecho civil a la Comunidad 
Autónoma en la que se encuentre el territorio en el que se practica la costumbre en cuestión, 
pudiendo a partir de ahí, y según la doctrina sentada por la Sentencia del TC que comentamos, 
legislar en desarrollo de los principios que informaron el ordenamiento vigente en el territorio 
en épocas pretéritas. Si los legisladores autonómicos quieren aprovecharse de esta oportunidad 
tendrán que limitarse a justificar adecuadamente la conexión entre la nueva legislación y los 
principios que inspiraban los ordenamientos históricos que estuvieran vigentes en su territorio. 

8. Es claro, sin embargo, que el legislador autonómico tiene que ser consciente y consecuente 
con el marco que le ofrece el Tribunal Constitucional. Si prescinde de él se arriesga a una 
contundente declaración de inconstitucionalidad. Es lo que le sucedió al legislador valenciano, 
quien vio cómo se declaraban inconstitucionales varias leyes civiles adoptadas por no haber 
tenido el cuidado de vincular las mismas a esos principios del Derecho histórico valenciano (vid. 
las referencias en el apartado nº 2 de este comentario). Al contrario, en la propia Exposición de 
Motivos de algunas de las normas recurridas se alababa su carácter novedoso, lo que no pasó 
desapercibido al TC, quien destaca que este carácter novedoso, desvinculado del Derecho 
histórico, convierte en inconstitucional la regulación (vid. R. Arenas García, “Derecho civil 
valenciano”, AEDIPr, t. XVI, 2016, pp. 1241–1244). Además de ello, el legislador autonómico ha 
de asumir competencia en materia de Derecho civil, lo que exigirá que su Estatuto de Autonomía 
la recoja. En este sentido, aparte de las Comunidades Autónomas con Derecho civil foral 
formalmente reconocido (Galicia, País Vasco, Navarra, Aragón, Cataluña, Baleares y Valencia), 
también en Asturias, Extremadura y Murcia se recogen referencias en su estatuto al Derecho civil 
consuetudinario vigente en dichas Comunidades y, además, del Fuero de Baylio (en 
Extremadura). Quizás fuera conveniente, a fin de evitar equívocos, y si se pretende legislar en 
materia civil, que la base competencial en el Estatuto de Autonomía sea lo más clara posible y sin 
imponer más limitaciones que las que estrictamente se deriven de la Constitución. El art. 129 del 
Estatuto de Autonomía de Cataluña, recordemos, declarado constitucional, podría ser un buen 
modelo. A partir de ahí, se trataría de determinar si el Derecho consuetudinario que se conserva 
en tales territorios es resto de un ordenamiento completo que acabó mezclándose con el común 
en aquello en que existiera coincidencia, pero sin perder su singularidad formal. A tal fin, es bueno 
recordar que Murcia fue reino del siglo XIII al XIX (aunque integrado en la Corona de Castilla), 
que Asturias fue también reino a partir del siglo VIII, mutándose en reino de León en el siglo X y 
transformándose en principado en el siglo XIV, también dentro de la Corona de Castilla (como el 
País Vasco, por otra parte). 
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Más allá de esto, y no es un punto menor, tendría que darse que el TC aplicase a otras 
Comunidades Autónomas la misma doctrina que recoge en la Sentencia que aquí comentamos; 
esto es, que también respecto a otras Comunidades Autónomas mantenga que es posible una 
legislación autonómica que sea desarrollo de principios del Derecho histórico vigente en dicha 
comunidad que no tuvieran una plasmación formal en el momento de entrar en vigor la 
Constitución. Quizás pudiera pensarse que es de mala fe plantear dudas sobre si el TC aplicará 
doctrinas diferentes en función del territorio; pero en cualquier caso esta no es una duda que 
introduzca este comentarista, sino que viene señalada por el Voto Particular del magistrado 
Ollero, quien apunta que tanto Galicia como Valencia han tenido que conformarse con menos que 
lo que se reconoce a Cataluña. En lo que se refiere a Valencia, la cita es de las Sentencias que ya 
han sido mencionadas y que reducen a la mínima expresión el floreciente Derecho Civil 
Valenciano postconstitucional. Bien es verdad que aquí se aprecia la torpeza del legislador 
autonómico que ya ha sido señalada; pero también es cierto que sería difícil negar en el caso de 
Valencia que en el pasado gozó de un sistema completo de Derecho (recordemos su condición de 
reino con instituciones propias hasta comienzos del siglo XVIII) y que, por tanto, si se mantienen 
normas consuetudinarias, como es evidente que se han mantenido, podría recurrirse a los 
principios propios del Derecho valenciano para justificar su desarrollo. También es cierto que de 
admitirse en relación a Valencia el argumento de que las normas postconstitucionales pueden 
ser base para el desarrollo orgánico del Derecho civil autonómico, las diferentes normas civiles 
valencianas postconstitucionales podrían servir unas de apoyo a las otras para su justificación 
(ya, ya sé que nadie puede elevarse del suelo tirándose de los pelos; pero me limito a proyectar a 
Valencia la doctrina que recoge el TC en la sentencia que aquí comentamos). 

En el caso de Galicia se cita la STC (Pleno) 47/2004, de 25 de marzo, ECLI:ES:TC:2004:47 y a 
la ya mencionada STC (Pleno) 133/2017, de 16 de noviembre, ECLI:ES:TC:2017:133. En lo que 
se refiere a la primera, creo que, al menos a primera vista, no parece posible compartir la crítica 
del Voto Particular del magistrado Ollero, puesto que en la mencionada sentencia se refiere a 
cuestiones procesales, manteniéndose que la competencia autonómica no alcanza más que 
excepcionalmente a dichas cuestiones procesales. En la Sentencia que comentamos precisamente 
la única declaración de inconstitucionalidad que se realiza en relación a la normativa catalana 
(art. 621.54.3 del Código civil catalán) se basa precisamente en este mismo argumento. La 
valoración de la Sentencia 133/2017, sin embargo, ha de ser diferente. En esta decisión el TC 
consideró inconstitucionales la regulación por el legislador gallego de la adopción y de la 
autotutela por entender que no se conectaban con instituciones propia del Derecho civil gallego. 
Es dudoso que la proyección de la doctrina de la Sentencia que comentamos en relación al Código 
civil catalán sobre el Derecho civil gallego pudiera llevar a una decisión diferente de la 
constitucionalidad de la norma. Así, existe Derecho gallego postconstitucional que regula la 
protección de menores y el acogimiento (Ley gallega 3/2011, de 30 de junio, de apoyo a la familia 
y a la convivencia, BOE 30.7.2011; que modifica la Ley gallega 2/2006, de 14 de junio, de derecho 
civil de Galicia, BOE 11.8.2006). No creo que resulte descabellado mantener que la adopción y a 
la autotutela tienen una conexión orgánica con las instituciones reguladas por la Ley 3/2011 y 
que, por tanto, ésta podría justificar, pese a su carácter postconstitucional, la actuación del 
legislador autonómico. Aparte de esto, contrasta el puntillismo con el que en esta sentencia se 
analizan los fines y funciones de instituciones tradicionales gallegas, para acabar excluyendo que 
puedan ser base para la nueva regulación autonómica, con la flexibilidad con la que en la 
sentencia que comentamos se admite la regulación completa de contratos como la compraventa 
y la permuta sobre la base de la existencia de ciertas particularidades que, conectadas con sus 
antecedentes históricos, muestran la existencia pretérita de un sistema completo de Derecho civil 
en Cataluña; algo que quizás no pueda descartarse tampoco en Galicia teniendo en cuenta su 
independencia formal en siglos pretéritos y su condición de reino diferenciado dentro de la 
Corona de Castilla. 

Así pues, la duda sobre si el Tribunal Constitucional opera con diferentes raseros en función 
del momento o de la Comunidad Autónoma de que se trate permanece abierta. En este sentido, 



CRÓNICA DE DERECHO INTERTERRITORIAL                                                                                           649 

AEDIPr, t. XIX–XX, 2019–2020 
ISSN 1578–3138 

es significativo que el ponente de la sentencia que comentamos emitió un Voto Particular en la 
STC 133/2017 que mantenía una posición favorable a la constitucionalidad de la norma que, 
lógicamente, es la que mantiene en la Sentencia 132/2019. Esto es, el ponente es exquisitamente 
coherente, lo que quizás no quepa decir del propio Tribunal; o, por mejor decir, el ponente ha 
mantenido la posición que tenía y el Tribunal ha cambiado su doctrina. Algo que, evidentemente 
puede hacer. Ahora bien, es legítimo que la doctrina del TC cambie en el tiempo, pero no en el 
espacio. Es decir, es posible que en 2019 mantenga una posición más flexible respecto a la 
competencia autonómica en materia de Derecho civil que la que tenía en 2017. En 2020 o 2021 
puede cambiar de nuevo de doctrina si lo considera oportuno (aunque siempre sería aconsejable 
indicarlo expresamente); pero no resulta legítimo que la doctrina cambie en el espacio; esto es, 
que con independencia del momento en el que se plantee, la respuesta sea diferente en función 
de que se plantee un caso en relación a Cataluña, a Galicia, a Valencia o a Andalucía. Esta 
variabilidad en el espacio de la doctrina del Tribunal Constitucional sería difícilmente 
comprensible. 

9. Los temas que aborda la STC 13 noviembre 2019 no se limitan a los tratados hasta aquí. 
Aún hay otros dos que merecen alguna referencia. Se trata de la delimitación entre la 
competencia en materia civil y mercantil y el alcance de la competencia del Estado en materia de 
bases de las obligaciones contractuales. Ambas cuestiones habían sido planteadas como 
obstáculos a la constitucionalidad de la normativa catalana; pero el TC rechaza que puedan 
afectar a la validez de la normativa producida por el legislador autonómico. En los Votos 
Particulares, en cambio, se discrepa abiertamente de la conclusión a la que llega la Sentencia. 

En lo que se refiere al carácter mercantil de parte de la normativa impugnada; en concreto lo 
relativo a la compraventa de consumo, el apoyo del TC para negar dicho carácter mercantil es 
que la normativa estatal excluye que la compraventa de consumo deba ser considerada como una 
compraventa mercantil, basándose para ello en que el consumidor actúa con una finalidad 
privada y que el propio art. 326 Ccom considera que la compraventa de consumo no es una 
compraventa mercantil (FJ 2 de la Sentencia). Es claro, sin embargo, que el art. 326 Ccom no es 
parámetro de constitucionalidad ni siquiera de mercantilidad, puesto que una cosa es que la 
compraventa de consumo no sea una compraventa mercantil y otra que no sea materia mercantil 
a efectos del art. 149.1.6ª CE. De hecho, tal como indican los Votos Particulares de la Sentencia, 
en varias decisiones anteriores el TC había mantenido que ha de entenderse como legislación 
mercantil “la regulación de las relaciones jurídico–privadas de los empresarios mercantiles o 
comerciantes en cuanto tales” [STC (Pleno) 118/1996, de 27 de junio, ECLI:ES:TC:1996:118, FJ 
40, con cita de la STC (Pleno) 37/1981, de 16 de noviembre, ECLI:ES:TC:1981:37, FJ 3]. Así pues, 
en este punto también hay un cambio en la posición del TC, quien en la delimitación entre materia 
civil y mercantil parece optar por el criterio de que aquellos contratos en los que una de las partes 
sea el consumidor habrán de ser considerados como civiles, aunque la otra parte sea un 
comerciante. Excuso decir que las consecuencias que este cambio tendrá en ámbitos como el 
contrato de transporte o los contratos bancarios son de una indudable trascendencia. Es cierto 
que en esta decisión el Tribunal Constitucional se refiere solamente a la compraventa, y no a otros 
contratos; pero se me hace difícil entender cómo, habiendo colocado en el centro de la 
identificación de la naturaleza civil la condición del consumidor en cuanto a tal; pueda luego 
excluir que esta condición no es suficiente para extraer de la mercantilidad otros contratos en los 
que participan consumidores. En la doctrina civilista ya se ha celebrado esta parte de la decisión 
del Tribunal Constitucional, aunque negando que suponga realmente un cambio de doctrina (vid. 
M.P. García Rubio, loc. cit., pp. 9–12). 

Finalmente, también se objetaba a la regulación catalana que infringía la competencia del 
Estado en materia de bases de las obligaciones contractuales. En su Sentencia el TC mantiene que 
la exigencia que se deriva de esta reserva es que la normativa autonómica se ajuste a los 
principios básicos en materia contractual que se encuentran en la legislación estatal, sin que sea 
reprochable que los reproduzcan en la autonómica. A su vez, estos principios se concretan en “el 
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principio de iniciativa privada y la libertad de contratación, la conmutatividad del comercio 
jurídico, la buena fe en las relaciones económicas, la seguridad del tráfico jurídico o si el tipo 
contractual se ajusta al esquema establecido en la norma estatal”, concretados en los principios 
recogidos en los arts. 1088 a 1314 Cc, especialmente las normas relativas a fuentes de las 
obligaciones (arts. 1089 ss Cc), la fuerza vinculante del contrato (art. 1091 Cc) y las que regulan 
los elementos esenciales del contrato y sus efectos (arts. 1254 a 1280 Cc) (FJ 6). El contraste de 
la normativa catalana con estos principios y reglas conduce a la conclusión de que no existe 
contradicción entre la normativa autonómica y tales bases de las obligaciones contractuales, por 
lo que no hay por esta vía tacha alguna de inconstitucionalidad. En los Votos Particulares se 
introducen objeciones a la vía seguida por la mayoría para concretar esta base de las obligaciones 
contractuales, en particular rechazando que pueda seguirse aquí el mismo método que se utiliza 
para identificar qué ha de entenderse por legislación básica en materias como la sanidad, el 
medio ambiente, las minas o el régimen jurídico de las administraciones públicas (así con mucha 
claridad en el Voto Particular del magistrado Ollero). Ahora bien, no puede negarse que en un 
tema de difícil concreción (vid. E. Fossas Espadaler, “La competencia sobre les bases de les 
obligacions contractuals. Una aproximació constitucional”, Revista Jurídica de Cataluña, 2014, nº 
2, pp. 354–380) el Tribunal Constitucional da en esta sentencia una respuesta clara que puede 
tener perfecto encaje lógico en el texto constitucional. Ciertamente, otras respuestas también 
podrían tener este encaje; pero es esto lo que se supone que ha de hacer un tribunal 
constitucional: optar por diferentes soluciones, posibles todas ellas en Derecho, cuando no es 
posible más que acoger una de ellas. 

10. En definitiva, la STC 132/2019 incluye posicionamientos novedosos y claros sobre la 
competencia en materia de Derecho civil de las Comunidades Autónomas. En primer lugar, 
mantiene que esa competencia solamente existirá para la conservación, modificación o 
desarrollo del Derecho existente; pero incluye en este Derecho existente el postconstitucional; de 
tal forma que el propio crecimiento del Derecho civil autonómico justificará su ampliación. 
Además, no exige que las instituciones preconstitucionales estuviesen recogidas de forma 
expresa en la legislación foral, pues admite que sean consideradas forales aquellas que existieron 
en el pasado y que no fueron reproducidas en la normativa foral por coincidir en su regulación 
con el Derecho común. Además, justifica el desarrollo del Derecho civil autonómico a partir de los 
principios históricos del Derecho vigente en el territorio, lo que tiene una indudable 
potencialidad para la expansión del Derecho civil regional. 

Además, el TC cambia su criterio sobre la delimitación entre legislación civil y mercantil, 
considerando que es civil aquella que se refiere a los contratos celebrados por un consumidor, 
incluso aunque la otra parte en el contrato sea un comerciante. Es ésta una apreciación de 
indudable transcendencia cuyos efectos veremos en los próximos años. Finalmente, también hay 
un pronunciamiento claro en relación a la delimitación de las bases de las obligaciones 
contractuales como límite de la actuación del legislador autonómico en materia de Derecho civil. 

En su conjunto, la Sentencia es extraordinariamente favorable al ejercicio de competencias en 
materia de Derecho civil por las Comunidades Autónomas. La potencialidad de algunas de los 
posicionamientos de la Sentencia abarcaría incluso a Comunidades Autónomas que en la 
actualidad no gozan de una competencia clara en materia de Derecho civil. Además, ofrece base 
para un replanteamiento del Derecho civil autonómico declarado inconstitucional por el TC en 
decisiones anteriores; así en el caso de Galicia y Valencia. Un cambio de doctrina como éste creo 
que justificaría nuevos planteamientos legislativos en relación a las materias derogadas. Al fin y 
al cabo, una vez modificada la doctrina del TC que llevó a la declaración de inconstitucionalidad 
de determinados preceptos gallegos y valencianos ¿por qué no intentar de nuevo su introducción 
en el ordenamiento confiando que ahora se apliquen los principios que acoge esta Sentencia? (vid. 
sobre la posibilidad de reiterar preceptos legales declarados inconstitucionales C. Viver Pi–
Sunyer, “Los efectos vinculantes de las sentencias del Tribunal Constitucional sobre el legislador: 
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¿puede éste reiterar preceptos legales que previamente han sido declarados inconstitucionales?”, 
Revista Española de Derecho Constitucional, 2013, nº 97, pp. 13–44, esp. pp. 20 ss). 
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Supresión de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado, que pasa a denominarse Dirección General de 

Seguridad Jurídica y Fe Pública 
 
El Real Decreto 139/2020, de 28 de enero, por el que se establece la estructura orgánica 

básica de los departamentos ministeriales (BOE 29.1.2020), estructuró la Secretaría de Estado de 
Justicia de la siguiente manera: 

A) La Secretaría de Estado de Justicia, de la que dependen los siguientes órganos directivos: 
1.º La Secretaría General para la Innovación y Calidad del Servicio Público de Justicia, con 

rango de Subsecretaría, de la que dependen los siguientes órganos directivos: 
a) La Dirección General para el Servicio Público de Justicia 
b) La Dirección General de Transformación Digital de la Administración de Justicia 
c) La Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública. 

2.º La Dirección General de Cooperación Jurídica Internacional y Derechos Humanos. 
B) La Subsecretaría de Justicia, de la que depende la Secretaría General Técnica. 
C) La Abogacía General del Estado–Dirección del Servicio Jurídico del Estado, con rango de 

Subsecretaría. 
Con posterioridad, el Real Decreto 453/2020, de 10 de marzo, por el que se desarrolla la 

estructura orgánica básica del Ministerio de Justicia, y se modifica el Reglamento del Servicio 
Jurídico del Estado, aprobado por el Real Decreto 997/2003, de 25 de julio (BOE 12.3.2020), 
dispuso en su  art. 7: 

1. Corresponde a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública: 
a) La promoción de la elaboración de los proyectos legislativos sobre nacionalidad por 

residencia y por carta de naturaleza, en coordinación con la Secretaria General Técnica, y el 
conocimiento e informe de cuantos proyectos normativos puedan afectar a dicha materia. 

b) La tramitación y, en su caso, resolución de los expedientes de nacionalidad, así como el 
estudio y la resolución de cuantas consultas le sean efectuadas sobre dicha materia. 

c) La promoción de la elaboración de los proyectos legislativos sobre estado civil y ordenación 
y funcionamiento del Registro Civil, en coordinación con la Secretaria General Técnica, y el 
conocimiento e informe de cuantos proyectos normativos puedan afectar a dichas materias. 

d) La tramitación y, en su caso, resolución de los expedientes de reconocimiento o denegación 
de cuantas otras situaciones afectan al estado civil de los ciudadanos, y su inscripción en el 
Registro Civil. Asimismo, la tramitación y, en su caso, resolución de los recursos gubernativos 
contra los actos de los titulares del ejercicio de estas funciones, así como el estudio y la resolución 
de cuantas consultas le sean efectuadas sobre las anteriores materias. 

e) La planificación de los Registros Civiles, la programación y distribución de los medios 
materiales y personales precisos para su funcionamiento, el ejercicio de la dirección funcional del 
personal de dichos registros, independientemente de su dependencia orgánica, así como su 
organización, dirección e inspección. 

f) La planificación estratégica y el impulso de la dirección tecnológica de los Registros Civiles, 
así como la coordinación de las actuaciones en esta materia con otras administraciones, órganos 
del Estado, corporaciones profesionales e instituciones públicas, en coordinación con la División 
de Tecnologías y Servicios Públicos Digitales en el ejercicio de las competencias atribuidas en el 
art. 9.2 s). 
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g) La elaboración de los proyectos legislativos sobre las materias relativas al derecho notarial 
y registral, en coordinación con la Secretaría General Técnica, y el conocimiento e informe de 
cuantos proyectos normativos pudieran afectar a dichas materias. 

h) La organización, dirección, inspección y vigilancia de las funciones de la fe pública notarial 
y las de naturaleza registral en las materias de la propiedad, bienes muebles y mercantiles; la 
evacuación de cuantas consultas le sean efectuadas sobre aquellas, así como la tramitación y 
resolución de los recursos gubernativos contra los actos de los titulares del ejercicio de las citadas 
funciones. 

i) La ordenación del gobierno y régimen de los Cuerpos de Notarios y de Registradores, la 
organización de sus procesos de selección y de provisión de puestos, así como las relaciones 
ordinarias con sus respectivos organismos profesionales. 

j) La gestión del Registro de contratos de seguro de cobertura de fallecimiento y del Registro 
de actas de notoriedad de herederos ab intestato, bajo la dependencia del Registro general de 
actos de última voluntad. 

k) La llevanza del Registro de Fundaciones de competencia estatal, del Registro de 
Mediadores e Instituciones de Mediación y del Registro Central de contratos de préstamos 
declarados nulos. 

l) En coordinación con la Secretaría General Técnica, conforme al art. 10.1º, letras k), l) y n), el 
conocimiento, seguimiento e informe de las iniciativas normativas y los procedimientos ante la 
Unión Europea, en cuanto afecten a materias de su competencia. 

m) La asistencia al Ministro en su condición de Notario Mayor del Reino, así como la custodia 
de su protocolo y la llevanza del Libro Registro Civil de la Familia Real. 

n) La identificación y búsqueda de los efectos, bienes, instrumentos y ganancias provenientes 
del delito, radicados dentro o fuera del territorio nacional, así como su puesta a disposición 
judicial, de conformidad con la normativa vigente. En el ejercicio de estas funciones y dentro del 
marco de la encomienda judicial o del Ministerio Fiscal, se coordinará con las Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad y podrá recabar la colaboración de otras entidades públicas o privadas. 

ñ) El intercambio de información patrimonial con oficinas análogas en el ámbito 
internacional, conforme a la normativa vigente. 

o) El mantenimiento y gestión de los efectos, bienes, instrumentos y ganancias provenientes 
del delito, cuando hayan sido intervenidos o embargados judicialmente, cualquiera que sea la 
naturaleza de los mismos, así como de los beneficios, frutos y rentas de tales bienes. Podrá 
comprender también la destrucción de los bienes cuando sea acordada por la autoridad 
competente, en los términos previstos legalmente. 

p) La elaboración de informes sobre el estado y circunstancias de los bienes gestionados, que 
remitirá a la autoridad competente de oficio o cuando esta lo solicite, a los efectos de evitar las 
actuaciones antieconómicas y garantizar, dentro del respeto a la ley y con el cumplimiento de 
todas las garantías procesales, el máximo beneficio económico. 

q) La realización de los bienes, que comprenderá la actividad tendente a la venta de los bienes, 
efectos, ganancias e instrumentos cuya gestión se le haya encomendado judicialmente en el 
ejercicio de la actividad de recuperación y gestión de activos tras el decomiso de los mismos, salvo 
que se hayan inscrito a nombre del Estado en el correspondiente Registro de la Propiedad o 
Registro de Bienes Muebles o que proceda su afectación o adscripción a un órgano u organismo 
público, a cuyo efecto cursará la correspondiente propuesta a la Dirección General del Patrimonio 
del Estado para su tramitación. 

Esta función comprenderá también la venta anticipada de bienes intervenidos o embargados, 
cuando esta haya sido autorizada judicialmente en el ámbito de actuación de dicha actividad. 
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r) La adjudicación del uso de los bienes o efectos incautados o embargados, siempre que el 
órgano judicial haya autorizado su utilización provisional. 

s) La función derivada del soporte necesario para el desarrollo de la actividad propia de la 
Comisión de Adjudicación de bienes producto del delito. 

t) La gestión de la Cuenta de Depósitos y Consignaciones resultante de la actividad de 
recuperación y gestión de activos. 

2. De la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública dependen los siguientes órganos: 
a) La Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, a la que corresponde el ejercicio de 

las funciones a las que se refieren los párrafos a) b), c), d), e) y f) del apartado anterior. 
b) La Subdirección General del Notariado y de los Registros, a la que corresponde el ejercicio 

de las funciones a las que se refieren los párrafos g), h), i), j), k), l) y m) del apartado anterior. 
c) La Subdirección General de Localización y Recuperación de Bienes, a la que corresponde el 

ejercicio de las funciones señaladas en los párrafos n) y ñ) del apartado 1. 
d) La Subdirección General de Conservación, Administración y Realización de Bienes, a la que 

corresponde el ejercicio de las funciones señaladas en los párrafos o), p), q), r), s) y t) del ap. 1. 
 
 
 

Resoluciones y de Instrucciones 
 

ADOPCIÓN 
 
1. NO ES POSIBLE MODIFICAR EL LUGAR DE NACIMIENTO DEL ADOPTADO CUANDO YA SE HA EXTENDIDO, 
ADEMÁS DE LA INSCRIPCIÓN DE NACIMIENTO INICIAL Y LA MARGINAL DE ADOPCIÓN, OTRA POSTERIOR EN LA 
QUE SE HAN REFLEJADO LOS DATOS DEL NACIDO Y LOS DE LA FILIACIÓN ADOPTIVA CONSTITUIDA (Res. DGRN 
21 julio 2019 –34ª–) 

 
La pretensión planteada en el presente caso (…) es la de obtener el cambio del lugar de 

nacimiento tras haberse producido ya el traslado del folio registral al registro civil del domicilio 
y la supresión de los datos de la filiación biológica. Pues bien, conforme a la reseñada reforma 
legal de 2005 [Real Decreto 820/2005, de 8 de julio], la posibilidad de solicitar el cambio del lugar 
de nacimiento por el del domicilio de los padres adoptantes o mantener el real tiene su momento, 
cual es el de la nueva inscripción que se practica por traslado al registro civil del domicilio de los 
adoptantes. Este criterio también se desprende de la redacción que el Real Decreto 820/2005, de 
8 de julio, dio al art. 77 RRC. Según esta norma, el posible cambio del lugar de nacimiento, si se 
solicita, deberá efectuarse “en la nueva inscripción”, entendiendo por tal la que se practica 
después de la principal de nacimiento y marginal de adopción para hacer constar solo la filiación 
adoptiva con ocasión de su traslado, pero no posteriormente. Una vez obtenido, pues, el traslado 
del historial registral civil de la hija adoptiva de los promotores al registro civil de su domicilio, 
queda consolidada una situación jurídico–registral cuya modificación se sitúa ya fuera del alcance 
de las previsiones de la Ley del Registro Civil. 

 
BUQUE 

 
2. INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO DE BIENES MUEBLES DE BUQUE EN CONSTRUCCIÓN EN DUBAI (Res. DGSJFP 
13 febrero 2020) 
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Solicitada en el Registro de Bienes Muebles primera inscripción de un buque cuya 
construcción se está llevando a cabo en Dubai, el registrador de Bienes Muebles suspende la 
inscripción por falta de competencia así como por falta de requisitos formales. Respecto de la 
primera causa impeditiva se señala que la inscripción de los buques en construcción debe 
practicarse en el Registro designado en la demarcación que corresponda al lugar en el que se 
construyan, lo que comporta la incompetencia del Registro Español (art. 68 Ley 14/2014, de 24 
julio de Navegación Marítima –LNM–). En segundo lugar, se señalan, como defectos formales, la 
necesidad de elevar a escritura pública el contrato de construcción (arts. 108 a 116 LNM) y de 
aportar certificación de la hoja de asiento de la embarcación expedida por el Registro de Buques 
y Empresas Navieras (arts. 69.3º, 71.1º, 73 y 108 ss LNM). El recurso se refiere al primero de los 
motivos. 

La DGSJFP señala, en primer término, que al no haber abordado la segunda causa de 
suspensión de la inscripción, tal motivo ha ganado firmeza en vía administrativa. Recuerda la 
DGSJFP que conforme al art. 326 LH el objeto del recurso es la calificación del Registrador y no 
puede servir para subsanar las deficiencias que dieron lugar a dicha calificación.  

La DGSJFP señala a continuación la necesaria coordinación entre el Registro de Buques y 
Empresas Navieras y el Registro de Bienes Muebles (sección de buques). Los buques en 
construcción, se señala, acceden por primera vez al Registro de Bienes Muebles en virtud de la 
correspondiente certificación del registro administrativo (Registro de Buques y Empresas 
Navieras), como señala en art. 71 LNM y el art. 149 del RRM. Su inscripción, por lo demás, solo es 
obligatoria en el caso de hipoteca (art. 69.3º LNM): “A su vez, será la previa inscripción en el 
Registro de Buques y Empresas Navieras la que determinará la competencia para realizar la 
primera inscripción en el Registro de Bienes Muebles tal y como resulta del art. 68.2º de la ley: 
‘La primera inscripción de los buques se practicará en el Registro designado en la demarcación 
que corresponda al lugar de su matrícula y, la de los buques en construcción, en el de la 
demarcación que corresponda al lugar en que se construyan’. En el mismo sentido se regula dicha 
materia en el art. 19 del Real Decreto 1027/1989, de 28 de julio, por el que se regula el 
abanderamiento, matriculación de buques y registro marítimo”. 

En consecuencia, concluye la DGSJFP que “el recurso no puede prosperar. Aceptado por el 
recurrente que no se ha presentado el certificado de matrícula del buque, no puede procederse a 
su inscripción en el Registro de Bienes Muebles”. Y aclara, desde el punto de vista competencial, 
“que no corresponde al registrador de Bienes Muebles ni a esta Dirección General en alzada 
determinar si procede o no la realización de inscripción provisional a un buque en construcción 
en el Registro regulado por el Real Decreto 1027/1989, de 28 de julio, por el que se regula el 
abanderamiento, matriculación de buques y registro marítimo ((S.S.L.)). 

 
CONTRATOS 

 
3. AL CONTENER EL NEGOCIO JURÍDICO CELEBRADO UNA SUMISIÓN EXPRESA, INNEGABLE Y TOTALMENTE 
CONFORME A LEY, AL DERECHO CIVIL COMÚN ÉSTE ÚLTIMO RIGE LA RELACIÓN OBLIGATORIA ESTABLECIDA EN 
TODA SU EXTENSIÓN (Res. DGRN 29 agosto 2019) 

 
La libertad de elección es también paradigma del moderno derecho contractual europeo, 

como resulta claramente del art. 3.1º del Reglamento (CE) nº 593/2008 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 17 junio 2008, sobre la ley aplicable a las obligaciones contractuales 
(Roma I), que permite hacer extensiva esa elección a la totalidad o solamente a una parte del 
contrato. Algo que ciertamente ofrece interés para el presente caso, en tanto que argumento 
en pro de la libertad de elección, pues si la misma se proclama respecto del ámbito europeo no 
puede ser restringida, ni condicionada, en el ámbito interregional español. En esa línea el art. 
22.1º del citado Convenio determina que en los supuestos de Estados compuestos ‘de varias 
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unidades territoriales cada una de las cuales tenga sus propias normas jurídicas en materia de 
obligaciones contractuales, cada unidad territorial se considerará como un país a efectos de la 
determinación de la ley aplicable en virtud del presente Reglamento’, de lo que se concluye 
que las partes no están obligados a escindir un contrato que genera la relación jurídica 
obligatoria para las partes en tantos regímenes jurídicos como unidades territoriales haya, 
algo a lo que conduce la tesis mantenida en la calificación y que, aparte de no tener soporte 
legal en tanto que choca frontalmente con el art. 10.5º Cc y con la legislación europea, carece 
de toda lógica (no solo jurídica, sino también económica). 

Ley única, por tanto, que abarcaría todos los extremos que menciona el art. 10.10º del 
Código, y de lo que no puede constituir una excepción el mecanismo contractual de garantía 
pactado (que se regirá por el art. 1504 del mismo Código y demás preceptos aplicables de la 
legislación hipotecaria), que en absoluto puede ser conceptuado como un derecho real 
forzando así la interpretación del art. 10.1º Cc, como así se hace en la calificación registral, al 
asimilar la condición resolutoria a una garantía real y entender, por tanto, el registrador que 
estaría comprendida en el campo de actuación del art. 10.1º Cc, y que conduciría a la aplicación 
del Derecho civil catalán, por estar sitos los inmuebles en cuestión en dicha Comunidad 
Autónoma (lex rei sitae); algo carente de todo fundamento. 

Por lo demás, es indudable que, de lege ferenda, existe un general consenso en la necesidad 
no solo de clarificar sino de reformar el Derecho conflictual interregional, para adaptar las 
normas vigentes a las necesidades del tráfico contractual, siendo evidente, además, que el 
concepto de ‘vecindad civil’, no sirve para negocios jurídicos en que intervienen empresas 
(como ocurre en el caso de este recurso). Pero de lege lata debe ser respetado el marco 
normativo contenido en los arts. 9 a 11 Cc (a los que se remite el art. 16.1º), sin que sea 
mayoritaria hoy la postura que entiende desplazados tales preceptos por los Reglamentos 
Europeos, por lo que con dichos artículos deben ser resueltos conflictos como el presente, 
teniendo muy en cuenta que: a) La libertad de elección de ley no es plena, pues ha de tener 
alguna conexión objetiva o subjetiva con el contrato (como en el presente caso); b) La 
constancia de esa elección ha de ser expresa (SSTS 8 abril 2005 y 4 julio 2006), lo que también 
ocurre en este supuesto; c) Sólo a falta de elección, si el contrato es relativo a bien inmueble, 
rige la ley del lugar de situación de éste (lo que en este caso no sucede pues la elección es 
expresa y para todo el territorio nacional); d) La ley elegida reglamenta los requisitos de 
cumplimiento, las consecuencias del incumplimiento y las causas de extinción, lo que en el 
presente caso tiene especial relevancia (…). 

Para finalizar, hay una conclusión inequívoca que no ofrece duda alguna, cual es que el 
negocio jurídico celebrado contiene una sumisión expresa, innegable y totalmente conforme a 
ley, al Derecho civil común; lo que rige respecto de la relación obligatoria establecida en toda 
su extensión, en todos sus términos y en todas sus vicisitudes e incidencias. Esto es, en su 
nacimiento o constitución, en su consumación, en su patología y en su extinción, participando 
tal condición resolutoria de una incuestionable naturaleza contractual y no de derecho real, 
dado que su publicidad registral tan solo produce los efectos que ya han quedado apuntados, 
y sin que provoque la alteración de su naturaleza, transmutándola en real. 

Y es que la calificación impugnada tampoco cuestiona la validez del pacto de elección de ley 
o sumisión, pero extrae del mismo una consecuencia equivocada, so capa del carácter real y de 
la imperatividad de un artículo del CCCat que ni es aplicable al caso ni tendría bajo ningún 
concepto carácter imperativo en un supuesto como el presente; como tampoco, por las razones 
más arriba expuestas, de un indefendible criterio de territorialidad que, en el fondo y se quiera 
o no, implica un retroceso con relación al moderno derecho contractual europeo. Y como 
ocurre que la calificación por la que se suspende la inscripción –se diga lo que se diga– se basa 
en un precepto inaplicable, la misma ha de ser necesariamente revocada, sin que este Centro 
Directivo pueda entrar a examinar otras cuestiones que tan solo han sido apuntadas, pero que 
avalarían sin duda la inscripción de la escritura calificada. 
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Sin entrar a analizar las cuestiones referidas al alcance de la condición resolutoria y de las 
cláusulas penales asociadas, a la luz de la jurisprudencia de los tribunales y de la doctrina de 
la DGRN sobre la materia, las afirmaciones de la DGRN sobre la cuestión de la ley aplicable en 
el presente supuesto de Derecho interregional plantean serias dudas.  

Como disposición contractual, la sujeción tanto de la condición resolutoria como de la 
cláusula penal a la lex contractus no arroja duda alguna. La ley del contrato determina la validez 
de un pacto entre las partes y, en particular, los remedios contractuales en caso de 
incumplimiento, tales como la resolución del contrato o la indemnización por daños y 
perjuicios. Sin embargo, la lex contractus, en el sentido del art. 10.10º Cc, solo se aplica a los 
efectos personales de las obligaciones contractuales, y no a los efectos reales. En una 
compraventa ordinaria, la lex contractus no se extiende a determinar si el contrato transfiere 
la propiedad, ni en qué momento ni en qué condiciones procede adquirir la propiedad por el 
comprador, ni la naturaleza ni la oponibilidad del derecho real entre las partes ni frente a 
terceros, ni tampoco su publicidad. Todas estas cuestiones se engloban en el ámbito propio de 
aplicación del art. 10.1º Cc, incluso si resulta de aplicación el Reglamento Roma I sobre la ley 
aplicable a las obligaciones contractuales. 

Así, en la compraventa litigiosa, la transferencia de la propiedad de los bienes inmuebles al 
comprador no se rige por el “Derecho común”, sino por el Derecho catalán del lugar donde 
están los bienes. La calificación “contractual” extensiva de la condición subrogatoria produce 
un efecto muy singular y ciertamente paradójico: mientras que el momento, modo y 
condiciones de la transmisión del bien al comprador se rigen por el Derecho catalán, el 
momento, modo y condiciones de la retransmisión o retrocesión de la propiedad al vendedor, 
en virtud de la condición resolutoria, se rigen por el Derecho común.  

Frente a lo señalado por la DGRN, la retrocesión del bien al vendedor no solo afecta a la 
publicidad en términos reales. La publicidad afecta a la oponibilidad de un derecho real 
retransmitido frente a terceros, pero previamente debe existir un título de retransmisión (la 
condición resolutoria regida por la lex contractus) y un modo de retransmisión de la propiedad 
entre las partes (regido por la lex rei sitae). 

Ciertamente, la lex rei sitae no puede interferir en las condiciones de validez de la condición 
resolutoria como pacto, igual que tampoco puede hacerlo en un pacto de reserva de dominio. 
Pero puede introducir límites a la eficacia real de dichas cláusulas, ya generen un derecho de 
garantía o impliquen la transmisión o retrocesión de un derecho de propiedad, bien sea a 
través de la consideración de la prohibición del pacto comisorio o, por ejemplo, requiriendo el 
depósito de las cantidades percibidas por el vendedor como condición para la retransmisión 
de la propiedad. En este sentido, el hecho de que las disposiciones controvertidas del Derecho 
catalán se encuentren contenidas en las disposiciones del Código civil catalán en materia de 
obligaciones contractuales no es ni mucho menos determinante. Como es bien conocido en la 
doctrina del Derecho internacional privado, los llamados “conflictos de calificaciones” se 
resuelven ignorando la calificación de la lex causae. Así, si conforme al art. 10.1º Cc español, los 
efectos reales de la condición resolutoria se rigen por el Derecho catalán, sus reglas serán 
aplicadas aunque tales efectos reales se contemplen en sus disposiciones legales en materia 
contractual. 

La cuestión clave, por tanto, consiste en distinguir qué exigencias legales están referidas a 
la validez propia de condición resolutoria como obligación (abusividad, vicios del 
consentimiento, fraude...) y qué condiciones simplemente afectan al efecto real de la 
retrocesión de la propiedad al vendedor como consecuencia del ejercicio de dicha condición. 
Generalmente, el criterio a seguir depende en buena medida del interés jurídico protegido. Una 
disposición que limita la facultad del vendedor de ejercitar la condición resolutoria a un 
porcentaje mínimo de incumplimiento por el comprador es una exigencia que atiende al 
equilibrio contractual y a la limitación de las cláusulas abusivas, y por tanto se sujeta a la lex 
contractus. En contrapartida, una disposición que requiere la previa consignación o el depósito 
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de las cantidades percibidas por el vendedor, establece ciertas limitaciones al respecto o limita 
el alcance de las cláusulas penales en favor de tercero, puede entenderse fácilmente como 
referida a la eficacia real y erga omnes de la retrocesión y, en consecuencia, a los efectos reales 
de la condición resolutoria, en cuyo caso debería quedar regida por la lex rei sitae, en este caso 
el Derecho catalán. 

Falta, en consecuencia, una mayor sensibilidad de la DGRN a la hora de proceder a la 
función de calificación que, en el Derecho internacional privado, requiere tener en cuenta la 
previa función de “delimitación”. Previamente a la calificación, la DGRN debería haber 
dedicado más atención a la delimitación entre las cuestiones que caen bajo el art. 10.1º Cc y las 
que se engloban en los arts. 10.5º y 10.10º Cc, y esta labor se encuentra lamentablemente 
ausente ((S.S.L.)). 

 
4. UNA ESCRITURA PÚBLICA EN LA QUE SE FORMALIZA UN ACTO CON TRASCENDENCIA TRIBUTARIA EXIGE LA 
CONSTANCIA DE LOS NÚMEROS DE IDENTIFICACIÓN FISCAL DE TODOS LOS COMPARECIENTES Y DE LOS QUE 
ACTÚEN COMO REPRESENTANTES AUNQUE SEAN EXTRANJEROS (Res. DGRN 24 octubre 2019) 

 
En el supuesto concreto de este expediente, se ha presentado en el Registro de la Propiedad 

un título que, efectivamente contiene actos por los que se transmiten derechos reales sobre 
inmuebles, y en el que, globalmente considerado, se formaliza una compraventa de bien 
inmueble, acto con trascendencia tributaria, debiendo por tanto reflejarse el número de 
identificación fiscal de todos los que participan en el mismo (cf. Res. DGRN 15 octubre 2015). 
El título no contiene los números de identificación fiscal de una de las comparecientes que es 
representante de un matrimonio interviniente. Frente a las alegación del recurrente, según la 
cual, el negocio no es de naturaleza ni tiene trascendencia fiscal para la representante, por lo 
que no es necesaria la aportación del número de identificación fiscal, debe tenerse en cuenta 
que los elementos determinantes de la subsunción en el supuesto de hecho de la norma que 
desencadena la exigencia impuesta en la misma son dos: o bien tratarse de un acto o contrato 
por el que ‘se adquieran, declaren, constituyan, transmitan, graven, modifiquen o extingan el 
dominio y los demás derechos reales sobre bienes inmuebles’, o bien tratarse de un acto o 
contrato distinto pero con transcendencia tributaria. Y en cualquiera de tales casos la 
obligación de acreditación y constancia de los respectivos números de identificación fiscal se 
extiende a ‘los comparecientes’ y a las personas o entidades en cuya representación actúen. La 
obligación de consignación del número de identificación fiscal no está limitada al hecho de 
adquirir o transmitir un bien inmueble, sino que se extiende a todos los supuestos de 
participación en una relación jurídica con trascendencia tributaria lo que evidentemente 
ocurre en el presente supuesto. Si el legislador hubiera querido limitar tal obligación, al menos 
en el ámbito del Registro de la Propiedad, a los supuestos de transmisión o adquisición de 
derechos sobre bienes inmuebles y a los intervinientes en la escritura, lo hubiera hecho así 
dando al art. 254 LH una redacción distinta de la que figura en otros textos legales en que se 
incluye la actuación de los notarios cuyo campo de actuación no está limitado al ámbito 
inmobiliario. Así, el art. 27.2º.c) del Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio, dispone que 
“Cuando se formalicen actos o contratos ante notario que tengan por objeto la declaración, 
constitución, adquisición, transmisión, modificación o extinción del dominio y los demás 
derechos reales sobre bienes inmuebles o cualquier otro acto o contrato con trascendencia 
tributaria. En estos casos, se deberá incluir en las escrituras o documentos el número de 
identificación fiscal de las personas o entidades que comparezcan y los de las personas en cuya 
representación actúen. Cuando se incumpla esta obligación los notarios deberán presentar a 
la Administración tributaria la declaración informativa regulada en el art. 51”. Y en similares 
términos se pronuncian –aparte el art. 254.2º LH– los arts. 23 LN y 156.5ª RN. En definitiva, 
existe en el presente supuesto una escritura pública en la que se formaliza un acto con 
trascendencia tributaria y los citados preceptos exigen la constancia en dicha escritura de los 
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números de identificación fiscal de todos los comparecientes y de los que actúen como 
representantes. Y dicho defecto ha de ser subsanado mediante la constancia en el propio título 
del número de identificación fiscal requerido. 

 
FILIACIÓN 

 
5. RÉGIMEN REGISTRAL DE LA FILIACIÓN DE LOS NACIDOS MEDIANTE GESTACIÓN POR SUSTITUCIÓN 
(Instrucciones DGRN 14 y 18 febrero 2019) 

 
La Instrucción de 14 febrero dispone lo siguiente: 
Primero.– La inscripción de nacimiento de un menor, nacido en el extranjero como 

consecuencia de técnicas de gestación por sustitución, podrá realizarse presentando, junto a la 
solicitud de inscripción, la resolución judicial dictada por Tribunal competente en la que se 
determine la filiación del nacido, en los términos que se señalaron en la reseñada Instrucción de 
5 octubre 2010, de este Centro Directivo, cuyo criterio puede considerarse en líneas generales 
válido, en los siguientes términos:  

1. Salvo que resultara aplicable un Convenio internacional, la resolución judicial extranjera 
deberá ser objeto de exequátur según el procedimiento contemplado en la Ley de Cooperación 
Jurídica Internacional de 2015. Para proceder a la inscripción de nacimiento deberá presentarse 
ante el Registro Civil español, la solicitud de la inscripción y el auto judicial que ponga fin al 
mencionado procedimiento de exequátur.  

2. No obstante lo anterior, en el caso de que la resolución judicial extranjera tuviera su origen 
en un procedimiento análogo a uno español de jurisdicción voluntaria, no será precisa la previa 
obtención del exequátur o reconocimiento a título principal, pudiendo practicarse la inscripción 
previo reconocimiento incidental por parte del encargado del Registro Civil, siempre que éste 
pueda verificar positivamente en su calificación registral (cf. arts. 27 LRC de 1957, y 13 y 30 LRC 
de 2011), como requisito previo a su inscripción, si tal resolución puede ser reconocida en 
España. En dicho control incidental deberá constatar: “…” 

Segundo.– En ningún caso se admitirá como título apto para la inscripción del nacimiento y 
filiación del nacido, una mera certificación registral extranjera o la simple declaración, 
acompañada de certificación médica relativa al nacimiento del menor en la que no conste la 
identidad de la madre gestante “…”. 

Tercero.– En aquellos casos en que la ley extranjera aplicable, conforme al art. 9.4º Cc español, 
determine en virtud de un contrato de gestación por sustitución la maternidad únicamente a 
favor de una mujer distinta de la que ha gestado, por sí sola o bien estando unida a otra mujer en 
matrimonio o en pareja unida por análoga relación de afectividad a la conyugal, no resulta 
aplicable la solución anterior.  

En tal supuesto, ante la eventualidad de que el menor quede desprotegido al no hacerse cargo 
del mismo la madre gestante, acreditada mediante la correspondiente declaración de ésta (lo que 
en principio podría deducirse de los términos en que haya quedado formalizado el contrato de 
gestación subrogada), debe buscarse una solución que tutele de manera efectivo los intereses 
preferentes de ese menor, ante una eventual situación de abandono e institucionalización en 
alguna entidad de protección de menores del país donde ha nacido. A ello debe preferirse 
siempre su integración en su familia biológica (art. 2.2º.c Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, 
de Protección Jurídica del Menor, de modificación parcial del Código civil y de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, que en su actual redacción establece, como criterio de determinación del 
interés del menor la conveniencia de que su vida y desarrollo tenga lugar en un entorno familiar 
adecuado y libre de violencia, priorizando la permanencia en su familia de origen y preservando 
el mantenimiento de sus relaciones familiares, siempre que sea posible y positivo para el menor, 
priorizando siempre el acogimiento familiar frente al residencial).  
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Por ello, acreditado todo lo anterior (la negativa de la madre gestante a hacerse cargo del 
menor, y la inscripción de la filiación en el Registro del país de la filiación respecto de la madre 
comitente), si la comitente presentara algún vínculo genético con el nacido/a por haber aportado 
su óvulo para la fecundación, será aplicable analógicamente lo previsto en el art. 10.3º Ley 
14/2006, de 26 de mayo, sobre técnicas de reproducción humana asistida, en los términos antes 
expresados respecto de la filiación paterna, a efectos de poder reconocer e inscribir en el Registro 
Civil español la filiación materna a favor de la mujer cuyo material genético hubiere sido 
empleado en la formación del preembrión transferido a la madre gestante.  

A todo ello, debe añadirse otra consideración: si no se practica la inscripción en el Registro 
Civil español de la filiación respecto de la madre comitente, el niño quedará desprotegido en el 
país donde se produjo la gestación, estando sin embargo inscrito en él, en el correspondiente 
Registro Civil, como hijo de la madre comitente. En consecuencia, si el niño debiera permanecer 
en dicho país, que sería el de su residencia y domicilio, el art. 9.4º Cc español conduciría también 
al reconocimiento de esta filiación, cuando dice que “La determinación y el carácter de la filiación 
por naturaleza se regirán por la ley de la residencia habitual del hijo en el momento del 
establecimiento de la filiación”.  

Por lo que se refiere al procedimiento para practicar estas inscripciones, habrá que acudir a 
la aplicación del art. 44.2.2 Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil, que se encuentra ya en 
vigor de acuerdo con la Disposición final décima de la misma. Dicho artículo dice que “Salvo en 
los casos a que se refiere el art. 48, en toda inscripción de nacimiento ocurrida en España se hará 
constar necesariamente la filiación materna, aunque el acceso a la misma será restringido en los 
supuestos en que la madre por motivos fundados así lo solicite y siempre que renuncie a ejercer 
los derechos derivados de dicha filiación. En caso de discordancia entre la declaración y el parte 
facultativo o comprobación reglamentaria, prevalecerá este último”.  

Cuarto.– En cuanto a la forma de practicar la inscripción, será de aplicación lo previsto en la 
Resolución de Consulta de esta Dirección General de 1 julio 2011.  

 
Por su parte la Instrucción de 18 febrero 2019 dispone lo siguiente: 
(La) gestación por sustitución constituye un fenómeno en el que se produce una grave 

vulneración de los derechos de los menores y de las madres gestantes. El interés preferente de 
los primeros debe quedar en todo caso salvaguardado, y a la vez la actuación de los poderes 
públicos debe garantizar a la mujer una adecuada protección contra el peligro de abusos de 
situaciones de vulnerabilidad que es de todo punto inaceptable. Resulta además claro que la 
lucrativa actividad de las agencias mediadoras que operan en este terreno no puede considerarse 
ajustada a Derecho. Por lo demás, este problema no se limita a España, sino que se desenvuelve 
en un ámbito exterior, por lo que sería necesaria una actuación internacional coordinada para 
hacerle frente de forma eficaz. En tanto no se disponga de ese claro marco internacional, y sin 
perjuicio de la adopción de las medidas oportunas y más contundentes para atajar esta práctica 
en España, se debe tratar el fenómeno con el necesario rigor. Todo ello hace necesario un 
tratamiento que permita valorar todas las circunstancias que se presenten en cada supuesto, con 
una prueba válida y suficiente de los hechos, datos y declaraciones de voluntad que concurran en 
el mismo. Ello es así, especialmente, a la vista de los claros abusos contra las mujeres gestantes 
que en ocasiones se han dado. Por consiguiente, se dicta la presente Instrucción, en los términos 
siguientes: 

1. Queda sin efecto la Instrucción de 14 febrero 2019, de la Dirección General de los Registros 
y del Notariado, sobre actualización del régimen registral de la filiación de los nacidos mediante 
gestación por sustitución, a todos los efectos, incluso derogatorios, en relación con los niños que 
hayan nacido mediante este procedimiento con posterioridad a la fecha de la publicación en el 
“Boletín Oficial del Estado” de la presente Instrucción. 
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2. Las solicitudes de inscripción en el Registro Civil consular de la filiación de menores nacidos 
con posterioridad a la publicación de esta Instrucción, no serán estimadas salvo que exista una 
sentencia de las autoridades judiciales del país correspondiente que sea firme y dotada de 
exequatur, u objeto del debido control incidental cuando proceda, de conformidad con la 
Instrucción de 5 octubre 2010. 

El encargado o encargada del Registro Civil consular en estos casos deberá suspender la 
inscripción, con base en la ausencia de medios de prueba susceptibles de apreciación dentro del 
procedimiento consular. Dicha suspensión y las circunstancias concurrentes serán notificadas 
por el encargado o encargada del Registro Civil, en su caso, al Ministerio Fiscal, de conformidad 
con el art. 124 RRC. 

3. El solicitante podrá obtener, si procede, de las autoridades locales el pasaporte y permisos 
del menor para viajar a España. Una vez en España, a fin de asegurar que se cumplen todas las 
garantías con necesario el rigor probatorio, se deberá iniciar el correspondiente expediente para 
la inscripción de la filiación, con intervención del Ministerio Fiscal, o interponer las acciones 
judiciales de reclamación de dicha filiación. 
 

[Vid. P. Jiménez Blanco, “La ‘crisis’ de la gestación por sustitución en ucrania y el caos en el 
Ministerio de Justicia (comentario a las Instrucciones de la DGRN de 14 y 18 febrero 2019), REEI, 
nº 37, 2019, pp. 24–31] 

 

MATRIMONIO 
 
6. SE DENIEGA LA INSCRIPCIÓN DE UN MATRIMONIO ISLÁMICO CELEBRADO EN ESPAÑA PORQUE HAY DATOS 
OBJETIVOS BASTANTES PARA DEDUCIR LA AUSENCIA DE CONSENTIMIENTO MATRIMONIAL (Res. DGRN 13 
junio 2019 –25ª–). 

 
En este caso se pretende inscribir un matrimonio islámico celebrado en España el día 27 

febrero 2017 entre una ciudadana española, de origen senegalés y un nacional senegalés, 
inscripción que es denegada por el encargado, por estimar que el matrimonio no se ha celebrado 
con los fines propios de la institución matrimonial. El auto no suscita cuestión acerca de 
determinadas formalidades y requisitos que derivan del Acuerdo de Cooperación del Estado con 
la Comisión Islámica de España, como la acreditación de la pertenencia del Imam autorizante a 
una de las Comunidades Islámicas enunciadas en el art. 1.1º del Acuerdo de Cooperación (cf. art. 
7.1º, en relación con el art. 3.1º). Respecto al fondo del asunto, si los contrayentes deseaban 
inscribir el matrimonio en el registro civil español para obtener el pleno reconocimiento de sus 
efectos civiles, deberían haber acreditado previamente su capacidad matrimonial mediante 
certificación expedida por el registro civil correspondiente (cf. art. 7.2º del acuerdo). No 
constando la obtención en su momento del mencionado documento, por el juez encargado se ha 
procedido a comprobar la posterior concurrencia de los requisitos exigidos por el Código Civil. 
 
7. SE DENIEGA LA INSCRIPCIÓN DE UN MATRIMONIO CELEBRADO EN EL EXTRANJERO PORQUE HAY DATOS 
OBJETIVOS BASTANTES PARA DEDUCIR LA AUSENCIA DE CONSENTIMIENTO MATRIMONIAL (Res. DGRN 2 
agosto 2019 –20ª–). 
 
8. SE INSCRIBE UN MATRIMONIO CELEBRADO EN EL EXTRANJERO PORQUE NO HAY DATOS OBJETIVOS 
BASTANTES PARA DEDUCIR LA AUSENCIA DE CONSENTIMIENTO MATRIMONIAL (Res. DGRN 2 agosto 2019 –
21ª–) 

 
Si se tiene en cuenta la presunción general de buena fe y que el ius nubendi, como derecho 

fundamental de la persona, no debe ser coartado, postergado o denegado más que cuando exista 
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una certeza racional absoluta de obstáculo legal que vicie de nulidad al matrimonio pretendido, 
ha de ser preferible, aún en caso de duda, no poner trabas a la celebración o a la inscripción del 
enlace (…). Siempre quedará a salvo la posibilidad de que el ministerio fiscal inste judicialmente 
la nulidad del matrimonio (cf. art. 74 Cc) en un juicio declarativo ordinario en el que con toda 
amplitud podrán enjuiciarse las circunstancias del caso concreto” 
 
9. SE DENIEGA UNA AUTORIZACIÓN DE MATRIMONIO PORQUE HAY DATOS OBJETIVOS BASTANTES PARA 
DEDUCIR LA AUSENCIA DE CONSENTIMIENTO MATRIMONIAL (Res. DGRN 21 agosto 2019 –15ª–) 
 

NACIONALIDAD 
 
10. NO TIENEN DERECHO A OPTAR A LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA DE ORIGEN POR EL APARTADO PRIMERO DE 
LA DISPOSICIÓN ADICIONAL SÉPTIMA LOS QUE NO ACREDITEN SER HIJOS DE PADRE O MADRE QUE HUBIERE SIDO 
ORIGINARIAMENTE ESPAÑOL (Res. DGRN 2 agosto 2019 –2ª–) 
 
11. TIENEN DERECHO A OPTAR A LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA DE ORIGEN POR EL APARTADO PRIMERO DE LA 
DISPOSICIÓN ADICIONAL SÉPTIMA DE LA LEY 52/2007, DE 26 DE DICIEMBRE, LOS QUE ACREDITEN SER HIJOS 
DE PADRE O MADRE QUE HUBIERE SIDO ORIGINARIAMENTE ESPAÑOL (Res. DGRN 2 agosto 2019 –4ª–). 
 
12. NO ES APLICABLE EL ART. 18 DEL CÓDIGO CIVIL CUANDO NO SE ACREDITA QUE EL PROMOTOR HUBIERA 
RESIDIDO EN EL SAHARA DURANTE EL PLAZO DE VIGENCIA DEL REAL DECRETO 2258/1976, DE 10 DE 
AGOSTO, NI HUBIERA POSEÍDO Y UTILIZADO LA NACIONALIDAD DURANTE DIEZ AÑOS (Res. DGRN 2 agosto 
2019 –5ª–). 
 
13. NO PROCEDE LA AUTORIZACIÓN DE LA OPCIÓN A LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA SOLICITADA POR EL PADRE 
Y REPRESENTANTE LEGAL DEL MENOR DE ACUERDO CON LO ESTABLECIDO EN EL ART. 20.2.A) DEL CÓDIGO 
CIVIL, AL NO ESTIMARSE ACREDITADA LA FILIACIÓN DEL MENOR CON LA PERSONA QUE OTORGA EL 
CONSENTIMIENTO COMO PADRE (Res. DGRN 2 agosto 2019 –15ª–) 
 
14. PROCEDE LA DECLARACIÓN DE PÉRDIDA DE LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA CUANDO LA INTERESADA 
ALCANZÓ LA MAYORÍA DE EDAD DESPUÉS DE LA ENTRADA EN VIGOR DE LA LEY 36/2002, DE 8 DE OCTUBRE, Y 
NO FORMULÓ LA DECLARACIÓN DE CONSERVARLA EN LOS TRES AÑOS SIGUIENTES A HABERLA ALCANZADO (Res. 
DGRN 2 agosto 2019 –17ª–) 
 
15. NO TIENEN DERECHO A OPTAR A LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA DE ORIGEN POR LA DA 7ª.1º DE LA LEY 
52/2007, LOS MAYORES DE EDAD QUE SEAN HIJOS DE PADRE O MADRE QUE NO HUBIERE SIDO 
ORIGINARIAMENTE ESPAÑOL, Y QUE (EL PADRE O LA MADRE) HUBIEREN OPTADO ANTERIORMENTE POR LA 
NACIONALIDAD ESPAÑOLA DE ORIGEN POR LA VÍA DE DICHA DISPOSICIÓN ADICIONAL SÉPTIMA DE LA LEY 
52/2007 (Res. DGRN 4 agosto 2019 –2ª–) 
 
16. NO ES POSIBLE INSCRIBIR EL NACIMIENTO DEL NACIDO EN CUBA EN 1960 POR RECUPERACIÓN DE LA 
NACIONALIDAD ESPAÑOLA, AL NO ACREDITARSE QUE HUBIESE OSTENTADO EN ALGÚN MOMENTO LA 
NACIONALIDAD ESPAÑOLA (Res. DGRN 30 agosto 2019 –11ª–) 
 
17. NO ES ESPAÑOL IURE SOLI EL NACIDO EN ESPAÑA DE PADRE ARGENTINO Y NACIDO EN ARGENTINA Y DE 
MADRE PARAGUAYA Y NACIDA EN PARAGUAY (Res. DGRN 30 agosto 2019 –12ª–) 
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18. NO ES POSIBLE INSCRIBIR A LA NACIDA EN TÁNGER EN 1950 QUE EJERCITA LA OPCIÓN A LA NACIONALIDAD 
ESPAÑOLA PREVISTA EN EL ART. 20.1.B) CC (LEY 36/2002) PORQUE NO ESTÁ ACREDITADO QUE EL PADRE 
HUBIESE NACIDO EN ESPAÑA (Res. DGRN 19 diciembre 2019) 
 
19. PRÓRROGA DEL PLAZO DE SUBSANACIÓN DE LAS SOLICITUDES DE NACIONALIDAD EN VIRTUD DE LA LEY 
12/2015, DE 24 DE JUNIO, EN MATERIA DE CONCESIÓN DE LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA A LOS SEFARDÍES 
ORIGINARIOS DE ESPAÑA Y SE ACLARAN ASPECTOS DE LA TRAMITACIÓN DE LOS EXPEDIENTES (Res. DGSJFP 
13 mayo 2020) 
 
20. REANUDACIÓN DE LOS PROCEDIMIENTOS DE ADQUISICIÓN DE LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA SUSPENDIDOS 
POR EL ESTADO DE ALARMA (Res. DGSJFP 27 marzo 2020) 
 

NOMBRE Y APELLIDOS 
 
21. NO CABE LA CONSERVACIÓN PREVISTA EN EL ART. 199 RRC PORQUE NO RESULTA ACREDITADO QUE LOS 
APELLIDOS SOLICITADOS SEAN LOS QUE CORRESPONDEN LEGALMENTE AL INSCRITO SEGÚN SU NACIONALIDAD 
DE ORIGEN, DADO QUE EL PROPIO INTERESADO, NACIDO EN ESPAÑA DE PADRES ANGOLEÑOS (Res. DGRN 21 
julio 2019 –2º–) 

 
En este caso, el interesado, nacido en España y, en consecuencia, inscrito en el Registro Civil 

español desde su nacimiento con los apellidos declarados en su día por sus progenitores 
extranjeros, expresó desde el principio su voluntad de acogerse a esa posibilidad pero hay que 
tener en cuenta, en relación con el mencionado artículo, la regla general que establece la 
excepción en la aplicación de la ley extranjera cuando resulte contraria al orden público 
internacional español (art. 12.3º Cc). Esta excepción la ha aplicado este centro directivo, al menos, 
en relación con dos principios jurídicos rectores de nuestro ordenamiento en materia de 
apellidos: el principio de la duplicidad de apellidos de los españoles (a salvo de lo que para los 
binacionales españoles comunitarios resulta de la aplicación del Derecho comunitario, según 
establece la directriz 2ª de la Instrucción DGRN 23 mayo 2007), y el principio de la infungibilidad 
de las líneas cuando existe filiación paterna y materna, lo que significa que resulta contraria a 
nuestro orden público la transmisión exclusiva de los dos apellidos por una sola de las líneas. En 
este caso, se da la circunstancia de que el actual segundo apellido que se pretende conservar ni 
siquiera es tal, sino que, como reconoce el propio interesado, su atribución en el registro 
responde a un error, pues E. es en realidad el nombre que, al parecer, sus progenitores querían 
imponerle cuando nació. No habiendo instado nunca la rectificación pertinente y tratándose de 
un ciudadano extranjero, el error no reparado dio como resultado el mantenimiento del uso 
como apellido de un vocablo que en realidad no lo es ni pertenece a la línea paterna. De manera 
que el art. 199 RRC no puede interpretarse en el sentido de permitir la conservación de unos 
apellidos que no está acreditado que sean los que corresponden legalmente al inscrito según su 
nacionalidad de origen. 
 

PODERES DE REPRESENTACIÓN 
 
22. JUICIO DE EQUIVALENCIA DE PODER OTORGADO EN INGLATERRA (Res. DGSJFP 4 junio de 2020). 

 
Se plantea nuevamente en este caso la eficacia del juicio de equivalencia de un poder de 

representación otorgado en Inglaterra, que el notario no lleva a cabo expresamente, emitiendo 
únicamente el juicio de suficiencia exigido en el art. 98 de la Ley 24/2001. El registrador suspende 
la inscripción al entender que la equivalencia entre el Derecho extranjero y el español acerca de 
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las funciones notariales en el otorgamiento de poderes públicos debe ser acreditada de 
conformidad con el art. 36 RH. 

Partiendo de la sujeción de la eficacia del poder a la ley española, de conformidad con lo 
dispuesto en el art. 10.11º en relación con el art. 11 y el art. 1280.5º Cc, la DGSJFP reitera la 
necesidad de equivalencia del documento público extranjero de apoderamiento: “Como ha 
reiterado la Dirección General de los Registros y del Notariado, el documento extranjero sólo es 
equivalente al documento español si concurren en su otorgamiento aquellos elementos 
estructurales que dan fuerza al documento público español: que sea autorizado por quien tenga 
atribuida en su país la competencia de otorgar fe pública y que el autorizante de fe, garantice, la 
identificación del otorgante así como su capacidad para el acto o negocio que contenga (vid. los 
arts. 56 –respecto de la “ejecución de documentos públicos extranjeros”– y 60 –”inscripción de 
documentos públicos extranjeros”– de la Ley 29/2015, de 30 de julio, de cooperación jurídica 
internacional en materia civil)”. 

Pese a las discrepancias fundadas del registrador al respecto, la DGSJFP reitera su doctrina 
sobre el carácter implícito del juicio de equivalencia en el juicio de suficiencia notarial. Aunque 
reconoce que se trata de juicios diferentes, debe entenderse realizado un juicio positivo de 
equivalencia por el mero hecho de indicar la suficiencia del poder: “Si el notario español 
autorizante de la escritura otorgada por el apoderado hace un juicio expreso de que el poder que 
se le exhibe es suficiente para el otorgamiento, necesariamente deberá haber apreciado su 
equivalencia conforme al Derecho español (ex arts. 56 y 60 de la Ley de cooperación jurídica 
internacional). De lo contrario no sería suficiente; y si, pese a no darse la equivalencia, autorizara 
el documento, por las razones concretas del supuesto, deberá advertir e informar expresamente 
que dicha equivalencia no ha podido ser apreciada”. Y añade: “El juicio de equivalencia notarial 
no tiene por qué ajustarse a fórmulas sacramentales, ni tiene que necesariamente ser expresado 
en párrafo o frase gramatical separados sino que bastará la reseña del documento extranjero, el 
nombre y residencia del notario o funcionario autorizante, la existencia de la apostilla o 
legalización, y que el notario con base en las circunstancias del caso y a su conocimiento de la ley 
aplicable hiciera constar bajo su responsabilidad ‘que el poder reseñado es suficiente para el 
otorgamiento de esta escritura de (…), entendiendo que el mismo es funcionalmente equivalente a 
los efectos de acreditar la representación en el tráfico jurídico internacional’ o fórmulas similares 
que cuanto más precisas y explícitas sean mayor será su contribución a la certidumbre y seguridad 
jurídicas”. 

Evidentemente, la DGSJFP habilita la discrepancia del juicio de equivalencia notarial por parte 
del registrador: “Por otra parte, aunque –como ha quedado expuesto– el registrador puede en su 
calificación disentir de la equivalencia apreciada por el notario en el ejercicio de la competencia que 
a tal efecto tiene éste atribuida, esta circunstancia únicamente será motivo impeditivo de la 
inscripción en caso de que el error en aquella apreciación resulte claramente de una motivación 
expresa, adecuada y suficiente por parte del registrador, de modo que resulte probado el contenido 
y vigencia del Derecho extranjero sobre tal extremo. Y ello sin perjuicio de la responsabilidad que, 
en su caso, pudiera deducirse contra el notario autorizante de la escritura calificada por una 
negligente valoración de la equivalencia de funciones del notario extranjero en la documentación 
del título representativo exhibido”. Lo que parece que la DGSJFP no alcanza a ver es que dicha 
discrepancia es un brindis al sol si el propio registrador no puede acceder al documento de 
apoderamiento ni el notario indica ni siquiera las fuentes ni las bases del Derecho extranjero, ni 
su acreditación, cuyo conocimiento por el notario es puramente presunto. Finalmente, tal vez 
cabría reseñar que la responsabilidad del notario por un juicio de equivalencia erróneo no 
compensa el daño producido a la seguridad jurídica y a la seguridad del tráfico por una doctrina 
que desactiva la función de control del registrador acerca de la validez de los actos inscritos, que 
constituye una pieza clave del sistema de seguridad jurídica constantemente invocado por la 
DGSJFP en estas resoluciones. (S.S.L.) 
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RÉGIMEN ECONÓMICO MATRIMONIAL 

 
23. DADO QUE LA EX ESPOSA COMPARECIÓ EN EL MOMENTO DE LA ADQUISICIÓN AFIRMANDO SU CARÁCTER 
PRIVATIVO, NO PUEDE SERLE DE APLICACIÓN UN RÉGIMEN MÁS AGRAVADO QUE EL QUE CORRESPONDERÍA BAJO 
LA LEY ESPAÑOLA A LA QUE RESPONDE LA INSCRIPCIÓN (Res. DGRN 27 febrero 2019) 

 
El presente supuesto se refiere a la venta de dos inmuebles por su titular registral que los 

había adquirido en 2007, siendo entonces de nacionalidad ucraniana al igual que era su esposa, 
de la que manifiesta estar divorciado y que vive. La adquisición se inscribió en su momento con 
carácter privativo, al declarar haberlos adquirido con fondos propios y mediando declaración de 
privatividad por confesión del otro cónyuge. La inscripción de la venta se deniega, al considerarse 
que el art. 92 del Reglamento Hipotecario permite que en el momento de la inscripción de la 
compra no se acredite el régimen económico–matrimonial a que están sujetos por su 
nacionalidad ucraniana, dejando dicha acreditación para un momento posterior que en este caso 
es la venta. Considera debe acreditarse en la forma que señala el art. 36, párrafo segundo, del 
Reglamento Hipotecario, que la legislación y/o jurisprudencia ucraniana admite la confesión de 
privatividad y que la misma supone que el cónyuge a cuyo favor se realiza, tiene la titularidad 
exclusiva sobre la finca y que, por tanto, puede realizar por sí solo todo tipo de actos, incluyendo 
los de disposición. 

La DGRN admite el recurso y comienza por recordar su doctrina contenida en las resoluciones 
de 10 y 17 mayo 2017 (AEDIPr, 2017/DGRN/12 y 2017/DGRN/15) y que se conforma con 
claridad en la resolución de 10 septiembre 2018 (AEDIPr, 2018/DGRN/22), donde la DGRN se 
pronuncia con rotundidad por una calificación sustantiva de la cuestión de la prueba de la 
privatividad, al descartar conjuntamente in casu, la aplicación del art. 1324 Cc y del art. 95 RH. De 
esta forma, vino a paliar la ausencia de una doctrina registral al respecto de tal calificación. En 
consecuencia, si el régimen matrimonial se rige por una ley extranjera, esta ley no solo debe 
determinar en qué casos un bien es privativo, sino también los medios de prueba pertinentes 
para acreditar suficientemente la privatividad a efectos de su constancia registral.  

Es posible que la inscripción de la adquisición fuera hecha sobre la base, por entonces, de una 
calificación “procesal” del art. 95 RH, es decir, partiendo de la base de la regulación ucraniana, 
pero admitiendo que la prueba de la privatividad pudiera hacerse por confesión, conforme a le 
ley española. O bien que se aplicara pura y simplemente la ley española, como parece entender la 
DGRN. 

En cualquier caso, la situación que se plantea es la posibilidad de enajenación de un bien que, 
de una forma u otra, se inscribió como privativo de uno de los cónyuges, de forma que la 
inscripción no se llevó a cabo de conformidad con la fórmula genérica del art. 92 RH, sino 
presumiblemente previa determinación de la ley aplicable y la prueba del carácter privativo del 
bien, o bien por aplicación errónea de la ley española. Lo que viene a decir la DGRN en su resolución 
es que dicha calificación no puede ahora ser objeto de revisión, y que no cabe invocar el art. 92 RH 
para determinar el régimen económico del matrimonio y el carácter privativo del bien en el 
momento de la enajenación, ya que la inscripción no se realizó conforme a la fórmula genérica e 
indeterminada de que adquirían conforme al régimen legal de bienes vigente en Ucrania:  

“3. En el presente caso, el asiento, que está bajo la salvaguardia de los tribunales, y conforme al 
art. 1.3º LH, produce todos sus efectos mientras no se declare su inexactitud en los términos 
establecidos en esta ley. Publica la inscripción privativa del vendedor, ahora divorciado y que 
manifiesta que su ex cónyuge vive.  

Nada indica el asiento de la eventual aplicación del art. 92 RH, ni hace referencia alguna a la 
legislación ucraniana de origen siendo evidente que dicha adquisición se realizó siguiendo las 
pautas de la ley española y así obtuvo reflejo registral, lo que por otra parte no era infrecuente. 
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Por ello el Registro publica una titularidad del esposo en la que –como ocurriría si se trataran de 
cónyuges bajo la ley española y concretamente el Código Civil– basta para transmitir la 
manifestación por el transmitente de que su ex cónyuge vive, sin precisarse prueba alguna de tal 
circunstancia ni su comparecencia, pues el reconocimiento o confesión produce todos sus efectos 
excepto si afectara a acreedores o herederos forzosos del confesante, hipótesis que no puede ser 
planteada dado que no ha fallecido la exesposa, no constando anotación registral alguna de un 
eventual acreedor. 

Tampoco puede serle exigida la inscripción previa la disolución y liquidación de su sociedad 
conyugal, como afirma la registradora, en cuanto dicha exigencia no resulta de norma alguna. 

4. Por lo tanto, dado que la ex esposa compareció en el momento de la adquisición afirmando 
expresamente el carácter privativo de la adquisición, no puede serle de aplicación un régimen más 
agravado que el que correspondería bajo la ley española a la que responde la inscripción. 

Afirmar lo contrario iría contra la seguridad jurídica y supondría una quiebra de la confianza 
de quien adquiere confiando en la certeza e integridad de lo que publica el Registro”. 

Falta, no obstante, cierta claridad en las afirmaciones de la DGRN En el fundamento segundo 
se afirma: 

“Ciertamente, la aplicación del Derecho extranjero plantea hasta qué punto un reconocimiento 
de privatividad entre cónyuges al amparo de la ley reguladora de su régimen económico–
matrimonial, implica necesariamente la inscripción conforme al art. 95 RH, pensado exclusivamente 
–y con posible extrapolación– para el Derecho español, y especialmente para el art. 1324 Cc. 
Recordemos que la inscripción y sus efectos, se rige por la legislación hipotecaria española –rectius 
por la lex rei sitae–”. 

Sin embargo, más allá del caso concreto, la resolución no resuelve con claridad la cuestión 
planteada. En primer lugar, es obvio que la inscripción de un bien con carácter privativo de uno 
de los cónyuges requiere, en todo caso, que quede determinado el régimen económico 
matrimonial conforme a la ley aplicable. En caso de que se trate de un régimen de comunidad de 
bienes, es preciso acreditar que, conforme a dicha ley, por ejemplo, los bienes adquiridos con 
fondos propios son privativos. Además, conforme a la propia doctrina de la DGRN, es preciso 
acreditar que, conforme a la ley extranjera aplicable, este carácter privativo por el origen de los 
fondos (u otra circunstancia) se puede probar por confesión del otro cónyuge. Una vez que 
concurren estas evidencias conforme a la ley extranjera aplicable al régimen de bienes del 
matrimonio, lo que se plantea es si es posible la aplicación del art. 95 RH, como norma que rige el 
procedimiento registral en el sentido del art. 58 LCJIMC. Conviene precisar que las condiciones, 
requisitos y efectos de la inscripción no se rigen por la ley española como lex rei sitae, como señala 
la DGRN, sino como lex fori, como cuestión procedimental (lex fori regit processum), regla que se 
extiende a cualquier Registro, incluido el Registro Civil y Mercantil. Dicho esto, como regla 
procedimental el art. 95 RH, aunque esté pensada para supuestos internos (como casi todas las 
normas registrales) resulta aplicable, mutatis mutandis, a supuestos internacionales. La regla no 
es aplicable directamente, pero sí cuando, conforme a la ley extranjera aplicable, sea posible 
determinar el carácter privativo del bien y la prueba suficiente de este carácter y, en particular, 
por lo que se refiere a su ap. 4, cuando la ley extranjera aplicable admita la confesión del consorte 
como prueba de privatividad del bien. (S.S.L.) 
 
24. NO DEBE CONFUNDIRSE LA FALTA DE OBLIGACIÓN DE CONOCER EL DERECHO EXTRANJERO CON EL DEBER 
DE DETERMINAR CUÁL ES LA LEGISLACIÓN EXTRANJERA APLICABLE PARA LA DETERMINACIÓN DEL RÉGIMEN 
ECONÓMICO–MATRIMONIAL (Res. DGRN 1 marzo 2019) 

 
En escritura de compraventa los cónyuges compradores, de nacionalidad francesa él y 

española ella, manifiestan que están casados en régimen legal supletorio francés y añaden que 
compran y adquieren la finca descrita “por mitad y en proindiviso, de conformidad con su 
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régimen económico matrimonial”. La registradora suspende la inscripción solicitada porque, a su 
juicio, siendo el régimen legal francés “el de comunidad de adquisiciones, en el que los bienes 
adquiridos de forma onerosa por los cónyuges son comunes, es incoherente que adquieran por 
mitad y pro indiviso de manera que o existe un error en la determinación del régimen económico 
matrimonial de los adquirentes o un error en la forma de adquirir”. El notario recurrente alega 
que la calificación omite que, como se expresa en la escritura, dichos cónyuges compran por 
mitades indivisas, pero de conformidad con su régimen económico–matrimonial, y ambas 
circunstancias son compatibles, por lo que debe aplicarse el art. 92 RH, de modo que deberá 
practicarse la inscripción de la adquisición de cada cónyuge de una mitad indivisa con sujeción 
su régimen matrimonial. 

La DGRN estima el recurso, al entender que “los adquirentes no atribuyen carácter propio o 
privativo a sus respectivas cuotas adquiridas en un hipotético régimen de separación de bienes, por 
lo que ningún obstáculo existe para inscribirlas a nombre de cada uno de los cónyuges con sujeción 
a su régimen matrimonial”, de forma que “no puede confirmarse una interpretación como la 
mantenida en la calificación impugnada en cuanto haría inaplicable injustificadamente una norma 
como la del art. 92 RH en un caso como el presente, en el cual cobra todo su sentido a fin de permitir el 
tráfico jurídico con unas garantías suficientes, permitiendo que la inscripción se practique a favor del 
cónyuge comprador de la cuota respectiva, con sujeción a su régimen matrimonial de comunidad”. 

Al margen de la interpretación del caso concreto, la DGRN parece corregir algunos puntos de 
su doctrina sobre el funcionamiento del art. 92 RH. Por un lado, el art. 159 RN habilita al notario a 
indicar que los cónyuges adquieren conforme al régimen legal de bienes por la mera declaración de 
estos. En este punto, la DGRN enmienda lo dicho en la Resolución de 19 octubre 2018 (AEDIPr, 
2018/DGRN/18) de forma que no son las partes las que declaran cuál es su régimen matrimonial ni 
la ley aplicable, sino el Notario que, “tras haber informado y asesorado en Derecho a los otorgantes, y 
con base en las manifestaciones de éstos (que primordialmente versan sobre datos fácticos como su 
nacionalidad o vecindad civil al tiempo de contraer matrimonio, su lugar de celebración o el de la 
residencia habitual y la ausencia de capítulos –cf. arts. 9.2º y 16.3º Cc–), concluirá que su régimen 
económico matrimonial, en defecto de capítulos, será el legal supletorio que corresponda, debiendo por 
tanto hacer referencia expresa a tal circunstancia –el carácter legal de dicho régimen– al recoger la 
manifestación de los otorgantes en el instrumento público de que se trate”. Hubiese sido deseable que 
la DGRN advirtiera de la conveniencia de que el notario hiciera constar los datos fácticos a que se 
refiere y sobre los que el notario procede a determinar la ley aplicable, de manera que puedan servir 
asimismo para que el registrador pueda llevar a cabo su labor de calificación. En otro caso, la 
seguridad jurídica preventiva a la que alude la DGRN quedaría en entredicho. 

En efecto, aunque la DGRN insiste en que el notario no está obligado a conocer el Derecho 
extranjero, sí está obligado a determinar la ley aplicable a partir de los datos fácticos 
suministrados por las partes: “De otro lado, el notario español está obligado a aplicar la norma de 
conflicto española (art. 12.6º Cc) y a determinar, de acuerdo a dicha norma, la ley material que 
resulte aplicable al régimen económico de los cónyuges. Así, aunque el notario desconozca el 
contenido de la ley material extranjera, reflejará debidamente en la comparecencia del instrumento 
público cuál ha de ser la norma aplicable a las relaciones patrimoniales entre cónyuges. En 
definitiva, no debe confundirse la falta de obligación de conocer el Derecho extranjero con el deber 
de determinar cuál es la legislación extranjera aplicable”. 

En consecuencia, una vez que el notario determina cuál es la ley aplicable y las partes declaran 
que adquieren el bien conforme al régimen legal vigente en dicho sistema, procede la mención 
genérica de la adquisición conforme al régimen legal vigente en dicha ley permitida por el art. 92 
RH, y cuya determinación concreta se pospondrá al momento de la enajenación. Obviamente, el 
registrador puede poner en cuestión la ley aplicable determinada por el notario, aunque para ello 
es imprescindible conocer los datos fácticos que la determinan, como se ha señalado. Por otra 
parte, como bien señala la DGRN “la aplicación del art. 92 RH no tiene un carácter preferente 
respecto del conocimiento que pueda tener el registrador de la legislación extranjera. Por ello, en 
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casos en los que la escritura se limite a expresar que los cónyuges extranjeros adquieren con sujeción 
a su régimen económico–matrimonial sin que conste cuál sea éste, si el registrador tiene 
conocimiento del mismo y, por ejemplo, es un régimen de separación, se considera justificada su 
exigencia sobre la constancia en dicha escritura de la cuota que corresponde a cada uno de los 
adquirientes del bien objeto de inscripción, conforme al art. 54 RH”. 

A este respecto, aunque el Reglamento (UE) nº 2016/1103, de 24 junio 2016, no resulte 
aplicable por razones transitorias, sus disposiciones aconsejan reforzar la seguridad jurídica 
preventiva en lo que respecta a la determinación tanto del régimen económico matrimonial 
concreto como de la ley aplicable que lo rige de forma indubitada. Conforme al art. 28 del 
Reglamento, la oponibilidad de la ley aplicable al régimen económico matrimonial frente a 
terceros depende de la posibilidad de que el tercero pueda conocer dicha ley actuando con la 
debida diligencia, conocimiento que se presumirá si el régimen económico matrimonial consta 
en el registro en que radica el bien inmueble. Nótese que el art. 28.2º.b) iii) no se refiere a la 
publicidad de la ley aplicable al régimen económico matrimonial, sino del “régimen económico 
matrimonial”. En consecuencia, para garantizar la eficacia del régimen económico frente a 
terceros, convendría que los notarios no solo hicieran constar la ley aplicable al régimen 
económico matrimonial, sin que advirtieran a las partes de los inconvenientes del art. 92 RH en 
tal sentido, procediendo a determinar de forma concreta el régimen de bienes conforme a la ley 
aplicable. Por otra parte, dada la importancia de la eficacia de la inscripción para la oponibilidad 
del régimen económico matrimonial frente a terceros, es relevante que el registrador pueda 
realizar una calificación que garantice la correcta determinación de dicho régimen, lo que no 
afecta solo al conocimiento del Derecho extranjero, sino también, y previamente, a la correcta 
determinación de la ley aplicada por el notario, lo que necesariamente implica que en la escritura 
se hagan constar los hechos fácticos sobre los que se ha realizado dicha determinación. (S.S.L.) 
 
25. LA ENTRADA EN JUEGO DE UN ORDENAMIENTO EXTRANJERO NO SUPONE LA RENUNCIA A LA 
DETERMINACIÓN DE LA SITUACIÓN JURÍDICA PUBLICADA NI QUE EL NOTARIO, NI EL REGISTRADOR, ESPAÑOL 
PUEDAN ADOPTAR UNA ACTITUD PASIVA (Res. DGRN 6 noviembre 2019) 

 
Se solicita inscripción de una escritura de compraventa en la que la compradora, de 

nacionalidad francesa, manifiesta estar casada en régimen económico–matrimonial de 
separación de bienes con un nacional francés, conforme a capitulaciones matrimoniales 
prenupciales otorgadas ante notario francés.  La registradora señala dos defectos, uno relativo a 
un exceso de cabida, sin acreditar dichas modificaciones con identidad de la finca, y otro acerca 
de la acreditación del contenido y vigencia del derecho francés, sobre el que versa el presente 
informe. En concreto, requiere la registradora la acreditación de la posibilidad de pactar el 
régimen económico matrimonial de separación de bienes, y de hacerlo con carácter prenupcial, 
y su régimen de administración y disposición, así como lo referente a la necesidad de contraer 
matrimonio para la validez de las capitulaciones prenupciales otorgadas, y el plazo en que debe 
contraerse para dicha validez, su contenido y sus formalidades, así como de la efectiva 
celebración del matrimonio y su inscripción en el Registro Civil. La DGRN estima este defecto y 
confirma la nota de calificación. 

La DGRN reitera su doctrina acerca de la acreditación del régimen económico matrimonial 
sujeto a ley extranjera. En primer término, se señala la obligación del notario de hacer constar la 
ley aplicable: “Así, con independencia de que el notario conozca o no el contenido de la ley material 
extranjera, reflejará debidamente en la comparecencia del instrumento público cuál ha de ser la 
norma aplicable a las relaciones patrimoniales entre cónyuges. En definitiva, no debe confundirse la 
falta de obligación de conocer el Derecho extranjero con el deber de determinar cuál es la legislación 
extranjera aplicable” (vid., entre las más recientes, resoluciones de la DGRN de 19 octubre 2018 
AEDIPr, 2018/DGRN/18) y de 1 marzo 2019. En segundo lugar, la DGRN recuerda la finalidad del 
art. 92 RH y su alcance acerca de la prueba del concreto régimen económico matrimonial 
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conforme a una ley extranjera: “aplazar tal prueba para el momento de la enajenación o gravamen 
posterior, inscribiéndose la adquisición sin necesidad de expresar el régimen en la inscripción (‘con 
indicación de éste, si constare’ expresa la disposición in fine de ese precepto reglamentario), 
difiriendo la prueba para el momento de la enajenación posterior, pues dicha expresión de régimen 
podía obviarse si después la enajenación o el gravamen se hacía contando con el consentimiento de 
ambos (enajenación voluntaria), o demandando a los dos (enajenación forzosa). Por ello, el art. 92 RH 
se limita a exigir, en este caso, que se exprese en la inscripción que el bien se adquiere ‘con sujeción a su 
régimen matrimonial’”. En tercer lugar, en el caso de que se pretenda inscribir un bien como 
privativo, máxime cuando es conforme a un régimen de separación pactado distinto del legal, “no 
puede ser que sobre la base de este art. 92 RH baste su indicación, sin acreditarlo, de manera que quede 
diferida su acreditación al momento posterior en que se realicen actos de disposición sobre el bien, pues 
en tal momento se podría aducir que dado que ya se ha hecho constar en el Registro de la propiedad el 
régimen económico–matrimonial de separación de bienes y los asientos del Registro están bajo la 
salvaguardia de los tribunales, no será necesario acreditar el régimen pactado, sino tan solo que 
conforme a dicho régimen se puede o no realizar el concreto acto de disposición, y por tanto en ningún 
momento se habría acreditado el régimen económico–matrimonial pactado, tal como exigen con 
carácter general los arts. 51.9.ªa) RH y 159 RN. Además, esta determinación registral del régimen 
económico–matrimonial también tiene repercusiones frente a terceros”. 

Aplicando esta doctrina [Vid. resoluciones de 3 mayo 2016, 9 abril 2018, 7 septiembre 2018 
(AEDIPr, 2018/DGRN/5) o 1 marzo 2019] al caso concreto, la DGRN hace una referencia a la 
regulación del Derecho francés: “Las capitulaciones matrimoniales deben constar en escritura 
pública notarial (art. 1394 Código Civil francés) y al contrario de lo que señala la registradora, 
deben redactarse siempre antes de la celebración del matrimonio, si bien no adquieren eficacia 
hasta que este se haya celebrado (art. 1395 Código Civil francés: ‘Las convenciones matrimoniales 
deben ser redactadas antes de la celebración del matrimonio y no pueden tener efecto hasta el día 
de su celebración’). En cuanto a su publicidad, en Francia no existe propiamente ningún Registro de 
regímenes matrimoniales o contratos matrimoniales, pero de acuerdo con el art. 76 Código Civil 
francés el acta o certificado de matrimonio debe contener la mención acerca de si los cónyuges han 
celebrado o no un contrato de matrimonio, indicando la fecha del contrato y el nombre y lugar de 
residencia del notario ante el que se ha otorgado, y en virtud de lo dispuesto en el párrafo tercero 
del art. 1394, si el certificado de matrimonio indica que no se ha celebrado ningún contrato 
matrimonial, se entenderá, frente a terceros, que los cónyuges están casados bajo el régimen 
económico–matrimonial supletorio de comunidad, a menos que, en los actos celebrados con estos 
terceros, declaren haber hecho un contrato matrimonial”. 

De ahí concluye que para poder practicar la inscripción es preciso acreditar las capitulaciones 
matrimoniales mediante la aportación del acta o certificado de matrimonio donde conste su 
celebración y fecha. La DGRN corrige, sin embargo, la pretensión de la registradora de que se 
acrediten asimismo las reglas de administración y disposición que rigen en el caso del régimen 
económico–matrimonial francés de separación de bienes, “pues tales normas solo será necesario 
acreditarlas, si el registrador que en su día califique no las conoce, en el momento de realizar actos 
de administración o disposición sobre la finca inscrita por parte de su titular, pero no para inscribir 
su adquisición”. 

Procede apuntar, finalmente, que no es correcta la afirmación de la DGRN acerca del sistema 
francés, en el sentido de que los acuerdos matrimoniales prenupciales sean los únicos posibles. 
El art. 1397 del Código civil francés permite que, transcurridos dos años del matrimonio, los 
cónyuges puedan modificar mediante convenio su régimen económico matrimonial, 
modificación que, efectos de su oponibilidad frente a terceros, se anotará marginalmente al acta 
de matrimonio inscrita en el Registro Civil. (S.S.L.) 
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26. NECESIDAD DE AUTORIZACIÓN MILITAR AL ENCONTRARSE UBICADA LA FINCA TRANSMITIDA EN UNA ZONA 
DE ACCESO RESTRINGIDO A LA PROPIEDAD POR PARTE DE EXTRANJEROS Y SER UNO DE LOS CÓNYUGES 
ADQUIRENTES DE NACIONALIDAD EXTRACOMUNITARIA (Res. DGRN 6 noviembre 2019) 

 
Mediante la escritura objeto de la calificación impugnada la propietaria de una finca rústica 

sita Mallorca) la transmite a título de compraventa a una ciudadana de nacionalidad holandesa, 
residente en EE UU, casada en régimen legal holandés de comunidad con un ciudadano de 
nacionalidad estadounidense, adquiriendo la compradora la finca para su sociedad conyugal. El 
registrador suspende la inscripción por no haberse acreditado la obtención de la 
correspondiente autorización militar, al encontrarse ubicada la finca transmitida en una zona de 
acceso restringido a la propiedad por parte de extranjeros y ser uno de los cónyuges adquirentes 
de nacionalidad extracomunitaria, conforme a lo previsto en los arts. 18 y 20 Ley 8/1975, de 12 
de marzo, de zonas e instalaciones de interés para la Defensa Nacional.  

El notario recurre la calificación alegando, entre otros motivos, que no resultan aplicables al 
presente caso las limitaciones derivadas de los citados preceptos al estar casados los adquirentes 
bajo el régimen económico–matrimonial legal de comunidad propio del Derecho holandés, que, 
afirma, es similar a la sociedad de gananciales del Derecho español, por lo que el cónyuge de 
nacionalidad estadounidense no adquiere la propiedad de ninguna cuota indivisa sobre la finca 
que le permita su disposición de forma autónoma. 

Con buen criterio, la DGRN confirma la calificación registral y desestima el recurso. En su 
fundamento 4º, la Resolución entiende que la exención al régimen de restricciones legales 
reconocida en la disposición final de la Ley 8/1975, de 12 de marzo, introducida por la citada Ley 
31/1990 a favor de las personas físicas que ostenten la nacionalidad de un Estado miembro de la 
Unión Europea, solo beneficia a la compradora de nacionalidad holandesa, pero no a su cónyuge 
de nacionalidad estadounidense.  Sobre la base de la identidad entre el Derecho español y el 
holandés, la DGRN se pronuncia sobre la calificación jurídica de la sociedad de gananciales, 
conformada sobre la base de una copropiedad germánica, que impide en efecto que “ninguno de 
los cónyuges puede disponer, como privativos suyos, de la mitad indivisa de los bienes comunes. En 
la sociedad de gananciales ambos son indistintamente titulares de un patrimonio sin que ninguno 
de ellos tenga un derecho actual a una cuota que pueda ser objeto de enajenación ni pueda dar lugar 
a la acción de división a salvo los supuestos de liquidación del régimen económico…”. Y añade: “[L]o 
que en ningún caso cabe negar es que, incluso antes de la disolución y liquidación de las 
comunidades consorciales de tipo germánico (como la sociedad de gananciales española y la 
comunidad universal holandesa), los bienes adquiridos bajo dichas modalidades de comunidad 
pasan a ser de la titularidad conjunta de ambos cónyuges, y no de una sociedad o comunidad carente 
de personalidad jurídica, como una propiedad en mano común de tipo germánico. Como afirma el 
Tribunal Supremo en la sentencia de reciente cita ‘ambos [cónyuges] son indistintamente titulares 
de un patrimonio sin que ninguno de ellos tenga un derecho actual a una cuota’ (…) Ambos cónyuges 
son los propietarios de cada cosa, de modo que el derecho de uno y otro, unidos, forman el derecho 
total”. En consecuencia, señala la DGRN, que el “hecho de que no exista atribución de cuotas 
indivisas en el caso de la comunidad de tipo germánico, ni en consecuencia posibilidad de enajenar 
dichas cuotas, ni tampoco la de ejercitar una inexistente acción de división, no excluye en modo 
alguno que los cónyuges sujetos a los citados regímenes consorciales pasen a ser indistintamente 
titulares del bien adquirido, ni excluye tampoco la condición y cualidad dominical de dicho derecho, 
(…) sin que a ello se oponga en modo alguno el hecho de que el régimen de disposición en el caso de 
las comunidades germánicas sea, en vía de principios, conjunto por ambos cónyuges”. En 
consecuencia, la DGRN estima plenamente aplicable la restricción a la adquisición por lo que 
respecta al cónyuge estadounidense. 

Además de pronunciarse sobre la conformidad del régimen previsto en la Ley 8/1975 tanto 
con el Derecho europeo como con la propia Constitución española, la DGRN rechaza asimismo, 
en el fundamento 5º, la invocación por presunta analogía del régimen de las personas jurídicas, 
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contenido en el art. 19 de la Ley, por tratarse de un supuesto distinto que afecta a las personas 
jurídicas de nacionalidad española, cuyo capital pertenezca a personas físicas o jurídicas 
extranjeras, no nacionales de un Estado miembro de la Unión Europea, en proporción superior 
al 50%, “pero también (extremo éste obviado por el recurrente) ‘cuando aun no siendo así, los socios 
extranjeros no comunitarios tengan una situación de dominio o prevalencia en la empresa, derivada 
de cualquier circunstancia que permita comprobar la existencia de una influencia decisiva de los 
mismos en la gestión de la Sociedad; dicha comprobación se verificará conforme al procedimiento 
que reglamentariamente se establezca’”. (S.S.L.) 
 
27. LAS AUTORIDADES PÚBLICAS QUE DESARROLLAN FUNCIONES NO JURISDICCIONALES PUEDEN REALIZAR 
BAJO SU RESPONSABILIDAD UNA VALORACIÓN RESPECTO DE LA ALEGACIÓN DE LA LEY EXTRANJERA AUNQUE NO 
RESULTE PROBADA POR LAS PARTES (Res. DGRN 7 noviembre 2019) 

 
En la escritura cuya calificación ha sido impugnada ambos otorgantes, de nacionalidad china, 

acreditan que contrajeron entre sí matrimonio el día 23 septiembre 2004 en la República Popular 
China y manifiestan que dicho matrimonio se ha venido rigiendo por el régimen de la sociedad 
de gananciales, liquidan la misma mediante la adjudicación de los bienes que se describen y 
convienen que el matrimonio se entenderá contraído bajo el régimen de absoluta separación de 
bienes con aplicación del Código Civil español en lo no previsto en esta escritura. La registradora 
suspende la inscripción solicitada, teniendo en cuenta que los bienes se inscribieron de 
conformidad con el régimen legal de su nacionalidad (art. 92 RH), por lo que para la liquidación 
de dicho régimen procede acreditar que el régimen económico–matrimonial vigente en el 
momento de la adquisición era el de la sociedad de gananciales español, para poder subsanarlo, 
o realizar la liquidación del régimen económico–matrimonial legal chino de acuerdo con las leyes 
de dicho país y teniendo en cuenta el art. 36 RH. 

Frente a los argumentos de los recurrentes, la DGRN, con buen criterio, desestima el recurso 
y reproduce la doctrina general sobre la acreditación del régimen económico sujeto a una ley 
extranjera contenida en la Resolución dictada un día antes (vid. supra, nº 26). Recuerda la DGRN, 
que en el momento en que el bien adquirido con sujeción a un régimen económico–matrimonial 
extranjero es objeto de un acto de disposición no es posible mantener la indeterminación 
permitida por el art. 92 RH para la adquisición, y en consecuencia debe acreditarse el contenido 
y la vigencia del Derecho extranjero concreto aplicable al caso. Este principio es extensible a la 
propia liquidación del régimen económico matrimonial por convenir los cónyuges un régimen 
distinto que implica adjudicación de los bienes a los cónyuges. 

Por lo que se refiere al presente caso, tampoco puede mantenerse la indeterminación y en 
consecuencia debe acreditarse el contenido y la vigencia del Derecho extranjero cuando se 
extingue el régimen económico–matrimonial por convenir un régimen distinto, con liquidación 
de aquél y la correspondiente adjudicación de bienes a los cónyuges, habida cuenta de la 
trascendencia que tienen tales actos. Por ello, debe confirmarse el criterio de la registradora al 
exigir acreditar la liquidación del régimen económico–matrimonial legal chino de acuerdo con 
las leyes de dicho país.  

A tal efecto, la DGRN reproduce su doctrina sobre la prueba del Derecho extranjero en sede 
registral, que puede sintetizarse en los siguientes puntos: La aplicación únicamente subsidiaria, 
mutatis mutandis, de las reglas sobre prueba del Derecho extranjero en el ámbito judicial (art. 281 
LEC); Necesidad de probar no solo el contenido y la vigencia del Derecho extranjero, sino su 
interpretación y aplicabilidad al caso; procedencia de la suspensión de la inscripción en caso de falta 
de prueba del Derecho extranjero; vigencia del art. 36 RH, que contiene una reglamentación abierta 
y admite otros medios de prueba a los señalados en el propio precepto; facultad (no obligación) de 
que notario o registrador hagan valer su conocimiento privado del Derecho extranjero. 

En consecuencia, la DGRN concluye que “[e]n el momento de extinción y consiguiente 
liquidación del régimen económico–matrimonial de los titulares registrales debe acreditarse ante 
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la registradora el contenido y vigencia del Derecho extranjero, en este caso chino, aplicable a dicho 
régimen (lo que se extenderá a la posibilidad misma de modificar el mismo régimen económico 
matrimonial y sujetarlo a la ley española). Y esa falta de acreditación no ha sido suplida por una 
indagación o conocimiento directo del citado Derecho extranjero por parte del notario autorizante 
ni de la registradora, lo cual, como se ha indicado, constituye una facultad pero no una obligación 
de los mismos” ((S.S.L.)) 
 
28. INSCRIPCIÓN DE LA ADQUISICIÓN DE UN INMUEBLE CONFORME AL RÉGIMEN LEGAL DE BIENES FACULTADES 
DEL REGISTRADOR CUANDO CONOCE EL CONTENIDO DEL RÉGIMEN LEGAL DE BIENES CONFORME AL DERECHO 
EXTRANJERO (Res. DGSJFP 10 junio 2020). 

 
Se suspende la inscripción de escritura de compra de inmueble por parte de dos cónyuges de 

nacionalidad alemana. En la escritura se señala que están casados conforme al régimen 
económico matrimonial legal de su país. El notario autorizante se ampara en la literalidad del art. 
92 RH frente a la calificación del registrador, que al indicar que el régimen legal conforme al 
Derecho alemán es el de participación en ganancias, es preciso que se determine la proporción 
en la que los cónyuges adquieren por exigirlo el art. 54 RH.  

La DGSJFP reitera la doctrina establecida en otras resoluciones acerca de la posibilidad que 
ofrece el art. 92 RH de no precisar el régimen económico matrimonial de los adquirentes de 
nacionalidad extranjera de un bien inmueble situado en España, habilitando la referencia 
genérica a la adquisición conforme al régimen legal de bienes vigente en el Derecho extranjero y 
difiriendo la determinación precisa de dicho régimen para un momento posterior.  

La DGSJFP recuerda la obligación del notario de determinar y hacer constar, en todo caso, la 
ley extranjera aplicable al régimen económico matrimonial (art. 12.6º Cc), así como de 
cerciorarse de que no existen capitulaciones entre los cónyuges, de forma que el régimen de 
bienes sea el que legalmente corresponda, para lo cual el art. 159 RN considera suficiente la 
declaración de los otorgantes. Algunas resoluciones anteriores introducían cierta confusión en 
este punto, por cuanto la declaración de los cónyuges tiene efectos a los solos efectos de 
determinar que no han concluido capitulaciones y están sometidos a un régimen legal de bienes, 
pero no corresponde a los otorgantes, sino al notario a partir de los datos fácticos obtenidos, 
determinar cuál es la ley aplicable al régimen legal de bienes del matrimonio y hacer constar 
dicha ley si se trata de una ley extranjera. 

En este caso, el notario autorizante constata ambos extremos e indica, conforme al art. 92 
RH, que los otorgantes adquieren el bien conforme al régimen legal de bienes vigente en el 
Derecho alemán, cuya ley resulta aplicable, sin precisar ni determinar dicho régimen. La 
DGSJFP justifica la opción del art. 92 RH en el hecho de que las autoridades españolas, incluidos 
notarios y registradores, no están obligadas a conocer el Derecho extranjero, pero también les 
anima y estimula en cada Resolución a profundizar en el conocimiento del Derecho extranjero. 
En consecuencia, es posible que aunque ni el notario ni las partes hayan indagado o aportado 
evidencias sobre el régimen legal de bienes vigente en Alemania, el registrador tenga 
conocimiento de cuál es el contenido de dicho régimen de bienes, como ocurre en este caso. 
Sabido que el régimen legal de bienes en Alemania es el régimen de participación en ganancias, 
que actúa constante el matrimonio como un régimen de separación patrimonial, el registrador 
estima preciso que se indique la cuota o proporción en adquisición por cada uno de los 
cónyuges (art. 54 RH). La DGSJFP confirma el criterio del registrador y su calificación, toda vez 
que “la aplicación del art. 92 RH no tiene un carácter preferente respecto del conocimiento que 
pueda tener el registrador de la legislación extranjera. Por ello, en casos en los que la escritura se 
limite a expresar que los cónyuges extranjeros adquieren con sujeción a su régimen económico 
matrimonial sin que conste cuál sea este, si el registrador tiene conocimiento del mismo y, por 
ejemplo, es un régimen de separación, se considera justificada su exigencia sobre la constancia 
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en dicha escritura de la cuota que corresponde a cada uno de los adquirientes del bien objeto de 
inscripción, conforme al art. 54 RH”. (S.S.L.) 

 
SOCIEDADES 

 
29. LA DGSJFP ESTIMA PARCIALMENTE EL RECURSO DE UN NOTARIO ANTE UNA CALIFICACIÓN DEL 
REGISTRADOR QUE CUESTIONÓ LA CONVOCATORIA EN ITALIA DE UNA JUNTA GENERAL (Res. DGSJFP 18 junio 
2020) 

 
SUCESIONES 

 
30. CERTIFICADO SUCESORIO EUROPEO COMO TÍTULO INSCRIBIBLE EN LA SUCESIÓN TESTAMENTARIA (Res. 
DGRN 4 enero 2019).  

 
Se rechaza la inscripción al presentarse certificado sucesorio europeo sin acompañar el 

correspondiente testamento debidamente traducido. La DGRN estima el correspondiente 
recurso. Previamente a la resolución del recurso, la DGRN formula varios fundamentos de 
contenido meramente didáctico, resumiendo el régimen del certificado europeo y su alcance 
conforme a lo establecido en el Reglamento (UE) nº 659/2012. En esta exposición destaca tal vez 
la afirmación de la DGRN de que “el certificado sucesorio europeo tampoco supone una alteración 
en los sistemas circulatorios de bienes, a modo de nuevo supuesto de adquisición a non domino, 
aunque presente una fuerte presunción de legitimación y titularidad del designado en el mismo 
como heredero, legatario o ejecutor”. 

Respecto del caso concreto, la DGRN advierte con buen criterio que la regulación del 
certificado sucesorio europeo no afecta al sistema registral [art. 1.2 k) y l) del Reglamento], en la 
medida, en especial, que excluye de su ámbito de aplicación “cualquier inscripción de derechos 
sobre bienes muebles o inmuebles en un registro, incluidos los requisitos legales para la práctica 
de los asientos, y los efectos de la inscripción o de la omisión de la inscripción de tales derechos 
en el mismo”. No obstante, señala asimismo que el art. 69.5º establece que “el certificado será 
título válido para la inscripción de la adquisición en el registro competente de un Estado 
miembro”. La doctrina ha señalado el efecto limitado de esta disposición, en particular en 
aquellos sistemas registrales que exigen la presentación de un documento público como título de 
inscripción o la presentación, junto al título, de documentos complementarios. La razón del 
precepto es tratar de evitar duplicidades innecesarias entre la regulación europea del certificado 
sucesorio y las exigencias de los derechos registrales locales, pero, en realidad, probablemente 
no sería contrario al Derecho europeo que, en el caso de la sucesión testamentaria, un sistema 
exigiera como requisito para la inscripción de un certificado sucesorio europeo testamentario la 
aportación del testamento como documento complementario. Ocurre, sin embargo, que el 
legislador español, yendo tal vez más allá de lo que exigía el Reglamento, ha incorporado al art. 
14 LH al certificado sucesorio europeo como título inscribible, autónomo e independiente tanto 
del testamento como de la declaración de herederos abintestato. Esta es la razón por la que la 
DGRN admite en este punto el recurso: no se trata de imperativos del Reglamento, sino del propio 
tenor del art. 14 LH: “7. Habida cuenta de que la disposición mortis causa (tal como se define en el 
art. 2 del Reglamento) es un extremo tenido en cuenta y que por lo tanto está en la base del 
certificado, no será necesario –de ser la sucesión testada, como ocurre en el caso ahora planteado– 
incorporar o acompañar a la escritura calificada copia del testamento, al ser el certificado mismo, 
como se ha indicado, el titulo formal previsto para la inscripción (art. 14 LH)”. 

Si el testamento no debe ser aportado, con menor razón cabe exigir su traducción. Con todo, 
la DGRN aprovecha la ocasión para analizar en qué medida es exigible la traducción del propio 
certificado sucesorio europeo, toda vez que se expide en un formulario único, pero en el idioma 
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de origen, sin que el Reglamento se pronuncie sobre la exigencia de traducción para su eficacia. 
Su conclusión es que resultan aplicables, en defecto, los criterios nacionales, por lo que cabe 
requerir la traducción, siempre que sea necesaria, señalando al respecto: “Las autoridades de 
destino pueden, por tanto, pedir traducción de conformidad con su ley nacional. Por ello, habida 
cuenta de la finalidad de la norma europea –facilitar la circulación de los ciudadanos ante una 
sucesión internacional, considerando 80–, el registrador puede, sin que resulte obligado para él, 
solicitar una traducción si considera que no posee conocimientos lingüísticos suficientes para su 
comprensión. Pero tal petición es innecesaria en el presente caso en que el notario manifiesta 
conocer en lo suficiente la lengua alemana en la sencilla traducción que se realiza de los campos 
cumplimentados en el concreto Certificado empleado, que suponen el integro título sucesorio, por lo 
que una mayor exigencia carecería de fundamento”. (S.S.L.) 
 
31. LA VOLUNTAD DEL CAUSANTE QUEDA PERFECTAMENTE SALVAGUARDADA, AL ADQUIRIR LA HERENCIA, 
SEGÚN LO PLANIFICADO POR EL TESTADOR CONFORME A LA LEY APLICABLE, EN LOS TÉRMINOS DE LA 
ESCRITURA PÚBLICA CALIFICADA (Res. DGRN 14 febrero 2019) 

 
Se presenta escritura de aceptación y adjudicación de herencia de nacional británico fallecido 

el 15 octubre 2015 en virtud de testamento otorgado en España con professio iuris a favor del 
Derecho inglés, en el que instituye heredera universal a su cónyuge. Se acompaña de probate 
otorgado por los tribunales ingleses, y documento privado por el que los ejecutores designados 
en el probate transmiten los bienes a la heredera universal. Se califica negativamente, por el 
hecho de que los ejecutores no concurren en la adjudicación de la herencia otorgada ante el 
notario español. Se objeta asimismo que el testamento, en que se establece un fraccionamiento 
de la institución de heredero limitando a los bienes existentes en España, no puede servir de título 
legitimador de la cualidad de heredero universal en orden a realizar las adjudicaciones que se 
realizan en la escritura, de forma que es necesario que se determine quién es el heredero 
universal de la totalidad de la herencia del causante, o en su caso quiénes asumen la ejecución y 
liquidación universal de la herencia conforme al Derecho británico. 

La Resolución reproduce en buena medida la doctrina contenida en la Resolución DGRN de 2 
marzo 2018 y en consecuencia suscita una valoración crítica similar (AEDIPr, 2018/DGRN/25). 

La DGRN insiste en la falta de necesidad de aportación del probate y persiste en la lectura 
errónea de la jurisprudencia europea, a pesar de que la nota de calificación registral lo explica de 
forma meridiana. Concretamente, señala la DGRN que “[e]ste pronunciamiento del Centro 
Directivo es congruente con la jurisprudencia existente a la fecha de la resolución, especialmente 
con la Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 12 octubre 2017 (asunto C–218/16, 
Kubicka), que recuerda que la sucesión «mortis causa» implica la transmisión de la propiedad de los 
bienes del causante”. En realidad, este pronunciamiento es incongruente con la citada decisión: la 
sentencia Kubicka se limita a indicar que la transmisión de la propiedad a título sucesorio es una 
cuestión incluida en el ámbito de aplicación del Reglamento (UE) nº 650/2012, y por tanto 
corresponde a la ley rectora de la sucesión establecida conforme al Reglamento (y no a la lex rei 
sitae¸ como afirma la DGRN en la Resolución de 2 marzo 2018) establecer las condiciones para la 
transmisión de la propiedad a título sucesorio. Ocurre que, en el Derecho inglés, el testamento 
por sí solo no es título de transmisión de la propiedad, sino que es perentorio el probate. Dicho 
de otro modo, sin probate no puede haber transmisión sucesoria, porque los ejecutores 
testamentarios no son meros administradores, sino titulares de la propiedad fiduciaria de los 
bienes hereditarios hasta que los transmiten a los herederos. Aunque la DGRN muestre su 
extrañeza, el hecho de que el art. 14 LH incorpore hoy el certificado sucesorio europeo como 
título de la inscripción no obsta a que el precepto se refiera al testamento o a la declaración de 
herederos abintestato a partir de la concepción propia del Derecho español, que considera tales 
títulos inscribibles como aptos para la transmisión de la propiedad hereditaria. Pero, como con 
buen criterio se advierte en la nota de calificación registral, la aplicación de esta norma a 
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supuestos transfronterizos debe tener en cuenta cómo se contempla esa eficacia traslativa en la 
ley sucesoria e interpretarse de manera acorde a dicha ley. Es una lástima que la DGRN no haya 
tenido en cuenta con más en detalle los argumentos de la nota de calificación registral, para tratar 
de oponerse a sus argumentos de forma más fundada. 

De hecho, la DGRN no enfoca correctamente el aspecto esencial del caso, en la medida en que 
el título sucesorio no planteaba problemas, pues al testamento se había acompañado el 
correspondiente probate. La objeción registral radicaba en que, conforme a dicho probate, se 
consideraba necesario que fueran los ejecutores testamentarios los que comparecieran para 
adjudicar los bienes a la heredera. En realidad, esta exigencia resulta innecesaria, pues se 
aportaba un documento privado que acreditaba el hecho de que los bienes sucesorios habían sido 
transferidos por los ejecutores a la heredera. Conforme al Derecho inglés, dicha transferencia es 
perfectamente eficaz, y por tanto la propiedad hereditaria, conforme a la ley sucesoria, se había 
transferido adecuadamente a la heredera, que podía en consecuencia adjudicarse los bienes ante 
notario español sin necesidad de que comparecieran los ejecutores testamentarios. Nada de esto, 
sin embargo, se tiene en cuenta en la resolución comentada. 

Sobre el fraccionamiento del testamento, ni siquiera se pronuncia la DGRN. El registrador, en 
su calificación, tiene razón en ciertas advertencias relativas a la eficacia de un testamento 
circunscrito a los bienes situados en un territorio, y se ampara en este sentido en las propias 
reservas expresadas por la DGRN. En efecto, un testamento no puede servir como instrumento 
para eludir la unidad de la ley aplicable a la sucesión, que está en la base del Reglamento (UE) nº 
650/2012, de forma que no cabe un dépeçage de la ley aplicable a través de la fórmula de la 
professio iuris, mediante el otorgamiento de distintos testamentos parciales sujetos a leyes 
distintas. No obstante, nada impide, por una parte, que un testamento pueda ser parcial, esto es, 
referido solo a ciertos bienes, si así lo admite la ley sucesoria, si bien la ley elegida por el testador 
debe serlo para toda la sucesión, incluida la sucesión de los bienes no contemplados en el 
testamento; también es posible, si la ley sucesoria no lo impide, que el causante otorgue 
testamentos distintos, referidos a patrimonios situados en distintos Estados, con tal de que la 
professio iuris sea única y no altere la unidad de la ley aplicable a la sucesión. De hecho, un 
testamento circunscrito a los bienes inmuebles situados en España con professio iuris a favor de 
la ley inglesa puede servir para garantizar la unidad de la ley aplicable a la sucesión, descartando 
cualquier posibilidad de reenvío parcial a la ley española por parte del Derecho internacional 
privado británico. En suma, la calificación solo pude ser negativa cuando quede acreditado que la 
aplicación de la ley elegida a la sucesión testamentaria parcial conculca de facto el principio de 
unidad de la ley aplicable a la sucesión. (S.S.L.) 
 
32. REQUISITOS DE INSCRIPCIÓN DE ESCRITURA DE LIQUIDACIÓN DE SOCIEDAD CONYUGAL Y ADJUDICACIÓN DE 
BIENES POR HERENCIA SOMETIDA A DERECHO SUECO. ADAPTACIÓN DE DERECHOS REALES (Res. DGRN 14 
marzo 2019) 

 
Se refiere el recurso a la suspensión de una escritura otorgada ante notario español calificada 

de “liquidación de sociedad conyugal y adjudicación de bienes por herencia”, relativa a la 
sucesión abintestato de un nacional sueco abierta antes del día 17 agosto 2015, por lo que resulta 
de aplicación a la sucesión la ley sueca como ley nacional del causante (art. 9.8º Cc), que rige 
asimismo el régimen económico matrimonial (art. 9.2º Cc). Se descarta un eventual reenvío 
parcial a la ley española. Se señalan en la calificación tres defectos: en primer lugar la falta de 
aportación del título sucesorio, que debe ser la declaración de inventario ante la Agencia 
tributaria sueca (Skatteverket), obligatoria, que es el documento público que demuestra quienes 
son los sucesores y en qué forma suceden. El inventario, debe realizarse en el plazo de tres meses 
tras el fallecimiento del causante, bajo la responsabilidad de los sucesores. Tampoco se aporta el 
certificado de defunción y el certificado de últimas voluntades (o acreditación, en su caso, de que 
no existe dicha obligación) del causante, debidamente traducido y apostillado. El segundo defecto 
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apunta a una defectuosa prueba del Derecho sueco. Finalmente, se plantea un tercer defecto 
relativo a la interpretación de la cláusula en virtud de la cual la única heredera y cónyuge 
supérstite adquiere todos los bienes del causante en pleno derecho de disposición, pero con la 
única salvedad de que no podrá modificar por testamento los derechos que los descendientes 
comunes pudieran ostentar sobre el residuo de los bienes (en caso de existir) adquiridos por la 
cónyuge supérstite en la herencia del cónyuge fallecido. Por otra parte, no se identifica a los 
eventuales descendientes comunes del causante y su cónyuge supérstite a los efectos de hacer 
constar, en su caso, algún tipo de derecho a su favor. 

Sobre el primer defecto, el notario autorizante señala que se aporta documento de notario 
público sueco, redactado en idioma español y debidamente apostillado, que debe considerarse el 
título de la sucesión y en el que consta quién es la heredera y los términos en los que hereda, 
“conforme a las leyes vigentes en Suecia”. La DGRN estima que “[en el supuesto planteado el título 
sucesorio es la declaración de herederos (relación de sucesores e inventario ante la oficina 
tributaria), que se acompaña de documento expedido por notario sueco que certifica los 
particulares de aquel Derecho”. En efecto, en el Derecho sueco los herederos, tanto primarios (el 
cónyuge) como secundarios (por ejemplo los hijos comunes) están obligados a realizar un 
inventario del caudal relicto, cuyo certificado de registro en la Agencia Tributaria sueca hace las 
veces de certificado sucesorio. La DGRN confirma, no obstante, la calificación registral, por 
defectos adicionales, a saber, la falta de presentación del certificado de defunción debidamente 
apostillado, la falta de certificación del registro español de últimas voluntades y la acreditación 
de la ausencia de registro testamentario en Suecia. Se trata de documentos exigibles en virtud del 
art. 76 RH (aplicable en virtud del art. 58 LCJIMC), como ha señalado la DGRN en resoluciones 
anteriores. A ello hay que añadir que “la traducción parcial de los textos que acompaña el notario 
a la escritura calificada no reúne los requisitos establecidos en la disposición final decimosexta de la 
Ley 2/2014, de 25 de marzo, de la Acción y del Servicio Exterior del Estado, ni se está en un supuesto 
de exceptuación (vid. Resolución de 4 enero 2019) sin que exprese el notario su conocimiento 
suficiente de la lengua sueca”. 

En cuanto al segundo defecto, como viene siendo habitual en los últimos tiempos, la DGRN se 
muestra reacia a reconocer los defectos amparados en la defectuosa prueba del Derecho 
extranjero. Reconoce que “[r]ealmente hubiera sido deseable, en correcta técnica, que el notario 
autorizante realizara un juicio expreso en el cuerpo de la escritura, sobre la prueba de la ley 
aplicable a la sucesión”. Pero considera suficiente que el notario dé por probado el Derecho 
extranjero “por referencia al juicio de ley de notario sueco que acompaña a la copia autorizada 
formulado directamente en español y apostillado”. Como quiera que se trata de un Derecho 
sucesorio de un Estado miembro, la DGRN estima que el registrador tiene instrumentos 
suficientes a su alcance para comprobar cualquier duda al respecto. La DGRN confirma, pues, el 
criterio seguido en los últimos tiempos que impide al registrador suspender la inscripción por el 
mero hecho de que considere insuficiente la prueba del Derecho extranjero, y le requiere motivar 
su discrepancia o sus dudas sobre tal Derecho en su calificación. 

Finalmente, en relación con el último defecto, la DGRN, Invocando la sentencia Mahnkopf, 
señala que “en el Derecho sueco desde la reforma del Código Civil de 1987, se considera preferente 
el interés del cónyuge, cuando concurre, como en este caso, con hijos comunes, de suerte que la 
adjudicación hereditaria, de no haber partición, puede quedar diferida al fallecimiento del 
supérstite”. Sobre la limitación contenida en la escritura, la DGRN se ampara en el informe del 
notario sueco que “puntualiza que dicha adjudicación al supérstite lo es en pleno derecho de 
disposición, es decir con total libertad de administración, disposición y enajenación por cualquier 
título y modo, con la única salvedad de que el cónyuge adjudicatario no podrá modificar por 
testamento los derechos que los descendientes comunes pudieran ostentar sobre el residuo (caso de 
existir) adquiridos por el cónyuge en la herencia del consorte fallecido, todo ello con expresa cita de 
los preceptos atinentes de su legislación”. Sobre esta base, la DGRN comparte la adaptación (art. 61 
LCJIMC) hecha por la registradora, como institución española más próxima, al fideicomiso de 
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residuo. Dicha adaptación “exigirá la obligatoria comunicación previa al titular del derecho o 
medida. Cualquier interesado podrá impugnar la adaptación directamente ante un órgano judicial 
(art. 61.2º Ley 29/2015) (...). [S]e trataría de aceptar la figura extranjera, en cuanto encaja 
estructuralmente en el Derecho español y adaptar al Derecho interno el contenido y efectos del 
derecho real foráneo, todo ello bajo el ropaje técnico de la nueva técnica de la adaptación registral. 
Por lo tanto, sin duda, será necesaria la correcta identificación de los hijos interesados (arts. 59 Ley 
20/2015, 9 LH y 51 y 82 RRH –designación nominativa–) precisando su notificación a efectos de la 
constancia de que no hay oposición a los efectos del instituto adaptado (...). Por ello, dado que en la 
escritura calificada comparece sólo la viuda en su propio nombre y derecho, además de ser precisa 
la plena identificación de los beneficiarios que solo son designados por su nombre y apellido, la 
registradora deberá notificar la adaptación hacia la sustitución en los domicilios consignados, salvo 
expresa aceptación de éstos, en escritura complementaria del título calificado”. (S.S.L.) 
 
33. COORDINACIÓN DEL REGLAMENTO (UE) Nº 650/2012 CON INSTITUCIONES FORALES ESPAÑOLAS QUE 
EXIGEN CUALIDAD SUBJETIVA FORAL Y QUE POR TANTO SON DISTINTAS DE LAS INCLUIDAS EN DICHO 
INSTRUMENTO (Res. DGRN 24 mayo 2019) 

 
[Vid. S. Álvarez González, S.: “¿Puede un extranjero acogerse al pacto de definición mallorquín?. El 
Reglamento 650/2012 y la Resolución de la DGRN de 24 mayo 2019”, La Ley: Unión Europea, nº 
74, 2019; J.J. Álvarez Rubio, “La proyección de los Reglamentos europeos sobre la 
plurilegislatividad interna española: la Resolución de la DGRN de 24 mayo 2019 y la delimitación 
del ámbito subjetivo de aplicación del pacto de definición de la Compilación balear”, REEI, nº 38, 
2019, pp. 9–14] 

 
34. LEY APLICABLE A LA SUCESIÓN DE ALEMÁN RESIDENTE EN ESPAÑA QUE FALLECE EL 31 AGOSTO 2015. 
CONFLICTO DE LEYES INTERNO. PROCEDENCIA DEL CERTIFICADO DEL REGISTRO ALEMÁN DE ÚLTIMAS 
VOLUNTADES (Res. DGRN 24 julio 2019). 

 
Se suspende la inscripción de una escritura de aceptación de derechos legitimarios relativa a 

causante de nacionalidad alemana fallecido el 31 agosto 2015, por considerarse sujeta a la 
sucesión a la ley alemana correspondiente a la nacionalidad del causante en virtud del art. 9.8º 
del Código civil, al considerarse que en el Derecho alemán la legítima tiene naturaleza de derecho 
de crédito y que no procede la afección real legitimaria. Como defectos subsanables se observa la 
ausencia de aportación de la certificación del Registro General de Actos de Última Voluntad del 
Ministerio de Justicia de España, así como del emitido por el correspondiente registro alemán 
(arts. 14 LH y 76 y 78 RH).  

La DGRN estima el correspondiente recurso, toda vez que la ley aplicable a la sucesión es la 
española, correspondiente a la última residencia habitual del causante, en aplicación de las 
normas de conflicto del Reglamento (UE) nº 650/2012. En efecto, la fecha de fallecimiento del 
causante determinaba la sustitución de la regla del art. 9.8º Cc por la correspondiente del 
Reglamento (art. 21 del Reglamento). Comprobado que no hubo professio iuris a favor de la ley 
nacional en el testamento otorgado (art. 22 del Reglamento), la DGRN observa asimismo que, 
dado que las reglas sobre conflictos de leyes internos en España no son operativas, en la medida 
en que el fallecido no tenía propiamente vecindad civil, la aplicación de la ley balear vigente en 
Formentera y Eivissa deriva de la regla de remisión directa contenida en el art. 36.2º a) del 
Reglamento: “Por lo tanto, se regirá por el Derecho de las Illes Balears y más concretamente por el 
de Eivissa y Formentera, la reclamación que respecto a su legítima corresponda a la recurrente, así 
como su contenido y protección” 

Más discutible es el criterio de la DGRN acerca del segundo defecto observado. Respecto de la 
ausencia del certificado del registro testamentario español, señala la DGRN que “[a]unque hubiera 
sido deseable que el título calificado fuera documentalmente completo e hiciera referencia o 
incorporare el certificado español del Registro General de Actos de Última Voluntad del causante, 
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por economía procesal y administrativa, constando éste en la inscripción de la adjudicación de 
herencia que causa el título ahora calificado, no debe ser exigido nuevamente por el registrador, 
pues nada nuevo aportaría”. Respecto del certificado del registro testamentario alemán, la DGRN 
reitera su doctrina  en el sentido de no considerar necesaria su aportación “con las debidas 
cautelas derivadas del caso concreto”, en la medida en que “la aplicación del Reglamento y el 
tratamiento que este concede a la validez material y formal de los títulos sucesorios, en los arts. 26 
y siguientes del instrumento europeo, hace (…) innecesaria la exigencia de su búsqueda en el 
Registro del Estado de su nacionalidad, poco relevante por otra parte, habida cuenta del criterio 
general de la residencia habitual y la relevancia de la lex putativa aplicable a la validez de las 
disposiciones mortis causa durante toda la vida del causante”. El razonamiento de la DGRN carece 
de fundamento. La consulta del registro testamentario del país de la nacionalidad del causante 
está indicada con independencia de cuál sea la ley aplicable a la sucesión. La fuerte vinculación 
personal de la conexión “nacional” aconseja como cautela consultar dicho registro testamentario, 
pues aunque la ley aplicable sea la de la residencia habitual del causante, si este hubiese otorgado 
un nuevo testamento en el país de su nacionalidad habría revocado las disposiciones 
testamentarias existentes en España o en el país cuya ley rige la sucesión, pues es un lugar común 
en cualquier sistema jurídico que un testamento posterior revoca al anterior. 

Finalmente, recuerda la DGRN la sujeción a su respectiva ley de las denominadas “cuestiones 
previas”, excluidas del ámbito de aplicación de la ley sucesoria, tales como la existencia de un 
vínculo de filiación, regido por su propia ley. Menos afortunada es la mención que hace la 
Resolución al carácter complementario del art. 22 quater g) de la LOPJ respecto de las reglas de 
competencia judicial del Reglamento europeo: “Asimismo, se indicará que, conforme al 
Reglamento, art. 4 que regula la competencia judicial general, los tribunales del Estado miembro en 
el que el causante tuviera su residencia habitual en el momento del fallecimiento tendrán 
competencia para resolver sobre la totalidad de la sucesión. Competencia general –que deberá ser 
completada por el art. 22, quater g) LOPJ, en su redacción por Ley Orgánica 7 /2015, de 21 de julio– 
que conduce a los tribunales de la residencia habitual del causante, es decir los competentes en las 
Illes Balears”. La norma de competencia contenida en el art. 22 quater g) de la LOPJ es una norma 
de competencia judicial “internacional” y no de competencia territorial interna, y por tanto no es 
complementaria de las normas de competencia judicial internacional contenidas en los arts. 4 y 
ss. del Reglamento. Al contrario, la norma ha sido desplazada por dichas normas, de forma que 
solo puede ser aplicadas en caso de que la sucesión se refiera a fallecidos antes del 17 agosto 
2015, esto es, cuando no sea de aplicación el Reglamento (UE) nº 650/2012, que no es el caso 
resuelto. Cuando se aplican las normas de competencia judicial del Reglamento, y en particular el 
art. 4, estas pueden ser interpretadas como normas de competencia judicial internacional y, 
asimismo, de competencia interna. Pero en ningún caso tendrá de aplicación el art. 22 quater g) 
de la LOPJ, al que siempre excluyen las normas del Reglamento. Si se interpretase que las normas 
de competencia del Reglamento son solo internacionales, la determinación de la competencia 
territorial interna en España vendría dada por las reglas complementarias de la LEC (en 
particular por el art. 52.4º), pero nunca por las de la LOPJ. (S.S.L.) 
 
35. LA APLICACIÓN DE LA LEY EXTRANJERA, MÁXIME DE UN TERCER ESTADO NO EUROPEO A LA SUCESIÓN 
MORTIS CAUSA, NO SOLO ES COMPATIBLE CON EL ART. 28 DE LA LEY HIPOTECARIA, SINO QUE REFUERZA SU 
OBJETIVO Y FINALIDAD (Res. DGRN 4 septiembre 2019) 

 
Se presenta a inscripción una escritura de compraventa de una finca adquirida a título de 

herencia, sujeta al Derecho inglés de conformidad con el Reglamento (UE) nº 650/2012, y 
debidamente inscrita; se solicita por la heredera cotitular de la finca, incidentalmente, la 
cancelación de la limitación que a los efectos del art. 28 LH afecta la mitad de la finca transmitida, 
sin haber transcurrido los dos años de la limitación desde el fallecimiento del causante, prevista 
en dicho artículo. Rechazada dicha solicitud, considera el notario autorizante y recurrente que 
dado que la sucesión inscrita, por razón de professio iuris tácita, se sujetó al Derecho inglés que 



682                                  ANUARIO ESPAÑOL DE DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 2019–2020 

AEDIPr, t. XIX–XX, 2019–2020 
ISSN 1578–3138 

desconoce las legítimas y la figura del heredero forzoso, carece de razón de ser y es inaplicable el 
art. 28 LH, por lo que solicita su cancelación. 

La DGRN confirma la calificación registral. Afirma en primer término la exclusión de las 
cuestiones registrales del ámbito de aplicación del Reglamento europeo, de conformidad con lo 
previsto en su art. 1.2 letra l) del Reglamento europeo y la jurisprudencia del TJUE sobre el 
particular. Sobre esta base, analiza si la ley aplicable, a la sazón la ley inglesa, puede ser relevante 
a los efectos de la constancia registral de la limitación temporal del art. 28 de la Ley Hipotecaria, 
al ordenar que las inscripciones de fincas o derechos reales adquiridos por herencia o legado no 
surtirán efecto en cuanto a tercero hasta transcurridos dos años desde la fecha de la muerte del 
causante.  

La DGRN considera que “el fundamento de esta disposición es la inseguridad en el título 
sucesorio en cuanto pudieran aparecer parientes del causante que no habían sido tenidos en cuenta, 
o un testamento de fecha más reciente en el que se designe un heredero distinto. Es decir, protege a 
un eventual heredero real frente al aparente, en toda o parte de la sucesión. Se valora más 
improbable, salvo preterición, esta circunstancia en herederos forzosos. Por ello, el segundo inciso 
del precepto exceptúa, como sabemos, las inscripciones por título de herencia testada o intestada, 
mejora o legado a favor de herederos forzosos”. De ello infiere la DGRN que dicho precepto no se 
dirige especialmente “a la comprobación de la existencia de legitimarios, titulares de partes 
reservadas, en la terminología del instrumento europeo, –como considera el recurrente– sino 
principalmente a la comprobación de herederos voluntarios o beneficiarios de la sucesión”. 

Más oscuros son los argumentos ad abundantiam señalados en la Resolución para amparar la 
aplicación de dicho precepto en el marco del propio Reglamento europeo, en la dificultad 
probatoria de los elementos de hecho que justifican la ley aplicable: “La norma europea, para las 
herencias causadas tras su aplicación, dificulta los criterios de búsqueda dadas las especiales 
normas de validez material y formal de las disposiciones mortis causa (arts. 26 y 27 del Reglamento 
(UE) nº 650/2012). Por todo ello, la aplicación de la ley extranjera, máxime de un tercer Estado no 
europeo a la sucesión mortis causa, no solo es compatible con el art. 28 LH, sino que refuerza su 
objetivo y finalidad”. 

Añade finalmente la DGRN que “una vez practicado un asiento, aun no tratándose de una carga 
o gravamen (STS 1º 13 mayo 2013), sino en la expresión de la limitación temporal de efectos de la 
fe pública, al que se refiere el art. 28 LH, el asiento practicado está bajo la salvaguardia de los 
tribunales sin que sea posible su cancelación en cuanto no existe un determinado interesado, si no 
es, en su caso, por resolución judicial”. (S.S.L.) 
 
36. DENEGACIÓN DE LA INSCRIPCIÓN DE UN “CERTIFICADO DE SUCESIÓN” FRANCÉS, A MODO DE TESTIMONIO 
EN RELACIÓN EN EL DERECHO ESPAÑOL, QUE SIN APOSTILLAR NI ESTABLECER JUICIO DE LEY ALGUNO, 
ACOMPAÑA UN DOCUMENTO DE PARTICIÓN DE BIENES (Res. DGRN 17 septiembre 2019) 

 
[Vid. J.M. Velasco Retamosa, “La sucesión mortis causa de extranjeros con intereses inmobiliarios 
en España y su inscripción en el registro: la resolución de la DGRN de 17 septiembre 2019”, REEI, 
nº 39, 2020, pp. 9–18]. 

 
37. DENEGADA LA INSCRIPCIÓN DE UN DOCUMENTO, OTORGADO ANTE NOTARIO FRANCÉS, DE PARTICIÓN DE 
HERENCIA ENTRE LA MADRE DEL DIFUNTO, LEGITIMARIA Y HEREDERA LEGAL, Y EL LEGATARIO UNIVERSAL DE 
LOS BIENES (Res. DGSJFP 6 marzo 2020) 

 
Se presenta, redactada en lengua francesa, debidamente apostillada y con traducción jurada 

al español, copia auténtica de escritura de partición de la herencia de causante de nacionalidad 
francesa fallecido en 2013, en virtud de testamento ológrafo que ha sido objeto de un proceso 
verbal (acta de depósito autorizada por el notario francés), que identifica a los comparecientes, 
pero no emite juicio de capacidad de los mismos. Se acompaña por fotocopia autenticada por el 



CRÓNICA DE RESOLUCIONES REGISTRALES                                                                                            683 

AEDIPr, t. XIX–XX, 2019–2020 
ISSN 1578–3138 

notario francés autorizante de la escritura de partición de herencia, escrito firmado en España de 
apoderamiento otorgado por la heredera. Se suspende la calificación sobre la base de varios 
defectos subsanables, y se requiere: 1º. Acreditar que, con arreglo al Derecho francés, el hecho de 
que, en una escritura de partición de herencia, el notario no haga declaración específica de 
capacidad de los intervinientes no priva al documento por él autorizado de su condición de 
escritura pública. Esta acreditación puede realizarse mediante el informe previsto en el art. 36 
RH, en los términos anteriormente reseñados. 2º. Aportar el acta notarial de 18 agosto 2014, de 
protocolización del testamento ológrafo del causante de la herencia. 3º. Acreditar el fallecimiento 
del causante. 4º. Acreditar que, con arreglo al Derecho francés, el testamento ológrafo del 
causante es el que ha de regir su sucesión. Esta acreditación puede realizarse mediante el informe 
previsto en el art. 36 RH, en los términos anteriormente reseñados. 5º. Aportar escritura de poder 
otorgado por la heredera. 6º. Aportar el NIE de heredera y NIE o DNI del legatario, 
comparecientes en la partición. 

La Resolución, que desestima el recurso, se extiende particularmente a las condiciones de 
equivalencia de la escritura de partición otorgada ante notario francés, sobre la base de lo 
dispuesto en el art. 60 LCJIMC y la Disposición Adicional Tercera de la LJV (fundamentos 3 a 6). 
El defecto de equivalencia observado oportunamente por el Registrador consistía en la falta de 
expresión en la escritura del juicio de capacidad de las partes. Esta omisión no significa, per se, 
que el notario francés no proceda a tal juicio de capacidad, pues es habitual que en muchos 
sistemas jurídicos tal juicio esté implícito en la propia firma del notario. Para disipar este extremo, 
sin embargo, es preciso acreditar que, conforme al Derecho francés, el notario está obligado a 
realizar o realiza tal juicio de capacidad: “No es exigible sin embargo que tales juicios se realicen en 
idéntica forma a la exigida para el documento español, siendo suficiente una certificación o 
declaración notarial o la observancia de cualquier otra forma que según la ley extranjera aplicable 
sea equivalente (…). Por ello, como afirma el registrador en la calificación impugnada, debe 
acreditarse el hecho de que, en una escritura de partición de herencia, el notario no haga 
declaración específica de capacidad de los intervinientes no priva al documento por él autorizado 
de su condición de documento público notarial, a fin de que pueda permitir a la autoridad española 
realizar el juicio de equivalencia, previsto en la Ley 29/2015.  

Subraya la Resolución en sus fundamentos 4º y 5º la competencia de la ley española como lex 
fori registral [art. 58 LCJIMC y art. 2.2º letra l] del Reglamento nº 650/2012) para determinar “los 
requisitos materiales y formales de los títulos inscribibles dentro de los requisitos legales para la 
práctica de los asientos así los efectos de la inscripción o de la omisión de inscripción de tales 
derechos en el mismo (…). Por tanto, el Derecho español puede establecer los requisitos que 
considere adecuados para la inscripción en forma compatible con el Derecho europeo”.  

Concluye la Resolución sobre este punto recordando la doctrina general sobre el alcance y los 
medios de prueba del Derecho extranjero en sede registral: “puede hacerse como señala el 
registrador mediante informe de notario o cónsul español, o de diplomático, cónsul o funcionario 
extranjero competente; teniendo en cuenta que éste no puede limitarse a una mera reproducción de 
los textos legales afectantes al asunto, sino que el informante ha de hacer una interpretación del 
sentido y alcance de dichos textos legales, en relación con la cuestión concreta que se trata de 
acreditar. Doctrina que, ciertamente, la Resolución de 28 octubre 2015, recuerda que no se ha visto 
alterada por la Ley 29/2015, de 30 de julio, de cooperación jurídica internacional en materia civil”. 

Al hilo del segundo defecto, relativo a la necesidad de aportación del acta notarial de 
protocolización del testamento ológrafo, la Resolución precisa el régimen de reconocimiento, 
teniendo en cuenta la inaplicación por razones temporales del Reglamento (UE) nº 650/2012.  
Conforme al régimen general, dado que la protocolización del testamento ológrafo en España es 
un acto notarial y no judicial, en aplicación de la Disposición Adicional Tercera de la LJV, procede 
su reconocimiento en España conforme al régimen genérico del reconocimiento de documentos 
públicos extranjeros, incluso si la protocolización se realiza por autoridad judicial extranjera: “Sin 
embargo, constituyendo en España la adveración y protocolización del testamento ológrafo un 
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expediente desjudicializado ligado a los actos de jurisdicción voluntaria –la competencia es 
exclusivamente notarial–, es de aplicación la disposición adicional tercera de la Ley 15/2015, de 2 
de julio, de la Jurisdicción Voluntaria, relativa a la inscripción en los Registros públicos de 
documentos públicos extranjeros. Este precepto señala en su párrafo in fine que el régimen jurídico 
contemplado en el presente artículo para las resoluciones dictadas por autoridades no judiciales 
extranjeras será aplicable a las resoluciones pronunciadas por órganos judiciales extranjeros en 
materias cuya competencia corresponda, según esta ley, al conocimiento de autoridades españolas 
no judiciales. La disposición adicional tercera de la Ley 15/2015 es aplicable, por tanto, por razón 
de especialidad, a este concreto documento notarial, protocolización de testamento ológrafo, 
cumulativamente con el art. 60 Ley 29/2015, que conduce asimismo al principio de equivalencia 
funcional, que una vez presentado en el Registro de la Propiedad, será valorada por el registrador”.  

La Resolución, con buen criterio, resuelve asimismo a favor de la aplicación retroactiva de las 
reglas de reconocimiento de documentos públicos contenidas en la LJV y en la LCJIMC a las 
solicitudes de reconocimiento presentadas después de su entrada en vigor, con independencia 
de que el documento se hubiese otorgado con anterioridad. Para inferir este criterio, a falta de 
disposición transitoria específica, la Resolución se ampara la disposición transitoria única de la 
LCJIMC : “Conforme a esta norma, el Título V de la ley (donde se sitúa el art. 60) se aplicará a las 
demandas de exequátur que se presenten ante los órganos jurisdiccionales españoles 
(entendiéndose aplicable en caso de reconocimiento incidental ante el registrador y ejecución por 
la inscripción) con posterioridad a la entrada en vigor de la ley, con independencia de la fecha en 
que se hubiese dictado la resolución extranjera”.  

En consecuencia, la Resolución confirma este segundo defecto junto con el cuarto, que 
requiere probar que, a tenor de la ley aplicable, el testamento ológrafo es el título sucesorio. 

Confirma asimismo la Resolución la necesidad de aportar la acreditación del fallecimiento, a 
través del correspondiente certificado expedido por la autoridad extranjera o mediante los 
mecanismos de cooperación en materia de estado civil, así como los oportunos certificados 
negativos de los registros testamentarios de España y Francia, en este último caso subsanable si 
el acta notarial hace referencia a dicha publicidad: “es asimismo relevante que documento notarial 
de partición alude, a la consulta que ha hecho el notario al fichero central notarial de últimas 
voluntades del que resulta la inexistencia de otra disposición de última voluntad en Francia”.  

Respecto de la ausencia de aportación de poder otorgado por la heredera en documento 
público, la Resolución confirma la aplicación de la ley española, en la medida en que dicho poder 
está destinado a producir efectos en los bienes hereditarios situados en España, por lo que en 
aplicación de lo dispuesto en los arts. 10.11º y 1280.2º Cc, no basta tal apoderamiento en 
documento privado y debe acreditarse el otorgamiento en forma pública o proceder a ratificar 
dicho poder en tal forma. 

Finalmente, sobre la necesidad de acreditar el NIE o, para los españoles el DNI o NIF, la DGRN 
realiza la siguiente matización con ánimo de fijar una doctrina de la DGRN que había sido 
vacilante: “Siendo indudable la necesidad de su aportación tratándose del legatario de los bienes 
inmuebles en España, mayores dudas suscita la necesidad de su aportación en el caso de la legataria 
que nada recibe en nuestro país, dándose por pagada en el documento calificado con efectivo 
metálico, procedente de cuentas bancarias en Francia y del pago del legatario, cuyo N.I.F. o N.I.E. 
debe ser aportado (…). Una interpretación lógica y finalista del art. 254 LH – evitar el fraude que 
pueda afectar a los bienes inmuebles y a sus rentas, controlando el verdadero titular de los mismos– 
conduciría a la hermenéutica restrictiva del precepto según la cual la información fiscal exigible se 
limita a quien acepte una sucesión en España de bienes objeto de inscripción, careciendo de sentido 
la importante carga adicional de la obtención de N.I.E. a quien nada adquiere en España, siempre 
que quede acreditado el flujo de pagos el documento calificado. Por ello, la doctrina de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado ha matizado esta obligación. La Resolución de 13 diciembre 
2010, no exige el N.I.E. de los legatarios de bienes muebles de escaso valor –haciendo hincapié en la 
desproporción de la solicitud–. Sin embargo, la posterior Resolución de 15 octubre 2015, señaló que: 
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‘si el legislador hubiera querido limitar tal obligación, al menos en el ámbito del Registro de la 
Propiedad, a los supuestos de transmisión o adquisición de derechos sobre bienes inmuebles lo 
hubiera hecho así dando al art. 254 LH una redacción distinta de la que figura en los demás textos 
legales citados’. La referencia se realiza al art. 29 LGT –que establece entre las obligaciones formales 
a cargo de los obligados tributarios, deudores o no del tributo, la obligación de solicitar y utilizar el 
Número de Identificación Fiscal en sus relaciones de naturaleza o con trascendencia tributaria–, 
obligación que se desarrolla en el Real Decreto 1065/2007, art. 27.2.c) frente al arts. 254 LH (como 
el art. 23 LN y el art. 156.5.ª RN). No existiendo diferencia apreciable entre ambos supuestos, 
mientras no exista una base legal para modificar la doctrina de este Centro Directivo, debe 
confirmarse la obligatoriedad de su constancia en el documento notarial, siendo su omisión un 
defecto subsanable. Su subsanación exigirá, por tanto, bien el otorgamiento de escritura 
complementaria por el notario autorizante del título calificado, o bien escritura pública en España, 
pues como recuerda la Resolución de 13 octubre 2015, en relación con la falta de constancia de N.I.E. 
de obligados siendo defecto subsanable, la constancia en escritura pública debe ser exigida, aunque 
el documento haya sido otorgado fuera de España.  

El fundamento final de la Resolución se ampara de forma imprecisa en el art. 10.1º Cc, 
reiterando una confusión habitual entre el ámbito de la lex rei sitae y de la lex fori registral: “Esto 
es así, en cuanto la ley del lugar de situación del inmueble (lex rei sitae), conduce a la aplicación de 
la ley española respecto de los requisitos exigibles para producir la inscripción en el Registro de la 
Propiedad español, conforme a los arts. 10.1º Cc y 60 de la Ley de cooperación jurídica internacional 
en materia civil, siendo la constancia del N.I.F.–N.I.E. de los herederos en escritura pública uno de 
ellos, según ha quedado señalado”. El art. 10.1º del Código civil se refiere a la publicidad y al 
régimen de los derechos reales sobre bienes muebles e inmuebles considerados uti singuli. Los 
derechos reales uti universi, en este caso sobre el patrimonio sucesorio, se rigen por la ley 
francesa en virtud de lo dispuesto en el art. 9.8º Cc. La aplicación de la ley española para 
determinar los requisitos precisos, formales y sustanciales, para proceder a la inscripción deriva 
más propiamente de lo dispuesto en el art. 58 LCJIMC, incluida la necesidad de constancia de 
identificación a través del NIE o DNI, como por otra parte la Resolución sí acierta a señalar en el 
fundamento 4º ((S.S.L.)) 
 
38. AL SER APLICABLE LA LEY ALEMANA ES NECESARIA LA PRESENTACIÓN DE CERTIFICADO EXPEDIDO POR EL 
REGISTRO TESTAMENTARIO ALEMÁN PARA LA INSCRIPCIÓN DE UNA ESCRITURA DE LIQUIDACIÓN DE SOCIEDAD 
CONYUGAL Y ADJUDICACIÓN DE HERENCIA (Res DGSJFP 28 julio 2020) 

 
Se suspende la inscripción de una escritura de liquidación de gananciales y adjudicación de 

herencia de causante de nacionalidad española, que tenía su residencia y falleció en Alemania en 
2016; se acompañan certificados de defunción y del Registro General de Actos de Última 
Voluntad españoles, resultando de este último que había otorgado un único testamento en 
España el día 2 septiembre 1996, que es el que sirve de base a la referida adjudicación de 
herencia. Según consta por diligencia en la misma escritura, la ley aplicable a la sucesión de la 
causante es la ley alemana, en aplicación del Reglamento (UE) 650/2012. El registrador suspende 
la inscripción solicitada al no haberse acreditado la ausencia de testamento otorgado en 
Alemania mediante el correspondiente Certificado de Últimas Voluntades (arts. 76 y 78 RH). 

La DGSJFP confirma la calificación del registrador y su propia doctrina sobre el particular, de 
forma que además del certificado del registro español de Actos de Última Voluntad procede 
presentar la correspondiente certificación del registro testamentario, si lo hubiere, del Estado 
cuya ley resulta aplicable: “Por lo tanto, en cuanto no se complete la interconexión de los Registros 
de disposiciones sucesorias y de certificados sucesorios europeos de los Estados miembros, medida 
complementaria a la aplicación del Reglamento (UE) nº 650/2012, en el contexto e–justice, parece 
sólo oportuno mantener la exigencia de la acreditación de la obtención de certificación diferente al 
de nuestro Registro General de Actos de Última Voluntad, que acreditare si existe o no disposición 
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de última voluntad cuando de la valoración de los elementos concurrentes en la sucesión resultare 
que la ley aplicable fuere distinta de la española, imponiéndose la presentación de certificado o 
justificación de su inexistencia en el Estado cuya ley resultare aplicable a la sucesión o a la 
disposición de última voluntad (arts. 21, 22, 24 y 25 del Reglamento), sea o no la del Estado o Estados 
cuya nacionalidad ostentare el causante”. 

La doctrina de la DGSJFP resulta restrictiva, por cuanto resulta aconsejable no solo la 
presentación de la certificación correspondiente al Estado cuya ley sucesoria resulta aplicable, 
sino también de cualquier otro con el que el causante tenga una estrecha vinculación. Así, si 
fallece un ciudadano extranjero con residencia en España, parece exigible una certificación del 
registro testamentario del país de su nacionalidad, aunque la ley aplicable a la sucesión, conforme 
a las normas del Reglamento, deba ser la ley española. Nótese que la residencia habitual puede 
determinar la ley aplicable aunque sea relativamente reciente y es factible que el causante haya 
podido otorgar un testamento en el país de su nacionalidad, donde residía antes de trasladarse a 
España y donde puede radicar una parte importante de su patrimonio, sin que tal testamento 
haya sido modificado por disposiciones testamentarias posteriores a su cambio de residencia. 
(S.S.L.) 
 
39. INSCRIPCIÓN DE UNA ESCRITURA DE ACEPTACIÓN Y ADJUDICACIÓN DE HERENCIA SUJETA AL DERECHO 
SUIZO (Res. DGSJFP 28 julio 2020) 

 
Se suspende la inscripción de una escritura de adjudicación de herencia de bien inmueble en 

España de causante de doble nacionalidad, suiza y alemana, fallecida en 2019, en virtud de 
testamento otorgado en España con professio iuris a favor de la ley suiza y por la que se instituye 
herederos por partes iguales a los tres hijos de la causante. El bien situado en España había sido 
adquirido por la causante conforme a su régimen legal de bienes sujeto al Derecho alemán, en 
virtud de lo dispuesto en el art. 92 RH, por lo que la registradora estima necesario que se acredite 
el contenido de dicho régimen conforme al Derecho alemán, así como el eventual régimen de 
legítimas vigentes en el Derecho suizo, en particular, la innecesariedad de comparecencia del 
cónyuge viudo de la causante en la aceptación y partición de su herencia. 

La DGSJFP procede en primer término a realizar una delimitación de la ley aplicable. Resulta 
aparentemente pacífica la aplicación a la sucesión de la ley suiza por professio iuris de 
conformidad con lo previsto en el art. 22 Reglamento (UE) nº 650/2012. La exclusión de la ley 
alemana correspondiente a otra de las nacionalidades de la causante como ley sucesoria evita la 
consideración, conforme a la ley alemana, del incremento de la participación en las ganancias del 
cónyuge supérstite (§ 1371.1 BGB) que la sentencia del TJUE en el asunto Mahnkopf calificó como 
cuestión sucesoria. En consecuencia, mientras que las cuestiones sucesorias se rigen por el 
Derecho suizo, resulta aplicable el Derecho alemán a la disolución y liquidación del régimen 
económico matrimonial, sobre la base del art. 9.2º Cc (nacionalidad común de los cónyuges), 
habida cuenta de la inaplicabilidad por razones transitorias de las normas de conflicto del 
Reglamento 2016/1103 sobre regímenes económicos matrimoniales (art. 69.3º). De 
conformidad con la ley alemana, el bien debía considerarse privativo del cónyuge supérstite. 

La DGSJFP, no obstante, constata la falta de referencia por el notario autorizante al Derecho 
aplicable a la liquidación del régimen económico matrimonial: “nada expresa el notario 
autorizante sobre el derecho aplicable a esa extinción o liquidación del régimen de participación de 
ganancias alemán, pues se limita a afirmar en la escritura calificada que ‘la adjudicación es perfecta 
e incondicionada, aunque no libere a los herederos, conforme al Derecho suizo aplicable, de 
satisfacer a eventuales legitimarios sus derechos hereditarios legales, según sean reclamados por 
éstos en tiempo y forma’”. Recuerda la DGSJFP la necesidad de que conste acreditado el Derecho 
extranjero, sobre cuya prueba reproduce su doctrina reiterada y, en particular, la facultad que 
tienen tanto el notario como el registrador de hacer valer su conocimiento privado, si bien en este 
caso “esa falta de acreditación no ha sido suplida por una indagación o conocimiento directo del 
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citado derecho extranjero por parte del notario autorizante ni de la registradora, lo cual constituye 
una facultad pero no una obligación de los mismos”. 

Sobre la necesidad de comparecencia del cónyuge viudo de la causante en la aceptación y 
partición de su herencia, la DGSJFP señala con buen criterio que la professio iuris, referida al 
Derecho suizo, aparece en un testamento referido exclusivamente a los bienes situados en 
territorio español, práctica que considera “es hoy incompatible con el instrumento europeo y 
dificulta la apreciación de la validez material y formal de las disposiciones mortis causa (arts. 27 a 
28)”. En efecto, el principio de unidad de la sucesión requiere que la elección de la ley aplicable se 
extienda a la “totalidad de la sucesión”, de forma que una professio iuris fraccionada o limitada a 
una parte de los bienes sucesorios sería ineficaz y no impediría la aplicación de la ley de la última 
residencia habitual del causante a toda la sucesión. En el presente caso, el problema no se plantea, 
pues la ley suiza resulta igualmente aplicable en defecto de elección, al coincidir con la última 
residencia habitual de la causante en el momento del fallecimiento (art. 21 del Reglamento). 

La DGSJFP observa que el certificado de herederos, conforme al Derecho suizo, acredita que 
una vez abiertas todas las disposiciones de última voluntad, resultaron designados solamente los 
hijos como herederos voluntarios, cuyos derechos no fueron presuntamente impugnados por el 
cónyuge viudo, como heredero legitimario de una cuarta parte de los bienes hereditarios, pues el 
certificado solo se emite una vez transcurrido el plazo de impugnación. Puntualiza la DGDJFP que 
“tras la expedición del certificado, aunque los herederos determinados ya pueden disponer 
libremente, cualquier persona con mejor derecho puede reclamar su posición mediante demanda 
sucesoria (art. 559 Cc) y el heredero virtual y el excluido tiene aún un nuevo plazo de un año para 
reclamar su parte legal (derecho de crédito contra la herencia). Por lo tanto, no es contenido 
imprescindible la mención en el certificado de los herederos virtuales (o herederos legitimarios 
excluidos), como en el caso planteado sería el viudo, por su cuarta parte de la herencia, ni las 
acciones posibles posteriores empecen en aquel Derecho la eficacia habilitante del certificado”. 

La DGSJFP observa pues, que además de la ausencia por el notario autorizante (o en su caso 
por el registrador) de un juicio sobre la ley aplicable y sobre el contenido del Derecho suizo, se 
requiere asimismo un juicio de validez del certificado sucesorio, en particular de su equivalencia 
con un certificado o documento público expedido por autoridad española en el sentido del art. 60 
LCJIMC. 

La DGSJFP confirma la calificación registral: “En conclusión, el titulo calificado no contiene un 
juicio del notario basado en la prueba del Derecho aplicable a la sucesión, ni del contenido de la ley 
con base en la cual es omitida la comparecencia del cónyuge viudo, ni de los requisitos mínimos 
exigibles al certificado de herederos emitido, si bien respecto de sus aspectos formales basta la 
apostilla internacional, según establece el Convenio de La Haya de 5 octubre 1961, que demuestra 
que se trata de una autoridad con competencia civil. Tampoco se realiza en el título calificado juicio 
de equivalencia funcional del título extranjero con el que emitiera una autoridad española, razones 
por las cuales debe confirmarse el defecto observado al no quedar justificada la no comparecencia 
del cónyuge viudo”. (S.S.L.) 
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Las actividades de la Comisión Europea en materia de Derecho 
internacional privado en el periodo mayo 2018–mayo 2019 

 

Raúl LAFUENTE SÁNCHEZ * 
 

El presente trabajo tiene por objeto informar sobre las actividades desarrolladas por la 
Comisión Europea en materias relacionadas con el Derecho internacional privado durante 
el periodo comprendido entre mayo 2018 y mayo 2019. En este tiempo la labor desarrollada 
por la Comisión ha sido profusa y entre sus actividades hay que destacar: el informe general 
sobre la actividad de la Unión Europea en 20181; el Trigésimo cuarto Informe anual de la 
Comisión sobre el control de la aplicación del Derecho de la Unión Europea. Informe anual 
de 20172; el Informe anual de 2017 sobre la aplicación de los principios de subsidiariedad 
y proporcionalidad3; y el Informe anual 2017 sobre las relaciones entre la Comisión 
Europea y los Parlamentos Nacionales4. Además, como ya es habitual, en junio de 2018 todos 
los Departamentos y agencias ejecutivas de la Comisión publicaron los informes relativos a la 
actividad desarrollada durante el año 20175; y en Junio de 2019 los relativos a la actividad 
desarrollada durante el año 20186. Finalmente, como cada año, en octubre de 2018, la Comisión 
presentó su programa de trabajo de 2019: cumplir lo prometido y prepararse para el futuro7. 

Por otra parte, es importante mencionar que, ante la posibilidad de que el Reino Unido se 
retire de la Unión Europea sin alcanzar un acuerdo, la Comisión puso en marcha durante este 
periodo numerosas iniciativas. Entre ellas, cabe destacar por su contenido y carácter horizontal 
la Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo Europeo, al Consejo, al Banco 
Central Europeo, al Comité Económico y Social Europeo, al Comité de las Regiones y al Banco 
Europeo de Inversiones titulada: Medidas para abordar el impacto de la retirada del Reino Unido 
de la Unión sin acuerdo: enfoque coordinado de la Unión8, en el que la Comisión ofrece 
orientaciones adicionales en cinco ámbitos clave, a saber: ·derechos de residencia y de seguridad 
social de los ciudadanos; cooperación policial y judicial en materia penal; medicamentos y 
material sanitario; actividades pesqueras; y protección de datos. Con este documento, contribuye 
a que las medidas de contingencia se apliquen sin problemas y a la consecución y el 
mantenimiento de un enfoque coordinado.  

 
1. Espacio de libertad, seguridad y justicia 

 
En el ámbito de la libertad, seguridad y justicia, con carácter general hay que mencionar los 

sucesivos informes sobre la evolución hacia una Unión de la Seguridad genuina y efectiva, 

 
* Profesor Titular de Derecho internacional privado. Universidad de Alicante. 
1 https://publications.europa.eu/en/publication–detail/–/publication/292fd37c–30d8–11e9–8d04–

01aa75ed71a1/language–es. 
2 https://ec.europa.eu/info/publications/2017–commission–report–and–factsheets–monitoring–

application–eu–law_es. 
3 Doc. COM (2018) 490 final, de 23 de octubre. 
4 Doc. COM (2018) 491 final, de 23 de octubre. 
5 https://ec.europa.eu/info/publications/annual–activity–reports–2017_es. 
6 https://ec.europa.eu/info/publications/annual–activity–reports–2018_en. 
7 https://ec.europa.eu/info/publications/2019–commission–work–programme–key–documents_en. 
8 Doc. COM (2019) 195 final, de 10 de abril.  
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presentados por la Comisión mediante sus respectivas Comunicaciones al Parlamento Europeo, 
al Consejo Europeo y al Consejo. Así, el Decimoquinto informe9, el Decimosexto informe10, el 
Decimoséptimo informe11 y el Decimoctavo informe12.  

 
1.1 Cooperación judicial en materia civil 

 
En primer lugar, hay que destacar el Informe de la Comisión al Parlamento Europeo, al 

Consejo, al Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones, sobre la evaluación 
intermedia de la ejecución del programa “Justicia” 2014–202013. Como es bien sabido, el 
Programa Justicia es uno de los instrumentos que contribuyen a alcanzar los objetivos previstos 
en el TFUE, a saber, la creación de un espacio europeo de libertad, seguridad y justicia, basado en 
el reconocimiento mutuo de las resoluciones judiciales y en la confianza mutua entre los Estados 
miembros, en el que las personas puedan desplazarse libremente y confiar en el respeto de los 
derechos fundamentales y los principios comunes, como la no discriminación, la igualdad de 
género, la tutela judicial efectiva de todos, el Estado de Derecho y un sistema judicial 
independiente que funcione correctamente.  

En relación al Plan de acción presentado en su día por la Comisión en el que se abordaba el 
problema de la falsificación de documentos de viaje y su importancia en el contexto de los ataques 
terroristas y los flujos migratorios, la Comisión presentó un Informe al Parlamento Europeo y al 
Consejo sobre la aplicación del Plan de acción para fortalecer la respuesta de la Unión Europea al 
fraude relacionado con la documentación14. 

Además, durante este período, la Comisión presentó una Comunicación al Parlamento 
Europeo, al Consejo Europeo y al Consejo, titulada Reforzar en mayor medida el Estado de 
Derecho en la Unión, Situación y posibles próximas etapas15, en la que resalta el Estado de 
Derecho como uno de los valores fundacionales de la Unión Europea que garantiza que los 
Estados miembros y sus ciudadanos puedan trabajar juntos en un espíritu de confianza mutua, y 
que la confianza en las instituciones públicas, incluido el sistema judicial, es vital para el correcto 
funcionamiento de las sociedades democráticas. Así como otra Comunicación al Parlamento 
Europeo, al Consejo, al Banco Central Europeo, al Comité Económico y Social Europeo y al Comité 
de las Regiones, Cuadro de indicadores de la justicia en la EU de 201916, donde se pone de 
manifiesto el respeto de la norma jurídica y de las resoluciones judiciales y las actuaciones que se 
están llevando a cabo en el seno de la Unión para aumentar la confianza en la justicia.  

 
1.2 Cooperación judicial en materia penal 

 
En el ámbito de la cooperación judicial en materia penal, cabe destacar dos Informes de la 

Comisión al Parlamento Europeo y al Consejo. Se trata del Informe sobre la aplicación de la 
Directiva 2010/64/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 octubre 2010, relativa al 
derecho a interpretación y a traducción en los procesos penales17; y del Informe sobre la 
aplicación de la Directiva 2012/13/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 mayo 2012, 
relativa al derecho a la información en los procesos penales18. 

 
9 Doc. COM (2018) 470 final, de 13 de junio. 
10 Doc. COM (2018) 690 final, de 10 de octubre. 
11 Doc. COM (2018) 845 final, de 11 de diciembre. 
12 Doc. COM (2019) 145 final, de 20 de marzo, acompañado del documento de trabajo SWD (2019) 140 final. 
13 Doc. COM (2018) 507 final, de 29 de junio, acompañado de los documentos de trabajo SWD (2018) 356 

final y SWD (2018) 357 final. 
14 Doc. COM (2018) 696 final, de 16 de octubre. 
15 Doc. COM (2019) 163 final, de 3 de abril. 
16 Doc. COM (2019) 198 final, de 26 de abril.  
17 Doc. COM (2018) 857 final, de 18 de diciembre. 
18 Doc. COM (2018) 858 final, de 18 de diciembre. 
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Igualmente, una Propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo sobre las 
órdenes europeas de entrega y conservación de pruebas electrónicas a efectos de enjuiciamiento 
penal19. Esta propuesta tiene por objeto regular la obtención de pruebas que pueden utilizarse 
ante los tribunales en supuestos de uso indebido de las redes sociales, servicios de correo 
electrónico y mensajería y demás aplicaciones para comunicarse, trabajar y crear lazos sociales.  

Finalmente, dos Recomendaciones de Decisión del Consejo: la primera por la que se autoriza 
la apertura de negociaciones para un Acuerdo entre la Unión Europea y los Estados Unidos de 
América sobre el acceso transfronterizo a las pruebas electrónicas para la cooperación judicial en 
materia penal20. Esta iniciativa se enmarca en el creciente número de investigaciones penales 
que se apoyan en pruebas electrónicas y que no son accesibles al público. De este modo, la 
naturaleza de internet y la ausencia de fronteras hacen que facilitar el acceso transfronterizo a 
las pruebas electrónicas se haya convertido en una cuestión acuciante para casi cualquier tipo de 
infracción. La segunda por la que se autoriza la participación en las negociaciones sobre un 
Segundo Protocolo adicional al Convenio del Consejo de Europa sobre Ciberdelincuencia21, a la 
vista de los retos que plantea la evolución de las tecnologías de la información y la comunicación 
y el aumento de la ciberdelincuencia y otros delitos.  

 
1.3 Política de visados y cruce de fronteras exteriores 

 
En materia de visados, la Comisión presentó durante este periodo una Propuesta de 

Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo por el que se establece, como parte del Fondo 
para la Gestión Integrada de las Fronteras, el instrumento de apoyo financiero a la gestión de 
fronteras y los visados22. Este Reglamento responde a la necesidad de seguir garantizando un 
nivel elevado de seguridad dentro de un espacio de libertad, seguridad y justicia que debe 
lograrse, entre otros medios, con medidas comunes sobre el cruce de personas a través de las 
fronteras interiores y sobre los controles fronterizos en las fronteras exteriores y la política 
común de visados, teniendo en cuenta las ventajas que de ello se derivan tanto para los 
ciudadanos europeos cuanto para las empresas. Precisamente, el espacio Schengen es uno de los 
instrumentos principales a través de los cuales los ciudadanos europeos pueden disfrutar sus 
libertades y el mercado interior puede prosperar y desarrollarse. 

En relación a la obligación de la obtención de visado para cruzar la fronteras exteriores y la 
futura retirada del Reino Unido de la Unión Europea, la Comisión presentó una Propuesta de 
Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo que modifica el Reglamento (CE) nº 
539/2001 del Consejo, por el que se establecen la lista de terceros países cuyos nacionales están 
sometidos a la obligación de visado para cruzar las fronteras exteriores y la lista de terceros 
países cuyos nacionales están exentos de esa obligación, en lo que respecta a la retirada del Reino 
Unido de la Unión23. Esta Propuesta responde a la necesidad de regular la situación de los 
ciudadanos británicos cuando dejen de ser ciudadanos de la Unión y deje de aplicarse a los 
mismos el derecho fundamental a circular y residir libremente dentro de la Unión y el derecho a 
entrar a cualquier otro Estado miembro sin necesidad de estar provisto de un visado de entrada 
o de cumplimentar otra formalidad equivalente. 

A estas iniciativas hay que añadir el Informe al Parlamento Europeo y al Consejo, Segundo 
Informe en el marco del mecanismo de suspensión de visados24. Este Segundo Informe en el marco 

 
19 Doc. COM (2018) 225 final, de 4 marzo 2019, acompañado de los documentos de trabajo SWD (2018) 118 

final y SWD (2018) 119 final. Documento que corrige el documento previo COM (2018) 225 final, de 17 de abril. 
20 Doc. COM (2019) 70 final, de 5 de febrero. 
21 Doc. COM (2019) 71 final, de 5 de febrero.  
22 Doc. COM (2018) 473 final, de 12 de junio, acompañado de los siguientes documentos de trabajo: SEC 

(2018) 315 final, SWD (2018) 347 final y SWD (2018) 348 final. 
23 Doc. COM (2018) 745 final, de 13 de noviembre. 
24 Doc. COM (2018) 856 final, de 19 de diciembre, y documento de trabajo SWD (2018) 496 final. 
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del mecanismo de suspensión de visados se deriva del deber de la Comisión de supervisar el 
cumplimiento ininterrumpido de los requisitos de liberalización de visados por parte de terceros 
países e informar, al menos una vez al año.  

Del mismo modo, cabe destacar la Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo y al 
Consejo relativa a la Situación actual y camino a seguir por lo que se refiere a la situación de no 
reciprocidad en el ámbito de la política de visados25. 

Por otra parte, consciente de la necesidad de evaluar los resultados de las medidas adoptadas 
por la Unión Europea para hacer frente a los desafíos que han ido surgiendo en el espacio Schengen, 
la Comisión presentó una Propuesta de Decisión del Consejo relativa a la notificación por el Reino 
Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte de su deseo de dejar de participar en algunas de las 
disposiciones del acervo de Schengen contenidas en el Reglamento (CE) nº 377/2004 del Consejo, 
de 19 febrero 2004, sobre la creación de una red de funcionarios de enlace de inmigración26. 

 
1.4 Asilo, refugio e inmigración 

 
La Comisión ha desarrollado una gran actividad en este ámbito que se ha visto reflejada en la 

adopción de números actos jurídicos preparatorios a través de propuestas de reglamentos, 
directivas, informes y comunicaciones. Destacan en este apartado varias propuestas de 
Reglamento presentadas por la Comisión. En primer lugar, la Propuesta de Reglamento del 
Parlamento Europeo y del Consejo, el establecimiento de un marco para la interoperabilidad 
entre los sistemas de información de la UE (cooperación policial y judicial, asilo y migración) y 
por el que se modifica el [Reglamento (UE) nº 2018/XX (Reglamento Eurodac)] del Reglamento 
(UE) 2018/XX [Reglamento sobre el SIS en el ámbito de la cooperación policial y judicial], el 
Reglamento (UE) nº 2018/XX [el Reglamento ECRIS–NTP] y el Reglamento (UE) nº 2018/XX [el 
Reglamento] eu–LISA27. Propuesta que modifica la presentada en el año 2017 en la medida en 
que se presentan las nuevas modificaciones necesarias de otros instrumentos jurídicos que se 
requieren en virtud de la propuesta de interoperabilidad.  

En segundo lugar, la Propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo por el 
que se crea el Fondo de Asilo y Migración28. En tercer lugar, la Propuesta de Reglamento del 
Parlamento Europeo y del Consejo por el que se crea el Fondo de Seguridad Interior29.  

Igualmente, la Propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo por el que se 
establece, como parte del Fondo para la Gestión Integrada de las Fronteras, el instrumento de 
apoyo financiero para equipo de control aduanero30  

Junto a estas Propuestas de Reglamento, la Comisión presentó una Comunicación titulada La 
gestión de la migración en todos sus aspectos: avances en el marco de la agenda europea de 
migración31; y su Informe de situación sobre la aplicación de la Agenda Europea de Migración, a 
través de una Comunicación al Parlamento Europeo, al Consejo Europeo y al Consejo32. 

Además, la necesidad de aumentar considerablemente los retornos efectivos de migrantes 
irregulares, tal y como se manifestó en el Consejo Europeo de 28 junio 2018, ha llevado a la 

 
25 Doc. COM (2018) 855 final, de 19 de diciembre. 
26 Doc. COM (2019) 23 final, de 31 de enero. 
27 Doc. COM (2018) 480 final, de 13 de junio, acompañado por los siguientes documentos de trabajo: SWD 

(2017) 473 final y SWD (2017) 474 final. 
28 Doc. COM (2018) 471 final, de 12 de junio, acompañado de los documentos de trabajo SWD (2018) 347, 

SWD (2018) 348 y SEC (2018) 315.  
29 Doc. COM (2018) 472 final, de 13 de junio, acompañado de los documentos de trabajo SWD (2018) 347 

final, SWD (2018) 348 final y SEC (2018) 315 final. 
30 Doc. (2018) 474 final, de 12 de junio, acompañado de los documentos de trabajo SWD (2018) 347,  SWD 

(2018) 348 y SEC (2018) 315. 
31 Doc. COM (2018) 798 final, de 4 de diciembre.  
32 Doc. COM (2019) 126 final, de 6 de marzo. 
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Comisión a presentar una Propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo 
relativa a normas y procedimientos comunes en los Estados miembros para el retorno de los 
nacionales de terceros países en situación irregular (refundición)33. Esta propuesta se 
enmarca dentro de las propuestas legislativas que ha de presentar la Comisión para para 
formular una política europea más eficaz y coherente en materia de retorno. Para ello incide 
en la necesidad de consolidar los instrumentos de la solidaridad europea, de garantizar una 
gestión eficaz de las fronteras exteriores y de la migración y de establecer una política de 
retorno europea más eficaz y coherente.  

En fin, por lo que respecta a los refugiados, hay que hacer referencia a la Propuesta de Decisión 
del Parlamento Europeo y del Consejo relativa a la movilización del Instrumento de Flexibilidad 
para financiar medidas presupuestarias inmediatas para hacer frente a los actuales desafíos de 
la migración, la afluencia de refugiados y las amenazas a la seguridad34; así como a la 
Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo y al Consejo referida al Tercer informe 
anual sobre el Mecanismo para los refugiados en Turquía35. 

 
1.5 Libre circulación de personas y ciudadanía de la Unión  

 
Con carácter general, hay que subrayar el Informe de la Comisión al Parlamento Europeo, al 

Consejo, al Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones, Informe anual de 
2017 sobre la aplicación de la Carta de los Derechos Fundamentales de la UE36. 

Respecto a la libre circulación de personas, y en el ámbito de la asistencia sanitaria 
transfronteriza, la Comisión presentó su Informe al Parlamento Europeo y al Consejo sobre el 
funcionamiento de la Directiva 2011/24/UE relativa a la aplicación de los derechos de los 
pacientes en la asistencia sanitaria transfronteriza37. Como es bien sabido, el objetivo general de 
la Directiva 2011/24/UE consiste en facilitar el acceso a una asistencia sanitaria segura y de 
elevada calidad en otro Estado miembro. Para ello, se fomenta la cooperación transfronteriza 
entre Estados en esta materia, si bien cada Estado miembro sigue siendo responsables de la 
prestación de asistencia sanitaria adecuada en su territorio y los pacientes han de ser 
reembolsados por la asistencia sanitaria, de conformidad con los principios establecidos por el 
Tribunal de Justicia de la Unión Europea y codificados por la Directiva.  

A su vez, en el ámbito de la coordinación de los regímenes de la seguridad social, la Comisión 
presentó una Propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo por el que se 
establecen medidas de contingencia en el ámbito de la coordinación de la seguridad social a raíz 
de la retirada del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte de la Unión Europea (Texto 
pertinente a efectos del EEE y de Suiza)38. Si, finalmente, no se ratificase el Acuerdo de Retirada, 
el Derecho primario y el Derecho derivado de la Unión dejarán de ser aplicables al Reino Unido 
que pasará a ser un tercer país. En ese caso, la legislación de la Unión en materia de coordinación 
de la Seguridad social dejaría de ser aplicable en las relaciones entre la Unión y el Reino Unido. 
Por lo tanto, dejarán de garantizarse los derechos de seguridad social de los ciudadanos de la 
Unión que estén, o hayan estado, sujetos a la legislación de uno o más Estados miembros y en 
situaciones que incluyan al Reino Unido y viceversa. Por todo ello, se hace necesario garantizar 
que las personas que, como ciudadanos de la Unión, hayan ejercido su derecho de libre 
circulación dentro de la Unión antes de la fecha de retirada, mantengan sus derechos de 
seguridad social sobre la base de los hechos y acontecimientos ocurridos y los períodos de seguro, 

 
33 Doc. COM (2018) 634 final, de 12 de septiembre. 
34 Doc. COM (2018) 901 final, de 30 de noviembre. 
35 Doc. COM (2019) 174 final, de 10 de abril. 
36 Doc. COM (2018) 396 final, de 4 de junio, acompañado del documento de trabajo SWD (2018) 304 final. 
37 Doc. COM (2018) 651 final, de 21 de septiembre. 
38 Doc. COM (2019) 53 final, de 30 de enero. 
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empleo o trabajo por cuenta propia o residencia completados antes de la fecha de retirada, 
cuando el Reino Unido era un Estado miembro de la Unión.  

Y, en relación a la ciudadanía de la Unión, hay que indicar la existencia de sendos informes 
presentados por la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social 
Europeo y al Comité de las Regiones. El primero de ellos, sobre sobre la evaluación intermedia de 
la ejecución del programa “Derechos, Igualdad y Ciudadanía” 2014–202039. Este informe 
presenta los resultados intermedios obtenidos por el Programa y los aspectos cualitativos y 
cuantitativos de su ejecución, tal como exige el art. 13, ap. 2, letra b), del Reglamento del 
Parlamento Europeo y del Consejo por el que se establece el programa “Derechos, Igualdad y 
Ciudadanía” para el período de 2014 a 2020. 

El segundo informe, titulado: Regímenes de ciudadanía y residencia para inversores en la 
Unión Europea40, pone de manifiesto la disparidad de regímenes aplicados por los Estados 
miembros en esta materia, por lo que han lo que regímenes han despertado dudas por 
determinados riesgos inherentes, concretamente, en relación con la seguridad, el blanqueo de 
capitales, la evasión fiscal y la corrupción, teniendo en cuenta que estas personas al obtener la 
ciudadanía de un Estado miembro se convierten en ciudadanos de la Unión. 

Por otra parte, a la vista de la futura retirada del Reino Unido de la Unión, el programa 
Erasmus, una iniciativa emblemática de la UE y uno de los programas de mayor éxito de la Unión 
Europea que ha permitido a más de nueve millones de jóvenes europeos la oportunidad de tener 
una experiencia de movilidad por motivos de aprendizaje en el extranjero, fue objeto de una 
Propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo, por el que se establecen 
disposiciones para la continuación de las actividades de movilidad por motivos de aprendizaje 
en curso en el marco del programa Erasmus+, en el contexto de la retirada del Reino Unido de 
Gran Bretaña e Irlanda del Norte de la Unión Europea41. 

Finalmente, por lo que a los nacionales de terceros estados se refiere, la comisión presentó 
sendos Informes al Parlamento Europeo y al Consejo, el primero de ellos sobre la aplicación de la 
Directiva 2003/109/CE, relativa al estatuto de los nacionales de terceros países residentes de 
larga duración42, y, el segundo relativo a la aplicación de la Directiva 2003/86/CE sobre el 
derecho a la reagrupación familiar43. 

 
2. Mercado interior 

 
Considerando la importancia de la transformación digital que afecta a todos los sectores de la 

sociedad y de la economía, y su incidencia en el mercado interior, la Comisión Europea presentó una 
Propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo por el que se establece el programa 
Europa Digital para el período 2021–202744. Junto a esa Propuesta, la Comisión también presentó una 
Comunicación al Parlamento Europeo, al Consejo y al Comité Económico y Social Europeo titulada 
Normas armonizadas: aumento de la transparencia y la seguridad jurídica en aras de un mercado 
único plenamente operativo45, en la que se evalúa el estado del mercado único y se examinan los 
obstáculos y las oportunidades para lograr un mercado único plenamente operativo, teniendo en 

 
39 Doc. COM (2018) 508 final de 29 de junio, acompañado de los documentos de trabajo SWD (2018) 358 

final y SWD (2018) 359 final. 
40 Doc. COM (2019) 12 final, de 23 de enero, acompañado del documento de trabajo SWD (2019) 5 final.  
41 Doc. COM (2019) 65 final, de 30 de enero.  
42 Doc. COM (2019) 161 final, de 29 de marzo.  
43 Doc. COM (2019) 162 final, de 29 de marzo.  
44 Doc. COM (2018) 434 final, de 6 de junio, acompañado de los siguientes documentos de trabajo: SEC 

(2018) 289 final, SWD (2018) 305 final y SWD (2018) 306 final. 
45 Doc. COM (2018) 764 final, de 22 de noviembre. 
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cuenta que la normalización desempeña una función importante en esta evaluación, especialmente 
habida cuenta de su papel en la eliminación de las barreras técnicas al comercio.  

Por lo que a las empresas respecta, cabe destacar la Propuesta de Reglamento del Parlamento 
Europeo y del Consejo por el que se establece el programa sobre el mercado único, la 
competitividad de las empresas, incluidas las pequeñas y medianas empresas, y las estadísticas 
europeas, y se derogan los Reglamentos (UE) nº 99/2013, (UE) nº 1287/2013, (UE) nº 
254/2014, (UE) nº 258/2014, (UE) nº 652/2014 y (UE) 2017/826 (Texto pertinente a efectos 
del EEE)46. Además de establecer el programa para la mejora del funcionamiento del mercado 
interior y la competitividad de las empresas, así como el marco de financiación para el desarrollo, 
la elaboración y la difusión de estadísticas europeas, esta propuesta establece los objetivos del 
programa, el presupuesto para el período 2021–2027, las formas de financiación de la Unión y 
las normas para la concesión de dicha financiación. 

 
2.1. Libre circulación de mercancías y Unión aduanera 

 
En este apartado, hay que mencionar la Propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y 

del Consejo por el que se establece el programa “Aduana” para la cooperación en el ámbito de las 
aduanas47. Tal y como se establece en su articulado,  este Programa persigue el objetivo general 
de apoyo a la unión aduanera y a las autoridades aduaneras a fin de proteger los intereses 
económicos y financieros de la Unión y de sus Estados miembros, de garantizar la protección y la 
seguridad en la Unión y de proteger a la Unión frente al comercio desleal e ilegal, facilitando al 
mismo tiempo las actividades comerciales legítimas. 

Además, dos Comunicaciones presentadas por la Comisión. La primera, al Consejo y al 
Parlamento Europeo, Primer informe bianual sobre el avance en el desarrollo de la unión 
aduanera de la UE y de su gobernanza48, en el que la Comisión analiza la posible evolución de la 
Unión Europea durante los próximos años para hacer frente a los numerosos retos a los que se 
enfrenta y el papel que desempeña la Unión Aduanera a la hora de abordar estos desafíos. La 
segunda, al Parlamento Europeo, al Consejo y al Comité Económico y Social Europeo, titulada: 2.º 
Plan de Acción para luchar contra el comercio ilícito de tabaco 2018–202249 

Finalmente, otra Propuesta de Reglamento del Consejo por el que se modifica el Reglamento 
(UE) nº 1388/2013 relativo a la apertura y modo de gestión de contingentes arancelarios 
autónomos de la Unión para determinados productos agrícolas e industriales50, por el que se 
regulan los de contingentes arancelarios autónomos en relación con ciertos productos cuya 
producción en la Unión no baste para satisfacer las necesidades de la industria usuaria.  

 
2.2. Movilidad laboral y profesional 

 
La libre circulación de trabajadores constituye una libertad fundamental de los ciudadanos de 

la Unión y uno de los pilares del mercado interior desarrollada fundamentalmente a través del 
derecho derivado y de la jurisprudencia del TJUE. En este sentido, la Comisión presentó un 
Informe al Parlamento Europeo, al Consejo y al Comité Económico y Social Europeo sobre la 
aplicación de la Directiva 2014/54/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 abril 2014, 

 
46 Doc. COM (2018) 441 final, de 7 de junio, yacompañado de los documentos de trabajo SEC (2018) 294 

final y SWD (2018) 320 final. 
47 Doc. COM (2018) 442 final, de 8 de junio, acompañado de los siguientes documentos de trabajo: SEC 

(2018) 295 final, SWD (2018) 321 final y SWD (2018) 322 final. 
48 Doc. COM (2018) 524 final, de 5 de julio.  
49 Doc. COM (2018) 846 final, de 7 de diciembre. 
50 Doc. COM (2019) 210 final, de 2 de mayo. 
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sobre medidas para facilitar el ejercicio de los derechos conferidos a los trabajadores en el 
contexto de la libre circulación de los trabajadores51. 

En relación a los trabajadores nacionales de terceros estados, la Comisión presentó otro 
Informe al Parlamento Europeo y al Consejo sobre la Directiva 2011/98/UE, por la que se 
establece un procedimiento único de solicitud de un permiso único que autoriza a los nacionales 
de terceros países a residir y trabajar en el territorio de un Estado miembro y por la que se 
establece un conjunto común de derechos para los trabajadores de terceros países que residen 
legalmente en un Estado miembro52. 

Por otra parte, la integración en el mercado laboral de los desempleados de larga duración es 
uno de los principales desafíos de la agenda en materia de empleo y crecimiento, por lo que la 
Comisión presentó un Informe al Consejo titulado Evaluación de la Recomendación del Consejo 
relativa a la integración de los desempleados de larga duración en el mercado laboral53, en el que 
se pone de manifiesto el aumento del desempleo de larga duración y el desafío que plantea la 
solución de este problema.   

A su vez, con el fin de potenciar la dimensión social de la Unión Europea que viene 
consagrada en el art. 3 del Tratado de la Unión Europea (TUE), la Comisión presentó una 
Comunicación al Parlamento Europeo, al Consejo Europeo, al Consejo, al Comité Económico y 
Social Europeo y al Comité de las Regiones, Cómo legislar de manera más eficiente en política 
social: determinación de los ámbitos en los que debe recurrirse más a la votación por mayoría 
cualificada54. 

En fin, uno de los aspectos que puede afectar de modo directo al ámbito laboral, es el 
determinado por los cambios de hora estacionales que se vienen aplicando en la Unión Europea 
y que se traducen en un cambio de hora dos veces al año para tener en cuenta la evolución de 
la luz diurna y aprovechar su disponibilidad en un determinado periodo. En este sentido, la 
Comisión presentó una Propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo por la 
que se eliminan los cambios de hora estacionales y por la que se deroga la Directiva 
2000/84/CE55 (Texto pertinente a efectos del EEE). 

 
2.3. Libre prestación de servicios 

 
La Unión de la Energía es una de las prioridades clave de la Unión Europea. Su objetivo 

fundamental es ofrecer a los particulares y a las empresas una energía segura, sostenible, 
competitiva y asequible. Por este motivo, en el ámbito del sector energético, la Comisión Europea 
ha presentado varias iniciativas durante este periodo.  

En primer lugar, una Comunicación al Parlamento Europeo, al Consejo Europeo y al Consejo, 
Una toma de decisiones más eficiente y democrática en la política energética y climática de la 
UE56. 

Junto a ella, varios Informes: el primero, dirigido al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité 
Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones, Precios y costes de la energía en 
Europa57; el segundo, dirigido al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social 
Europeo y al Comité de las Regiones, sobre la aplicación y el impacto en el medio ambiente y en 

 
51 Doc. COM (2018) 789 final, de 4 de diciembre. 
52 Doc. COM (2019) 160 final, de 29 de marzo. 
53 Doc. COM (2019) 169 final, de 11 de abril, acompañado de los documentos de trabajo SWD (2019) 154 

final y SWD (2019) 155 final. 
54 Doc. COM (2019) 186 final, de 16 de abril.  
55 Doc. COM (2018) 639 final, de 12 de septiembre, acompañado del documento de trabajo SWD (2018) 

406 final. 
56 Doc. COM (2019) 177 final, de 9 de abril. 
57 Doc. COM (2019) 1 final, de 9 de enero, y documento de trabajo SWD (2019) 1 final. 
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el funcionamiento del mercado interior de la Directiva 2006/66/CE del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 6 septiembre 2006, relativa a las pilas y acumuladores y a los residuos de pilas y 
acumuladores y por la que se deroga la Directiva 91/157/CEE58; el tercero, al Parlamento 
Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social Europeo, al Comité de las Regiones y al Banco 
Europeo de Inversiones, Cuarto Informe sobre el estado de la Unión de la Energía59; el cuarto, al 
Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social Europeo, al Comité de las Regiones 
y al Banco Europeo de Inversiones, sobre la ejecución del Plan de acción estratégico para las 
baterías: creación de una cadena de valor estratégica para las baterías en Europa60; el quinto, al 
Parlamento Europeo y al Consejo, Evaluación de 2018, con arreglo al art. 24, apartado 3, de la 
Directiva 2012/27/UE relativa a la eficiencia energética, de los avances realizados por los 
Estados miembros en la consecución de los objetivos nacionales de eficiencia energética para 
2020 y en la aplicación de las disposiciones de dicha Directiva61; y el último, al Parlamento 
Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones, Informe 
de situación en materia de energías renovables62. 

Por lo que al sistema financiero de la Unión se refiere, hay que recordar que este se apoya en 
un sólido marco regulador y de supervisión que se ha revisado a fondo en los últimos años con el 
fin de salvaguardar la seguridad y la solidez de las entidades que operan en el sector financiero y 
la estabilidad del sistema. En este sentido, la Comisión Europea ha presentado durante este 
periodo varias iniciativas tendentes a fortalecer el sistema financiero. 

Con carácter general, cabe mencionar la Propuesta de Decisión del Consejo relativa a la 
posición que debe adoptarse, en nombre de la Unión Europea, en el Comité Mixto del EEE, en lo 
que respecta a una modificación del anexo IX (Servicios financieros) del Acuerdo EEE, 
[Reglamento (UE) nº 575/2013 sobre requisitos de capital (Reglamento “RRC”) y Directiva 
2013/36/UE (Directiva «DRC IV»)] (Texto pertinente a efectos del EEE)63. 

Además, en materia de servicios financieros bancarios, la Comisión presentó una 
Comunicación al Parlamento Europeo, al Consejo Europeo, al Consejo y al Banco Central Europeo, 
Tercer informe de situación sobre el proceso de reducción de los préstamos dudosos y reducción 
adicional del riesgo en la Unión Bancaria64, así como un Informe al Parlamento Europeo y al 
Consejo sobre la aplicación y revisión de la Directiva 2014/59/UE (Directiva sobre 
reestructuración y resolución bancarias) y el Reglamento (UE) nº 806/2014 (Reglamento sobre 
el Mecanismo Único de Resolución)65  

En particular, por lo que respecta a la moneda única, el euro, y los mercados de capitales, cabe 
destacar, en primer lugar, sendos Informes dirigidos al Parlamento Europeo y al Consejo. El 
primero de ellos sobre el ejercicio del poder de adoptar actos delegados conferido a la Comisión 
en virtud del Reglamento (CE) nº 2271/96 del Consejo, de 22 noviembre 1996, relativo a la 
protección contra los efectos de la aplicación extraterritorial de la legislación adoptada por un 
tercer país, y contra las acciones basadas en ella o derivadas de ella66. El mencionado 
Reglamento ofrece protección contra los efectos de la aplicación extraterritorial de las leyes 
recogidas en su anexo, incluidas los reglamentos y otros instrumentos legislativos, y de las 
acciones basadas en ellas o derivadas de ellas, y los contrarresta cuando dicha aplicación afecte 
a los intereses de las personas contempladas en el art. 11 del Reglamento y que se dediquen al 

 
58 Doc. COM (2019) 166 final, de 9 de abril.  
59 Doc. COM (2019) 175 final de 13 de mayo.   
60 Doc. COM (2019) 176 final, de 9 de abril.  
61 Doc. COM (2019) 224 final, de 9 de abril. 
62 Doc. COM (2019) 225 final, de 9 de abril.  
63 Doc. COM (2019) 39 final, de 4 de febrero.  
64 Doc. COM (2018) 766 final, de 28 de noviembre, y documento de trabajo SWD (2018) 472 final. 
65 Doc. COM (2019) 213 final, de 30 de abril.  
66 Doc. COM (2018) 494 final, de 19 de junio. 



700                                  ANUARIO ESPAÑOL DE DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 2019–2020 

AEDIPr, t. XIX–XX, 2019–2020 
ISSN 1578–3138 

comercio internacional o al movimiento de capitales y a actividades comerciales afines entre la 
UE y terceros países.  

El segundo, sobre la aplicación y los resultados en 2017 del Programa «Pericles 2020» para 
la protección del euro contra la falsificación de moneda67. 

Junto a los mencionados Informes, la Comisión presentó durante este periodo tres 
Comunicaciones al Parlamento Europeo, al Consejo Europeo, al Consejo, al Banco Central 
Europeo, al Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones. La primera de ellas 
titulada: Reforzar los marcos de supervisión prudencial y de supervisión en materia de lucha 
contra el blanqueo de capitales de la Unión aplicables a las entidades financieras68; la segunda, 
titulada: Unión de los Mercados de Capitales: Es el momento de renovar esfuerzos en pos de la 
inversión, el crecimiento y una mayor relevancia del euro69, que pone de manifiesto la necesidad 
de profundizar en la Unión Económica y Monetaria y de crear mercados de capital líquidos y 
profundos; y, la tercera: Unión de los Mercados de Capitales: progresos realizados en la creación 
de un mercado único de capitales al servicio de una Unión Económica y Monetaria sólida70. 

Finalmente, en relación a los pagos transfronterizos, hay que señalar que en el contexto de la 
acción de la Comisión para ampliar el ámbito de aplicación del Reglamento sobre controles de 
entrada o salida de efectivo de la Unión Europea, se hizo referencia a la conveniencia de estudiar 
la idoneidad de establecer posibles límites superiores a los pagos en efectivo. Además, hay que 
tener en cuenta que en algunos Estados miembros se prohíbe realizar pagos en efectivo por 
encima de un determinado umbral. En este sentido, la Comisión presentó un Informe al 
Parlamento Europeo y al Consejo sobre las restricciones a los pagos en efectivo71. 

Con el fin de estimular la creación de empleo y conseguir un crecimiento inteligente, 
sostenible e integrador, la Unión necesita infraestructuras modernas y de alto rendimiento en los 
sectores del transporte, de las telecomunicaciones y de la energía que contribuyan a conectar e 
integrar la Unión y todas sus regiones. De este modo, se facilitará la libre circulación de personas, 
mercancías, servicios y capitales.  

Pues bien, el sector de los transportes también ha sido objeto de atención por parte de la 
Comisión que ha presentado varias iniciativas en este periodo. Así, con carácter general, la 
Propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo presentada por la Comisión por 
el por el que se establece el Mecanismo “Conectar Europa” y se derogan los Reglamentos (UE) nº 
1316/2013 y (UE) nº 283/2014 (Texto pertinente a efectos del EEE)72. Esta propuesta establece 
la base jurídica del Mecanismo “Conectar Europa” (MCE) para el período posterior a 2020 que 
prevé su aplicación a partir del 1 enero 2021, y se presenta para una Unión de veintisiete Estados 
miembros, teniendo en cuenta la intención de retirada del Reino Unido de la Unión Europea.  

Y el Informe al Parlamento Europeo y al Consejo sobre el ejercicio de los poderes para adoptar 
actos delegados otorgados a la Comisión de conformidad con el Reglamento (UE) nº 1315/2013 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 diciembre 2013, sobre las orientaciones de la Unión 
para el desarrollo de la Red Transeuropea de Transporte, y por el que se deroga la Decisión nº 
661/2010/UE73. 

Por lo que respecta al transporte por carretera, la Comisión presentó durante este periodo 
tres Informes al Parlamento Europeo y al Consejo. El primero de ellos sobre la aplicación en 
2015–2016 del Reglamento (CE) n° 561/2006, relativo a la armonización de determinadas 

 
67 Doc. COM (2018) 581 final, de 13 de agosto. 
68 Doc. COM (2018) 645 final, de 12 de septiembre. 
69 Doc. COM (2018) 767 final, de 28 de noviembre. 
70 Doc. COM (2019) 136 final, de 15 de marzo, acompañado del documento de trabajo SWD (2019) 99 final. 
71 Doc. COM (2018) 483 final, de 12 de junio. 
72 Doc. COM (2018) 438 final, de 6 de junio, acompañado de los documentos de los siguientes documentos 

de trabajo: SEC (2018) 292 final, SWD (2018) 312 final y SWD (2018) 313 final. 
73 Doc. COM (2029) 211 final, de 6 de mayo. 
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disposiciones en materia social en el sector de los transportes por carretera, y de la Directiva 
2002/15/CE, relativa a la ordenación del tiempo de trabajo de las personas que realizan 
actividades móviles de transporte por carretera74, que presenta una visión general de la 
aplicación de la legislación social de la UE en el sector del transporte por carretera en los Estados 
miembros. 

El segundo, sobre la aplicación, en el período comprendido entre el 1 enero 2015 y el 31 
diciembre 2016, de determinadas disposiciones del Reglamento (CE) nº 1071/2009, por el que 
se establecen las normas comunes relativas a las condiciones que han de cumplirse para el 
ejercicio de la profesión de transportista por carretera (2nd report from the Commission on the 
implementation by Member States of certain provisions concerning the access to the occupation of 
road transport operator)75.  

Y el tercero, relativo a las Exenciones concedidas por los Estados miembros con arreglo al 
Reglamento (UE) nº 181/2011 sobre los derechos de los pasajeros de autobús y autocar y por el 
que se modifica el Reglamento (CE) nº 2006/200476. 

Igualmente, una Propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo por el que 
se establecen normas comunes para garantizar las conexiones básicas de transporte de 
mercancías por carretera tras la retirada del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte de 
la Unión77. 

Y, por último, una Propuesta de Decisión del Consejo relativa a la posición que debe adoptarse, 
en nombre de la Unión Europea, en el Comité de Gestión del Convenio TIR respecto de la 
propuesta de enmienda del Convenio aduanero relativo al transporte internacional de 
mercancías al amparo de los cuadernos TIR78.  

Por su parte, el transporte marítimo fue objeto de un Informe de la Comisión al Parlamento 
Europeo y al Consejo, Tercer informe de evaluación sobre la aplicación de la Directiva sobre 
mejora de la protección portuaria79. 

En el apartado del transporte aéreo destacan sendos Informes de la Comisión: el primero de 
ellos, dirigido al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social Europeo y al 
Comité de las Regiones, Estrategia de aviación para Europa: mantener y promover los altos 
niveles sociales80; y, el segundo, dirigido al Parlamento Europeo y al Consejo, Informe anual 
2017 relativo a la aplicación del Reglamento (CE) nº 300/2008, sobre normas comunes para 
la seguridad de la aviación civil (informe que abarca el período comprendido entre el 1 de enero y 
el 31 diciembre 2017)81.  

Además, considerando la futura retirada del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte 
de la Unión, y que si, finalmente, el Acuerdo de retirada no es ratificado todo el Derecho primario 
y el Derecho derivado de la Unión dejarán de aplicarse al Reino Unido a partir de la fecha de 
retirada, ya que en ese momento el Reino Unido pasará a ser un tercer país, la Comisión Europea 
ha presentado diversas iniciativas en materia de transporte. Así, por lo que se refiere al 
transporte aéreo,  hay que mencionar dos Propuestas de Reglamento del Parlamento Europeo y 
del Consejo. El primero por el que se establecen normas comunes para garantizar las conexiones 
aéreas básicas tras la retirada del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte de la Unión82; 

 
74 Doc. COM (2018) 698 final, de 18 de octubre, acompañado del documento de trabajo SWD (2018) 439 final. 
75 Doc. COM (2019) 84 final, de 18 de febrero.  
76 Doc. COM (2019) 179 final, de 12 de abril.  
77 Doc. COM (2018) 895 final, de 19 de diciembre. 
78 Doc. COM (2019) 131 final, de 11 de marzo.  
79 Doc. COM (2029) 191 final, de 25 de abril.  
80 Doc. COM (2019) 120 final, de 1 de marzo.  
81 Doc. COM (2029) 183 final, de 16 de abril.  
82 Doc. COM (2018) 893 final, de 19 de diciembre. 
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y, el segundo, sobre determinados aspectos de la seguridad aérea tras la retirada del Reino Unido 
de Gran Bretaña e Irlanda del Norte de la Unión83. 

En fin, por lo que al transporte ferroviario se refiere, la Comisión presentó un Informe al 
Parlamento Europeo y al Consejo, Sexto informe de seguimiento de la evolución del mercado 
ferroviario84; y una Propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo sobre 
determinados aspectos de la seguridad y conectividad ferroviarias tras la retirada del Reino 
Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte de la Unión (Texto pertinente a efectos del EEE)85. 

 
3. Políticas relacionadas con el mercado interior 

 
3.1. Política de competencia 

 
Como ya es habitual, la Comisión presentó su Informe anual al Parlamento Europeo, al Consejo, 

al Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones, Informe sobre la política de 
competencia 201786. Resaltando la Comisión en el mencionado Informe la incidencia que ha tenido 
en las últimas décadas la política de competencia en la vida de las personas y los beneficios que 
genera la libre competencia que impulsa a las empresas a competir en función de sus méritos –
precios, calidad e innovación– y para satisfacer las necesidades de los consumidores.  

Asimismo, la Comisión presentó dos Informes al Parlamento Europeo y al Consejo. El primero, 
relativo a la Aplicación de las normas de competencia de la Unión al sector agrario87; y, el 
segundo, relativo a la aplicación de las normas de competencia en el sector farmacéutico (2009–
2017) Colaboración entre las autoridades europeas de competencia en favor de unos 
medicamentos asequibles e innovadores 88. Este informe responde a la preocupación expresada 
por el Consejo y el Parlamento Europeo de que las prácticas contrarias a la competencia de las 
empresas farmacéuticas puedan poner en peligro el acceso de los pacientes a medicamentos 
esenciales asequibles e innovadores.  

 
3.2. Política de protección de los consumidores  

 
Destacar en este apartado la Propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo 

presentada por la Comisión que modifica los Reglamentos (UE) nº 1308/2013, por el que se crea 
la organización común de mercados de los productos agrarios, (UE) nº 1151/2012, sobre los 
regímenes de calidad de los productos agrícolas y alimenticios, (UE) nº 251/2014, sobre la 
definición, descripción, presentación, etiquetado y protección de las indicaciones geográficas de 
los productos vitivinícolas aromatizados, (UE) nº 228/2013, por el que se establecen medidas 
específicas en el sector agrícola en favor de las regiones ultraperiféricas de la Unión, y (UE) nº 
229/2013, por el que se establecen medidas específicas en el sector agrícola en favor de las islas 
menores del mar Egeo89. 

Igualmente, la Comunicación de la Comisión sobre preguntas y respuestas relativas a la 
aplicación del Reglamento (UE) nº 1169/2011 del Parlamento Europeo y del Consejo sobre la 
información alimentaria facilitada al consumidor90. Esta Comunicación tiene por objeto ayudar a 

 
83 Doc. COM (2018) 894 final, de 19 de diciembre. 
84 Doc. COM (2019) 51 final, de 6 de febrero, y documento de trabajo SWD (2019) 13 final. 
85 Doc. COM (2019) 88 final, de 12 de febrero.  
86 Doc. COM (2018) 482 final, de 18 de junio, y documento de trabajo SWD (2018) 349 final. 
87 Doc. COM (2018) 706 final, de 26 de octubre, yl documento de trabajo SWD (2018) 450 final. 
88 Doc. COM (2019) 17 final, de 28 de enero. 
89 Doc. COM (2018) 394 final, de 1 de junio, acompañado por los siguientes documentos de trabajo: SWD 

(2018) 301 final y SEC (2018) 305 final. 
90 DO C 196 de 8.6.2018. 
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los operadores de empresas alimentarias y a las autoridades nacionales a aplicar el Reglamento, 
ofreciendo respuestas a una serie de preguntas que surgieron tras la entrada en vigor del mismo, 
recordando que la mencionada norma establece las disposiciones de etiquetado de los alimentos 
para permitir a los consumidores elegir con conocimiento de causa y utilizar los alimentos de 
forma segura, garantizando al mismo tiempo la libre circulación de los alimentos producidos y 
comercializados legalmente. 

Reseñar finalmente, por lo que respecta a la seguridad para ascensores, la Comisión presentó 
un Informe al Consejo y al Parlamento Europeo sobre la aplicación y el funcionamiento de la 
Directiva 2014/33/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 febrero 2014, sobre la 
armonización de las legislaciones de los Estados miembros en materia de ascensores y 
componentes de seguridad para ascensores91. 

 
4. Otros sectores 

 
4.1. Propiedad industrial e intelectual 

 
En el ámbito de la investigación y la innovación, como cada año, la Comisión publicó su 

Informe anual al Consejo y al Parlamento Europeo, sobre las actividades de investigación y desarrollo 
tecnológico de la UE, El Espacio Europeo de Investigación: promoción conjunta de la Europa de la 
investigación y de la innovación92. Informe en el que se evalúan la situación actual del Espacio Europeo 
de Investigación (EEI) y los progresos en su implantación durante el período 2016–2018. La Comisión 
también presentó una Propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo por el que se 
crea el Programa Marco de Investigación e Innovación “Horizonte Europa” y se establecen sus normas 
de participación y difusión (Texto pertinente a efectos del EEE)93; y una Propuesta de Decisión del 
Parlamento Europeo y del Consejo que establece el Programa Específico por el que se ejecuta el 
Programa Marco de Investigación e Innovación “Horizonte Europa” (Texto pertinente a efectos del 
EEE)94.  Ambas propuestas se enmarcan en la premisa de que la investigación y la innovación (I+i) 
dan respuesta a las prioridades de los ciudadanos, impulsan la productividad y la competitividad de 
la Unión, y son decisivas para mantener nuestro modelo socioeconómico y nuestros valores y para 
hallar soluciones que permitan afrontar los desafíos de manera más sistémica.  

En materia de denominaciones de origen e indicaciones geográficas, la Comisión Europea 
presentó durante este periodo una Propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del 
Consejo sobre la actuación de la Unión tras su adhesión al Acta de Ginebra del Arreglo de Lisboa 
relativo a las Denominaciones de Origen y las Indicaciones Geográficas95. Esta Propuesta tiene 
como objetivo garantizar el marco jurídico para la participación efectiva de la Unión en la Unión 
de Lisboa de la OMPI, una vez que la Unión se convierta en Parte contratante del Acta de Ginebra.  

 
4.2. Sociedad de la información 

 
En este apartado, cabe destacar el Informe presentado por la Comisión al Parlamento Europeo 

y al Consejo sobre la aplicación de las disposiciones de acceso a una internet abierta del 
Reglamento (UE) 2015/212096. 

 
91 Doc. COM (2019) 87 final, de 22 de febrero, y documento de trabajo SWD (2019) 26 final. 
92 Doc. COM (2019) 83 final, de 15 de febrero.  
93 Doc. COM (2018) 435 final, de 7 de junio, acompañado de los siguientes documentos de trabajo: SEC 

(2018) 291 final, SWD (2018) 307 final, SWD (2018) 308 final y SWD (2018) 309 final. 
94 Doc. COM (2018) 436 final, de 7 de junio, acompañado de los documentos de trabajo SEC (2018) 291 

final, SWD (2018) 307 final, SWD (2018) 308 final y SWD (2018) 309 final. 
95 Doc. COM (2018) 365 final, de 27 de julio. 
96 Doc. COM (2019) 203 final, de 30 de abril.  
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Por su parte, en relación a la inteligencia artificial, hay que citar dos Comunicaciones de la 
Comisión: la primera de ellas, al Parlamento Europeo, al Consejo Europeo, al Consejo, al Comité 
Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones, Plan coordinado sobre la inteligencia 
artificial97 

La segunda, al Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones, Generar 
confianza en la inteligencia artificial centrada en el ser humano98, en la que pone de manifiesto  
que la confianza es un requisito previo para garantizar un enfoque de la IA centrado en el ser 
humano y que la IA no es un fin en sí mismo, sino un medio que debe servir a las personas con el 
objetivo último de aumentar su bienestar, por lo que los valores en los que se basan nuestras 
sociedades han de estar plenamente integrados en la evolución de la IA. 

 
4.3 Protección de datos de carácter personal 

 
En este apartado, cabe hacer referencia a la Comunicación de la Comisión al Parlamento 

Europeo y al Consejo titulada Orientaciones sobre el Reglamento relativo a un marco para la libre 
circulación de datos no personales en la Unión Europea99. Este documento de orientación, que es 
adoptado en cumplimiento de lo establecido en el Reglamento de libre circulación de datos no 
personales, pretende ayudar a los usuarios, especialmente a las pequeñas y medianas empresas, 
a comprender la interacción entre el Reglamento de libre circulación de datos no personales y el 
Reglamento general de protección de datos. 
 

 
97 Doc. COM (2018) 795 final, de 4 marzo 2019. 
98 Doc. COM (2019) 168 final, de 8 de abril.  
99 Doc. COM (2019) 250 final, de 29 de mayo.  

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/AUTO/?uri=CELEX:52018DC0795R(03)&qid=1564041702611&rid=339
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/AUTO/?uri=CELEX:52018DC0795R(03)&qid=1564041702611&rid=339
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Crónica de la Conferencia de La Haya de Derecho 
internaciona privado 

 

Cristina GONZÁLEZ BEILFUSS* 
 

I. INTRODUCCIÓN 
 
1. El objeto de esta nota es hacer una valoración de conjunto de la actividad de la Conferencia 

de La Haya en 2019. El principal hito de este periodo es la adopción del Convenio de La Haya de 
2019 sobre reconocimiento de ejecución de sentencias al que se dedicará un primer apartado. A 
continuación, se examinará el resto de la actividad de la organización partiendo de las 
conclusiones de la reunión del Consejo de Asuntos Generales y Política que tuvo lugar los días 3 
a 6 marzo 2020.  

 
II. CONVENIO DE 2019 SOBRE RECONOCIMIENTO  

Y EJECUCIÓN DE SENTENCIAS 
 
2. El 2 julio 2019 se aprobó en sesión diplomática el Convenio sobre reconocimiento y ejecución 

de sentencias extranjeras en materia civil y mercantil. Este Convenio busca facilitar el 
reconocimiento de sentencias no cubiertas por el Convenio de 30 junio 2005 sobre Acuerdos de 
Elección de Foro y se vincula con el fallido proyecto “judgments” que se inició en 1992. El 
propósito inicial de elaborar un Convenio doble que incluyera normas de competencia judicial 
directa fracasó y se recondujo hacia la elaboración en 2005 del Convenio sobre acuerdos de 
elección de foro y ahora en 2020 de un Convenio sobre reconocimiento y ejecución de sentencias. 

3. Excedería al objetivo de esta nota analizar el contenido del Convenio.  Como elemento 
fundamental destacaríamos que se trata de un instrumento que establece únicamente un 
estándar mínimo de reconocimiento, lo que permite que se pueda siempre acudir a las normas 
más favorables del Estado requerido (art. 15 del Convenio).  Esto implica que el interés del 
Convenio sea limitado. Aquellos países que ya disponen de un régimen liberal de reconocimiento 
apenas aplicarán las normas convencionales a las sentencias extranjeras cuyo reconocimiento se 
solicite. Estarán, por consiguiente, únicamente interesados en la ratificación del Convenio si éste 
facilita el reconocimiento de las sentencias propias en el extranjero, en países que tengan 
regímenes de reconocimiento muy restrictivos o que o reconozcan sentencias extranjeras. El 
estado actual del Convenio de 2005 que únicamente ha sido ratificado por México, Montenegro, 
Singapur y la Unión Europea no permite ser muy optimista.  

4. Durante la negociación del Convenio de 2019 sobre reconocimiento y ejecución de 
sentencias se descartó la inclusión de reglas de competencia judicial internacional directa. 
Se decidió que la materia se examinaría con posterioridad en el seno de un Grupo de 
expertos ya existente que se reunió por tercera vez en febrero de 2020. Al respecto de este 
proyecto ha de destacarse que reviste la máxima prioridad para la Unión Europea.   

 
III. TRABAJOS FUTUROS 

 
5. Durante la celebración del Consejo de Asuntos Generales en marzo de 2020, se produjo la 

aceptación del estatuto de la Conferencia por la República dominicana y Uzbekistán. Con ello el 

 
* Catedrática de Derecho internacional privado de la Universidad de Barcelona. 
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número de Estados miembro de la organización se eleva a 85. Se comunicó asimismo que 
Tailandia y la República de Nicaragua iniciaban el procedimiento de ingreso. La República de 
Filipinas depósito el instrumento de adhesión al Convenio de la Haya de 1965 en materia de 
notificaciones y Vietnam se adhirió al Convenio de 1970 en materia de obtención de pruebas. 
También se produjo la firma por parte de Ucrania del Convenio de 2 julio 2019 sobre el 
reconocimiento y ejecución de sentencias en materia civil y mercantil. 

6. La Conferencia continúa, por consiguiente, con la senda ya iniciada de globalización. Esta 
evolución a primera vista positiva implica, sin embargo, dificultades de cara a los trabajos futuros 
pues es cada vez más difícil la consecución del necesario consenso. La Organización que en el 
pasado había destacado por su carácter técnico se ve además cada vez más sometida a tensiones 
políticas. 

7. Estas tensiones son evidentes con relación al proyecto relativo a la cooperación en materia 
de protección de los turistas y visitantes extranjeros, que fue propuesto por Brasil, que además 
ha sufragado en gran medida los trabajos preparatorios. El proyecto es apoyado por todos los 
Estados miembros de la región latinoamericana, a los que se han adherido Rusia y China, por 
motivos posiblemente ajenos a la bondad de la propuesta.   Genera, en cambio, grandes 
reticencias en la Unión Europea, Canadá y Suiza, esencialmente por razones técnicas, porque no 
se acaba de ver cuál es la justificación para proteger a los turistas extranjeros como categoría 
distinta de los consumidores, y también porque la propuesta contempla el establecimiento de un 
sistema de cooperación de autoridades que podría tener importantes costes para los países 
receptores de turistas.  

A fin de ofrecer una salida política a Brasil y sus aliados el Consejo ha autorizado que se 
examine la posibilidad de elaborar normas de soft law relativas a un mecanismo de online dispute 
resolution (ODR). Se trata de un proyecto que en gran medida resulta ajeno a la misión de la 
Conferencia y cuya utilidad es muy cuestionable, por lo que es de lamentar que se haya llegado a 
esta situación. 

8. Las dificultades políticas son también evidentes en relación con el proyecto sobre las 
cuestiones de Derecho internacional privado relativas al estatuto de los niños, incluidas las 
cuestiones que surgen como consecuencia de los contratos internacionales de maternidad por 
sustitución (Parentage/ Surrogacy Project). Se trata de un tema respecto al cual está trabajando 
un Grupo de expertos del que forma parte quien suscribe que, en principio, continúa teniendo 
como objetivo decidir acerca de si es deseable y factible iniciar las negociaciones de un Convenio 
internacional. La decisión se ha ido postponiendo una y otra vez y el carácter global de una 
organización internacional no facilita que se pueda abordar. 

9. No ha sido tampoco posible finalizar los trabajos relativos a un instrumento no obligatorio 
(non binding “navigation tool”), respecto al reconocimiento de los acuerdos al amparo de los 
Convenios de La Haya de 1980, 1996 y 2007. Algún Estado miembro, especialmente Canadá, ha 
presentado un número de observaciones elevado al borrador. Se ha descartado, por otra parte, 
la elaboración de un Convenio internacional, aunque la materia se mantiene en la agenda de la 
organización.   

10. Hay dos materias adicionales respecto a las cuales se decide encomendar a la Oficina 
Permanente labores de seguimiento. Se trata de la propiedad intelectual en la que se recomienda 
la colaboración con la OMPI, así como la tecnología de contabilidad distribuida (Distributed ledger 
technology (DLT). La oportunidad de elaborar instrumentos en estas materias genera muchas 
dudas. Con relación a la propiedad industrial se duda que sea posible abordarla en vista de 
anteriores intentos y en relación a la segunda algunos Estados manifiestan que les parece 
prematuro no habiéndose identificado todavía suficientemente los problemas prácticos. Es 
asimismo destacable que la Oficina Permanente carece de expertise en la materia, apoyándose en 
expertos externos. Esta tendencia a la externalización de los trabajos científicos, que también se 
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puede observar en el proyecto en materia de filiación, es una tendencia preocupante, que 
confluye con una falta de liderazgo alarmante de la Oficina Permanente. 

 
IV. SEGUIMIENTO DE LA APLICACIÓN DE LOS  

CONVENIOS DE LA HAYA 
 
11. No ha disminuido, en cambio, la dedicación de la Oficina Permanente al seguimiento de la 

aplicación de los Convenios internacionales.  En 2019 se finalizó y aprobó la Guía práctica sobre 
el art. 13 b) del Convenio de La Haya sobre los aspectos civiles de la sustracción de menores y la 
violencia doméstica.  Se ha elaborado asimismo un documento relativo a la aplicación del 
Convenio del 96 en materia de protección de menores a menores no acompañados. En relación 
con el Convenio de La Haya en materia de alimentos de 2007 se ha constituido un Grupo de 
expertos en materia de transferencia de fondos para estudiar cómo agilizar y abaratar los costes 
asociados al pago transfronterizo de los alimentos. En el seno de otro Grupo de trabajo se está 
examinando la prevención de prácticas ilícitas vinculadas al Convenio de La Haya de 1993 sobre 
adopción internacional.   

 
V. CONSIDERACIONES FINALES 

 
12. Ya hace años que se observa cierta tendencia de la Organización a dedicar muchos 

recursos a labores de monitorización del funcionamiento de los Convenios de La Haya. Se trata 
de actividades loables que tienen, sin embargo, posiblemente un impacto reducido sobre la 
realidad. Las innumerables Guías prácticas y documentos apenas tienen papel alguno en la 
práctica española, por ejemplo. Por el contrario, se está descuidando la labor fundamental de la 
Conferencia, que es la labor legislativa. 
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Instituto Internacional para la Unificación  
del Derecho Privado: Hitos, proyectos en curso  

y plan de trabajo para el trienio 2020–2022 
 

Teresa RODRÍGUEZ DE LAS HERAS BALLELL* 
 

Una crónica de la actividad de UNIDROIT durante el último periodo anual – definiendo así un 
amplio periodo que desborda el 2019 y se extiende durante todo el primer semestre de 2020, es 
decir, más allá del periodo transcurrido entre la 98ª sesión anual del Consejo de Dirección (8–10 
mayo 2019)1 y la 99ª sesión (en remoto) de 20202 – debe presentar necesariamente tres facetas 
que marcan, a su vez, tres momentos temporales.  

Primera, la faceta personal con la que arranca la 98ª sesión del Consejo de Dirección de 
UNIDROIT celebrada los días 8 a 10 mayo 2019 y que representa el cierre de una etapa y la 
apertura de otras nuevas. De un lado, el triste fallecimiento, el 6 mayo 2019, del Profesor Alberto 
Mazzoni, Presidente del Instituto desde su designación en 20113. De otro lado, el inicio de una 
nueva etapa con el nombramiento del Profesor Ignacio Tirado como Secretario General de 
UNIDROIT en la 97ª sesión del Consejo de Dirección, quien había tomado oficialmente posesión 
el 27 agosto 2018, tras la dirección interina de la Profesora Anna Veneziano como Secretaria 
General a.i. durante los primeros ocho meses de 2018 hasta la designación del actual Secretario 
General. En la 98ª sesión del Consejo de Dirección, el nuevo Secretario General presenta el 
informe anual de 20184.  

Segunda, la faceta sustantiva de la actividad del Instituto durante el periodo de referencia. Un 
periodo intenso, marcado por importantes hitos y con relevantes logros, que engrosa el 
“presente” de la crónica. En esta faceta sustantiva de la actividad realizada durante el periodo 
de referencia destaca especialmente el importante logro en los trabajos de UNIDROIT sobre 
operaciones de financiación con garantía en equipo móvil con la incorporación de un nuevo 
Protocolo a la “familia” de Ciudad del Cabo (infra I). Junto a los instrumentos adoptados, los 
proyectos finalizados y las iniciativas en curso (infra II), esta faceta sustantiva se despliega 
hacia el futuro con la adopción de la propuesta de Programa de Trabajo para el trienio 2020–

 
* Profesora Titular de Derecho Mercantil, Universidad Carlos III de Madrid. En relación con esta crónica, la 

autora ha sido miembro del Study Group constituido por UNIDROIT (International Institute for the Unification of 
Private Law, Roma) para la redacción de un cuarto protocolo al Convenio de Ciudad del Cabo sobre garantías 
internacionales sobre equipo móvil minero, agrícola y de construcción (Protocolo de Pretoria o Protocolo MAC); 
delegada de España ante UNIDROIT en las dos sesiones del Comité de Expertos Gubernamentales para la 
aprobación del Protocolo MAC celebradas en Roma (sede de la FAO), primera sesión en marzo de 2017 y segunda 
sesión en octubre de 2017; delegada de España en la Conferencia Diplomática para la adopción del Protocolo MAC 
que tuvo lugar en Pretoria (Sudáfrica) del 11 al 22 noviembre 2019, como Asesora Externa de Asesoría Jurídica 
Internacional (AJI). Cualquier opinión expresada en esta crónica es propia de la autora, quien no actúa bajo 
representación institucional alguna.   

1 Vid. informe de la sesión (C.D. (98) 17) y un documento–resumen con las conclusiones (C.D. (98) Misc. 2) 
están disponibles en [˂https://www.unidroit.org/meetings/governing–council˃].  

2 Vid. informe de la sesión (C.D. (99) A.8) y toda la documentación relacionada con esta sesión en remoto 
[˂https://www.unidroit.org/meetings/governing–council/2824–99th–session–a–remote–session–april–may–2020 ]˃.  

3 Homenaje del Secretario General al Profesor Mazzoni en la apertura de la 98ª sesión del Consejo de 
Dirección [˂https://www.unidroit.org/562–highlights–e/2674–a–tribute–to–professor–mazzoni–h˃].  

4 Annual Report 2018 (C.D. (98) 2).  
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20225 en la 98ª sesión y posteriormente con los ajustes y consideraciones aprobados en la 99ª 
sesión (infra III).  

Tercera, la faceta coyuntural, con la pandemia del Covid–19 como escenario, que, además de 
requerir una sesión anual en remoto del Consejo de Dirección en 2020, proyecta retos de gran 
calado para la economía global y despliega una situación socioeconómica de incertidumbre y 
fragilidad que refuerzan el valor de la labor armonizadora y de unificación de las normas 
internacionales que desarrolla UNIDROIT.  

 
I. EXPANSIÓN DEL SISTEMA DE CIUDAD DE CABO SOBRE GARANTÍAS INTERNACIONALES:  

DE LA CONFERENCIA DIPLOMÁTICA Y LA ADOPCIÓN DEL PROTOCOLO DE  
PRETORIA AL CONVENIO DE CIUDAD DEL CABO 

 
En el mes noviembre del pasado año 2019, se lograba un importante hito, en este periodo 

de referencia, para la actividad de UNIDROIT, culminando el proceso de elaboración y 
negociación de un cuarto Protocolo al Convenio de Ciudad del Cabo con su adopción en la 
Conferencia Diplomática celebrada en Pretoria (Sudáfrica). La relevancia de este logro es 
doble: refuerza el éxito del sistema de Ciudad del Cabo y constata su maleabilidad y fuerza 
expansiva.   

 
1. Significado del Protocolo de Pretoria para la expansión del sistema de Ciudad del Cabo  

 
De un lado, la adopción del Protocolo MAC (o Protocolo de Pretoria, un tributo al país 

anfitrión) refuerza el éxito del sistema de Ciudad del Cabo con la expansión de su ámbito 
objetivo a los equipos mineros, agrícolas y de construcción. El sistema de Ciudad del Cabo es 
un original y ambicioso instrumento para la armonización y unificación de las reglas aplicables 
a las operaciones de financiación con garantía sobre activos en relación con ciertas categorías 
de equipo móvil –equipo aeronáutico, material rodante ferroviario, bien de equipo espacial–. 
Se basa en una estructura modular con un Convenio que contiene un cuerpo único de reglas 
generales y diversos Protocolos que van articulando un conjunto de disposiciones específicas 
para cada categoría de elementos de equipo móvil. Los Protocolos relativos a las tres 
categorías de bienes originariamente definidas en el Convenio (art. 2.3º) ya han sido 
adoptados – Protocolo sobre cuestiones específicas de los elementos de equipo aeronáutico, el 
16 noviembre 2001, que entró en vigor el 1 marzo 2006 (en adelante, Protocolo Aeronáutico); 
Protocolo sobre material rodante ferroviario, el 23 febrero 2007 (en adelante, Protocolo 
Ferroviario o de Luxemburgo); Protocolo sobre bienes de equipo espacial, el 9 marzo 2012 (en 
adelante, Protocolo Espacial) –. 

Como consecuencia de este original sistema de Convenio–Protocolos, el Convenio no 
puede operar independientemente de sus Protocolos, ni tampoco naturalmente podría 
hacerlo un Protocolo sin la cobertura del Convenio. Convenio y Protocolo, de hecho, 
conforman conjuntamente un único instrumento que ha de interpretarse como tal (art. 6.1 
Convenio). El Convenio define originariamente su ámbito de aplicación en relación con tres 
categorías de objetos (art. 2.3º) pero no entra en vigor con respecto a una determinada 
categoría de elementos de equipo (art. 49.1º6) hasta que se haya adoptado el Protocolo 

 
5 El programa de trabajo y la referencia a los documentos pertinentes están disponibles en [˂https:// 

www.unidroit.org/about–unidroit/work–programme˃].  
6 Art. 49.1º “El presente Convenio entrará en vigor el primer día del mes siguiente a la expiración de un período 

de tres meses posterior a la fecha de depósito del tercer instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o 
adhesión, pero únicamente respecto a las categorías de objetos a las cuales se aplica un Protocolo: 

a) a partir del momento de entrada en vigor de ese Protocolo; 
b) con sujeción a las disposiciones de dicho Protocolo; y 
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correspondiente y además lo hace con sujeción a las disposiciones de dicho Protocolo. De 
modo que el Convenio, en relación con el equipo aeronáutico y sólo para tal categoría de 
bienes, (conjuntamente con el Protocolo Aeronáutico) entró en vigor el 1 marzo 2006. Una 
vez en vigor, conforme al art. 49.2º Convenio, para cada Estado Contratante entrará en vigor 
únicamente respecto a las categorías de objetos a las cuales se aplica el o los Protocolos que 
el Estado haya ratificado, se haya adherido, aceptado o aprobación y con sujeción a dicho/s 
Protocolo/s7.  

El éxito del Convenio de Ciudad del Cabo sobre garantías internacionales en equipo móvil8 
lo avala un mapa de ratificaciones del Convenio y el Protocolo Aeronáutico que refleja una 
amplia aceptación internacional y muestra una muy significativa y equilibrada participación 
de países con economías y tradiciones jurídicas diversas. Los más de 80 Estados que son ya 
parte9 del Convenio10 acreditan el acierto de las soluciones uniformes del instrumento 
internacional y la efectividad de las respuestas para aliviar los fallos del mercado del crédito y 
facilitar el acceso a la financiación en condiciones razonables para la adquisición y el uso de 
equipos móviles de alto valor.  

De otro lado, se comprueba la solidez y la flexibilidad de este sistema conformado por el 
Convenio de Ciudad del Cabo y sus Protocolos al permitir la extensión de sus soluciones a 
nuevas categorías de bienes no contempladas en el Convenio sin comprometer sus principios, 
sus principales reglas y la lógica subyacente. La estructura modular Convenio–Protocolos 
también confiere al sistema de Ciudad del Cabo una importante capacidad de expansión. De 
conformidad con el art. 51 del Convenio, se contempla la posibilidad de que se valore extender 
la aplicación del Convenio de Ciudad del Cabo a otros elementos de equipo móvil que, no 
estando expresamente mencionados en el art. 2.3–: a). células de aeronaves, motores de 
aeronaves y helicópteros; b). material rodante ferroviario; y c). bienes de equipo espacial –, 
sean de gran valor e inequívocamente identificables.  
  

 
c) entre los Estados que son partes en el presente Convenio y en dicho Protocolo.” 
7 Para consultar el estado de las ratificaciones (aceptaciones, aprobaciones o adhesiones), así como la 

entrada en vigor de cada uno de los instrumentos, se puede acceder a [˂www.unidroit.org˃] 
(Instruments/SecurityInterests/Status).  

8 El Convenio fue adoptado en la Conferencia diplomática celebrada en Ciudad del Cabo (Sudáfrica), de la 
que ha tomado su habitual denominación como Convenio de Ciudad del Cabo, entre los días 29 de octubre y 16 
noviembre 2001, bajo los auspicios de UNIDROIT (International Institute for the Unification of Private Law / 
Institut International pour l’Unification du Droit Privé) y de la Organización de Aviación Civil Internacional 
(OACI/ICAO). El texto oficial del Convenio en español disponible en [˂https://www.unidroit.org/official–
languages–si–conv/spanish–siconv–pdf˃].  

9 El empleo de los términos “Estado Parte” y “Estado Contratante” en el texto se utiliza de conformidad con 
el uso y significado que le confieren el Convenio de Ciudad del Cabo y los Protocolos. Este uso difiere del uso 
internacional de ambos términos. El Convenio de Viena sobre Derecho de los tratados de 23 mayo 1969 
proporciona las siguientes definiciones:  

Art. 2. Términos empleados. 1. A los efectos del presente Convenio [...]. 
(f) se entiende por “Estado contratante” un Estado que ha consentido en obligarse por el tratado, haya o no 

entrado en vigor el tratado 
(g) se entiende por “parte” un Estado que ha consentido en obligarse por el tratado y con respecto al cual 

el tratado está en vigor”   
10 Según datos de fecha 9 julio 2020, el Convenio cuenta con 81 Estados contratantes (más la UE como 

Organización Regional de Integración Económica), mientras que en el Protocolo Aeronáutico ascienden a 78 
más la UE. Ambos textos están conjuntamente en vigor desde el 1 marzo 2006. Se puede consultar el estado de 
las ratificaciones (aceptaciones, aprobaciones o adhesiones), las declaraciones realizadas por los Estados, así 
como la entrada en vigor de cada uno de los instrumentos, en [˂www.unidroit.org˃] (Instruments/Security 
Interests/Status), seleccionando cada uno de los instrumentos que se desea consultar. 
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2. Proceso de elaboración, negociación y adopción del Protocolo MAC  

 
En 2014, el Consejo de Dirección de UNIDROIT convino11, tras la consecución de estudios y 

consultas previas12, crear un Study Group13 para discutir y elaborar un posible cuarto Protocolo 
para elementos de equipo en los sectores minero, agrícola y de construcción que, tras las 
deliberaciones y los cambios realizados por el Comité de Expertos Gubernamentales en sus dos 
sesiones (marzo y octubre 2017, Roma), fue sometido a negociación y finalmente adopción en la 
Conferencia Diplomática14. Durante el 2018 se habían venido realizando un buen número de 
actividades de consulta y presentación del Protocolo MAC para preparar la Conferencia 
Diplomática.  

Además, durante ese periodo, como destacó el Secretario General en su informe presentado 
en la 98ª sesión del Consejo de Dirección, se había preparado el importante Economic Assessment 
del Protocolo MAC15 que evalúa el impacto esperado del tratado en la economía global. Los 
significativos beneficios económicos esperados se proyectan, de un lado, sobre los financiadores 
(entidades financieras, fabricantes y productores, entidades de leasing, arrendadores) que 
financien la adquisición o el uso de este tipo de equipos, bien a empresas nacionales o bien 
extranjeras porque su posición se vería reforzada y protegida en cualquier país contratante; de 
otro lado, sobre las empresas que adquieran o usen los equipos cubiertos por los anexos, 
independientemente del sector al que los dedique, y para ello recurren a la financiación de un 
tercero: mediante créditos o préstamos con garantía, reservas de dominio, leasing, etc.; porque 
el coste de la financiación se reducirá y tendrán más acceso a las fuentes de financiación 
nacionales e internacionales. Es irrelevante que el equipo se emplee en el territorio del país 
contratante o en el extranjero y que sea objeto o no de importación o exportación en el momento 
de la adquisición o ulteriormente. 

La Conferencia Diplomática16 para la adopción del cuarto Protocolo del Convenio de Ciudad 
del Cabo (Protocolo MAC o Protocolo de Pretoria) se celebró en Pretoria (Sudáfrica) los días 11 a 

 
11 El Consejo acordó la constitución de un grupo de estudio para la elaboración del proyecto de Protocolo 

en su 93ª sesión. El proyecto de Protocolo se aprobó en la 95ª sesión, mayo 2016. En diciembre 2016, se celebró 
un Simposio para la presentación por la Secretaría y el Study Group del borrador del texto con la participación 
de 16 Estados miembros.  

12 El proyecto se adoptó en el Programa de Trabajo de UNIDROIT en 2005. En 2006 se preparó un primer 
estudio preliminar sobre la viabilidad del Protocolo MAC y se consultó a los Estados, recibiendo apoyo en 
términos generales. En 2009 y 2010, se llevaron a cabo consultas con la industria (Alemania y Estados Unidos). 
El estudio preparado por el Center for the Economic Analysis of Law (CEAL) en 2012/2013 estimó que un futuro 
cuarto Protocolo podría incrementar las ventas de este tipo de equipo hasta 600 Millones de USD en un periodo 
de 5 a 7 años e incrementar el PIB global en 3 trillones de USD. 

13 La autora de este trabajo ha sido miembro del Study Group junto con los profesores Mooney, Riffard, Von 
Bondungen, y Michel Deschamps. Todos los materiales de las reuniones, los borradores del texto, los informes 
solicitados y remitidos, y las versiones anotadas del Protocolo están disponibles en [˂https://www.unidroit. 
org/mac–protocol–preparatory–work˃].  

14 Los días 20 a 24 marzo 2017 se celebró en Roma la primera sesión del Comité de Expertos 
Gubernamentales (CEG1) sobre el Protocolo MAC y los días 2 al 6 octubrel mismo año la segunda sesión (CEG2) 
que adoptó el texto del Protocolo que se presentó para la discusión de los Estados en la Conferencia 
Diplomática como borrador para su negociación y adopción. Las reuniones del CGE contaron con la asistencia 
de 128 participantes de 48 países y 11 organizaciones internacionales.  

15 [˂https://macprotocol.info/economic–benefits/˃].  
16 La documentación puesta a disposición de las delegaciones antes y durante la Conferencia Diplomática 

a través de la plataforma dedicada https://macprotocol.info/. Los informes diarios de las sesiones, los informes 
provisionales y finales de todos los comités, las resoluciones finales y el acta final, así como la versión previa 
del borrador de Protocolo y el texto final del Protocolo MAC tras su adopción, están disponibles también en 
abierto en la misma plataforma. Así mismo, la plataforma dedicada al Protocolo [˂https://macprotocol.info/˃] 
ofrece información detallada sobre el proceso de elaboración del Protocolo (Grupo de Expertos y Comité de 
Expertos Gubernamentales), sus principales hitos y el desarrollo de las sesiones de la Conferencia Diplomática. 
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22 noviembre 2019. La Conferencia Diplomática concluyó satisfactoriamente con la adopción del 
Protocolo, la apertura a la firma y ratificación y su firma ya por cuatro Estados en el mismo acto 
final de clausura de la Conferencia. De acuerdo con el Informe Final presentado el día 21 de 
noviembre por el Comité de Credenciales (DCME–MAC – Doc. 37), la Conferencia Diplomática 
había contado con la participación de 41 Estados, registrados como participantes; una 
organización regional de integración económica (REIO) – la Unión Europea –, 3 organizaciones 
intergubernamentales, 4 organizaciones internacionales no gubernamentales y un asesor 
técnico.  

 
3. Contribución del Protocolo de Pretoria al sistema de Ciudad del Cabo  

 
La adopción del Protocolo de Pretoria confirma el potencial expansivo del sistema de Ciudad 

del Cabo para extender sus beneficios a otros sectores. Por ello, el punto de partida y el método 
con el que se trabajó en todo momento desde el Study Group fueron elaborar el Protocolo MAC 
siguiendo la estructura, la lógica y los principios de los protocolos previos (Aeronáutico, Espacial, 
y Ferroviario), y limitando así las desviaciones de las soluciones previas a aquellos casos que las 
especificidades de los sectores y de los objetos así lo han requerido.  

El resultado de esta opción legislativa con la adopción del Protocolo de Pretoria ofrece, por tal 
motivo, un prometedor modelo de prueba para valorar la solidez de los principios del sistema de 
Ciudad del Cabo y la maleabilidad de sus principales soluciones. Pero, a la vez, ha implicado la 
superación de algunos desafíos que han requerido un esfuerzo creativo y de adaptación del 
esquema del Convenio y los Protocolos previos, que se concentran esencialmente en tres grandes 
áreas.  

El primero de los retos, fundamental para la conformación del texto normativo y crítico para 
el éxito del proyecto, era la delimitación del ámbito de aplicación objetivo. Encontrar la fórmula 
que de manera precisa y adecuada permitiera la determinación de las categorías de bienes 
sujetos al régimen uniforme e implementarla de forma que resultara previsible, clara y efectiva 
en su aplicación era una decisión básica, que presentó, sin embargo, una notable complejidad. La 
necesidad de idear un mecanismo adecuado de delimitación del ámbito de aplicación del texto 
internacional era clave para dotar de seguridad jurídica y previsibilidad a las partes contratantes 
en la negociación y conclusión de sus operaciones de financiación con garantía sobre activos; así 
como para los terceros interesados en verificar la existencia de una garantía internacional y su 
prioridad mediante consulta en el Registro Internacional.   

El segundo de los desafíos que la extensión del sistema de Ciudad del Cabo a los sectores 
minero, agrícola y de construcción planteó desde el inicio del proceso de concepción y 
elaboración del Protocolo MAC derivaba de la posible, y mucho más extendida, intensa y 
frecuente conexión, fijación, incorporación o, de cualquier otro modo, asociación de los bienes de 
equipo (minero, agrícola o de construcción) con bienes inmuebles. Además de cuestionar el 
factor de base puramente fáctica de que el sistema de Ciudad del Cabo se ha concebido y se aplica 
a “equipo móvil”, las implicaciones que esta conexión, física o funcional, permanente o temporal, 
son intensamente jurídicas por el dispar tratamiento de las legislaciones nacionales, tanto en la 
calificación misma del equipo como bien mueble, como en la existencia o la prioridad de la 
garantía constituida sobre el bien al incorporarse a la propiedad inmueble. Por ello, el Protocolo 
de Pretoria ha tenido que abordar una cuestión nueva, inexistente porque carecería de relevancia 
empírica en los Protocolos previos, pero que ha requerido atención y soluciones propias e 
innovadoras. El art. VII del Protocolo de Pretoria es la respuesta, bajo un formato de disposición 
opcional con tres alternativas sujeta a la declaración obligatoria de los Estados, del instrumento 
internacional a esta compleja situación jurídica derivada de la asociación de un equipo minero, 
agrícola o de construcción con un bien inmueble. 

El tercero de los retos a los que la elaboración del Protocolo de Pretoria tuvo que enfrentarse 
constituye también una desviación de los Protocolos previos. La diferente naturaleza de los 
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bienes, no solo por su uso industrial más habitual, también significa diversas prácticas de 
financiación y diferentes situaciones transaccionales que pueden requerir soluciones propias e 
innovadoras. A diferencia de los bienes de equipo aeronáutico, espacial y ferroviario, los bienes 
mineros, agrícolas y de construcción pueden, con mucha más frecuencia, financiarse como parte 
del inventario de un distribuidor, concesionario o intermediario que ofrece al público el alquiler, 
la adquisición u otras formas de uso de los bienes en el ejercicio normal de su actividad. De un 
lado, la habitual financiación global de un inventario casa con dificultad con la lógica del sistema 
de Ciudad del Cabo que requiere la identificación única del bien, su inscripción individualizada 
en el Registro internacional y, por tanto, la modificación continua del registro conforme a la 
rotación del inventario en el curso normal del negocio del intermediario. De otro lado, la 
adquisición o el alquiler del bien por parte del tercero a través de un intermediario (comercio 
abierto al público) unido a la posible presencia en estas industrias de operadores adquirentes 
menos sofisticados que el sector aeronáutico, en el espacial o en el ferroviario. Por este motivo, 
se ha tenido que abordar la consistencia entre las reglas de prioridad que vertebran el sistema de 
Ciudad del Cabo con una eventual necesidad de protección de la posición de estos terceros 
adquirentes o arrendatarios de bienes distribuidos o puestos a disposición por un distribuidor o 
intermediario al público en el curso normal de su actividad empresarial.  

Estos son los ejes sobre los que de forma más evidente el Protocolo de Pretoria ha tenido que 
desviarse del sólido cuerpo de conceptos, principios y reglas sobre los que se asienta el sistema 
de Ciudad del Cabo y que recogen los tres Protocolos previos. Otros ajustes interesantes, tanto de 
corte formal como de carácter sustancial, terminaron de adecuar el Protocolo de Pretoria a las 
prácticas de financiación en la industria, las características de los bienes y la estructura del 
mercado en los tres sectores objeto del instrumento. Con todo ello, el nuevo Protocolo se integra 
con éxito en el cuerpo de normas del sistema de Ciudad del Cabo, asegurando su expansión con 
el respeto a sus conceptos clave y sus principios fundamentales. 

Durante el periodo de referencia, por tanto, se han logrado importantes hitos para la 
expansión y la consolidación del sistema de Ciudad del Cabo con la incorporación de este nuevo 
componente –el Protocolo de Pretoria–. Pero también ha sido prometedora la evolución del 
Protocolo de Luxemburgo cuya entrada en vigor está próxima. Con fecha de 9 julio 2020, nueve 
Estados han firmado y tres Estados, junto con la Unión Europea, como Organización Regional de 
Integración Económica, han depositado su instrumento de ratificación, acceso, aprobado o 
adhesión al Protocolo. La ratificación de varios Estados está en proceso. La coyuntura creada por 
la pandemia ha incidido también en el retraso de algunos de estos procesos internos y de 
consulta. La entrada en vigor requiere contar con cuatro Estados Contratantes y el certificado de 
la Autoridad Supervisora de que el Registro está totalmente operativo. En esta fase, la Comisión 
Preparatoria para el Protocolo Ferroviario, en su 8ª sesión (6–7 de diciembre 2018, Roma), 
finalizó los documentos relativos al Registro para material rodante ferroviario. El 25 septiembre 
2018 se habían aprobado el borrador de estatuto y reglas de funcionamiento de la Autoridad 
Supervisora.  

La actividad promocional del Protocolo Espacial se ha mantenido intensa durante los años 
2018 y 201917.  

 
II. EVOLUCIÓN, AVANCES Y OTROS HITOS EN RELACIÓN  

CON LOS PROYECTOS EN CURSO 
 
Junto con la labor de UNIDROIT en garantías internacionales sobre equipo móvil, que merecía 

un análisis destacado y separado por la relevancia de la adopción del Protocolo de Pretoria en la 
Conferencia Diplomática de Sudáfrica en noviembre de 2019, los avances en el trabajo del 

 
17 Implementation and status of the Luxembourg Rail Protocol and of the Space Protocol (C.D. (98) 3).  
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Instituto en otras áreas conforme a su Programa de Trabajo trianual previo han sido igualmente 
relevantes.  

El trabajo realizado en los Agricultural Land Investment Contracts ha sido especialmente 
destacado durante 2019 y 2020. Junto con la organización de varios seminarios de consulta 
durante 2019 (en Beijing, Sao Paulo, Nairobi), se mantuvo abierto para comentarios en la web de 
UNIDROIT y en otras plataformas clave el ALIC Zero Draft. Los comentarios recibidos18 han sido 
tomados en consideración por el comité de redacción organizado por UNIDROIT, en coordinación 
con FAO (Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación, Food and 
Agriculture Organization) e IFAD (Fondo Internacional de Desarrollo Agrícola, International Fund 
for Agricultural Development), en marzo de 2020, para preparar la versión revisada de la Legal 
Guide on Agricultural Land Investment Contracts.  

En el área de procedimiento civil transnacional, el resultado del trabajo conjunto de 
UNIDROIT con el European Law Institute (ELI), las ELI–UNIDROIT Rules, se discutió en la 
Conferencia Anual del ELI en 2018 en Riga y en el Consejo del ELI febrero 2020 para la adopción 
de la versión final. El proyecto de adaptar los ALI–UNIDROIT Principles of Transnational Civil 
Procedure al entorno regional europeo es la base de la iniciativa que UNIDROIT desarrolla con el 
ELI19.  

Finalmente, y sin perjuicio de otros proyectos e iniciativas que siguen en curso, merece 
destacarse el avance del Convenio de UNIDROIT sobre los Bienes Culturales Robados o 
Exportados Ilícitamente, de 24 junio 1995, que sigue atrayendo adhesiones y ratificaciones. Con 
fecha de 9 julio 2020, cuenta con 48 Estados Contratantes.  

 
III. PROGRAMA DE TRABAJO PARA EL TRIENIO 2020–2022 

 
El trabajo futuro de UNIDROIT viene marcado por el Programa de Trabajo para el trienio 

2020–2022. En la 98ª sesión del Consejo de Dirección en 2019 se discutieron las propuestas de 
proyectos para el Programa de Trabajo 2020–2022 y su orden de prioridad. La configuración del 
Programa de Trabajo incluye tanto proyectos nuevos propuestos por los gobiernos, 
organizaciones intergubernamentales o instituciones, como proyectos en curso cuya retención 
en el nuevo trienio se propone para su debida valoración. La selección y clasificación de las 
propuestas para discusión y aprobación se basan en criterios de relevancia, viabilidad, impacto 
potencial en la modernización y la reforma legislativas y sus consistencia y compatibilidad con la 
experiencia, los conocimientos y los recursos del Instituto. En este sentido, la colaboración de 
UNIDROIT como la CNUDMI (Comisión de Naciones Unidas para el Derecho Mercantil 
Internacional) y con la HCCH (Conferencia de la Haya de Derecho Internacional Privado) es plena 
para evitar duplicaciones, o solapamientos y fomentar sinergias y trabajos en cooperación.  

En la 98ª sesión del Consejo de Dirección, a quien corresponde proponer a la Asamblea 
General para su aprobación el Programa trianual y el orden de prioridades de las actuaciones, se 
procedió a recomendar la adopción del Programa de Trabajo para el trienio. Incluye acciones 
legislativas en nueve áreas, bien con proyectos de continuidad e implementación, o bien con 
proyectos enteramente nuevos; y acciones de promoción de los instrumentos de UNIDROIT.  

En el área de garantías internacionales, la expansión del sistema de Ciudad del Cabo ocupa un 
lugar central. La continuación del trabajo en curso, tanto con la implementación del Protocolo 
Espacial y el Protocolo Ferroviario, como con la puesta en marcha del ya adoptado Protocolo de 
Pretoria mantienen la prioridad más alta. La atención requerida por la Conferencia Diplomática 

 
18 Draft UNIDROIT/FAO/IFAD Legal Guide on Agricultural Land Investment Contracts (ALIC)Online 

Consultations, Study S80B–Doc. 10, February 2020 [˂https://www.unidroit.org/english/documents/2020/ 
study80b/s–80b–10–e.pdf˃].  

19 Formulation of ELI–UNIDROIT regional rules (C.D. (98) 6(a) rev.). 
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y la consecución de la entrada en vigor, y otras acciones de promoción, de los Protocolos en curso, 
mantiene en baja prioridad la propuesta de iniciar la preparación de otros Protocolos nuevos. En 
particular, un Protocolo marítimo (sobre buques y equipo de transporte marítimo) y un 
Protocolo sobre equipos para energía renovable podrían ganar prioridad en el Programa trianual 
tras la adopción del Protocolo de Pretoria.  

En relación con los trabajos sobre Derecho privado y desarrollo agrícola, la prioridad se centra 
en la continuación del trabajo iniciado con la finalización de la guía sobre contratos de inversión 
en suelo agrícola, pero se incorpora un nuevo proyecto sobre estructura jurídica de empresas 
agrícolas.  

Sobre los proyectos en materia de procedimiento civil transnacional, los esfuerzos se centran 
en concluir las reglas europeas y se incorpora una nueva línea de trabajo para la elaboración un 
instrumento sobre ejecución efectiva (effective enforcement). En la 98ª sesión se destaca la 
relevancia del tema, pero se solicita a la Secretaría que defina para la siguiente sesión en 2020 el 
ámbito de aplicación del proyecto. En la 99ª sesión, se discute y aprueba el ámbito objetivo del 
proyecto, la naturaleza del instrumento como “buenas prácticas”, y la creación de un Grupo de 
Trabajo. Con ello, el proyecto adquiere prioridad alta.  

El trabajo iniciado en contratos de compraventa internacional mantiene una alta prioridad 
con el objetivo de concluir la preparación de una guía sobre los textos existentes sobre contratos 
de compraventa internacional en cooperación con CNUDMI y la Conferencia de la Haya. En la 99ª 
sesión, se aprueba la guía jurídica tripartita para ser presentada y discutida en la sesión de la 
Comisión de la CNUDMI en 2020.  

Los proyectos en las áreas de contratos comerciales internacionales y bienes culturales se 
mantienen con prioridad baja y se centran en la continuación de los trabajos en curso.  

Dos nuevos proyectos se incorporan en el área de leasing y factoring. El primero, al que se 
asigna una prioridad alta, es la elaboración de una Ley Modelo sobre Factoring. El segundo, con 
prioridad media, es una guía para la incorporación de la Ley Modelo de UNIDROIT sobre leasing.  

Con prioridad media, se propone un nuevo proyecto en insolvencia para la armonización de 
las legislaciones nacionales de liquidación y resolución bancaria y las reglas de cooperación en 
casos transfronterizos.  

Finalmente, un nuevo proyecto sobre inteligencia artificial, Smart contracts y sistemas de 
registro distribuido (DLT) abre una prometedora área de trabajo sobre Derecho y tecnología. La 
delimitación del ámbito de aplicación es una de las decisiones clave para el desarrollo del 
proyecto. Así, en el Workshop conjunto UNIDROIT y CNUDMI/UNCITRAL que tuvo lugar en 
Viena los días 10 y 11 marzo 2020 (Worlshop to develop a legal taxonomy of key emerging 
technologies and their applications) se atendió especialmente a la delimitación del ámbito de 
aplicación y la identificación de las cuestiones jurídica clave derivadas del uso de estas 
tecnologías emergentes en y para el comercio internacional20. En la 99ª sesión se revisa el ámbito 
de aplicación del proyecto y se recomienda su adopción con prioridad alta para el Programa de 
Trabajo.  

El Programa de Trabajo trianual 2020–2022 se perfila definitivamente con los ajustes e 
inclusiones propuestos en la 99ª sesión del Consejo de Dirección que tuvo que celebrarse en 
remoto debido a la pandemia del Covid–19. Primero, se propone la consideración de un nuevo 
proyecto en el Programa de Trabajo: una Ley Modelo sobre Certificados de Depósito21. Es un 
proyecto conjunto con CNUDMI que se trata en el Consejo de Dirección por invitación de la 
Secretaría de CNUDMI conforme a la resolución de la Comisión de su 52ª sesión julio 2019. Es un 

 
20 [˂https://www.unidroit.org/89–news–and–events/2832–2nd–edition–of–uncitral–unidroit–work shop–

to–develop–a–legal–taxonomy–of–key–emerging–technologies–and–their–applications˃]  
21 Workshop Model Law on Warehouse Receipts Project UNCITRAL–UNIDROIT, Roma (online), 26 marzo 

2020.  

https://www.unidroit.org/89%E2%80%93news%E2%80%93and%E2%80%93events/2832%E2%80%932nd%E2%80%93edition%E2%80%93of%E2%80%93uncitral%E2%80%93unidroit%E2%80%93work%20shop%E2%80%93
https://www.unidroit.org/89%E2%80%93news%E2%80%93and%E2%80%93events/2832%E2%80%932nd%E2%80%93edition%E2%80%93of%E2%80%93uncitral%E2%80%93unidroit%E2%80%93work%20shop%E2%80%93
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proyecto que presenta áreas de complementariedad con los trabajos de UNIDROIT en desarrollo 
agrícola, además de con su experiencia central en contratos internacionales y garantías 
mobiliarias.  El Consejo de Dirección acordó recomendar a la Asamblea General incluir este 
proyecto en el Programa de Trabajo trianual. Segundo, se revisan los proyectos aprobados en la 
sesión anterior para su consideración por la Asamblea General que habían quedado sujetos a un 
esfuerzo ulterior durante el periodo anual por la Secretaría para definir o delimitar el ámbito de 
aplicación, la naturaleza del instrumento u otros aspectos relevantes. Así se hizo, como ya se ha 
mencionado, en relación con los proyectos nuevos en effective enforcement y sobre tecnologías 
emergentes.  

 
Madrid, 10 julio 2020  
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Cámara de Comercio internacional: Incoterms  
2020 en vigor a partir del 1 enero 2020 

 
I. UN INSTRUMENTO FUNDAMENTAL EN EL MARCO DE LA 

COMPRAVENTA INTERNACIONAL DE MERCANCÍAS 
 
En el comercio internacional, y más concretamente en el sector de la compraventa 

internacional de mercaderías, se han desarrollado unos instrumentos comunes, fruto de las 
prácticas comerciales internacionales, que se han normalizado e incorporado a los distintos 
sistemas estatales y se emplean para armonizar las operaciones internacionales de comercio 
internacional y coexisten con instrumentos de unificación internacional de la importancia de la 
Convención de Viena de 1980. La generalización de estas técnicas se produce a mitad del siglo 
XX, coincidiendo con la intensificación de los intercambios comerciales entre los países europeos 
y los países ultramarinos que obligan a utilizar masivamente el transporte marítimo, y está 
caracterizada por el protagonismo de los intereses económicos directamente implicados que 
tratan de imponerse a las obsoletas normas estatales en el sector. Se trata de instrumentos que 
proporcionan certeza jurídica a las partes, principalmente al importador y al exportador en las 
operaciones de compraventa de mercancías más allá de sus fronteras, por especificar las 
obligaciones y los derechos que, derivados del consenso internacional, se han adoptado en este 
tipo de operaciones. Estamos ante una nueva manifestación de empleo de los usos y costumbres 
mercantiles que se evidencia, principalmente, en la utilización de ciertos términos de 
contratación conocidos como “Incoterms” (International Commercial Terms), elaborados en el 
seno de la Cámara de Comercio Internacional de París en 1936. Desde entonces, la comunidad 
del transporte internacional ha sido testigo de múltiples cambios y nuevas ediciones de los 
incoterms como las de 1953, 1967 y 1976. Pero durante los últimos 50 años, estas revisiones han 
tenido lugar periódicamente cada diez años, haciéndose efectivas a principios de cada década y 
dando lugar a los incoterms 1980, 1990, 2000, 2010 y la más reciente de 2020. Como puede 
observarse los incoterms han experimentado 8 revisiones y, aunque en un principio su aplicación 
se limitaba a tan sólo 13 países, hoy son utilizados en más de 140 países y pueden ser consultados 
en 31 lenguas diferentes 

Los Incoterms extractan mediante una abreviatura, las obligaciones y responsabilidades de 
las partes en la contratación internacional, convirtiéndose en verdaderas cláusulas que 
establecen de manera específica el alcance de tales responsabilidades, básicamente en el área del 
comercio marítimo. Como se ha indicado, existe un importante nexo de unión entre el arbitraje 
como método preferente para la solución de conflictos internacionales y la lex mercatoria, como 
ordenamiento ajustado a las necesidades de los negocios internacionales en la hora actual. 

Con ello la CCI intenta con la elaboración de estos instrumentos facilitar una serie de términos 
que, de forma universal, permitan concretar con claridad el significado de los principales 
términos utilizados en los contratos de compraventa internacional de mercaderías, especificando 
los derechos y obligaciones de las partes bajo cada uno de ellos. Estamos, pues, ante términos 
uniformes aplicables a la compraventa internacional de mercaderías exclusivamente, no al 
contrato de transporte, aun cuando incorporen obligaciones respecto del mismo. El carácter de 
los “Incoterms” es meramente facultativo dependiendo su aplicación de la voluntad de las partes. 
Se trata de un conjunto de reglas internacionales para la interpretación de los términos más 
utilizados en el comercio internacional”; reglas que, a pesar de tal calificación poseen, en rigor, un 
carácter puramente contractual, por cuanto las partes, en cada contrato, las admiten o rechazan 
de común acuerdo; ya ocurra esta aceptación de forma directa o indirecta. Cuestión distinta es 
que, su generalizada utilización y la gran difusión con que cuentan hoy, les haya supuesto un valor 
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considerable, superior al meramente contractual, en la medida en que todos los participantes en 
el comercio internacional conocen su existencia y su significado. Por eso se ha llegado a sostener 
que si en un primer momento se limitaron a ser criterios a través de los cuales se interpretaba el 
alcance de la voluntad general, hoy, en función de la internacionalización del comercio, 
constituyen auténticas normas reguladoras del mismo. 

El objetivo de los Incoterms es establecer una serie de reglas internacionales para la 
interpretación de los términos más utilizados en las operaciones de comercio exterior. Esto 
permite eliminar o en gran medida reducir la incertidumbre en cuanto a las diferentes 
interpretaciones de estos términos en los diversos países, toda vez que es frecuente que las partes 
de un contrato ignoren las diferencias existentes en las prácticas comerciales de sus respectivos 
países, lo que generaría numerosos litigios. Ahora bien, su alcance en el marco general del 
contrato de compraventa es limitado pues no reemplazan los términos contractuales necesarios 
para la puesta en marcha de dicho contrato, como la transmisión de la propiedad y de otros 
derechos conexos, el incumplimiento del contrato y sus consecuencias, así como las 
exoneraciones de responsabilidad en ciertas situaciones.  

Su función queda establecida cuando las mercancías se venden para ser entregadas más allá 
de las fronteras nacionales, de ahí su nota de internacionalidad, aunque se difusión hace que los 
Incoterms se incorporen a veces a intercambios comerciales regionales o interiores. Se ocupan 
primordialmente de las obligaciones derivadas del despacho aduanero de las mercancías para la 
exportación o para la importación, el embalaje de la mercancía, la obligación del comprador de 
recibir la entrega, así como de proporcionar la acreditación de que se han cumplido debidamente 
las respectivas obligaciones del comprador y del vendedor. 
 

II. INCOTERMS 2020 
 
El 10 septiembre 2019 se presentó la versión final de los Incoterms 2020. Esta edición no 

contiene alteraciones significativas a los Incoterms de 2010. Se ha cambiado el nombre de un 
Incoterm (DAT pasa a ser DPU), la asignación de costes y la seguridad se han reforzado y se han 
ampliado sustancialmente las Guidance Notes. Las Reglas de los Incoterms 2020 entraron en 
vigor el 1 enero 2020. A grandes rasgos, se confirma que la intención de la CCI para esta década 
es democratizar aún más el uso de los incoterms y hacerlos todavía más accesibles. Este año, las 
Guidance Notes incluyen multitud de gráficos e infografías que ilustran mejor las responsa-
bilidades de importadores y exportadores. 

Además, por vez primera incluye una explicación más detallada sobre cómo elegir el Incoterm 
más apropiado en función de cada operación. 

La introducción de las reglas Incoterms 2020 también incluye una explicación más detallada 
sobre cómo elegir la regla Incoterms más apropiada en función de la operación comercial, o cómo 
un contrato de compraventa puede interactuar en otros contratos auxiliares:  

 
₋ Incoterms 2020 resuelve una necesidad constatada del mercado en relación con el 

conocimiento de embarque (bills of landing o BL) con una anotación “a bordo” en la regla 
Incoterms Franco Transportista o Free Carrier (FCA).  

₋ Incoterms 2020 reparte diferentes niveles de cobertura del seguro en Coste, Seguro y 
Flete o Cost Insurance and Freight (CIF) y en Transporte y Seguro pagados hasta (Carriage 
and Insurance Paid To o CIP).  

₋ Incoterms 2020 incluye arreglos para el transporte con los propios medios en FCA, 
Entregada en Lugar o Delivery at Place (DAP), o en el nuevo Entregada Descargada en un 
Punto o Delivery at Place Unloaded (DPU), y en el Entregada Derechos Pagados o Delivered 
Duty Paid (DDP).  

₋ Cambian las tres letras del término Entregada en Terminal o Delivered at Termnial (DAT) 
que pasa a ser DPU.  
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₋ Incoterms 2020 incluye requisitos de seguridad en las obligaciones de transporte y costos 
 

III. PRINCIPALES CAMBIOS CONFIRMADOS Y DIFERENCIAS 
ENTRE INCOTERMS 2010 E INCOTERMS 2020 

 
i) FCA y documentación de transporte. Bajo la normativa Incoterms 2010, en lo relativo a los 

bienes vendidos bajo FCA y transporte marítimo, la entrega se consideraba completada 
cuando los bienes hubiesen sido entregados por el vendedor al transportista y están 
disponibles para su carga en el buque correspondiente. Esto hacía que, a menudo, el 
vendedor no pudiese obtener una carta de embarque a bordo, ya que el transportista sólo 
puede emitirla una vez los bienes se encuentran a bordo. La CCI ha identificado esta 
situación como problemática, puesto que no son pocos los casos en los que el vendedor 
solicita esa carta de embarque a bordo sin posibilidad de obtenerla. Así pues, de 
conformidad con los Incoterms 2020 el comprador, bajo su propio riesgo, puede solicitar 
al transportista que emita al vendedor una documentación de transporte que justifique 
que los bienes hubiesen sido cargados. 

ii) Seguro de carga CIF y CIP. Los Incoterms 2020 amplían el nivel de cobertura del seguro 
de carga que un vendedor debe obtener al operar bajo la regla CIP Incoterms 2020. En 
virtud de los Incoterms 2010, los vendedores tenían que obtener una cobertura de seguro 
de carga que fuera al menos igual a la cobertura proporcionada por las Cláusulas C de las 
Institute Cargo Clauses (LMA/IUA) que, con sujeción a ciertas exclusiones, ofrecen 
cobertura para riesgos específicos. Según los nuevos Incoterms 2020, al utilizar la norma 
CIP Incoterms, los vendedores deberán obtener una cobertura de seguro de carga que 
cumpla con las Cláusulas (A) de las Institute Cargo Clauses (LMA / IUA) que, sujetas a 
ciertas exclusiones, cubren “todos los riesgos”. Se mantiene el derecho de las partes a 
acordar un mayor o menor nivel de cobertura. 

iii) DAT se convierte en DPU. La CCI ha modificado las iniciales DAT (Delivered at Terminal) 
por las de DPU (Delivered at Place Unloaded). El nuevo Incoterm DPU pasa a ocupar un 
nivel inferior a DAP. Al mismo tiempo, se ha visto modificado el wording relativo a DPU, 
ya que “terminal” deja de ser el lugar de entrega y a partir de ahora este se identifica como 
“a named place of destination”. A efectos prácticos esto significa que el lugar de destino 
puede ser cualquier lugar y no solo una terminal como sucedía hasta ahora. En cualquier 
caso, se incluye la recomendación de que el lugar de destino sea siempre uno donde la 
carga pudiese ser correctamente descargada. 

iv) Transporte mediante terceros opcional. Con los Incoterms 2010 se incluía una presunción 
generalizada de que los bienes transportados bajo FCA, DAP, DAT (ahora denominado 
DPU) o DDP iban a ser transportados del vendedor al comprador mediante la 
contratación de un transportista (tercera empresa) por alguna de las partes. La CCI ha 
identificado que este supuesto no se cumplía en todos los casos, puesto que en muchas 
ocasiones el propio vendedor es quien se encarga del transporte o prefiere transportar la 
carga a través de sus servicios. La nueva disposición Incoterms 2020 aplica esta situación 
a los FCA, DAP y DPU permitiendo al vendedor contratar los servicios de un transportista 
o bien encargarse él mismo de este servicio. 

v) Seguridad. Los nuevos Incoterms 2020 ponen el acento en la seguridad y, sobre todo, en 
los riesgos relacionados con el transporte de mercancías. Incluyen expresamente unos 
requerimientos a seguir por comprador y vendedor. Esto supone un cambio frente a los 
Incoterms 2010, donde los requisitos de seguridad contaban con una presencia más 
secundaria y cierta permisividad a la hora de ser adoptados por los protagonistas del 
sector. 
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La Cámara de Comercio Internacional se encuentra también trabajando sobre otras 
directrices para hacer los Incoterms 2020 más eficientes. En este sentido, la CCI aboga por 
desarrollar una normativa más sencilla de comprender y mucho más práctica. Se trata, en 
particular de crear Incoterms disponibles para distintos formatos digitales, con la finalidad de 
permitir a los usuarios acceder a ellos de una forma rápida y sencilla. 

Aunque los incoterms formen parte del mundo empresarial desde hacía más de 80 años, la 
CCI ha tomado como prioridad contribuir con el conocimiento de los “nuevos términos 
comerciales” brindando sesiones donde se explica detalladamente cada una de las reglas 
establecida 
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Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil 
Internacional: Ley Modelo de la CNUDMI sobre Mediación 

Comercial Internacional de 2018 y Convención  
de Singapur de 2019 

 

1. LEY MODELO DE LA CNUDMI SOBRE MEDIACIÓN COMERCIAL INTERNACIONAL Y ACUERDOS DE 
TRANSACCIÓN INTERNACIONALES RESULTANTES DE LA MEDIACIÓN (2018), POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY 
MODELO DE LA CNUDMI SOBRE CONCILIACIÓN COMERCIAL INTERNACIONAL, DE 2002* 

 
1. En su 35º período de sesiones el Grupo de Trabajo concluyó el examen de las disposiciones 

y examinó el proyecto de guía. La secretaría revisó el texto del proyecto de guía para la 
incorporación al Derecho interno y utilización de la Ley Modelo sobre la base de las 
deliberaciones del Grupo de Trabajo. El proyecto de ley modelo, junto con el proyecto de guía 
para su incorporación al derecho interno y utilización, se distribuyó a los Estados miembros y 
observadores para que formularan comentarios y se sometió al examen y aprobación de la 
Comisión en su 35º período de sesiones, celebrado en Nueva York del 17 al 28 junio 2002 (vid. 
A/CN.9/506, párr. 13). Los comentarios recibidos se reunieron en el documento A/CN.9/513 y 
adiciones 1 y 2. La CNUDMI aprobó la Ley Modelo por consenso el 24 junio 2002 (las 
deliberaciones de la Comisión al respecto figuran en su informe sobre la labor de su 35º período 
de sesiones). Durante la preparación de la Ley Modelo participaron en el debate representantes de 
unos 90 Estados, 12 organizaciones intergubernamentales y 22 organizaciones internacionales no 
gubernamentales. Posteriormente, la Asamblea General aprobó la resolución que se reproduce al 
comienzo de la presente publicación, en la que recomendó a todos los Estados que consideraran 
debidamente la posibilidad de incorporar a su Derecho interno la Ley Modelo, en atención a la 
conveniencia de uniformar el derecho relativo a los procedimientos de solución de controversias 
y las necesidades concretas de la práctica comercial internacional en materia de conciliación 

La Ley Modelo de la CNUDMI sobre Conciliación Comercial Internacional de 2002 se concibió 
para asistir a los Estados en la reforma y modernización de sus leyes sobre el procedimiento de 
mediación y estableció normas uniformes para el procedimiento de mediación con el objetivo de 
alentar el recurso a la mediación y dar a esta más previsibilidad y certeza. 

 
2. La referida Ley Modelo se modificó en 2018, al agregarse una nueva sección sobre los 

acuerdos de transacción internacionales y su ejecución. Pasó a llamarse “Ley Modelo sobre 
Mediación Comercial Internacional y Acuerdos de Transacción Internacionales Resultantes de la 
Mediación”. En los textos ya aprobados y demás documentos pertinentes, la CNUDMI utilizó el 
término “conciliación” en el entendimiento de que los términos “conciliación” y “mediación” eran 
intercambiables. Al modificar la Ley Modelo, la Comisión decidió utilizar en cambio el término 
“mediación”, procurando adaptarse al uso que se hace de él en la práctica, y en la expectativa de 
que ese cambio facilitara la promoción de la Ley Modelo y aumentara su relevancia. Este cambio 
en la terminología no tiene consecuencias de fondo ni conceptuales. 

Para evitar la incertidumbre que resultaría de la ausencia de una normativa legal, la Ley 
Modelo aborda los aspectos procesales de la mediación, como la designación de los mediadores, 
el inicio y la terminación del procedimiento de mediación, la sustanciación de la mediación, la 
comunicación entre el mediador y otras partes, la confidencialidad y la admisibilidad de pruebas 

 
* [˂https://uncitral.un.org/es/texts/mediation/modellaw/commercial_conciliation˃]. 
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en otros procedimientos, así como cuestiones posteriores a la mediación, como la del mediador 
como árbitro y la ejecutabilidad de los acuerdos de transacción. 

La Ley Modelo establece normas uniformes sobre la ejecución de los acuerdos de transacción, 
y también contiene disposiciones sobre el derecho de una parte a invocar un acuerdo de 
transacción en un procedimiento. Contiene una lista exhaustiva de los motivos para denegar el 
otorgamiento de medidas que puede aducir una parte en un procedimiento entablado conforme 
a la Ley Modelo. 

La Ley Modelo puede servir de base para promulgar leyes sobre la mediación, e incluso, 
cuando fuere necesario, para aplicar la Convención de las Naciones Unidas sobre los Acuerdos de 
Transacción Internacionales Resultantes de la Mediación (llamada también “Convención de 
Singapur sobre la Mediación”). 

 

2. FIRMA EN SINGAPUR DE LA CONVENCIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE LOS ACUERDOS 
INTERNACIONALES DE LIQUIDACIÓN RESULTANTES DE LA MEDIACIÓN* 

 
1. Antecedentes 

 
La ceremonia de firma de la Convención de las Naciones Unidas sobre los acuerdos 

internacionales de liquidación resultantes de la mediación de las Naciones Unidas sobre los 
acuerdos internacionales de liquidación resultantes de la mediación (“Convención de Singapur 
sobre mediación”) se llevó a cabo el 7 agosto 2019 en Singapur, coorganizada por la CNUDMI y el 
Ministerio de Derecho de Singapur. Este instrumento, firmado por 46 Estados, incluidos Estados 
Unidos y China, supone un reconocimiento del uso de la mediación al producir beneficios 
importantes, como disminuir los casos en que una controversia lleva a la terminación de una 
relación comercial y facilitar la administración de las operaciones internacionales por las partes 
en una relación comercial. 

Debe recordarse que el Grupo de Trabajo II de la Comisión de las Naciones Unidas sobre 
Comercio Internacional de Derecho había aprobado en febrero de 2019 los borradores finales 
para una Convención sobre los Acuerdos de resolución Aplicación de Mediación y por una Ley 
Modelo sobre Mediación Comercial Internacional y Acuerdos de Solución de la Internacional 
Resultante de la mediación. Ambos documentos intentan crear “un marco de acuerdos 
internacionales de solución resultantes de la mediación que sea aceptable para Estados con 
diferentes sistemas jurídicos, sistemas sociales y económicos”, similar a la Convención de Nueva 
York sobre el Reconocimiento y Ejecución de las Sentencias Arbitrales Extranjeras (1958) 
(“Convención de Nueva York”). 

Estos instrumentos necesitan ser adoptados y ratificados por los Estados para que algún día 
puedan reforzar el papel de la mediación como alternativa al arbitraje para la resolución de 
controversias comerciales internacionales. 

 
2. Finalidad 

 
La Convención de las Naciones Unidas sobre los Acuerdos de Transacción Internacionales 

Resultantes de la Mediación, aprobada en diciembre de 2018 y conocida también como la 
“Convención de Singapur sobre la Mediación” (en adelante, “la Convención”) se aplica a los 
acuerdos de transacción internacionales resultantes de la mediación (“acuerdo de transacción”). 
La Convención establece un marco jurídico armonizado para el derecho a invocar acuerdos de 
transacción, así como para su ejecución.  

 
* [˂https://uncitral.un.org/es/texts/mediation/conventions/international_settlement_agreements˃]. 
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La Convención es un instrumento para facilitar el comercio internacional y promover la 
mediación como método alternativo y eficaz de solución de controversias comerciales. Como 
instrumento internacional vinculante, se espera que ofrezca certeza y estabilidad al marco 
internacional en materia de mediación, lo que contribuirá al cumplimiento de los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible, principalmente al Objetivo 16. La Convención está abierta a la firma de los 
Estados y las organizaciones regionales de integración económica (a los que se hace referencia 
como las “partes”).  

 
3. Disposiciones principales 

 
En el art. 1 se dispone que la Convención será aplicable a los acuerdos de transacción 

internacionales resultantes de la mediación que hayan sido celebrados por escrito por las partes 
con el fin de resolver una controversia comercial. En el art. 1 también se excluyen ciertos 
supuestos del ámbito de aplicación de la Convención, a saber, los acuerdos de transacción 
concertados por un consumidor con fines personales, familiares o domésticos y los relacionados 
con el Derecho de familia, el derecho de sucesiones o el derecho laboral. Los acuerdos de 
transacción que puedan ejecutarse como una sentencia o un laudo arbitral también quedan 
excluidos del ámbito de aplicación de la Convención para evitar un posible solapamiento con 
otros tratados vigentes o futuros, en particular, la Convención de Nueva York sobre el 
Reconocimiento y la Ejecución de las Sentencias Arbitrales Extranjeras (1958), el Convenio sobre 
Acuerdos de Elección de Foro (2005) y Convenio sobre Reconocimiento y Ejecución de 
Sentencias Extranjeras en Materia Civil o Comercial (2019).  

Además, el art. 3 trata de las obligaciones fundamentales de las partes en la Convención 
respecto de la ejecución de los acuerdos de transacción y el derecho de las partes a invocar un 
acuerdo de transacción a los que se aplica la Convención. Cada parte en la Convención podrá 
determinar los mecanismos procesales que podrán utilizarse en los casos en que la Convención 
no fije ningún requisito al respecto. El art. 4 se refiere a los requisitos que deben cumplirse para 
hacer valer un acuerdo de transacción, en particular, que la parte litigante presente a la autoridad 
competente el acuerdo de transacción firmado por las partes y pruebas de que se llegó al acuerdo 
de transacción como resultado de la mediación. La autoridad competente podrá exigir cualquier 
documento que sea necesario para verificar que se cumplen los requisitos establecidos en la 
Convención.  

En el art. 5 de la Convención se establecen los motivos por los que un tribunal puede negarse 
a otorgar medidas a instancia de la parte litigante contra la cual se solicitan. Esos motivos pueden 
agruparse en tres categorías principales, según se relacionen con las partes litigantes, con el 
acuerdo de transacción o con el procedimiento de mediación. En el art. 5 se incluyen otros dos 
motivos por los que el tribunal puede denegar de oficio el otorgamiento de medidas: uno de ellos 
guarda relación con el orden público y el otro con que el objeto de la controversia no sea 
susceptible de resolverse por vía de la mediación. Con el fin de disponer la aplicación del marco 
más favorable para los acuerdos de transacción, en el art. 7 se prevé que se apliquen la ley o los 
tratados más favorables.  

El art. 8 trata de las reservas. La primera reserva permite que una parte en la Convención 
excluya de la aplicación de la Convención los acuerdos de transacción en los que sea parte, o en 
los que sea parte cualquier organismo del Estado, o cualquier persona que actúe en nombre de 
un organismo del Estado, en la medida que se establezca en la declaración. La segunda reserva 
permite que una parte en la Convención declare que aplicará ésta únicamente en la medida en 
que las partes litigantes hayan convenido en que se aplique.  

La Convención y las reservas a esta que se formulen se aplican hacia el futuro, a los acuerdos 
de transacción concertados tras la entrada en vigor de la Convención respecto de la parte de que 
se trate, como establece el art. 9.  
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La Convención está en consonancia con la Ley Modelo de la CNUDMI sobre Mediación 
Comercial Internacional y Acuerdos de Transacción Internacionales Resultantes de la Mediación, 
de 2018. La finalidad de este enfoque es dar a los Estados flexibilidad para que aprueben la 
Convención y/o la Ley Modelo como textos independientes, o ambos textos como instrumentos 
complementarios de un marco jurídico amplio en materia de mediación. 
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Unión Europea 
 
1. DICTAMEN DEL SUPERVISOR EUROPEO DE PROTECCIÓN DE DATOS SOBRE LA REVISIÓN DE LOS 
REGLAMENTOS DE LA UE RELATIVOS A LA NOTIFICACIÓN Y AL TRASLADO DE DOCUMENTOS Y A LA OBTENCIÓN 
DE PRUEBAS EN MATERIA CIVIL O MERCANTIL (12 SEPTIEMBRE 2019) 

 
El Supervisor Europeo de Protección de Datos valoró los objetivos generales de las propuestas 

de mejorar la eficiencia de la cooperación judicial, en particular mediante la digitalización y el uso 
de las tecnologías de la información, en relación con la obtención de pruebas y la notificación de 
documentos en materia civil o mercantil. Por consiguiente, el presente dictamen tiene por objeto 
proporcionar asesoramiento constructivo y objetivo a las instituciones de la UE. 

Al efecto, el 31 mayo 2018, la Comisión Europea había presentado dos propuestas de 
Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo por las que se modifica el Reglamento (CE) nº 
1206/2001 del Consejo, de 28 mayo 2001, relativo a la cooperación entre los órganos 
jurisdiccionales de los Estados miembros en el ámbito de la obtención de pruebas en materia civil 
o mercantil, por una parte, y un Reglamento por el que se modifica el Reglamento (CE) nº 
1393/2007 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 noviembre 2007, relativo a la 
notificación y al traslado en los Estados miembros de documentos judiciales y extrajudiciales en 
materia civil o mercantil, por otra. Las propuestas tenían como objetivo principal mejorar el buen 
funcionamiento de la cooperación judicial en estos ámbitos mediante, entre otras cosas, la gestión 
de las solicitudes de transmisión de documentos y la obtención de pruebas a través de un sistema 
informático descentralizado. 

El SEPD reconoce que los intercambios de datos personales son elementos necesarios para la 
creación de un espacio de libertad, seguridad y justicia. Por consiguiente, acoge los objetivos 
generales de las propuestas de mejorar la eficiencia de la cooperación judicial en materia civil o 
mercantil en relación con la obtención de pruebas y la notificación de documentos, en particular 
mediante la digitalización y el uso de las tecnologías de la información. Comparte la opinión de que 
la legislación propuesta podría tener un impacto real en la vida cotidiana de los ciudadanos de la UE. 

El presente dictamen, publicado el 13 septiembre 2019, formula tres recomendaciones 
principales para ayudar de manera constructiva a los legisladores a alcanzar este objetivo de 
suma importancia, garantizando al mismo tiempo el cumplimiento de la Carta y del Reglamento 
general de protección de datos: 

 
i) Proporcionar una base jurídica clara para el sistema informático que se utilizaría para la 

transmisión de documentos, solicitudes y comunicaciones a efectos de estos Reglamentos. 
En particular, en caso de que el sistema informático implique la participación de una 
institución, órgano, agencia u oficina de la UE, esta base jurídica debe, en principio, estar 
prevista en un acto legislativo de la UE. Asimismo, incluso en caso de que el tratamiento de 
datos personales tenga lugar en el marco de un sistema informático existente, el SEPD 
recomienda prever la utilización de dicho sistema en el propio acto legislativo. Sin embargo, 
el sistema existente que se prevea utilizar debe establecerse debidamente sobre la base de 
un acto jurídico adoptado a nivel de la UE, lo que no es actualmente el caso de e–CODEX. Si el 
legislador de la UE optara por la solución de e–CODEX, habría que poner remedio sin demora 
a la falta de un instrumento jurídico a escala de la UE que establezca y regule el sistema. 

ii) Incluir en los propios actos legislativos una descripción de alto nivel de los aspectos 
relativos al sistema informático, como las responsabilidades en materia de protección de 
datos o las garantías aplicables pertinentes, que deben definirse con mayor precisión en 
los actos de ejecución. En particular, en la medida en que la Comisión u otra institución, 
órgano, agencia u oficina de la UE esté implicada en el funcionamiento del nuevo sistema, 
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el acto jurídico debería definir idealmente sus responsabilidades como responsable 
(conjunto) o encargado del tratamiento. 

iii) Realizar una evaluación de impacto de la protección de datos al elaborar los actos de 
ejecución. 

 
2. DICTAMEN DE INICIATIVA DEL COMITÉ ECONÓMICO Y SOCIAL EUROPEO SOBRE LA “APLICACIÓN DEL PACTO 
MUNDIAL PARA UNA MIGRACIÓN SEGURA, ORDENADA Y REGULAR SOBRE LA BASE DE LOS VALORES DE LA UE” 
(25 SEPTIEMBRE 2019) 
 

El DO de 15 enero 2020 publicó el Dictamen de iniciativa del Comité Económico y Social 
Europeo sobre la “Aplicación del Pacto Mundial para una migración segura, ordenada y regular 
sobre la base de los valores de la UE” ((2020/C 14/02), aprobado en el Plano de dicho Comité el 
25 septiembre 2019 por 138 votos a favor, 3 en contra y 8 abstenciones. El ponente fue el español 
José Antonio Moreno Díaz. 

 
1. Contexto 

 
En diciembre de 2018, se adoptó en Marrakech (Marruecos) el Pacto Global para una 

Migración Segura, Ordenada y Regular. Dicho instrumento es un acuerdo no vinculante que 
quiere servir para identificar cuestiones clave en la gestión del fenómeno migratorio, tanto para 
los países de origen como de tránsito y destino, y busca construir un escenario de debate global 
constructivo y realista sobre la gobernanza multilateral de las migraciones. El Pacto surgió de dos 
iniciativas previas: por un lado, la Agenda 2030 de Desarrollo Sostenible, que han hecho suya los 
Estados miembro y dispone de un enfoque estratégico compartido. Por otro, la “Declaración de 
Nueva York sobre personas migrantes y refugiadas”, que recoge la voluntad política de los líderes 
mundiales para salvar vidas, proteger los derechos humanos y compartir responsabilidades de 
la gestión migratoria a nivel mundial y aprobada por todos los Estados miembros. Fue adoptado 
por 164 países en Marrakech el 10 diciembre 2018, y aprobado por la Asamblea General de 
Naciones Unidas el 19 de diciembre del mismo año, con 152 votos a favor, 12 abstenciones y 5 
votos en contra (República Checa, Hungría, Israel, Polonia y los EE UU). Los trabajos de desarrollo 
del Pacto por parte de las Naciones Unidas se orientan a la creación de una Red Mundial de 
Migraciones y la celebración cada cuatro años del Foro Internacional de Migraciones (IMRF) cuya 
primera sesión será en 2022. 

 
2. Pacto Global para una Migración Segura, Ordenada y Regular 

 
Afirma en su preámbulo que “Los refugiados y migrantes tienen derecho a los mismos 

derechos humanos universales y las libertades fundamentales, que deben ser respetadas, 
protegidas y cumplidas en todo momento”. 

Reconoce que “el respeto del Estado de Derecho, las garantías procesales y el acceso a la 
justicia son fundamentales para todos los aspectos de la gobernanza migratoria; esto significa 
que el Estado y las instituciones y entidades públicas y privadas, así como las propias personas, 
están sujetas a unas leyes que se promulgan públicamente, se hacen cumplir por igual y se aplican 
con independencia, y son compatibles con el derecho internacional”. 

Incluye 23 objetivos para una migración ordenada, segura y regular, y señala en numerosas 
ocasiones que todos ellos deben desarrollarse según las competencias y voluntades de los Estados. 

 
3. Posición del Comité Económico y Social Europeo 

 
Constata la falta de avance en la consecución de una política común de migración por parte de 

la UE: esto debilita la solidaridad entre los Estados miembros al tiempo que afecta al debido 
cumplimiento de las responsabilidades derivadas del Derecho internacional. 
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Considera que contenido del Pacto encaja plenamente en el art. 2 del Tratado de la Unión 
Europea, que recoge –como valores principales– el respeto a la dignidad humana, la libertad, la 
democracia, la igualdad, el Estado de Derecho y el respeto de los derechos humanos, incluidos los 
derechos de las personas pertenecientes a minorías. 

Señala que el Pacto sitúa la cuestión de la migración y el asilo en el ámbito internacional y con 
carácter multilateral, con el objetivo de promover una mayor colaboración y diálogo entre los 
países de origen, destino y tránsito de los flujos migratorios, a fin de promover una migración 
ordenada, segura y regular. 

Recuerda que el Pacto Mundial es un instrumento no vinculante que no genera ninguna 
obligación nueva para los Estados miembros de la UE, y cuyo contenido desarrolla plenamente 
los principios y valores de la Unión Europea. 

Lamenta que el Pacto no se haya aprobado por todos los Estados miembros y considera que 
hubiera sido una excelente oportunidad para avanzar en construir una voz única de la UE sobre 
las migraciones en el escenario global, por tanto, considera: a) necesario que todos los Estados 
miembros de la UE ratifiquen dicho Pacto, al tiempo que recomienda que la UE explicite y 
desarrolle los objetivos del mismo a través de los mecanismos oportunos; b) interesante explorar 
las posibilidades para participar en el proceso de consultas y negociaciones intergubernamentales 
que llevaran al desarrollo del International Migration Review Forum (IMRF) y en el mismo, que 
será el instrumento de Naciones Unidas para seguimiento del Pacto Mundial. 

Reconoce el esfuerzo de la ciudadanía, interlocutores sociales y organizaciones de la sociedad 
civil de la UE que a través de su compromiso y actividad han demostrado el cumplimiento 
efectivo de los valores de la UE y, por ende, de los objetivos del Pacto. 

Reitera su preocupación por que fuerzas políticas de extrema derecha traten de convertir el 
fenómeno migratorio en un problema que genere crispación y fomente los discursos de odio, 
creando una UE más dividida y confrontada que no sea capaz de ofrecer propuestas adecuadas. 
 
3. LA OFICINA EUROPEA DE APOYO AL ASILO (EASO) EMITE NUEVAS RECOMENDACIONES QUE PROPORCIONAN 
ORIENTACIÓN PRÁCTICA SOBRE LA REALIZACIÓN DE ENTREVISTAS REMOTAS PARA LA PROTECCIÓN 
INTERNACIONAL (MAYO 2020) 

 
Las recomendaciones siguen la orientación emitida por la Comisión Europea a los 

Estados miembros de la UE (16 abril 2020), incluso con aportes de EASO, sobre la 
implementación de las normas de la UE sobre asilo en el contexto de la actual pandemia de 
COVID–19. Estos incluyen la flexibilidad para que las entrevistas se “realicen con arreglos 
específicos, como remotamente”. 

Las nuevas recomendaciones prácticas de EASO sobre la realización de la entrevista 
personal de forma remota tienen como objetivo apoyar a los Estados miembros de la UE + 
en el contexto de la actual emergencia sanitaria. Como resultado de la pandemia, las 
medidas preventivas y el distanciamiento social han tenido consecuencias para la 
realización de entrevistas personales con los solicitantes de protección internacional. Las 
recomendaciones de EASO proporcionan medios para remediar esto a través de consejos 
prácticos sobre cómo realizar la entrevista personal de forma remota. Esta guía está 
destinada principalmente a las autoridades nacionales de asilo, los encargados de formular 
políticas y los oficiales de casos. 

Las recomendaciones de EASO se basan en buenas prácticas nacionales de toda Europa 
y en las herramientas prácticas existentes de EASO. Además, la guía elabora garantías 
procesales que las autoridades de asilo pueden querer considerar al preparar y realizar una 
entrevista personal remota. La guía cubre varios aspectos relevantes para la realización de 
entrevistas remotas, como arreglos prácticos y técnicos, seguridad y confidencialidad. La 
guía también cubre consideraciones legales, de calidad y de vulnerabilidad. El objetivo 

https://www.easo.europa.eu/sites/default/files/easo-practical-recommendations-conducting-personal-interview-remotely-EN.pdf
https://www.easo.europa.eu/sites/default/files/easo-practical-recommendations-conducting-personal-interview-remotely-EN.pdf
https://www.easo.europa.eu/sites/default/files/easo-practical-recommendations-conducting-personal-interview-remotely-EN.pdf
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general es garantizar que las entrevistas personales remotas se realicen con altos 
estándares de calidad en el mejor interés de los solicitantes. 

La orientación contribuye al objetivo general de EASO de apoyar a los Estados miembros 
en el logro de estándares comunes y procesos de alta calidad dentro del Sistema Europeo 
Común de Asilo. A este respecto, la EASO está fomentando la comunicación entre los Estados 
de la UE +, el intercambio de buenas prácticas y la identificación de mecanismos de defensa 
aplicables a los diferentes contextos nacionales. 

 
4. RESOLUCIÓN DEL PARLAMENTO EUROPEO SOBRE EL SECUESTRO PARENTAL INTERNACIONAL Y DOMÉSTICO 
DE NIÑOS DE LA UE EN JAPÓN (8 JULIO 2020) 

 
Según esta Resolución Los niños que son ciudadanos de la UE y residen en Japón deben 

disfrutar del derecho a la protección y el cuidado necesarios para su bienestar; que pueden 
expresar sus puntos de vista libremente; que tales puntos de vista deben tenerse en cuenta en los 
asuntos que les conciernen, de acuerdo con su edad y madurez. 

El Parlamento Europeo ha considerado que el número significativo de casos de sustracción 
parental de menores sin resolver en los que uno de los padres es ciudadano de la UE y el otro es 
japonés es alarmante; que de conformidad con la legislación japonesa, no existe la posibilidad de 
obtener la custodia compartida o conjunta y que diversas fuentes han demostrado que el 
secuestro de niños es una forma grave de abuso infantil. 

También considera el Parlamento que los derechos de acceso o visita de los padres 
abandonados en Japón son muy limitados o inexistentes y que todos los Estados miembros son 
Partes en el Convenio de La Haya de 1980 y en la Convención sobre los Derechos del Niño y que 
Japón se adhirió al Convenio de La Haya de 1980 en 2014 y ha sido Parte en la Convención sobre 
los Derechos del Niño desde 1994. 

De conformidad con la Resolución, el Parlamento Europeo: 
“1. Expresa preocupación por la situación de los niños que sufren como resultado del 

secuestro parental de niños en Japón y por el hecho de que las leyes y decisiones judiciales 
pertinentes no se aplican en todas partes; recuerda que los niños de la UE en Japón deben 
disfrutar de la protección prevista en los acuerdos internacionales que salvaguardan sus 
derechos; 

2. Observa con pesar que Japón, como socio estratégico de la UE, no parece cumplir las normas 
internacionales en casos de sustracción de menores; recuerda que debe mejorarse el marco 
jurídico del país para que, por ejemplo, las decisiones dictadas por los tribunales japoneses y 
otros tribunales de los países pertinentes en los procedimientos previstos en el Convenio de La 
Haya de 1980 sobre el retorno del niño se apliquen efectivamente en Japón; 

3. Destaca que los principios de derechos humanos de los niños dependen de las acciones 
nacionales del Gobierno japonés; destaca que se requieren una serie de medidas legislativas y no 
legislativas para salvaguardar, entre otras cosas, el derecho del niño a ambos padres; insta a las 
autoridades japonesas a que apliquen efectivamente las decisiones judiciales sobre los derechos 
de acceso y visita otorgados a los padres que se quedan atrás y que estos últimos mantengan un 
contacto significativo con sus hijos que residen en Japón; subraya que estas decisiones deben 
tomarse siempre teniendo en cuenta el interés superior del niño; 

4. Subraya que los casos de sustracción de menores requieren un manejo rápido, ya que el 
paso del tiempo puede tener consecuencias adversas a largo plazo para el menor y para la 
relación futura entre el menor y el progenitor dejado; 

5. Señala el hecho de que el secuestro parental de un niño puede dañar el bienestar del niño y 
puede tener efectos nocivos a largo plazo; destaca que la sustracción de menores puede generar 
problemas de salud mental tanto para el niño como para el progenitor abandonado; 
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6. Subraya que uno de los principales objetivos de la Convención de La Haya de 1980 es 
proteger a los niños de los efectos nocivos de la sustracción parental mediante el establecimiento 
de procedimientos para garantizar el pronto regreso del niño al estado de residencia habitual 
inmediatamente antes de su secuestro; 

7. Acoge con beneplácito el apoyo brindado por la Coordinadora del Parlamento sobre los 
derechos del niño y su participación para abordar esta situación, y le pide que continúe 
trabajando con la Comisión de Peticiones para abordar los casos planteados por los peticionarios; 

8. Insiste en que todos los sistemas de protección infantil deben contar con mecanismos 
transnacionales y transfronterizos, que tengan en cuenta las especificidades de los conflictos 
transfronterizos; 

9. Sugiere que se establezca una plataforma de apoyo informativo amigable con los 
ciudadanos europeos para proporcionar asistencia a los padres en disputas familiares 
transfronterizas, junto con la Conferencia de La Haya (por ejemplo, la finalización del portal e–
Justice con información sobre el secuestro parental de niños en terceros países y sobre otros 
derechos del niño); 

10. Recomienda que los Estados miembros pongan a disposición de sus ciudadanos 
información fiable sobre el derecho de familia y los derechos del niño en terceros países, que 
incluye alertas sobre las dificultades que pueden encontrar en países como Japón en casos de 
divorcio o separación; 

11. Acoge con satisfacción el compromiso de la Comisión de plantear la cuestión en todos los 
foros posibles, incluido el Comité Conjunto del Acuerdo de Asociación Estratégica UE–Japón; 

12. Pide a la VP / AR que incluya este tema en la agenda de la próxima reunión organizada 
como parte del Acuerdo de Asociación Estratégica entre la UE y Japón; pide a las autoridades 
japonesas que apliquen sus códigos penales y civiles; 

13. Recuerda que, de conformidad con el Convenio de La Haya de 1980, las autoridades 
japonesas están obligadas a garantizar que las Autoridades centrales cumplan con sus 
obligaciones, tal como se establece en sus arts. 6 y 7, que incluyen ayudar a los padres que se 
quedan atrás para que puedan mantenerse en contacto con sus niños; 

14. Recuerda que las autoridades japonesas están obligadas a respetar las disposiciones de la 
Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, a fin de permitir que los representantes de los 
Estados miembros cumplan con sus obligaciones consulares, especialmente en los casos en que 
se salvaguarda el interés superior de los niños y los derechos de sus padres (es decir, ciudadanos 
de la UE) está en juego; 

15. Hace hincapié en que limitar o negar por completo el acceso de los padres y los derechos 
de visita va en contra del art. 9 de la Convención sobre los Derechos del Niño; 

16. Solicita que la Comisión y el Consejo destaquen las obligaciones de las Partes en la 
Convención y, en particular, los derechos de los niños a mantener relaciones personales y 
contacto directo con ambos padres de manera regular, a menos que sea contrario al interés 
superior del niño; 

17. Pide, a este respecto, a las autoridades japonesas que sigan las recomendaciones 
internacionales para introducir los cambios necesarios en el sistema legal del país y establezcan 
la posibilidad de la custodia compartida o conjunta después de la disolución de la relación de los 
padres para llevar a cabo su leyes nacionales en línea con sus compromisos internacionales, y 
para asegurar que los derechos de visita y acceso reflejen sus obligaciones bajo la CDN; pide a las 
autoridades japonesas que cumplan sus compromisos con la Convención, que ratificaron; 

18. Pide a las autoridades japonesas que cooperen mejor con la UE y que permitan la 
aplicación efectiva de los derechos de acceso y visita otorgados por las decisiones judiciales a los 
padres que se quedan atrás; 
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19. Pide a la Comisión que preste especial atención a las recomendaciones recibidas sobre la 
mediación transfronteriza por todas las partes interesadas relevantes a nivel nacional y de la UE; 

20. Pide una mayor cooperación internacional entre los Estados miembros y con terceros 
países, a fin de aplicar toda la legislación internacional sobre protección de la infancia y, en 
particular, el Convenio de La Haya de 1980; 

21. Subraya que un seguimiento adecuado de la situación posterior al juicio es fundamental, 
incluso cuando se trata de un contacto con los padres; pide a los Estados miembros que 
comuniquen, a través de sus sitios web de los ministerios de relaciones exteriores y de las 
embajadas en Japón, el riesgo de sustracción de menores en el país y sobre el comportamiento 
de las autoridades japonesas en este asunto; 

22. Pide al Consejo que mejore la cooperación entre los sistemas de alerta de sustracción de 
menores con implicaciones transfronterizas establecidas en los Estados miembros, que trabaje 
con la Comisión para establecer mecanismos de alerta de menores en caso de que falten e informe 
sobre la conclusión de la acuerdos de cooperación pertinentes que se ocupan de casos de 
secuestro transfronterizo, sobre la base de las Directrices de la Comisión para la Promoción y 
Protección de los Derechos del Niño; 

23. Pide a los Estados miembros que emprendan esfuerzos conjuntos e incluyan este tema en 
el programa de todas las reuniones bilaterales o multilaterales con Japón a fin de presionar a las 
autoridades japonesas para que cumplan plenamente sus obligaciones en virtud de la legislación 
internacional sobre protección infantil; 

24. Encarga a su Presidente que transmita la presente resolución al Consejo, a la Comisión 
Europea, a los gobiernos y los parlamentos de los Estados miembros, y al Gobierno y al 
Parlamento de Japón”. 
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España 
 

CONSEJO DE MINISTROS Y DEPARTAMENTOS MINISTERIALES 
 
1. INSTRUCCIONES POR LAS QUE SE DETERMINA EL PROCEDIMIENTO, EN CASO DE RETIRADA DEL REINO UNIDO 
DE GRAN BRETAÑA E IRLANDA DEL NORTE DE LA UNIÓN EUROPEA SIN QUE SE HAYA ALCANZADO EL ACUERDO 
PREVISTO EN EL ART. 50 TUE 

 
El BOE de 26 marzo 2019 publica la Resolución de 25 marzo 2019, de la Secretaria de Estado 

de Migraciones, por la que se publica el Acuerdo del Consejo de Ministros de 22 marzo 2019 por el 
que se aprueban las instrucciones por las que se determina el procedimiento, en caso de retirada del 
Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte de la Unión Europea sin que se haya alcanzado el 
acuerdo previsto en el art. 50 del Tratado de la Unión Europea, para la documentación de los 
nacionales del Reino Unido residentes en España antes de la fecha de retirada y de los miembros 
de su familia, así como para la documentación de los nacionales del Reino Unido que reúnan la 
condición de trabajadores fronterizos antes de la fecha de retirada. Estas Instrucciones 
desarrollan el Real Decreto–ley 5/2019, de 1 de marzo, de medidas de contingencia ante la 
retirada del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte de la Unión Europea, sin que se haya 
alcanzado el acuerdo previsto en el art. 50 del Tratado de la Unión Europea. Dichas Instrucciones 
solo serán de aplicación si se produce una retirada sin acuerdo del Reino Unido de la Unión 
Europea y a partir de la fecha en que se produjera esa retirada sin acuerdo. 

 
i) Derecho a residir y trabajar España es el Estado miembro de la Unión Europea en el que 

residen un mayor número de nacionales del Reino Unido, más de 300.000 registrados. Estas 
Instrucciones, garantizan el derecho a residir y trabajar de los ciudadanos y de sus familias que 
ejercieron las libertades de residencia y circulación en la UE, mediante un procedimiento ad hoc 
para documentar, como ciudadanos de terceros países, a los nacionales del Reino Unido y los 
miembros de su familia que residan en España antes de la fecha de una retirada sin acuerdo. 

 
ii) Simplificación de los trámites de documentación. En las Instrucciones se establece un plazo 

de 21 meses, a contar desde la fecha de una retirada sin acuerdo, para solicitar la sustitución 
automática de los actuales certificados de registro como ciudadanos comunitarios o de la tarjeta 
de familiar de ciudadano certificado por la Tarjeta de Identidad de Extranjeros (TIE), plazo 
durante el que tanto los certificados de registro como las tarjetas de familiar serán documentos 
válidos para acreditar la residencia legal en nuestro país de su titular. Para aquellos nacionales 
del Reino Unido y sus familiares que no dispongan de certificado de registro o tarjeta de familiar, 
se regula un procedimiento de autorización de residencia y trabajo, previo a la solicitud de la TIE, 
en el que los requisitos que tendrán que acreditar quienes fuesen residentes en España desde 
antes de la fecha de retirada sin acuerdo del Reino Unido serán muy sencillos y similares a los 
que actualmente se exigen a los nacionales comunitarios. Además, se facilitará el acceso a la 
residencia de larga duración a los británicos y sus familiares que hayan residido legalmente y de 
forma continuada en España durante, al menos, cinco años. 

 
2. INSTRUCCIONES PARA LA CONCESIÓN DE RESIDENCIA Y TRABAJO DE NACIONALES DE TERCEROS PAÍSES 
ENROLADOS EN BUQUES PESQUEROS DE PABELLÓN ESPAÑOL 

 
El Consejo de Ministros de 5 abril 2019 aprobó las instrucciones para la para la concesión de 

residencia y trabajo de nacionales de terceros países enrolados en buques pesqueros de pabellón 
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español que faenen fuera de la Zona Económica Exclusiva de España y del Mar Mediterráneo, sin 
que exista acuerdo internacional de pesca. A las presentes instrucciones podrán acogerse en 
calidad de empleadores las empresas que soliciten, a través de sus representantes legales en 
España, la contratación de trabajadores nacionales de terceros países en buques pesqueros que 
enarbolen pabellón español. Las empresas deberán estar inscritas en el Registro de Buques y 
Empresas Navieras y dadas de alta en el Registro General de la Flota Pesquera. Con esta 
instrucción, se diseña un nuevo procedimiento en el que el enrole autoriza provisionalmente a 
trabajar y, por tanto, a su alta en el Régimen Especial de Seguridad Social del Mar. En paralelo a 
esa autorización provisional, se tramitará la autorización correspondiente por parte de la 
empresa contratante ante la Oficina de Extranjería. De esta forma, se tienen en consideración las 
especiales y singulares características del sector pesquero español, que necesita emplear a un 
número importante de nacionales de terceros países, debido, entre otras cuestiones, al hecho de 
que muchos de los barcos que faenan en aguas internacionales no vuelven a puerto español en 
varios años y desembarcan sus capturas en puertos extranjeros. Además, se da satisfacción a 
necesidades del sector pesquero, que venía solicitando reiteradamente que se diera solución 
práctica al complejo proceso que debían afrontar para la contratación de tripulantes extranjeros. 
 
3. PROGRAMA DE REASENTAMIENTO DE REFUGIADOS EN ESPAÑA 2019 PARA SU EJECUCIÓN EN 2020 

 
El Consejo de Ministros aprobó en su reunión de 20 diciembre 2019 un Acuerdo por el que se 

autoriza el Programa de Reasentamiento de Refugiados en España 2019 para su ejecución en 
2020. Según el Ejecutivo en funciones, a través de este Programa Nacional España continúa así 
apostando por el reasentamiento como vehículo de cooperación con aquellos países que reciben 
flujos masivos de refugiados como consecuencia de su cercanía con las zonas de conflicto. Para 
ello, y continuando en la senda de años anteriores, nuestro país realiza un nuevo ofrecimiento 
para reasentar durante el próximo año 2020 a 1.200 refugiados, principalmente procedentes de 
Siria y de otros países afectados por guerras o graves crisis humanitarias y que se incluyen en las 
prioridades globales de reasentamiento identificadas por el Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Refugiados (ACNUR) y la Unión Europea. 

El reasentamiento es un proceso por el cual un refugiado que ha huido de su país de origen 
porque está perseguido por motivos de raza, religión, opiniones políticas u otros motivos y que 
goza de asilo temporal en otro país, es reasentado en un tercer país, en este caso España. Durante 
los últimos años, dicho reasentamiento se ha afianzado como un mecanismo que permite ofrecer 
una protección duradera a aquellos refugiados que se encuentran en estas circunstancias. No 
obstante, no sólo se ha convertido en un elemento esencial de los sistemas de protección 
internacional, sino que también constituye una muestra de solidaridad internacional de los 
países de reasentamiento hacia los países que soportan la recepción de la gran mayoría de 
refugiados, en contextos de inestabilidad política e institucional. 

Con este acuerdo se da cumplimiento a la ley española de asilo de 2009, reguladora del 
derecho de asilo y de la protección subsidiaria, que establece que el Consejo de Ministros 
acordará anualmente el número de personas que podrán ser objeto de reasentamiento en 
España, una vez determinado por la Unión Europea el número de personas que deben ser 
reasentados. 

Asimismo, el presente plan nace, también en opinión del Ejecutivo, con el objetivo de 
contribuir, como en años anteriores, a aliviar la crisis humanitaria del Mediterráneo oriental, 
derivada principalmente del conflicto sirio. 

La ejecución del programa se llevará a cabo conjuntamente por el Ministerio del Interior y el 
Ministerio de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social, –que podrán solicitar la colaboración de 
otros departamentos cuando se estime conveniente en virtud de sus competencias–, y tendrá un 
coste previsto de 35.115.144 euros.  
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4. INTERIOR Y MIGRACIONES FIRMAN LA INSTRUCCIÓN SOBRE EL PROCEDIMIENTO PARA LA EXPEDICIÓN DEL 
DOCUMENTO DE RESIDENCIA A LOS NACIONALES DE REINO UNIDO RESIDENTES EN ESPAÑA 

 
El Ministerio de Interior, a través de la Secretaría de Estado de Seguridad, junto con el 

Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, a través de la Secretaría de Estado de 
Migraciones, han firmado una Instrucción conjunta de la Dirección General de Migraciones y de la 
Dirección General de la Policía, por la que se determina el procedimiento para la expedición del 
documento de residencia previsto en el art. 18.4 del Acuerdo de Retirada del Reino Unido de Gran 
Bretaña e Irlanda del Norte de la Unión Europea y de la Comunidad Europea de la Energía Atómica 
(BOE 4.6.2020), por la que se determina el procedimiento a seguir para la expedición del 
documento de residencia previsto en el art. 18.4º del Acuerdo de Retirada del Reino Unido de 
Gran Bretaña e Irlanda del Norte de la Unión Europea y de la Comunidad Europea de la Energía 
Atómica. Dicho acuerdo aborda un proceso de documentación de los ciudadanos británicos 
residentes en un Estado miembro de la Unión con el fin de diferenciar entre quienes han ejercido 
su derecho a la libre circulación antes del 31 diciembre 2020 y quienes lleguen con posterioridad 
a dicha fecha. Los primeros se beneficiarán de los derechos en materia de residencia, libre 
circulación y Seguridad Social reconocidos expresamente en el Acuerdo de Retirada. 

 
1. Nacionales de Reino Unido que residen en España 

 
España, actualmente el país de la Unión Europea con más residentes procedentes de Reino 

Unido, cuenta ya con un sistema de registro de ciudadanos UE; a 31 diciembre 2019, nuestro país 
contaba con 359.471 nacionales de Reino Unido en posesión de un certificado de registro. Por 
este motivo, a la hora de documentar a los británicos residentes en España y teniendo en cuenta 
las opciones del Acuerdo, se ha optado, a través de esta Instrucción, por un proceso de 
documentación basado en el sistema de registro actual, acompañándolo de todas las garantías e 
incentivos necesarios para que se registren también los británicos que residen en nuestro país y 
que, por diversas razones, todavía no lo han hecho. Este documento de residencia mencionará 
explícitamente su condición de beneficiario del Acuerdo de Retirada y tendrá una validez de 5 o 
10 años en función del tiempo que el ciudadano lleve viviendo en España. 

Son igualmente beneficiarios del Acuerdo, y por tanto podrán solicitar dicho documento de 
residencia, los familiares de los nacionales de Reino Unido beneficiarios de un Acuerdo que 
proceden de un tercer país. Es importante subrayar que los certificados de registro y tarjetas de 
familiares de ciudadano de la UE obtenidos antes de la finalización del periodo transitorio 
seguirán teniendo validez y, de hecho, servirán para acreditar su residencia legal en España con 
posterioridad y poder beneficiarse así de las previsiones del Acuerdo de Retirada. No obstante, 
podrán solicitar la expedición de un documento de residencia en el que se mencionará 
explícitamente su condición de beneficiario del Acuerdo de Retirada. 

 
2. Inicio procedimiento de documentación 

 
Este nuevo procedimiento estará operativo a partir del 6 julio 2020 y distinguirá entre 

aquellos que ya contaban con un certificado de registro o tarjeta de familiar de ciudadano de la 
UE, de los que no estaban en posesión de los mismos por diversos motivos. 

Esta Instrucción, firmada desde la Dirección General de Policía y la Dirección General de 
Migraciones, busca garantizar las previsiones del Acuerdo y permitir que los británicos, en el 
ejercicio de sus derechos, puedan solicitar el documento de residencia que les acredita como 
beneficiarios del Acuerdo de retirada 
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4. OBLIGACIONES EN MATERIA DE PREVENCIÓN DEL BLANQUEO DE CAPITALES DE LOS AGENTES DIPLOMÁTICOS 
Y CONSULARES EN SU ACTUACIÓN COMO FEDATARIOS PÚBLICOS 

 
El BOE de 10 julio 2020 publica la Resolución de 26 junio 2020, de la Secretaría General Técnica, 

por la que se publica el Convenio con el Consejo General del Notariado, en relación a las obligaciones 
en materia de prevención del blanqueo de capitales de los agentes diplomáticos y consulares en su 
actuación como fedatarios públicos. 

De conformidad con el art. 5, inciso f, de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares 
(CVRC), de 24 abril 1963, las funciones consulares consistirán en actuar en calidad de notario, en 
la de funcionario de registro civil, y en funciones similares y ejercitar otras de carácter 
administrativo, siempre que no se opongan las leyes y reglamentos del Estado receptor. Según el 
art. 15 del Convenio Europeo sobre Funciones Consulares, hecho en París el 11 diciembre 1967, 
los funcionarios consulares tendrán el derecho a extender o autorizar notarialmente o de la 
forma análoga que prevean las leyes y reglamentos del Estado que envía: a) cualesquiera actas y 
contratos que se refieran exclusivamente a los nacionales del Estado que envía; b) las 
capitulaciones matrimoniales en las cuales al menos una de las partes sea nacional del Estado que 
envía; c) cualesquiera actas y contratos no obstante el hecho de que ninguna de las partes sea 
nacional del Estado que envía, con la condición de que dichos contratos y actas se refieran a 
bienes situados en dicho Estado o estén destinados a producir efectos en el territorio de ese 
Estado. La Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la 
financiación del terrorismo estableció, en su art. 48, el régimen de colaboración que, en el caso de 
los funcionarios diplomáticos encargados de la fe pública, se basará en informar al Servicio 
Ejecutivo de indicios o sospechas de blanqueo que pudieran encontrar en el ejercicio de su 
función y la de responder a los requerimientos que le haga la Comisión de Prevención del 
Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias o sus órganos de apoyo. 

La finalidad de este Convenio entre la Dirección General de Españoles en el Exterior y de 
Asuntos Consulares (DGAC) y el Consejo General del Notariado (CGN) es el diseño y desarrollo 
de procedimientos que sirvan para mejorar el sistema de prevención del blanqueo de capitales y 
de la financiación del terrorismo (en adelante PBC/FT) establecidos por la Ley 10/2010, de 28 
de abril, respecto de los documentos públicos, independientemente de que se hayan autorizado 
por un notario o por un funcionario diplomático encargado de la fe pública. 

A todos los efectos de la normativa de PBC/FT, los funcionarios diplomáticos encargados de 
la fe pública serán considerados funcionarios incorporados al Órgano de Prevención de Blanqueo 
de Capitales creado por Orden Ministerial 2963/2005, de 20 de septiembre, reguladora del 
Órgano Centralizado de Prevención (OCP) en materia de blanqueo de capitales en el Consejo 
General del Notariado, por lo que cualquier intercambio de información entre el OCP y los 
funcionarios diplomáticos encargados de la fe pública estará amparada por la normativa de 
PBC/FT y no supondrá revelación de información del art. 24 de la Ley 10/2010. 
 
 
 

CONSEJO DE ESTADO 
 
5. ACUERDO DE PROTECCIÓN DE LAS INVERSIONES ENTRE LA UNIÓN EUROPEA Y SUS ESTADOS MIEMBROS, POR 
UNA PARTE, Y LA REPÚBLICA DE SINGAPUR, DE 19 OCTUBRE 2018 

 
La Comisión Permanente del Consejo de Estado, en sesión celebrada el día 24 enero 2019, 

emitió, por unanimidad, el Dictamen1010/2018 (ASUNTOS EXTERIORES, UNIÓN EUROPEA Y 
COOPERACIÓN). De acuerdo con el referido Dictamen: 
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[...] 
La División de Tratados y Otros Acuerdos Internacionales del Ministerio de Asuntos 

Exteriores, Unión Europea y Cooperación formuló el 3 diciembre 2018 su informe–propuesta 
acerca del Acuerdo a que se refiere el expediente. 

Explica que, en el conjunto de las relaciones UE–Asia, Singapur ocupa un lugar central en la 
estrategia europea por ser un aliado clave para la UE y un importante motor en su interacción 
con ASEAN (Asociación de Países del Sudeste Asiático). Destaca también la importancia de los 
flujos comerciales y económicos y la cooperación en numerosos sectores. 

Tal y como señala a continuación, desde 1980 las relaciones bilaterales UE–Singapur se 
encauzan a través del Acuerdo Marco de Cooperación CEE–ASEAN, si bien en las últimas décadas 
la UE ha comenzado a profundizar en sus relaciones con distintos países de la zona, iniciando 
negociaciones sobre acuerdos de libre comercio (ALC) y acuerdos políticos de colaboración y 
cooperación (ACC), comenzando por los más avanzados, entre los que destaca Singapur. 

En marzo de 2010 se iniciaron las negociaciones de dos acuerdos en paralelo y, en septiembre 
de 2011, el Consejo autorizó la ampliación de las negociaciones ALC con Singapur para abarcar 
también el ámbito de la protección de inversiones, sobre la base de las competencias que el 
Tratado de Lisboa reconocía a la UE. 

En primavera de 2014, y debido a la necesidad de determinar la naturaleza jurídica de los ALC 
a efectos de delimitar las competencias de la UE y de sus Estados miembros, la Comisión sometió 
el asunto al Tribunal de Justicia, que falló en mayo de 2017, reconociendo la competencia 
exclusiva de la UE en todas las materias incluidas en el ALC, salvo las inversiones distintas de las 
directas y la solución de controversias entre inversores y Estados miembros demandados. 

Atendiendo a ello, el texto inicialmente negociado se modificó, dando lugar a dos acuerdos 
independientes: un ALC y un API (Acuerdo de protección de inversiones), siendo este último 
concluido en septiembre de 2017. 

El ACC, el ALC y el API fueron firmados en el marco de la XII Cumbre Asia–Europa (ASEM), 
celebrada en Bruselas los días 18 y 19 octubre 2018. 

Los tres acuerdos conforman un marco institucional común singularizado para las relaciones 
UE–Singapur y reflejan la voluntad de fortalecer y ampliar la interacción entre las Partes de forma 
ambiciosa e innovadora, permitiendo además incrementar la visibilidad de la UE en Singapur. 

El perfeccionamiento de los Acuerdos coincide con la presidencia ASEAN de Singapur desde 
julio de 2018, lo que proporciona una plataforma óptima para reforzar las buenas relaciones con 
la UE y sus Estados miembros. 

Por lo que se refiere, en particular, al API, considera la División informante que generará 
seguridad jurídica y brindará nuevas oportunidades comerciales y de inversión entre ambos 
socios, lo que se adecua a la visión de la Estrategia Europa 2020 y contribuye a alcanzar los 
objetivos comerciales y de desarrollo de la UE de conformidad con las prioridades estratégicas 
de la Comisión Juncker. 

El Acuerdo contiene todos los aspectos del nuevo enfoque de la UE de protección de las 
inversiones y los mecanismos de garantía de cumplimiento, que no se recogen en los tratados 
bilaterales de inversión vigentes entre los Estados miembros de la UE y Singapur, a los que 
sustituirá a su entrada en vigor.  

[...] 
La consulta se refiere a la eventual necesidad de autorización de las Cortes Generales con 

carácter previo a la prestación del consentimiento del Estado español para obligarse mediante el 
Acuerdo de Protección de las Inversiones entre la Unión Europea y sus Estados miembros, por 
una parte, y la República de Singapur, por otra, hecho en Bruselas el 19 octubre 2018. 
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El Acuerdo a que se refiere el expediente, similar a otros ya dictaminados por este Consejo de 
Estado (dictámenes nos 480/2002, 19/2004, 1.254/2006, 2.448/2007, 490/2008, 1.953/2009, 
118/2010 y 2.291/2010, entre otros), tiene por objeto fomentar la cooperación económica entre 
las Partes y favorecer los intercambios comerciales y los flujos de inversión, creando las 
condiciones favorables para las inversiones de cada una de las Partes en el territorio de la otra y 
reportando beneficios a los inversores europeos, al garantizarles altos niveles de protección. 

A efectos de su calificación en Derecho interno español, dicho Acuerdo presenta un evidente 
carácter político y, en consecuencia, se encuentra comprendido en el supuesto del art. 94.1º.a) de 
la Constitución. 

Es doctrina del Consejo de Estado que un tratado internacional puede quedar comprendido 
en tal supuesto tanto por la importancia que tenga para la comunidad internacional como por 
razones de relevancia interna. Ambas circunstancias concurren en el Acuerdo consultado, no solo 
por la trascendencia que para España tiene el ser miembro de la Unión Europea y participar en los 
convenios básicos en sus relaciones exteriores, sino también por la relevancia que el Acuerdo objeto 
del presente expediente está llamado a tener en las relaciones entre las Partes contratantes; estas 
proclaman expresamente su respeto a unos principios y valores comunes y reafirman su adhesión 
a la Carta de las Naciones Unidas, firmada en San Francisco el 26 junio 1945, y a la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 10 
diciembre 1948, y confirman su compromiso de fomentar el desarrollo sostenible. 

Por otro lado, el Acuerdo objeto de dictamen incluye numerosas previsiones que afectan a 
materias sobre las que existe reserva de ley en el ordenamiento jurídico español –como las relativas 
a la expropiación de inversiones, las que afectan a la propiedad intelectual o las que regulan la 
solución de controversias–, quedando por ello incluido en el párrafo e) del art. 94.1º CE. 

En virtud de lo expuesto, el Consejo de Estado es de dictamen: 
Que la prestación del consentimiento del Estado para obligarse por medio del Acuerdo de 

Protección de las Inversiones entre la Unión Europea y sus Estados miembros, por una parte, y la 
República de Singapur, por otra, hecho en Bruselas el 19 octubre 2018, requiere la previa 
autorización de las Cortes Generales". 
 
6. INEXISTENCIA DE RESPONSABILIDAD DE LA ADMINISTRACIÓN POR UNA EXPULSIÓN DE ESPAÑA DE UNA 
BENEFICIARIA DE RESIDENCIA TEMPORAL INFRUCTUOSAMENTE NOTIFICADA 
 

La Comisión Permanente del Consejo de Estado, en sesión celebrada el día 24 enero 2019, 
emitió, por unanimidad, el Dictamen nº 985/2018 (INTERIOR). De acuerdo con el referido 
Dictamen: 

“Son requisitos exigidos para declarar la responsabilidad patrimonial de la Administración la 
efectividad del daño o perjuicio, evaluable económicamente e individualizado en relación con una 
persona o grupo de personas; que el daño o lesión sufrido por los reclamantes sea consecuencia 
del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos en una relación directa e 
inmediata de causa a efecto, sin intervención de elementos extraños que pudieran influir 
alterando el nexo causal; la ausencia de fuerza mayor; y, finalmente, que los reclamantes no 
tengan el deber jurídico de soportar el daño. Tales exigencias estaban anteriormente contenidas 
en los arts. 139 a 144 LRJAP–PAC y, además, han sido precisadas por constante jurisprudencia 
del Tribunal Supremo y reiterada doctrina del Consejo de Estado. 

En la forma indicada, constituye un criterio consolidado del Consejo de Estado que la 
responsabilidad patrimonial de la Administración no supone que la obligación nazca siempre que 
se produce una lesión por el funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos, siendo 
preciso no solo que entre la lesión y el funcionamiento exista un nexo de causalidad, del que 
resulte que aquella lesión es consecuencia de este funcionamiento, sino también que el 
interesado no tenga la obligación de soportar las consecuencias de esa actuación. 
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Un análisis conjunto de las actuaciones obrantes en el expediente fuerza a la apreciación de 
que procede la desestimación de la presente reclamación. 

Según lo expuesto, y como ha señalado el órgano instructor, en el presente caso se han 
verificado una serie de actuaciones por parte de la Subdelegación del Gobierno –a la que se 
imputa la responsabilidad– que en modo alguno pueden ser consideradas negligentes o erróneas. 

En la forma indicada, y según se confirma por la documentación aportada al expediente, la 
Resolución del Subdelegado del Gobierno de 22 abril 2014 y las posteriores actuaciones del Cuerpo 
Nacional de Policía estuvieron precedidas de la tramitación del correspondiente expediente 
administrativo, donde se verificaron los extremos requeridos por la legislación procedimental y 
sustantiva, pese a que luego fueron anuladas por la sentencia del TSJ (habiendo sido previamente 
validadas por el Juzgado de lo Contencioso– Administrativo). 

En efecto, y según se expone en el informe de 9 noviembre 2017 de la Dependencia Provincial 
del Área de Trabajo e Inmigración de la Subdelegación del Gobierno de Ciudad Real, tras 
solicitarse por la interesada, el 16 junio 2009, una tarjeta de residencia temporal de familiar de 
ciudadano de la Unión por estar casada con un ciudadano español y accederse a lo solicitado (el 
7 julio 2009), se comunicó el fallecimiento de su esposo (el 5 agosto 2009) y se concedió esa 
solicitud de residencia temporal (17 marzo 2010), válida hasta el 16 junio 2012. 

Es en este momento donde se suscita un intento de notificación de la solicitud concedida en 
su domicilio que resultó infructuosa, siendo igualmente estériles los intentos telefónicos y 
edictales de notificar la resolución, por lo que debió ser publicada en el Boletín Oficial de la 
Provincia de 30 abril 2010. En segundo lugar, no se dictó una resolución expresa de extinción de 
la tarjeta familiar de ciudadano de la Unión en aplicación del art. 14 del Real Decreto 240/2007, 
de 16 de febrero, quedando extinguida su validez por mandato del indicado precepto, resultando 
que, al expedírsele otra a la interesada dentro del régimen general a petición suya, ello permite 
asumir la extinción de la otra tarjeta en el caso de serle concedida la nueva. 

Destaca en todo caso –y así lo enfatizan los informes que obran en antecedentes– el hecho de 
que no haya habido más comunicaciones con la interesada o su representante desde la 
comunicación de la nueva dirección el 28 abril 2010 hasta que el 27 julio 2017 solicita la tarjeta 
de residencia permanente comunitaria de conformidad con la Sentencia de 30 noviembre 2016 
del TSJ de Castilla–La Mancha (tras la que se accede a lo solicitado el 23 agosto 2017). 

Finalmente, y por lo que respecta a la falta de ejecución de la medida cautelarísima dictada el 
8 mayo 2014, se confirma que la misma fue conocida al final de la mañana de ese día, resultando 
que a mediodía de esa misma mañana ya se había ejecutado la expulsión a través del Aeropuerto 
Madrid–Barajas Adolfo Suárez (procediéndose luego mediante acto administrativo de 3 junio 
2014 del Subdelegado del Gobierno en Ciudad Real a suspender la efectividad de la expulsión en 
cumplimiento de la resolución jurisdiccional). 

Con independencia de que la STSJ 30 noviembre 2016 haya estimado el recurso de apelación 
y anulado el acto de 22 abril 2014 por las causas y motivos en ella recogidos, lo cierto es que, 
desde la estricta óptica de la responsabilidad patrimonial, ninguna responsabilidad cabe predicar 
del funcionamiento de la Administración General del Estado, por lo que la reclamación debe ser 
desestimada”. 
 
7. ACUERDO DE PROTECCIÓN DE LAS INVERSIONES ENTRE LA UNIÓN EUROPEA Y SUS ESTADOS MIEMBROS, POR 
UNA PARTE, Y LA REPÚBLICA SOCIALISTA DE VIETNAM, POR OTRA, HECHO EN HANOI EL 30 JUNIO 2019 

 
La Comisión Permanente del Consejo de Estado, en sesión celebrada el día 21 noviembre 

2019, emitió, por unanimidad, el Dictamen nº 858/2019 (ASUNTOS EXTERIORES, UNIÓN 
EUROPEA Y COOPERACIÓN). De acuerdo con el referido Dictamen: 

[...] 
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“La consulta se refiere a la eventual necesidad de autorización de las Cortes Generales con 
carácter previo a la prestación del consentimiento del Estado español para obligarse mediante el 
Acuerdo de Protección de las Inversiones entre la Unión Europea y sus Estados miembros, por 
una parte, y la República Socialista de Vietnam, por otra, hecho en Hanoi el 30 junio 2019. 

El Acuerdo a que se refiere el expediente, similar a otros ya dictaminados por este Consejo de 
Estado (dictámenes nos 2.448/2007, 490/2008, 1.953/2009, 118/2010 y 2.291/2010, y 
1.010/2018, entre otros), tiene por objeto fomentar la cooperación económica entre las Partes y 
favorecer los intercambios comerciales y los flujos de inversión, creando las condiciones 
favorables para las inversiones de cada una de las Partes en el territorio de la otra y reportando 
beneficios a los inversores europeos, al garantizarles altos niveles de protección. 

En lo concerniente a su calificación en Derecho interno español, el Acuerdo sometido a 
consulta presenta un evidente carácter político y, en consecuencia, se encuentra comprendido en 
el supuesto del art. 94.1º.a) de la Constitución. 

Es doctrina del Consejo de Estado que un tratado internacional puede quedar comprendido 
en tal supuesto tanto por la importancia que tenga para la comunidad internacional como por 
razones de relevancia interna. Ambas circunstancias concurren en el Acuerdo consultado, no solo 
por la trascendencia que para España tiene el ser miembro de la Unión Europea y participar en 
los convenios básicos en sus relaciones exteriores, sino también por la relevancia que el Acuerdo 
objeto del presente expediente está llamado a tener en las relaciones entre las Partes 
contratantes; estas proclaman expresamente su respeto a unos principios y valores comunes y 
reafirman su adhesión a la Carta de las Naciones Unidas, firmada en San Francisco el 26 junio 
1945, y a la Declaración Universal de Derechos Humanos, adoptada por la Asamblea General de 
las Naciones Unidas el 10 diciembre 1948, y confirman su compromiso de fomentar el desarrollo 
sostenible. 

Por otro lado, el Acuerdo objeto de dictamen incluye numerosas previsiones que afectan a 
materias sobre las que existe reserva de ley en el ordenamiento jurídico español –como las 
relativas a la expropiación de inversiones, las que afectan a la propiedad intelectual o las que 
regulan la solución de controversias–, quedando por ello incluido en el párrafo e) del artículo 94.1 
de la Constitución. 
 
8. PROCEDIMIENTO DE REVISIÓN DE OFICIO, EN MATERIA DE AUTORIZACIÓN DE RESIDENCIA DE LARGA 
DURACIÓN, AL AMPARO DE LO ESTABLECIDO EN EL ART. 148.1º DEL REGLAMENTO DE LA LEY ORGÁNICA 
4/2000, DE 11 DE ENERO 
 

La Comisión Permanente del Consejo de Estado, en sesión celebrada el día 12 diciembre 2019, 
emitió, por unanimidad, Dictamen nº 1035/2019 (TRABAJO, MIGRACIONES Y SEGURIDAD 
SOCIAL). De acuerdo con el referido Dictamen: 

[...] 
I. Se somete a consulta la revisión de oficio, por causa de nulidad de pleno derecho, de la 

Resolución del Subdelegado del Gobierno en Barcelona, de 28 junio 2017, por la que se concedió 
a don ...... autorización de residencia de larga duración. 

El presente procedimiento de revisión de oficio por causa de nulidad de pleno derecho debe 
ajustarse a las previsiones del art. 106.1º Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en relación con el art. 47 del mismo 
cuerpo legal. El dictamen se emite con carácter preceptivo, en virtud de lo previsto en el art. 22.10 
LO 3/1980, de 22 de abril, del Consejo de Estado, en relación con el artículo 106.1 de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas. 
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II. La competencia para instruir y resolver este procedimiento corresponde al Ministerio de 
Trabajo, Migraciones y Seguridad Social. El Ministerio cuenta con un plazo de seis meses para 
resolver y notificar la resolución, transcurrido el cual, como el procedimiento se ha iniciado de 
oficio, a petición razonada de otros órganos administrativos, se producirá su caducidad conforme 
a lo establecido en el art. 106.5º Ley 39/2015. El art. 22.1º.d) Ley 39/2015 permite que este plazo 
sea suspendido cuando se soliciten informes preceptivos a un órgano de la misma o distinta 
Administración, por el tiempo que medie entre la petición y la recepción, y sin que en ningún caso 
dicha suspensión pueda exceder de tres meses. En la resolución de inicio del presente expediente 
se acordó la suspensión de dicho plazo desde la petición del dictamen del Consejo de Estado hasta 
su recepción. 

En el presente caso, el inicio del procedimiento de revisión de oficio de la resolución de 
concesión de la autorización de residencia de larga duración a don ...... se acordó mediante 
Resolución de 30 septiembre 2019, y la solicitud del dictamen preceptivo de este Alto Cuerpo 
Consultivo entró en su Registro el 22 noviembre 2019, por lo que aún no ha transcurrido el plazo 
de caducidad de seis meses señalado en la Ley y procede entrar a valorar el fondo del asunto. 

III. Es doctrina reiterada del Consejo de Estado que la revisión de oficio de los actos 
administrativos constituye un cauce de utilización excepcional y carácter limitado, pues 
comporta que, sin mediar una decisión jurisdiccional, la Administración pueda volver sobre sus 
propios actos, dejándolos sin efecto. De ahí que cualquier vicio jurídico no permita acudir sin más 
a la revisión de oficio, sino que ello solamente sea posible cuando concurra de modo acreditado 
un vicio de nulidad de pleno derecho legalmente previsto, teniendo en cuenta la excepcionalidad 
que la nulidad presenta frente a la anulabilidad en el ordenamiento jurídico administrativo y la 
interpretación restrictiva de la que, en consecuencia, tiene que ser objeto. 

El instructor alega que la resolución que se pretende revisar en el presente caso ha incurrido 
en los vicios de nulidad contemplados en las letras e) y f) del art. 47.1º Ley 39/2015, que, en lo 
que aquí interesa, declaran nulos los actos "dictados prescindiendo total y absolutamente del 
procedimiento legalmente establecido" y los "expresos o presuntos contrarios al ordenamiento 
jurídico por los que se adquieren facultades o derechos cuando se carezca de los requisitos 
esenciales para su adquisición", respectivamente. 

IV. La causa de nulidad del art. 47.1º.f) Ley 39/2015, en primer lugar, ha llevado a este Alto 
Cuerpo Consultivo a insistir en la necesidad de distinguir, en cada caso, los requisitos 
verdaderamente esenciales de los requisitos, subjetivos u objetivos, simplemente necesarios 
para adquirir facultades o derechos, a fin de constreñir la aplicación de esta previsión legal a 
aquellos supuestos en los que se ha producido una ausencia patente de un presupuesto esencial 
que evidencie una situación que provoque la nulidad de pleno derecho del acto administrativo 
que se pretenda revisar. 

En el caso sometido a consulta, el interesado solicitó una autorización de residencia de larga 
duración el 20 enero 2017; sin embargo, al no atender el requerimiento de presentación de 
documentación que le fue dirigido, el Subdelegado del Gobierno en Barcelona resolvió archivar 
la solicitud, por desistimiento, el 15 mayo 2017. Pese a la anterior decisión, el 8 junio 2017 el 
interesado aportó la documentación requerida, y el día 28 siguiente, el mismo Subdelegado del 
Gobierno acordó concederle la autorización de residencia de larga duración solicitada, 
constatando "el cumplimiento de los requisitos establecidos en la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de 
enero, y en el Real Decreto 557/2011, de 20 de abril, para la obtención de la autorización 
solicitada". 

El 12 junio 2018, sin embargo, la Oficina de Extranjería de la misma Subdelegación del 
Gobierno resolvió extinguir la tarjeta de residencia temporal de ciudadano de la Unión que don 
...... había aportado con su solicitud de residencia de larga duración (tarjeta que, en principio, 
presentaba una validez hasta el 15 enero 2017). La extinción se declaró con efectos desde el 2 
octubre 2013, al constatarse que en esa fecha se había producido la inscripción en el Registro de 
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Ayuntamiento de Sabadell de la baja de la unión civil del interesado con la ciudadana comunitaria 
doña ...... ...... , así como que la referida tarjeta de residencia le había sido concedida en atención a 
esta unión civil (registrada el 26 octubre 2011). 

De cuanto precede se desprende que el interesado no reunía en el momento de su solicitud 
(20 enero 2017) los requisitos previstos en el art. 148.1º del Reglamento de la Ley Orgánica 
4/2000, aprobado por el Real Decreto 557/2011, de acuerdo con el cual "tendrán derecho a 
obtener una autorización de residencia de larga duración los extranjeros que hayan residido 
legalmente y de forma continuada en el territorio español durante cinco años". 

Con independencia de que la extinción de la tarjeta de residencia temporal se acordase en 
fecha posterior a esa solicitud de autorización de residencia de larga duración, dicha extinción se 
produjo con efectos retroactivos, a contar desde el 2 octubre 2013. Ello implica que el periodo en 
que don ...... residió legalmente en España antes de la citada solicitud fue inferior a dos años (desde 
el 26 octubre 2011, fecha en que se inscribió su unión de hecho con la ciudadana española doña 
...... ...... , y el 2 octubre 2013, fecha en que se inscribió la baja de esa unión civil). Durante ese 
periodo, el interesado fue titular de una tarjeta de residencia temporal de familiar de ciudadano 
de la Unión, pero, al cesar su unión civil con la Sra. ...... , su residencia legal y continuada en 
territorio español no alcanzó el mínimo de cinco años necesario para obtener la referida 
autorización de residencia de larga duración. 

Así las cosas, la cuestión central en el presente expediente de revisión de oficio radica en 
determinar si el referido requisito de la previa residencia legal de cinco años, contemplado en el 
art. 148.1º del Reglamento, constituye o no un requisito esencial para la concesión de la 
autorización de residencia de larga duración que se le otorgó mediante la Resolución de 28 junio 
2017, sometida ahora a revisión. 

Ciertamente, el citado artículo contempla otros supuestos de acceso a la autorización de 
residencia de larga duración en los que no se exige aquel requisito de residencia previa de cinco 
años (en determinados casos, los beneficiarios de una pensión de jubilación, de incapacidad 
permanente o absoluta o de gran invalidez en el sistema español de la Seguridad Social, personas 
nacidas en España, españoles de origen que hayan perdido la nacionalidad, personas que hayan 
estado bajo la tutela de una entidad pública española, apátridas o refugiados en España, o 
extranjeros que hayan contribuido de forma notoria al progreso económico, científico o cultural 
de España, o a la proyección de España en el exterior). Sin embargo, tal y como señaló este 
Consejo de Estado en su dictamen nº 2.151/2009, no puede sostenerse, con carácter general, que, 
en todos aquellos supuestos en que se establecen dos vías diferentes para acceder a 
determinados derechos o facultades, ningún requisito pueda considerarse esencial, pues con ello 
se reduciría el concepto de “requisito esencial” hasta hacerlo desaparecer en no pocos supuestos. 

En lo que afecta al presente caso, cabe recordar que el art. 32 de la Ley Orgánica 4/2000 
establece que "tendrán derecho a residencia de larga duración los que hayan tenido residencia 
temporal en España durante cinco años de forma continuada, que reúnan las condiciones que se 
establezcan reglamentariamente" (ap. 2), previendo también que "con carácter reglamentario se 
establecerán criterios para la concesión de otras autorizaciones de residencia de larga duración 
en supuestos individuales de especial vinculación con España" (ap. 4). De ello se desprende que 
el art. 32 Ley Orgánica 4/2000 recoge fundamentalmente dos requisitos para tener derecho a 
residencia permanente: la residencia previa y continuada de cinco años y la especial vinculación 
con España. Se trata, pues, de dos requisitos impuestos con carácter alternativo y no cumulativo, 
de modo que uno de ellos se establece con carácter general (precisamente, el de la residencia 
previa y continuada de cinco años), con la indicación de que solo excepcionalmente podía 
eximirse del mismo, cuando concurriera el segundo de ellos (una "especial vinculación con 
España", en los términos previstos reglamentariamente). Ambos supuestos son objeto de 
desarrollo a través del art. 148 del reglamento antes citado; el establecido con carácter general 
en el ap. 1, y el excepcional en el apartado 3, en los términos que han quedado apuntados. 
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En cuanto al requisito establecido como único con carácter general (la residencia previa y 
continuada de cinco años), el citado art. 148.1º se refiere también solo a él, aunque puedan existir 
otros requisitos necesarios –y no esenciales– establecidos también por vía reglamentaria. 

A la vista de todo ello, entiende el Consejo de Estado que puede atribuirse al requisito de 
residencia previa de cinco años el carácter de "esencial" a efectos de acceder a la autorización de 
residencia permanente que se concedió al interesado por Resolución de 28 junio 2017. 

Por ello, entiende el Consejo de Estado que, en el presente caso, ha de concluirse que el no 
reunía los requisitos esenciales para acceder a la autorización de residencia permanente que se 
le concedió mediante Resolución del Subdelegado del Gobierno en Barcelona de 28 junio 2017 y 
que, en consecuencia, es procedente la revisión de oficio a que se refiere la consulta. 

V. La anterior conclusión resulta suficiente para declarar la nulidad de pleno derecho de la 
referida Resolución de 28 junio 2017. Ello hace innecesario examinar la concurrencia de la causa 
de nulidad del art. 47.1º.e) de la Ley 39/2015, que la Administración instructora invoca también 
en el presente procedimiento. En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado es de dictamen: 

Que procede declarar la nulidad de la Resolución del Subdelegado del Gobierno en Barcelona, 
de 28 junio 2017, por la que se concedió a don ...... la autorización de residencia de larga duración 
que había solicitado". 
 
 
 

CONSEJO GENERAL DEL PODER JUDICIAL 
 
9. EL CGPJ APRUEBA EL INFORME SOBRE EL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY CONCURSAL 
 

El CGPJ ha anunciado la aprobación del informe sobre el texto refundido de la Ley Concursal. 
El órgano de gobierno de los jueces hace una valoración general positiva del proyecto de Real 
Decreto, que considera bien ordenado y claro en su contenido Autor Comunicación Poder 
Judicial. 

El Pleno del Consejo General del Poder Judicial aprobó en su reunión de 25 septiembre 2019 
por mayoría de sus miembros el informe al proyecto de Real Decreto legislativo por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley Concursal, cuyo objetivo es estructurar y sistematizar un 
texto afectado por un elevado número de sucesivas reformas, redactar las proposiciones 
normativas de modo que sean fáciles de comprender y aplicar y eliminar contradicciones y 
normas duplicadas e innecesarias. El informe, del que ha sido ponente la vocal Mar Cabrejas, 
hace una valoración general positiva del texto remitido por el prelegislador, al considerar que 
el resultado de la refundición “es un cuerpo normativo bien ordenado y estructurado 
sistemáticamente, claro en su contenido y preciso en la formulación de los enunciados y 
proposiciones normativas, con lo que se ha logrado la finalidad de dotar al texto de simplicidad, 
claridad, cognoscibilidad y comprensión, de certidumbre y, en fin, de mayor seguridad 
jurídica”. Ese resultado, añade el informe, “se aprecia de manera especialmente visible en la 
estructuración del texto en tres Libros, en los que se recogen, respectivamente, las normas 
relativas al concurso de acreedores, a los institutos y figuras preconcursales y al Derecho 
Internacional Privado de la insolvencia”, mientras que la ordenación de los Libros responde 
también a estrictas razones de sistema, ya que la estructuración de sus diferentes capítulos 
obedece al curso ordinario del procedimiento concursal y de las actuaciones preconcursales. La 
labor de sistematización y ordenación realizada se hacía especialmente necesaria en la 
regulación del Derecho preconcursal, articulado extensamente a través de las reformas 
operadas en la ley y “cuyas normas se encontraban dispersas en la Ley Concursal vigente”. “Por 
otra parte, la simplificación y claridad del texto se logra mediante la descomposición de los 
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artículos de la vigente Ley para dar lugar a diversos y diferenciados preceptos, ordenados 
sistemáticamente, asignando por lo general uno por cada materia”, añade el texto aprobado 
por el Pleno. El informe señala, por último, que no obstante la valoración general, el proyecto 
de Real Decreto “ofrece en ciertos aspectos dudas acerca de su posible encaje dentro del marco 
de la autorización y de los límites de la refundición. Y, en línea contraria, en otros casos se 
aprecia que el prelegislador no ha agotado completamente las facultades de regularización, 
aclaración y armonización” propias de la amplia delegación de la que ha sido objeto para realizar 
esta labor. 
 
 
 

Defensor del Pueblo 
 
10. EL DEFENSOR DEL PUEBLO RECLAMA QUE LOS EXTRANJEROS EN SITUACIÓN IRREGULAR VÍCTIMAS DE 
DELITO PUEDAN DENUNCIAR SIN TEMOR A SER EXPULSADOS (29 JULIO 2019) 
 

El Defensor del Pueblo ha recomendado al Ministerio del Interior el 29 julio 2019 que asegure 
que las personas extranjeras en situación irregular, presuntas víctimas de un delito, puedan 
formular una denuncia, sin que se les derive, por esta causa, a la incoación de un procedimiento 
sancionador que conlleve su expulsión del territorio nacional. La Institución ya formuló en 2004 
una recomendación en el mismo sentido que fue rechazada. Cinco años más tarde fue aceptada 
parcialmente cuando la Ley Orgánica 2/2009 incorporó a la ley de extranjería un precepto que 
otorga rango legal a la protección de mujeres extranjeras víctimas de violencia de género. 

En la actualidad, el Defensor recibe incesantes quejas de ciudadanos extranjeros que acuden 
a denunciar haber sido víctimas de delito y salen de las dependencias policiales con un 
expediente sancionador de la Ley de extranjería por situación documental. Ante esta situación, el 
Defensor del Pueblo mantiene y reitera su criterio sobre la necesidad de que se asegure que los 
extranjeros puedan dirigirse a la Comisaría de Policía o destacamento de la Guardia Civil que 
corresponda, en la seguridad de que su identificación para presentar la denuncia, mediante su 
tarjeta de extranjero o su pasaporte, no conllevará el inicio de indagaciones para determinar si se 
encuentran en situación regular o irregular en España. 

Para el Defensor del Pueblo el hecho de que un ciudadano extranjero realice una denuncia 
policial de cualquier naturaleza y acabe siendo objeto de un expediente sancionador y de una 
posible expulsión por estar en situación irregular, tiene un efecto disuasorio claro que pone en 
peligro la actividad punitiva del Estado. En opinión de la Institución ello constituye además, una 
vulneración del Estatuto de la víctima del delito y una quiebra de los principios de 
proporcionalidad y de seguridad jurídica. Por ello, cree necesario que se modifique lo antes 
posible la práctica administrativa, reiteradamente observada, por la que se incoan expedientes 
sancionadores por estancia irregular a los extranjeros que acuden a denunciar haber sido 
víctimas de un delito. 
 
11. EL DEFENSOR DEL PUEBLO PIDE QUE SE GARANTICEN LOS DERECHOS LABORALES Y UNAS CONDICIONES DE 
HABITABILIDAD DIGNAS PARA LOS TEMPOREROS AGRÍCOLAS (21 JULIO 2020) 

 
Según un comunicado del Defensor del Pueblo de 21 julio 2020 la institución hace un 

llamamiento a todas las administraciones, a los empresarios agrícolas y a las organizaciones 
agrarias para que busquen de “forma coordinada y con urgencia” una solución para acabar con 
la situación de degradación en la que viven las trabajadoras y los trabajadores temporeros 
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agrícolas en diversas zonas de la geografía española. Al efecto pide que se garanticen sus derechos 
laborales y unas condiciones de habitabilidad dignas. 

El Defensor ha recordado que, durante semanas, mientras todo estaba parado por efecto de 
las medidas de confinamiento, los temporeros han salido al campo a cosechar los frutos que en 
cada momento se encontraban listos para ello. En su opinión, esto ha servido para visibilizar la 
situación de este colectivo, compuesto en su mayoría por migrantes de distinta procedencia y 
que, con frecuencia, se ve sometido a condiciones laborales y de vida deplorables. El Defensor 
denuncia que la mayoría de estos trabajadores carecen de un “adecuado acceso a la atención 
sanitaria, lo que resulta particularmente alarmante dado el riego que supone la transmisión del 
Covid–19; de una correcta protección y seguridad básicas en su trabajo y, además, se ven 
abocados a vivir en asentamientos hacinados y carentes de servicios básicos como energía 
eléctrica, agua e higiene”. Por último el Defensor recuerda que España es el mayor exportador de 
fruta y verdura de la Unión Europea y que, según datos extraídos de diferentes estudios 
elaborados por universidades, fundaciones y organizaciones no gubernamentales, alrededor de 
100.000 personas obtienen su sustento en este sector, muchas de ellas extranjeros 
extracomunitarios que se ven obligados a trabajar en la economía sumergida. Esta situación 
constituye un grave problema social ante el que ni las administraciones públicas ni el sector 
agrario han sido capaces de habilitar una respuesta adecuada. 
 
 
 

Fiscalía General del Estado 
 
12. INTERVENCIÓN DEL MINISTERIO FISCAL CONTRA LAS RESOLUCIONES DICTADA POR LA AUDIENCIA 
PROVINCIAL RESOLVIENDO EL EXEQUÁTUR Y ÁMBITO DEL RECURSO DE CASACIÓN POR INFRACCIÓN DEL 
DERECHO EXTRANJERO 
 
La Circular 1/2020, de 3 de enero, de la Fiscalía General del Estado, sobre los recursos de casación 
y extraordinario por infracción procesal en el orden jurisdiccional civil (BOE 28.1.2020), incluye 
las siguientes cuestiones: 
 

“[...] Es de resaltar que la necesidad de pautas para la correcta comprensión del recurso de 
casación civil no sólo puede predicarse de los Fiscales adscritos a las Secciones Civiles (vid. 
Instrucción 4/2009, de 29 de diciembre, sobre la organización de las secciones de lo civil y del 
régimen especializado en materia de protección de personas con discapacidad y tutelas), sino 
también, atendiendo a los cometidos asignados, a los de las Secciones de Menores (Instrucción 
1/2009, de 27 de marzo, sobre la organización de los servicios de protección de las Secciones de 
Menores, en relación con los procesos de protección de menores y de derechos fundamentales 
de menores), a los de Violencia de Género (Instrucción 7/2005, de 23 de junio, sobre el Fiscal 
contra la Violencia sobre la Mujer y las Secciones contra la Violencia sobre la Mujer de las 
Fiscalías, en relación con los procesos civiles relacionados con violencia de género) y a los de 
Extranjería (Instrucción 5/2007, de 18 de julio, sobre los Fiscales de sala coordinadores de 
siniestralidad laboral, seguridad vial y extranjería y sobre las respectivas secciones de las 
Fiscalías territoriales, en relación con la determinación de edad de los menores extranjeros no 
acompañados)”. 

“[...] La regla general es la de que están excluidos de los recursos de casación y extraordinario 
por infracción procesal los autos y las demás resoluciones que no revistan forma de sentencia 
(vid. ATS 7 julio 2019, rec. 138/2019). 
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Como excepción, el Acuerdo de 2017 se refiere a los autos que lo sean ‘conforme a 
reglamentos, tratados o convenios internacionales o de la Unión Europea (art. 477.2º LEC, en 
relación con la norma aplicable en cada caso)’. 

Por ello, serán recurribles en casación o por infracción procesal los autos dictados en procesos 
sobre reconocimiento y ejecución de sentencias extranjeras resueltos al amparo del Convenio de 
Bruselas de 27 diciembre 1968 y del Convenio de Lugano de 16 septiembre 1988 (arts. 37.2º y 
41); del Reglamento (CE) nº 2201/2003 del Consejo, de 27 noviembre 2003, relativo a la 
competencia, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia matrimonial 
y de responsabilidad parental; y Reglamento (UE) 2019/1111, de 25 junio 2019, relativo a la 
competencia, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones en materia matrimonial y de 
responsabilidad parental, y sobre la sustracción internacional de menores (DOUE nº 178, de 2 
julio 2019); del Reglamento (UE) nº 1215/2012 del Parlamento y del Consejo, de 12 diciembre 
2012, relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones 
judiciales en materia civil y mercantil y de cualesquiera otras normas de similar naturaleza, 
cuando la facultad de recurrir se reconozca en el correspondiente instrumento. 

La recurribilidad en casación de estas resoluciones dictadas encuentra su fundamento en la 
primacía que las normas supranacionales integradas en el acervo comunitario presentan 
respecto de las de producción interna. Junto con esa primacía, es rasgo característico de 
determinadas normas comunitarias, particularmente los Reglamentos comunitarios, su 
aplicabilidad directa o efecto directo. Las consecuencias de los principios de primacía y del efecto 
directo de las normas comunitarias conducen tanto a la inaplicación de las normas internas 
incompatibles o contrarias a las comunitarias, como a impedir la válida formación de posteriores 
actos normativos incompatibles con éstas, como, en fin, a la obligación del aplicador del Derecho 
de garantizar el pleno efecto de esas normas supranacionales, operándose una interacción entre 
ordenamiento interno y comunitario que se traduce, prima facie, en la interpretación de la 
legalidad interna conforme al derecho comunitario (AATS 17 enero 2006, rec. 1122/2005 y 4 
octubre 2005, rec. 685/2005). 

Debe en este punto recordarse que el apartado segundo del art. 55 de la Ley 29/2015, de 30 
de julio, de cooperación jurídica internacional en materia civil, establece que contra la resolución 
dictada por la Audiencia Provincial resolviendo el exequátur, ‘la parte legitimada podrá 
interponer el recurso extraordinario por infracción procesal o el recurso de casación de 
conformidad con las previsiones de la Ley de Enjuiciamiento Civil’ y que conforme a su art. 54.8 
en los procedimientos de exequatur el Fiscal ‘intervendrá siempre’. 

Deberán entender igualmente las/os Sras./es. Fiscales que cabrá recurso de casación contra 
resoluciones que, debiendo adoptar la forma de sentencia, conforme a las previsiones de los arts. 
245 y ss LOPJ, hubieran asumido incorrectamente la forma de auto (vid. ATS 19 junio 2019, rec. 
105/2019)”. 

“[...] Cabe articular un motivo de casación en la infracción de un principio general del derecho, 
pero para ello debe fundamentarse la norma que lo ampara o la jurisprudencia que lo acoge. La 
STS nº 891/2001, de 8 de octubre, se pronuncia en este sentido: ‘para fundamentar un motivo de 
casación en la infracción de un principio general del derecho, ha de estar reconocido como tal en 
la ley o en la jurisprudencia, que debe ser citada expresamente, como ineludible exigencia para 
que pueda ser tenido en cuenta’. 

Se admite que el recurso se articule por infracción de una norma extranjera. La STS 4 julio 
2006, rec. 2421/1999, declara al respecto que ‘la ley aplicable puede ser infringida, inaplicada, 
etc. y no debe hacerse diferencia entre Derecho extranjero y derecho nacional una vez que se ha 
demostrado que el primero es el aplicable al caso sometido al juzgador, porque otra consecuencia 
sería tanto como impedir el acceso a los recursos establecidos por la ley […], además de infringir 
la norma conflictual española. Sin embargo, la doctrina formulada en un recurso de casación por 
infracción del Derecho extranjero no deba (sic) ser tenida como doctrina legal a los efectos del 
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art. 6.1º Cc, sin perjuicio de que pueda servir de pauta en posteriores conflictos ante los 
Tribunales españoles producidos en problemas semejantes en los que deban aplicarse las 
mismas normas jurídicas’. 

Hay también consenso en la posibilidad de invocar una norma sustantiva contenida en un 
Tratado internacional ratificado por España. 

Igualmente es pacífica la posibilidad de invocar normas sustantivas de Derecho de la Unión 
europea, tanto originario como derivado”. 

“[...] 9. Conclusiones [...] 
6.ª El recurso de casación ha de fundarse en la infracción de normas sustantivas, de Derecho 

privado. Cabe alegar infracción de preceptos constitucionales, infracción de normas con rango de 
Ley orgánica u ordinaria, así como de normas contenidas en Decretos Leyes y Decretos 
Legislativos. 

Es posible fundamentar un motivo de casación en la infracción de un principio general del 
derecho o de una costumbre. 

Se admite que el recurso se articule por infracción de una norma extranjera. 
Cabe invocar normas sustantivas contenidas en Tratados internacionales ratificados por 

España y normas sustantivas de Derecho de la Unión europea, tanto originario como derivado. 
La infracción de la jurisprudencia no es motivo de casación, sin perjuicio de su relevancia como 
requisito de procedibilidad para fundamentar el interés casacional”. 
 

 
.
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Sobre el establecimiento de la European Association of  
Private International Law (EAPIL) 

 
I. PUNTO DE PARTIDA: 50 AÑOS DE EUROPEIZACIÓN 

 
En los últimos 50 años, el desarrollo del Derecho internacional privado se ha visto configurado 

por los esfuerzos en pro de la europeización. Desde el punto de vista histórico, esto no es nada 
nuevo: antes de que las normas de derecho internacional privado se integraran en la legislación 
nacional durante el movimiento de codificación del siglo XIX, los estudiosos de toda Europa 
habían intentado durante mucho tiempo desarrollar normas europeas uniformes de elección del 
derecho, en la mayoría de los casos en vano.  Sin embargo, desde mediados del siglo XX ha surgido 
una red cada vez más densa de normas europeas comunes. Y desde el cambio de milenio esta red 
se ha desarrollado a una velocidad impresionante. De hecho, después de que los Estados 
miembros de la UE transfirieran la competencia legislativa en materia de derecho internacional 
privado a la Unión Europea en 1997,  el legislador europeo ha adoptado un número considerable 
de medidas legislativas que rigen gran parte del Derecho internacional privado, incluido el 
derecho del procedimiento civil internacional. 

En este contexto, no se puede negar el hecho de que el derecho internacional privado se ha 
convertido en una disciplina verdaderamente europea. Sin embargo, hasta hace muy poco 
tiempo no existía ningún foro europeo que estuviera a la altura de ese desarrollo y que permitiera 
debatir e intercambiar opiniones sobre las normas comunes europeas. A raíz de una conferencia 
celebrada en Berlín en 2018, en la que se analizó críticamente la europeización del Derecho 
internacional privado, se creó un Comité Directivo integrado por 14 académicos de varios países 
europeos para establecer una asociación europea dedicada al estudio y la promoción del Derecho 
internacional privado (europeo). Los esfuerzos del grupo pronto dieron sus frutos: en otoño de 
2019, la European Association of Private International Law (EAPIL) vio el día de la luz y se 
constituyó como una asociación con sede en Luxemburgo (Association sans but lucratif). En 
diciembre de 2019 se anunció oficialmente su creación y se puso en marcha el sitio web de la 
Asociación.  

 
II. OBJETIVOS Y ACTIVIDADES DE LA ASOCIACIÓN 

 
La recién fundada Asociación se considera un foro para fomentar el estudio y el desarrollo del 

derecho internacional privado (europeo). Sus objetivos son: 1) poner en contacto a académicos 
y profesionales (europeos), 2) trabajar en pro de un discurso paneuropeo que trascienda las 
fronteras lingüísticas y nacionales y 3) tender puentes a las comunidades de Derecho 
internacional privado de los Estados no miembros de la UE, así como de los países no europeos. 
Persigue estos objetivos mediante diversas actividades, tres de las cuales, a saber, las EAPIL 
conferencias, los EPAIL grupos de trabajo y el EAPIL blog, se destacarán aquí. 

 
1. EAPIL Conferencias 

 
Las EAPIL Conferencias tienen por objeto reunir a los miembros de la Asociación al menos 

cada dos años. Siguiendo el modelo de la conferencia de Berlín de 2018, están destinadas a 
proporcionar una oportunidad para el intercambio, el debate y la creación de redes. 

La primera EAPIL Conferencia tendrá lugar del 27 al 29 mayo 2021 en la Universidad de 
Aarhus, en Dinamarca, y en ella se abordarán los desafíos y problemas actuales del derecho 
internacional privado.  En particular, invitará a debatir si las normas actuales de derecho 
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internacional privado son capaces de hacer frente a los desafíos de la digitalización y a los 
problemas que plantea la creciente fragmentación de las fuentes jurídicas. Entre los oradores 
figuran académicos de diversos países de Europa.  También intervendrán representantes de la 
Comisión Europea y del Tribunal de Justicia de la Unión Europea. 

 
2. EAPIL Grupos de trabajo  

 
Los grupos de trabajo se reúnen independientemente de las EAPIL conferencias y se ocupan 

de determinadas cuestiones y problemas de derecho internacional privado (europeo) durante 
un período de tiempo. Tienen por objeto impulsar el desarrollo ulterior de la normativa 
pertinente y, en particular, apoyar la labor de la legislatura europea. Las reflexiones realizadas 
por los Grupos de Trabajo se traducen en instrumentos (como documentos de posición o 
proyectos legislativos), que luego se someten a la aprobación de la Asamblea General de la 
Asociación. 

Hasta ahora, un Grupo de Trabajo ya ha comenzado su labor. Su objetivo es examinar la 
viabilidad de un “Código Europeo de Derecho Internacional Privado” y presentar propuestas para 
su diseño. 

 
3. EAPIL Blog 

 
Una tercera actividad de la Asociación que merece ser mencionada es el EAPIL Blog.  Está 

dirigido por siete editores y proporciona información regular sobre las actividades de la 
Asociación. Además, el EAPIL blog también se centra en el derecho internacional privado 
(europeo) como tal e informa sobre los últimos acontecimientos, a saber, decisiones judiciales, 
publicaciones y eventos académicos. Asimismo, constituye un foro permanente – virtual – para 
el intercambio de información sobre cuestiones de derecho internacional privado (europeo). 

 
III. ORGANIZACIÓN Y GESTIÓN DE LA ASOCIACIÓN 

 
La Asociación está dirigida por un Consejo de Administración y un Consejo Científico. La Junta 

se encarga de los asuntos cotidianos de la Asociación, mientras que el Consejo Científico se 
encarga de organizar las actividades académicas. La Junta está integrada actualmente por cinco 
miembros de Alemania, Dinamarca, Grecia, Italia y Luxemburgo.  El Consejo Científico está 
compuesto por los 14 académicos que participaron en la fundación de la Asociación. Está prevista 
una ampliación a 20 miembros, que se llevará a cabo durante la primera Conferencia de la AAPIL. 

La Junta y el Consejo Científico son elegidos por la Asamblea General. La Asamblea General 
está compuesta por todos los miembros y decide sobre todos los asuntos que afectan 
significativamente a la existencia y al éxito a largo plazo de la Asociación. Se reúne cada dos años 
en el marco de las conferencias de la AAPIL. 

 
IV. AFILIACIÓN Y ADMISIÓN A LA ASOCIACIÓN 

 
Pueden ser miembros de la Asociación todas las personas e instituciones interesadas en el 

derecho internacional privado (europeo) y que deseen contribuir a su desarrollo ulterior. La 
nacionalidad y la residencia son irrelevantes. Las personas e instituciones ubicadas fuera de 
Europa son bienvenidas a unirse. 

Los detalles sobre las diversas formas de afiliación y el procedimiento de admisión pueden 
encontrarse en los Estatutos de la Asociación, así como en su sitio web.  Las solicitudes de 
admisión pueden ser presentadas a través de la página web de la Asociación con sólo unos pocos 
clics.   
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V. PERSPECTIVAS: HACIA UN DISCURSO VERDADERAMENTE EUROPEO 

 
La fundación de la Asociación Europea de Derecho Internacional Privado rinde homenaje al 

hecho de que el derecho internacional privado se ha convertido en una disciplina europea en los 
últimos años. Por consiguiente, en su calidad de foro europeo general, la Asociación desea servir 
de punto de contacto para los colegas de toda Europa y contribuir a la elaboración de un auténtico 
discurso europeo sobre el derecho internacional privado. Que haya una demanda de ese discurso 
está demoníacamente demostrado no sólo por el éxito de la Conferencia de Berlín de 2018, sino 
también por la gran popularidad que ha experimentado la Asociación en los últimos meses: desde 
su fundación en diciembre de 2019, más de 160 juristas –académicos y profesionales– 
procedentes de más de 30 países se han adherido ya a la Asociación. Por lo tanto, esperamos con 
alegría y entusiasmo los próximos años. 

Para preguntas acerca de la Asociación, sus miembros y actividades, por favor contacte con la 
Secretaria General de la Asociación, Giesela Rühl, en secretary.generaly@eapil.org. 

En nombre de la European Association of Private International Law: 
 

Gilles Cuniberti, Presidente 
Morten M. Fogt, Vice–Presidente 
Giesela Rühl, Secretaria General 

Pietro Franzina, Secretario General Adjunto 
Apostolos Anthimos, Tesorero 
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Unión Europea 

 
1. LA COMISIÓN EUROPEA CONSIDERA QUE LA INICIATIVA “GARANTIZAR LA CONFORMIDAD DE LA POLÍTICA 
COMERCIAL COMÚN CON LOS TRATADOS DE LA UE Y EL CUMPLIMIENTO DEL DERECHO INTERNACIONAL” ES 
JURÍDICAMENTE INADMISIBLE 

 
La Comisión llegó a la conclusión el 4 septiembre 2019 de que la iniciativa “Garantizar la 

conformidad de la política comercial común con los Tratados de la UE y el cumplimiento del 
Derecho internacional” era jurídicamente inadmisible porque queda manifiestamente fuera del 
ámbito de competencias en el que la Comisión puede actuar, conforme a los Tratados de la UE. 
Dicha iniciativa pretendía a regular las transacciones comerciales con las entidades ocupantes 
establecidas en los territorios ocupados o que operen en los mismos impidiendo a los productos 
originarios de esos territorios la entrada en el mercado de la UE. Los organizadores pedía a la 
Comisión que propusiese actos jurídicos que impidiesen a las personas jurídicas de la UE tanto 
importar productos originarios de los asentamientos ilegales en los territorios ocupados como 
exportar a dichos territorios, con el fin de mantener la integrar del mercado interior y no apoyar 
el mantenimiento de tales situaciones ilegales. 

Según la Comisión, un acto legislativo a ese respecto solo podría adoptarse sobre la base del 
art. 215 TFUE en relación con medidas restrictivas. Ahora bien, para que el Consejo pueda 
adoptar un acto jurídico de ese tipo, es necesaria una decisión en el ámbito de la Política Exterior 
y de Seguridad Común de la UE que permita interrumpir o reducir las relaciones económicas y 
financieras con el tercer país en cuestión. La Comisión no tiene competencias para proponer tal 
decisión. 

Dado que la iniciativa no cumplía las condiciones jurídicas para su admisión, la Comisión 
Europea decidió no registrarla. Según el Reglamento, una iniciativa ciudadana europea no puede 
registrarse si queda manifiestamente fuera del ámbito de competencias de la Comisión para 
presentar una propuesta legislativa. 
 
2. EL CONSEJO DE LA UNIÓN EUROPEA ADOPTA UNA SERIE DE MEDIDAS SOBRE EL CONTROL DE LAS 
EXPORTACIONES DE ARMAS 

 
El Consejo anunció el 16 septiembre 2019 la adopción de unas Conclusiones, una nueva 

Decisión por la que se actualizan las normas comunes de la UE y una guía del usuario actualizada. 
En la nueva Decisión se modifica la Posición Común del Consejo de 8 diciembre 2008 sobre el 
control de las exportaciones de armas, así como una guía del usuario revisada. También ha 
adoptado unas Conclusiones sobre la revisión de la Posición Común. 

La Decisión del Consejo tuvo en cuenta una serie de acontecimientos, tanto a nivel de la Unión 
Europea como a nivel internacional, que han dado lugar a nuevas obligaciones y compromisos 
para los Estados miembros desde la adopción de la Posición Común de 2008. Entre estos 
acontecimientos cabe citar, en particular, la entrada en vigor, el 24 diciembre 2014, del Tratado 
sobre el Comercio de Armas (TCA), que regula el comercio internacional de armas 
convencionales. Todos los Estados miembros son Estados parte en el TCA. El objetivo del TCA es 
establecer normas internacionales comunes del máximo rigor posible para regular o mejorar la 
regulación del comercio internacional de armas convencionales, prevenir y eliminar el tráfico 
ilícito de armas convencionales y prevenir su desviación. 

En sus Conclusiones, el Consejo recordó su compromiso de reforzar el control de la 
exportación de tecnología y equipos militares y de reforzar la cooperación y promover la 
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convergencia en el ámbito de las exportaciones de tecnología y equipos militares en el marco de 
la política exterior y de seguridad común. Esto lo hace a través del establecimiento, la defensa y 
la aplicación de normas comunes de alto nivel para la gestión de las transferencias de tecnología 
y equipos militares por parte de todos los Estados miembros. 

El Consejo reafirmó que los equipos y tecnología militares deben ser objeto de un comercio 
responsable y sometido a rendición de cuentas. Reitera su determinación de promover la 
cooperación y la convergencia de las políticas de los Estados miembros para evitar la exportación 
de tecnología y equipos militares que pudieran utilizarse para fines de represión interna o 
agresión internacional o contribuir a la inestabilidad regional. 
 
3. EL CONSEJO DE JUSTICIA E INTERIOR ABORDA EL FUTURO DE LA POLÍTICA DE MIGRACIÓN Y ASILO DE LA UE 
 

En el seno del Consejo de Justicia e Interior de 2 diciembre 2019 se ha abordado el futuro de 
la política de migración y asilo de la UE, a partir de un informe elaborado por la Presidencia 
finlandesa. Durante el debate, los ministros acogieron favorablemente la intención de la Comisión 
de presentar un nuevo pacto sobre migración y asilo y han confirmado la necesidad de elaborar 
un enfoque global de la migración, que incluya un planteamiento que se haga extensivo al 
conjunto de la administración y cubra todos los itinerarios. El Consejo aprovechó la oportunidad 
que brinda el comienzo de un nuevo ciclo legislativo para volver a los principios básicos y debatir 
los elementos de un enfoque global de la migración, que todavía debe mejorarse. Se reconoció 
que si bien se ha avanzado mucho en la cooperación con terceros países, la gestión de las 
fronteras exteriores y el funcionamiento de los sistemas de migración y asilo todavía hay margen 
para hacer más en todos estos ámbitos y en tal sentido los ministros han manifestado la clara 
voluntad de seguir trabajando juntos en esta dirección. 
 
4. EL CONSEJO DE JUSTICIA DE LA UNIÓN EUROPEA PONE EN MARCHA LA REFORMA DEL REGLAMENTO 
1393/2007 SOBRE NOTIFICACIONES Y DEL REGLAMENTO 1206/2001 SOBRE OBTENCIÓN DE PRUEBAS, EN 
MATERIA CIVIL O MERCANTIL 
 

El Consejo de Justicia y Asuntos de Interior en su reunión de Bruselas los días 2 y 3 diciembre 
2019 abordó entre otras cuestiones la reforma del Reglamento 1393/2007 relativo a la 
notificación y al traslado en los Estados miembros de documentos judiciales y extrajudiciales en 
materia civil o mercantil, y del Reglamento 1206/2001 sobre cooperación entre órganos 
jurisdiccionales para la obtención de pruebas en materia civil o mercantil. 

La UE trabaja para modernizar los intercambios transfronterizos entre autoridades a través 
de la digitalización y la informática con el fin de mejorar la cooperación judicial en materia civil y 
mercantil. Para ello, el Consejo ha adoptado su posición de negociación (orientación general) con 
respecto a dos Reglamentos modificados, uno relativo a la obtención de pruebas y otro relativo a 
la notificación y traslado de documentos. 

Los proyectos de Reglamentos prevén la modernización de la cooperación judicial en materia 
civil y mercantil en lo que respecta a la obtención de pruebas y la notificación y el traslado de 
documentos. Los proyectos de enmiendas mejoran la eficacia y la rapidez de los procedimientos 
judiciales transfronterizos aprovechando la digitalización y el uso de la tecnología moderna y, de 
esta manera, mejoran el acceso de las partes a la justicia y a un juicio justo. 

Entre los cambios introducidos en ambos Reglamentos se incluye el uso obligatorio de un 
sistema informático descentralizado de comunicación electrónica, compuesto por sistemas 
informáticos nacionales interconectados, destinado a la transmisión de documentos y solicitudes 
entre Estados miembros. Asimismo, los proyectos de Reglamentos asignan a la Comisión la 
creación, el mantenimiento y el desarrollo futuro de un programa de referencia, que los Estados 
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miembros podrán optar por utilizar como su sistema dorsal (back end) en lugar de un sistema 
informático desarrollado a escala nacional. 

Por lo que se refiere a la notificación y el traslado de documentos, los proyectos de nuevos 
Reglamentos prevén que puedan notificarse o trasladarse documentos electrónica y 
directamente a un destinatario con una dirección conocida en otro Estado miembro, en caso de 
que este haya concedido previamente su consentimiento expreso. La notificación o traslado 
puede realizarse a través de servicios cualificados de entrega electrónica certificada o, en 
condiciones adicionales, mediante correo electrónico. 

Los proyectos de nuevos Reglamentos también promueven el uso de la videoconferencia u 
otras tecnologías de comunicación a distancia cuando, durante el proceso de obtención de 
pruebas, se requiera tomar declaración o interrogar a un testigo, parte o experto presente en otro 
Estado miembro. 
 
5. LA UE Y MÉXICO CONCLUYEN LAS NEGOCIACIONES DE UN NUEVO ACUERDO COMERCIAL 

 
La Unión Europea y México han concluido el 28 abril 2020 el último elemento que quedaba 

pendiente en la negociación de su nuevo acuerdo comercial. Ello es una clara prueba un 
compromiso común de hacer que avance la agenda de asociación y cooperación. Una vez que 
entre en vigor, este acuerdo ayudará tanto a la UE como a México a consolidar sus respectivas 
economías y a impulsar el empleo. 

El comisario de Comercio, Phil Hogan y la secretaria de Economía de México, Graciela 
Márquez Colín, han acordado el alcance exacto de la apertura recíproca de los mercados de 
contratación pública, así como un alto nivel de previsibilidad y transparencia en los procesos de 
contratación pública Con ello, la UE y México pueden avanzar hacia la firma y la ratificación de 
este acuerdo conforme a sus normas y procedimientos respectivos. 

El acuerdo comercial forma parte de un acuerdo global más amplio que establece el marco de 
la relación de la UE con México y abarca asuntos de interés común que exceden del ámbito del 
comercio, tales como cuestiones políticas, el cambio climático y los derechos humanos. México 
fue el primer país latinoamericano en firmar, en 1997, un acuerdo global con la UE. La UE y 
México iniciaron las negociaciones de este nuevo acuerdo modernizado en mayo de 2016. 
Llegaron a un acuerdo de principio dos años más tarde, en abril de 2018, y dejaron pendientes 
algunas cuestiones técnicas para que siguieran debatiéndose. Ya se ha alcanzado un pleno 
acuerdo sobre dichas cuestiones. 

En virtud del nuevo acuerdo UE–México, la práctica totalidad del comercio de mercancías 
entre la UE y México estará exenta de derechos de aduana. El acuerdo ahora incluye también 
normas innovadoras sobre desarrollo sostenible, como el compromiso de aplicar efectivamente 
el Acuerdo de París sobre el Cambio Climático. Es también la primera vez que la UE acuerda con 
un país latinoamericano cuestiones relativas a la protección de las inversiones. La simplificación 
de los procedimientos aduaneros contribuirá a impulsar las exportaciones. 

El Acuerdo Global más amplio, del que forma parte integrante el acuerdo comercial, abarca 
también la protección de los derechos humanos y contiene capítulos sobre cooperación política 
y cooperación al desarrollo. Este será también el primer acuerdo comercial de la UE que incluya 
disposiciones para combatir la corrupción, con medidas para luchar contra el soborno y el 
blanqueo de capitales. 

México es el primer socio comercial de la UE en América Latina, con un comercio bilateral de 
mercancías por valor de 66 000 millones de euros y un comercio bilateral de servicios por un 
valor de 19 000 millones de euros (datos de 2019 y 2018, respectivamente). Las exportaciones 
de mercancías de la UE superan los 39 000 millones de euros al año. El comercio de mercancías 
entre la UE y México se ha triplicado con creces desde la entrada en vigor del acuerdo original en 
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2001. El acuerdo comercial modernizado contribuirá a impulsar este fuerte crecimiento 
histórico, 

Actualmente se está ultimando la revisión jurídica del acuerdo. Una vez finalizado el proceso, 
el acuerdo se traducirá a todas las lenguas de la UE. Cuando se hayan realizado las traducciones, 
la propuesta de la Comisión será transmitida al Consejo y al Parlamento Europeo para su firma y 
celebración.  
 
6. EL COVID–19 CONTINÚA CAUSANDO DIFICULTADES PARA ACCEDER A LOS PROCEDIMIENTOS DE ASILO O 
PARA INGRESAR AL TERRITORIO DE LA UE Y PRIVA A LOS NIÑOS DEL ACCESO A LA EDUCACIÓN 

 
Según informa la Agencia de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea (FRA) el 27 

junio 2020, las restricciones para los migrantes, las dificultades para acceder a los 
procedimientos de asilo o para ingresar al territorio de la UE y la falta de información son algunas 
de las principales preocupaciones que la Agencia de los Derechos Fundamentales de la UE (FRA) 
identifica en su último boletín trimestral de migración. Además, la falta de herramientas de 
aprendizaje en línea y una conexión a Internet estable priva a muchos niños solicitantes de asilo 
del acceso a la educación. 

Situación en la frontera: Los migrantes y los solicitantes de asilo continúan enfrentando 
obstáculos adicionales cuando intentan ingresar a la UE. Los puertos en muchos países 
permanecen cerrados, todavía existen muchas restricciones y algunos países exigen que todos 
los nacionales de terceros países se sometan a cuarentena por sí mismos o presenten una prueba 
Covid–19 negativa a su llegada, un requisito que muchas personas que buscan seguridad en la UE 
no pueden cumplir. El número de denuncias de retrocesos en las fronteras, en contravención con 
las normas de la Unión Europea Schengen, ha aumentado. Una nueva ley húngara prevé la 
expulsión inmediata del territorio de cualquier persona que cruce ilegalmente la frontera 
húngara e indica la intención de solicitar asilo. Los organismos internacionales y regionales 
debidamente ordenados determinarán la compatibilidad de estas disposiciones con la Carta de 
los Derechos Fundamentales de la UE, las normas de asilo de la UE y el Derecho internacional de 
los refugiados. 

Procedimiento de asilo y permisos de residencia: Las medidas de coronavirus llevaron a una 
disminución del 90% en las solicitudes de asilo en abril de 2020, la tasa más baja desde 2008. Los 
procedimientos de asilo se reanudan gradualmente en muchos países, pero los desafíos 
persisten. El acceso a la información sigue siendo problemático en muchos países. Varios países 
(por ejemplo, Croacia, Grecia, Italia, Francia, Hungría) permiten que ciertos nacionales de 
terceros países permanezcan legalmente en el país hasta el final de la pandemia. Algunos países 
(Italia, Polonia, España) introducen permisos de trabajo temporales a los nacionales de terceros 
países que trabajan en los sectores agrícola, de atención u hospitalidad. 

Situación en los centros de recepción: Las restricciones y cuarentenas en los centros de 
recepción son a menudo más estrictas que las restricciones de coronavirus para la población en 
general. Muchos recién llegados no están registrados en absoluto o con retraso. El acceso a la 
ayuda legal es limitado. En muchos países, las personas que supuestamente debían abandonar 
los centros de recepción pueden quedarse hasta que termine la pandemia. En otros, los 
solicitantes de asilo que no tuvieron éxito o incluso los refugiados reconocidos se han quedado 
sin hogar. 

Protección infantil: Debido a la pandemia, muchos niños solicitantes de asilo no pueden 
acceder a la educación. A muchos centros les faltan herramientas de aprendizaje en línea o una 
conexión WI–FI estable, a la que los niños puedan acceder. 

Detención y retorno: Las autoridades de muchos países liberaron a detenidos de la detención 
previa a la expulsión. Además, la mayoría de las extracciones se suspenden debido a las 
restricciones de viaje del coronavirus. 
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7. LA COMISIÓN Y LOS INTERLOCUTORES SOCIALES Y ECONÓMICOS REACTIVAN LA COOPERACIÓN PARA LA 
INTEGRACIÓN DE LOS MIGRANTES Y REFUGIADOS EN EL MERCADO LABORAL  

 
La Comisión, junto con sindicatos, cámaras de comercio y organizaciones patronales, ha 

renovado su cooperación para mejorar la integración de los migrantes y refugiados en el mercado 
laboral. En una Declaración conjunta de 7 septiembre 2020 se esbozan futuros campos de interés 
y se manifiesta la voluntad de seguir cooperando en el ámbito de la migración laboral en el marco 
de la Asociación Europea para la Integración puesta en marcha en 2017. Los firmantes reafirman 
la importancia de un enfoque múltiple para la integración rápida en el mercado laboral que 
beneficie tanto a los refugiados como a la economía y la sociedad en general. 

En colaboración con a la Asociación Europea para la Integración, firmada el 20 diciembre 
2017, la Comisión y los interlocutores sociales y económicos han unido sus fuerzas para 
promover la integración de los refugiados en el mercado laboral. Los objetivos de la Asociación 
son mejorar la integración rápida de los refugiados en el mercado laboral, garantizar que la 
integración beneficie tanto a los refugiados como a la economía y la sociedad en general, y 
promover un enfoque multilateral (con la participación de autoridades públicas; servicios de 
empleo; interlocutores sociales y económicos; organizaciones empresariales; cámaras de 
comercio, industria y artesanía; empresas y trabajadores; negociados de empleo de los servicios 
públicos; instituciones de educación y formación; y organizaciones de la sociedad civil). 

Desde el lanzamiento de la Asociación Europea para la Integración hace tres años, la Comisión 
ha financiado proyectos ejecutados por organizaciones de interlocutores sociales y económicos 
para promover la integración de los refugiados en el mercado laboral. Entre los ejemplos cabe 
citar el proyecto Labour–INT, que apoya la integración de los refugiados desde su llegada hasta 
el puesto de trabajo, a través de la evaluación de capacidades, la formación y la colocación en 
Italia, Alemania y Bélgica; o el Plan de acción europeo para la integración de los refugiados que 
opera en Bulgaria, Grecia, Italia y España. Los interlocutores sociales y económicos también han 
puesto en marcha iniciativas en 20 Estados miembros, como la fachkraeftepotenzial platform 
puesta en marcha por la Cámara Económica Federal de Austria y que facilita información a las 
empresas que quieren contratar refugiados. 

Sobre la base de estos logros, los signatarios acordaron centrar los esfuerzos futuros en tres 
ámbitos: el establecimiento de vínculos entre las partes interesadas de la economía y la sociedad 
para la integración en el mercado laboral; el apoyo al espíritu emprendedor; y la facilitación de la 
identificación, la evaluación y la validación de capacidades. 

Paralelamente, la Comisión y los interlocutores sociales y económicos tratarán de estudiar la 
forma de ampliar su diálogo y su futura cooperación al ámbito de la migración laboral en línea 
con los objetivos de la nueva Agenda de Capacidades para Europa y el próximo Nuevo Pacto sobre 
Migración y Asilo. Esto podría centrarse en cómo mejorar los canales de migración laboral para 
satisfacer las necesidades cambiantes de Europa. 
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España 

 
1. CREADA LA COMISIÓN MIXTA DE COOPERACIÓN JURÍDICA INTERNACIONAL 

 
El BOE de 8 junio 2019 incluye la Orden JUS/623/2019, de 6 de junio, por la que se publica el 

Acuerdo del Consejo de Ministros de 12 abril 2019, por el que se crea la Comisión Mixta de 
Cooperación Jurídica Internacional.  

 
Objeto y finalidad. Esta Comisión se crea, como grupo de trabajo de los previstos en el artículo 

22.3 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, integrada por 
los distintos operadores con competencias en materia de cooperación jurídica internacional y 
aplicación de los instrumentos de reconocimiento mutuo en materia civil y penal; se constituye 
como grupo de trabajo para el análisis, coordinación y puesta en común de las distintas 
cuestiones que se susciten en materia de cooperación jurídica internacional, tanto de carácter 
civil como de carácter penal; y, se adscribe a la Dirección General de Cooperación Jurídica 
Internacional, Relaciones con las Confesiones y Derechos Humanos. 

 
Funciones. 

 
a) Servir de marco de colaboración y coordinación estable que agrupe a todos los actores 

implicados en la cooperación jurídica internacional. 
b) Analizar y poner en común cuestiones prácticas y de funcionamiento relativas a la 

aplicación de los convenios internacionales de cooperación jurídica internacional, 
instrumentos de reconocimiento mutuo y legislación interna en la materia. 

c) Exponer criterios y pautas de actuación en las cuestiones que se refieran a sus respectivos 
ámbitos de competencia. 

d) Reforzar la coordinación institucional en materia de cooperación jurídica internacional 
mediante el intercambio de prácticas y criterios de actuación en sus respectivas funciones 
y competencias. 

e) Elaborar documentos que reflejen los debates y análisis en la Comisión. 
f) Cualquier otra función orientada a alcanzar los fines previstos en el presente Acuerdo.  
La Comisión Mixta no adoptará decisiones ni acuerdos vinculantes. Cualquier propuesta que 

se derive de los intercambios habidos en el seno de la Comisión y que requiera de alguna acción 
ulterior para hacerla efectiva, deberá ser trasladada a los órganos competentes a través de los 
procedimientos que existan, en su caso. 

 
Composición. 
 
Presidencia: persona titular de la Dirección General de Cooperación Jurídica Internacional, 

Relaciones con las Confesiones y Derechos Humanos. 
Secretaría: persona titular de la Subdirección General de Cooperación Jurídica Internacional. 
Vocales: un representante de los siguientes Departamentos, Centros Directivos e 

Instituciones: 1) Dirección General de Cooperación Jurídica Internacional, Relaciones con las 
Confesiones y Derechos Humanos, del Ministerio de Justicia; 2) Abogacía General del Estado–
Dirección del Servicio Jurídico del Estado; 3) Secretaría General de la Administración de Justicia, 
del Ministerio de Justicia; 4) Secretaría General Técnica del Ministerio de Justicia; 5) Dirección 
General de los Registros y del Notariado, del Ministerio de Justicia; 6) Dirección General de 
Españoles en el Exterior y de Asuntos Consulares, del Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión 
Europea y Cooperación; 7) Dirección General de Relaciones Internacionales y Extranjería, del 
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Ministerio del Interior; 8) Dirección General de Política Interior, de la Subsecretaría del Ministerio 
del Interior; 9) Secretaría General de Instituciones Penitenciarias, del Ministerio del Interior; 10) 
Oficina Central Nacional de Interpol, del Ministerio del Interior; 11) Oficina Sirene, del Ministerio 
del Interior; 12) Unidad de Cooperación Internacional de la Fiscalía General del Estado; 13) 
Servicio de Relaciones Internacionales del Consejo General del Poder Judicial. 

Junto al vocal titular de la Comisión, se podrá designar un suplente por cada uno de los citados 
órganos. Además, cuando lo consideren conveniente por los asuntos que se abordarán en cada 
reunión, podrán venir acompañados de una o más personas que representen al órgano, en 
función de su competencia, experiencia o responsabilidad. A tal efecto, se comunicará a la 
Secretaría de la Comisión el número y la identidad de los asistentes con la suficiente antelación. 

Participarán igualmente en las reuniones de la Comisión, en su formación de Cooperación 
Judicial Penal, los representantes de los órganos judiciales competentes para la ejecución de los 
instrumentos de reconocimiento mutuo en materia penal que en cada caso se determine, por 
razón de los asuntos a tratar por la Comisión. Además, la Comisión, por iniciativa de cualquiera 
de sus miembros, podrá invitar de manera puntual a sus reuniones a representantes de otras 
instituciones, expertos o cualquier persona cuando, por las materias a tratar, se considere 
conveniente. 
 
2. LA OFICINA DE ASILO Y REFUGIO RESOLVIÓ EN 2019 CINCO VECES MÁS SOLICITUDES DE PROTECCIÓN 
INTERNACIONAL QUE EL AÑO PASADO 

 
Según el Ministerio del Interior, la Oficina de Asilo y Refugio (OAR) ha resuelto 62.641 

solicitudes de protección internacional, casi cinco veces más que en 2018, cuando se tramitaron 
12.889 peticiones. El avance es fruto tanto de las medidas puestas en marcha para mejorar el 
funcionamiento de la OAR como del esfuerzo realizado por sus responsables e integrantes. 

De esas 62.641 solicitudes, a 3.155 se les ha otorgado protección internacional y a 39.803 se 
les ha concedido una autorización de estancia o residencia en España por razones humanitarias. 

Para reforzar los compromisos internacionales en orden a la protección internacional, el 
Ministerio del Interior anunció en julio de 2018 una reforma de la Oficina tras constatar que ésta 
se encontraba sin los recursos humanos ni técnicos suficientes para gestionar un número de 
solicitudes que se había multiplicado por 12 desde su creación en 1992. 

El Gobierno aprobó en ese mes de julio en Consejo de Ministros una oferta de empleo público 
extraordinaria de 231 plazas para reforzar la OAR, lo que suponía multiplicar por cinco su 
plantilla, pasando de los 60 puestos de trabajo con los que contaba a 291 empleados públicos. 

Informa también el Ministerio del Interior, que se han puesto en marcha mejoras en la calidad 
de los procedimientos y en la gestión, como el nuevo sistema de guardias para el procedimiento 
de frontera establecido en los aeropuertos Adolfo Suárez Madrid–Barajas y Barcelona–El Prat 
Josep Tarradellas. Asimismo, se está desarrollando asimismo una nueva aplicación informática 
para facilitar y agilizar la gestión de los expedientes y resoluciones de protección internacional, 
ya que la actual data de 1999. Mientras se completa este proceso, se han efectuado mejoras 
puntuales en el actual sistema informático que han hecho posible un funcionamiento más ágil. 

Otro de los aspectos en los que se ha trabajado ha sido en la mejora de la información 
estadística que se difunde públicamente desde la Oficina de Asilo y Refugio con el objetivo de 
dotar de mayor transparencia su gestión. Se ha dado mayor visibilidad a la OAR en la web 
institucional del Ministerio del Interior y desde su apartado específico se publican informes tanto 
mensuales y trimestrales como anuales. Esta iniciativa ha propiciado que a lo largo de 2019 se 
multipliquen por cinco las consultas al espacio propio de la Oficina en la web de Interior. 

Con estas medidas, el Ministerio del Interior pretende hacer frente al significativo aumento de 
las solicitudes de protección internacional que se viene registrando en España en los últimos 
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años. Mientras que en 2012 el número total de solicitudes de protección internacional alcanzó la 
cifra de 2.588, en 2018 las peticiones fueron de 55.749 y en 2019, con datos a 30 de noviembre, 
las solicitudes han alcanzado las 107.542. A estas cifras hay que sumar las solicitudes del estatuto 
de apátrida (1.536) y las peticiones en aplicación del Reglamento de Dublín (11.605), que 
también gestiona la OAR. 

Al igual que el año pasado, en 2019 la principal nacionalidad de los solicitantes de protección 
internacional en España es la venezolana, con 37.313 peticiones (datos a 30 de noviembre). Les 
siguen los ciudadanos de Colombia, Honduras, Nicaragua y El Salvador, que junto con los 
procedentes de Venezuela suponen casi el 75 por ciento de los solicitantes de protección 
internacional. 
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Congresos, seminarios y  
actividad corporativa 

 
1. ESCUELA COMPLUTENSE DE VERANO (2019) SOBRE “ARBITRAJE COMERCIAL INTERNACIONAL Y DE 
INVERSIONES”, PATROCINADO POR LA CORTE CIVIL Y MERCANTIL DE ARBITRAJE 

 
El 26 julio 2019 tuvo lugar la clausura de una nueva edición de la Escuela de Verano de la 

Universidad Complutense de Madrid sobre “Arbitraje comercial y de inversiones” patrocinado 
por la Corte Civil y Mercantil de Arbitraje impartido por 16 profesores, la mayoría de ellos 
árbitros de reconocido prestigio internacional. Participaron en la Escuela, que estuvo dirigida por 
el profesor José Carlos Fernández Rozas, 28 alumnos procedentes de 7 nacionalidades que 
siguieron las clases a lo largo de tres semanas y se cerraron con un arbitraje simulado, con 
aplicación del Reglamento de CIMA, que tuvo lugar en la sala de juicios de la Facultad de Derecho 
de la Universidad Complutense de Madrid. 
 
2. SESIÓN DE LA HAYA DEL “INSTITUT DE DROIT INTERNATIONAL” (25–31 DE AGOSTO DE 2019) 
 

En la Sesión de La Haya de Institut de Droit International fue elegida nuevo miembro 
honorario : Rosalyn Higgins, como nuevos miembros titulares: Sr. José Alvarez, Sra. Boisson de 
Chazournes, Sres. Pierre d’Argent, Pierre–Marie Dupuy, Sir Christopher Greenwood, Sres. Lauri 
Mälksoo, Georg Nolte, Fabian Novak, Mónica Pinto, Sres. Linos–Alexandre Sicilianos, Bruno 
Simma, Alfred Soons, Symeon Symeonides y Hans van Houtte y como nuevos miembros 
asociados: los señores Antony Terence Anghie, George A. Bermann, Olivier Corten, la Sra. 
Malgosia Fitzmaurice, los señores Claudio Grossman, Burkhard Hess, Gérard Niyungeko, Jean–
Marc Thouvenin, Jorge Viñuales. 

El Instituto adoptó por unanimidad una declaración relativa a la situación del Sr. Maurice 
Kamto, miembro del Instituto, actualmente encarcelado en Camerún y adoptó, entre otras, las 
siguientesn adoptado en La Haya las siguientes resoluciones: 

– Igualdad de las partes ante los tribunales internacionales de inversión (18ª Comisión, ponente 
Campbell McLachlan) 

– Lesiones a los derechos de la personalidad a través del uso de Internet: jurisdicción, ley 
aplicable y reconocimiento de sentencias extranjeras (8ª Comisión, Relatores Erik Jayme y Symeon 
Symeonides) 
 
3. XXVIII JORNADAS ORDINARIAS DE LA ASOCIACIÓN ESPAÑOLA DE PROFESORES DE DERECHO 
INTERNACIONAL Y RELACIONES INTERNACIONALES (18 A 20 SEPTIEMBRE 2019) 

 
Durante los días 18 a 20 septiembre 2019, la Universidad de Granada acogió la celebración de 

las XXVIII Jornadas ordinarias de la Asociación Española de Profesores de Derecho Internacional 
y Relaciones Internacionales. Dichas Jornadas abordaron el tema “Nuevo mundo, nueva Europa. 
La redefinición de la Unión Europea en la era del Brexit” y contaron con la cofinanciación del 
Proyecto Jean Monnet EUGLOBAL (Globalizing the Union's Debate: Internal and External 
Leadership in an Era of Challenges). 

El programa general de las Jornadas se desarrolló durante los días 19 y 20 septiembre 2019 
incluyendo, además de las conferencias y mesas redondas correspondientes, la realización de un 
Webinar, convocatoria abierta a la presentación de comunicaciones y la difusión de la actividad 
investigadora de los miembros de la Asociación. 
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4. CURSO DE ESPECIALIZACIÓN: “LUCES Y SOMBRAS DEL SISTEMA EUROPEO COMÚN DE ASILO”, UNIVERSIDAD 
DE GRANADA (14 Y 15 NOVIEMBRE 2019) 

 
Para responder al extraordinario desafío que suponen los flujos migratorios masivos, la Unión 

Europea se ha dotado de un Sistema Europeo Común de Asilo, protección subsidiaria y 
protección temporal de personas desplazadas que avanza en pos de creación de un estatuto 
común de protección internacional en beneficio de las personas provenientes de terceros países 
o sin Estado que lo solicitan. La crisis migratoria masiva experimentada en los últimos años ha 
desbordado dicho Sistema, cuya aplicación ha sido, además, obstaculizada por algunos Estados 
Miembros los cuales han hecho una interpretación restrictiva de aquél. Por tal motivo, su 
reforma se impone como una necesidad perentoria; al tiempo que lo es propiciar la integración 
efectiva de los migrantes en los Estados de acogida. Para debatir estos asuntos y proponer 
soluciones la Cátedra Jean Monnet sobre migraciones asilo y refugio en la Unión Europea 
organizó los días 14 y 15 noviembre 2019 en Granada las jornadas “Luces y sombras del 
sistema europeo común de asilo” cuyo objetivo principal fue concienciar en el ámbito de la 
educación superior acerca de la extraordinaria significación que ha cobrado un fenómeno 
desarrollado a escala mundial, cómo es el de las migraciones y que hoy en tanta medida afecta 
a la Unión. En el marco de dichas jornadas destacados especialistas nacionales e 
internacionales abordaron esa problemática analizando las deficiencias que muestra la actual 
respuesta europea a la vez que se proponían mejoras destinadas a hacer posible la gestión de 
los flujos migratorios qué tanto precisamos los europeos de una forma legal y digna. En el 
curso de estas discusiones se puso de relieve el fuerte rechazo que el fenómeno migratorio 
provoca ciertos sectores pues, como es sabido, los partidos populistas de corte 
ultranacionalista y xenófobo no trabajan denodadamente para impedir la creación las 
condiciones políticas y culturales que hagan posible la acogida e integración de las personas 
migrantes en el territorio de la Unión.  

El presente curso estuvo dirigido por el prof. Dr. D. José María Porras Ramírez. Catedrático de 
Derecho Constitucional de la Universidad de Granada y Catedrático Jean Monnet de Derecho de 
la Unión Europea. y la coordinación corrió a cargo de M. Dolores Requena de Torre. Intervinieron 
Francisco Balaguer Callejón, Francisco Jesús Carrera Hernández, Valentina Faggiani, Gloria 
Fernández Arribas, José Carlos Fernández Rozas, Rosario García Mahamut, Juan F. López Aguilar, 
Calogero Pizzolo María Dolores Requena de la Torre, María Josefa Ridaura Martínez, Javier 
Roldán Barbero y Flippo Scuto. Las ponencias figuran en una obra colectiva titulada Migraciones 
y asilo en la Unión Europea (J.M. Porras Ramírez, coord.), Cizur Menor (Navarra), Thomson–
Reuter–Aranzadi, 2020. 

 
5. ALEGRÍA BORRÁS, PREMIO A LA EXCELENCIA EN EL JURISTA PROMOVIDO POR LA FUNDACIÓN PRO REAL 
ACADEMIA DE JURISPRUDENCIA Y LEGISLACIÓN (12 FEBRERO 2020) 

 
La Real Academia de Jurisprudencia y Legislación de España ha concedido en su cuarta 

edición a la profesora Alegría Borrás el “Premio a la excelencia en el jurista”, promovido por la 
Fundación Pro Real Academia de Jurisprudencia y Legislación de España. El solemne acto de 
entrega tuvo lugar el 12 febrero 2020, contó con una numerosa asistencia y estuvo presidido 
por el Presidente de la Real Academia de Jurisprudencia y Legislación de España. Correspondió 
la laudatio a la profesora Encarna Roca Trías, Vicepresidenta del Tribunal Constitucional, 
quien glosó la vida y la obra de la galardonada. Por último la profesora Borrás, realizó un 
encendido discurso sobre la importancia del Derecho internacional privado en la sociedad 
contemporánea y sus múltiples proyecciones. El acto concluyó con un larga y cerrada ovación 
a la galardonada. 
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6. EL PROFESOR JOSÉ CARLOS FERNÁNDEZ ROZAS RECIBE EL PREMIO DEL CENTRO INTERNACIONAL DE 
ARBITRAJE, NEGOCIACIÓN Y MEDIACIÓN DE ARBITRAJE (28 FEBRERO 2020) 

 
El Real Instituto Universitario de Estudios Europeos concede en su primera edición (2020) el 

“Premio del Centro Internacional de Arbitraje, Negociación y Mediación de Arbitraje” al 
catedrático oventense José Carlos Fernández Rozas. La distinción está firmada por el Director del 
Instituto, Marcelino Oreja Aguirre, y por su Presidente y Director del CIAMEN, José María 
Beneyto. Se da la circunstancia de que el carácter “Real” de la institución fue dado a conocer esta 
misma semana por la Casa Real. 

Este reconocimiento agradece “todo el esfuerzo que el profesor José Carlos Fernández Rozas 
ha realizado durante muchos años en el mundo del arbitraje, no sólo en España, sino también a 
nivel internacional. Y no menos importante por todo lo que ha hecho en favor del CIAMEN, 
habiendo sido un pilar fundamental en su creación, crecimiento y consolidación, con el gran 
aporte que ha representado la dirección de la Revista de Arbitraje Comercial y de Inversiones”. 

La entrega del premio tuvo lugar en el Aula Magna de la Universidad CEU San Pablo el viernes 
28 febrero 2020, coincidiendo con la clausura del VII Curso Superior de Arbitraje organizado por 
Chartered Institute of Arbitrators de Londres. En dicho acto el galardonado pronunció la 
conferencia de clausura, que versó sobre “¿Reforma o rehabilitación del edificio arbitral?. 

La ceremonia de entrega del premio estuvo presidida por el Director del CIAMEN José María 
Beneyto y por el Director del Chartered Anthony Abrahams (TD DL MBA) y contó con una 
numerosa asistencia del mundo de la abogacía y del arbitraje internacional junto con los amigos 
y allegados de Fernández Rozas. 

Beneyto glosó la trayectoria académica del galardonado, destacando su dirección de cuarenta 
tesis de doctorado, correspondientes a actuales catedráticos/as y árbitros/s internacionales de 
reconocido prestigio, y su contribución al origen del CIAMEN, hace 14 años, y a su desarrollo, 
destacando su labor como director de la Revista del Centro. A contribución, el Director del área 
de Derecho público, procesal y arbitraje de la firma Uría & Menéndez, destacó la labor de 
Fernández Rozas como árbitro internacional, tanto en su faceta comercial, ante la Corte de 
Arbitraje de la Cámara de Comercio Internacional y otros centros de arbitraje, como en la 
modalidad de arbitraje de inversiones, donde figuró como miembro, a propuesta del Reino de 
España, de la Lista de Conciliadores y Árbitros del Centro Internacional de Arreglo de Diferencias 
Relativas a Inversiones, durante 16 años. Por último, Bernardo Cremades, unas de las figuras más 
importantes del arbitraje mundial, se detuvo en la laudatio del homenajeado destacando su 
contribución al desarrollo de la teoría y de la práctica del arbitraje en España y en el extranjero a 
lo largo de más de cuarenta años, aprovechando para resaltar sus méritos, resumidos según 
expresión de su discípulo Sixto Sánchez Lorenzo, en que ¡Es asturiano hasta los tuétanos”. Tras 
recibir el premio de manos de Cremades, Fernández Rozas agradeció emocionado la distinción, 
que coincide con su jubilación como Catedrático de Derecho internacional privado de la 
Universidad Complutense de Madrid, que desempeño durante 33 años, tras haberla ejercido 
durante cuatro en la Universidad de Oviedo. 

 
7. CURSO DE VERANO UNIVERSIDAD DE ALCALÁ 2020 (EDICIÓN VIRTUAL): “MADRID: PUNTO DE ENCUENTRO 
DEL ARBITRAJE INTERNACIONAL ENTRE ESPAÑA Y AMÉRICA LATINA”, PATROCINADO POR CIMA (20 JUNIO A 3 
JULIO 2020) 

 
Con un webinar dedicado al Centro Internacional de Arbitraje de Madrid, se clausuró el Curso 

de Verano de la Universidad de Alcalá dedicado a «Madrid: punto de encuentro del arbitraje 
internacional entre España y América latina«, dirigido por la profesora Ana Fernández Pérez, 
profesora de Derecho internacional de esa Universidad. El curso, de desarrolló entre los días 29 
de junio y 3 de julio y estuvo patrocinado por la Corte Civil y Mercantil de Arbitraje. 
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La presentación corrió a cargo del Decano del Ilustre Colegio de Abogados de Madrid, José 
María Alonso y contó con una intervención de gran interés a cargo de Martín Sanz, Jesús, 
Presidente de la Asociación de Empresarios del Henares, Vicepresidente y Presidente de la 
Comisión de I+D+i de CEIM. 

La modalidad virtual, debido a la actual pandemia ocasionada por Covid–19, permitió alternar 
las enseñanzas teóricas y prácticas con cuatro webinar, que fueron seguidos por varios 
centenares de participantes de Europa y América Latina: a) Próximos retos del arbitraje en 
Latinoamérica; b) Arbitraje y mediación: los nuevos retos de la abogacía; c) La Corte Civil y 
Mercantil de Arbitraje y d) El Centro Internacional de Arbitraje de Madrid: punto de encuentro 
del arbitraje internacional entre España y América latina.  

El curso contó con la participación de un amplio panel de especialistas españoles y 
extranjeros: Bjorn Arp, American University, Washington College of Law, USA; José Antonio 
Cainzos, Presidente del Centro Internacional de Arbitraje de Madrid; Luis Felipe Castresana, 
Abogado del Estado (ex.) Director de la CIMA; Ignacio Coloma Garrido, Secretario de la Corte de 
Arbitraje del Ilustre Colegio de Abogados de Madrid; Urquiola de Palacio del Valle de Lersundi, 
Presidenta de la Corte de Arbitraje de Madrid; Adolfo Díaz–Ambrona, Abogado del Estado (ex.). 
Secretario General de la Cámara de Comercio de España y Secretario General de la Corte Española 
de Arbitraje y Secretario General de la Corte Española de Arbitraje; José Carlos Fernández Rozas, 
Catedrático. Árbitro de CIMA y membro de la Junta de Gobierno de la Corte de Arbitraje del ICAM; 
Javier Fernández Samaniego, Socio Director de Samaniego Law, Miami, USA; Miguel Gómez Jene, 
Catedrático de la UNED, Consejero de Cuatrecasas; Iñigo Iruretagoiena Agirrezabalaga Profesor 
agregado de Derecho internacional público Universidad del País Vasco / Euskal Herriko 
Unibertsitatea; Enrique Linares Rodríguez, Doctor en Derecho, Stampa Abogados;  Alberto José 
Montezuma Chirinos, Socio del Estudio Montezuma Abogados, Perú; Dário Moura Vicente 
Catedrático de la Universidad de Lisboa. Presidente de la Associaçao Portuguesa de Arbitragem, 
Portugal; Elena Otero Novas, Abogada del Estado (ex.) Presidenta de la Corte Española de 
Arbitraje; Francisco G. Prol, Socio Director de Prol & Asociados Luis Fernando Rincón Cuellar, 
Ricón Cuellar & Asociados, Colombia Francisco Ruiz Risueño Abogado del Estado (ex.), Secretario 
General de CIMA; Sixto A. Sánchez Lorenzo Catedrático de Derecho internacional privado de la 
Universidad de Granada. Secretario General de Instituto Hispano Luso Americano de Derecho 
Internacional. Árbitro de CIMA; Walker San Miguel, San Miguel abogados, Bolivia; Juan Serrada 
Hierro, Abogado del Estado (ex.), Presidente de la Corte Civil y Mercantil de Arbitraje; Carlos 
Alberto Soto Coaguila Árbitro y Profesor de Derecho Civil y Arbitraje. Miembro del Grupo 
Latinoamericano de Arbitraje de la CCI. Fundador del Instituto Peruano de Arbitraje, Perú; 
Gonzalo Stampa Casas, Doctor en Derecho, Socio Director de Stampa Abogados; Ricardo Vásquez 
Urra, Socio Fundador Vásquez Urra Abogados, Chile. 

 
8. EL PROFESOR PERUANO LUCHO GARCÍA CORROCHANO ELEGIDO PRESIDENTE DEL COMITÉ JURÍDICO 
INTERAMERICANO DE LA OEA (AGOSTO 2020) 

 
El jurista peruano Luis García–Corrochano Moyano ha sido elegido en agosto de 2020 como 

Presidente del Comité Jurídico Interamericano para el periodo 2021–2022, por aclamación de los 
once miembros que integran este órgano consultivo de la Organización de los Estados 
Americanos (OEA), encargado de promover el desarrollo progresivo y la codificación del derecho 
internacional, y de estudiar la uniformización de las legislaciones de los países del Continente. 

García–Corrochano, sucede en el cargo a la ex Ministra de Justicia de Colombia, Ruth Correa, 
siendo el tercer peruano en presidir dicho Comité, creado en 1942 y con sede en Río de Janeiro. 
El académico peruano ejercía la Vicepresidencia del Comité desde agosto de 2018 y ejercerá su 
mandato para el bienio 2021–2022. 
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García–Corrochano es Magíster en Derecho Internacional por la Universidad Complutense de 
Madrid y tiene más de veinticinco años de experiencia laboral. Es actualmente profesor de la 
Academia Diplomática del Perú, Decano de la Facultad de Derecho de la Universidad Peruana de 
Ciencias Aplicadas (UPC), y ex Presidente del Instituto Hispano Luso Americano de Derecho 
Internacional (IHLADI). Ejerce, además, como Vocal Titular del Tribunal Superior de 
Responsabilidades Administrativas y como Árbitro del Centro de Arbitraje de la Cámara de 
Comercio de Lima. 
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DE MIGUEL ASENSIO, P.: Conflict of Laws and the Internet, Cheltenham (RU) y Northampton, MA 
(EEUU), Elgar Information Law and Practice, 2020, 490 pp. ISBN: 978–1–78811–0822 (eBook). 

 
Desde la irrupción de la Sociedad de la Información (SI) se han sucedido destacados cambios 

sociales y económicos, que han generado un significativo interés en todos los ámbitos del 
Derecho. Vinculado a ello, sobresale su relevancia para el derecho privado, al respecto del 
intercambio de productos y servicios en el contexto digital. Una incidencia que, aunque no 
siempre advertida, conlleva a que las relaciones generadas en este medio cuenten con un carácter 
transfronterizo en un gran número de situaciones. Algo que obliga a la activación de las 
soluciones del sistema de Derecho Internacional privado (DIPr). Con este telón de fondo, la obra 
de Pedro de Miguel Asensio ofrece al lector un análisis completo, riguroso y totalmente 
actualizado de las complejas cuestiones que –principalmente con una naturaleza patrimonial– se 
suscitan a partir de la interface entre Internet y el DIPr; abordando, de forma exhaustiva, la 
pluralidad de problemas que se suscitan en relación con todos los sectores propios de nuestra 
disciplina. Escrito en inglés –una encomiable opción que afecta al objeto y tratamiento que hace 
de las fuentes e instituciones analizadas–, el libro responde a una suerte de culminación –
totalmente renovada y actualizada– de una rica trayectoria académica, plagada de trabajos 
dedicados a la dimensión internacional–privatista de las transacciones manifestadas en la red de 
redes, cuya muestra más significativa hasta la fecha era el libro Derecho Privado de Internet (cuya 
5ª edición fue publicada en 2015). No obstante, el resultado alcanzado va más allá de una mera 
puesta al día de estos trabajos, suponiendo un loable esfuerzo de ofrecer un tratamiento 
novedoso y sistemático de esta compleja realidad tan presente en nuestro día a día. 

El estudio se despliega en 6 Capítulos consagrados, sucesivamente, a los fundamentos 
(Capítulo 1), los servicios de la SI, mercado interior y contenidos ilegales (Capítulo 2), protección 
de datos personales y derechos de la personalidad –incluida la difamación– (Capítulo 3), los 
derechos de autor y conexos (Capítulo 4), la competencia desleal y libre competencia, el derecho 
de marcas y otros derechos de la propiedad industrial (Capítulo 5), así como la contratación en 
línea (Capítulo 6). El libro, sin embargo, carece de unas conclusiones al uso, al estar integradas a 
lo largo de cada uno de los aspectos tratados. El planteamiento y la metodología seguida resultan 
común a todos los Capítulos, como también lo son las notas de exhaustividad, sobriedad, 
corrección y equilibrio con el que lleva a cabo su aproximación a cada ámbito particular. En este 
sentido, cada Capítulo parte de un breve análisis sustantivo del ámbito en cuestión, que sirve de 
introducción a la materia objeto de estudio y, de esta forma, situar al lector en los problemas 
jurídicos esenciales, para seguidamente proceder a exponer las soluciones existentes al respecto 
de cada uno de los tres sectores clásicos del DIPr: competencia judicial, ley aplicable y 
reconocimiento y ejecución de decisiones extranjeras; profundizando en la problemática que, en 
cada caso, se suscita vinculada a la SI cuando tales relaciones cuentan con un carácter 
internacional. En todo caso, sin dejar de tratar la dimensión convencional internacional aplicable, 
el libro se plantea principalmente desde la perspectiva de la Unión Europea (UE). Esto es, se 
encuentra centrado, de modo primordial, en la solución que recogen sobre cada aspecto 
analizado, los distintos instrumentos normativos –Reglamentos y Directivas– elaborados por 
parte de las instituciones europeas –aunque prefiriendo, en su caso, el estudio de la normativa 
armonizada, frente al particularismo que ofrece el resultado de transposición por parte de los 
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Estados Miembros, salvo casos puntuales–, así como en la destacada labor llevada a cabo por 
parte del TJUE (analizada exhaustivamente, principalmente al respecto de los Reglamentos 
Bruselas I bis y Roma I y II). Algo que no impide, de un lado, que se ofrezca una interesante 
aportación comparativa –tanto normativa, como jurisprudencial– con relación a significativas 
jurisdicciones donde se han experimentado los más destacables avances en la materia –como son 
Estados Unidos, Reino Unido, Alemania, Canadá, Australia, Japón o China–. Al igual que, de otro 
lado, se incorporen los resultados a los que ha conducido la autorregulación y las iniciativas 
privadas en este ámbito; tan relevantes, no sólo al respecto de la propia infraestructura de 
Internet, sino también en relación con determinadas realidades propias de Internet o 
estrechamente vinculadas a la misma y su infraestructura. En cualquier caso, para cada uno de 
los aspectos tratados que se van desgranado de forma progresiva y constructiva, el autor ofrece 
un análisis valorativo y propositivo –principalmente en aquellos supuestos en los que pudieran 
surgir lagunas o cuando la normativa existente debería adaptarse a esta realidad–; destacando, a 
su vez, por ofrecer un tratamiento adecuado –e incluso contenido– con relación a la dimensión 
doctrinal y la amplia bibliografía existentes (principal, pero no exclusivamente, en lengua 
inglesa). 

Si nos detenemos en los elementos principales de cada Capítulo, el primero –dedicado los 
fundamentos–, sitúa el lector en el origen y la regulación actual de Internet y de las actividades 
privadas que ahí se desarrollan; sobresaliendo la exposición del ecosistema, actores y modelos 
de intercambio que genera, así como de elementos normativos como: la complejidad de las 
fuentes, el peso de la autonomía de la voluntad y del marco imperativo, al igual que la incidencia 
que posee la infraestructura de Internet y su control. Y ello, antes de proceder a exponer los 
aspectos principales relacionados con el DIPr. Algo que desarrolla, con voluntad introductoria, 
vinculado a los tres sectores propios de este sector del ordenamiento: competencia judicial 
(donde presenta las fuentes y principios esenciales presentes en el sistema de la UE y en EEUU), 
determinación de la ley aplicable (con una exposición de las fuentes internacionales y europeas, 
así como una perspectiva comparada) y reconocimiento y ejecución de resoluciones foráneas 
(centrándose, tras la presentación del sistema, en los motivos de denegación y su juego en el 
ámbito digital). Una exposición introductoria que sirve además para tratar de no reiterar 
contenidos al respecto de cada institución analizada posteriormente, permitiendo que cada 
Capítulo se centre en las particularidades relativas a cada materia. Seguidamente, en el segundo 
Capítulo se enfrenta a las cuestiones esenciales relativas a la SI y la ordenación de los servicios 
que, con un carácter transfronterizo, se prestan en la misma, así como su interacción con el 
mercado interior, donde sobresalen: el análisis que realiza del juego del “principio de origen” 
presente en el art. 3 de la Directiva 2001/2/CE o del Reglamento de geo–bloqueo, de los 
intermediarios de Internet (con un interesante estudio comparativo entre la UE y EEUU), al igual 
que de la problemática ius–privatista que suscitan el derecho de daños y los perjuicios que 
ocasiona la presencia de contenidos ilícitos en la red. 

El Capítulo tercero se encuentra consagrado, respectivamente, a la dimensión internacional–
privatista de la protección transfronteriza de los datos personales y de los derechos de la 
personalidad, incluida la difamación que se produce en Internet. Por lo que hace al primer ámbito, 
el estudio parte de la presentación del Reglamento General de Protección de Datos y las 
propuestas europeas existentes en este ámbito, para posteriormente enfrentase a su dimensión 
transfronteriza, tanto al respecto a la regulación de la transferencia internacional de los mismos, 
como su vulneración, con una atención especial a las iniciativas transatlánticas que se han ido 
sucediendo en este ámbito. Algo que deriva en el estudio que realiza tanto de la problemática que 
suscita la determinación del ámbito de aplicación territorial del Reglamento General, del análisis 
de las posibles acciones civiles que podrán suscitarte frente a las funciones que ejercen las 
autoridades supervisoras y de control en estos casos, así como del régimen jurídico de las 
acciones civiles derivadas de su infracción; dejado así el campo abonado para la presentación de 
las interesantes cuestiones que plantea la problemática relacionada con la vulneración de los 
derechos de la personalidad y la difamación desde una dimensión civil y en el marco de Internet 
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en situaciones internacionales. Un estudio que realiza, de nuevo, desde los tres sectores de 
nuestra disciplina y donde destaca el exhaustivo análisis de: la jurisprudencia del TJUE en esta 
materia y los resultados que derivan de la aproximación en “mosaico” presente en la dimensión 
jurisdiccional, los problemas que genera la falta de armonización conflictual en esta materia o el 
juego del control de la competencia judicial de origen y del orden público cuando se plantea la 
circulación intra–europea de la eventual decisión judicial de condena que se hubiera dictado. 

Por su parte, el Capítulo cuatro se consagra al estudio internacional–privatista de las 
cuestiones que plantean los derechos de autor y conexos en Internet. El significado que poseen la 
propiedad intelectual (en sentido estricto) y los derechos conexos en este ámbito (recordemos, 
en este sentido, la regulación de las bases de datos o del Software) obliga a que se dedique al 
mismo una gran atención que sirve igualmente para introducir los elementos básicos relativos a: 
las fuentes internacionales aplicable (derivadas de la acción codificadora de la OMPI, OMC/ 
ADPIC o los Tratados de Libre Comercio, que comparte parcialmente con el ámbito de la 
propiedad industrial), los resultados del significativo esfuerzo armonizador europeo en la 
materia y sus relaciones con los Derechos Fundamentales (como los presentes en el art. 6 TUE o 
17.2 CDFUE) o la incidencia de las iniciativas privadas más significativas (como son los 
“Principios” CLIP, ALI o la propuesta del ILA); destacando, de forma principal, el énfasis que 
realiza en los efectos en Internet de la fragmentación jurídica que, en el ámbito internacional, 
deriva del juego del “principio de territorialidad”. Una atención que se centra, con posterioridad, 
en el estudio de las normas reguladoras de los tres sectores propios del DIPr, donde destaca: el 
análisis de la jurisprudencia del TJUE relacionada con el art. 7.2º Reglamento Bruselas I bis y los 
perjuicios multi–territoriales que fomenta Internet (al respecto de la competencia judicial), los 
desarrollos normativos derivados del desarrollo de un Mercado Único Digital y las carencias de 
la normativa uniforme, junto a las interesantes propuestas que ofrecen los Principios antes 
mencionados (desde la perspectiva conflictual) o los problemas que plantean las medidas 
cautelares o el orden público (ya en el sector del reconocimiento y la ejecución). 

La competencia desleal y el régimen rector de la propiedad industrial, en su dimensión 
internacional y relacionada con Internet, constituye el objeto del Capítulo quinto. Tras la 
presentación del marco regulador y la atención especial dedicada a los nombres de dominio –la 
cual se encuentra dominada por la acción desarrollada por la ICANN (con una estrecha 
colaboración por parte de la OMPI en la gestión de los conflictos que pueden generarse, y la 
complementaria llevada a cabo por parte de la UE)–, el autor nuevamente fija su atención en las 
cuestiones que suscita la actividad internacional en Internet y las  cuestiones que suscita la 
territorialidad de estos derechos. Una vez más, realizado este planteamiento previo, el estudio se 
desarrolla al respecto de los tres sectores que han sido ya mencionados, distinguiendo entre los 
casos de infracción de los derechos de propiedad industrial y los supuestos de competencia 
desleal y la vulneración de las normas rectoras de la libre competencia. Al respecto de las 
infracciones de los derechos de propiedad industrial y sobre la dimensión jurisdiccional destaca, 
por un lado, el énfasis en el estudio de la rica jurisprudencia del TJUE, a partir de la problemática 
que se suscita por el juego del foro exclusivo del art. 24.2 y el fórum delicti commissi presente en 
el art. 7.2º Reglamento Bruselas I bis; al igual que se examinan las soluciones presentes en los 
Reglamentos que regulan los derechos unitarios de propiedad industrial –incluida la patente con 
efecto unitario, pendiente de entrar en funcionamiento–. Junto a ello, desde la dimensión 
conflictual, se analizan, por un lado, los apartados 1 y 2 del art. 8 Reglamento Roma II en relación 
con la infracción de tales derechos –también cuando cuentan con un carácter unitario– 
incidiendo el juego del tradicional recurso a la lex loci protectionis. En relación con la competencia 
desleal y los ataques a la libre competencia, por otro lado, también se despliega un completo 
estudio desde la perspectiva de la competencia judicial –dominado, una vez más, por el art. 7.2 
Reglamento Bruselas I bis y donde se enfatizan los problemas de localización del criterio de 
atribución territorial y la importancia del “mero acceso” a la información infractora a través de 
Internet– y de la ley aplicable –dominados por el art. 6 Reglamento Roma II–. Los aspectos de 
reconocimiento y ejecución, sin embargo, son tratados conjuntamente para todos estos actos 
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lesivos, sobresaliendo la eficacia extraterritorial de los remedios y medidas que pudieran 
adoptarse en un Estado Miembro y su eficacia en el resto. 

El sexto Capítulo se dedica a la contratación en línea internacional. Un ámbito donde la 
actividad reguladora ha sido amplia (tanto por parte de la CNUDMI, como la UE, al igual que por 
los propios actores a través de la autorregulación), pero con escasa relevancia para los aspectos 
estrictamente ius–privatistas. Tras un repaso a las fuentes aplicables, se detiene en la clasificación 
de los distintos contratos en cuestión, destacando que, junto a la tradicional clasificación B2B, 
B2C y P2P, se aproxima igualmente a las novedosas realidades del DLT, Blockchain y los Smart 
Contracts. Un estudio previo que se acompaña del clásico análisis triple que comienza por las 
cuestiones jurisdiccionales que suscitan tales contratos –con una especial estudio del juego de los 
acuerdos de sumisión y la distinción entre contratos comerciales y con parte débil–, las 
cuestiones conflictuales que generan –con una estructura similar–, aunque sin incorporar la 
problemática propia de la circulación internacional de decisiones en este ámbito –al haberse 
tratado al respecto de otras materias con detalle–. No obstante, cierra este Capítulo con una 
interesante referencia a los mecanismos ADR y ODR –principalmente el recurso la mediación y 
el arbitraje–, tan significativos en materia contractual y con tanto recorrido en la resolución de 
controversias derivadas de la contratación desarrollada por medio electrónicos. 

En definitiva, nos encontramos ante una obra muy cuidada y plenamente alineada con la era 
digital, que constituye una lectura obligatoria para aquellas personas interesadas en los aspectos 
legales que derivan de la intersección entre Internet y el DIPr, donde el lector encontrará una guía 
sistemática y exhaustiva para manejarse en este complejo ámbito. La cual, además de su claridad, 
huye de una mera descripción, al enfrentarse a las complicadas discusiones que se suscitan en 
este ámbito; ofreciendo, a su vez, un análisis crítico y plagado de criterios de interpretación 
plenamente actualizados del sistema de DIPr –europeo, pero también comparado– relativo a las 
relaciones jurídicas transfronterizas que se suscitan en Internet. (Guillermo PALAO MORENO)*. 

 
 

FOTINOPOULOU BASURKO, O.: Habitualidad vs temporalidad en los contratos de trabajo ligados 
al transporte internacional, Barcelona, Atelier, 2019, colección Atelier Laboral, 216 pp. ISBN: 978–
84–17466–55–8  

 
La obra que tengo el placer de reseñar es de gran interés. Su autora es una destacada experta 

en la problemática jurídica de los contratos laborales internacionales, y muy particularmente en 
el ámbito marítimo, que cuenta con una importante obra previa sobre el tema. Nos hallamos, 
pues, ante una obra de madurez, que retoma cuestiones sobre las que la autora ya se había 
pronunciado, sobre las que aporta una visión de conjunto y un plus de reflexión. El resultado es 
una reflexión crítica sobre los principales problemas que plantean las normas de Derecho 
internacional privado europeo del trabajo y su interpretación por el Tribunal de Justicia de la 
Unión. Cabe señalar, además, que la autora conoce muy bien tanto la doctrina 
internacionalprivatista como la laboralista, española y de otros países europeos, y ello se refleja 
en una cuidadosa y actualizada selección bibliográfica.  

El trabajo se centra en la determinación de la ley aplicable al contrato de trabajo, y en concreto 
en el ámbito de las distintas modalidades de transporte internacional (marítimo, aéreo y por 
carretera). Más concretamente, y en relación con los citados contratos, examina el principal 
criterio para determinar el Derecho aplicable ex art. 8.2º del Reglamento Roma I, esto es, el del 
país en el que se lleve a cabo habitualmente la actividad. En este sentido, cabe destacar la valentía 
de la autora, que se enfrenta a los supuestos en los que precisamente es más difícil determinar el 
locus laboris, los de los trabajadores itinerantes, cuyo trabajo se lleva a cabo habitualmente en 
diversos territorios, o incluso en espacios sustraídos a la soberanía estatal. Como acertadamente 

 
* Catedrático de Derecho Internacional privado de la Universitat de València. 
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pone de relieve, la concreción de la lex loci laboris gira en torno a dos conceptos básicos: el de 
“territorialidad” y el de “habitualidad / temporalidad”. Son conceptos aparentemente sencillos, 
pero Olga Fotinopoulou nos demuestra que su aplicación en el sector del transporte internacional 
es todo menos sencilla.  

La obra se beneficia de una estructura muy clara: el primer capítulo analiza los materiales 
normativos actuales y sus antecedentes: pasa revista al tránsito entre el art. 6 del Convenio de 
Roma de 1980 y el art. 8 del Reglamento Roma I, a la regulación europea sobre los 
desplazamientos temporales de trabajadores –incluyendo la directiva enforcement de 2014 y la 
reciente reforma de la Directiva 96/71 acometida en 2018– y a la normativa sectorial sobre 
establecimiento y prestación de servicios en al ámbito del transporte, en aquellos aspectos que 
afectan al régimen jurídico aplicable a los trabajadores. Cabe destacar que el tratamiento de 
dichas normas sectoriales ofrece un interés adicional, por cuanto en general son poco conocidas.   

El segundo capítulo, también de gran interés, da cumplida cuenta de la evolución de la 
doctrina del TJUE en la determinación del locus laboris: en primer lugar, pone de relieve cómo 
dicha determinación a los efectos de designar el Derecho aplicable se ha visto claramente influida 
por la jurisprudencia previa del TJUE relativa a la competencia judicial. También analiza 
determinados casos de la jurisprudencia dictada en el contexto de las normas de coordinación de 
sistemas de seguridad social, puesto que, según la autora, no han dejado de tener su impacto, ni 
que sea indirectamente, en la determinación jurídica de la lex loci laboris, y en particular en la 
noción de vinculación sustancial con el territorio de un Estado. Destacaría aquí el interesante 
análisis de las sentencias Bakker (2012) y Kik (2015), y también el del asunto Stroumpoulis 
(2016), dictado este último a propósito de los criterios de aplicabilidad de la normativa europea 
relativa a la protección del trabajador en caso de insolvencia del empresario. Con este telón de 
fondo, la obra desmenuza críticamente la doctrina que se deduce de los tres casos en los que hasta 
ahora el TJUE ha podido pronunciarse sobre la ley aplicable al contrato de trabajo: los asuntos 
Koelzsch y Voogsgerd, ambos de 2011, y Schlecker, de 2013. 

En el tercer capítulo, la autora destila los principales problemas que se derivan de los textos 
normativos analizados y de la interpretación que han recibido. En él resume las principales ideas 
que han ido tomando forma en los capítulos anteriores. Sin ánimo alguno de exhaustividad, dada 
la riqueza y densidad del trabajo, destacaría las siguientes: en primer lugar, rechaza con 
argumentos muy convincentes la tradicional analogía entre el pabellón o matrícula del buque o 
la aeronave con un determinado territorio estatal; en segundo lugar, pone de relieve la recíproca 
influencia entre los distintos bloques normativos (competencia judicial, ley aplicable, 
determinación del sistema de seguridad social competente) que puede apreciarse en las 
decisiones del TJUE (en este sentido, habla de “retroalimentación circular”, p. 193) y, a este 
respecto, señala los problemas que semejantes trasvases pueden ocasionar, si no se hacen con 
sumo cuidado, teniendo en cuenta las funciones específicas de cada uno de dichos sectores 
normativos. En tercer lugar, explica cómo en la construcción del criterio de “habitualidad” en el 
sentido de lugar “a partir del cual”  el trabajador lleve a cabo su actividad, se partía de supuestos 
en los que podía identificarse un lugar fijo de trabajo desde el que el trabajador fuera 
ocasionalmente desplazado, pero dicho supuesto no se correspondería con la situación de  
muchos trabajadores de los transportes internacionales, que realmente no serían “desplazados” 
desde un determinado lugar, sino que precisamente su labor se caracterizaría  por la itinerancia 
habitual entre diversos  territorios, o incluso fuera de territorio alguno. Por ello, opina que la 
doctrina existente no se adaptaría bien al supuesto específico del trabajo en los transportes 
internacionales, al menos en algunos casos. También destacaría su aguda crítica a otro aspecto 
de la doctrina jurisprudencial existente en cuanto a la determinación de la lex loci laboris: el 
intento en el caso Koelzsch de recurrir a criterios de carácter “sustancial” reveladores de una 
mayor proximidad sin duda plantea la dificultad de distinguir qué criterios sustanciales deben 
emplearse para la determinación del locus laboris y cuáles serían pertinentes para la operación 
de la regla  de los vínculos más estrechos recogida en el apartado 4 del art. 8 del Reglamento 
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Roma I. A este respecto, Olga Fotinopoulou ya propuso en trabajos anteriores que el criterio 
determinante para concretar los vínculos más estrechos debiera ser el de la existencia de vínculos 
de Derecho público (tributarios o de seguridad social) entre el contrato y un determinado Estado. 
En el asunto Schlecker, de 2013, el TJUE le habría dado la razón, al menos en parte.  

A pesar de su visión crítica de la doctrina jurisprudencial, crítica que se centra más en sus 
aspectos técnicos, la autora afirma que comparte el objetivo que, al menos en teoría, persiguen 
las sentencias del TJUE, esto es, asegurar la protección del trabajador como parte débil 
intentando vincular el contrato con aquel ordenamiento con el que esté real y sustancialmente 
relacionado. Ahora bien, también indica acertadamente que la búsqueda de semejante 
vinculación, basada exclusivamente en criterios de proximidad, no tiene por qué desembocar 
necesariamente en la mejor protección de la parte débil. Por ello, su propuesta final sería la 
siguiente: debiera buscarse la protección del trabajador a través del empleo del criterio de los 
vínculos más estrechos, entendiendo que conduciría al lugar donde se encontrara la verdadera y 
real vinculación económica con la empresa, pero este criterio debiera combinarse (y ello exigiría 
una reformulación del Derecho internacional privado del trabajo europeo, que entiende 
necesaria) con el principio favor laboratoris, de tal manera que pudiera aplicarse otro 
ordenamiento que diera lugar a un resultado más protector para el trabajador itinerante o móvil. 

Las consideraciones anteriores dan fe de la riqueza y profundidad de la obra comentada. 
Como decía al principio de esta reseña, es la obra de una experta en la materia, ya curtida en 
muchas batallas. El resultado es, entonces, de gran interés para todas aquellas personas que se 
interesen por la compleja problemática de los contratos de trabajo internacionales. Aunque se 
dedique específicamente a los trabajadores del sector del transporte internacional, es evidente 
que muchos de los planteamientos que desarrolla son igualmente útiles para otro tipo de 
actividades laborales. En suma, el trabajo reseñado constituye un muy buen balance del statu quo 
normativo y jurisprudencial, y al mismo tiempo aporta interesantes propuestas para su posible 
evolución o adaptación por vía interpretativa. (Miguel GARDEÑES SANTIAGO)•.  

 
 

JIMÉNEZ GÓMEZ, B.S.: Garantías reales sobre bienes inmateriales en el comercio internacional, 
Cizur Menor (Navarra) Thomson-Reuters- Aranzadi, 2020, 487 pp. ISBN: 978–84–1308–027–7. 

 
1. La presente obra se basa en la tesis doctoral que la autora presentó en 2018 en la Facultad 

de Derecho de la Universidad Complutense de Madrid, titulada Las garantías reales sobre 
derechos de propiedad industrial e intelectual en Derecho Internacional Privado y elaborada bajo 
la dirección del Profesor Pedro Alberto de Miguel Asensio.  

El estudio se ocupa de un tema de innegable relevancia en el comercio internacional 
contemporáneo: la constitución de garantías reales sobre bienes inmateriales protegidos por 
derechos de propiedad intelectual (entendidos aquí en sentido amplio, es decir, incluyendo tanto 
la propiedad industrial como los derechos de autor y los derechos afines, además de los derechos 
sui generis sobre bases de datos, topografías de productos semiconductores, nombres de 
dominio, etc.).  

Con respecto a estas garantías se discuten, en particular, la ley aplicable a las diferentes 
cuestiones – contractuales, extracontractuales y reales – que plantean y su reconocimiento en el 
Estado de protección de dichos bienes cuando hayan sido constituidas bajo una ley extranjera. 

El tema, que ha suscitado el interés de diversas organizaciones y grupos de estudio 
internacionales, entre los que destacan la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho 
Mercantil Internacional, la Organización de Estados Americanos y el Grupo Europeo Max Planck 
sobre Derecho Internacional Privado de la Propiedad Intelectual, se sitúa en la frontera de tres 

 
• Profesor Titular de Derecho internacional privado de la Universidad Autónoma de Barcelona.  
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ramas distintas del derecho: el Derecho Internacional Privado, el Derecho de Propiedad 
Intelectual y el Derecho Civil. La autora demuestra un sólido dominio de los conceptos 
fundamentales de las tres disciplinas y presenta al lector una minuciosa investigación sobre el 
tema elegido, soportada por una bibliografía muy rica y actualizada. 

2. La obra reseñada se reparte por seis capítulos, que abordan sucesivamente los bienes 
inmateriales como objeto de garantías (capítulo I), la publicidad registral y la oponibilidad frente 
a terceros de la garantía sobre bienes inmateriales (capítulo II), la determinación de la ley 
aplicable a las garantías internacionales (capítulo III), su constitución (capítulo IV), la efectividad 
de las garantías (capítulo V) y las cuestiones planteadas por el reconocimiento de garantías sobre 
bienes inmateriales constituidas en el extranjero (capítulo VI). 

El punto de partida de la autora es la constatación de que el recurso a los derechos de 
propiedad intelectual como objeto de garantías reales en operaciones de financiación es una 
alternativa a una financiación más cara sin garantías. En un mercado integrado, como el de la 
Unión Europea, debería, por ello, facilitarse la constitución de garantías sobre dichos derechos 
que pudieran ser eficaces en el conjunto de la Unión. 

Sin embargo, la autora demuestra la existencia de una gran diversidad de soluciones en lo que 
respecta, en particular, a la regulación de las distintas etapas por las que atraviesa una garantía 
real sobre bienes inmateriales, a los requisitos de su constitución y al régimen de su registro. 

Ahora bien, la territorialidad de las leyes en materia de propiedad intelectual obliga a realizar 
una operación específica de garantía para cada derecho de propiedad industrial o intelectual en 
función de la ley del Estado para el que se reclame la protección. Este sistema no resulta 
compatible, según Briseida Jiménez, con un moderno régimen de las operaciones garantizadas. 
Habrá que buscar, por lo tanto, una regla de conflicto más eficiente, que posibilite al deudor 
garantizado otorgar en garantía derechos de propiedad intelectual protegidos en diversos 
Estados y, por lo tanto, la internacionalidad de la garantía según su objeto. Este, en resumen, es el 
objetivo de su estudio. 

Dicho planteamiento del problema nos parece enteramente correcto. En realidad, la 
superación del dogma de la territorialidad en los conflictos de leyes en materia de derechos de 
propiedad intelectual es una de las tendencias más marcadas de la doctrina moderna en esta 
materia, aunque sean escasos, a este respecto, los pronunciamientos doctrinales referidos al tema 
de las garantías. 

3. En esencia, la autora propone como solución para el problema fundamental planteado por 
su investigación la aplicación a la constitución de la garantía y a su ejecución de la ley del Estado 
del otorgante de la garantía, lo que podría servir para dotar al sistema de resultados más 
eficientes. Sin embargo, la oponibilidad y la prioridad de la garantía frente a terceros deben 
permanecer, a su juicio, regidas por la lex loci protectionis. 

Esta conclusión es justificada por Briseida Jiménez, en síntesis, con el argumento de que la ley 
de la residencia habitual del otorgante simplifica la constitución de la garantía sobre bienes 
inmateriales, con lo cual se favorece la realización de operaciones de garantía sobre bienes 
inmateriales. En contraste, la aplicación de la lex loci protectionis a los “porfolios” de garantías 
sobre derechos de propiedad intelectual puede conllevar mayores cargas económicas. Según 
afirma la autora, si el Derecho Internacional Privado quiere alcanzar el objetivo de ser un ius 
communicationis entre las distintas garantías reales sobre derechos de propiedad industrial e 
intelectual en la Unión Europea, la configuración de la norma de conflicto para la constitución y 
ejecución de la garantía de bienes inmateriales debería desligarse de los anclajes de la lex loci 
protectionis. 

4. Las propuestas de Briseida Jiménez se corresponden, en gran medida, con los intereses en 
presencia. De hecho, las razones fundamentales que justifican la competencia de la lex loci 
protectionis a fin de regular la constitución de derechos de exclusiva sobre bienes inmateriales – 
ligadas, en particular, a la defensa de los intereses públicos del Estado de protección en cuanto a 
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la utilización de eses bienes – no tienen la misma relevancia en lo que respecta a su otorgamiento 
como garantías. Una vez admitida por la lex protectionis la existencia de los mencionados 
derechos de exclusiva, la constitución en beneficio de terceros de garantías sobre los bienes que 
estos tienen por objeto puede, por ello, ser regulada por otra ley, sin menoscabo para dichos 
intereses. 

Dichas propuestas están además en línea con lo que se desprende de los Principios sobre 
Derecho Internacional Privado de la Propiedad Intelectual (“Principios CLIP”), elaborados por el 
Grupo Europeo Max Planck sobre Derecho Internacional Privado de la Propiedad Intelectual, 
cuyo art. 3:802 (1) dispone: 

“Subject to paragraph 2, the law applicable to security rights in intellectual property shall be the 
law of the State where the grantor has her/his habitual residence at the time of the creation of the 
security right […]”. 

A su vez, el art. 3:802 (2) (e) de los mismos Principios establece: 
“The law of the State for which protection is sought shall apply to: […] (e) the priority and the 

third–party effects of security rights in intellectual property”. 
Sin embargo, lo mismo no puede decirse de la Resolución adoptada en 2016 por la Asociación 

Internacional para la Protección de la Propiedad Intelectual (AIPPI) sobre Security Interests over 
Registered IP Rights, que establece en su punto 4: 

“[T]he availability, registration, creation and effect of security interests in IPRs should be 
governed by the law designated by the jurisdiction in which the IPR is registered”.  

El dépeçage propuesto por la autora no ha, por lo tanto, logrado un consenso general hasta 
hoy. Por lo demás, se puede preguntar si la aplicabilidad de la ley del otorgante de la garantía a 
su constitución es la solución más eficiente cuando la ley del país de registro del derecho exige la 
inscripción también con respecto a la constitución de derechos de garantía – como sucede en la 
ley portuguesa – y no admite, en virtud del numerus clausus de los derechos reales, la garantía 
constituida en el país del otorgante, por ejemplo, una floating charge anglosajona. Surge entonces 
el riesgo de una garantía valida inter partes según la ley del otorgante, pero inoponible a terceros 
según la lex protectionis.  

Este es, por supuesto, un tipo de dificultad con el que inevitablemente se enfrenta la 
implementación de cualesquiera soluciones de índole conflictual en esta materia y que sólo una 
unificación del Derecho material permitiría superar por completo. A fin de mitigarlo, la autora 
propone, en el último capítulo de su obra, un mecanismo de coordinación entre las garantías 
creadas bajo la ley de la residencia habitual del deudor y sus correspondientes funcionales en la 
lex loci protectionis. Con ese objeto, contempla tres alternativas: la redacción de normas 
registrales con validez en la Unión Europea, destinadas a ayudar a los expertos en la 
determinación de si las garantías reales constituidas en un Estado miembro son equivalentes a 
las del Estado donde se pretenden inscribir; la aplicación de la jurisprudencia en materia de 
garantías transfronterizas sobre bienes muebles, de forma que se reconociera a las garantías 
constituidas bajo el ordenamiento de un Estado miembro en el Estado de protección; y la 
clarificación legislativa de las figuras equivalentes a las garantías reales sobre derechos de 
propiedad intelectual en los distintos Estados miembros de la Unión. En caso de no coincidencia 
de figuras, debería facilitarse la adaptación de la garantía extranjera a una de las garantías 
previstas por el Derecho del foro.  

La tesis de Briseida Jiménez constituye, por todo lo expuesto, una aportación doctrinal de la 
mayor relevancia para el esclarecimiento de uno de los temas más complejos del régimen 
contemporáneo de los bienes inmateriales en el dominio del Derecho internacional privado. Es, 
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por ello, merecedora de atención por todos los estudiosos y operadores en la práctica de esta 
disciplina. (Dário MOURA VICENTE)* 

 
 

MOURA VICENTE, D.: A Tutela Internacional da Propiedade Intelectual, Coimbra, Almedina, 2019, 
598 pp. ISBN: 978–9724082165 

 
La publicación tras una década de la segunda edición actualizada de una de las obras de 

referencia fundamentales en materia de Derecho internacional privado de la propiedad 
intelectual e industrial constituye una magnífica noticia. Ciertamente, en el libro ahora reseñado 
su autor lleva a cabo una exhaustiva actualización y revisión de la obra de ese mismo título 
publicada en 2008, que con el paso del tiempo se ha convertido en un “clásico” en la materia a 
nivel mundial, fundamentalmente a raíz de su publicación en francés en la colección de cursos de 
la Academia de La Haya ese mismo año. A diferencia de otras obras que comparten el mismo 
objeto, este libro constituye un tratado fruto del extraordinario trabajo de su único autor, el 
profesor Dário Moura Vicente, lo que tiene su reflejo en la singular coherencia del resultado, que 
proporciona un análisis completo de la materia. 

Durante la década transcurrida desde la primera edición, este sector ha sido objeto de un 
extraordinario desarrollo jurisprudencial, así como foco de especial atención tanto en el ámbito 
práctico como académico a nivel mundial. Sin perjuicio de la necesidad de adaptación al 
cambiante contexto social, lo cierto es que las cuestiones relevantes y los fundamentos de su 
regulación se mantienen en lo sustancial, lo que se corresponde con que la nueva edición sea fiel 
a la estructura de la anterior, sin perjuicio de que el creciente desarrollo en la materia tenga 
reflejo en el aumento en alrededor de un quince por ciento del número de páginas de la obra. 

En lo relativo a su contenido, el enfoque amplio y omnicomprensivo que caracteriza la obra 
es una indudable virtud y un rasgo diferenciador y revelador de su importancia. Así se refleja en 
la circunstancia de que junto a los derechos de exclusiva –derechos de autor, derechos afines y 
derechos de propiedad industrial en sentido amplio– la obra abarca el estudio de la competencia 
desleal y la tutela de los secretos empresariales. Se trata de un planteamiento que tiene 
debidamente en cuenta el carácter complementario que con frecuencia presenta en la práctica la 
protección a través de esas distintas instituciones, así como la difusa delimitación entre algunas 
de ellas cuando se analizan en el plano comparado. Otra muestra de la amplitud del enfoque se 
encuentra en que el autor no se limita al tratamiento de las cuestiones planteadas en la litigación 
ante los tribunales estatales sino que dedica también detallada atención a los mecanismos 
extrajudiciales de solución de controversias, con especial atención al arbitraje y la mediación, de 
manera coherente con su importancia en la práctica actual. 

Con respecto a la estructura, cabe destacar que la obra se encuentra dividida en cinco 
capítulos, precedidos de una introducción en la que se explicita la actualidad y relevancia de la 
materia. El núcleo del libro está constituido por los capítulos tercero y cuarto, en los que se 
abordan las cuestiones centrales de Derecho internacional privado. Con carácter previo, el 
capítulo primero contiene un valioso estudio comparativo de las principales semejanzas y 
diferencias entre los sistemas nacionales en materia de derechos de autor y derechos conexos, 
derechos de propiedad industrial y tutela de la competencia desleal. Estas páginas, que reflejan 
la condición de brillante especialista de Derecho comparado de su autor, resultan esenciales para 
conocer los ámbitos en los que las cuestiones de Derecho aplicable tienen mayor relevancia, así 
como para valorar los fundamentos de los regímenes materiales que condicionan el resto del 
análisis. Similar trascendencia tiene el capítulo segundo dedicado al alcance de la armonización 
y unificación internacional del Derecho de la propiedad intelectual e industrial, que proporciona 
un elaborado análisis del conjunto de instrumentos existentes. El desarrollo de la normativa 

 
* Catedrático de Facultad de Derecho de la Universidad de Lisboa. 
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internacional en la materia, así como la intensidad de la armonización alcanzada en el seno de la 
Unión Europea, incluida la creación de títulos unitarios, condicionan decisivamente las 
cuestiones tratadas en el resto de la obra.  

En relación con los aspectos centrales de Derecho internacional privado, llama la atención que 
el estudio de las cuestiones de Derecho aplicable en el capítulo tercero preceda al tratamiento de 
la competencia judicial internacional, que junto a las cuestiones de reconocimiento y ejecución 
de resoluciones judiciales son abordadas en el capítulo cuatro. Ahora bien, la íntima conexión de 
las cuestiones de derecho aplicable con la territorialidad e independencia de los derechos de 
exclusiva y con el alcance de la armonización internacional de las normas sustantivas, objeto del 
capítulo segundo, facilita apreciar que en este caso el orden elegido por el autor está justificado. 
Esta impresión se ve reforzada por las ventajas inherentes a un tratamiento conjunto de las 
cuestiones de competencia judicial y reconocimiento de resoluciones, como el que se lleva a cabo 
en el capítulo cuatro, así como por la circunstancia de que estos aspectos procesales se 
encuentran estrechamente conectados con el estudio de los mecanismos alternativos de solución 
de controversias, que tiene lugar en el capítulo quinto. 

El capítulo tercero aborda con gran rigor las diversas cuestiones relevantes en el ámbito del 
Derecho aplicable, incluidas las más controvertidas y algunas que previamente habían recibido 
una atención menor por la doctrina pese a su gran trascendencia práctica. De esta manera, este 
capítulo no se limita a tratar los aspectos relativos a la ley aplicable a la responsabilidad 
extracontractual derivada de la infracción de derechos de propiedad industrial e intelectual, 
analizando con rigor el funcionamiento e implicaciones del criterio lex loci protectionis, y de la 
realización de actos de competencia desleal, valorando la aplicación y límites del criterio de los 
efectos en el mercado, sino que lleva también a cabo un profundo análisis de aspectos como la ley 
aplicable a la titularidad de los derechos de autor. Se trata de un sector en el que históricamente 
el ordenamiento portugués ha atribuido relevancia al criterio basado en la aplicación de la lex 
originis, a diferencia de la situación en otros ordenamientos continentales. En este contexto, el 
análisis y las propuestas del autor acerca de esta cuestión en el capítulo tercero revisten singular 
interés. En el ámbito contractual, más allá del tratamiento de la determinación de la ley aplicable 
a las diversas modalidades de contratos relativos a la utilización o explotación de derechos de 
propiedad industrial e intelectual, el autor se detiene en el tratamiento de los contratos relativos 
a la creación de los bienes intelectuales, así como en las complejas cuestiones de Derecho 
aplicable relativas a la gestión colectiva de derechos de autor y conexos. 

Durante la última década la jurisprudencia del Tribunal de Justicia ha sido particularmente 
abundante en lo relativo a la interpretación de las normas de competencia judicial internacional 
en este sector, lo que tiene claro reflejo en el exhaustivo análisis que el autor lleva a cabo en el 
capítulo cuatro. Más allá de los litigios relativos a la titularidad e infracción de los derechos, el 
autor estudia también con gran rigor el régimen de competencia judicial internacional en los 
litigios relativos a contratos así como en los derivados del ejercicio de acciones en materia de 
actos de competencia desleal y vulneraciones de secretos empresariales.  

El capítulo final se encuentra dedicado a los medios extrajudiciales de tutela de la propiedad 
intelectual e industrial. En lo relativo al arbitraje comercial internacional, son objeto de análisis 
las tres cuestiones más relevantes en este ámbito: límites a la arbitrabilidad de los litigios, 
determinación de la ley aplicable al fondo de la controversia y reconocimiento de resoluciones 
extranjeras. El autor opta, con buen criterio, por propuestas tendentes a facilitar el desarrollo del 
arbitraje en esta materia, con respeto a las implicaciones de la territorialidad propia de estos 
derechos de exclusiva y teniendo muy presente el limitado significado de la sede del arbitraje en 
la práctica contemporánea. A continuación, el autor se centra en analizar el potencial de la 
mediación y la conciliación en el ámbito de la propiedad intelectual. La inclusión de los 
mecanismos específicos de solución de controversias en materia de nombres de dominio, así 
como una referencia al significado del sistema de resolución de litigios en el marco de la 
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Organización Mundial del Comercio, son ilustrativos del carácter completo de la obra, antes 
reseñado. 

En síntesis, esta segunda edición supone una actualización plena de una obra fundamental 
para conocer el régimen de Derecho internacional privado de la propiedad industrial e 
intelectual. Su completa puesta al día asegura que esta extraordinaria obra del profesor Dário 
Moura Vicente continuará siendo una referencia fundamental en la materia durante los próximos 
lustros (Pedro Alberto DE MIGUEL ASENSIO)*. 
 

 
* Catedrático de Derecho internacional privado de la Universidad Complutense de Madrid. 
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